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ACCI OESTES DEL TRAUAJO. 
Relación entre el siniestra y el trabajo. 

1. La ley 9088 iw responsabiliza at patrón por el accidente 
de tránsito sufrido por el obrero a lit entrada o al regreso 
de sus tareas, que no se lia debido a peligro o dificultades 
inherentes al seceso o a la salida del lugar donde trabaja. 
Página 3G9. 

2. El art. í\ inc. c) de la ley 12.G31 no aclara sino que 
modifica el art. 1' de la ley 9GS8 y, por consiguiente, no 
rige respecto de los occidentes ocurridos antes de su vi- 
gencia. Página 3G5. 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

1. El decrclo firme por el cual el" P. E. p en uso de facultades 
reglados, deniega o reconoce ln calidad de expedicionario 
al desierto, no puede .ser modificado por otro para acor- 
darla o desconocerla, sin violación de Ja cosa juzgada ad- 
ministrativo. Página 548. 

2. Es violatorio de la cosa juzgada administrativa y nulo el 
decreto por el cual, desconocí dudóse la calidad de expedi- 
cionario ni desierto reconocida ni cansante por un decre- 
to anterior, so priva a su hija de la pensión que con arre- 
glo a las leyes 10.315 y 13.290 le fué mtordnda por 
resolución minia teriul y heclia efectiva bosta la focha, de 
ln revocación. Página 548. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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*1* ADUANA 

3. El decreto por el cual considerando probado que un mili- 
tar retirado vuelto transitoriamente a la actividad ha 
fallecido a consecuencia de actos del servicio, el P. E, re- 
forma uno anterior que acordaba a los deudos la pendón 
prevista en el art. 12, íne. 4, tít. iV, de la ley 4866, y 
es concedo la que estonia™ el inc. 3* del citado artículo, 
llene tuerza de rosa juzgada y no puede ser válidamente 
revocado por otro, no obstante haber sido oportunamente 
observado por la Contaduría General de Ja Nacido si, de- 
vuelto el expediente a dieta repartición por orden del Mi- 
nisterio do Marina, aquélla no insistió v consintió oue loa 
beneficiarios percibieran durante años el respectivo bene- 
ficio. Página 553. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

1. El decreto que acuerda una ponsb'.n militar a un pensio- 
nista civil sin subordinarla a la opeión del interesado nj 
pronunciarse acerca de la incompatibilidad entre ambos 
benclicto*, no produce efecto de com juzgada sobre este 
punto y no es óbice pnra que por otro decreto se requiera 
luego de benefu-iario que opte por una de las pensiones. 
Favila 244. 

2. Es improcedente Ja acumulación de una jubilación civil 
y de una pensión bamaria en una misma persona. Pag. 273 

3. El goce de la pensión ferroviaria correspondiente por el 
fallecimiento del causante a consecuencia de un accidente 
sufrido durante el desempeño de sus tareas, no e á incom- 
patible con la indemnización civil de Jos daños v iierjui- 
cios ori-inados por diebo suceso y sólo parcialmente re- 
parados por la pensión fie referencia. Página 429. 

ADUANA. 
Importación, 

Libre de derechos. 

I* Con arrecio al nrt. 33 de la ley 12.345, no están exentos 
de derechos de aduana la fibra o pasta de madera el sul- 
fato de aluminio, el azogue, la resina, el talco v las ma- 
quinarias importadas por una empresa para elaborar ce- 
lulosa de madera con el fin de fabricar papel de distinta 
calidad que el que produce con el empleo de la celulosa 
obtenida de la paja del tri«;o del país. Página 20G. 

2. El art. Xi de la ley 12.315 y las disposiciones de la ley 
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12.574 que ]o aclaran do son aplicables a las industrias 

que gozan do liberación aduanera por lo diapuesto en el 
art. 1* de la ley 11,588. Página 326, 

3. Las industrias que gozan de liberación aduanera por lo 
dispuesto en el art. 1» de la ley 11.588 no están exentas 
del derecho adicional del 10 % en cuanto a las impor- 
taciones realizadas con posterioridad a la vigencia de la 
ley 12.3-15. Página 320. 

4. Las mercaderías libres de derechos conforme al art. 1' de 
la ley 11 588 se hallan también exentas del pago del 10 % 
adicional a que se refiero el art. 1» ley 11. 681. Pág. 502. 

5. El art. 42 de la ley 12.345 es modifica torio del art. 1« de 
la ley 1248$ y no se aplica a Jas importaciones realizadas 
con anterioridad a au vigencia. Página 5í¡2. 

Prueba del destino. 

fl. El destino de las mercaderías introducidas libres de dere- 
chos sólo puede ser probado en la forma establecida por 
loa arts. 27 de la ley 11.281 y 4 y sigtes. de su decreto 
reglamentario. Pagina 357. 

Tramito y removido. 

7. La pérdida, en un naufragio, de una partida de merca- 
dería extranjera destinada a la Capital federal que, en 
virtud de las facilidades especialmente acordadas por el 
1*. E. td importador para evitar el doble manipuleo y loe 
gastos y demoras consiguientes, fué nacionalizada previo 
pago de los correspondientes derechos y servicios, sin des- 
cargarla en uno de los puertos del país, no autoriza a 
reclamar Ja devolución de lo pagado por tal concepto. Pa- 
pua 112. 

Rectt rso$. 

8. La multa del 5 c ¿ y los dobles derechos de almacenaje 
previsto* en el art. 17 de la ley 11.248 son sanciones pe- 
nales a las que es aplicable lo dispuesto en el art. 73 de 
la ley 11. 281; do manera quo la resolución dictada al res- 
pecto por el Ministro de Hacienda, con motivo del recurso 
administrativo interpuesto por el interesado, tiene fuerza 
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APREMIO 



de cosa juzgada e impide demandar después ante tos tri- 
bunales de justicia, la devolución de lo qno se pagare en. 
cumplimiento de aquella decisión. Página 466. 

AQDAS CORRIENTES. 

Ko habiendo probado el actor que durante lo» años por 
loa cuales » le lia cobrado el gravamen establecido por ln 
ley 3832 do la Provincia de Buenos Aires cuya repetición 
demanda, no haya podido obtener la conexión de bis cañe- 
rias de agua corriente con las de su propiedad por la ca- 
prichosa denegación de los empleados provinciales, ni que 
baya usado los recursos administrativos pertinentes para 
obtenerla, y estableciendo el art. 12 de la mencionada ley 
que el servicio de agua:* corrientes es obligatorio dentro 
del radio en que está comprendido el inmueble y que el 
importe ile las tarifas que tija el R E., deberá pagarse 
desde el momento en que so libren las obras al servicio 
público, culón o no instaladas Jas eañerins internas y cons- 
truidas las obras domiciliarias, debe rechazarse la acción 
do repetición fundada en que se le ha cobrado un servicio 
que nunca le fué prestado. Página 552. 

AMNISTIA. 

1, La ley de amnistía ll.fi20 no faculta al P. E. para acor- 
dar o denegar a su arbitrio In reincorporación los mi- 
litares n que aquélla se re Lie re. sino para que en los res- 
pectivos casos decrete esa medida con arreglo a lo dis- 
puesto por las leyes orgánicas del ejército o de la armada. 
Página 340. 

2. Es procedente la reincorporación en situación de retiro y 
■el cubro do los correspondientes sueldos atrasados no afec- 
tados por la prescripción quinquenal reclamados por el 
militar comprendido en la ley óe amnistía 11.IÍ2Ü después 
de haber transcurrido más de dos años desde que fue des- 
tituido y dado de baja del ejercito. Página 340. 

APREMIO. 

La iniciación del jnirin ordinario no interrumpe el pro- 
ceso de ln acción ejecutiva o de aprendo. Página 21. 
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ARMADA. 

1. Los cadetes de la Escuela Naval carecen de] empleo y 
grado inherente» ni estado militar y pueden ser dados de 
baja por el [\ E. en ejercicio de facultarle* discrecionales 
Página 373. 

2. El cadete de la Escuela Naval expulsado pur el Consejo de 
Disciplina, reincorporado luego por decreto del P. E, y 
dado nuevamente de haja por otro decreto fundado en Jos 
antecedentes que motivaron In anterior separación, no tie- 
i*p derecho para exigir que se le reintegre en su condición 
06 alumno ni a que .se le acuerde retiro eon el grado de 
guardián™ vina ni a iudenmizurión albina por los daños y 
perjuicios que lo hay» causado Ja expulsión. Página 373. 



B 

BANCO HIPOTECARIO NACION A L. 
ítfgimm legal. 

1. El Banco Hipotecario Kaeíond no puede escriturar un in- 

mueble sin que previamente (m van pido pagado* lo* impues- 
tos y contribuciones que lo gravan. Pagina lfi(¡. 

2. EJ Banco Hipotecario Nacional no está obligado a depositar 
el remanente del pm-io oPdenido en la subasta de un in- 
mueble hipotecado en garantía de un préstamo, mientra» 
no se hayn firmado la respes j va escritura traslativa del 
dominio y cslaliWj.t,, ,„„■ lj ( ,„ ¡dación definitiva la can- 
tidad sobrante, a cuyo efecto puede disponer del tiempo 
necesario para finiquitar holgadamente dichas npcraeioiicb. 
Pagina lüU 

BANCO PROVINCIAL DE ENTRE RIOS. 

Ninguna disposición do las con.*.! ¡fuñones de la Nación ni 
Je Ja Provincia de Entre Ríos ni de los códigos civil o de 
comercio so Opone a la transformación en banco oficial, dis- 
puesta por la ley líiflí», del Banco Provincial do Entre Ríos 
creado con carácter mixto pur ley del 16 de junio do 1884. 
Pagina 63. 
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CESION DE DERECHOS, 

La cesión do derecho* es una institución del derecho subs- 
tantivo y, como tal, no so hulla sujeta a limitaciones ni 
modificaciones proveniente do leyes procésale-*. Página 115. 

COMPRAVENTA. 

1. Es procedente la rescisión del contrato de compra y venta 
de tres fraccione» de terreno, celebrado por un gobierno pro- 
vincial pura Wttan r har el ejido y las ebucraa de un pueblo, 
ai el vendedor se ha imitado, antes y después de la celebra- 
ción del contrato, en ta imposibilidad de entregar 1 . cosa 
vendida, porque el Banco Hipotecario Nacional, en ejer- 
cicio de sus doradme do acreedor, lo habí* privado de la 
posesión do una ilo las tracciones y vendido varios lotes, 
adjudicándose después el resto de \a misma, impidiendo, 
do tal modo, el Ingro del fin pentejruido por el gobierno 
mediante la adquisición convenida. Página B4. 

2. Kesciiididu el contrate» de compra y venta de un inmueble 
por lia liarse el vendedor en la imposibilidad de entregarlo 
al comprador, éste tiene derecho a que le sean restituidas 
por aquel las prestaciones que ha efectuado en cumplimiento 
do bus obligaciones. Página S4. 

3. La rescisión del contrato do suministro decretada por el 
Estado con motivo del incumplimiento del contratista de- 
bido a dificultades provenientes de la creación do la Comi- 
sión do Control de, Cambios y fundada en la cláusula eon- 

, tractual que lo faculta pora adoptar dicha medida y adqui- 
rir la mercadería directamente en plana por cuenta del 
contratista, no lo autoriza para cobrar a eVle la diferencia 
do precio sin deducir de ella el importe de los derechos 
aduaneros pagados por la mercadería nú adquirida, que 
por el con Tato so hallaba « eargo del Kstudo. Página 4Q3. 

CONCESION. 

La Consti Ilición Vacjinml tm upune n que Jas provincias 
y municipalidades OtorgUM concesiones de monopolio y 
exclusividad para La premiación de servicios públicos. Pá- 
gina m. 



«4 constítucios KACIOÍUL 

Decretos nnrionnlr*. 

Imputo a loa réditos y a las transacciones. 

6. El orí. 53 del decreto reglamentario di- bis leyes Nros. 11.082 
y 11.083 T. O., ((ttc confiero o las delegaciones de la Direc- 
ción del Impuesto » los Medito* facultades para resolver so- 
bre estimaciones de «ÉtíO, monto, pago y ejecución del im- 
puesto y Bpbemeióii y cobro do multas, lm nido dictado den- 
tro de Í;i> f;i culta de* ion 1'iTÍdilS :il 1*. K. por el ¡irt. 5? T. O. 
<le ti id ni s leyes*. Página 133 

Impuestos Internos 

7. disposiciones reglamentarías que establecen presuncio- 
nes de fraude susceptibles de prueba en contrarío para 
determinadas infracciones a las leves y decretos sobre im- 
puestos internos, como medio de facilitar la percepción y 
el control del gravamen, son eonstitueioiialmente válidas. 
Página 302. 

8. Los ans. 2I»7 y 208 del lít. ITT de la Reglamentación Ge- 
neral do Impuestos Internos, en cuanto Jiinilan a cierta pro- 
porción Ja merma de la materia prima liberada* no contra- 
rían lo dispuesto en el urt. 32 de la ley 3711+ (T. O.), que 
tampoco obsta a la validez constitucional de las presunciones 
reglamentarías de fraude. Página 418. 

Varios. 

0. Los decretos nacionales del 2H de marco y Ü4 do mayo de 
1034 y 13 . Ir noviembre de 1Ü3£>, en cuanto hc refieren a lim 
comunicaciones tclefóninis adiciónale*, no son violalorios 
de los arta. 10 y 17 do Ja Constitución Nacional. Página 518. 

Leyes provinciales. 
Mendoza. 

10. U ley 710 de In Provincia de Mendoza, sobre jubilaciones 
y pensiones de los em picudos públicos es contraria ol art. 
31 de la Constitución Nacional en cuanto, según lo decide 
la sentencia apilado, excluye Ja aplicación de las disprai- 
* iones del Código ('¡vil en el caso de una demanda sobre ín- 
dcmniKucio'ii del occidente sufrido por un emplee do en el 
de*<nt|>cño de sos tareas, funduda en la responsabilidad del 
E«tudo por los dañoH causados por culpa o negligencia del 
conductor de un vehículo de ¡i propiedad y por el mal es- 
tado del tribuno. 1 'Agina 2ÜU 
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11. La ley 78G de In Provincia do Mendoza, su decreto regla- 
montano de] 6 de septiembre do 1923 y la ordenanza de la 
Munícipnlidiid de la ciíidud de Mendoza del 5 de agosto 
do 190T, en cuanto prohiben, bajo pena de multa y comiso, 
la introducción tle carnes no faenadas en el Matadero Fri- 
gorífico Mendoza, no son violntorios de los arbí, 14, 16 
17, (17, ine. 11 y Ib", de la Constitución Nocional. Página 38l! 

12. La ley 789 de la Provincia de Mendoza, su decreto regla- 
mcniiirio riel fí do septiembre de 1023 y la ordenanza de la 
Morí icipal ¡dad do la ciudad de Mendoza del 5 de agosto do 
l!í»7 son violntorios del art. Ü7, inc. 12, de la Constitución 
Nacional en cuanto prohiben la introducción do carnea pro- 
cedentes do otras provincias o de la Capital o territorios 
nacionales, por la sola circunstancia de no linhor sido fae- 
nadas en el Matadero Frigorífico Mendoza Bino en otros del 
Jugar di- procedencia y no uhstanle ba liarse en i»erfectaa 
condicione» sanitarias y llevar el sello de inspección na- 
cional que así Jo acredito. Página 381. 

13. La ley 92n" do la Provincia de Mendoza, en cnanto exige 

aún pura el funcionamiento de las lar iins tiuleriormento 

establecidas por propietarios idóneos al nmparo de la ley 34, 
que pongan al frente du las mismas un «I ¡plomado univer- 
sitario nacional, no os violntoria de los arta. 3, del C. Civil, 
ni 14, 17 y 18 do la Constitución Nacional. Páginn ól¡9. 

Santa Fe. 

14. El art. 133 do la ley 2681, orgánica do loa tribunales de 
Santa Fe, según el cual los cesionarios a quienes el cedente 
luiya transmitido su derecho por acta judicial deberán ac- 
tuar represen lados por procurador inscripto en lu matrícula, 
es violatori» de loa arts. 1158 del Código Civil v lfl, 31 
y Ü7, inc. 11, do la Concitación Nacional. Página lió. 

Impuesto» y contribuciones provinciales. 

Comercio o industria 

lfl. Los establecimientos in-ta lados dentro do la zonn del puerto 
de ]ji Plata —como el Frigorífico Swíf't — «e encuentran 
sometidos u la jurisdi ión nacional y fuera del alcance ím- 
positivu do Jn Provincia de "Buenos Aires que no puede, sin 
violar el art. 67, ine, 27, de lo Constitución Nacional, co- 
brarle el impuesto al comercio y a la industria establecido 
IHir hus leyes. Página 292. 
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Consumo y pr u u<j ■"■ión. 
Entre Ríos, 

10. Es viülfltorio dp los nrls 10, 11 y 12 de la Constitución Na- 
cional el cobro del impuesto al consumo interno de fuel oií 
establecido por la ley 3 173 de ]&. Provincia de Entre Ríos, 
efectuado por intermedio del vendedor y distribuidor en el 
carácter de recaudador del gravamen, antea de introducirse 
la mercadería en el lerritorn» provincial. 1 Vigilia 175. 

Decretos provinciales, 

17. La aplicación di» una multa a un frigorífico instalado en 
la zona del puerto do La Plata, no por violación de la ley 
nacional 9088 ni de su decreto reglamentario! «ino por 
incumplimiento de la reglamentación provincial de dicha 
ley, distinta de la nacional, pugna con los arta. MI, 07, 
¡tic. 27, y 8fi, ine. Je la Constitución Xacicmal. Página 507. 

CONTRATO DE O Bit AS PUSUCAS. 

1. La rescisión del contrato de obras públicas declarada por 
el Estado sin facultad para ello, sin oír al otro ((intratante 
y sin notificarla al mismo, no produce efecto legal. Pág. 186. 

2. Procede decretar la rescisión de! contrato de obra pública 
cuyo cumplimiento so lia tornado imposible por culpa o 
negligencia de «jubas partes, sin indemnización a cargo de 
ningunn de ellas. Página 180. 

3. La cláusula del contrato do obras públicas por la cual una 
provincia, se lia reservado el derecho de rescisión para el 
caso do falencia o desaparición del contratista, no la auto- 
riza a dect irurla, por sí fundnda en que aquél ha hecho 
adjudicación de sin bienes, tanto menos ai en el pliego de 
bases o condii ionea se prevé la posibilidad de la continua- 
ción de las obras por un sub-eont ra tiste con anuencia de 
las autoridades provinciales, si la provincia admitió que 
la adjudicación continuara otras obras contratadas con el 
mismo empresario, y ni no media ninguna circunstancia es- 
pecial en el adjudicatario sino simplemente las condiciones 
económicas y las garantías de la misma naluraleza oírecidos. 
Página ]Bo\ 

4. No habiendo manifestado los adjudicatarios de los Henea 
del empresario de una obra pública su pretcnsión de prose- 
guir esta última ni hecho valer su derecho para ello, no 
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pueden fundar !a acción de rescisión del contrato promo- 
vida contra 1a provincia en que ésta Ita violado ese derecho. 
Páfc'úia 180. 

COSTAS. 

Naturaleza del juicio, 
D¡ií¡os y perjuicios. 

1. Correspondo imponer las costas del juicio sobre indemni- 
zación de daños y per juicios ocasionados por uuu expropia- 
ción desistida, al demandado (pie desconoció todo derecho 
ni ador, aun cuando el resarcimiento huya sido fijado en 
una suma menor que la pedida en la demanda. Página 95. 

Expropiación. 

2. Corresponde pairar por mitades Ins costas del juicio de ex- 
propiación si el motilo del resarcimiento fijado por ei pe- 
rito único y aceptado luego por el dueño del inmueble, 
coincide con la suma ofrecida y depositada por el Estado al 
iniciar el pleílo. Página 154. 

Derecho para litigar. 

3. Corresponde condenar ni pago de las cosías del juicio a 
la provjmia demandada que, no obstante existir una ley 
de su legislatura que autoriza lin el pago de una suma, no 
se allanó a efectuarlo ni oi'rcrió hacerlo, limitándose a 
pedir el rccliazo total de la demanda, hecha por el actor 
por una suma mayor. Página 250. 

JRcsulttttfo ih'l litigio. 

4. No proceda enn donar ni pago de las costas de] juicio al 
litigante mya acción se rechaza por prosperar la preserip- 
eión opuesta por el demandado. Página 63. 

Efecto de la condena en costas. 

5. Los gastos necesarios para el rnmptimiento de la taren en- 
comendada » los peritos, adelantados por el expropiado, 
son susceptibles de recuperarse de la contraparte condenada 
en costas, pues no están comprendidos en la sumn regulada 
n los expertos en calidad de honorarios ni entre las "costas 
personales" o "eostas". Página 350. 
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DAÑOS Y PE RJL ICIOS, 
Culpa. 

Extrarontraetual. 

1, La sola falta tic barreras no basta para responsabilizar n 
bis empresas íerroviaria* por los accidentes ocurridos en los 
pasos n nivei, n menos que los interesados prueben que 1h 
frecuencia del tránsito en determinado lugar u otra circuns- 
tancia especial hacía indispensable el establecimiento de 
aquélla-: para In seguridad del público. Página 389. 

2. No habiéndose demos triólo la existencia di 1 culpa de los em- 
pleados de la empresa ferro viariu ni de defectos de la nm- 
qiiimiria ni que fuera indispensable el establecimiento du 
lijim-m ni el pnsu n nivel donde ocurrió el accidente, y, 
por lo contrario, resultando de las constancias de autos que 
el conductor del vehículo emliestido por el tren no adopti'» 
((•das las precauciones necesarias al intentar el cruce, no 
procede responsabilizar a la empresa Ierro vi a lia por las 
consecuencias del accidente. Página Í>S!>. 

:t. Kl art. .Tü de la ley -S7:t no libera de responsabilidad a las 
empresas ferroviarias por bis accidentes ocurridos en la 
/.ona a i|ne se refiere, cuando acuellas ban omitido renliwir 
las obras impuesta-; por i i Dirección General de Ferrocarri- 
les, necesarias na ra asegurar el tránsito y evitar los peli- 
gros consistí i entes al cruce de hn vías. Pagina fiüfi. 

4. Quien obtuvo sin derecho el embargo de bienes de un ter- 
cero ipie lo suslituvó por una suma de dinero, primero, y 
logró después su levantamiento por improcedente inedianUt 
la interposición de una tercería de dominio, debe pagar ni 
tercerista los interese* sobre In cantidad depositada. Pfi- 
gina 325. 

BtaptMMábüidad del Entath. 

5. Ijn construcción de una obra provincial sobre un terreno del 
dominio público en cumplimiento de leyes Incales, no da 
dereclio a los vecinos para exigir la indemnización de los 
perjuicio- cp¡e les oi:tt3¡ORQ la privación de las ventajas dfi 
que gozaban por la talla de ejercicio del del cebo corres- 
pondiente a la provincia. Página 9. 
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DEMANDAS COSI RA LA NACION, 

Xo habiéndose solicitado en la pertinente reclamación admi- 
nistrativa rl beneficio previsto en el nrt. 17 fiel tít. III de 
J« ley 485ü, sino en el líj de ln misma, debo rrrlinzarse de 
plano ln demanda referente ni primero, por ialtn del re- 
quisito previo exigido en la ley 11.0,14. Pagina f»6l. 



EJERCITO. 

El mimbra míenlo de sub- teniente de Administración en co- 
misión no confiere la propiedad de eso grado y autoriza al 
P. E, a dnr de ba ja a la persona así designada que, a bu 
juicio, no satisfaga ln* condiciones requeridas para el desem- 
peño de dicho cargo. Página :tJ9. 

EMBARRO. 
EMBARUO. 

ha autorización parn el despacito aduanero dado por el ti- 
tulor do un conocimiento n favor de un despachante mo- 
dín ule nota pue^n ni dor*o de nquél, no importa transfe- 
rirlo ln propiedad de las mercaderías ni d» dererbo ni Fisco 
para embargarlas a Jos efectos de cobrnr una inulta ante- 
riormente aplicada al despnebnnto por infracciones cometi- 
das en la introducción do otras mer.'tidcrías que no pertene- 
cían al dueño de los bienes embargados. Página 325. 

EMPLEADOS PUBLICOS. 
Nomlirnmi,Hta tf cesación. 

La designarían de un profesor titular por el P. E. en 
recm plazo do otro que se bailaba impendido, importa se- 
parar a ósle de su cargo y le priva del derecho a cobrar 
sueldo en lo sucesivo. Página 354. 



«0 EXPROPIACION 

ESTADO DE SITIO. 

1 Mientras la persona arrestada o Rvdsdnún en virtud ile la 
facultad conferida al P. E, por el art. 23 de la Constitu- 
ción Nacional, no hnya manifestado a nquél su deseo de 
salir del territorio argentino, la restricción do su lihertnd 
es constitucioiia tnipiiie válida ; si lo lineo y se le permito 
snlir, termina el cuso judicial, y súlo cuando so deniegue 
o demoro sin motivo o so pongan restricciones improceden- 
te», surge la jurisdicción judicial para amparar el derecho 
desconocido. Pagina 321. 

2. El párrafo segundo de! nrt. 23 de | H Constitución Nacio- 
nal no encierra una limitación implícita «1 término de dura- 
ción del arresto que puede decretar el P. E,, euyn prolon- 
gación no le da carácter penal; tiende solamente a cstnble- 
eer que, no obstante el estallo ilo siüo, el principio del nrt. 
Orí .ir la Constitución Nneiunnt mantiene todo su vigor. Pá- 
gina m. 

3. La manera cómo el P. E. ejerce su facultad privativa de 
arrestar y trasladar a las personas durante el estado de 
sitio no está sujeta al contralor de los tribunales dp jus- 
ticia,^ salvo las francas transgresiones a los límites cons- 
titucionales y en cuantn éstas puedan exigir el restnblccl- 
miento de derechos y garantías confiadas a su función, a la 
que son extraño* los excesos que pueda cometer dicho poder 
en el uso de la* mencionadas facultades. Página 4H3. 

4. El arresto y traslado de las personas durante el estado de 
sitio nn se afiti.nn n título de pena sino como medulas de 
defensa transitorias, que termina n con aquél, o antes si el 
interesado opta por salir ild país, y rio importan violación 
de lo dispuesto en los nrK 18 y 95 de !n Constitución. Pá- 
gina 562. 

Exmopnriox. 

Íntl?mnkati<¡n. 

1. V.\ I-.stado (¡ue lia de-istido de la expropiación a consecuen- 
cia de Ja cunl se produjo el desalojamiento del locatario del» 
pagar a é>to los gustos dt> traslució al ii.icvo local, los nece- 
sarios pura instalarse en ésle y potarlo en condiciones de 
servir a su destino especial, lo que ha I cuido iju» \nwvr para 
recuperar el local anticuo después del desistimiento v las 
reparaciones del mismo u consecuencia de su abandono «. 
intitilizonón mientras estuvo en jioder del exprnpiador, as! 
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como también Ins pérdidas sufridas por la declinación de 
la vida de la instituridn desn lujada, producida por la in- 
terrupción forzosa do sus actividades y los trastornos con- 
siguientes. Páginn 95. 

2. El desistimiento de la expropiación no lílíern al expropia- 
dnr de ln obligación de indemnizar los dnños y perjuieioi 
cansados por aquélla. Vagina 05. 

% El inquilino con contrato de tocación vencido tiene derecho 
a obtener la indemnización de los daños que le ocasiona sn 
desalojamiento decretado ionio consecuencia forzosa de Ib 
expropiación, en circunstancias do Ins qne no resulta qaa 
el dueño hubiera exigido la entrega del inmueble. Pág. 05. 

Intereses. 

4. I>e acuerdo a lo depuesto en el nrl. 17 de ln Constitución 

Nacional, el dueño do una tracción de tierra ocupada de 
berhn jmr ]ji Municipalidad con tinos de utilidad publica 
y expropiada despué.-í por procedimiento indirecto, tiene de- 
recho n cobrar intereses sobre el precio desde la fecha de la 
deaposevión ¡ no obstante que esta se haya realizado para 
transformar dicha extensión en sen I ido favorable n los in- 
tereses del propietario, que éste haya permanecido inactivo 
durante años después de la ocupación y que el bien expro- 
piado fuera insusceplilile de producir renta. Pííginn 370. 

Efectos. 

5. Es i m proceden le ln intimación de escriturar solicitada con- 
írn el Estado ndqn ¡rento que hn tomado la posesión judicial 
y depositado el precio del inmueble expropiado; sin perjui- 
cio ile las medidas que pudieran j>edirso para fu inscripción 
del dominio a nombro del expropiados Pagina 505, 



F 

FALTA DR At'CJON. 

Habiéndose demoslmdo que el impuesto ni consumo inter- 
no del fue! oil establecido por ln ley 3173 do la Provincia 
de Entre Ríos, fué pagado por ln compañía vendedora y 
distribiidora en su carácter de recaudadora del gravamen 
cuyo monto cobró al comprador y consumidor, esta tiene 
acción contra ln provincia para demandar la repetición de 
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la suma quo pagó en esa formo y bajo protesta nolifiooda 
u la minina y 11 Jti empresa diatribuidurn. IVikíiio 175. 

FERHOCAfílilLES. 

< 

EJ nrt. 41, ine. 4', de] Refflamonto General [Ir Per roen rriles 
es apFirahle n las operai-iones de empuje di- vamonos va- 
río* tendientes u formar r.a eoovoy on la plnyn do manió- 
bnu de una estación. Pagina 21. 

FIANZA. 

1. El fiador scildliiiio de titt cnipluido do Correos y Telégra- 
fos ilo la N'aiión, no es respondí lite p»r la* delrandnrioneB 
(juo rsíe hrt realizado merred al meimipliitiir-nto do las di*- 
posiciones lega leu y reglamentarias sobre l'isinliznción por 
parte do los empleados enenrgudo* di> olio. I'ágina 202. 

2. ComspoQda ranéela r ln fianza otorgada n las resaltas del 
jiiii'io y con atttórilíción do ln Aduana pur el iniporladnr 
(jiio declaró e introdujo vidria planos inmunos do íi i.mi. 
do r*]\nw, enmprendidos en la partido 17H4 de Ja Tarifa 
de. Avalóos, pagando los derechos correspondientes a mi ion 
-o pretendo robrar I» diferencia ton los establecido» on 
Ins partidas 1775, referente a i'idrios i'inns o cristales, por 
aplicación do la resolución ministerial H. F. ti7 <pio 
aparta dr lo establecido on diolin Tarifa y on pnr olio vio- 
Intnnn do |u« »rt«. ti", ¡ne. 1», y H(¡, iin*. 2<* do ln Cousli- 
tuoidn Nacional. Página 403. 
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wpvesto 4 WB fEÜROC amules, 

\m Km presa Ferrocarriles de Entre lííoa esttí oxoiiln, con- 
formo a !•* dispuesto por las leyes 5:115 y W.H57, del im- 
pluvio til fitel üil establecido por lo lev :tl7:i de la Fro- 
viniin ilo Entre Km*. Fáinim 175. 

IMPUESTO A IOS HE O I TOS. 
A ptteerián. 
Generalidades 

1. Si bien la Gerencia General del Impundo n lo* It (.'ditos 
tiene facultad para nrliilrar los medios de invosl ipneión 
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necesarios para determinar fehacientemente Jan rentas prn- 
vntilM, no corresponde nresrindir a e«te efecto di* lo» balan- 
eos (> inventario* practicados por el contribuyente con ante 
riorídnd a la vip-ndu del impuesto y de los inventarios y 
tasaciones practicado* y n pro luí dos en el juicio sureíorio 
de aquél t\\u< t tomo residía de loa miarnos y del informe de 
peritos, ufaren baírs de exactitud y tío aproximación a la 
realidad que, los presentan como ciernen los de juicio supe- 
riores u \m simples argumcntai-ionc* deductivas en que se 
runda la estimación «le oficio di- \m autoridades del impueüto 
Página 200. 

2. A tos fines de la liquidación del impuesto a lo» réditos, el 
cambio del sujeto del lóbulo que >o o]»cra con Iii muerte 
d* 1 ! contri huyen te, cuyo lupir nrupu su sucesión, no altera 
la naturaleza económica de los bienes ni )n forma de conta- 
bilizar Irts beneficios de su explotación; de manera que 
la apreciación ile los beneficios brutos riclie hacerte eon 
relación al mÍ«mo capital fuenle dejmlo por el raimante el 
día de tui fallecimiento. Pt'urinn 20». 

:\. Ui base di» fu liipiidanón del impuesto a Ion réditos es la 
declaración jurada. Página JUMÍ, 

Exencionen, 

4. Las sumas de dinero provenientes de sures iva- liqii ¡dacio- 
nes de Jas haciendas de una sucesión individualizadas como 
base-» de producción, (pie ae hayan incluido en el rubro 
capital, como adquisiciones directas o par ser procrens H- 
ijLiidudoH ionio gumuu-iati en ejercicios impositivos anterio- 
res, estín exentas del impuesto a \m réditos. IViginn 209. 

Dedqeeiones. 

* 

B. Para determinar la renta neta producida eon anterioridad 
al 1» de enero de 1010 par los inmuebles edificados com- 
prendido* en la primera categoría de réditos, no procede 
deducir Huma alpunn en concepto de amortización do aqué- 
llo* por atontamiento, desbaste y destrucción. Pápnn 200. 
Ijoh de recln... a un contrato de HCcanxn de yerba, cuyo pre- 
cio de adquisición ( )n sido incorporado nl activo nominal de 
lit sociedad que los adquirió a crédito o con garanda hipo- 
tecaría, ¡onstit uve un bien que no consume con el trans- 
curso del tiempo y que de acuerdo a ln dispuesto en el art. 
23 ine. c) de la ley 1I.0H2 (T. O.) debe ser objeto de amor- 
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tizndóu anual equivalente a los períodos que la desvalo- 
riíactón riel contrato ocasione a la sociedad en cada ejercicio, 
independientemente de la efectividad de su pago. Página 590. 

Procedimiento y recursos. 

7. La Dirección d«l Tmpue*t<i a los Réálto» puede rectificar 
Ja deelaraeión jurarla >• exigir ni papo de la mima que co- 
rren ponda. El contribuyente puede, n an vez, valerse del 
recurso de oposición por los impuestos n vencer, o del do 
repetición respeto do los vencidos que haya pagado. Pá- 
gina 133. 

8. El contóHu vente ruya declaración jurada ha sido reclifi- 
cada por la Dirección det fui puesto a loa Réditos, no puedo 
excusarse de pilcar la diferencia rectificando, a bu vez, 
dicha declaración para demostrar que no sólo nn payó de 
menos »irio de más y deduciendo el recurso de repetición a 
fin d«* que se le devuelva la can I ¡dad que pretende Deho 
pwrnr la diferencia y repetir después todo lo que havn pagado 
indebidamente. Página 1:1:1. 

Ü. Lbh rPHolu.iones de la fierenria flnneral del impuesto a 
los Réditos consentidas por los interesados y dictada* previo 
loa trámites corres pondien les ni-erea de cuestiones con los 
contribuyentes relativas a ejrrcieii* vencidos, por las cuales 
se reconocen derechos invocados por aquéllos, tienen fuerza 
de cosa juzfnula y no pueden ser válidamente modificadas 
por la Herencia, sin per inicio de la acción que le compelo 
en los 'usos en <pic ha mediado dolo o fraude del contribu- 
yente, para aplicar y coorar la multa respectiva así como 
el excedente de impuesto que resulte sobre la estimación de 
oficio anteriormente efWlnmla. Pnp-ina 2t)9. 
lí>. Ijh deleitados lócale-, .te la Dirección General del Tin puesto 
a los Rédito., tienen las atribuciones necesarias y conducen- 
tes ni mejor cumplimiento de los fines de In ley y su reclá- 
menlo, entre l a s rítales cabe ta de cerlifiear sobre la desig- 
nación .leí cobrador fi-ral mimbrado di' acuerdo a lo dis- 
puesto por el art. fífl de la ley 11.083 {T. O.). Página 426. 

Tasa, 

11. Law sucesiones indivisas deben pagar la lasa adicional esta- 
blecida por el art 33, rafe e) de la ley K* ll.fflia (T. O.). 
Página 2(i9. 
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impuestos lymnxos. 

Régimen represivo. 

1. U circunstancia de que el contenido de dea ráseos de vino, 

, S '! ,, .'"; I ° > 10r * 0ti,i »« Quimón Nacional como bebida 
itrl.í.nul apln para el consumo, no «■ -rresponda „| anílihh 
, nnfí .? f *»f™te a vino genuino, no hasta puní aplicar 
la siim-Min previ-ta en ol nrt. :JÜ de In ley .1764 (27 T O ) 
al^ posredor qoe l, a demostrado que ni realizarse inipec- 

" ,,,|U,r ! , ,w t ln «le orifiüi v a quien M 4a autoriza 

* .■n. W iiIi.rnr| (lll [nr de algún acto tendiente a la alteración 
o substitución del vino. Página 347, 

2. De acuerdo a lo dispuesto por el nrt. 30 de la ley 3704 (27 
i. O.) y a la interpretación que lfi ¡m ,i n(1(> reiteradamente 
in Lorio Suprema, no procede nplit-nr la sanción prevista 
m el misino fundándose en la «fe tenencia de un producto 
en intra.non y j rescindiendo de tomar en consideración 
las razones de descargo invocados por el tenedor para de- 
mostrar su i alio de intención de defraudar. Página 200 

8. El art. 31» de la ley l\7U (20, T. O.) no se opone a la abao- 
luc.on del poseedor de efcclos en infracción que comprueba 
fehacientemente, su falta de part¡eipaei,1„ en la misma y 8U 
dcsronorimienlo o inocencia en la maniobra tendiente a de- 
fraudar al fisco. Página 209. 

4. La circonstancin de que alguno» de los que participaron 
«i el dehto do elaboración clandestina do alcohol fueran 
empleados del autor principal no ba«ta para eximirles de 
responsabilidad penal. Página 280. 

5. Existiendo presunciones suficientes para demostrar la ela- 
lioraeiou clandestina de alcoliol p nT varios, do Jos proce- 
sados y no Mendo posible determinar el monto in de- 
fraudación, corresponde aplicarle una multa de cinco a 
micuenta mil pesos, gradua.fn de acuerdo a sus anteee- 
donles, ¡a importancia del delito y a Jas circunstancia,, 
previstas en el art. 41 del Cód : í0 Penal. Púgin,, 280 

0. Corresponde absolver al procesado respecto de quien, por 
talla de prueba suficiente, existe duda de q„ e haya partí* 
upado en la elaboración clandestina de alcohol Página 286 

7. La aplicación un envase de vino genuin,, de boletas 
fiscales correspondientes a otro de igual naturales no 
constituye una infracción al art. 2Í3 do la ley J2 37* sino 
al art. 32, tít VII, do la Reglamcntaeion Genera*! d"e Iin- 
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puestos Internos, que contempla diebu caso y loa demás 
requisitos para U circulación c identificación del pro- 
duct», tOll Uliril- 11 hi n.mv|; t pcrr,.p,], m <|cl CTíl vamen. 

Página 320, 

La circunstancia do que. el vinn ¡rnivado y vendido por el 
bodf'í,nicro t i mío genuino re^dte *er, al practicarle un 
análisis en el punto do destino, una bebida artificial ajila 
para el eensumo, mi basta para considerarla en infracción 
«1 art. 3t¡ do Ja ley 37<J4 (27, T. O,) s í 1 JÍ5 constancias de 
autos autorixnn a presumir que el enrubio se lia operado 
por la alteración del caramelo que contenía el vino. P«V. 34ü\ 
Las anotaciones que según el art. 23, lít. VII, du la R e . 
glamentacióu General de Impuestos Internos, deben prac- 
ticarse en \m librus oficiales son las ck> Ins productos ela- 
borados "en bruto", sin tkseuento por cálenlo de "bo- 
rras" que so compensan o culiren con las tolerancias regla- 
mentarias acordadas en c oncepto de mermas. Página Ü02. 
Incurrí! en la infracción prevMn |»or c] art, ,'11! de la lev 
37(í4 (27, T. O.) el bodeguero que, después de baber heclio 
lot asientos correspondientes en el libro oficial basta ta fe- 
cha en rme se efectuó* la inspección al establecimiento, diÓ 
ingreso en el mismo libro y con una fecha anterior a una 
cantidad de litros de vino por "desborre", alegando que 
bahía omitido hacerlo oportunamente y atribuyendo esa di- 
ferencia a un error en el cálenlo del producido de borras 
que debió obtener de la elaboración del vino. Página ~M2. 
A los efectos de la aplicación di 1 las sanciones establecidas 
por el art. 37 de la ley 37G4 (28, T. O.) no se requiero la 
existencia de intención delictuosa, pues basta | a infracción 
n las disposiciones legales o reglamentarias. Página 3G2. 
Ln extracción de muestras a qne se refiere el art. CO, tít. 
VII, de ln Reglamentación General de Impuestos Internos, 
debe efectuarse con la comparecencia o previa citación del 
remitente o del destinatario del vino, y sólo en el caso de 
queso hubiera requerido infructuosamente su presencia o de 
que su citación fuese imposible, puede realizarse viílidamen- 
tacón intervención de los substitutos que menciona. Pág. 495. 
No procede condenar al remitente de una partida de vino 
por el supuesto fraude cuya prueba se pretende fundar en 
una extracción de muestras realizada sin noticia suya ni del 
destinatario, a cualquiera de los cuales pudo y debió citar- 
se para que la presenciaran. Página 405. 
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Impuesto a Ion alcoholes* 

14. El art. 2íi, ine. a) ,1,1 lít. í, do la fo&mmMÚfa General 
4e Impuestos Interno*, segñn el «mi profiera la ncredi- 
tru-mu o devolución .leí impiii-.it o Hicmprc que „ti producto 
entre nuevamente i. la lúbrica por encontrarse inapto para 
el eon.etvio y se eitmp'an le* requisito* oüc «Addece, com- 
prende el ea<o de ineptitud pura el eomcvio .órnente del 
Señero, en ej ( , U r „. em-ueutru el aleobul i. , -reculo a desti- 
lería por ettuM de la proporción ile metílico que lo bacía 
umpmpiado pm «miei-eio en Ja lorin* corriente de lico- 
rena, a que estaba destinado. Página 120. 

ló. El fahricattte de vinagre que no Ua obtenida el rendimiento 
nnmmo establecido en el art. 21, tít. XV, de la líeiílaraen- 
tacion General de Impuestos 1 memos, v no hn demostrado 
que las mermas <c hayan debido al proeedj miento utilizado 
por la elaboración, debe pa-ar el impuesto correspondiente 
a la dltereneui entre la materia prima empleóla v el vina- 

gro obtenido. Página 418. 

Impuesto a 1o,s naipes, 

lfi. El poseedor de naipes respecto de los .nales se ha tmgado 
a *.«0Ma de fábrica, aduana o depósito fiscal el pravamen 
es ablec.do pnr el art. ¡(i de la ley 11.252 (15b\ T. O.), con 
relación al precio de venta ai público deierminadu por e¡ 
labneanto o importador, no está oblado a pairar un nuevo 
linimento en razón «le cobrar por elh™ un preeio mavor al 
publico consumidor o por no resultar la proporción prevista 
en el precepto ] wa ] citado, caire el gravamen y o| precio a 

í de manera que no incurro por ello 
en infracción ni le es aplicable la sanción prevista en el 
art. Jlj de ía ley MU\ |i_>7 T. O.). Página 410; 

Inmigración. 

El Emigrante incorporado ol país por su radicación y ía- 
bor de mticlms año. no pierdo su condición de habitante 
de la Nacmn por haberse ausentado de su territorio du- 
rante un período de varios meses y, por lo tanto, no puede 
ser privado de entrar, a su regreso, 90 cnlor de lo dispuesto 
en el art 10, me. d) del decreto recamen ta rio de la ley 

£ y *U? CalÍdad de inú ™ M *> improbada en autos, 
"agina 332. 
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INTERESES. 

Procedencia del cobro, 

Iutore??* monitorio. % 

1. La fulla fie cláusula que establezca la obligación fie pagar 
intereses en los contratos celebrados por el Estado como 
persona jurídica, no impido fJ ue éste adeude ¡os monitorio* 
en los casos que «¡tablee* la ley montón. Página 319. 

Mora, 

'.?. Los trámites administrativos rei.lizndos do aeuoj-do a la 1o;," 
11.ÍJS3 con el objeto de obtener la devolución del impuesto 
indebidamente pagado, no constituyen en mora a la Nación 
ni le imponen la obligación de pagar de^dc entonóos intereses 
moral, .rins, f ¿ ii*- >óln .unen desde la interpolación judioial. 
Página JOü. 

3. En los ensos o.' rpie se fije un plazo para el cumplimiento 
úe la oblignción conforme a lo dispuesto en el nrt. (120 del 
C. Civil, los intereses monitorios no onrrenin antes del ven- 
cimiento de dioho término. Página 250. 

Liquidación. 

Cur=o de los intereses, 

4. Lo* intere-es de la suma fijada en concepto de indemniza- 
ción de los daños y perjuicios w-Afionados al locatario por su 
dcsnliijamiPiito a consecuencia de la expropiación del in- 
mueble que ocupaba, corren a partir de la notificación de 
la demanda en que reclama su pago. Página 95. 

Tipo de los intereses. 

5. En nacencia de i n teres convencional, el [pío ao manda papar 
en las sentencias de la Corte Kuprema debe liquidarse al 
tipo robnulo por el Raneo de ta Nación en las operaciones 
ordinarias de deséllenlo en el término comprendido en la 
liquidación. Página 340. 
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1. Con arreglo al régimen de coordinación de cargas y unidad 
de benéficos que supone la concesión de jubilaciones mixtas 
incumbe a U última caja ral i fiar el beneficio que corres- 
ponde otorgar, sin que sea dado a Jas otras modificar dicha 
calificación a loa efectos de la contribución que deben apor- 
tar. Página 472. • 

2. En el caso de servicios mixto*, el beneficio equivalente al 
.i » de los sueldos percibidos por el afiliad,, talado que 
no deja deredio a pensión, dche gestionado separada- 
mente en cada caja. Página 547. 

JUBILACION DE EMPLEADOS BANCARIOS. 
Fondos de la Caja. 

1. Las utilidades distribuidas por el Banco Español del Río 
de la Plata t . n tre jos miembros del directorio como remune- 
ración, deben ser consideradas como sueldos a loa efectos de 
los aportes que aquél debe efectuar conforme a la ley 11.575. 
I agina 54*7. 

Procedimiento tf recursos. 

2. El afiliado a una caja de reliros provincial y a la nacional 
de empleados banca ríos que gestiona su jubilación ordinaria 
ante la primera, puede interponer el recurso de apelación 
previsto en ej art. 34 de la ley 11.575 contra la decisión de 
la segunda que, al practicar el reconocimiento de los servi- 
cios respectivo* y fijar la contribución que le corresponde 
eteetuar, resuelve r] ue ésta se calculara en atención al tiem- 
po totnl do servicios enmpntables de conformidad con lo dis- 
puesto en el art. 47 de la ley 11.575, es decir, como si se 
tratara de un retiro voluntario y no dt± una jubilación 
ordinaria. Página 472. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS, 
Suspensión de ha beneficio?. 

El goce de la jubilación ordinaria coneedida a un empleado 
ferroviario es incom palióle eon el desempeño, por el mismo, 
de un pueslo en la Dirección General de Navegación y Puer- 
tos del Ministerio de Obras Públicas. Página 198 
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JUBILACION DE EMPLEADOS PARTICULARES. 
Jubilación***. 
Extraordinaria, 

1. No tiene dererho a In juhilaeión por invalidez el afiliado a 
Ea Caja de Jubilaciones de Empicados Particulares a quien 
se lian computado diez año* de servicios, pues con arreglo 
al art. 21, ine. 1* de la ley 11.110 se requiere haber excedido 
ese trrmino, Página Íí8. 

Deroluríón de apQfitS. 

2. No tiene derecho a exirir e] beneficio previsto en el art. 18, 
ine. 2* t de la lev 11.1 1», ni la viuda ni los hijos de! afiliado 
que falleció sin liaberlo reclamado. Página 145. 

JUECES. 
Poderes. 

No corresponde considerar implícitamente propuesta en la 
demanda ni decidirse de oficio por el juez, en uso de la 
facultad de suplir el derecho invocado, la cuestión referen- 
te a la irresponsabilidad del sucesor por la infracción a las 
normas de impuestos interina ocurrida antes de la transmi- 
sión de la industria. Página 418. 

JUICIO EJECUTIVO. 

La iniciación del juicio ordinario no interrumpe el pro- 
ceno de la acción ejecutiva o de apremio. Página 21. 

JURISDICCION N ACION AL Y PROVINCIAL, 

El Congreso puede otorgar n las provincias, sin desmedro 
de la «nbernuín n:i' ioiiiil ni quebrantamiento del sistema fe- 
deral, la jurisdicción procesal sobre lugares en (|iie In Nación 
ejerce su dominio eminente o efectivo; la cual es distinta de 
la jurisdicción de carácter leg^lutivn o reglamentario de tina 
ley nacional, que el art. (¡7, inc 27, de la Constitución le 
atrihuye con carácter exclusivo. Página 507. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA. 
Prórroga. 

1. Prorroga la jurisdicción territorial el demandado que omi- 
íc plantear en término la cuestión de competencia fundada 
*« que. el juicio debe tramitar ante el juez del lugar donde 
tiene su dominio, Página 131. 

Crittfioiif» rf e competencia. 

2, Planteada una cuestión do competencia por inhibitoria no 
proemio renovarla por vía de declinatoria. Página 125. 

J. U derla radón de incompetencia de la justicia federal pro- 
nunciada por la respectiva cámara de apelación invalida 
nn toma! ¡carnea te Ja sentencia de primera in-stmida que, ab- 
>n viendo ni procesado di ,-nnnto al delito contra la segu- 
ridad Je! tráfico ferroviario, lo condenaba por hurto, y 
obliga ni juez ordinario n c|uien *• remitid la causa, a pro- 
JV ( í"^ a ft ra ^ m ™ s tn * ,mií * sobre su propia competencia. 

4. Corresponde a la Cámara Federal de In circunscripción a 
que pertenece el juez que primero lia conocido en la causa 
decidir la contienda de competencia entre un juez letrado 
do un territorio nacional y un juez federal de la capital 
Pagina 244. 

Comiictmriü tfrritarmh 

5.. Resultando de In» «mslnncias de nulos- que U cosa cuya 
restitución so demanda no fué adquirida en Buenos Aires, 
donde prima fmie apam-e firmado el contrato de compra 
por la adquironte menor de edad, sino en una sucursal de 
la vendedora situada en Ncoochen, donde l a compradora 
eioetno los pagos mensuales, debo considerarse a este últi- 
mo como el logar del cumplimiento del contrato v declararse 
la impotencia de Jos tribunales del mismo para conocer en 
el juicio. Página 42. 
fi. Es juez competente para conocer cu ol juicio sobro indem- 
nización de los daño-; y perjuicios provenientes de actos ilí- 
citos, el del lugar en que éstos se cometieron v no el der 
domicilio del demandado* Página 125. 
7. El juez de la Capital Federal, donde se efectuó la compra 
de lo* muebles, se pagó parte del precio y debía pagarse el 
resto en cuotas, y en la cual se eonstituvó domicilio a los 
procedimiento relativo a dicha operación, es 
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el competente para conocer en el juicio sobre consignación 
y rescisión de <on trato promovido por la compradora domi- 
ciliada en una provincia. Página 125, 

8, Lo» tribunales del lugar donde fueron embarga do.s y rema- 
tados bienes de un tercero son los competentes para conocer 
en la demanda sobre indemniza cióu de daños y perjuicios 
deducida por aquél contra el embargante domiciliado en 
otro lugar. Póginn 157. 

9. El juez de] lugar donde por acuerdo <le las partes fue* pa- 
gado el precio de las mercaderías y entregada al comprador 
la carta de porte ron la cual las retiró de la estación local 
del ferrocarril, es el competente para conocer en el juicio 
sobre rescisión de contrato, devolución ile precio y cobro de 
perjuicio* promovido contra el vendedor. Página 242, 

Competencia federal 
Principios generales. 

10. Es misión legítima y propia de la justicr federal la de~ 
tVnsa y el resguardo <lc tos intenses e instituciones fedéra- 
le!;. Pagina 161. 

11. El lonorimiento de las cuestiones de naturaleza jicmd o ci- 
vil incorporadas al derecho común por las leyes del trabajo, 
surgidas en lugnres donde el Gobierno Nacional tiene exclu- 
siva jurisdicción, no corresponderá n los tribunales federales 
sino a los provinciales que lian mantenido allí jurisdicción, 
hasta que el Congreso dicte la lev correspondiente,' Página 19!). 

Por la materia. 

12. Compete a la justicia federnl conocer en el sumario sobre 
incendio de un campo inmediato a las vías de un ferro- 
carril nacional, ocurrido en circunstancijis que prima facie 
permiten presumir que se produjo a consecuencia de chispas 
llevadas por el viento desde la zona vía, donde se hallaba 
quemando yuyos una cuadrilla ni servicio de la empresa fe- 
rroviaria. Página 72. 

13. Competo a la justicia federal el conocimiento de lo demanda 
promovida contra una compañía telefónica comprendida en 
las disposiciones de la ley 750 *A t con el objeto de cobrarle 
arrendamiento por lo ocupación de la azoten de una casa 
perteneciente ni actor con instalaciones e hilos telefónicos. 
Página 204. 
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Cansos penales. 

14. No gammte * fe justicia federal sino a la ordinaria de 
fe Capital * «feral, conocer cu el sumario a instruirse con 
motivad* haberse usado en un expediente en trámite ante 
la Justina de paz letrada de dicha ciudad, una estampilla 

i ZiZri^St ant ™ tc • tíB - fc « otro 8 

15. En fes causa* de naturaleza criminal es improcedente el 
fuero federal por razón de los personas. Página 155. 

16. Además del eonoeimiento de los delitos por razón del lugar 
en que lian sido cometidos incumbe a fe justicia federal el 
juzgamiento de los perpetrados en violación de normas fe- 
deralea y el de los que, previstos en leyes comunes, ofenden 
fe segundad y soberanía de fe Nación, obatruven el normal 
I ti nnonn miento de sos .nstituciones, corrompen sus emplea- 
dos o atento n contra sus rentas y bienes las de sus repar- 
ticiones autánpiicas. Página 101. 

conocer en fe t -ausa sobre 
malversación de fondos que habían ingresado definitivamen- 
te al tesoro nacional, atribuida al ex presidente y a ex voca- 
les del Consejo Nacional de Educación. Página 161. 

18. Si fe violación de fes leyes y reglamentaciones del trabajo 
ocurriera en construcciones realizadas dentro del recinto 
de fe Esniefe Naval Militar de fe Nación e implicara la 
comisión de un crimen, sería de aplicación lo dispuesto en 
el art. 3, inc. 4», de la ley 40. Pagina IDO. 

10. No compete a fe .justicia federal sino a la ordinaria cono- 
cer en fe cnu-a sobre hurto de alambre que, según informe 
del Consejo Agrario Nacional, no pertenece a fe Nación. 
Pagina 504. 

20. No compete a fe justicia federal sino a fe ordinaria» co- 
nocer en fe denuncia efectuada ante fe policía sobre venta, 
a menor precio, de un producto con igunl denominación y 
envase que el fabricado por el denunciante que, en su pre- 
sentación, dejó entrever la posibilidad de un hurto o una 
defraudación. Página 504. 
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Competencia originaria de la Corle Suprema. 

Causas en que es parte una provincia. 
Causas civiles. 

21. Compete a la Corte Suprema conocer originariamente en la 
causa civil sobro cobro ríe honorarios profesionales promo- 
vido contra una provincia por un vecino de la Capital Fe- 
deral. Página 250. 

Competencia penal. 

22. El conocimiento del sumario referente a hechos que podrían 
constituir diversos delitos de estafa, en cuanto los damni- 
ficados habrían sido inducidos con encinos a suscribir con- 
tratos para asistencia médica y a entregar sunms de dinero, 
no compete, al juez M lugar en que se ofrecía suministrar 
dichos servicios, que no fueron prestados, sino al del lugar 
donde ocurrieron aquellos hechos. Página 152. 

23. No compete al juez del lugar donde fué realizada la fabri- 
cación de billetes sino a] del lugar donde varios «ños después 
se cometió por otros autores y sin conexión con aquél el 
delito de circulación de esos billetes conocer en el sumario 
insimulo por este último hecho, ton mayor razón deudo que 
previno en él. Página 361. 

Concurso dril. 

24. Habiendo quedado fijada por hechos anteriores la jurisdic- 
ción del juez provincial del concurso para conocer en las 
actuaciones sobre cobro de pesos promovidos peir el Banco 
de la Nación contra sus deudores concursados, rorresponde 
resolver en favor de su competencia la cuestión referente 
a la misma plantendn por el Banco de la Nación para aco- 
gerse al fuero federal. Página 44. 

25. F.l juii-io de conciir-o civil atrae a la ejecución hipotecaria 
aunque esta se halle en estado de ejecución de sentencia. 
Pagina 74. 

Sucesión. 

26. El juicio sucesorio no atrae ln ejecución hipotecaria seguida 
contra el cansante ante el juez d*l lugar convenido por las 
parte*. Página 3!). 

27. El juicio promovido ante los tribunales del lugar del domi- 
cilio do una sociedad anónima contra el presidente de la 
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misma, con el objeto de removerlo y designar otro por me- 
dio de la correspondiente asamblea extraordinaria, no es 
atraído por el juicio ^resonó rio aquíl inidado ante los 
tribunales de otro lugar a raíz de su ulterior fallecimiento. 



L 

LEY DE VISOS. 

La aplicación a un envaso de vino genuino de boletas fisca- 
les correspondientes a otro de igual naturaleza no constituye 
una infracción al art. 25 de la ley 12.372 sino al art. 32, 
tít. VII, de la Reglamentación General de Impuestos Inter- 
nos, que contempla dicho caso y los demás requisito* para la 
circulación e identificación del produjo, con miraü a la 
correcta percepción del gravamen. Página 320. 

LOCACION DE SERVICIOS, 

El profesional que en una carta no confidencial dirigida 
al ministro de Ja provincia demandada, ai bien objeta en 
forma incidental la suma fijada por el P. E. como retribu- 
ción de sus servicios en un proyecto de ley enviado a la 
legislatura, le pide en términos que importan' una aceptación 
de la misma (pie haga despachar ese proyecto, como se hizo 
sancionándose la ley respectiva, no tiene derecho para exigir 
el pago de una suma mayor por su trabajo. Página 250. 



M 

MANDATO. 

La ratificación de lo adundo en e! juicio por el procurador 
cuya personería ha sido desconocida por la parte deman- 
dada y la sentencia de primero instancia, hecha en nombre 
de sus hijas menores» al expresar agravios, por la madre 
que ejerce la patria potestad, cubre el defecto del poder 
presentado para acreditar la representación invocada. Pá- 
gina 5C1. 
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MARCAS DE FABRICA. 

Principio» generales. 

•1. La mnrca de fábricn o de comercio tiene por objeto indi- 
vidualizar la mercadería para garantir al ndquirente su pro- 
cedencia industrial o comercial, donde quiera que se en- 
cuentre. Página 441. 

Delitos. 

2. La usurpación de In marca de comerein sólo puede consis- 
tir en la violación del derecho que tiene el propietario da 
la mprcn a que en pln/a no so circulen con ella sino los 
producto* que exclusivamente proceden de su casa. Pág, 441. 

H. Ln venta y circulación en In Repúhlton Argentina de mer- 
cadería-; de segunda mano provenientes de un país extran- 
jero y provisto» de la respectiva marca de fábrica, puesta 
allá por su titular, no constituyo usurpación de ln marea 
de comercio registrada en nuestro país a favor de una de- 
terminada firma comercial. Página 441, 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

No siendo posible, dndo las circun?tnniins particulares del 
enso, resolver el recurso extraordinario concedido ?iarn ante 
la Corte Suprema en una causa sobre babeas eorpu», sin 
aclarar previamente si la persona detenida* a la orden del 
P. E. de la Nación. lm hecho >aber al mismo que desea 
salir del territorio nrgentino v qué se ha resuelto al respecto 
en caso afirmativo, corre» pon de para mejor proveer solici- 
tar informe al P. E. acerca de estas eircunstancins. Pág. 321. 



P 

PAGO. 

Principio» generales, 

1. Determinado por ln ley de la provincia el monto de la re- 
tribución de los servicios prestados a la misma por el actor, 
autorizando al P, E. para pagarlo en Ta forma y oportu- 
nidad que los recursos del erario público lo permitan, corres- 
ponde fijar judicialmente el plazo en que debe realizarse 
el pago. Página 250. 



PENSIONES Ü [LITARES ¿47 

Pago con protesta. 
Forma. 

2. Es ineficaz y no autoriza a demandar la repetición de los 
impuestos a que se refere, la protesta que se limita a ex- 
presar que realiza pagos "bajo protesta reseñándose los 
derechos a q„e tuviere lugar para g^tionar la devolución 

de los mismos", contener impugnación alguna concreU 
respecto de la validez del gravamen. Página 552. 



Alcance. 



Los pagos ulteriores a Ja protesta se hallan amparados por 
Ma cuando en ella *c hace referencia a los mismos. Pag. 175. 



Pago indebido. 

4. Habiéndose dfcnostrado q UC el impuesto al consumo interno 
del inel otl establecido por la ley .1173 de la Provincia de 
Mitre Whk, íue pagado por la compañía vendedora y distri- 
buidora en su carácter de recaudadora del gravamen cuyo 
mnato cobró al comprador y consumidor, éste tiene aceión 
contra la provincia para demandar la repetición de la suma 
ijue pago en esa forma y bajo protesta notificada a la mis- 
mu y o la empresa distribuidora. Página 175. 

PENSIONES MILITA fíES. 

1. Los beneficios previstos en el tít. III de la lev 4856 para el 
caso de inutilización para continuar la carrera militar pro- 
ducida por actos del servicio, deben ser acordados con pres- 
cmdencia de toda idea de culpa o negligencia de la víctima. 
Pagina 50], 

2. El cabo del ejercito dado de baja n causa de la tuberculosis 
adquirida en actos del servicio que le ocasión» la anquilosis 
de In articulación coxo femoral, inutilizándolo para conti- 
nuar su carrera, tiene derecho a la pensión prevista en el 
art. 17, tít. III, de la ley 4707. Página 25». 

3. El cabo maquinista de la Armada dado de baja a causa de 
la tuberculosis adquirida en actos del servicio que lo inuti- 
lizó para continuur so carrera, tiene derecho a la pensión 
prevista en el art. 10, tít. III. de la ley 4856. Página 272. 

4. El cabo de la Armada inutilizado para la continuación de 
su carrera por heridas recibidas en acto del servicio que le 
ocasionaron la desarticulación metacarpo falángiea del dedo 
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índice de la mano derecha, tiene derecho si beneficio esta- 
blecido en el art. 17, tít. III, de la ley 4856. Página 338. 
El cadete del Colegio Militar con el grado de «argento ayu- 
dante inutilizado para la continuación de su carrera por 
herida* recibidas en acto del servido, que lo ocasionaron en 
la rodilla derecha una artritis crónica traumática con lesio- 
nes asociadas de Ion ligamentos cruzado anterior v lateral 
interno, tiene derecho al henelieio establecido en cí art. 18, 
tít. HL de la ley 4707; o sea n una pensión equivalente al 
sueldo inicio de subteniente, P¿g¡na 339. 
La viuda y la hija soltera del oficial del ejército asesinado 
en acto de servícin (¡ene dareclin n U na pensión equivalente 
a las 2/3 partes del sueldo del grado inmediato superior 
*d que aijiiél tenía. Página 250. 

To» deudo» de Da miliíar retirado y vuelto transitoriamen- 
te a la actividad que fallece a consecuencia de actos del ser- 
vicio, tienen derecho a la pensión prevista en el art, 12, 
inc. 3», tít. IV, de l:i ley 4*56, y el decreto que le acuerda 
por considen r acreditada dicha circunstancia no es absolu- 
tamente nulo, sino tan sólo anuíanle si hubiese mediado error 
de liccho. Paparía 553, 

Corresponde acordar el ben«ficio previsto en los arls. 12, 
inc. :i<\ tít. IV, y 16, tít. III, de la lev 4856 — al cual se 
limitó el reclamo administrativo formulado por los intere- 
sados— a la viudo e hijos de un cabo de la Armada que 
fnlh a coiispeiieiicia del occidente sufrido niieinras inten- 
taba sacar la hélice de una lancha del bnque de guerra de 
cuya tripulación formaba parte. Página 561. 
La ley 11.205 limita los beneficios que concede por su art. 1', 
segunda parte, a los expedicionarios al desierto comprendi- 
dos en las leyes 1602 y 2205, entre los cuales no so hallan 
incluidos quienes hayan participado en esas campanas con 
posterioridad a la sanción de la ley mencionada en último 
termino. Página 339. 

Las leyes 10.315 y 11.293 no dispusieron la revisión de las 
decisiones firmes dictadas por el p. E. en uso de facultades 
regladas en cuanto reconocían o desconocían la calidad de 
expedicionarios al desierto. Página 548. 

El proyecto de ley sometido a la consideración de la CíLuara 
de Diputados de la Nación por su comisión de guerra y ma- 
rina concediendo o un militar el grado inmediato superior 
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en su situación de retiro, constituye propuesta o iniciativa 
oficial de promoción a los efectos del art. 4» de la ley 
11.2G8. Página 423. 

■ 

POSESION. 

1. El comprador y ocupante de un loto fiscal a quien sólo se 
lia otorgado un título provisional , no tiene ta posesión bído 
la tenencia del inmueble, que es ineficaz a los efectos de la 
usurnpifin. Página 449. 

2. La solicitud do venta de un lote fiscal, primero, y la de 
arrendamiento, después, y d subsiguiente jingo de lu prime- 
ra i-uf.tn del cmion. son artos di; reennoe i miento del dominio 
del Estado, cxeluyeiitcs de la poción de quien lo lia rea- 
lizado. Página 44fl. 

PUESTO. 

La zona del puerto de La Plata comprende, además de los 
malecones destinados a la protección del ni n rallón y los di- 
ques y canales que permiten el fondeo y traslado de los 
boquea de un punto a otro del puerto, todo el lugar deslin- 
dado sobre la costa dispuesto para la seguridad de las naves 
y para las operaciones de tráfico traducidas en embarque y 
desembarque de personas y mercaderías. Página 292. 

PRECIOS MAXIMOS. 

%i Los decretos que imponen mullas por violación de la ley 
12.591, Bohre precios máximos, son apelable.-; para ante la 
justicia federal. Página 54. 

2. La omisión del recurso judicial establecido por la ley 12,591, 
sobre precios máximos, contra la resolución administrativa, 
no autoriza a discutir en la ejecución de ésta las cuestiones 
federales que pudieron y debieron plantearse con ocasión del 
primero. Página 54. 

PRESCRIPCION. 

Comienzo t/ veneimiettto del término. 

1. El plazo de la prescripción de la acción del Fisco para 
impugnar las declaraciones juradas del impuesto a Jos ré- 
ditos presentados por el contribuyente antes del vencimiento 
del término fijado paro su presentación, comienza a correr 
desde que aquél la* presentó. Página 144. 
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2. El U'rmino de prescripción de la acción para obtener él re- 
conocimiento del derecho al beneficio establecido en el art. 1% 
segunda parte, de ta ley 11.20'), comenzó a correr desde la 
feclia de cata ley, y no desde la del decreto del 7 de noviem- 
bre de 1040 determinó lo duración de la campaña al 
Chaco. Página 



Inttrrupeián, 

3. El Código Penal <ó\q ndmite la interrupción de la prescrip- 
ción por la comisión de otro delito. Página 27G, 

4. Los netos de procedimiento judien! a que se refiere el art. 3* 
de la ley 11.585 son aquellos dirigidos contra el infractor 
o el deudor, carácter que no reviste la demanda contenciosa 
deducido por estos en defensa de sus derechos. Página 144. 

5. La contestación a la demanda contenciosa deducido de acuer- 
do a lo dispuesto en «I art. 17 de m ley 37IU (T. O.), por 
la que el representante fiscal solicita su rechazo y el man- 
tenimiento de la multo aplicada ni ii. Tractor, es un acto de 
procer! i miento directo que, conforme a lo establecido en el 
art- 3* de la ley 11.585, interrumpe la prescripción de la 
acción, Pátñna 27ti. 

6. La presentación del procurador fiscal por la que, sin con- 
testar la demanda contenciosa deducido por el contribuyen- 
te con arreglo a la ley 37li4, se limita a oponer la excepción 
de incompetencia, no interrumpe ta prescripción de la acción 
prevista en tos arts. 1 y 3 de la ley 11.585. Página :i99, 

7. La interposición de una demanda contra la Nación antes 
de bftherse cumplido lo* requisitos exigidos por ¡as leyes 
3Í152 y 11.1134 interrumpe In prescripción. Página 553. 

8. Kl decreto expedido por el P. E. con la con tbrmidad de la 
Contaduría General de la Nación, por el cual se reconoce el 
derecho del actor a cobrar intereses desde las fechas que 
establece, tiene carácter definitivo e interrumpe la pres- 
cripción de la acción para cobrarlos, no obstante su ulterior 
revocación fundada en una reglamentación dictada con 
posterioridad a In fecha del expresado reconocimiento, y 
basta pura condenar al Fisco a pagar dietas intereses. 
Página 319. 

Pwcripri úti atíijubitiva, 

9. El título provisional entregado al comprador de un lote 
fiscal no es justo título a los efectos de la usucapión, Pá- 
gina 449. 
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Fte&cripc¡ún de acciones en particular. 
Civil. 

Acciones presenil ti bles. 

10. Habiendo transcurrido más de diez años desde la feeha de 
la ley 1569, que transformó en oficial al Maneo Provincial 
de Entro Ríos, creado con carácter mixto en 188*, como 
también desde aquel En en que se autorizó al gobierno loeal 
para substituirlo mediante un eontrato con el Banco de Ita- 
lia y Ifío de la Pinta, liasta el .lía en que se inii-íó ta deman- 
da tendiente a cobrar el valor de los certificados emitidos 
con motivo de la creación del banco provincial mixto y la 
suma correspondiente con arreglo a Ion bienes que fueron 
del mismo, debe declararse proscripta diclin acción. Pág. 63. 

10. Habiendo Irunsi urrido más de diez años entre la fecha 
en que el comprador de un lote fiscal con título provisional, 
solicitó administrativamente l n entrega del título definitivo 
por haber cumplido los requisitos necesarios para ello, y la 
d° iniciación de ln demanda snbre otorga miento de título 
definitivo, debe admitirse la preferí pe¡<m invocada contra la 
acción tendiente a obtenerlo judicialmente. Página 449. 

12. Prescribe n los diez años hi acción tendiente a obtener el 
reconocimiento del derecho a la pensión prevista en el art. 12, 
inc. SÉ* tít. IV, de ta ley 4856. Página 553. 

13. Prescribe a los dos años la ación para obtener ln nulidad 
de nn decreto del P. K. fundada en el error. Pagina 553. 

Leyes especiales. 

14. Hallándose prese ripia la acción del Fisco para impugnar las 
declaraciones juradas en la fecha en que la Dirección del 
Impuesto a los Réditos inició el juicio de apremio para co- 
brar la ditercniin que pretende se le adeuda en virtud de su 
rectificación de esas declaraciones, debe concluirse que tam- 
bién ha proscripto la acción del Fisco para requerir el pago 
de esa diferencia y que es consecuencia de la acción para 
impugnar la declaración y se confunde con la misma, desde 
que sin impugnación válida no hay crédito exigiblc. Pá- 
gina 144. 

15. Tratándose de una infracción ni art. 32, tít. VÍI, de la 
Reglamentación General de Impuestos Interno*, la pres- 
cripción hállase regida por ln ley 11.585, que se refiere 
tanto a ln acción para imponer la multa, como a la ya 
aplicada. Página 320. 
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16. No es aplicable lo dispuesto en la ley 11.585 Bino los arta. 62, 
im\ 5», 03 y G7 del Código Penal, ron forme a loa cuales 
debo declararle cumplida la prescripción de la acción, si el 
hecho que zv investiga no constituye una infracción al Art, 36 
de la ley 3764 (27, T. O.) y sólo se halla en cuestión si 
importa o no violación de lo establecido en el art. 10 de la 
ley 4363. Página 346. 

PÜOVVIiADOfí. 

Procede inscribir eii la matrícula de procuradores de la Cor- 
te Suprema a quien lia revalidado ante la Universidad Na- 
cional del Litoral, el Certificado expedido por la Universi- 
dad Nacional de Asunción del Paraguay donde consta que 
aprobó en esta última tas materias que en ella se exigen 
para el ejercicio de la procur»c,ón, aun cuando no sean las 
que en las facultades de nuestro país se requieren para ello. 
Pagina 80. 

PRO FES IOS ES WgB Jt A LES, 

%. A los «tafos previstos en el art. V del Tratado do Mon- 
tevideo sobre ejercicio de profesiones liberales, debe enten- 
derse' por título o diploma el documento otorgado con el fin 
de capacitar pnm el desempeño de una profesión liberal, es 
decir de aquellas que principalmente requieren el ejercicio 
del entendimiento, y es menester que dicho título se otorgue 
a persona que baya cursado estudios en alguna de las facul- 
tades de las Estado* signatarios. Página 80. 

2. La eomprnbnción de la existencia de título suficiente a loa 
electos del art. V del Tratado de Montevideo sobre ejerci- 
cio de profesiones liberales, así como ta de los requisitos 
exigido» jmr el art. 2*, deba hacerse por regla general, salvo 
los diploma* de maestro o profesar, ante los rectores de las 
universidades nacionales, míe declararán habilitado para el 
ejercicio de Ja profesión al solicitante, a quien se entregará 
por la secretaría general el certificado de habilitación co- 
rrespondiente, que servirá a los fines de su inscripción ante 
los tribunales o la- autoridades competentes. Página 80. 

PROVINCIAS* 

Ijks provincias están facultadas para Jetnslar sohre faltas 
propiamente dichas y sobre aquellas infracciones que confi- 
guren delitos de carácter exclusivamente local en cuanto 
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agravian leyes circunscriptas a su esfera, como las electora- 
les, rentísticas, etc. Página 381. 

PRUEBA. 
Principios generales. 

1. La prueba debe recaer sobre hechos determinados y no con- 
vertirse on investigaciones generales o indeterminadas. Pá- 



Tir mirto. 

2. El numento del plazo de prueba que prevé el art. 92 de 
la lev óíl está comprendido en el término ordinario. Pá- 
gina ÍL 

Ofrecimiento y producción, 

3. No existe disposición vidente en el procedimiento federal 
que impida ofrecer las medidas probatoria* de que los liti- 
gantes quisieren valerse, fuera del asiento del Tribunal, 
durante la ampliación a que se refiere la última parte del 
art. 92 de la ley 50, Página 71, 

4. La ampliación del término por razón de la distancia a que 
se refiere el art. 92 de la ley 50 no es hábil p B rn ofreeer 
prueba qtw debe producirse dentro del municipio. Pági- 
na 71. ~ 

Confcfiión* 

fi. L» cesión de los derechos del actor efectuada después de 
trabada la litis contentado no inhabilita al demandado para 
ponerle posiciones errando por el estado del juicio no que- 
da otra manera de traer a los autos la declaración del ce- 
dente que dedujo la demanda. Página 155. 

Testigos. 

G, Lo ley federal 50 no obliga a presentar abiertos los pliegos 
a euyo tenor deberán ser interrogados los testigos por el 
juez de otra jurisdicción comisionado a esc efecto. Pági- 
na 356. 

7. La sola circunstancia de que el testigo sea empleado de la 
provincia demandada no basta para negar valor a las decla- 
raciones que ha prestado en el juicio y aun cuando ellas 
tendrían mayor fuerza sí no mediara esa vinculación, a falta 
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de otro* testigos más autorizados debe reconocérseles eficacia 
suficiente para formar In convicción del juez. Página 5S9, 

Instrumentos. 

La carta escrita en Icnninos familiares y amistosos al mi- 
nistro dé una provincia solicitándole haga considerar y des- 
pajar un asunto por la legíshuura, no es confidencia] ni 
dirigida u un tercero, y puede ser válidamente invocada en 
juii-LN por la provincia. Página 250* 

Es improcedente la designación del actuario o de un escri- 
bano público para informar al Tribunal acerca de la exis- 
tencia y tenor de las constancias de los libros de las ofici- 
nas públicas, pues corresponde requerir dicha información 
a los jefes do las mismas. Página 350, 
La regla según la cunl las partea no están obligada* a pro- 
ducir la prueba cjue convenga a la contraria no rige respe- 
to de las constancias de los libros y archivos públicos; por 
Jo que procede exigir a la provincia demandada la remisión 
do los documentos referentes a las cuestitmes discutidas en 
el juicio, de los cuales, además, ha intentado valerse acom- 
pañando su copia fotográfica. Página 350. 

Peritos. 

11. La inexistencia de recurso contra la providencia que se dicta 
de acuerdo a los arts. 151 de la ley 50 y 177 del código 
supletorio, no impide a los jueces dejarla sin efecto siem- 
pre que lo crean conducente a la mejor marcha del pleito, 
como defw hacerse cuando f?e ha decretado a pedido de la 
parte qiu> opoil unamente se desvinculó en forma total de 
la pericia. Página 57. 
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¡lECURSO EX TíiAORDIXAItlO. 
Requisitos 

Cuestión justiciable. 

1. Los pronunciamiento-i abstractos búllanse excluidos de la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. Página 332. 
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Gravamen. 

2. Es ¡mprucedente el recurso extraordinario contra ta senten- 
cia que, en el procedimiento de ejecución de la multa impues- 
ta por el P. R. al apelante en ejercicio de la facultad que 
le acuerda la ley 12.501, desestima las excepciones de inhabi- 
lidad do título e incompetencia fundadas en que dicha ley no 
estahlcre ante que tribuna] dche recurrirse de la expresada 
multa y transforma así al P. E. en juez inapelable, con viola- 
ción de los arts. 29 y 95 de la Constitución Nocional. Pá- 
gina 54, 

3. La resolución por la cual en nn juicio reivindicatorío se de- 
clara que "sin perjuicio do que el presentante liuga valer su* 
derecho- ante quien corresponda y por la vía que el procedi- 
miento indique", es improcedente sustanciar un incidente 
promovido después del fallo que hizo tugar a Ja acción por 
quien invoca derechos de ocupante y poseedor sin haber sido 
parte en el pleito, no le ocasiona gravamen irreparable ni 
viola su derecho de defenderse en juicio ni es sentencia de- 
finitiva a los efectos del recurso extraordinario, Página 71. 

Subsistencia de los requisitos. 

4. Habiéndose puesto en libertad ni preso mientras so sustan- 
ciaba ante la Corto Suprema el respectivo babeas corpus 
sometido a su conocimiento mediante el recurso extraordina- 
rio, no corresponde dictar pronunciamiento a Ignito. Pági- 
na 321. 

5. Habiendo accedido e| P. E. a que la persona arrestada por 
su orden en uso de la facultad establecida en el nrt. 23 de 
la Constitución Nacional, salara del territorio argentino por 
sus propios medios debiendo determinarse, previamente, el 
país en que lia de residir, carece de objeto el recurso extra- 
ordinario interpuesto por el Ministerio Fiscal y fundado en 
tratarse de un asunto de exclusiva incumbencia del P. E., 
para obtener la revocación de la sentencia de la Cámara Fe- 
deral que Idzo Jarrar al liaheas corpas y mandó dirítrir oficio 
al Ministerio did Interior para que autorice la salitln soli- 
citada. Página 5S4, 
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Requintos propios. 

Cuestión federal. 

Cuestiones fedéralos simples. 

Interpretación de la Constitución Nacional. 

6. Procedo el recurso extraordinario fundado en que el arres- 
to indefinido en una cárcel aplicado por el P. K. en ejer- 
cido de las facultada establecidas en el art, 23 de la Cons- 
titución Nacional» constituye una verdadera pena vjolatoria 
de] citado precepto y do los arts. 18 y 95 de aquélla. Pá- 

L'ÍTl.1 5fi2. 

Interpretación de leyes fedérale.*. 

7. Procede el recurso extra o ni infirió contra la sentencia quo 
deniega el derecho tundido por el apelante en el art. 42, 
íne. e) de la ley 11.G83 y rechaza la inconstitucional ¡dad del 
art. 53 del Reglamento General del Impuesto a los Réditos, 
impuLiiado eomo viola torio del art. 41 de la citada ley. Pá- 
gina 133. 

8. Tratándose de una cuestión que, no obstante su carácter pro- 
cesal, puede afectar el régimen y regular funcionamiento del 
impuesto a los réditos, corresponde admitir el recurso ex- 
trtKirdinario fundado p«ir el rnbrador fiscal en ta interpre- 
tación de los nrts. 5, r>7 y (1(1 de la ley 11,083 (T. O.) y 
83 del Repla mentó General, contra la sentencia que, en el 
juicio de apremio por cobro de dicho gravamen, desconoce 
su personería por entender que los delegados locales en la 
Dirección del Impuesto carecen de atribución para expedir 
certificados acerca de Aquella. Página 4í20. 

0. Procedo el recurso extraordinario fundado en ln interpre- 
tación del «rt. 23 de la ley 11. 082 {T. O.). Página óíM. 

10. Resultando de la sentencia apelada que la culpa de las víc- 
timas de un accidente ferroviario, en Ta cunl so funda para 
rechazar la demanda sobre indemnización, no constituye una 
cuestión de hecho y derecho común pues aparece en dicho 
fallo como la consecuencia do una infracción a «as disposi- 
ciones do la ley 2873 y su decreto reglamentario, procede 
el reamo extraordinario fundado en la interpretación do 
estas disposiciones. Página 5Í1G. 

Interpretación de otras normas y actos federales. 

11. Procede el recurso extraordinario fundado en que la prohi- 
bición establecida en el art. 41, inc. 4, del Reglamento Ge- 
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neral de Forrornrrtk's, no rige para las operaciones de em- 
puje de vagones vacíos tendientes a formar el convoy en la 
playa de maniobras, contra la sentencia que declara la res- 
ponsabilidad de la empresa fundada en la violación del ci- 
tado precepto. Página 26, 

Cuestiones federales complejas. 

12. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia favo- 
rable a la validez de una ley provincial impugnada como 
violntorm del Código Civil y de la Constitución Nacional. 
Página 115, 

13. Es procedente el recurso extraordinario fundado en los arta. 
1G, 17 y 31 de la Constitución Nacional y en la primacía 
del C. Civil sobre laa leyes provinciales, contra la sentencia 
que rechaza la demanda del recurrente sobre indemnización 
de daños y perjuicios por considerar que la circunstancia do 
que la víctima fuera un empleado público sujeto a las dis- 
posiciones de la ley 7M de la Provincia de Mendoza excluyo 
la aplicación del Código Civil, Página 2G0. 

14. Procedo el recurso extraordinario contra la sentemia que 
ndmite la validez de una ley y un decreto provinciales im- 
pugnados eomo violáronos do la Constitución Nacional. Pá- 
gina 507. 

15. El recurso extraordinario es procedente contra la senten- 
Cia definitiva que declara la validez de decretos nacionales 
impugnados por el apelante como viólatenos d disposi- 
ciones constitucionales. Página 518. 

16. Procede uí recurso extraordinario contra la sentencia que 
admito la valide/, de una ley provincial impnenada por et 
recurrente como violatorin de Io 3 arts. 14 y 17 de la Cons- 
titución Nacional y del art. 3 del C. Civil. Página 5G9. 

Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

17. La interpretación atribuídn en la sentencio apelada a la 
ley 11.544 es extraña a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte Suprema, por tratarse de una ley incorporada al 
Código Civil. Página 199. * J^wui « 

Interpretación de normas locales de procedimiento. 

18. La decisión respecto a las costas devengadas en litigio se- 
guido en jurisdicción local, revisto carácter procesal y no 
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es susceptible de recurso extraordinario ni aun mediante la 
invocación de disposiciones constitucionales. Página ,170. 

19. Por regla general, el recurso extraordinario nn procede res- 
pecto de resoluciones que so limitan a desestimar la nulidad 
de un pronunciamiento anterior, pues resuelven una cuestión 
meramente procesal, ajena a la jurisdicción '« Corte Su- 
prema. Página 370. 

Cuestiones complejas no federales, 

20. No afectando a la Constitución Nacional ni constituyendo 
cuestión federal susceptible de sustentar el recurso extraor- 
dinario, ln sota discrepancia entro dos normas locales, como 
1a ley 4548 de ln Provincia do líuenos Aires y el art, 15 de 
la ley 9688; no debiendo ser resueltas las cuestiones de com- 
petencia entre jueces de distintas provincias o de la Capital 
mediante la aplicación de la ley local de ninguna de ellas, 
sino de una ley general, y no habiéndose pin otea do en autos 
cneslión alguna al respecto, corresponde declarar improce- 
dente el recurso extraordinario fundado por el demandado 
en qt« el art. 15 de la ley 90S8 interpretado, como lo ha 
hcelio la sentencia recurrida, en el .sentido de excluir la ju- 
risdicción que la ley 4543 de la provincia de Buenos Aires 
atribuyo a si" jueces respecto de los accidentes del trabajo 
ocurridos en su territorio, para atribuirla a los jueces do 
ln Capital, es violntorio del art. 07, ine. 11, de la Constitu- 
ción Nacional, y en que también resultan violados los arta, 
104- y IOS de ésta porque el Congreso no puede legislar .sobre 
procedimientos y suprimir las jurisdicciones locales. Pá- 
pina r>9ü. 

Relación din-cía. 
Normas extrañas al juicio. 

21. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
nadie puede ser sacudo de sus jueces naturales ni privado 
del dcreclio de defenderse en juicio, contra la sentencia que 
declara competente a la justicia de paz letrada de la Ca- 
pital Federal —y no a la del crimen, como pretende el ape- 
lante— para conocer en la demanda promovida por el Con- 
sejo Nacional <ic Educación rontra una sociedad de respon- 
sabilidad limitada con el objeto de que se imponga a este 
en beneficio de aquél, la multa prevista en el art. 7 de 
la ley 11.045. Página 159. 
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Sentencias con fundamentas no federales o federales consentidos. 

22. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en loa 
arts, 18 y 23 de la Constitución Nocional y en que el dete- 
nido ha manifestado al P. E. que opta por snlir del país, 
contra la sentencia que deniega el babeas corpas por consi- 
derar que taita en autos la prueba de la opción. Pagina 5. 

23. Es improcedente el reí- tirso extraordinario fundado por la 
recurrente en que se luí fia exenta óVt pupo del impuesto a 
los rédito-, por alcanzarla el beneficio previsto en el art. 5*, 
ine. li) de la ley 11.IÍR2. contra la sentencia que por aprecia^ 
frión de la prueba reunida en auto» le atribuye un fin lucra- 
tivo que basta para excluirla de la calificación de entidad 
de beneficio público que persigne. Página 39. 

24. Es improcedente el recurso extraordinario fundado on la 
inconslitucioualidad del art. 21 de la ley 421 8 de la Pro- 
vincia de Rueños Aires por contrariar ta^ disposiciones del 
Oódie*> Civil sobre interrupción de la prescripción contrn la 
sentencia que, atribuyendo el art. 308fí del Código Civil 
una inteligencia que podrá ser errónea pero no arbitraria, 
declara que las cesiones administrativas ante ef Departa- 
mento del Trabajo de la Provincia de Rítenos Aires encua- 
dran entre ín.s actos interruptivos de la prescripción contem- 
plados en dicho precepto. Página 

2"}, Es improcedente <d recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, resolviendo una cuestión de naturaleza procesal 
y ajena al Código C ; vil, declara que el art. 28 de la ley 1042 
de la Provincia de Mcnduza, en manto autoriza ni letrado 
ilel vencedor en costas a ejecutar directamente ni vencido 
por el inq>orte de sus honorarios reculados, no es viola tinto- 
de! Código Civil ni del art. fi7, ¡ne, 11, de la Constituí ion 
Nacional. Pátrinn 125. 

26. Es improcedente el recurso extraordinario contra el fallo 
que dejn sin efecto Tas multas aplicadas por la Dirección 
General riel Impuesto a los Réditos, fundado en que si bien 
el estudio de las actuaciones da la sensación de ocultación 
de operaciones y utilidades en perjuicio del fisco, no existe 
la evidencia necesaria para aplicar sanciones que revisten 
carácter penal. Página 143, 

27. Es imprncedenre el recurso extraordinario fundndo en la 
inconstitucional ¡dad de un impuesto por lo excesivo de su 
monto, que configura una confiscación de la propiedad e 
impide el ejercicio de un comercio g industria lícitos, violán- 
dose así los arK 14 y 17 de In Constitución Nacional, con- 
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tra U sentencia que ha desestimado dicha impugnación por 
razones de hecho y prueba irrevisihles y suficiente» para sus- 
tentarla. Página 207, 

Es improcedente el tttettKo ex traord infirió fundado en que 
el art. 15 de la ley 9688 tal como lo interpreta el fallo ape- 
lado, viola el art, 67, ínc. 11, de Ja Constitución Nacional y 
desconoce la facultad de la Provincia de Buenos Airei para 
dictar laa normas proecnalcs contenidas en la ley 4548, con- 
tra la sentencia que resuelve la ci "stión mediante la inter- 
pretación y aplicación del art, 100 del Código Civil. Pági- 
na - r )7G. 

Resolución contraria. 

29. Es improcedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que declaro inconstitucional el impuesto a la transmisión 
gratuita cobrada por aplicación del nrt. 30 de la ley 11.287. 
Página 143. 

Sentencia definitiva. 

Concepto y generalidades. 

30. Es procedente el recurso extraordinario interpuesto por el 
representante de la Caja Nacional fie Jubilaciones de Emplea- 
dos Pmenrios y fundado en la interpretación de los arta. 13, 
39 y 47 de la ley 11.575, contra la sentencia revocatoria dic- 
tada por la Cámara Federal en virtud del art. 34 de dicha 
ley. Página 472. 

Resol liciones anteriores a la sentencia definitiva. 

31. Tiene fuerza de definitiva y es susceptible de recurso extra- 
ordinario ta sentencia dictada en juicio ejecutivo o de apre- 
mio que declara la prescripción fundada en una ley nacional 
e impide que pueda ser discutida útilmente en el juicio ordi- 
nario de repetición. Página 144. 

32. Procede el recurso extraordinario fundado por el Banco Hipo- 
tecario Nacional en disposiciones de su ley orgánica, contra 
la resolución que, en un juicio de apremio en el que no inter- 
vino como parte, lo condena a depositar el remanente del 
previo obtenido en ln subasta de un inmueble hipotecado en 
garantía de un préstamo, sin esperar a que se firme la escri- 
tura traslativa del dominio y se establezca por liquidación 
definitiva la cantidad sobrante. Página 160. 
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33. La resolución que autoriza a ojeen tai contra el adquí rente 
del negocio que no tuvo intervención en la cansa sobre indem- 
nización por despido seguida contra el anterior dueño, la 
sentencia condenatoria dictada contra ésta, no es sentencia 
definitiva a los efectos del recurso extraordinario, pues el 
primero podrá tiacer valer sus opiniones en el juicio ordi- 
nario autorizado por la ley procesal. Página 399. 

34. Las resoluciones que decretan embargos preventivos y, en 
general, hacen lugar a medidas precautorias de esa natura- 
leza, no constituyen sentencias definitivas a los efectos del 
recurso extraordim -io. Página 606. 

Resoluciones posteriores a la sentencia definí "a, 

35- Los procedimientos de ejecución de sentencia son, por regla 
general, extraños al recurso extraordinario. Página 21, 

Tribunal superior. 

36. Revocada por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aires la sentencia de segunda instancia que, resolviendo en 
forma favorable a la demandada la cuestión federal intro- 
ducida por ésta, declaraba prese ripta la acción, y devueltos 
los autos a la cámara para la decisión de las demás cues- 
tiones pendientees, la sentencia asf dictada por la misma so- 
bre ellas, es la definitiva del superior tribuna] de la cansa 
a los efectos del recurso cxtraordinnrii lindado en la men- 
cionada cuestión federal ; de manera qi . demandada debió 
deducirlo respecto de esa sentenein > no contra la que poste- 
riormente y en virtud del recurso d - inapltcahilidad inter- 
puesto por ella, dictó la Suprema Corte de Buenos Aires 
sobre materia no federal. Pagina 76. 

37. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Suprema Corte de la Provincia de Buenos Air? * que revoca 
ta de segunda instancia y declara la validez del impuesto 
impugnado por la parte recurrente como violaiorio de dis- 
posiciones de la Constitución Nacional. Pás¡¡mi 2*12. 

Trámite. 

36. El ofrecimiento de prueba es ajeno al recurso extraordinario, 
cuyo trámite e?tá regido por disposiciones que no varían ni 
se modifican según la naturaleza especial de las materias que 
le dan causa. Página 5. 
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JUtohárión. 

39. No tratándote de alpina de las cuestiono* planteadas en el 
juicio y rom prendida* en e! escrito de Interposición del re- 
curso extraordinario» no corresponde a ta Corte Suprema 
dictar pronunciamiento alpino acerca de los puntos contem- 
plados en el decreto del P E, de 7 de marzo de 1033 res- 
pecto del alcance de sus facultades durante el estado de sitio. 
Pígina 584. 

BECUliSO ORDINARIO DE APELACION. 
Principios generales. 

1. Interpuesto >'m restricción aljrinm el recurso ordinario de ape- 
lación por el fiscal que pidió se aplicara a los procesados 
las penas de prisión y multa equivalente a treinta tantos del 
tttorrto de lo defraudado a Impuestos Internos, contra ácn- 
teucia del jucs que admitió su requisitoria salvo en cuanto 
a la pena corporal que declaró prescripta, el tribunal de 
aJzadi* puede ejercer su jurisdicción con toda amplitud y 
aumentar ta multa por aplicación de lo dispuesto en el art. 82 
del texto ordenado de las leyes de impuestos internos para los 
casos en que no pueda determinarse e! monto de la defrau- 
dación. Página 286, 

Sentencia definitiva. 

2, Es improcedente el recurso ordinario de apelación deducido 
en una causa sobre extradición contra la resolución que, por 
ser denegatoria de medidas de prueba, no reviste el carácter 
de sentencia definitiva, exigido por el art. 3. inc. 4* de la 
ley 405o\ Página 250. 



Coser. 

Juicio* en que la Nación es parte. 

3. En los juicios en que es parte la Nación, el recurso ordina- 
rio de apelación en tercera instancia sólo procede cuando el 
valor disputado, con p rescinden eia de posibles accesorios, ex- 
cede de cinco mil peso , debiendo entenderse por "valor dispu- 
tado" no la cantidad redamada en la demanda di no la suma 
en que el recurrente pretende que ee modifique la sentencia 
n pelada. Página 320. 

4. Son improcedentes los recursos ordinarios de apelación en ter- 
cera instancia deducidos por el actor y el demandado contra 
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la sentencia que ordena entregar cinco mil pesos de la soma 
depositada por la Nación en un juicio sobre expropiación, 
a favor de ni» perito cuyos honorarios fueron regulado! en 
diez mil pesos. Página 320. 
6, Para la procedencia del recurso ordinario de apelación pre- 
visto en el art. 3, ¡no. 2, de la ley 4055, es indiferente que 
el monto de lo reclamado por cada uno de los actores que 
ejercen conjuntamente la acción sea inferior a cinco mil pe- 
sos, con tal que la suma total de las cantidades demandadas 
exceda dicho límite. Página 354. 

BEM1SIOX fíE AUTOS. 

Loa jueces fedérale* no están obligados a remitir a los jue- 
ces ordinario* de otra provincia los expediente* que éstos 
les soliciten ad tfftctum. videndi. Página 131. 

RENUNCIA. 

Ln Hrcunstancia de que el fahricante que solicitó el rein- 
greso a destilería con acreditación del impuesto de una par- 
tida de nleoliol vendida a una lieorería e inapropisdn para 
ese género de comercio, haya aceptado el reingreso sin acre- 
ditación autorizado por la Administración de Impuestos In- 
ternos sin dejarle otra alternativa que la de ingresar el al- 
cohol a lieorería en el más breve plazo, no importa renuncia 
al derecho de redamar ¡xtr ln vía judicial la acreditación o 
devolución del gravamen. Página 120. 

BETROACT1VIDAD. 

Las leyes de carácter público administrativo, como lo son 
las de orden sanitario e higiénico dictadas por la Nación y 
las provincias en ejercicio de su poder de policía, no están 
comprendidas en la prohibición establecida por el art. 3 del 
C. Civil, que sólo rige respecto de los derechos civiles, ni en 
lo dispuesto acerca de la irretroactividnd por el art. 18 de 
la Constitución Nacional, que se refiere a las leyes penales 
que agravan la condición del procesado. Página 569. 
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SENTENCIA. 
Principios generales. 

Para que ana s e nt enci a sea válida es necesario, ante todo, 
que haya sido dictada por juez competente. Página 126. 

SERVICIO MILITAR. 

El ciudadano que contribuye al sostenimiento v d o su madre 
viuda, cuyo ingreso a la* filas del ejército coincidirá con el 
licénciamiento de su hermano mayor actualmente incorpora- 
do, no se halla comprendido en los caaos de exención pre- 
vistos por el art. 86, inc b) y e) de la ley 4707. Página 416. 

SOBRESEIMIENTO. 

El sobreseimiento provisional deja una fuerte presunción en 
favor del inculpado que es de teneres muy en cuenta en el 
juicio rivil sobre indemnización de daños v perjuicios. Pá- 
gina &m 

SOLVK ET RE PETE. 

La regla sol rt repfte es inaplicable a la demanda sobre 
cancelación de fianza promovida contra la ¡"faetón por el 
importador que, con autorización de la Aduana, introdujo 
mercaderías previo pago de derechos por lo manifestado 
y afianzamiento, a las resultan del juicio, por la diferencia 
que aquella repartición pretendía cobrar por aplicación de 
una resolución ministerial impugnada como inconstitucional. 
Página 403. 



T 

TARIFAS. 
Teléfonos. 

1. El nrt. 40 de la ley 11.253 no autoriza a declarar la nulidad 
de loa decretos del P. E. destinados a dar valides con efecto 
retroactivo a las tarifas aplicadas por las compañías telefó- 
nicas con el consentimiento del mismo, con motivo de la pres- 
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(ación de servicios especiales solicitados por aquél y pagados 
lias ta su aprobación por el poder público, al mismo precio 
en que ta tarifa fué fijada. I Vitrina 518. 

2. La eircnnstanein de que las tarifas telefónicas estén Bujetas 
al principio de la igualdad no impide graduarlas con arre- 
glo a lo amplitud de los ser virios prestados, mediante el sis- 
tema de los servicios especiales admitidos y tarifados por el 
poder público, respecto de los cuales no rige la regla gene- 
ral del art. 32 del decreto del 5 de orí ubre de 11)30, Pági- 
na 518. 

3. Incumbe privativamente al P. E. apreciar la justicia y razo- 
nabilidad de las tarifas telefónicas. Página 518. 

TIERRAS PUBLICAS. 

1, No ra iv ni viola torio de la cosa juzgado administrativa 
el decreto que, fundado en la prohibición establecida en el 
art. 20 de la ley 41 G7, niega la entrega del título definitivo 
mención a do en el art. 30 de la misma ley a la sociedad que 
se ha liecho cargo de los negocios del comprador de un lote 
fiscal a quien oportunamente se entregó un título provisio- 
nal. Página 449. 

2. El adquirente de un lote fiscal con título provisional que le 
prohiba transferir la concesión, no puede transmitir sus de- 
rechos de compra y ocupación a la sociedad que le ha su- 
cedido en sus negocios. Página 440. 

TITULOS AL PORTADOR. 

Careciendo de valor la cláusula extraña n la ley que autorizó 
el empréstito y a su decreto reglamentario, impresa en forma 
anónima al dorso de los respectivos títulos sin la firma de 
los funcionarios que debían autenticarla, según la cual si el 
título no fuera redimido en los términos establecidos por la 
ley sería canjeado por otro de igual valor y habiendo recono- 
cido el apoderado provinciol en la contestación a la deman- 
da, que si dicha cláusula fuera inaplicable sería procedente 
el cobro del importe del título iC clama do por i>l actor, co- 
rresponde hacer lugar a la acción deducida por éste con 
dicho ohjeto. Página 601. 
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Año 1943 — Octubre 
victorio codovilla 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*, Relación di- 
recta. Sentrneias con fundamentos no federales o federales con- 
sentidos. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en los 
arte. 18 y 23 de la Constitución National y en que el 
detenido ha manifestado al I\ K. que opta por salir del 
país, contra la sentencia que deniega el habeos corpits 
por considerar que falta en autos la prueba de la opción. 

BECÜRSQ EXTRAORDINARIO: Trámite. 

El ofrecimiento de prueba es ajeno al recurso extraordina- 
rio, cuyo trámite está regido por disposiciones que no 
varían ni se modifican según la naturaleza especial de las 
materias que le dan causa. 

Dictamen dfx Procurador General 
Suprema Corte: 

Vietorío Codo villa, arrestado por orden del Poder 
Ejecutivo Nacional (informe do fs. 18 del Ministerio del 
Interior), ha interpuesto recurso de habeas corpas a 
fin de oonsofruir se le permita abandonar el país. Invo- 
cando lo dispuesto por el art. 23 de la Constitución Na- 
cional, afirma que, a tal fin, lia hecho la correspondiente 
petición ante el referido Poder; pero del precitado infor- 
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me, resulta no existir antecedentes acerca de la opción 
aludida, A base de tal respuesta, la Cámara Federal de 
la Capital denegó el recurso, dado que el país se halla en 
estado de sitio. 

Se alega ahora ante V. E., que pese a lo informado, 
hubo opoión y, en consecuencia, la Corte debe revocar 
el fallo de la Cámara. Pándase así el recurso extraordi- 
nario en una cuestión de hecho, no susceptible de revi- 
sión en esta instancia ; con la particularidad de que tos 
elementos de prueba ofrecidos por el recurrente, se pre- 
sentan después de dictado el fallo de fs. 19, no habiendo 
podido ser por ello materia de apreciación ni pronuncia- 
miento en las instancias anteriores. 

Corresponde, entonces, declarar mal concedido el re- 
curso para ante V. E., y así lo solicito. — Buenos Aires, 
setiembre 21 de 1943. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1* de octubre de 1943. 

Vistos los autos: "Codovilla Vietorio, recurso de 
babeas eorpus", en los que se ha concedido al apode- 
rado de doña Italia Mari de Codovilla el recurso extra- 
ordinario contra la sentencia de la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital (fs. 19, 32 y 38). 

Considerando : 

T. Que el recurso de haheas corpas fué fundado 
en que el 25 de junto ppdo, D. Vietorio Codovilla, dete- 
nido por la policía en cumplimiento del decreto del 4 de 
de febrero ppdo., hizo saber al Poder Ejecutivo que, en 
ejercicio del derecho conferido por el art. 23 de la Cons- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN f 

titución Nacional, optaba por salir del territorio argen- 
tino, y en la falta de todo pronunciamiento respecto de 
esa gestión. 

La sentencia recurrida, dictada después del diligen- 
ciamiento de las medidas decretadas a fs. 13 y fs. 16 vta. 
para mejor proveer, desestimó el habeas cor pus por no 
existir antecedentes acerca de la mencionada opción» 

Contra ese fallo se interpuso el recurso extraordi- 
nario fundado en que: a) como resulta de los elementos 
de prueba que se acompañan y de otros que se mencio- 
nan, la opción invocada fué debidamente presentada 
ante el Poder Ejecutivo y quedó radicada en el Mi- 
nisterio del Interior, cuyo informe de fs. 18 es erróneo 
y debe ser considerado como una denegación del pe- 
dido formulado, violatoria del art. 23 de la Constitución 
Nacional ; b) desde el momento en que se formuló la 
opción, la detención se tornó violatoria del art. 18 de la 
Constitución Nacional; c) como se dijo en el memorial 
presentado ante la Cámara Federal, en el que fueron 
ofrecidas sin que ésta las decretara, medidas tendien- 
tes a demostrar la exactitud de las afirmaciones, la 
privación de la libertad de Codovilla se ha convertido 
en una pena, ya que un día después de haberse inter- 
puesto el habeos cor pus fué embarcado con destino a 
Río Gallegos, donde se le ha alojado en la cárcel en las 
mismas condiciones que un condenado a prisión, con 
violación del art. 23 de la Constitución Nacional. 

IT. Que según reiterada jurisprudencia {Fallos: 
99, 414; 125, 247; 194, 220; 195, 498; 196, 184, sentencia 
del 22 de septiembre ppdo. in re : Luis García Viilamil 
r. Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires, y otros) 
la jurisdicción extraordinaria de esta Corte Suprema 
no comprende la decisión de cuestiones de hecho, salvo 
contadas excepciones entre las cuales no se halla com- 
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prendido el presente caso (Fallos: 189, 170; 194, 220; 
196, 184). 

En consecuencia, la conclusión de la sentencia de 
f«. 1$ con respecto a la falta de antecedentes sobro la 
opción invocada a fs. 1 como fundamento del recurso, 
ajustado, por lo demás, a las constancias que había en 
el expediente, no puede ser modificada por esta Corte 
Suprema; mucho menos sobre la base de elementos no 
ofrecidos ni invocados en primera instancia y pre- 
sentados después que aquélla fué dictada, como los 
acompañados a fs. 26 y sigtes, con el escrito de interposi- 
ción del recurso extraordinario, o de hechos posterio- 
res, en los que no se ha fundado el habeas cor pus some- 
tido a la decisión de la Cámara, ni han sido, por lo tanto, 
materia del presente juic : o, como los que resultan de 
los documentos presentados en esta instancia con el 
memorial de fs. 44 y el escrito de fs. 5G. Esta Corte 
tiene resuelto (Fallos: 148, 382; 17-7, 390; 193, 472) 
que el ofrecimiento de prueba es ajeno al recurso ex- 
traordinario, cuya tramitación hállase regida por dis- 
posiciones que no varían ni se modifican según la na- 
turaleza especial de las materias que le dan causa (Fa- 
llos: 156, 5; 189, 54). 

Las cuestiones señaladas con las letras a) y b) en 
el considerando primero lian sido, pues, resueltas por 
fundamentos de bocho ajenos al recurso extraordinario 
y suficientes para sustentar la sentencia apelada, de 
manera que los arts. 18 y 23 de la Constitución Nacional 
citados por el recurrente carecen de la relación di- 
recta e inmediata exigida por el art. 15 de la ley 48 
y la reiterada jurisprudencia do fsta Corte y su invo- 
cación no basta para fundar el recurso (Fallos: 115, 
406; 128, 317; 193, 61). 

111. Que las razones expuestas en el considerando 
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precedente demuestran también la improcedencia del 
recurso fundado en la cuestión señalada con la letra c), 
cuya solución presupone la aceptación y el diligencia- 
miento de las medidas de prueba ofrecidas por el re- 
currente con el objeto de probar los hechos en que la 
funda. 

IV. Que, por lo demás, lo que aquí se resuelve no 
impide al recurrente deducir un nuevo recurso de ha- 
beos corpas sobre la base de los hechos que, conforme 
a lo expuesto en el considerando segundo, no han sido 
materia del presente juicio por no haberse fundado en 
ellos el recurso deduiido a fs. 1, y producir entonces 
toda la prueba tendiente a demostrarlos. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador Ocnerul, declárase improcedente el 
recurso extraordinario concedido a fs. 38. Notifíquese 
y devuélvanse. 

ROBETITO RePETTO — ANTONIO 

Saoarna — B. A. Nazar 
Anchoresía — F. Ramos 
Mejía. 



COMPAÑIA DE GRANDES HOTELES v. PROVINCIA 

DE BUENOS AIRES 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. 

La construcción de una ohrn provincial sohre un terreno 
del dominio público en cumplimiento de leyes lóenles, no 
dn derecho a los vecinos para exiptr la indemnización de 
los perjuicios que les ocasione la privación de las ventajas 
de que pozaban por la falta de ejercicio del derecho co- 
rrespondiente a la provincia. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

So trata en este caso do una causa civil, sobre in- 
demnización de perjuicios, iniciada contra la Provincia 
de Buenos Aires por una sociedad anónima con domi- 
cilio en esta Capital. Cae ella, entonces, bajo el cono- 
cimiento originario de V. E. tal como se declaró en la 
providencia de fs. 41. 

En cuanto al fondo del asunto, versando sobre la 
inteligencia de disposiciones del Código Civil, escapa 
por su naturaleza a mi dictamen. — Buenos Aires, ju- 
nio J4 de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1* de octubre de 1943. 

Y vistos: Los seguidos por la Compañía de Gran- 
des Hoteles contra la Provincia de Buenos Aires por 
danos y perjuicios de cuyo estudio resulta : 

A fs. C se presenta don Eduardo A. Zorraquín, por 
la Compañía de Grandes Hoteles, promoviendo deman- 
da de daños y perjuicios contra la citada provincia, 
fundada en los becbos que a continuación se expresan. 
Su mandante dedica su actividad a la industria hote- 
lera. Fué fundada hace 28 años con el fin de adquirir 
de la S. A. Bristol Hotel de Mar del Plata el hotel ho- 
mónimo y el " Anexo Bristol", construido por la misma 
en un paraje de singular atracción para el turismo, 
sobre el boulevard marítimo, entre las calles Belgrano 
y Rivatlavia, con vista sobre el océano Atlántico. Esa 
circunstancia y la visión del porvenir que aguardaba 
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a esa ciudad balnearia indujo a su mandante a realizar 
la compra. La vendedora so había asegurado la propie- 
dad do los terrenos y había edifieado en ellos los ho- 
teles a que lia hecho alusión, basada en la favorable 
ubicación que ofrecían para el fin propuesto, frente al 
mar, sobre la playa y separados del océano por la calle 
de ribera, como resulta de todos los planos registrados 
con aprobación oficial y de público conocimiento del 
trazado de Mar del Plata, que cita. La urbanización del 
balneario condujo Luego a la ejecución de obras de me- 
joramiento y embellecimiento de la playa, ganándose 
al mar una superficie que permitió dar mayor ampli- 
tud a los jardines establecidos en ese paraje, al lado 
opuesto del boulcvard marítimo, que mantuvieron el ca- 
rácter costanero de dicha arteria. Tales antecedentes 
crearon una situación de hecho, (pie involucra otra de 
derecho, y fueron el motivo determinante para empren- 
der el negocio hotelero. La vístu del océano os, en este 
género de negocios, el incentivo más ardiente para los 
turistas, que acuden en busca de la brisa marítima, 
aparte del espectáculo del mar. Hallarse frente al 
boulcvard marítimo significa, para los propietarios, 
tener la garantía de que no perderán el carácter de ri- 
bereños, porque en ello está comprometida la fe pú- 
blica. Sin embargo, frente al "Anexo Bristol", situa- 
do sobre la manzana núm. 116, y con frente al boulc- 
vard marítimo, la Provincia de Buenos Aires ha levan- 
tado un edificio monumental, llamado "Nuevo Casino*', 
que interponiéndose relega el "Anexo Bristol" a un 
segundo plano. El daño que tal hecho infiere a su man- 
dante es manifiesto, porque ha reducido el valor real 
y locativo del bien. La clientela, que so complacía en 
concurrir a dicho hotel con vista al Atlántico, buscará 
alojamiento en otra parte, o, de lo contrario, no estará 
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dispuesta a pagar los precios anteriores. Siendo evi- 
dente el daño, la única cuestión que se plantea en esta 
controversia estriba en determinar quién debe cargar 
con él. La respuesta no es dudosa. En consecuencia, su 
mandante promueve esta demanda en la persuasión de 
que le asiste el derecho de obtener la reparación del 
perjuicio que la Provincia le ha ocasionado con una 
obra que es extraña a las funciones de gobierno y no 
encarna el ejercicio del poder de policía del estado. 

Funda su derecho en el art. 17 de la Constitución, 
que declara inviolable la propiedad privada. Cita en su 
apoyo los fallos de esta Corte de los tomos 137, pág. 
47; 145, pág. 307; de la Corte de Estados Unidos, 257, 
312; 12í>, 114 y 271, 303. Sostiene que la aprobación del 
trazado de un pueblo nuevo, da origen a situaciones de 
carácter privado, que engendran derechos patrimonia- 
les y caen bajo la protección constitucional, que la auto- 
ridad está obligada a respetarlas. Sería antijurídico 
que conservara un poder omnímodo para modificar o 
anular sus propios actos, cualesquiera que sean las 
consecuencias y los perjuicios que ello ocasione a ter- 
ceros. De ahí que tenga la obligación de indemnizarlos. 
Cita en su apoyo el fallo de la Cámara Civil Segunda 
publicado en la Gaceta del Foro, t. 86, pág. 204, que se 
vincula con el cambio de nivel de las calles publicas; y 
otros dos que se publican en los tomos 44, pág. 649 y 
47, pág. 50 de Jurisprudencia Argentina, y los de esta 
Corte, 116, 116 y 182, 5. 

Sostiene que dentro del plan de urbanización no 
cabe la construcción del edificio destinado al casino, 
porque ese edificio no contribuye al saneamiento, embe- 
llecimiento o halago de los habitantes del municipio. 
No es un edificio público porque no es una obra desti- 
nada al biou general; es simplemente una propiedad 
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privada del fisco que se asocia a la explotación del jue- 
♦go con los empresarios que le ofrezcan mayores ingre- 
sos. Se levanta ocupando una parte de los jardines que 
daban una ñola de alegría en ese paraje, quitando la 
vista del mar a los edificios preexistentes en ese sitio, 
cuyos propietarios tienen adquirido el derecho de estar 
sobre la costa, camino de por medio; derecho del cual 
no han debido ser privados sin una justa indemniza- 
ción. Por otra parte, la utilización en este caso del te- 
rreno destinado a jardín público no ha sido autorizado 
por autoridad competente. El derecho de su parte a la 
indemnización del perjuicio que se le ha inferido lo 
funda en el art. 1109 del Código Civil, según el cual 
"todo el que ejecuta un hecho que por su culpa o negli- 
gencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la repa- 
ración del perjuicio". La Provincia, que en su carácter 
do persona jurídica ha levautado un nuevo casino, sobre 
los jardines públicos, interceptando al "Anexo Bristol" 
la vista del océano, ha contraído esa responsabilidad, 
pues, el daño derivado para bu parte es imputable a 
culpa de la demandada, y, en la hipótesis más benigna, 
a su negligencia. La culpa consiste en no haber res- 
petado el plano del trazado de la ciudad y haber obra- 
do de manera que priva a bu representada a la situa- 
ción favorable que legítimamente tenía su inmueble. 
Si no hubiera culpa, la negligencia sería de igual mo- 
do manifiesta, porque antes de emprender la ejecución 
de la obra, la Provincia ha debido considerar si afec- 
taba derechos patrimoniales de terceros. 

Estima el daño en la suma de $ 600.000 o la que 
oportunamente fijen los peritos. Ese daño comprende 
la pérdida del valor del inmueble en sí y el lucro ce- 
sante proveniente de la menor capacidad lucrativa del 
hotel a raíz del cambio operado a su respecto. Ese 
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cálculo se basa en la renta obtenida por el edificio 
"Anexo Bristol" durante los tres últimos ejercicios 
financieros, 1937 a 1939, de los cuales resulta que en 
las temporadas respectivas ha producido $ 256.954,55 
el primero, $ 229,685,05 el segundo, y $ 231.465,70 el 
tercero. 

Funda la competencia en los arts, 100 y 101 de la 
Constitución, y 1', ine. 1', de la ley 48, y P de la ley 
1467. Y termina pidiendo se haga lugar a la demanda 
con sus intereses y especial condenación en costas. 

Por auto de fs. 14 vta., se dió por acreditada la 
ju " dicción originaria de esta Corte y se corrió tras- 
lado de la demanda a la Provincia de Buenoa Aires, 
que la contesta a fs. 40 por intermedio de D. Gregorio 
P. Escudero y D. Guillermo N, Viacava, los que des- 
pués de hacer consideraciones generales acerca de lo 
que constituye la ciudad balnearia de Mar del Plata 
y de referirse a los hechos que enuncia la demanda, 
dicen: que es evidente que el "Nuevo Casino" le resta 
vista al mar al "Anexo Bristol" por uno de sus fren- 
tes, pero es también evidente que cuando el "Anexo 
Bristol" se adquiero en el año 1912 por la compañía 
acto ra, ni tiene vista al mar ni so encuentra frente al 
camino costanero marítimo. En 1912 está próxima a 
habilitarse Ja rambla Bristol do Mar del Plata, hoy en 
vías de demolición, y desde ella hasta el "Anexo Bris- 
tol*' existe una extensa superficie surcada por varias 
calles, plazoletas y el boulevard marítimo. El "Anexo 
Bristol" está prácticamente distante del mar y de la 
playa, y tiene interpuestas las construcciones aludi- 
das sin que nunca la actora formulara cuestión de nin- 
guna naturaleza. Sostiene que el "Anexo Bristol" es 
una construcción accesoria de las instalaciones prin- 
cipales del Bristol Hotel, cuyas habitaciones no tienen 
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ni han tenido nunca vista al mar. Los principales de- 
partamentos del Hotel Bristol se encuentran en las 
antiguas instalaciones que funcionan desde hace más 
de cincuenta años. Son esos alojamientos los que han 
dado renombre al Hotel Bristol y no los del "Anexo", 
que tienen un papel secundario en la explotación del 
establecimiento. Resulta de la demanda una contra- 
dicción insospechada; lo accesorio se substituye a lo 
principal como motivo determinante que ha tenido la 
actora para emprender el negocio, y así resulta en 
definitiva que el "Anexo" es el elemento básico y 
primordial de los ingresos de la demandante. Esto no 
es exacto ni admisible. En el peor de los casos, como 
resulta del plano que acompaña, la única privación de 
vista al mar la sufrirían el tercero y cuarto piso en 
sus habitaciones fronteras, puesto que las plantas ba- 
jas, primero y segundo piso nunca han disfrutado de 
esa vista* Sostiene que la actora no ha sufrido perjui- 
cios, y que la construcción del "Nuevo Casino" puede 
constituir un incentivo manifiesto en provecho de la 
actora. Se extiende en consideraciones acerca de los 
cálculos que hace la actora para demostrar su falta 
de fundamento. 

Pero en la hipótesis de que existiera un perjuicio 
real, él no podría imputarse a la Provincia que,, en la 
construcción del "Nuevo Casino" sobre un terreno de 
su propiedad, simplemente ha ejercido un derecho pro- 
pio y cumplido una obligación legal, actos de los que 
no puede emerger responsabilidad de ninguna natura- 
(art. 1071 del Código Civil). Las restricciones que 
iponga al dominio privado el poder público sólo en 
interés público, han de regirse por el derecho público, 
según lo establece el art. 2611 del Código Civil. La 
construcción del "Nuevo Casino" fué dispuesta en la 
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ley 4539, promulgada el 29 de abril de 1937, aproban- 
do el plan de trabajos públicos preparado por el Poder 
Ejecutivo para ser cumplido en el trienio 1937 al 39. 
Cita antecedentes de la ley y el propósito de urbanizar 
la playa Bristol y otras playas, colocándolas en condi- 
ciones de que todo el mundo pueda gozar de las ven- 
tajas que Mar del Plata ofrece a los turistas (Diario 
de Sesiones, pág. 1863). Refiere las ventajas que la 
construcción del casino y las obras de urbanización de 
la playa Bristol han reportado al balneario, ajustán- 
dose en forma cabal y estricta a las normas legales y 
sin baber afectado en forma directa ningún bien, domi- 
nio o propiedad que no le perteneciera* La construcción 
se efectuó sobre tierras que son parte del pasco Gene- 
ral Paz, que pertenecen como bienes de su dominio 
púbHco a la Provincia. En el ejercicio de un acto de 
propia autoridad en cumplimiento de disposiciones le- 
gales sobre bienes de propia y excluyente pertenencia, 
el Estado no puede derivar responsabilidades de nin- 
gún género. Cita en su apoyo los fallos de esta Corte 
do los tomos 180, pág. 107 y 182, pág. 151. 

En el campo del derecho privado no puede fun- 
darse la actora porque la culpa o imprudencia carac- 
teriza el acto ilícito punible, que es cuasi delito cuando 
no existe intención de dañar y que es delito del dere- 
cho civil en caso contrario (arts. 1067 y 1072 del Có- 
digo Civil). Cita en su apoyo los arts. 1071, 2513, 25H 
y 2620 del Código Civil. Y termina pidiendo el rechazo 
de la demanda con costas. 

Por auto de fs. 53 vta. se abre la causa a prueba, 
produciéndose la que indica el certificado de Secreta- 
ría de fs. 277. A fs. 280 y 293 corren los alegatos de 
la actora y demandada respectivamente, y a fs. 319 
vta. se llamó autos para definitiva. 
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Considerando: 

1, Dada la forma en que ha quedado planteada 
la litis contestado, corresponde examinar en primer 
término si a la aetora le asiste el derecho que invoca 
para reclamar la indemnización que pretende. En caso 
afirmativo, habría que examinar la prueba de los per- 
juicios sufridos. 

2. La actora se funda en el art. 17 de la Consti- 
tución Nacional y en los fallos de esta Corte y de la de 
Estados Unidos de América quo antes se citan, que 
definen el concepto de la propiedad, para demostrar 
que una vez aprobado por la autoridad pública el tra- 
zado de un pueblo nuevo, ese acto de imperio da ori- 
gen a situaciones de carácter privado que engendran 
derechos patrimoniales que caen bajo la protección 
constitucional, que la autoridad no puede modificar, 
sin que tenga la obligación de indemnizar los perjuicios 
que irrogue. Y, en el caso concreto que motiva este plei- 
to, sostiene que el derecho de su parte a la indemni- 
zación del perjuicio que se le ha inferido, por la cons- 
trucción del nuevo casino, encuentra su amparo en el 
art. 1109 del Código Civil, según el cual "todo el que 
ejecuta un hecho, que por su culpa o negligencia oca- 
siona un daño a otro, está obligado a la reparación 
del perjuicio". Cita en su apoyo los fallos de la Cáma- 
ra en lo Civil y de esta Corte que antes se mencionan. 

Parece obvio que el art, 17 de la Constitución y 
los fallos que a él se refieren de esta Corte y de la de 
Estados Unidos, carecen de relación directa e inmedia- 
ta con el caso en examen, puesto que sólo se trata de 
una demanda de indemnización qne se la funda concre- 
tamente en el art. 1109 del Código Civil, como dispo- 
sición legal reglamentaria del derecho de propiedad 
vulnerado por e! hecho de la demandada. 
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3. Del examen ele esa disposición resulta claro 
que para poilcr reclamar la reparación de un perjui- 
cio por la ejecución de un hecho, es menester que su 
autor haya obrado ron culpa o negligencia. Supone un 
acto ilícito, esto es un acto prohibido por las leyes 
ordinarias, municipales o reglamentos de policía, al 
que no se podrá aplicar pena o sanción del Código, si 
no hubiere una disposición de la ley que la hubiese 
impuesto, como lo dice el art 1066; y siempre que el 
acto no se haya producido en el ejercicio de un derecho 
o oí cumplimiento de una obligación legal, puesto que 
en tules casos desaparece la ilicitud del acto (art. 1071). 
Es patente que la demandada ha procedido a construir 
el edificio del casino que impide la vista del mar, del 
segundo y tercer pisos del "Anexo*' que dan frente al 
Bo nieva rd Marítimo, en cumplimiento de las leyes ló- 
enles mima. 4539 y 4588. Y que esa construcción ha 
sido levantada en un terreno del dominio público, se- 
pnrado del terreno de la aetora por una calle pública» 
Que sea del dona ni o público provincial o municipal, es 
completamente indiferente para la solución del caso, 
por lo que no corresponde analizar la disposición del 
art. 2344 del Código Civil que invoca la demandada 
para demostrar que es efectivamente del dominio pro- 
vincial, tanto porque la aetora no ha demostrado ser 
del dominio municipal, cnanto porque el citado artícu- 
lo la autoriza a cambiar el destino de los bienes que la 
provincia ha puesto bajo el dominio municipal, para 
afectarlo a otro fin do interés general, máxime cuan- 
do ello ha ocurrido por el modo y en la forma pres- 
criptos en leyes especiales, Lo cierto es que la provin- 
cia ha obrado como propietaria sin contradicción de la 
municipalidad, frente a un tercero, como lo es la aeto- 
ra. Y como tal ha podido usar y disponer do la pro- 
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piedad según su voluntad, no pudiendo restringírsele 
el ejercicio de sus facultades porque éste tuviera por 
resultado el privar a un tercero de alguna ventaja, 
comodidad o placer, o traerle" algunos inconvenientes, 
con tal de que no ataque su derecho de propiedad, como 
lo disponen los orts. 2513 y 2514 del Código Civil. Co- 
mo lo dice Machado, el fundamento del art. 2514 se 
encuentra en el 1071: "de que el ejercicio de un de- 
recho propio o el cumplimiento do una obligación legal, 
no puede constituir como ilícito ningún acto", porque 
aquél que se limita al ejercicio de su derecho, no puede 
en realidad perjudicar el dereeho de otro. No hay de- 
recho contra derecho. Y las dificultades que han naci- 
do a este respecto, provienen de haber considerado el 
perjuicio que puede sufrir el vecino, por la privación 
de ciertas ventajas, sin referirlas al derecho que pu- 
diera tener para no ser privado de ellas: esas ventajas 
sólo existían por la falta de ejercicio del propietario 
vecino, no constituían un derecho a su goce, y su pri- 
vación no debe considerarse como un perjuicio en el 
sentido estricto de esta palabra.,. Los únicos límites 
que reconoce este derecho son los impuestos por la ley 
o la convención... La fórmula de nuestro artículo to- 
mada de Aubrt y Rau, de que no se debe tener en 
cnenta la privación de la ventaja, comodidad o placer, 
que no importe un ataque al derecho de propiedad, con- 
cilla todas las dificultades y adelanta a los demás có- 
digos, porque no puede haber acción de daños y per- 
juicios donde no hay derecho lesionado". Estos aiitores 
ponen como ejemplo de las obras que sin causar a los 
vecinos un daño positivo tuvieran por resultado el 
privarlos de ventajas de que gozaban hasta entonces, 
por las que no pueden reclamar daños y perjuicios. 
Así la elevación de construcciones hecha por un pro- 
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pietario que privan a un vecino del placer de una vista 
de que gozaba, etc. {Droü civil f raneáis , tomo II, pá- 
rrafo 104) porque tal obra, como lo dice nuestro art. 
2514, no ataca su derecho de propiedad, lo que corro- 
bora el art. 2620, que dice: "Los trabajos o las obras 
que sin causar a Ion vecinos un perjuicio positivo, o 
un ataque a su derecho de propiedad, tuviesen simple- 
mente por resultado privarles de ventajas que gozaban 
basta entoneeSn no Jes dan derecho para una indemni- 
zación de daños y perjuicios". Por ejemplo, agrega la 
nota, "la elevación de un edilicio que piivase del sol, 
o disminuyese la luz". 

4. El caso en examen no es igual al de un pro- 
pietario a quien se perjudica por el cambio de nivel 
de una calle después de haberle acordado la munici- 
palidad el permiso para edificar en un nivel distinto, 
que cita la actora, invocando los fallos de la Cámara 
en lo Civil de la Capital. Ni tampoco al del tomo 116, 
pág. 116 de esta Corte Suprema, en que se declaró la 
ineonstüucionalidad de la ley de Entre Ríos sobre 
ejidos en cuanto restringía el derecho del actor a tener 
ganados dentro de las cuatro leguas del ejido de Fe- 
deración, ni al del tomo 182, pág. a en que se decidió la 
responsabilidad de la Provincia de Buenos Aires por 
el daño causado al Ferrocarril del Oeste a consecuencia 
de un informe erróneo del Registro de la Propiedad, 
puesto que ninguna similitud tienen con el caso en exa- 
men, en el que la provincia se ha limitado al ejercicio 
de un derecho al ordenar la construcción de la obra y al 
autorizar a su poder ejecutivo a ubicarla en el sitio en 
que éste la ha levantado. Pues como lo ha declarado 
esta Corte en la causa que se registra en el tomo 33, 
pág. 131 "el gobierno no puedo ser responsabilizado 
por la paralización o suspensión de los trabajos de loa 
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demandados, mientras las obras en cuestión se hayan 
ejecutado en terreno puramente público, sin tocar en 
manera alguna la propiedad de aquéllos. . ., pues es de 
ley que el ejercicio de un derecho propio no puede ser 
por sí causa eficiente de responsabilidades para el que 
lo ejecuta". 

5. Que en atención a la forma en qun se resuelve 
esta causa, no corresponde examinar si las obras del 
llamado "Nuevo Gasino" responden o no al embelleci- 
miento del balneario y halago de sus habitantes, a que 
se refieren extensa y contradictoriamente la actora y 
demandada, en sus escritos de demanda, contestación y 
alegatos, ni la prueba de los perjuicios que se reclaman. 

Por estos fundamentos se rechaza, con costas, la 
demanda. Hágase saber, repóngase el papel y en su 
oportunidad archívese. 

Roberto Repbtto — Antonio 
Saga un a — B. A. Nazah 
Anciiorena — P. Famob 
Mejía. 



MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE TUCUMAN v. 
8. A. LA ELECTRICA DEL NORTE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia 
definitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. 

Los procedimientos de ejecución de sentencia son, por re- 
gla general, extraños al recurso extraordinario. 

APREMIO. 

JUICIO EJECUTIVO: Juicio ordinario. 

La iniciación del juicio ordinario no internunpe el pro- 
ceso de la acción ejecutiva o de apremio. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Dictamen del Procurador Genekal 
Suprema Corte: 

Como lo tongo expresado en mi dictamen del 29 de 
diciembre de 1941 (192:320), la Municipalidad de la 
Ciudad de Tucumún demandó por vía de apremio a ''La 
Eléctrica del Norte" S* A., por cobro de fuertes sumas 
provenientes del precio de una parte de los pavimentos 
de las calles utilizadas por la demandada con sus líneas 
de tranvías. Opuestas excepciones, el juez las desestimó 
pur sentencia del 7 de octubre de 1941; e interpuesto 
recurso extraordinario contra tal i'allo, el mismo magis- 
trado no hizo lugar, fundándose en que (fs. ICO, exp. 
principal); 

a) quedaba abierto a 14 La Eléctrica del Norte" 
discutir en juicio ordinario la validez del gra- 
vamen; 

b) por el monto de la deuda, la importancia de loa 
intereses de la empresa y el carácter de mejora, 
no exigía peligro de que, llevada adelante la 
ejecución, se extinguiera materialmente la per- 
sona jurídica demandada. 

Traído en aquella oportunidad el caso a conocimien- 
to de V. E. por vía de queja, la Corte declaró inadmisi- 
ble el recurso, después de oír las razones dadas por dos 
de sus Ministros quienes, al fundar su disidencia, admi- 
tieron la posibilidad de que el remate de los bienes 
comportase para la demandada un perjuicio no suscep- 
tible de reparación ulterior (192:326). 

Vueltos los autos a primera instancia, y después de 
alguna tentativa de avenimiento entre las partes, el 
juez ordenó se remataran dichos bienes. Entretanto, la 
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parte demandada había iniciado ya juicio ordinario do 
repetición, y con tal motivo, está gestionando se suspen- 
da la subasta. Invoca al efecto ser inconstitucional el 
art. l v do la ley de apremio de la Provincia de Tucu- 
nián, si se lo interpretare en el sentido de que no debe 
esperurse a las resullas del juicio ordinario. Desestima- 
da tal pretensión, y también el nuevo recurso extraordi- 
nario que intentara, acude una vez más en queja ante 
V. E, por vía directa. 

En el fondo, se trata de lo mismo que ya alegó 
antes y fué materia de análisis por los señores Minis- 
tros disidentes: el remate de los bienes embargados, 
equivaldrá a la liquidación de la empresa, y además, la 
Municipalidad de Tucumán carece de solvencia para 
atender las condenaciones que pudieran imponérsele en 
el juicio ordinario. Puesto que esos argumentos han 
sido tenidos en cuenta por la Corte, entiendo que no 
hay cambio en la situación jurídica producida a raíz del 
rechazo del recurso anterior. El fallo de fs. 282, se ajus- 
ta entonces a lo resuelto por V. E. ; aparte de que, sien- 
do la pr^"ta Municipalidad quien exijo el remate de los 
bienes, tampoco parecería hoy más razonable que ayer 
invocar necesidades del servicio municipal para sus- 
penderlo. 

En su mérito, me inclino a pensar que el recurso 
fué bien denegado a fs. 293. Así corresponde declarar- 
lo. — Buenos Aires, setiembre 17 de 1943, — Juan 
Alvares, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de octubre de 1943. 

Autos y vistos s Los de la queja por denegación del 
recurso extraordinario interpuesto por la Compañía 



» 
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Eléctrica del Norte en autos con la Municipalidad de 
Tueumán, coutra la resolución del Juez de 1* Instancia 
de la misma, que no buce lugar a la suspensión del re- 
mate de Jos bienes de la compañía, ordenado en el juicio 
de apremio que se le sigue por cobro de afirmados y 
multas; y 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario procede contra la¿ 
sentencias definitivas, y solo excepcionalmente en los 
juicios de apremio y ejecutivos contra las de trance y 
remate, siendo los ulteriores procedimientos de mera 
ejecución de sentencia extraños al remedio federal — 
art 14 de la ley 48; arts, 277 y 321 de la ley nacional 
num. 50; arts. 49(i y sigtes, del Código de Procedimien- 
tos en lo Civil y Comercial de la Capital Federal ; arts. 
357 y sigtes. del Código de Procedimientos de Tueumán ; 
jurisprudencia constante de esta Corte Suprema, Fa- 
llos: 147, 379; 187, G2S; 190, 139, y sentencia de octu- 
bre 1* del año en curso en el recurso de hecho deducido 
por los demandados en los autos Delpech Emilio y Si- 
món v. Elowson y Wester Ltda. 

Que, además, como lo hace constar el señor Procu- 
rador General en su dictamen precedente, de fs. 44, las 
defensas que informan el recurso de queja en examen 
fueron casi las mismas que hizo valer la ejecutada en 
los autos principales — fs. 32, 133 y 164 — y que fueron 
desestimadas por esta Corte — fs. 172. 

Que, a mayor abundamiento, cabe advertir que la 
interposición de la demanda ordinaria no interrumpe 
el proceso de la acción ejecutiva o de apremio; en cuan- 
to a la primera, el Código de Procedimientos de Tueu- 
mán sólo autoriza la suspensión si el ejecutante no otor- 
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ga la fianza pedida por el ejecutado — art. 361—; y en 
cuanto al apremio, el art. 1* de la ley de apremio admi- 
nistrativo dice categóricamente, que la acción ordinaria 
"no importa interrumpir o paralizar la ejecutiva". No 
es otro el concepto de la ley federal núm. 50. 

Que la invocación del art. 343 del Código de Proce- 
dimientos de Tucumán no bonifica la queja, pues él se 
refiere al embargo en los siguientes términos: '* Cuan- 
do el embargo haya de trabarse en bienes de empresas 
industriales o fabriles o establecimientos agrícolas que 
interesen al servicio público, se efectuará de manera 
que no se interrumpa su funcionamiento o no se perju- 
dique el servicio en su caso. El acreedor tendrá derecho 
a pedir el nombramiento de un interventor que vigile la 
conservación de los bienes embargados"; y en los autos 
principales, esa exigencia de conservación se ha llenado 
plenamente, pues los bienes que se embargaron a la 
compañía quedaron en su poder en carácter do deposi- 
ta ria y no consta ni se ha argüido que se impidiera su 
uso en el funcionamiento normal de la misma — fs. 24 — . 
No dice la ley ni puede inferirse que haya querido de- 
cirlo que llegado el procedimiento al término de la 
ejecución, no °c vendan los bienes, es decir no se eje- 
cute la sentencia de trance y remate. 

Que circunstancia de tratarse de una empresa 
concesionaria de servicio público no autoriza la con- 
clusión de que sus bienes no pueden ejecutarse en todo 
o en parte y, por lo demás, ello fué argüido por ta 
ejecutada y desestimado por esta Corte en la oportu- 
nidad del anterior recurso extraordinario. 

En su mérito y de conformidad con lo dictamina- 
do por el señor Procurador General, se declara impro- 
cedente la queja. Hágase saber; devuélvanse los autos 
principales elevados como mejor informe, con trans- 
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crípeión de la presente resolución y del dictamen de 
referencia al tribunal de su procedencia. Repóngase el 
papel y archívese. 

Roberto Repetto — Antowio 
Sagarna — B. A. Nazab 
ANcnoRENA — F. Ramos 
Mejía, 



ROSARIO REZZIO DE GIIJLIANI E HIJO v. FERROCA- 
1ÍRIL CENTRAL ARGENTINO 

RECVRM EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestión fe- 
deral Cttestiones fedérate* simple». Interpretación de otra* normaí 
y aeta* federales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que la pro- 
hibición establecida en el art 41, ine, 4, del Reglamento 
General de Ferrocarriles, no rige para las operaciones de 
empuje de vagones vacíos tendiente* a formar el convoy 
en la playa de maniobras, contra la sentencia que declara 
la responsabilidad de la empresa fundada en la viola- 
ción C \ citado precepto. 

FERIiOCAifKfLES. 

El art. 41, iuc. 4 9 , del Reglamento General de Ferrocarri- 
les es aplicable a las operaciones de empuje de vagones 
vacíos tendientes a formar un convoy en la plava de 
maniobras de una estación. 



Sentencia del Juez Federal 

Rosario, diciembre 28 de 1942. 

Y vistos: Los autos caratulados: "Giuliani Rosario Rezzio 
de c. Ferrocarril Central Argentino — indemnización de 
daños y perjuicios"; de los que resulta: 

a) A fs. 7 se presenta el apoderado especial de doña Ro- 
sario Rezzio de üiuliani y de su hijo menor de edad Juan An- 
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tonio Giuliani y, en tul carácter. inieia juicio por daños y 
perjuicios contra ct Ferrocarril Central Argentino, fundán- 
dose en los siguientes hechos : 

Que el señor Juan Giuliani, esposo y padre legítimo de 
sus representados, era empleado de policía* de la Provincia, en 
el carero de Auxiliar 7* y como tal prestaba servicio en Ir 
Sub-Comisaría del Ferrocarril Central Argentino en esta 
ciudad. 

Que f*. día 6 de mayo de 1941, se encontraba Giuliani des- 
empeñando sus funciones de vigilancia en las playas del fe- 
rrocarril ya fritado cuando, siendo la una y quince minutos, en 
circunstancia que trataba de pasar entre las vías eineo y 
seis, fué apretado entre dos cortes de vagones, con loa cuales 
so realizaba maniobras, ocasionándole lesiones de tal gravedad 
que determinaron su muerte inmediata; que el hecho ocurrió 
a la altura del Boulevard Avellaneda, más o menos a cua- 
renta metros hacia el oeste. 

Sostiene la aetora que las muniobras de referencia se rea- 
lizahun contratándose las disposiciones de la ley nacional 
2873 y del Reglamento General de Ferrocarriles, que prohiben 
lanzar vagones desprendidos, con el agravante de que no se 
colocaron peones en los espacios en que eran largados los va- 
gones para prevenir cualquier peligro, encontrándose los ca- 
pataces junto a los cambios que, en el lugar donde ocurrió el 
hecho, están situados uní* cuatrocientos metros distante uno 
de otro. 

Sostiene también la aetora que no puede imputarse culpa 
alguna del accidente a la víctima, por cuanto ésta, por la na- 
turaleza de las funciones que desempeñaba — vigilancia en las 
playas de los depósitos y vagones— para evitar cualquier robo 
a otro delito, debía justamente andar por todos los sitios de 
recorrida, cruzando por las vías y entre los vagones; prestan- 
do atención a todo movimiento que pudiere considerar sospe- 
choso; todo ello en beneficio de la misma empresa. 

Funda el derecho que sirve de base a la acción, en las dis- 
posiciones de los arts. 65, 83 y 91 de ta ley 2873 y en las de 
los arts. 1109 y 1113 del Código Civil; y pide que oportuna- 
mente se dicte sentencia, condenándose a la demandada al 
pago de los daños y perjuicios correspondientes, los que fija 
en la suma de eatoree mil pesos nacionales o la que, en defi- 
nitiva, estime el Tribunal, con intereses y costas. 

b) Acreditado el fuero, se corrió traslado de la demanda, 
el que es contestado a fs. 17, por el apoderado del Ferrocarril 
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Central Argentino, sKior Ricardo Zeballos, quien pido su re- 
chazo eott postan, en razón de que la empresa no ha incurrido 
en culpa alguna; que las maniobras se cumplían con forme al 
«tatema, autorizado; que el muerto era perfecto conocedor del 
medio usado iil efecto y, por ende, su incursión eu la zona de 
vi tus debió realizarla con la máxima precaución, 

Afirma que los cambios volantes no están prohibidos; que 
el art. 41 del Reglamento en vigencia, eliminó la veda que 
contenía el art. 40 del Reglamento derogado; que la largada 
a empuje de vehículos no enganchados está prohibido en los 
casos taxativamente nominados en el nrt. 41 citado; que la 
maniobra se efectuó dando las llamadas de atención, con la 
emisión de pitada* y haciendo jugar las luces anunciadoras; 
y que el hecho ocurrido incide directamente sobre la víctima, 
remisa en la satisfacción de una elemental precaución que lo 
hubiere conjurado. 

Agreda que en el supuesto de que se entendiera que la 
empresa lleva su parte de responsabilidad en el hecho que 
motiva estn acción, las culpas, si no se compensaren, dehen gra- 
duarse en el Mgnfficado de retraer la cifra indoinnize loria a 
una cantidad rs*onahle; pidiendo «e descarte el daño moral 
computado, por cuanto es impropio de los hechos culposo*. In- 
siste finalmente en el rechazo de la demanda entablada, con 
costas. 

Considerando : 

1*) Con los testimonins de fs. 4/5 y 6. se ha acreditado 
en legal forma, el carácter de cónyuge supérstite e hijo legí- 
timo del extinto Juan Giuliani, respectivamente, de los ac- 
cionantes en este inicio, extremo que, por otra parte, no ha 
aído negado pnr la demandada. Se encuentra asimismo pro- 
bado el carácter de empleado policial que investía el señor 
Giuliani, y los servicios que prestaba en la Sub-Comisaría del 
Ferrocarril Central Argentino. 

Discrepan las partes, fundamental y categóricamente, res- 
pecto de la culpabilidad por el hecho del accidente que oca- 
sionó la muerte de Juan Giuliani. 

Del sumario policial y probanzas de autos, fluye que en 
la primera hora del día 6 de marzo de lí>41, el auxiliar Juan 
Giuliani bacía su recorrido habitual de la playa de estaciona- 
miento de la empresa demandada — patio sud — a la altura 
del Boulevard Avellaneda, y se supone que al intentar cruzar 
la vía N» 5, fué apretado por los paragolpes de dos vagones al 
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chocar durante las maniobras realizadas para la formación de 
trenes de cargas. 

Por no haber presenciado ninguna persona cuando se 
produjo el accidente, las referencias y testimonios sobre este 
último, parten del momento mismo en que fué encontrado Giu- 
liani, ya muerto y apretado por los paragolpes de dos vagones 
pertenecientes a dos cortes distintos, uno de doce con frente 
al Este y otro de once con frente al Oeste. 

El agente de policía Tránsito Loyola Gil, que se encon- 
traba de servicio bajo las órdenes de Giuliani, la noche en que 
ocurrió el hecho, refiere que "siendo más o menos Ja una hora 
y diez minutos y estando apostado a la altura de la calle 
Pascual Rosas entre las vías cinco y seis, vio que Giuliani le 
hacía señas con la linterna desde una distancia de más o menos 
cuatrocientos metros al Este", contentándole el nombrado 
agento en igual forma» con su linterna; "que espero largo 
rato y viendo que Giuliani no aparecía ni hacía más señas 
con su linterna, cruzó la vis, quedando entre la cinco y la 
seis, y viendo que tampoeo le hacía señas, caminó entre las 
dos vías mencionadas, hasta que al llegar al lugar compren- 
dido entre las calles Río de Janeiro y Boulevard Avellaneda, 
pudo ver entre los paragolpes — lado norte — de dos vagones, 
al extinto Giuliani; que los vagones estaban cargados, uno con 
lotes varios y la chata con arena". Expresa además Loyola 
Gil que, "mientras tocó repetidos silbatos pidiendo auxilio, 
los vagones que lo tenían apretado a Giuliani, aflojaron, ca- 
yendo el cuerpo al suelo". 

Todos los demás testimonios del personal de la empresa 
demandada, se refieren a la forma y modo cómo se realizaban 
las maniobras para la formación de los trenes en la playa 
donde se produjo el accidente ; si se tocaron o no los silbatos 
por las máquinas pilotas y, finalmente, si la playa estaba o 
no bien alumbrada. Acerca de todo ello, actora y demandada 
llegan, como es lógico suponer, a conclusiones diametral mente 
dispares. 

2') De acuerdo al testimonio del agente Loyola Gil, en 
lo que se refiere a la forma en que se encontraba el cuerpo 
de la víctima entre los paragolpes de los vagones que ocasio- 
naron la muerte de Giuliani, se puede deducir, con mucha ve- 
rosimilitud, como ocurrió el hecho. Después que Giuliani hizo 
las señas con su linterna al agente Loyola Gil para revelarle 
su presencia en el lugar, y siguiendo su ronda de inspección, 
seguramente pretendió cruzar la vía número cinco por na 
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espacio libre que habría entre los dos vagones que al apre- 
tarlo entre* los paragolpes, te ocasionaron la muer le. 

Es evidente que los vagones dejaban un espacio libre, 
toda vest que el extinto trató de cruzar la vía sin agacha rae y 
de ahí que los paragolpes lo golpearon primero en el tórax y 
después en la región abdominal, según así lo afirma el in- 
forme del médico de policía corriente a fs. 5 del sumario po- 
licía I. En efecto, dice el informe de referencia "que constató 
que el cadáver del auxiliar Junn Giulíatii, presenta el hundi- 
miento del herni-tórax derecho, con fracturas múltiples de 
costillas, etc.. y también el aplastamiento del abdomen por 
dislacera eión de tos tejidos de la piel y estullido de los planos 
subsiguientes, et<\*\ Este informe ratifica la declaración de 
Loyohi Oil en cuanto >'ste refiere cómo encontró apretado en- 
tre las paragolpes de los dos vagones, el cuerpo de ta víctima. 

Si iuliani, en cumplimiento de su misión de vigilancia y 
contralor de mis subalternos, trató de cruzar la vía por el 
espacio libre (pie dejaban las tíos cortes de vagoues, su acción 
no puede, razonablemente, ser achacada a un "estado de aban- 
dono" como pretende la demandada, ni mucho menos ella 
puede haber pido obra de una grave imprudencia, toda vez 
que, es necesario tener presente que dada la índole y carácter 
mismo de la.s funciones que desempeñaba la víctima, las que 
indudablemente aparejaban evidente riesgo, debían forzosa- 
mente crear en el espíritu de aquélla, unii familiaridad con el 
peligro y por ello mismo tornarla un tanto desaprensiva, por 
lo que respecta al cuidado diligente de su integridad personal. 

Es to que acontece cmi tos obreros empleados en tareas 
que involucran riesgos y peligros a los cuales, con el correr 
dol tiempo, se habitúan, y cuyas consecuencias necesarias sue- 
len ser los accidentes, de los que la sociedad luí querido pro- 
tegerlo crin la sabia ley de la materia, la que .se luisa, entre 
otras c asideraeiones, en la que fluye del riesgo profesional 

No admito la afirmación de la demandada de que (¡iuliani 
ha caído victima de ta culpa consigo mismo, itero si admito que 
tnl vez ta circunstancia del accidente haya subestimado el 
riesgo, pin- bis razones (¡ue se dejan expuestas en los acápites 
precedentes. El simple descuido de la víctima, a juicio del 
proveyente, tu» exonera de responsabilidad a ta empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, puerto que, el Tribunal ha 
desestimado la culpabilidad de t¡ iuliani, por el hecho del ac- 
cidente. 

3*) Sostiene la demandada, que ta maniobra de despedir 
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de la muerto en la propia víctima, sostiene: a) que la manio- 
bra ele formación do trenes estaba rodeada de toda clase -de 
garantías; b) que las maquinas pilotas emitieron los toquen 
de silbatos notieiadores de la evolución que se cumplía, y cj 
que el campo de operaciones formado por líneas y cambios está 
dotado de una iluminación discreta que sólo se amortigua por 
la penumbra que da el estacionamiento de vagones, siendo la 
noche del infausto suceso, elara y despejada, lo que permitía 
una amplia visión escrutadora 

Con respecto a la primera de las premisas Rentadas por la 
parte demandada en su alegato de bien probado, cabe señalar 
que, a juicio del infrascripto, tas maniobras para la formación 
de trenes realizadas en contravención a la disposición del 
inciso y artículo del Reglamento General, aludidos precedente- 
mente, no han estado rodeadas, en consecuencia, de toda clase 
de garantías, como lo asevera la Empresa del Central Ar- 
gentino. 

Estimo que tampoco está aereditada en forma incontro- 
vertible la emisión de las señales acústicas dadas por las má- 
quinas pilotas cada vez que realizaban la maniobra de lanzar 
un vagón suelto por una vía determinada. En efecto y para 
corroborar esta aserción basta examinar la declaración del 
maquinista Alejandro Masso (fs. 47), quien al contestar la 
pregunta ^undécima", no afirma expresamente que se tocaron 
los silbatos, mientras realizaban laa maniobras de lanzamiento 
de vagones, (tampoco lo dijo en el sumario policial), pero 
«i expresa: "pudiéndose oír silbatos simultáneos de trenes que 
circulan por las vías principales". 

El otro maquinista — Ricardo Masso — no ha declarado 
en estos autos y sólo lo ha hecho en el sumario policial. Este 
afirma que "siempre hace las toques reglamentarios, y que 
puede asegurar que la noche del accidente efectuó, como siem- 
pre, repetidos toques de pito". 

A su vez el foguista Josó María Alearas que trabajaba 
en la máquina que estaba a cargo de Ricardo Masso, dice a 
fs. 21 del sumario, "se toca silbato cuando es lugar de peligro 
pero haciendo dichas maniobras con vagones sueltos y durante 
la noche, no se tocü, no recordando si la noche del accidente y 
a la hora indicada se tocó silbato". Este testigo al declarar a 
ft. 51 de autos, se rectifica de su declaración sumarial, en lo 
que respecta a los toques de silbato, los cuales dice: "común- 
mente se tocan aun cuando en ciertos casos no lo hacen'*, aip 
aclarar cuáles son esos casos. No obstante esta alusiva rectifi- 
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caeión, queda en pie la afirmación de que en los casos de va- 
gones sueltos, no se hace oír el silbato, y a ese supuesto debe 
referirse Alearaz cuando afirma que hay algunos casos en 
que no se dan los toques de silbato. 

El cambista Angel Tauriani (fe. 49) confirma lo aseve- 
rado por Alearaz en su declaración sumarial, puesto que al 
contestar la pregunta "undícima" dice; "Que las pitadas se 
dan cuando se arranca un corte largo o cuando se empuja un 
corte, pero no cuando son vagones sueltos". Igual afirmación 
hizo este testigo a fs. 25 vta. del sumario agregado por cuerda 
separada. 

uj *p omo Ja omís <ón del toque de silbato apareja responsabi- 
lidad para los maquinistas, lógico es presumir que éstos afir- 
men que omitieron las Renales acústicas reglamentarias como 
esa responsabilidad no alcanza ni a los foguistas, ni cam- 
bistas, el testimonio de estos no puede ser sospechado de haber 
sido influenciado por el temor a una sanción punitiva; por 
el contrario, al hacerlo en la forma en que han depuesto, per- 
judican a la empresa demandada y corren el peligro de hacer- 
se pasibles de una corrección de parte de ella, de la cual los 
nombrados testigos son subordinados. Y aun dando por sentado 
que los maquinistas hubieran dado Jos toques de silbato cada 
vez que lanzaban un vagón suelto, tal circunstancia no puede 
fundar ln responsabilidad culposa de la víctima, aunque se 
admitiera que hubo inadvertencia de parte de la misma, puesto 
que, de las propias declaraciones del personal encargado de 
las maquinas pilotas y del que dirigía Jas maniobras, se de- 
duce nue es fáett confundir —sobre todo de noche— los toques 
de silhato, en razón de que en la playa de maniobras se oven 
esas sciiales a veces en forma simultánea (testimonios de Ale- 
jandro Masso, fs. 47; Jasé María Alearaz, fs. 51 y Agustín 
Romero, fs. 53 vta.). 

.Versante a la mayor visibilidad de la playa de maniobras 
(patio sud), también discrepan categóricamente actora y de- 
mandada Para la primera, el lugar donde ocurrió el accidente 
estaba deficientemente alumbrado; para la contraparte la 
iluminación natural (noche clara) y la lograda por las fócos 
de luz que había adyacentes al terreno donde ocurrió el hecho, 
permitían una amplia visión escrutadora. 

Veamos lo que dieen sobre el particular los testigos ofr* 
«dos por la actora. El testigo Leyóla Gil (fs. 46), dice que 
Ja noche era clara y despejada, pero que a causa de la cantidad 
de vagones que había en Jas vías paralelas, sólo podía adver- 
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tirse la presencia de un corte de vagones desde unos diez me- 
tros más o menos (contestación a la pregunta décima) ; Ale- 
jandro Masso (fu, 47), contestando la misma pregunta, dice: 
que la playa estaba iluminada; que lu noche era clara y des- 
pejada; que un corte tí 2 vagones desprendido de una maquina 
(en el caso de autos fué un vagón suelto) podía ser percibido 
a una distancia de cien metras mas o menos. Aclara que dada 
la cantidad de vagones que ocupa la playa y el ruido prodn- 
cido por cortee de vugones al chota r uno con otro, puede de- 
terminar la confusión de un corte de vagones en movimiento, 
con otro que está parado. Para Pedro Ullua (fs, 50) loa va- 
gones se ven cuando son lanzados, sin aclarar desde qué dis- 
tancia es posible la visual. Para José María Alcaraz (fs. 51) 
pueden verse Jos vagones sueltos a una distancia de cincuenta 
metros más o menos, pero ellos no se pueden ver si se inter- 
ponen otros vagones. Miguel Ruiz (fe. 52, al contestar la pre- 
gunta sexta, expresa que las playas están iluminadas, aunque 
la visibilidad no es perfecta; contestando la séptima pregunta, 
dice: cuando las playas están ocupadas casi en su totalidad 
por corte de vagones, la mayor o menor visibilidad depende 
de la altura de los vagones, puesto que aquéllos que tienen 
techo, hacen una zona de sombra mayor que aquellas que no 
tieneu. Agustín Romero (fs. 53 vta.) dice; que tas playas no 
están tol atinente obscuras, pues hay focos a lo largo de ellas, 
aunque la iluminación no sea completa. 

Del examen de estas declaraciones surge evidentemente 
que la pin ya de maniobra, por ra/.ón de su extensión (catorce 
vías) no está bien iluminada; que por otra parte ía aglome- 
ración de vagones en vías paralelas, determina necesariamente 
una mayor zona de sombra, particularmente «i los vagones son 
techados, o si siendo abiertos se hallan cargados. 

Be autos surge; que en ta madrugada del día que fué 
muerto Giuliani se estaban formando cinco trenes; que en 
vías paralelas liabía cortes de vagones y vagones sueltos; que 
la ríistancin que hay entre mía vía y otra es más o menos dos 
metros. 

Caminando el auxiliar Oiulmni por entre la zona de vías, 
en doude se estaban realizando maniobras de formación de tre- 
nes con dos máquinas (lina en cada extremo de la playa) 
y teniendo en cuenta el golpear de los cortes de vagones y 
vagones sueltos, unos contra otros, no es aventurado afirmar 
que bien pudo todo este cúmulo fie circunstancias, inducir a 
Ja víctima en error, rey pee lo de las riegos que aparejaba el 
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cruce de las vías, donde encontró la muerte, mientras desem- 
peñaba sus riesgosas obligaciones; pero ello no excluye la res- 
ponsabilidad exclusiva de la empresa ferroviaria, puesto que 
ésta surge no solamente de la violación de la disposición del 
inciso -V, del art. 41 del Reglamento General en vigencia, 
sino también de los peligros que comportaban las funciones 
encomendadas al auxiliar Giuliani, desde que se ha acredita- 
do en el mu lili te que haeíase de todo punto necesario una ma- 
yor dedicación en la vigilancia de las playas durante la noche, 
por la extensión de las mismas y por la frecuencia con que se 
cometían robos y hurtos de mercaderías en los vagones esta- 
cionados. 

De manera pues, que habiéndose admitido que la empresa 
es culpable del accidente ocurrido, ésta debe ser condenada a 
abonar una indemnización a la víctima o a sus herederos 
(arte. 1109, 1113 y 1122 del C. Civil) y así se declara. 

5*) Para graduar el daño y establecer el monto de la 
indemnización que debe abonar la demandada, el Tribunal no 
tiene más datos concretos que los referentes a la edad de la 
víctima y el sueldo mensual que percibía. 

A tal fin también debe tenerse en consideración que 
Juan Giuliani tenía posibilidades, dentro de la repartición 
policial a la que pertenecía, de obtener ascensos que mejora- 
ran el estipendio mensual que devengaba, toda vez que era 
un meritorio empleado policial que gozaba de buen concepto 
ante sus superiores (ver declaración de Juan V. Rotta, con- 
testación a la pregunta tercera, fe. 66). 

Teniendo en cuenta pues, todas estas circunstancias, el 
proveyente juzga equitativo fijar en $ 10,000 m/n. la suma 
que lo demandada debe abonar a los actores en concepto de 
toda indemnización por los daños y perjuicios originados con 
motivo de la muerte de Juan Giuliani. 

Por estas consíderacione::, fallo haciendo lugar a la de- 
manda de indemnización de daños y perjuicios deducida por 
doña Rosario Rezzio de Giuliani y su hijo menor de edad 
Juan Antonio Giuliani, contra la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, y condenando a ésta a abouar a aquellos 
dentro del termino de diez días de ejecutoriada la presente, 
la suma de $ 10.000 m/u., con intereses del 6 % anual desde 
el día de la notificación de la demanda. Con costa*. — Emi- 
lio B. Tasada. 
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Sentencia de la CAmara Federal 

Rosario, junio 17 de 1943. 

Vistos y considerando que¡ 

1") La Cámara entiende que la responsabilidad de la 
empresa en el hecho que motiva ésta acción ha sido correcta- 
mente apreciada por el a qua t como consecuencia de haberse 
violado la disposición que se cita — art. 41, inc. 4* del Regla- 
mento General de FF. CC— al efectuante maniobras en forma 
contraria a la prevista eu dicho precepto, con mengua de la 
seguridad, según lo prueba el accidente mismo. 

2*) También cree que en el suceso no ha mediado culpa 
de Giuliani, por las razones generales que consigna el fallo, 
referidas primordial mente a la naturaleza de las funciones 
por él desempeñadas, que lo obligaban necesariamente a ins- 
peccionar la playa y a circular entre los vagones, para pro- 
teger los intereses confiados a su custodia. Eu tules condicio- 
nes, y aun conociendo aquél las características del lugar y la 
clase de operaciones allí realizados, la manera de practicarse 
estas despidiendo vagones sin resguardo, que chocaban con 
cortes estacionados a bastante distancia, unida a la escasa vi- 
sibilidad ambiente, explican el accidente ocurrido sin que sea 
menester atribuirlo a imprudencia o descuido de la victima. 

3*) Corresponde, entonces, ratificar el pronunciamien- 
to de primera instancia, en cuanto admite la acción promo- 
vida; si bien, valorando las pruebas obrantes en autos, el Tri- 
bunal cree justo reducir el cuautuin de la indemnización a 
la suma de $ 8.000 m/n. 

So resuelvo confirmar el fallo apelado, obrante de fs. 86 
a 93, que hace lugar a la demanda de daños y perjuicios, 
deducida por doña Rosario Rezzio de Giuliani y su hijo menor 
Juan Antonio Giuliani contra el Ferrocarril Central Argen- 
tino; modificándolo en el monto del resarcimiento, que se es- 
tablece en $ 8.000 m/n., que se abonarán dentro de diez días, 
mas los intereses al 6 7o desde la notificación de la demanda. 
Las costas de ambas instancias a cargo de la demanda. — 
Jorge Ferri, — Julio More. — Santos J. Saccone. 
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Dictamen del Psocubador General 
Suprema Corte: 

Considero, como la Cámara Federal de Rosario 
en su auto de fs. 127, que no procede en este caso el 
recurso extraordinario porque et litigio ha sido deci- 
dido por razones de hecho o apreciación de la prueba 
rendida. 

Si V. E., entendiere que también ha sido puesta en 
tela de juicio la interpretación del art. 41 del decreto 
reglamentario de la ley 2873, corresponderá confirmar 
por sus fundamentos la sentencia apelada, obrante a 
fs. 124 del expediente principal, — Buenos Aires, se- 
tiembre 16 de 1943. — Juan Átearez. 
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Buenos Aires, 4 de octubre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Giu- 
liani Rosario BezssTo de, e hijo v. Ferrocarril Central 
Argentino" para decidir sobre su procedencia, 

Y considerando : 

Que la responsabilidad de la recurrente se ha fun- 
dado en la violación del art. 41, ine. 4°, del Reglamento 
General de Ferrocarriles, que según la Cámara apelada, 
prohibo realizar maniobras "en forma contraria a la 
prevista en dicho precepto". La demandada ha soste- 
nido que esa prolübición no rige para las operaciones 
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de empuje de vagones vacos tendientes a formar el 
convoy en la playa de maniobras, como eran las practi- 
cadas en oportunidad del accidente motivo del pleito. 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 136 
ha sido así mal denegado, poique se lia debatido en la 
causa la inteligencia de una disposición federal de un 
decreto nacional —Fallos : 189, 219; 190, 301 entre otros 
— lo que así se declara. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que el art. 41, inc. 4 f del Reglamento General de 
Ferrocarriles diapone: "Las maniobras se efectuarán 
con la mayor celeridad compatible con la seguridad y 
eficacia del servicio". 

"Queda prohibido empujar vehículos no engancha- 
dos a la locomotora. . . cuando los vehículos empujados 
puedan chocar con otros estacionados o puestos a la 
carga o desea rg&*\ 

Que el innegable propósito de facilitar las manio- 
bras a que responde la modificación del art. 40 del ante- 
rior reglamento — que prohibía totalmente los cambios 
volantes — no autoriza a concluir que en la actualidad 
esa maniobra sea siempre lícita, aun en ios casos en que 
su práctica violara una prohibición contenida en el es- 
tatuto, como lo *on las enumeradas en los seis incisos 
del referido art, 41. El objeto de la innovación no ha 
sido, por lo demás, el de facilitai a toda costa, la ma- 
niobra, sino en cuanto esa finalidad pueda obtenerse 
sin desmedro de la seguridad y eficacia del servicio. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del dictamen del señor Procurador General, se confir- 
ma la sentencia de fs. 86 en lo que ha podido ser objeto 
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de recurso extraordinario. Hágase saber; devuélvanse 
los autos al tribunal de su procedencia; repóngase el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repettq. — Antonio 
Saoarna. — B, A, Nazab 
Anchorena. — F. Ramos 
Mejía. 



CAMARA DE LA INDUSTRIA DEL CALZADO v. 
DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS 

REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propio». Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado por 
la recurrente en que se halla exenta del pago del im- 
puesto a los réditos por alcanzarla el beneficio previsto 
en el art. 5', inc. b) de la ley 11.682, contra la sentencia 
que por apreciación de la prueba reunida en autos le 
atribuye un fin lucrativo que basta para excluirla de la 
calificación de entidad de beneficio público que per* 
sigue t 1 ). 



DI PACE, VIVA Y CIA. v. SABATINO GIARDINI 

JURISDICCION 7 COMPETENCIA; Sucesión. 

El juicio sucesorio no atrae la ejecución hipotecaria se- 
guida contra el causante ante el juez del lugar convenido 
por las partes. 



(i) 4 de octubre de 1943. Fallos; 187, 655» 



• fallos de la cobte suprema 

Dictamen del Procukador General 
Suprema Corte: 

Ninguna dificultad ofrece la solución que corres- 
ponde dar a la presente contienda de competencia traí- 
da a esta Corte Suprei ia, atento la doctrina reiterada 
que respecto a la cuestión planteada tiene V. K 

En efecto, se discute si al juez de la sucesión co- 
rresponde o no conocer, por virtud del principio general 
de atracción que ejerce el referido juicio universal, en 
la ejecución hipotecaria seguida contra el causante, 
ante otra jurisdicción en cumplimiento de una cláusula 
contractual por virtud déla cual acreedor y deudor fi- 
jaron dicha jurisdicción. 

V. E. ha resuelto que en las condiciones preindicu- 
das, la sucesión no atrae la ejecución hipotecaria, la que 
debe liquidarse ante el juez convenido a tal fin por las 
parte» (177:283, entre otros). 

En el caso de autos la cláusula 9* de la escritura de 
obligación hipotecaria (fs, 8 vta. espediente de la Ca- 
pital Federal) fijó esa jurisdicción en la Ciudad de 
Buenos Aires. 

No lia podido pedirse, pues, como se ha hecho en 
la sucesión (expediente agregado, fs. 154) y decretarse, 
que los acreedores hipotecarios concurran a aquel jui- 
cio, no ya a liquidar el precio de venta del inmueble 
hipotecado, sino a "tomar colocación en la defensa de 
sus derechos e intereses' 1 . 

El remate ha sido, pues, bien decretado en la eje- 
cución, y es al juez de la misma a quien compete conocer 
en los trámites ulteriores; sin perjuicio de la interven- 
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ción que pueda tomar la sucesión del deudor que se 
sigue en Bosario. 

Ningún significado tiene como es obvio, atento lo 
precedentemente expuesto, el argumento hecho valer 
en la sentencia de fs. 16 (Exhorto sobre inhibitoria) 
acerca de la prioridad — 13 días — con que se decretó 
en la sucesión el remate del inmueble. 

Corresponde, por lo expuesto, dirimir la presente 
contienda en favor de la competencia del juez de la 
Capital Federal. — Buenos Aires, setiembre 8 de 1943. 
— Juan Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de octubre de l l J43* 

i 

Autos y vistos: Considerando: 

Que como la jurisprudencia de esta Corte lo ha 
resuelto reiteradamente, la acción del acreedor hipo- 
tecario para hacer efectiva la garantía del crédito no 
está incluida en el concepto de las acciones personales 
del inc. 4* del art. 3284 del Código Civil y, por consi- 
guiente, su conocimiento no corresponde a la juris- 
dicción del juez de la sucesión del deudor —Fallos: 
125, 214; 127, 335; 177, 283. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del señor Procurador General, se declara que es com- 
petente para entender en la causa seguida por Di Pace, 
Viva y Cía. contra Giardini Sabatino sobre cobro hi- 
potecario, el señor Juez de V Instancia en lo Civil 
núm. 4 de la Capital de la Nación a quien se remitirá el 
juicio ejecutivo haciéndose saber en la forma de estilo 
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al señor Juez en lo Civil y Comercial del Rosario, 3* 
Nominación, 1* Secretaría» con remisión del juicio su- 
cesorio de Giardim Sabatino. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Saoarna. — B. A. Nazar 
Ancrorena. — F. Ramos 
Mejía. 



TERESA CASTELLANOS v. CABIRO UNOS. Y CIA. 

JVnWniCCIOX Y COMPETENCIA; Competencia territorial 

Resultando do las constancias de autos que la cosa cuya 
restitución se demanda 110 fué adquirida en Buenos Aires, 
donde primo facic aparece firmado el contrato de compra 
por la adquirente menor de edad, sino en una sucursal 
de la vendedora situada en Neeoehea, donde la comprado- 
ra efectuó los patíos mensuales, debe considerarse a este 
último como el lugar del cumplimiento deí contrato y 
declararse la competencia de loe tribunales del mismo 
para conocer efi el juicio. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Viene a V. E par*\ ser dirimida esta contienda de 
jurisdicción que se ha trabado entre un juez de paz 
letrado de esta ciudad, y otro de paz de Lobería (Pro- 
vincia de Buenos Aires), por conceptuarse ambos com- 
petentes para conocer en una demanda entablada por 
doña Teresa Castellanos contra Cabiró Hnos. y Cía., 
sobre restitución de una máquina de coser y pago de 
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daños y perjuicios. Se discute dónde debía cumplirse 
el contrato motivo del litigio. 

El documento agregado a fs. 6 del expediente se- 
guido ante el juzgado de paz letrado (N* 41.656), esta- 
blece prima facie, que actora y demandados suscribie- 
ron dicho contrato en Buenos Aires, el 21 de octubre 
de 1931, fijando en ese acto domicilio especial en la 
misma ciudad; pero la eficacia del presunto acuerdo 
resulta dañada si se advierte que para tal fecha la 
señorita Castellanos era menor de edad, pues había na- 
cido en Lobería el 7 de octubre de 1917 (fs. 49, cxp. del 
juzgado N« 7347). 

En cambio, las constancias de este segundo expe- 
diente resultan decisivas para admitir que la entrega 
de la máquina se efectuó en una sucursal o sub-agencia 
de los demandados existente en Lobería, que allí se hi- 
cieron todos los pagos mensuales incluso el último, por 
$ 72, y que la encargada de dicha sub-ageneia en Lobe- 
ría, hizo también allí consignación judicial de ese saldo 
pretendiendo devolverlo cuando ya estaba iniciada la 
actual contienda de competencia. Hay además, prueba 
de testigos; y la tarjeta agregada a fs. 19, atribuida a 
Cabiró Hnos. y Cía., expresa inconfundiblemente haber 
adquirido la Srta. Castellanos en la sucursal Nccochea, 
y no en Buenos Aires, la máquina 9-58-2860305, cuenta 
N' 14.429, que es justamente a la que se refieren el con- 
trato, y la carta de fs. 7 donde se lo da por caducado. 

En presencia de esos elementos de criterio conside- 
ro justo dirimir la contienda a favor del señor Juez de 
Paz de Lobería, Así lo solicit* — Buenos Aires, se- 
tiembre 14 de 1943, — Juan Alvares, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de octubre de 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del procedente dictamen del 
Sr. Procurador General, estrictamente ajustados a las 
pruebas corrientes a fk 10, 21 vta. f 22, 6, 7 y 43 del 
expediente núnu 7347 agregado, se declara que es com- 
petente para conocer en la causa seguida por Teresa 
Castellanos contra Cabiró Unos, y Cía. por devolución 
de una máquina de coser, el Sr. Juez Je Paz de Lobería, 
Provincia de Buenos Aires, a quien se remitirán los 
autos, haciéndose saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
de Paz Letrado núm. 15 de la Capital de la República. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagauna, — B. A. Nazak 
Anchohena. — F. Ramos 
Mejia, 



BANCO DE LA NACION A Tí O EXT í XA v. EMMA R. 
DE GETAR Y OTRO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Concurso civil 

Habiendo quedado fijada por hachón anteriores la juris- 
dicción del juez provincial del concurso para conocer en 
las actuaciones sobre cobro de pesos promovidas por el 
Banco de la Nación contra mis deudores concursadas, co- 
rresponde resolver en favor de su competencia la cuestión 
referente a la mísma planteada por el Banco de la Na- 
ción ppra acogerse al fuero federal. 
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DlCTAMEN DEL PrOCUKADOR GeNEKAL 

Suprema Corte: 

Para decidir la presente cuestión de competencia 
trabada entre un juez de 1' instancia en lo civil y co- 
mercial de Tueumún y el de sección de la misma pro- 
vincia, con respecto a la jurisdicción que ambos se atri- 
buyen para conocer en el juicio iniciado ante el juez 
federal por el Banco de la Nación Argentina contra 
Juan Alberto Getar Rnd y Emma Rad de Getar sobre 
cobro ejecutivo de pesos, debe tenerse en cuenta que a 
los deudores se les abrió concurso civil ante el juez 
local, precitado, en noviembre de 1932 (fs. 13), antes 
de que el Raneo de la Nación dedujera, en junio de 
1933 (fs. 37), la mencionada acción; y también, que en 
dicho concurso, el referido Banco, que se bal tía hecbo 
parte on diciembre de 1932 (fs. 42) atraído por el 
carácter universal del juicio, sometió a decisión ciertas 
cuestiones. 

Este antecedente fué teñir o en cuenta por V. E. 
al decidir un recurso extraordinario cuyo testimonio 
corre a fs. 155 de los autos del concurso, fallo de cuyos 
términos se deduce claramente la existencia de ía pró- 
rroga aludida. 

Después de esa sentencia de V. E. — que se apar- 
taba de mi dictamen — , el Banco ha concurrido nue- 
vamente al juicio de concurso a discutir sus derechos 
— mientras paralelamente quería hacerlos valer ante 
el juez federal — habiendo sido aquéllos desestimados 
(fs. 182, 208, 231, expediente del concurso). 

El planteamiento, pues, de una contienda de com- 
petencia hecha por el juez federal (fs, 218/221, expe- 
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diente citado), con posterioridad a lo resuelto por V. 
B. t carece de significado toda vez que atento Jo prece- 
dentemente expuesto el asunto quedó radicado ante el 
juez del concurso. 

Corresponde, por ello, dirimir la presente contien- 
da manteniendo la jurisdicción de dicho juez. — Buenos 
Aires, setiembre 14 de 1943, — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de octubre de 1943. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que el concurso civil de Emma Kad de Oetar y 
Juan Alberto Uetar liud fué declarado por el Sr. Juez 
de la justicia local de la Provincia de Tucumán el 11 
de noviembre de 1032 y el 27 de diciembre siguiente 
homologóse el concordato celebrado dentro de aquél — 
fs. 13 y fs. 77. 

Que el Banco de la Nación Argentina, además de 
la intervención que tuvo desde el primer momento en 
tal concurso, rjnio consecuencia del fuero de atrac- 
ción (fs. 104 y 108), hízose parte en él a fs. 122 opo- 
niendo ni pedido de la sindicatura de que se condenase 
al Banco a recibir la primera cuota del concordato re- 
sistido por él, la inaplicabilidad al caso del art. 762 del 
Código de Procedimientos de la Provincia de Tucumán 
cuya inconstitucionalidad había alegado. 

Que. ese incidente dió causa a la sentencia dicta- 
da a f^, 1-4 eonlimmda a fs. 1^8 por el superior tri- 
bunal local y por la cual no se hizo lugar a la cues- 
tión de constitucionaHdad planteada por el Banco do 
la Nación Argentina. 
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Que este pronunciamiento dió motivo a un recur- 
so de hecho por denegación del extraordinario, el cual 
fue desestimado por esta Corte el 27 de septiembre 
de 1039 i 1 ) quedando, por consiguiente, firme la sen- 
tencia pronunciada por la Cámara de la justicia local 
el 20 de noviembre de 1937 (fs. 138). 

Que con tales antecedentes no es dudoso que la 
jurisdicción de la justicia local de Tucumán ha queda- 
do ya definitivamente fijada por hechos anteriores al 
planteamiento de la nueva cuestión de competencia pa- 
ra intervenir en la causa seguida por el Banco de la 
Nación contra el concurso de Bad de Getar Da. Emma 
y Juan A. Getar Rad, sobre cobro de pesos — art. 12, 
inc. V f de la ley 48 y art. 2 de la ley 927. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General, se declara que es 
competente para conocer en la causa citada el Sr. Juez 
de 1* Instancia en lo Civil y Comercial de la ciudad 
de Tucumán, a quien se remitirán los autos, haciéndose 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez Federal de la 
misma ciudad. 

Rokeiíto Repetto — Antonio Sa- 
c ai; n a — B. A. Na zar An- 
chobena — fe Ramos Mejía. 



(1) Fallos: 181, G74, 
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ESTEBAN RAMPOLDI v. CIA. DE SEGUROS 
"LA PRIMERA'' V 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recto* Sentencias con fundamentos no federales o federales con- 



Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstitucional idad del art. 21 de la ley 4218 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires por contrariar las disposiciones 
del Código Civü sobre interrupción de la prescripción 
contra la sentencia que, atribuyendo el art. 3986 del Có- 
digo Civü una inteligencia que podrá ser errónea pero 
no arbitraria, declara que las gestiones administrativas 
ante el Departamento del Trabajo de la Provincia de 
Buenos Airea encuadran entro los actos interruptivos 
de la prescripción contemplados en dicho precepto. 



En la ciudad del Azul, a 30 de junio de 1943, reunidos 
en acuerdo extraordinario los Sres. jueces de la Excma. Cá- 
mara de Apelaciones, Dres. Benito N. Valdovinos y Luis 
Felipe Gallegos Luque, hallándose excusado el Sr. Juez del 
Tribunal Dr. Francisco J, Larran, como consta a Es. 161, 
para dictar sentencia definitiva, de acuerdo con la ley de 21 
do julio de 1914, en el juicio segnido por D. Esteban Rampol- 
di contra la Compañía de Seguros "La Primera 1 ', por indem- 
nización por accidente del trabajo, se procedió a practicar 
la insaculación prescripta por los arts. 156 de la Constitución 
de la Provincia, 14 del Reglamento de las Cámaras y 300 del 
Cód. de Procds. Civil, resultando de ella que en la votación 
debía observarse por los Sres. jueces el orden siguiente Dres. 
Valdovinos, Gallegos Luque. 

Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y vo- 
tar las siguientes cuestiones: 

1* ¿ Corresponde declarar la nulidad de la sentencia de 



2* (Se encuentra ajustado a derecho el pronunciamien- 
to en recurso! 

3» iCuil es el que corresponde dictar I 




sentidos. 



Sentencia de Segunda Instancia 



fe. 139 T 
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Votación i 

A la 1* cuestión 

A la 2* cuestión, el Sr. Juez Dr. Valdovinos, dijo: 

Considero que se encuentra plena y legalmente compro- 
bado en «utos que el 9 de setiembre de 1937, el obrero Víctor 
Manuel Rampoldi, en circunstancias que se encontraba traba- 
jando a las órdenes de la sucesión Jaime Soler, al cargar una 
bolsa de azúcar en una jardinera, se sintió acometido por un 
intenso dolor en la región dorso lumbar con propagación neu- 
rálgica de los intercostales derechos, según así resulta de las 
constancias de fs. 2, 4, 5 y 10 del expediente administrativo 
del Departamento del Trabajo, agregado al presente. 

Dicho malestar se agravó requiriendo el examen e inter- 
vención de los doctores Setcura, fs. 53 vta.; Zandoná, fs, 54; 
Soriani, fs. 60 vta; Baudron, fs. 108; Ferro, fs. 89; Rodrigue* 
Bozo, fs. 112, determinó una operación en el enfermo que fué 
practicada el 25 de setiembre de 1937 por los doctores Ferro y 
Rodríguez Bozo, falleciendo el obrero Rampoldi al día siguien- 
te según partida de fs. 20 de este juicio y constancias de fs. 
28 y 29 del expediente del Departamento del Trabajo. 

Las partes debaten si el esfuerzo hecho por la víctima al 
cargar la bolsa de azúcar a la jardinera ha sido el que ha pro- 
vocado la enfermedad que le ocasionó la muerte a Rampoldi, 
o si hubo una causa u origen de la enfermedad ajena a ese 
hecho, y de consiguiente no ' indemnizarle. 

La demandada sostiene por su parte que el obrero padecía 
del mal de Potí y que ha sido debido a esta enfermedad y 
otras complicaciones sobrevenidas en el organismo de Rampoldi, 
a lo que se ha debido la muerte del mismo, fundándose para 
ello en la opinión del médico de la compañía demandada el 
que así lo sostiene a fs. 10 del expediente agregado. 

Considero que habiéndose desconocido este hecho por la 
parte actora, en base a un testimonio que por singularidad a 
interés por razón de dependencia del facultativo con la de- 
mandada, no puede darse por acreditado que la causa del 
deceso del obrero deba atribuirse a un hecho extraño al acci- 
dente que Buf riera en el desempeño de sus tareas, máxime 
cuando dicho testimonio aparece contradicho o desconocido 

Sor la opinión de otros facultativos que expidieron diagnóstico 
istinto, según así resulta de las constancias de fs. 17 del 
expediente del Departamento del Trabajo agregado y fs. 64 
vta., 60 vta., 89, 108 y 112 del presente juicio. 

La demandada en mi opinión no ha traído a loa autos la 
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prueba qnc debió rendir conforme a lo dispuesto en el art. 
116 del Cód. de Procds. Civil; no ha traído la prueba, que 
se encontraba a sn cargo, de que el deceso del obrero ocurrie- 
ra como origen de la existencia en el mismo del mal de Pott 
o de otras enfermedades a las que se pudiera atribuir el falle- 
cimiento. 

Como la compañía demandada no ha probado que el 
obrero Rampoldi estuviera enfermo atacado de otra enferme- 
dad al tiempo del accidente sufrido que puedan haber deter- 
minado su fallecimiento sin consideración al hecho en que 
finca la actora su acción, forzoso es concluir que la muerte 
del obrero Rampoldi ha sido determinada por el accidente 
que sufriera en circunstancia* de desempeñar su trahajo a 
las órdenes de la sucesión Jaime Soler y como consecuencia, 
la responsabilidad civil de la demandada, es incuestionable 
— arts. 1, % inc. 4, 5, 7, 8, inc. a) de Ja ley 968S. 

La demandada opone asimismo la defensa de prescripción, 
pero, como el señor juez a quo lo establece en la sentencia en 
recurso, ella es improcedente ya que por propia ley especial 
que rige la materia, art. ID, ley 9688, la prescripción se pro- 
duce al año del hecho generador de la responsabilidad y dicha 
prescripción aparece interrumpida por las actuar ton es admi- 
nistrativas llevadas ante el Departamento del Trabajo que 
corren agregadas al presente. 

A este respecto hago expresa reserva de mi opinión per- 
sonal sostenida en fallo dictado por este Tribunal en el juicio 
N* 3148 caratulado; "Conrado don Jasó v. Compañía Ameri- 
cana de Obras Públicas, indemnización de accidente de tra- 
bajo" con el objeto de evitar pérdida de tiempo y ahorrar 
gastos a las partes, en atención al criterio sustentado con pos- 
terioridad al mismo por la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia que ha declarado en reiterados fallos "que las ges- 
tiones que el obrero hoce ante el "Departamento del Trabajo'* 
interrumpen el término de la prescripción de la acción" - 
ver entre otros Serie XVII, tomo IX, págs. 392 y 539 de 
"Acuerdos y Sentencias'*. 

En cnanto a la defensa de falta de personería solicitada 
por la demandada, a mi juicio debe también rechazarse. Se 
ha precisado por el aetor con manifestaciones inequívocas que 
no se prestan a duda, contra quien dirige su acción —ver 
mandato de fs. 1, escrito de fs. 39 y audiencia realizada a 
fs. 12, siendo en virtud de tal hecho, que la demandada se 
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presenta a juicio y toma la intervención correspondiente en 
autos_- art. 86, inc. 2* del Cód. de Procds. Civil. 

En cuanto al monto de la indemnización fijada en la 
Benteneia recurrida no encuentro mérito para que ella sea 
modificada, desde que actor y demandado en el expediente 
administrativo agregado — fs. 2 vta. y 3— se encuentran con- 
formes en que el jornal que ganaba el obrero accidentado era 
de setenta p<*os mensuales, fíin que cu autos existan elemen- 
tos de juicio o probanzas que permitan modificar cate monto 
por lo que siendo así debe ser tomado como el único para en 
base a él y como lo hace el Sr. Juez a quo proceder a fijar 
la indemnización. 

Por ello voto por la afirmativa. 

El Sr. Juez Dr. Gallegos Luque, dijo: 

Adhiero al voto que antecede, haeiendo la salvedad do 
que, siendo la primera vez que emito opinión sobre el punto 
relativo a la interrupción do la prescripción y conforme a la 
interpretación dada por la Excma. Suprema Corte de Jus- 
ticia en los fallos citados por el Sr, Juez preopinante, adhiero, 
asimismo, sobre este punto al precedente voto, 

Por lo expuesto, se rechaza el recurso de nulidad y se 
confirma la sentencia recurrida de fs, 139, en cuanto condena 
a Ja Compañía de Seguros "La Primera", a abonar al actor 
don Esteban iíampotdi, la suma de $ 2.802 ra/n. en concepto 
do indemnización por accidente de trabajo y gastos fúnebres 
quo determinaron la muerte de Victoriano Manuel Eampoldi 
dentro del término de diez días y costas, debiendo ser depo- 
sitada dicha cantidad en la Caja Nacional de Jubilaciones a 
los fines establecidos por la ley, imponiéndose Jas costas de 

ambas instancias a la demandada vencida en el juicio 

Benito A. Valdo vinos, — Luis Felipe Gallegos tuque 



Dictamen del Pjrocuradob General 
Suprema Corte: 

La procedencia del recurso extraordinario de ape- 
lación, interpuesto a fs. 167 de los autos principales, 
es indudable toda vez que el caso federal quedó opor- 
tunamente planteado al impugnar la demandada la va- 
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lidcz constitucional del art. 21 de la ley 4218 de la 
Provincia de Buenos Aires, por virtud del cual se ha 
establecido un plazo menor para que se opere la pres- 
cripción, que el fijado por el Código Civil. 

En causa similar —194: 350— V. E. ordenó la 
apertura del recurso pues allí, como aquí, la decisión 
fué contraria a la citada impugnación. 

Corresponde, pues, declarar que fué mal dene- 
gado. 

En cuanto al fondo del asunto, en la expresada 
causa la Corte Suprema estableció que no podían inte- 
rrumpir el curso de la prescripción las actuaciones ad- 
ministrativas seguidas ante el Departamento del Tra- 
bajo de la Provincia de Buenos Aires si a ellas no se 
había sometido el patrón; supuesto éste, que lia que- 
dado acreditado en el presente caso en la causa princi- 
pal (fs. 8 y 37). 

Corresponde, pues, manteniendo esa doctrina, re- 
vocar el fallo apelado de fs. 1(32 en cuanto puede ser 
materia de recurso. Buenos Aires, setiembre 13 de 
U43. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de octubre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Tíam- 
poldi Esteban cJ 4 'La Primera" Cía, de Seguros' * 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que según es reiterada jurisprudencia, con funda- 
mento en los arts. 67, inc. 11, 100 de la Constitución 
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Nacional, y 15 de la ley 48, las sentencias cuyo fun- 
damento es la interpretación de disposiciones de los 
códigos comunes, o de leyes de igual naturaleza, no 
son susceptibles de recurso extraordinario — v. FMIos: 
Í19, 14; 134, 309; 184, 200; 194, 394; 195, 328 entre 
muchos otros. 

Que la sola circunstancia de que se alegue que 
una ley o norma local contraría lo dispuesto en una ley 
nacional común, no basta para otorgar a esta Corte 
competencia extraordinaria para revisar la interpre- 
tación que de la última liaga el superior tribunal de 
la causa. De otra manera se desconocería en tales 
supuestos la reserva expresa de jurisdicción que a fa- 
vor de los tribunales locales contienen los textos cons- 
titucionales y legales citados en el primer conside- 
rando. 

Que funduda en consideraciones análogas a las 
expresadas, existe una línea de jurisprudencia que de- 
niega el recurso extraordinario contra las sentencias 
que resuelven pretendidas cuestiones de incompatibi- 
lidad entre leyes locales y comunes, sobre la base de 
la interpretación que baeen de las segundas. Puede ver- 
se en tal sentido: Fallos: 136, 131; 189, 182; 190, 409; 
194, 92 y 336 entre otros. 

Que es eso precisamente lo que sucede en la espe- 
cie, donde la decisión recurrida desestima la defensa 
de prescripción fundada en la inteligencia que atribuye 
al art. 3986 del Código Civil. Invoca en efecto, prece- 
dentes de la Suprema Corte de la Provincia de Bue- 
nos Aires — Acuerdos y Sentencias, serie 17, T, 9, 
págs. 392 y 539— según los cuales y con prescindeneia 
de las disposiciones de la ley local, las gestiones ad- 
ministrativas ante el Departamento del Traoajo de la 
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Provincia encuadran entre los actos inte rrupti vos de 
la proscripción compre adidos en el texto mencionado. 

Que esa inteligencia puede ser errónea, poro no 
cabe eulificurla de arbitraria ni insostenible, ni auto- 
riza a título de tal, el recurso extraordinario inter- 
puesto — Fallos: ÍUO, 4UÍ) — porque en presencia de las 
funciones que desempeña la repartición administrativa 
recordada, la solución del punto admite duda — Conf., 
Dali-oz, Repertorio, t. 9, pág. 167, núm. 205; Baudry 
Lacantineiue y TissjETt, Traite, t. 25, pág. 367 ; Salvat, 
Obligaciones, pág, 884; Colmo, Obligaciones, pág. 651. 

Que por último el caso presente debo ser distin- 
guido del de Fallos 194, 350, donde se aplicó el art. 21 
de la ley provincial 4218, prescindiéndoso do su ale- 
gada incompatibilidad cou el art. 3986 del Código 
Civil. 

fin su mérito se desestima la queja interpuesta 
por la Compañía de Seguros "La Primera". Hágase 
saber; devuélvanse los autos elevados como mejor in- 
forme al tribunal de su procedencia con copia del pre- 
sen te pronunciamiento. Repóngase el papel y archí- 
vese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — B. A. Nazar An- 
chorena — P. Ramos Mejía. 



S. A. MOLINOS RIO DE LA PLATA 

PRECIOS MAXIMOS. 

Lo» decretos que imponen multas por violación de In ley 
12.591, sobre precios máximos, son apelables para ante la 
justicia federal. 
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PRECIOS MAXIMOS. 

La omisión del recurso judicial establecido por la ley 
12.591, sobre precios máximos, contra la resolución ad- 
ministrativa, no autoriza a discutir en la ejecución de 
ésta los cuestiones federales que pudieron y debieron 
plantearse con ocasión del primero, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, en el procedimiento do ejecución de la multa 
impuesta por el P. E. al apelante en ejercicio de la fa- 
cultad que le acuerda la ley 12.591, desestima las excep- 
ciones de inhabilidad de título e incompetencia fundadas 
en que dicha ley no establece ante qué tribunal debe re- 
currí rse de la expresada multa y transforma así al P. E. 
en juez inapelable, con violación de los arts. 29 y 95 
de la Constitución Nacional. 



Dictamen »el Procurador General 
Suprema Corte: 

Por resolución de fecha 15 de mayo de 1942 el 
P. E. impuso una multa de dos mil pesos a la S. A, 
Molinos Kío de la Plata, por infracción a la ley 12.591 
(fs. 32). Iniciada ejecución ante la justicia federal 
para el pago de dicha multa, la parte ejecutada opuso 
inhabilidad de título e incompetencia de jurisdicción, 
fundando ambas en que la ley 12.591 no ha estableci- 
do ante qué tribunal deba llevarse recurso contra las 
multas impuestas administrativamente y en consecuen- 
cia transforma al P. E. en juez inapelable, con viola- 
ción de lo prescrípto por los arts. 29 y 95 de la Cons- 
titución .Nacional. El Sr. Juez Federal desestimó a 
fs. 64 ambas excepciones; y contra ese fallo» trae aho- 
ra la ejecutada un recurso extraordinario, por vía 
directa. 
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A mi juicio, puesto que la sentencia de remate 
obrante a fs. 64 no hace cosa juzgada, el recurso fué 
bien denegado. 

Si V. E. decidiera abrirlo, corresponderá confirmar 
el fallo que lo motiva. En efecto, el art 9 de la ley 
12.591, lejos de hacer inapelable las multas impuestas 
por el P. E., establece inequívocamente su apelabili- 
dad ante "el juez que corresponda"; y V. E, en aten- 
ción h tratarse de una ley especial del Congreso tiene 
admitido que ese juez es el federal, aunque aquélla 
no lo diga expresamente (192: 213; 193: 490). Des- 
aparece así la pretendida taclia. Buenos Aires, setiem- 
bre 30 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de octubre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido en los autos Molinos Río de la Plata 
S. A. sobre infracción a la ley 12.591" para decidir so- 
bre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el procedimiento en el curso del cual se ha 
dictado el auto recurrido, es la ejecución de la pena 
impuesta a la peticionante por el P. E., en uso de la 
facultad que le acuerda el art. 9 de la ley 12.591. Según 
ese texto, de acuerdo con la jurisprudencia de esta 
Corte, tales decretos — los que imponen multas por vio- 
lación do la ley de precios máximos — son apelables 
para ante la justicia federal — Fallos: 192, 213; 
193, 490. 

Que la doctrina de los precedentes mencionados 
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permite concluir que el pronunciamiento del juez fe- 
deral es, a su vez, susceptible de recurso extraordina- 
rio si se hubiera planteado oportunamente alguna do 
las cuestiones que enumera el art. 14 de la ley 48. 

Que la omisión del recurso judicial que la ley ad- 
mite contra la resolución administrativa — doct Palios ¡ 
189, 156 — no autoriza a discutir con motivo de su eje- 
cución, las cuestiones federales que pudieron y debie- 
ron contemplarse en ocasión del primero —Fallos* 
194, 409. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se desestima la queja 
interpuesta por la S. A. Molinos del Río de la Plata. 
Hágase saber; devuélvanse los autos elevados como 
mejor informe al tribunal de su procedencia con co- 
pia del presente pronunciamiento y del dictamen del 
señor Procurador General. Repóngase el papel y ar- 
chívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
ca una B. A. Xa zar An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



ADELIA MARIA II AHILAOS DE OLMOS v. 
PROVINCIA DE CORDOBA 

PRUEBA: Peritos. 

La inexistencia de recurso contra la providencia que se 
dicta de acuerdo a los arta. 151 de la ley 50 y 177 del 
código supletorio, no impide a los jueces dejarla sin efecto 
siempre que lo crean conducente a la mejor marcha del 
pleito, como debe hacerse cuando ee ha decretado a pedido 
de la parte que oportunamente se desvinculó en forma to- 
tal de la pericia (*). 



(i) 8 de octubre de 1943. 
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ENRIQUE COLINO v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS PARTICULARES 

JUBILACION DE EMPLEADOS PARTICULARES: Jubilaciones, 
Extraordinaria, 

No tiene derecho a la jubilación por invalidez el afiliado 
a la Caja de J ubi Infirmes de Empleados Particulares a 
quien se han computado diez años de servicios, pues con 
arreglo al art. 21, inc. 1* de la ley 11.110 se requiere ha- 
ber excedido ese término. 

Dictamen del Procurados General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tela de juicio la interpretación de disposi- 
ciones de la ley 11.110 con relación a servicios pres- 
tados en una empresa que ejerce sus actividades fue- 
ra de la Capital Federal (169: 219; 172: 207; 188: 
397, entre otros), y ser la sentencia definitiva contraria 
al derecho invocado por la recurrente. 

En cnanto al fondo del asunto, se trata de re- 
solver si D. Enrique Colino, a quien se le computan 
diez años justos de servicios, tiene o no derecho a ju- 
bilación por invalidez en los términos del art. 21, inc. 1* 
de la ley 11.110, que dispone: 

"Corresponde la jubilación por invalidez den- 
tro de las condiciones establecidas en el artículo 
anterior: 1 T Al empleado u obrero que después de 
diez años de servicios fuese declarado física o in- 
teleetualniente imposibilitado para continuar en el 
ejercicio de su empleo o de otro compatible con 
su actividad habitual o su preparación compro- 
bada". 
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Al decidir un caso estrictamente equiparable, V. 
E. declaró que Jos servicios debían exceder los cinco 
años, aunque fuese en un día (154: 233). Media aquí, 
como allí, la circunstancia de que los servicios real- 
mente prestados se redujeron a í) años, 11 meses y 
25 días, llegándose a computar diez años, a título de 
beneficio. 

En su mérito, corresponde revocar el fallo apelado 
de fs. 56, en cuanto pudo ser materia de recurso. Bue- 
nos Aires, setiembre 27 de 1943, — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de oetubre de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en 
los autos "Golino Enrique, jubilación por invalidez 
de la ley y 

Considerando: 

Que se trata de establecer en el caso, si de acuer- 
do con la interpretación que corresponde atribuir al 
art. 21, inc. 1, de la ley 11.110, se necesitan diez años 
o más de diez años de servicios para obtener jubila- 
ción por invalidez. 

Que la referida disposición preceptúa: "Corres- 
ponde la jubilación por invalidez dentro de las condi- 
ciones establecidas en el artículo anterior: 1' Al em- 
pleado u obrero que después de diez años de servicios 
fuese declarado física o intclectualmente imposibilita- 
do i ara continuar en el ejercicio de su empleo o de 
otro compatible con su actividad habitual o su pre- 
paración comprobada". 

Que esta Corte Suprema, analizando el sentido del 
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art. 20, inc. 1% de la ley lO.fioO, semejante al cuestionada 
ha declarado; "Cuando el inc. V) del art, 20 de la 
ley lO.lióO, adjudica jubilación por invalidez al empleado 
u obrero que después de cinco años fuese declararlo 
física o inteleetunlmmte imposibilitado, eíc. se refiere 
indudablemente a la persona que se inutilice habiendo 
ultrapasado, aunque fuese un día, aquel término de ser- 
vicios, toda vez que en español la palabra después de- 
nota posterioridad de tiempo, como enseña el dicciona- 
rio de la Academia". C. S. 154-233. 

Por cito y de acuerdo con el precedente dictamen 
del señor Procurador General, se revoca la sentencia 
apelada de fs. 7G en cuanto pudo ser materia de recur- 
so. Hágase saber y devuélvanse. 

Robe uto Repetto — Antonio Sa- 
garna — B. A. Na zar An- 
chokena — F. Ramos Mejía, 



SERAFIN OT.1VIERI v. CAJA BE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS FERROVIARIOS 

CONSTITUCION NACIONAL; Constituchnafitlad 9 inconstitucio- 
nal i. ■:■■<!. Leyes nneiomtlfs. Administrativa». 

La ley 12.825 no es inconstitucional en cuanto rebuja et 
monto di 1 lus jubilaciones de empicadas ferroviarios acor- 
dadaa con ar repto a lo dispuesto en leyes anteriores. 

Sentencia de la C Amar a Federal 

Buenos Aires, 20 de agosto de 1943. 

Considerando : 

Que la resolución de este Tribunal de fs. 34, de la cual 
hace mérito el recurrente pura sostener la existencia de cosa 
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juzgada, se limitó a dirimir la cuestión que entonces fuera 
traída a su decisión, a saber, si el empleado Olívieri tenía o no 
derecho a jubilación por invalidez, cuestión que fué resucita 
a favor del nombrado. Xo se planteó diferencia alguna, ni pudo 
haber sentencia por tanto, respecto al monto del beneficio, 
limitándose, en consecuencia, esta Cámara, a establecer que el 
mismo sería establecido por la Caja "con arreglo a la lev" 
(fs. 34). Así lo hizo la institución, como consta a fs. 40, fijan- 
do el haber mensual a percibir por Olivieri en $ I95,fi6 de 
acuerdo con las prescripciones vigentes en la época. 

Que eon posterioridad, el 22 de abril de 19ÉS (fs, 77) la 
Caja practicó un reajuste del haber jubilatorio del recurrente 
reduciéndolo a $ 131,98, de conformidad eon lo preceptuado 
en la ley 12.154, sin que exista constancia alguna de que el in- 
teresado impugnara esa decisión. Es solamente cuando se dis- 
minuye el beneficio a $ 78,43 en virtud de la ley 12.825, que 
Olivieri interpone el recurso de apelación, fundándolo en que 
ya existía cosa juzgada, razón que no es admisible porque, eomo 
se ha establecido precedentemente, la materia sobre la cual 
verso el fallo de fs. 34 no es la misma que ahora se discute. 

Que por otra parte, como lo lm dicho la Corte Snprema 
en el juieio que siguieran doña Isabel v dona Elena Ramos 
Mcjía contra la Nación (Fallos: 192, 2 60), aun en el caso de 
una pensión legal —como en el sublitc — el bnnefieio cede a 
las exigencias del interés social immiesto por circunstancias 
excepcionales y graves, en cuyo caso el Congreso tiene el po- 
der para modificar o disminuir los beneficios acordados o a * 
acordarso por las leyes jubihitorias, poder que se funda en 
que tanto las jubilaciones como las pensiones no tienen su 
origen en un contrato entre el Estado y sus servidores, sujeto 
a bis leyes del derecho común, sino que provienen de institu- 
ciones de estado, regidas por el derecho administrativo en 
las cuales predomina, ante todo, el interés social, que es ante- 
rior y superior al derecho adquirido, Son leves —expresó la 
Corte— de previsión social, que por sus fines, por los propó- 
sitos que persiguen y por las obligaciones que traen apareja- 
das, se caracterizan eomo de orden público. 

Por estos fundamentos, se confirma la resolución apela- 
da de fs. 83 vta, — Ricardo Villar Palacio, — Juan A. Gonzá- 
lez Calderón. — Carlos del Campillo. — Carlos Herrera 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por fallo de fecha 19 de abril de 1926, la Cámara 
Federal de esta Capital concedió jubilación por invali- 
dez al empleado ferroviario Serafín Olivieri, ordenan- 
do se la liquidase "con arreglo a la ley" (fs. 34); y 
en cumplimiento de dicha sentencia, la Caja fijó el ha- 
ber jubila lorio en la suma de $ 195,66, ajustándose 
a las disposiciones de las leyes 10.650 y 11.308, enton- 
ces vigentes {fs. 40). 

Con arreglo a lo dispuesto por el art. 1* de la ley 
12.154, en 22 de abril de 1035 se reajustó el monto del 
beneficio, quedando éste fijado en la actualidad en pe- 
sos 131.98 (fs. 77). No consta de autos que Olivieri 
formulara reparo alguno en tal oportunidad. 

Habiendo sancionado el Congreso la ley 12.825, se 
procedió a reajustar otra vez el haber de la jubilación, 
limitándolo a $ 78,43 con importe líquido de í 72,16 
(fs. 79) í y como en esta ocasión Olivieri apelara ale- 
gando que la sentencia de fs. 34 hacía cosa juzgada, 
se ha puesto en tela de juicio si la ley 12.825 pudo dis- 
minuir válidamente el monto fijado en 1926, en cum- 
plimiento de dicha sentencia. La Cámara, en 20 de 
agosto ppdo. (fs. 98) ha desestimado la pretensión de 
Olivieri, declarando que la sentencia aludida se refirió 
a la existencia de causal de jubilación, y no al monto 
de la. misma, cuestión que no había sido materia de 
litigio, Al mismo tiempo, admitió que la ley nueva 
pudo rebajar el monto de la jubilación; máxime cuan- 
do, como queda dicho, Olivieri consintió el reajuste de 
1935 (fs. 77). 
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Inte rpuesto ahora recurso extraordinario para an- 
te V. ü., P1CI1S0 qufí corresponde aplicar una vez más 
la jurisprudencia sentada por esta Corto en 179- 394 
y 408 ; 180: 274; 388 : 525, 190 : 428 y 192: 339; y, en 
su mentó, confirmar la sentencia de fs. 98, apelada 
Buenos Aires, setiembre 25 de 1943. - Juan Mvarez. 

FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de octubre de 1943. 
Y vistos: el recurso extraordinario deducido en 

N^o U r%^ : /' Se I afí r ° ,ÍVÍerÍ ~^ 3*mm de la lev 
N 10.6o0 , contra la sentencia dictada por la Cámara 
Federal de la Capital, 

Por sus fundamentos; los del precedente dictamen 
del señor Procurador General y la doctrina susten- 
tada por esta Corte in re: C. S. 188-525; 390-428- ÍO^- 
359 entro otros, se confirma la sentencia apelada de 
tojns 98 en cuanto pudo ser materia dn renirso Há- 
gase saber y devuélvanse al tribunal de procedencia, 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
car na — P. Ramos Mejía. 



SARA LYXCII DE CIIIír.STOPIIERSEN v. PROVINCIA 

DE ENTRE RIOS 

BAXCO PHOVlNCfAL DE ENTRE 1UOS. 

Ninpum disposición de Jas eonstih.eion™ de I a Nación 
m de la Provmcm do Entre Ríos ni de toa eódU eiv 
o de comercio se opone a la transformado» en bateoTf 
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cial, dispuesta por la ley 1569, del Banco Provincial de 
Entre Ríos creado con carácter mixto por ley del 16 de 
junio de 1884. 

PHESCRIPCIOS: Prescripción de acciones en particular. Civil 

Acciones prescriptibles. 

Habiendo transcurrido más de diez años desde la fecha 
de la ley ir>69, que transformó en oficial al Banco Pro- 
vincial de Entre Ríos, creado con carácter mixto en 1884, 
como también desde aquella en que «e autorizó al gobier- 
no local para substituirlo mediante un contrato con el 
Banco de Italia y Río de la Plata, basta el día en que 
se inició la demanda tendiente a cobrar el valor de loa 
certificadas emitidos con motivo de la creación del banco 
provincial mixto y la suma correspondiente con arreglo 
a los b iones (pie fueron del mismo, debe declararse pros- 
cripta dicha acción. 

COSTAS: Resultado del litigio. 

No procede condenar al papo de las costas del juicio al 
litigante cuya acción se rechaza por prosperar la prescrip- 
ción opuesta por el demandado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Correspondo a V. E. entender originariamente en 
esta causa, por ser parte demandada una provincia y 
tener su domicilio en la Capital Federal la parte ac- 
tora, conforme lo acredita la información obrante a 
fs. 6 vía. y 7 y quedó admitido en la providencia de 
fs, 9. No encuentro .surgieran con posterioridad cir- 
cunstancias susceptibles de influir en dicha juris- 
dicción. 

En cuanto a las cuestiones controvertidas, lo son 
de hecho y prueba o de derecho común, y como tales 
ajenas a mi dictamen. Buenos Aires, setiembre 14 de 
194*2. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 8 de octubre de 1943, 

Y vistos: Los seguidos por T. D. Real y Taylor 
por doña Sara Lynch de Christopbersen contra la Pro- 
vincia de Entre Ríos por cobro de pesos, de cuyo es- 
tudio resulta: 

A fs. 3 se presenta el citado apoderado y expresa- 
que por ley de junio 16 de 1884 se creó el Banco Pro." 
vincial de Entre Ríos, con carácter mixto, esto es, de 
accionistas particulares y del gobierno local, que de- 
bía durar 40 años, a contarse desde el día de su insta- 
lación; pero su duración dependería de lo que resol- 
viera la asamblea general de accionistas, según lo es- 
tablecieron la ley y ios estatutos sociales. Se emitie- 
ron acciones que se iban cubriendo por cuotas que 
según referencias llegaron hasta la séptima, habiendo 
el senor Eduardo B. Legarreta suscripto 25 acciones 
de cien pesos oro cada una, conforme con el certifi- 
cado provisorio núm. 1487 qne acompasa, el que corn- 
eo „ qUe Se pagó la sexta cuoía «I 23 de julio de 
ísy-, Ln noviembre de 1894 por ley núm. 15G9 la Le- 
gislatura de Entre Ríos declaró al Banco de propiedad 
fiscal, lo oficializó con un capital de 9 millones y man- 
do que el Poder Ejecutivo procediera a retirar los 
certificados de acciones suscriptos por particulares a 
cuyo fin quedaban declarados de utilidad pública de- 
biendo pagarse a sus dueños, en dinero efectivo, a ra- 
zón de I 85,00 oro por cada uno en que se hubiera satis- 
fecho hasta la Béptimn cuota, o sea el 75 % de su 
valor nominal, siendo los demás, con menos cuotas cu- 
biertas, reembolsados con arreglo a Jo pagado. Se de- 
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rogó así la ley de creaeióu del Banco citada, hacién- 
dose cesar por acto unilateral todos los privilegios, 
concesiones, etc., a mérito de lo cual los particulares 
unieron sus dineros a la Provincia de Entre Ríos para 
hacer funcionar el Banco. El gobierno local se apro- 
pió así del Banco Provincial de Entre Ríos cuando ad- 
quirió algunas acciones, aun cuando quedaban muchí- 
simas en poder de sus primitivos suscriptores, que por 
uno u otro motivo ignoraron la maniobra realizada por 
el gobierno de Entre Ríos, pues no se notificó a los 
accionistas, no obstante de tratarse de títulos nomi- 
nales, lo que habíase resuelto llevar a cabo. 

Luego el gobierno local por ley núm. 1864, de agos- 
to 26 de 1903, fué autorizado para contratar con el 
Banco de Italia y Río de la Plata para que se insta- 
lara con sucursales en el territorio de Entre Ríos, 
sustituyendo al Banco Provincial, de cuyo activo y pa- 
sivo se debía ha^er cargo. Por ley de octubre de 1903 
se ordenó la liquidación del Br "co Provincial de En- 
tre Ríos, en la parte que quedó del gobierno cuando 
se formalizó el acuerdo con el Banco de Italia. Pos- 
teriormente por ley núm. 2722 se dispuso que todos loa 
depósitos judiciales se hicieran en el Banco de Italia 
y el primitivo convenio de este Banco con el gobierno 
fué prorrogándose sucesivamente. Hace notar que por 
el art. 35 de la ley de creación del Banco Provincial 
de junio de 1884, el gobierno no podía pedir la liqui- 
dación, ni arrogarse otra intervención que la común 
de los accionistas. Que por el art. 31 de la ley de oc- 
tubre de 1903, el archivo del Banco Provincial lo debía 
conservar el Poder Ejecutivo de Entre Ríos. Que la 
liquidación del Banco Provincial ha corrido a cargo 
del Banco de Italia y el Poder Ejecutivo de Entre 
Ríos, los que se han apoderado de lo que a los aceio- 
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nietas de aquél pertenecía. Y que la ley de noviembre 
de 1894 que declaró de utilidad pública las acciones 
y los certificados del Banco Provincial de Entre liíos 
y de propiedad fiscal, para ser válida debe encuadrar 
en los preceptos constitucionales porque así lo esta- 
blece el art. 35 antes citado. 

La Provincia se lia apoderado así de un bien aje- 
no, ha lucrado con él arbitrariamente y lo retiene en 
sus arcas, negándose a reconocer los derechos de su 
parte. 

Fallecido el señor Legar reta, que fuera el primer 
esposo de su mandante, se abrió su juicio sucesorio en 
el año 1892 y se adjudicó a la viuda el derecho que 
ahora se demanda. Posteriormente su poderdante con- 
trajo matrimonio con el señor Andrés Christophersen, 
que también falleció. 

Termina pidiendo se condene a la Provincia de 
Entre Ríos a pagar el valor de los certificados con más 
lo que proporcionalmcnte le corresponda con arreglo 
a los bienes que fueron del Banco Provincial de Entre 
Ríos, con intereses y costas. 

A fs. 9 se dio por acreditada la jurisdicción origi- 
naria de esta Corte y se corre traslado a la Provincia 
demandada, contestándolo por ésta don Ernesto R. 
Fregosi manifestando que no obstante la minuciosa 
búsqueda practicada en el Ministerio de Hacienda y 
Contaduría General de la Provincia, no ha sido halla- 
do antecedente alguno relacionado con las tramitacio- 
nes que menciona la actora. En tal situación su parte 
se ve precisada a negar todos los hechos expuestos 
en la demanda como fundamento del reclamo inter- 
puesto, con excepción de las leyes citadas por la acto- 
ra en los puntos I, IT, y III. 

Sostiene la legitimidad de todos los hechos y actos 
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del gobierno de Entre Ríos relacionados con el Banco 
Provincial creado por la ley de junio de 1884» así como 
su liquidación ordenada por la ley núm, 1873, de 1903, 
complementando la de 28 de noviembre de 1894, y nie- 
ga que la provincia se baya apoderado en momento 
alguno de bienes ajenos, o que retenga indebidamente 
dinero alguno que corresponda a la demandante. Su 
actuación se ha ajustado a las leyes dictadas por la 
Legislatura en ejercicio de las facultades que la Cons- 
titución le acuerda. 

Aparte de las razones apuntadas, invoca a favor 
de su parte las disposiciones de los arts. 3951 y 4023 
del Código Civil, por lo que cualquier derecho en favor 
de la actora se hallaría proscripto en razón de haber 
transcurrido mucho más de diez años de la sanción 
de las leyes que cita y do los actos del gobierno pro- 
vincial que pretende la actora que agraviaron su dere- 
cho. Por lo que pide el rechazo de la demanda con 
cosías. 

A fs. 22 vta. se corre traslado de la prescripción a 
la parte actora que lo contesta a fs. 23. Manifiesta que 
la excepción del art. 4U23 del Código Civil es defen- 
siva, lo que no podría sostenerse, moral o legalmente, 
que una Provincia pueda quedarse con lo ajeno, sin 
llenarse los requisitos de la expropiación. De ahí que 
no pueda hacerse lugar a la prescripción que invoca 
la Provincia violándose los derechos de los suscripto- 
res amparados por el contrato, que al aportar su di- 
nero, venían a celebrar con la Provincia, en virtud de 
los preceptos expresados de la ley, de tal modo que 
jamás podía la Provincia, sin el consentimiento de to- 
dos los accionistas, despojarlos a éstos so pretexto de 
utilidad pública, y que el Banco Provincial se conver- 
tía en banco oficial por la ley do noviembre 29 de 
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1804, pues olio importaba una prohibición de que los 
accionistas dispusieran libremente de la propiedad a 
la que tenían absoluto derecho. Además la Provincia 
jamás hizo celebrar asamblea de accionistas del pri- 
mitivo banco, ni pidió a éstos su asentimiento para li- 
quidarlo, transformarlo, cederlo al Banco de Italia, 
ni mucho menos, avisó, citó o emplazó al señor Lcga- 
rreta para consultarlo, ni tampoco compró sus accio- 
nes, Sostiene que el acto realizado por la Provincia 
do Entre Ríos al prescindir de toda formalidad le#al 
en la transformación del banco mixto en oficial es ab- 
solutamente nulo de lo que surge la improcedencia de 
la prescripción invocada por la demandada. Y finalmen- 
te el plazo extintívo sería viable si hubieran transcu- 
rrido veinte años desde que su mandante tuvo conoci- 
miento del título justificativo de su derecho de accio- 
nista. 

Por auto de fs. 25 se abre la causa a prueba pro- 
duciéndose la que indica el certificado de Secretaría 
de fs. 82. A fs. 89 y 94 corren los alegatos de actora 
y demandada y a fs. 97 vta. se llama autos para defi- 
nitiva. 

Considerando: 

Que opuesta, como defensa por la demandada, la 
prescripción de la acción, ésta debe examinarse pre- 
viamente. 

De la relación de los hechos en que se funda la 
actora resulta patente que se ha operado la prescrip- 
ción del art. 4023 del Código Civil. En efecto, desde 
que en noviembre de 1804 se declaró por ley núm. 1569 
el Banco creado por ley de 1884, como do propiedad 
fiscal y ae mandó retirar los certificados de acciones 
snseriptos por particulares, a cuyo fin quedaban de- 
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clarados do utilidad pública, hasta el 27 do febrero 
de 1941 eu que se enlabia esta demanda, lia transcu- 
rrido con exceso el término del art. 4023 del Código 
Civil. Lo mismo ocurre si se cuenta el término desde 
el 23 de agosto de 1903 en que fué autorizado ci go- 
bierno para contratar con el Banco de Italia y Mío de 
la Plata, sustituyéndose al Banco Provincial, cuya li- 
quidación so ordenó por ley de octubre 3 de 1903. 

Que el art, 3931 del Código Civil equipara el esta- 
do nacional o provincial a los particulares al efecto de 
oponer la prescripción. 

Que ninguna disposición del Código Civil o Co- 
mercial, ni de la Constitución Nacional, se opone a que 
la provincia l 1 aya podido por ley transformar en Ban- 
co Oficial al que lo fué mixto en su origen. Por ello, 
la nulidad absoluta que la actora funda en osa circuns- 
tancia, carece de asidero legal, como asimismo que el 
plazo do ta prescripción no baya empezado a correr 
sino desde el día eu que la parte actora "tuvo conoci- 
miento del título justificativo do su derecho de accio- 
nista"» puesto que si así fuera, las acciones nunca se 
proscribirían. 

En su mérito, se rechaza la demanda, sin costas, 
eu atención a la naturaleza de la defensa opuesta. Há- 
gase saber, repóngase el papel y en su oportunidad 
archívese. 

RoMSRTO RkPKTTO A tíTO!f TO Sa- 

GAANA — B. A. NAZATl An- 

CHoitKNA — F. Hamos Mejía. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



71 



GUMERSINDO M. SAYAGO v. PROVINCIA DE 
SANTIAGO DEL ESTERO 

PRUEBA: Término. 

El aumento de] plazo de prueba que prevé o] art. 92 de 
la ley 50 está comprendido en el término ordinario 

PRUEBA: Ofrecimiento tj producción. 

No existe disposición vigente en el procedimiento federal 
que impida ofrecer las medidas probatorias de que los 
litigantes quisieron valerse, fuera del asiento del Tribu- 
nal, durante la ampliación u que se refiere la última par- 
te del art. í)2 de la ley 50 ( a ). 

PRUEBA: Ofrecimiento y pratiurciiin. 

La ampliación del término por razón de la distancia a 
que se refiere el art. í>2 de Ja ley 50 no es hábil para 
ofrecer prueba que debe producirse dentro del munici- 
pio ( a ). 



JUAN CARLOS ROM Y OTRO v. JOSE D. POLETTI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos cúmune». Grávame*. 
La resolución por la eual en un juicio reivindicatorío se 
declara que "sin perjuicio de que el presentante haga 
valer sus derechos ante quien corresponda y por la vía 
que el procedimiento indique", es improcedente subs- 
tanciar un incidente promovido después del fallo que 
hizo lugar a la acción por quien invoca derechos de ocu- 
pante y poseedor sin haber «ido parte en el pleito, no 
le ocasiona gravamen irreparable ni viola su derecho de 
defenderse en juicio ni es sentencia definitiva a los efec- 
tos del recurso extraordinario, (8 de octubre de 1943) 
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ABRAITAM TERRAZA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Por la 
materia. 

Compete n la justici» federal conocer en el sumario sobre 
incendio do un chimbo inmediato a las vías de un ferro- 
carril nacional, ocurrido en circunstancias que prima 
facie permiten presumir que se produjo a consecuencia 
de chispas llevadas por el viento desde la zona vía» donde 
se hallaba quemando yuyos una cuadrilla al servicio do 
la «mpreía ferroviaria. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

Tanto el Sr. Juez Federal de Paraná como el del 
Crimen do Rosario Tala, se han declarado incompe- 
tentes para conocer en mi sumario incoado con motivo 
del incendio de campos inmediatos a las vías del Fe- 
rrocarril Entre Ríos, ocurrido en horas de la mañana, 
el 6 de enero del corriente año. El incendio fué adver- 
tido en circunstancias de estar quemando yuyos, den- 
tro de las vías de dicho ferrocarril, una cuadrilla que 
trabajaba al servicio de la empresa. Discuten ambos 
magistrados sí se trata de actos o negligencias impu- 
tables a empleados ferroviarios en desempeño do sus 
funciones» o como un delito común, ajeno a tales ta- 
reas, y con tal motivo, viene la contienda a conoci- 
miento de V. E., para ser dirimida. 

A mí juicio, la circunstancia de no haberse visto 
en el momento de comenzar el incendio otras personas 
que los componentes de ta cuadrilla, la índole de las 
tareas a que éstos se entregaban y las demás circuns- 
tancias acreditadas en el sumario permiten admitir 
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prima jacte que el incendio se produjo a consecuencia 
de chispas llevadas por el viento, desde la zona de vías 
hasta el campo inmediato, aun cuando existiera una 
calle de por medio entre los respectivos alambrados. 
El caso resulta así equiparable al de incendio presu- 
miblemente causado por chispas escapadas de locomo- 
toras de trenes cu marcha; y desde un principio, el 
denunciante ha pedido se haga responsable de los per- 
juicios a la empresa del Ferrocarril <fs. 1 vtn.), 

Bajo tales conceptos, y con arreglo a la jurispru- 
dencia de V. E. en 41: 2(50; 67: 440, y concordantes, 
corresponde dirimir la contienda declarando que el 
proceso debe ser instruido por la justicia federal do 
Paraná. Buenos Aires, setiembre 17 de 1943. — Juan 
Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de octubre de 1943. 

Autos y Vistos: Por los fundamentos del prece- 
dente dictamen del Sr, Procurador General y de con- 
formidad con lo dispuesto por los arfs. 5, inc. 1*, 9 y 
10 de la ley 2873, so declara que es competente para 
conocer en la causa "Terraza Abraham, denuncia in- 
cendio en su campo", el Sr. Juez Federal de Entre 
Ríos, Paraná, a quien se remitirán los autos, hacién- 
dose saber en la forma de estilo al Sr. Juez del Crimen 
del Departamento Rosario Tala. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linap.es — B, 
A. Nazar Ancuohena — F. 
Ramos Mejía. 
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BANCO DE LA NACION ARGENTINA v. ROAIELIA J. 
DOJORTI DE VARELA Y OTRO 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Concurso civil. 

El juicio ile concurso civil atrue a la ejecución hipoteca- 
ria aunque ésta se halle en estado de ejecución de sen- 
teneía. 



Dictamen DBL Phocuradob General 
Suprema Corte: 

Por las razones dadas en la sentencia de fs. 229 
vta., relé ri liles a las particularidades del caso en cu- 
ya virtud lia venido a quedar trabada contienda de 
competencia entre el Juez Federal de San Juan y el 
de Primera Iisslancia en lo Civil, Comercial y Minas 
de Jacha!, de la misma provincia, para conocer en la 
ejecución hipo! cea ría que el Banco de la Nación Argen- 
tina sigue contra liomelia Juana Dojorti de Várela y 
otro, corresponde a V. K. intervenir en la misma y diri- 
mirla de acuerdo a lo dispuesto por el art. 9 de la 
ley 4055. 

De las actuaciones acompañadas resulta que la 
referida ejecución fué iniciada por el Bauco ante el 
Juzgado Federal en noviembre de 1940; y que en fe- 
brero de 1942 se denuncia (fs. 109) la existencia del 
concurso civil abierto a los deudores ante el juez de 
Jachal en noviembre de 1941. Con la intervención del 
síndico de dicho concurso el juicio sigue su trámite 
hasta el remate del bien hipotecado, cuyo valor se de- 
posita en autos (fs. 151). 

Es en esa oportunidad que el síndico plantea a 
fs. 162 cuestión de competencia a objeto de nue los fon- 
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dos do posi lados y el expediente respectivo, sean re- 
mitidos al juez del concurso en razón de la atracción 
que el mismo como juicio universal ejerce sobro la eje- 
cución hipotecaria. 

La resolución del Juez Federal (fs. 182) quo dene- 
gó dicho pedido fué revocada a fs. 211 por la Cámara 
Federal do Mendoza. 

Vuelto los autos a primera instancia y remitidos al 
juez del concurso, éste se ha declarado incompetente 
— fs. 229— invocando para ello una resolución anterior 
(testimonio de fs. 234) por virtud de la cual la Corte 
de Justicia de San Juan al decidir un incidente en el 
concurso habría declarado dicha incompetencia. 

Se ha elevado, por ello, la causa aludida para que 
V. E. resuelva el conflicto do jurisdicción planteado en 
la misma. 

Explicados así los antecedentes, la solución resulta 
clara. Basta referirse para ello a la reiterada doctrina 
de la Corte Suprema que ha establecido que, tratándose 
de ejecuciones hipotecarias no liquidadas definitivamen- 
te como la de autos, según se ha visto, procede la agre- 
gación de éstas al juicio universal de concurso para que 
allí se llegue a dicha liquidación (1Í)0: 121), 

Corresponde, pues, dirimir la contienda en favor 
de la competencia del juez de Jachal. Buenos Aires, se- 
tiembre 16 de iy-13. — Juan Alvar cz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General de la Nación, se declara 
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que es competente para conocer en la causa seguida 
por el Banco de la Nación Argentina contra Romctia 
Juana Dojorti de Várela y Eduardo Ileriberto Várela 
Dojorti sobre ejecución hipotecaria, en virtud del prin- 
cipio de atracción atribuido a los juicios universales 
por la ley 027, art. 2, el señor Juez (véase Futios: 
190 t 121, y 192 t 7Í> ) del rancurso» a quien se remitirán 
los autos haciéndose saber en la forma de estilo el 
que entendía en el juicio ejecutivo. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oa^na — F. Ramos Mejía. 



VICENTA VUAN DECHIC DE MARTINICII PERMF1 v, 
CORPORACION DE OBRAS PUBLICAS FINANCIERA 
Y COMERCIAL "LEMMI, TIRIBELLI Y CIA " 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Redimías propios. Tribunal au~ 
pttivr. 

Revocada por la Suprema Corte de la Provincia de Bue- 
nos Aires la sentencia de secunda instancia que, resol- 
viendo en fnrmn favorable a la demandada la cuestión 
federal introducida por Ma, dnr'iraba proscripta la 
acción, y devueltos los a utas a la enmara para la decisión 
de las demás cuestiones pendientes, la sentencia así dic- 
tada por la misma sobre ellas, es la definitiva del superior 
tribunal de la cansa a los efectos del recurso extraordi- 
nario fundado en ia mencionada cuestión federal ; de 
manera que la demandada debió deducirlo respecto de esa 
sentencia y no contra la que posteriormente y en virtud 
del recurso de inapl ¡calididad interpuesto por ella, dictó 
la Suprema Corte de Buenos Aires sobre materia no fe- 
deral. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

Dije a V. E. en ni i dictamen del 29 de diciembre 
de 1941, motivado por el recurso directo que ahora 
so reitera por la misma parte (cxp. M. 155, L, IX): 

"En un litigio sobro indemnización derivada de 
"la ley 9f>88, que tramita ante los tribunales de la 
" Provincia de Buenos Aires, el juoí; y la cámara ad- 
" mitieron la excepción de prescripción opuesta por la 
" parle demandada, fundándose en haber transeurri- 
" do más de un año entre la f celia del accidente y la 
"presentación de la demanda; pero llevado el litigio 
"a la Suprema Corte provincial, ésta revocó lo re- 
" suelto, por cuanto a su juicio la existencia de ges- 
" tiones hechas antes de la demanda en el Departa- 
" mentó del Traba jo t con arreglo a una ley provincial, 
" interrumpieron la prescripción. 

"Ha nacido así en tercera instancia el caso fede- 
" ral. La parte demandada sostiene que un derecho 
" a su favor, emergente de la ley 9688, esto es, del 
11 Código Civil, no pudo ser enervado ni destruido por 
"obra de leyes locales; y con tal motivo, trae auto 
41 V. K. un recurso extraordinario por vía de queja. 

"A nn juicio, corresponde abrirlo". 

V. E. en fallo de fecha 25 do febrero de 1942 des- 
estimó dicha queja porque la sentencia de la Fnprema 
Corte provincial so limitaba a declarar no producida 
ta prescripción del derecho invocado p >r la parte ac- 
tora, esto es, no imponía condena al roe ir rente. 

Vueltos los nulos a la jurisdicción J ■ origen, di- 
cha corte provincial rechazó la demanda en cuanto se 
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refiriese al pago de indemnización exigido por T>n. Vi- 
cenia Vnmdectád de Martinich Perme; pero al mismo 
tiempo, ordenó a la cámara respectiva proceder con 
arreglo a lo dispuesto en el art. 32 de la ley provin- 
cial 4218 {fs. 2G2) ; y dando cumplimiento a ello, la ex- 
presada cámara lia resuelto (fs. 273) que turnen par- 
ticipación en el juicio la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones sección "Caja de Garantía" y el De- 
fensor de Incapaces, conforme lo establecen los arta. 10 
ine. e) y 10 de la ley nacional 9688. Queda, pues, en pie 
contra la parte demandada, lu condena impuesta por la 
Cámara a fs. 229 vta. y 230, salvo en lo relativo a inte- 
reses; si bien ahora resulta ser otro el acreedor. 

En tales condiciones, creo que ba llegado el mo- 
mento de abrir el recurso. Reproduzco, pues, mi ante- 
rior dictamen. Buenos Aires, setiembre 30 de 1943. — 
Juan Afeares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Mar- 
tinich Per- ¿e V*. Vrandechic de c./ Corporación de Obras 
Públicas Financiera y Comercial — Lemmi, Tiribelli 
y Cía—", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que según se lia decidido en jurisprudencia rei- 
terada, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Airen, conociendo por vía de los recursos de ineonsti- 
tucionaliclad e inaplicabiliilad legal, no es el superior 
tribunal de provincia a los efectos del recurso extra- 
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ordinario, revistiendo tai carácter las cámaras de ape- 
lación que deciden ia cuestión federal incluida en el 
pleito -Fallos : 86, 324; 190, 21; 191, 364 entre otros. 

Que sin embargo, en casos de excepción, cuando 
la Suprema Corte provincial revoca, por alguna de las 
vías mencionadas, el fallo de la Cámara, favorable a la 
parte que planteó la cuestión federal debatida en la 
causa, se ha admitido, contra la sentencia revocatoria, 
el recurso extraordinario, con el fin do evitar de la 
única manera posible la frustración del derecho nacio- 
nal invocado por el apelante — v. Fallos; 190 466- 
193, 125 y los allí citados. 

Que el pronunciamiento de la Suprema Corte de 
la Provincia citada, que corre a fs. 260 de los autos 
principales, si bien revoca el fallo de Ja Cámara —de 
fs. 222— por vía de recurso de inapüeabilidad de ley 
no desconoce derecho federal al/runo que acordara esa 
decisión. Pues se limita a atribuir la indemnización 
a otro titular, sin tratar la defensa de prescripción 
—que la demandada opuso sobre Ja base de razones de 
derecho federal— y qu o una resolución anterior había 
ya desestimado. 

Que de acuerdo con lo ya expresado, la sentencia 
de la Cámara pudo y debió ser objeto de recurso ex- 
traordmario a los fines de que a esta Corte le fuera 
dado conocer en la causa. 

En su mérito se desestima la queja interpuesta 
por la Corporación de Obras Públicas Financiera y 
Comercial -Lemmi, Tiribelli y Cía-, llágase saber; 
devuélvanse los autos elevados romo mejor informe 
al tribunal de su procedencia. Repóngase el papel y 
archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oaiina — F. Ramos Mejía. 
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JUAN BARItACIIINA CASULLA 

PROFESIONES LIBERA LES. 

A los ofi-ctos previstos en el art 1* de] Tratado de Mon- 
tevideo sobre ejercicio de profesiones libérala*, debe en- 
tenderse por título o diploma el documento otorgado eon 
el fin de capacitar para el desempeño de una profesión 
liberal, es decir de aquellas que principalmente requieren 
el ejercicio del entendimiento, y es menester que dicho 
título He otorgue a persona que haya cursado estudios 
en alguna de las facultadas de los Estados signatarios. 

PROFESIONES LIBERALES. 

La comprobación de la existencia do título suficiente a 
los efectos del art. 1* del Tratado de Montevideo sobre 
ejercicio de profesiones liberales, así como la de los re- 
quisitos exigidos por el urt. 2 ? , debe hacerse por regla 
general, salvo Jos diplomas de maestro o profesor, ante 
los rectores de las universidades nacionales, que declara- 
rán habilitado para el ejercicio de la profesión al solici- 
tante, a quien se entregará por la secretaría general el 
certificado de habilitación correspondiente, que servirá 
a loa fines de su inscripción ante los tribunales o Jas auto- 
ridades competentes. 

PROCURADOR. 

Procede inscribir en la matrícula de procuradores de la 
Corte Suprema a quien bu revalidado ante la Universidad 
Nacional del Litoral, el certificado expedido por la Uni- 
versidad Nacional de Asunción del Paniguay donde cons- 
ta que aprobó en esta última las muterias que en ella se 
exigen para rl ejercicio de la procuración, aun cuando 
no sean las que en las facultades de nuestro país se re- 
quieren para ello. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 81 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Del expediento 29/941 remitido por la Universi- 
dad Nacional del Litoral a raíz de mi dictamen de fe- 
elia agosto 27, se desprende que D, Juan Barrachina 
Gasulla no ha presentado a reválida ante dicha uni- 
versidad título de procurador. Simplemente presentó 
Eró certificado expedido por la Universidad Nacional 
de Asunción (Paraguay) donde consta haber aproba- 
do allí, el 11 de abril de 1938, Procedimientos civiles, 
comerciales y penales, que son las materias que dicho 
instituto exige para el ejercicio de la procuración. Lo 
rali lica el Sr. Rector en su informe de fs. 3. 

La ley 10.996, sancionada el 20 de octubre de 1919 
establece en su art. 2 que la Secretaría de la Corte 
Suprema llevará un registro de matrícula de procu- 
radores en el cual serán inscriptos quienes roúnan 
ciertas condiciones; y el art. 3, inc. 3, exige entre otras, 
la de poseer título acordado por universidad nacio- 
nal, o provincial, o certificados expedidos por las fa- 
cultades universitarias de la Nación que acrediten ha- 
ber sido aprobado el postulante ni todas las materias 
codificadas. El Sr. Juan Barrachina Gasulla, no lia 
cumplido totalmente, entonces, ese requisito legal, pues 
su reválida ante Ja Universidad Nacional del Litoral, 
no tiene otro alcance jurídico que el de atribuir vali- 
dez en territorio argentino, a la aprobación de las asig- 
naturas que dicho señor rindió en la Universidad do 
Asuiií'ión. 

Creo que es esta la verdadera interpretación a 
darse al convenio suscrito en Montevideo el 4 de febrero 
de 1889 (ley 3.192), al decreto ministerial de 27 de julio 
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de 1897, y a la acó rilada reglamentaria dictada por V. 
E. el 29 de noviembre de 1919. 

. Fu consecuencia, corresponde no hacer lugar a la 
inscripción en el Kegistro do Procuradores, que gestio- 
na el recurrente. Buenos Airea, setiembre 23 de 1943. 
— Juan Al vares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 13 de 1943. 

Y vistos los precedentes autos seguidos por 1). Juan 
Barracb i na Üasulla, solicitando su inscripción en la 
matrícula de procuradores, 

Y considerando: 

Que como lo dispone el art. 1* del Tratado de Mon- 
tevideo, sobre ejercicio de profesiones liberales» "los 
nacionales o extranjeros, que en cualesquiera de los 
Estados signatarios de esta convención hubieren obte- 
nido título o diploma expedido por la autoridad nacio- 
nal competente para ejercer profesiones liberales, se 
tendrán por habilitados para ejercerlas eu los otros 
Estados". 

Que a los efectos de esta norma, por título o di- 
ploma debe entenderse el documento otorgado con el 
fin de capacitar para el desempeño de una profesión 
liberal, es decir de aquellas que principalmente requie- 
ren el ejercicio del entendimiento. (Ver Diccionario de 
la Real Academia, verbo Título, 8* acepción y arte 
liberal). 

Que según resolnr'um del Ministerio de Instrucción 
Pública, de julio 27 de 1*97 —entonces a cargo del Dr. 
D. Antonio Bermejo— se requiere además para su va- 
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lidez internacional, que Jos referidos títulos o diplomas 
se otorguen a personas que hayan cursado estudios en 
«temía de Jas facultades de los Estados signatarios. 
(Ver en análogo sentido, con referencia a los odontólo- 
gos y a j a facultad de la autoridad que lleva su ma- 
tricula para aclarar por sí el punto, el decreto num. 
107.897, de 17 de junio de 1937). 

Que la comprobación de la existencia de título su- 
ficiente a los fines del art. I* de la convención, así como 
la de ¡os requisitos del art. 2 —legalización y prueba 
de la identidad del titular con el peticionante— debe 
hacerse por regla general (salvo los diplomas de maes- 
tro o de profesor) ante los rectores de las universida- 
des nacionales, los que, previo cumplimiento de las for- 
malidades reglamentarias declararán "habilitada" pa- 
ra el ejercicio profesional a la persona que hava so- 
licitado el reconocimiento de su título o diploma". El 
certificado de habilitación sera dado por la Secretaría 
Oencral de la Universidad, con el visto bueno del Rec- 
tor o Presidente, y la firma del interesado y servirá 
a los fines de la inscripción ante las tribunales o au- 
toridades pertinentes. Decreto de septiembre 30 de 
1935, reglamentario del Tratado de Montevideo. 

(Jue los elementos de criterio traídos a los autos 
comprueban que en la especio se han cumplido los re- 
caudos mencionados en el curso del pronunciamiento, 
siguiéndose al efecto, en su oportunidad el trámite co- 
rrespondiente ante la Universidad Nacional del Lito- 
ral. El Tribunal no encuentra en el mismo deficiencia 
que justifique ningún nuevo procedimiento que, por lo 
demás, no se ha pedido por el Sr. Procurador General. 

Que el art. 3, inc. 3, de la ley 10.990 no es óbice a 
la inscripción pedida, porque contempla sólo los casos 
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de títulos y documentos habilitantes nacionales para el 
ejercicio de la procuración. 

En su mérito se decide inscribir en la matrícula 
de procurador a D. Juan Bar rae hiña Gasulla, previa 
constitución de la garantía «Créenla. Fluíase saber, de- 
vuélvanse a la Universidad Nacional del Litoral las 
actuaciones remitidas ad-eflVctnm videndi, repóngase 
el papel v oportunamente archívese. 

Robbbto lí::: ktto — Antonio — 
Sagarna — F. Hamos Mejía. 



PROVINCIA DE CORRIENTES v. BANCO ATiOENTTNO 
DE FINANZAS Y MANDATOS 

COMPRAVENTA. 

Es procedente la rescisión del contrato do compra y venta 
,Ie tres fracciones de terreno, celebrado por un fíottfcrttü 
provincia) para ensanchar el ejido y las chacras tic un 
meldo si el vendedor 86 ha hallado, antes y después «le 
]¡i tcleíi ración del contrato, en la imposibilidad de entre- 
par !a cosa vendida, pornue el [Janeo Hipotecario Vi- 
ejona!, en ejt-reieio de sus derechos de «creedor, le halua 
privado de ía posesión de una de las fracciones y vendólo 
varlOfl lotes n.ljudieándose después el resto de la misma, 
impidiendo, de tul modo, el U.nr» del fin perseguido por 
el jrobi-rm» mediante la adquisición convenida. 

COMPRAVENTA, 

Rescindido el contrato de compra y venta de un inmueble 
imr bailarse el vendedor en la imposibilidad de entregarlo 
¡il emnpnidor. éste tiene derecho a <|iie le sean restituidas 
por aquél las prestaciones ijue ha efectuado en cumpli- 
miento de sus obligaciones. 
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Dictamen del PnoouBADon General 
Suprema Cforlfl : 

La jurisdicción originaria de V. K. procede en esta 
causa, por tratarse de una acción civil sobre rescisión 
y nulidad de un contrato de compraventa, seguida por 
la Provincia de Corrientes coaita una sociedad anóni- 
ma (en liquidación) domiciliada cu l¡i Capital Federal 
fart. V inc, 1* de la ley -ÍS). No se desprende de autos 
elemento alguno de criterio posterior al decreto de la 
Presidencia de fs. 'J.'í vtn., que permita sustraer este 
litigio a la eompcteueia de la forte Suprema. Además, 
la demandada no lia opuesto reparo a dicha jurisdicción. 

En cuanto al fondo del asunto, debe ser resuelto 
por aplicación de .disposiciones de derecho común a 
las cuestiones de hecho debatidos, lo que es ajeno a mi 
dictamen. Buenos Aires, mayo 28 de 1!'4'J. — Juan Al- 
va res. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de octubre de 1043. 

V vistos los autos de jurisdicción originaria se- 
guidos por la Provineia de Corrientes contra la sociedad 
anónima Ha neo Argentino de Finanzas y Mandatos, y 

Resultando: 

Que a fs. 18 se presenta don Juan M. Pnnuzzo, en 
representación de la provincia nombrada, deduciendo 
demanda contra la sociedad anónima do referencia, por 
rescisión de contrato de compraventa de un campo, cu- 
ya copia corre a fs. 3 t celebrado en Corrientes ante el 
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escribano J. Al cides Hamos el 4 do febrero de 1937, 
compuesto do tres fracciones: a) una de tica mil qui- 
nientas cuatro hectáreas, cuarenta y dos áreas y cuaren- 
ta y tres cení ¡áreas, la que comprende los lotes 40, 41, 
42, 43, 19, 32, 33, 3», 44, 47, 48 y 49 del plano de división 
de una superficie mayor de que formaron parte, cuyos 
títulos de origen se relaciona ; b) otra fracción de cua- 
trocientas veintidós hectáreas, cuarenta y cuatro áreas 
y treinta y ocho cent ta reas, constituida a su vez de dos 
partes que la escritura indica; c) otra de trece hectá- 
reas, dieciocho áreas y cincuenta y cuatro eentiáreas, 
que tamílica la escritura déte ni i i na. (¿uc estas tierras 
están ubicadas en las secciones primera y segunda del 
departamento de Mercedes, y se compraron en cumpli- 
miento de la ley núm. Tiu; de septiembre de lí>36, dic- 
tada para ampliar los ejidos y chacras de la ciudad de 
Mercedes. En la escritura se dice que la fracción a) t 
o sea la mayor, reconoce una hipoteca a favor del Ban- 
co Hipotecario Nacional, sección (tova, que cu esa fecha 
estaba redin-idn a $ ll>7,f¡9tl m/n., pero que debía por 
servicios atrasados, además, la suma de $ f>9.537,03 
m/u., inclusive el servicio que vencía en marzo. Tam- 
bién debía por impuestos $ 3.599,18, Se convino en que 
el Gobierno adquiría esta fracción por la suma que re- 
presentaban las tres cantidades expresadas, o sea por 
$ 267.227,03; debiendo el Gobierno hacerse cargo de 
la deuda al Banco. Las otras dos fracciones b) y c) 
eran compradas a razón de $ 50 la hectárea y hacían 
en total una cantidad de $ 21.7ÓO ra/n., que fué abonada 
en parte al contado y en parte con documentos a corto 
plazo. La escritura contiene la manifestación de que la 
sociedad vendedora hacía tradición del dominio y po- 
sesión que la compradora tenía sobre lo vendido y que 
las tierras no reconocían otro gravamen que el que an- 
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te nórmente quedaba indicado. Que, al ir a tomar po- 
sesión el (bmierno de lo comprado, se encontró, agrega, 
con una situación complicada y confusa: el campo es- 
taba ocupado en parte por terceros a quienes el Banco 
Hipo leca rio había vendido recientemente y en parte 
por arrendatarios. Para aclararla, dictó un decreto, 
fecha 14 tic agosto tic 1ÍI37, encargando al ingeniero 
Jorge P. Serón hacer la mensura pe rime t ral del campo 
"Buena Vista" y la (le terminación de su superficie, 
iliM't uando a la vez su parcela miento en lotes, etc. Rea- 
lizadas las diligencias para bacer La operación en octu- 
bre del mismo año, éste encontró una diferencia en la 
superficie de lo vendido con lo que realmente había 
libre, de más de 72H hectáreas en menos. Esa diferen- 
cia resultaba de que el Banco [ lipou-cario, ejerciendo 
su derecho, 1 labia vendido a varias persona?: en 31 de 
enero de 1937 «livor sos lotes, a quienes puso luego en 
posesión y les extendió títulos de dominio. Una parte 
del resto de la propiedad estaba arrendada a otras per- 
sonas, y, poi úl'iino, el inmueble estaba en posesión 
del Banco Hipotecario Nacional, ejercida por interme- 
dio de un sujeto, don Eliseo Verón, quien protestó de 
la mensura y hasta pidió auxilio a la policía para ampa- 
rar bu derecho La operación puso de manifiesto que 
los lotes vendidos abarcaban !o mejor del campo y lo 
que queda más próximo n la ciudad do Mercedes, y 
que el resto se aleja de la misma, de tal manera que 
no puede servir para los fines que fué comprada la 
tierra. Que de lo anteriormente expuesto resulta que 
la Provincia había comprado un inmueble que ya no 
pertenecía a i a sociedad vendedora, pues una parte es- 
taba vendida a terceros y otra se adjudicó después el 
Banco acreedor, en ejecución administrativa de la deu- 
da, sin que el Gobernador de la Provincia lo supiera, 
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hechos que configuran el delito cíe estelionato. He neuer- 
do al art. 132!) del Código Civil, puede éste solicitar la 
anulación del contrato con restitución del precio ej in- 
demnización de pérdidas e intereses. Resulta así que 
el terreno vendido de 3.94U hectáreas, 533 metros cua- 
drados, tiene una talla di- un 20 % de su superficie, o 
sea más de un vigésimo, lo cu ni por sí sólo autoriza 
a pedir la rescisión (arto, 1344 a 1347). Por lo demás, 
la vendedora no tenía la posesión de la cosa al firmar 
el contrato; no podía transferirla un su integridad; fal- 
tando sobs ta acial mente así a la obligación que le im- 
pone el art. 1409. Y más aun cuando después el Banco 
Hipotecario Nacional hubo procedido a adjudicarse el 
resto de la propiedad en pago de su crédito, la impo- 
sibilidad -r hizo absoluta. IW todo lo dicho, deduce la 
nerum de rescisión del contrato y nide (pie se condeno 
a la vendedora a devolver los 21.750 m$n. recibidos, 
más los 3.ó0tU8 inín. pagados por impuestos, los in- 
tereses y las costas del juicio. 

Acreditado el fuero federal, por tener ia deman- 
dada su domicilio en la Capital de la República, se 
ordenó se le corra traslado de la demanda. 

A fu. 44 contesta la demanda don Augusto J. Heese 
en nombre del Banco Argentino de Finanzas y Manda- 
tos. Niega los hechos en que se funda la demanda. Dice 
que su poderdante vendió al Gobierno de Corrientes un 
campo situado en Mercedes, compuesto de ;>.í>40 hectá- 
reas, 5 áreas y 35 cent ¡áreas, denominado "Buena Vis- 
ta", cuyos límites eonstan en la escritura pública res- 
pectiva. Bicho campo se integra así: primero. 3.504 
hectáreas, 42 áreas y 43 cent i áreas, gravadas al Rauco 
Hipotecario Nacional; segundo, 422 hectáreas, 44 áreas 
y 38 centiáreas, libres de gravamen: tercero, 13 hec- 
táreas, 18 áreas y 54 cent iá reas, correspondiente a una 
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chacra* también libre de gravamen. Como precio de 
venía se estableció para el primero, el monto de la deu- 
da al Banco Hipotecario, tomando en consecuencia el 
Gobierno a su cargo el pago de la misma y sus servi- 
cios atrasados. Para los lotes segundo y tercero se fijó 
et precio de ."iü m$n. por hectárea, lo que liaeía un total 
de $ :21.73o m m, que fué pagado en ia siguiente forma; 
$ 3.250 al firmarse la escritura; $ S.Í3Ü0 en letras a 
treinta días de plazo y $ 10.000 a sesenta días; docu- 
mentos que se cancelaron a su vencimiento. Es de im- 
portancia, dice, hacer notar que la operación se concer- 
tó por ofrecimiento que hizo su mandante al Gobierno, 
el que pidió a la Legislatura la autorización del caso 
y la que fué acordada por ley núm. 706" del 17 de sep- 
tiembre de l ( j;Jü', Con fecha 21 de octubre el Banco 
entregó al escribano de gobierno una liquidación del 
estado de la deuda, lo que acredita con el testimonio 
que dicho escribano entregara a su parte. Por causas 
sólo imputables al Banco la escritura de venta no pudo 
hacerse antes de] 4 de febrero de 1937. Mientras tanto, 
ei Banco Hipotecario, sin aviso previo, subastó varias 
fracciones de M Buena Vista" el 31 de enero de 1937, 
no obstante que dicho Banco tenía conocimiento de es- 
ta operación y dio conformidad a que se tramitara» 
como después lo demostrara. La situación se agravó 
por la inercia del Gobierno de Corrientes que nada hizo 
para regularizar el estado de la deuda e impedir que 
se aprobaran los remates realizados, dando lugar a que 
en adelante el Banco se adjudicara Ja propiedad* Por 
ello, no es verdad que su poderdante sea culpable de 
los daños de que se queja la contraparte. Es igualmen- 
te carente de verdad que el comprador no hubiera to- 
mado posesión de la tierra porque sus principales no 
la tuvieran y se encontrara en poder de terceras per- 
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souas. Se prueba lo contrario, por las constancias que 
contienen los diarios de sesiones de Ja legislatura del 
22 d¿ septiembre de 1936, por las referencias de la es- 
critura do traspaso y por haber la Provincia hecho un 
deslindo de la propiedad. Niega, por lo demás, que las 
tierras sean inaptas para su destino. Pur último, que 
resultando inexactos los hechos en que se funda la ac- 
ción, debe r ochavarse con costas y exigirse el cumpli- 
miento del contrato, haciéndose responsable a la Pro- 
vincia de los daños causados por !as interdicciones en 
tu contra obtenidas indebidamente. Así lo solicita. 

A fs. 58 vta. se recibe la causa a prueba. A fs. 175 
se hace la certificación de la prueba. De fs. 179 a fs. 204 
corren los alefatos presentados por las partes. Se oye 
al señor Procurador General a fs. 20b" y a continuación 
so llama autos para definitiva. 

Y considerando: 

Que de la demanda y contestación resulta que la 
validez del contrato de compraventa a que se refiere 
el testimonio de fs. 3 está reconocida por las partes y 
que tíólo se discute si procede la rescisión o el cumpli- 
miento del misino. La demandada ha admitido expresa- 
mente que la acto ra pagó las sumas de dinero a que 
estalla obligada. 

Que la provincia funda la rescisión del contrato en 
que la vendedora no cumplió con la obligación de darle 
la posesión de los inmuebles comprados en su integri- 
dad, como correspondía, ni ha estado ni está en con- 
diciones de cumplirla, porque con anterioridad a la 
escritura del 4 de febrero de 1937, el Banco Hipotecario 
Nacional, como acreedor y en ejercicio de sus derechos, 
había tornado la posesión del campo de 3.504 hectáreas 
y fracción, colocando en él un administrador y algunos 
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arrendatarios, y lo había desmembrado por la venta 
de algunos lotes en público remate, hechos de los cuales 
no tenía coa olí ni Lento el Gobierno cuando firmó la 
escritura. 

Que ello está plenamente probado en los autos por 
los informes del propio Banco agregados a fs. 8Í> y 143, 
la declaración de numerosos testigos corrientes a fs. 
1;)4 sifcí. y el informe del Registro de la Propiedad 
de fs. 11!) vta. 1.a demandada no ha negado, además, 
que el 31 de enero de 1937 el Banco Hipotecario ven- 
dio en remate público los lote* de referencia y que des- 
pués los escrituró y entregó n los compradores* 

Que estando la propiedad en esas condiciones, la 
declaración hecha en la escritura de que "el represen- 
tante de la vendedora haciendo tradición desiste y apar- 
ta a ésta de los derechos de propiedad, posesión y do- 
minio que a lo vendido tenía y se los trasmite al 
comprador", carece de significado verdadero. La tra- 
dición se juzga hecha, dice el art. 2378 del Código Civil, 
cuando se hiciere según alguna de las formas autori- 
zadas por este Código. "La sola declaración del tra- 
donte de darse por desposeído, o de dar al adquirente 
la posesión de la cosa, no suple las formas legales". 
Los arts. 2374, 2377, 237D, 2380 y 2383 establecen cuá- 
les son esas formas legales. 

Que habiendo perdido la demandada la posesión 
del campo gravado por haberla tomado el Banco Hi- 
potecario Nacional en uso de las facultades que le con- 
fiere su ley orgánica (fs. 143); habiéndose vendido en 
el remate realizado por orden de la mencionada insti- 
tución varios lotes de dicho inmueble (fs. 89 y 143) y 
adjudicado más tarde a la misma entidad el resto del 
mismo {fs. 21 vta., 46,87/9), es patente la imposibilidad 
en que se encuentra la demandada de cumplir su obli- 
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guión de entregar la cosa vendida. Por consiguiente, 
de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 7*25, 740, 1408, 
1409 y 141,3 del Código Civil y a la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema (Fallos: rJ4, 428; 31, 75; 54, 9) la 
rescisión pedida por la acto ra es procedente. 

Que, a mayor al anuí amiento, en he agregar que la 
tierra desmembrada comprende los lotes más cercanos 
a la ciudad de Mercedes y es la tic mejor calidad den- 
tro del área comprada; lo que vale decir que era la 
más apropiada para llenar los fines de la ley tíásü. 70tí, 
como se ve claramente por la diligencia pericial del 
agrimensor Jorge l\ Serón y la declaración de nume- 
rosos testigos antes citado». Kl perito señala gráfi- 
camente en su croquis de fs, 5*J, expediente agregado, 
la situación inadecuada en que quedaba la tierra so- 
brante para proporcionar el ensanche del ejido y cha- 
oras de Mercedes, tlisf antes a 4.000 metros, más o menos. 

Que la demandada, t -n la contestación de la deman- 
da, ha sostenido que la desmembración de la propiedad 
debe imputarse a la compradora, quien por el contrario 
se hizo cargo de la deuda; que ella debió servirla y hacer 
las gestiones necesarias para que el remate do los lotes 
de referencia no fuera aprobado por el Bimco, mucho 
más cuanto era de creer que éste estaría interesado en 
tener como deudor al Gobierno de Corrientes. 

Desde luego, el remate tuvo lugar el 31 de enero, o 
sea cuatro días antes de celebrado el contrato. Hasta 
este momento la vendedora era la única que debió servir 
la deuda, pues ninguna obligación al respecto bubía con- 
traído la compradora, y no debió dar lugar a que el 
Banco Hipotecario, en base a su mora, procediera a su- 
bastar la propiedad. Cuando el Gobierno de Corrientes 
compró, el hecho ya había tenido lugar y debía producir 
su lógica consecuencia de desmembrar la propiedad. Con 
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el pago de los servicios, hecho posteriormente, no se 
habría conseguido la anulación del remate, que es un 
acto serio, pese a las reservas con que siempre se lo 
hace. Su subsistencia no depende de la voluntad ni del 
interés del deudor, ni de un tercero; únicamente se deja 
sin efecto cuando surge alguna causal que se relacione 
con un interés substancial del Banco o cuando no se han 
observado las formas reglamentarias. Si no fuera así, 
no se comprendería que al mejor postor se lo exija "t«~ 
confine uti" el depósito de garantía tendiente a asegurar 
la eficacia do la operación que el remato mismo deja 
concertada. 

La afirmación de la demandada según la cual la 
escritura se demoró en hacerse más tiempo de lo que 
correspondía, y que, por lo tanto, al hacerse cargo la 
provincia de la obligación hipotecaria, con consentimien- 
to del Banco acreedor, debió evitar los procedimientos 
ejecutivos de éste y la subasta de los lotes de referencia, 
no resulla probada en los autos, ni siquiera se ha inten- 
tado probarla. En cambio, está demostrado que la ven- 
dedora omitió gestionar el traspaso de la deuda (infor- 
mo del Banco Hipotecario Nacional do fs. 143 a fs. 147; 
art. 74 do la ley 8172). Aun en el supuesto de que la 
compradora se hubiera apresurado a hacer los servicios 
que se adeudaban al Banco inmediatamente de firmar 
la escritura, la ejecución y venta do los lotes de referen- 
cia, con todas sus consecuencias, no se habría evitado, 
desde que esos actos se realizaron en fecha anterior. 
Era la vendedora la que debió servir la deuda corrien- 
temente hasta el día de la escrituración, para mantener 
la integridad del dominio y posesión del bien que iba a 
transmitir (Código Civil, art. 1408). 

Por otra parlo, el Gobierno bien pudo abstenerse de 
hacer los servicios <k» la den. la hipotecaria desde el rao- 
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mentó en que se apercibió que la sociedad vendedora se 
había colocado en la situación de no poder transferirle 
el bien enajenado libre de toda posesión extraña; pues, 
siendo los servicios atrasados parte del precio que debía 
pagar, son aplicables al caso los arta. 1425 y 1426 del 
Código Civil (concordantes con los núms. 1409, 1412 y 
1413). 

La sociedad demandada ba sostenido a fs. 203 que, 
en el supuesto de proceder la rescisión respecto a la 
fracción de campo A, no procedería respecto a la B. y 
C, que fueron vendidas por separado y a precios distin- 
tos, aunque - ■ un solo acto y por ello constituyen ope- 
raciones ind pe j<V>atea. 

Desdo h e j, esta defensa no lia sido formulada en 
la conteslacui de la demanda, razón por la cnal no lia 
tenido la actora oportunidad para discutirla. Pero aun 
cuando hubiera que tornarla en cuenta sería ineficaz. 

La compra do las tres f racciones de campo en un 
solo acto se hizo para llenar el objetivo de la ley pro- 
vincial que la autorizó o sea para hacer el ensanche del 
ejido y chacras del pueblo de Mercedes. La operación 
constituyo un todo n que cada parte armoniza y com- 
pleta el conjunto, y al fracasar con respecto a la frac- 
ción mayor y más importante, dejaba a las otras aisla- 
das e inhabilitadas para el destino previsto, como resul- 
ta del croquis de fs. 53 del expediente agregado (Código 
Civil, arts. 740, 1408, 140Í) y 1413). 

t}ue es innegable el derecho de la actora pnra repe- 
tir, como consecuencia de la rescisión del contrato de 
compraventa, I.is prest aciones efectuadas por razón del 
mismo, a las cuales se refiere expresamente la escritura 
de fs. 3, o sean las sumas de $ 21.750 pagada como pre- 
cio de las fracciones no gravadas, y la du $ 3.5!IQ,18 im- 
porte de los impuestos cancelados por el libramiento 
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núm. 183, otorgado a cuenta del precio de la fracción 
hipotecada (Código Civil, arts. 792, 793 v 1052: Fallos 
135, 284). 

En su mérito, se declara rescindido el contrato de 
compraventa a que se refiere la escritura del 4 de fe- 
brero de 1937, agregada a fs. 3 y sigtes, de estos autos 
y se condena a la demandada a restituir a la acto ra, 
dentro del plazo de veinte días, las sumas de pesos 
veintiún mil setecientos cincuenta y pesos tres mil qui- 
nientos noventa y nueve con dieciocho centavos m/n., 
reclamados en ia demanda, con intereses desde la in- 
terpelación judicial al tipo de los que cobra el Baneo 
de la Nación, con costas. Notifíqucsc, repóngase el pa- 
pel y oportunamente archívese. 

Antonio Sac.auna — Luis Lina- 
res — P. Hamos Mejía. 



CLUB DIANA v. GOBIERNO NACIONAL 

EXPROPIACION: Indemnización. 

El inquilino con contrato de locación vencido tiene dere- 
cho a obtener la indemnización de los daños que le oca- 
siona su desalojamiento decretado como consecuencia 
forzosa de la expropiación, en circunstancias de las que 
no resulta que el dueño hubiera exigido la entrega del 
inmueble, 

EXPROPIA C10X: Indem atención. 

El desistimiento de la expropiación no libera al expro- 
piador de la obligación de indemnizar las daños y perjui- 
cios causados por aquella. 

EXPROPIACION: Imlem 

El Estado que lm desistido de la expropiación a conse- 
cuencia de Ja cual se produjo el desaloja miento del loca- 
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tario debe pagar a éste los gastos rio traslado til nuevo 
local, los necesarios jmrn instalarse en éste y ponerlo en 
condiciones de servir a un destino especial, los que ha 
tenido que liaeer pura reoenpor el local anticuo después 
del desistimiento y las reparaciones del misino a eonse- 
cucncin de «ti abandono e inutilización mientras estuvo 
en pnder del ex propiador, así eonm también las pérdidas 
sufridas por Iji declinación de la vida de la institución 
desalojada, producida por la interrupción forzosa de sus 
actividades y loa trastornos consiguientes. 

INTERESES: ÍAquüiiuii'in. Curso <fe los intereses. 

Los intereses de la suma fijada en concepto de indemni- 
zación de las daños y perjuicios ocasionado* al locatario 
por su desalojamiento a consecuencia de la expropiación 
del inmueble que ocupaba, corren a partir de la notifi- 
cación de la demanda en que reclama su pago. 

COSTAS: Nataraíexa t¡el juicio. Daño* y perjuicio». 

Corresponde imponer las costas del juicio sobre indem- 
nización de daños y perjuicios ocasionados por una expro- 
piación desistida, al demandado que desconoció todo de- 
recho al actor, aun cuando el resarcimiento haya sido 
fijado en una suma menor que la pedida en la demanda. 



Sentencia del Juez Federal 

ROBIK-ío, 23 de abril de 1942. 

Y vistos: Los caratulados "Club Diana contra Gobierno 
Nacional, indemnización de daños y perjuicios", de donde 
resulta: 

V Que a IV. 1 el procurador lielisario Supisielie, en re- 
preseut ación de] Club Diana, se presenta y dice: 

Que el Ministerio de Querrá sel ¡citó la expropiación del 
inmueble de propiedad de la señora Magdalena Vierei de 
Rouillnn situado en el Barrió Saladillo de esta ciudad, que 
su representado poseía en calidad de arrendatario y ocupaba 
con su bical social y con el stand de tiro a la paloma. Dicho 
Ministerio consignó la suma de diez mil pesos moneda nacio- 
nal en pago de Las mejoras existentes en el inmueble, de pro- 
piedad del Club Diana, y solicitó la posesión inmediata del 
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terreno ocupado por el Club, posesión que se hizo efectiva el 
14 de febrero de 1936, 

Paster ioriiiente, el expropiante solicitó el desalojo peren- 
torio del inmueble ocupado por el actor y el juzgado a cargo 
del suscripto concedió el plnxo de quince días para que se 
hiciera efectivo, viéndose obligado el Club a suspender toda 
actividad, y a retirar loe muebles del local dentro del plazo 
acordado, K 

Xton posterioridad a los hechos expuestos, como consta a 
ts, ni» del referido juicio de expropiación, el Ministerio de 
Ouerra desistió dc la expropiación en cuanto a la fracción de 
terreno en la que estaba instalado el Club, oponiéndose su 
parte al desistimiento, por entender que la expropiación ba- 
hía quedado perfeccionada por la desposesión material y jurí- 
dica de que fué objeto el Club Diana. Por sentencias de pri- 
mera y segunda instancia, confirmadas a su vez por la Corte 

(hXtiüdento JUSHda dc la Naciún ' 86 ácdar& Procedente d 

A prega que el Ministerio de Guerra expropiante debe 
indemnizar a su mandante de los daños y perjuicios que se le 
ocasiona ron con motivo de aquel desistimiento, de conformi- 
dad con el art. 17 de la Constitución Nacional y \ti de la ley 
reglamentaria 18í>. * 

Expresa, además, que al ser obligado el Club Diana a 
desocupar el local, ko vió en la imperiosa necesidad dc susti- 
tuirlo por otro un iu,ebk> para colocar nuevamente sus insta- 
laciones, adquiriendo al efecto un pequeño campo sobre el 
eammo pavimentado a Córdoba, donde ha emplazado su 
"stand" do tiro y demás dependencias. 

Agrega que entre Jas mejoras o instalaciones existentes 
en el terreno expropiado y pertenecientes al Club Diana, cuyo 
usufructo perdió éste como consecuencia de la expropiación 
deben ser indemnizadas las siguientes: edificio social casa' 
para el cuidador, galpón palomar, alambrados y cercos re- 
Ilenamiento y nivelamiento del terreno con ticria traída de 
otros lugares. Para la estimación de los daños y perjuicios 
corresponde también tener en cuenta, como punto dc referen- 
cia; a) el costo del terreno adquirido por el Club Diana para 
su nuevo local; b) el valor de las nuevas instalaciones* c) las 
perdidas ocasionadas al Club por la inactividad a que se vió 
obligado desde la desocupación del antiguo local basta su 
ínstalacmn en el nuevo y la repercusión inevitable de tal in- 
actividad en el patrimonio del Club y d) los gastos que irrogó 
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a bu mam Imite rl juicio de expropiación, los que no han sido 
abonados por el Ministerio de Guerra. 

Estimar el actor, en conjunto, las dañas y perjuicios, en 
la suma de treinta mít peso» y pide que oportunamente se 
diete sentencia, condenando a la Nación a pagar la «unía re- 
clamada o la que en definitiva fije el Tribunal, con más mis 
intereses y las costas del juicio. 

2* Antes do correrse traslado de la demanda se plan- 
tearon algunas incidencias. Una vez resueltas éstas y prose- 
guido el juicio, et señor Procurador Fiscal, en representación 
del Gobierno de la Nación, contesta la demanda a fs. 109/111 
y dice: <pie pide el rechazo de la acción en todas sus partea, 
con imposición de cortas, fundado en que la indemnización 
que se reclama es improcedente. 

Sostiene el Si: Procurador Fiscal que el Gobierno de la 
Nación no es responsable por los pretendidas daños y perjui- 
cios sufridos por el Club Diana, por cuanto entre este último 
y la señora Vierei de Houillón, propietaria del inmueble, no 
había contrato escrito de locación, ocupando el actor en carác- 
ter precario el inmueble en que estaba instalado. Agrega que 
el locatario nn puede tener contra el expropiante mejor dere- 
cho que el que hubiera tenido contra el locador de mi haber me- 
diado la expropiación, y que el locador no hubiera sido res- 
ponsable por los conceptos que pretende el actor, ya (pie 
detentando éste el inmueble en virtud de un contrato verbal 
y sin estipulación de plazos, no obstante abonar, eonin se afir- 
ma, un precio superior a doscientos pesos, el locador tenía 
derecho a exigir la entrega de la cosa arrendada en cualquier 
tiempo, siendo sólo responsable per las mejoras que por ley 
debe indemnizar en caso de resolución del contrato sin culpa 
del í«v;id"r. Dado el carácter meramente verbal del contrato 
—dice — y su falta de inscripción en el registro público corres- 
pondiente, no pudo obligar a terceros, en este caso el Estado; 
y siendo las mejoras que el reclamante pretende se le indem- 
nicen, de simple utilidad para las actividades especiales a que 
se dedicaba i! 'oVu arrendado, no tiene el actor derecho algu- 
no al reclamo que formula. 

Y Considerando? 

Primero: al declarar este Tribunal procedente el desisti- 
miento o renuncia riel Gobierno Nacional a la expropiación 
de la parte del inmueble ocupado por las instalaciones del 
Clnl. Diana. m< dejó ;| salvo el deivclm de é-lr ,ui t a promover 
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la acción pertinente sobro resarcimiento de los perjuicios pro- 
ducidas con motivo de dicha renuncia. La Exema. Cámara de 
Apelación al confirmar la sentencia de primera instancia se 
pronunció en igual sentido. 

De manera pues, que respecto al perfecto derecho que 
tiene el actor para accionar contra el demandado, existe ya 
cosa juzgada ; de ahí que los argumentos explanados por el 
Sr. Procurador Fiscal, tendiente*? a reabrir la discusión acerca 
do si es o no responsable el Gobierno de líi Nación por los da- 
ñus y perjuicios producidos al Club Diana con motivo del re- 
ferido desistimiento, son extemporáneos, y por tanto, notoria- 
mente inoperantes. 

La falta de contrato escrito entre la ya nombrada insti- 
tución y la propietaria del inmueble, es la razón básica en 
que el señor Procurador Fiscal se apoya para llorar a la con- 
clusión de que la circunstancia apuntada torna improcedente 
el oponer derechos de locatario al Gobierno de la Nación, en 
su carácter de expropiante. 

Evidentemente es equivocada la tesis sostenida por el 
Sr. Procurador Fiscal, por cuanto el propio Gobierno de la 
Nación ha reconocido expresamente al Club Diana su carác- 
ter de locatario del inmueble ocupado con sus instalaciones, 
reconocimiento que surge de Jas actuaciones obrantes en los 
autos "Ministerio de Guerra contra Magdalena Vierci de 
Bouillún - Expropiación", en los que consta, además, la pre- 
sencia del apoderado del aludido Club en la audiencia desig- 
nada para sust iniciación del juicio sumario; en dicha audien- 
cia se le tuvo por parte, y en virtud de haber sido incluido 
en la demanda de expropiación, la contestó, allanándose en 
cuanto a la acción, pero manifestando disconformidad con 
respecto a la avaluación que de las mejoras hacía el Minis- 
terio de Guerra. 

Los mismos fundamentos dados por el Poder Ejecutivo 
de la Nación al desistir de la expropiación refirman esta 
conclusión; y no puede sostenerse por el Sr, Procurador Fiscal 
que el expropiante desconociera el hecho de que el Club Dia- 
na no era propietario del inmueble que ocupaba. 

Por otra parte, aun en el supuesto de que el Club actor 
hubiera sido un simple usufructuario u ocupante precario del 
inmueble en (pie tenía sus instalaciones, el expropiante esta- 
ba obligado a abonarle el valor de sus mejoras y a resarcirle 
de los perjuicios que le hubiera ocasionado con motivo de la 
expropiación. Esta obligación nace del carácter excepcional 
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que revisto el derecho de expropiación acordado al Estado, y 
ge funda eti el principio de la inviolabilidad de ta propiedad 
consagrado por el art. 17 de la Constitución Nacional. 

Ante este minino juzgado y en juicios de expropiación 
análogos al que lia motivado la presente litis, el Gobierno de 
la Nación b¡i reconocido el derecho de ocupantes precarios 
para cobrar el importe de las mejoras realizadas en tal ca- 
rácter y lia siiin eomti-undo ;i abonar el iinpurte de los perjui- 
cios irrogados a los mismos, cuando esos perjuicios eran una 
consecuencia directa de la expropiación. 

Segundo; Atento las conclusiones a que ha arribado el 
suscripto en el considerando precedente, sólo resta conside- 
rar si el Club Pinna lia aemlitado en autos haber sufrido 
perjuicios y, en caso afirmativo, cuál es el monto de loa 
mismos. 

Después de iniciada la presente demanda, algunos de 
loa hechos y fundamentos expuestos en ta misma han varia- 
do al quedar el juicio en estado de dictar sentencia. En 
efecto, el Club Diana sostenía, al promover esta acción, que 
después del desistimiento ya referido quedó en la imposibi- 
lidad de volver a ocupar el viejo local, por la* diversas razo- 
nes que enumera en el escrito de demanda. No obelante tan 
categórica afirmación, el Club ocupa actualmente su antiguo 
local y tal circunstancia hace variar el planteamiento de la 
litis y cambia también el valor de la argumentación en que se 
fundaba el actor para estimar el conjunto de los daños y 
perjuicios sufridos cu la abultada suma de treinta mil pesos 
nacionales. 

Antes de entrar a considerar concretamente la prueba 
rendida por el actor para acreditar la importancia y el mon- 
to de las ilaños y peí juicios que pretende le han sido irro- 
gados por el mencionado desistimiento, <* necesario tener en 
cuenta ciertos antecedentes que han de dar la pauta para jus- 
tipreciar equitativamente la indemnización reclamada. Ante 
todo conviene destacar que la renuncia a la expropiación 
por parte del Gobierno Nacional obedeció al propósito de 
éste de evitar "(pie se suspendieran las actividades del mismo 
en perjuicio de un deporte — dice el decreto— que fomenta 
y estimula con todo empeño el Gobierno Nacional por ser 
base primordial para la defensa del país''. 

Con fecha 29 de julio de 1936 se presentó el Director 
General de Ingenieros, en representación del Gobierno de la 
Ración y pide se tenga a su representado por desistido de la 



m JUSTICIA DE LA íí ACIÓN 101 

expropiación respecto de la parte de terreno ocupada por el 
Club pMinn (fs. 115 de los autos "Ministerio de Guerra 
v. Magdalena V. de Ron ilion — expropiación"). 

Con fot- tía 7 de aoristo del nii^nio año. el apoderado del 
Club Pinna «e opone a] desistimiento formulado pidiendo 
revocatoria del decreto de fs. 115 vía. del expediente referí- 
do, lo míe din lugar n una incidencia que fué resuelta defí- 
niti vainente por lu Corte ¿suprema haciendo lng¡tr al desis- 
t ¡miento. 

Consta en los citados antos de expropiación que el Club 
desocupó el local recién el 19 de mayo de U>3f>, permanecien- 
do en su poder las instalaciones hasta el mes de julio del 
mismo año, en cuya fecha mantenía en aquel local un cuida- 
dor costeado por él. Si. como sostiene el Club, después del 
desalojo ordenado por el juzgado a pedido del expropiante, 
le fué difícil encontrar un loeal adecuado para sus instala- 
ciones, no se ve por qué razón no acató el decreto que hacía 
lugar al desistimiento volviendo a ocupar sn antiguo local, 
en vez de promover una larga controversia que se tramitó 
durante casi tres años, agotándose todas las instancias. De 
haber aceptado aquel desistimiento, se habría ahorrado la 
Compra, primero, y la permuta, después, de un Jote de terreno, 
así como los trabajos y gastos «pie le ocasionó .su instalación 
en el nuevo local. Además, al no quedar abandonadas por 
mucho tiempo las instalaciones del antiguo local, tampoco ha- 
brían sufrido éstas los desperfectos que dieron lugar a los 
gastos de refección necesarias para habilitarlas nuevamente. 

También es conveniente hacer resaltar que el Club Diana 
adquirió el primer lote de terreno destinado a ta instalación 
do su nuevo local, en abril de ÍÍKÍT, es decir, casi un año des- 
pués de haber hecho abandono de su antiguo local y transcu- 
rrido ocho meses del desistimiento formulado por 'el Gobier- 
no de Ja Nación, 

3 V Resta ahora por examinar la prueba rendida por el 
actor para determinar el quantum de los daños y perjuicios. 
Ofreció a tal fin prueba testimonial, documental y pericial. 

La primera tiene para el proveyento un vfllor muy rela- 
tivo, no obstante el elevado concepto que le merecen la hones- 
tidad y honorabilidad reconocidas de la mayoría de las per- 
sonas que han declarado a propuesta del Club. Y no puede 
ser de otro modo, ya que en esta clase de juicios la que reviste 
particular importancia es la prueba documental, emanada de 
las constancias de libros, facturas o cualquier otro doeumen- 
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to fehaciente, cnvo valor no depende, romo mi la testimonial, 
de la apreciación más o menos interesada de las personas que 
en mi carácter de socios o ex-sneios del Club no pueden evitar 
que influya en m testimonio el afecto e interés que razona- 
blemente sienten por la institución. 

Por Hlo se coneretnrá el suscripto al análisis del informo 
pericia!, del cual surgirá sin duda alguna la indemnización 
que corresponda alionar en justicia al demandante. 

La pericia contable del señor Andrés Cachero (fa. 167/ 
184) versa sobre !os plintos propinólos por el actor y el de- 
mandado en los escritos de fe 11*2 y fe. 117, respectiva mente, 
todos los rilaba han sido malcriarle nn informe serio minu- 
cioso elevado por el nombrado perito. 

Los puntos propuesto* por el actor, que son los especi- 
ficadas con las letras a), b), c), d), e). f), p) y h) ^ ll,for * 
me pericial, indican cada uno di> ellos las rubros correspon- 
dentes a los daños v perjuicios que aqi 'I reclama en concepto 
de indemnización, involucrándose en ellos los pastos que ha 
debido realizar con motivo del desalojo forzoso de su local. 

El punto a> se refiere a tas sumas invertidas por el Club 
Diana para levantar v trasladar sus instalaciones, muebles y 
útilca, desde el local de la calle Ayacucho hasta el nuevo local; 
fipura una partida de $ 310 en el libro de actas N" 3. tolio 11.1. 
YA suscripto eul ¡ende que eMe pasto era imprescindible y 
aunque carece de otra referencia para deducir si la suma abo- 
nada era razonable, acepta, no obstante, su inclusión. 

Las partida- especificadas en el punto b), que se refieren 
a las sumas abonadas por el Club Diana por el terreno des- 
tinado a su nuevo local, no pueden ser computadas en la in- 
demnización reclamada por el actor. La compra del referido 
terreno, en efecto, aunque sea una consecuencia de la expro- 
Diiición del inmueble cu que anteriormente estaba instalado 
U Club, no comporta un perjuicio, por cnanto la cantidad 
desembolsada cu concepto de precio no es una cantidad que 
«talca del patrimonio del Club; antes bien, puede tornarse en 
una inversión ventajosa, si el inmueble se valoriza a poco que 
la situación económica y financiera del país se normalice. 

La forma de papo v los intereses convenidos al efectuarse 
la venta a plazos no puede tampoco catalogarse entre los da- 
ños y perjuicios em creen tes del desistimiento. El suscripto no 
cree razonable la inclusión de esa partida. 

Las mismas consideraciones formuladas para el punto 
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b) cube api ico rías a las sumas adeudadas por el Club Diana 
como wildo de precio, de las que se hace mérito en el punto c). 

Con respecto ul punto d), cpie informa sobre las sumas 
invertidas por el actor en la habilitación del nuevo local 
adquirido en Funes, corresponde discriminar entre las gastos 
que valorizan el terreno y aquéllos que no responden a ese 
carácter, sino que han deludo ser efectuados con el solo obje- 
to de colocar bis instalaciones del Club en condiciones ade- 
cuadas al carácter deportivo de la institución. 

En efecto, la partida de $ 859,20, abonada por eonstrue- 
cuiji íle alambrados, no debe ser incluida, porque es bien sabi- 
do que esa mejora valoriza el predio rural y no puede soste- 
nerse razonablemente que esos gastos signifiquen un perjuicio 
para el Club Diana. 

Lii partida de $ 1.122.15 por pago de jornales para exca- 
vación de hoyas, instalaciones de alambrados para círculo de 
tiro, también* es objetable, por el hecho de haberse englobado 
bajo un solo miro gastos distintos, yu que en dicha partida 
seguramente están involucrados los gastos por compra de 
al and) re y postes y los cor respondiente*) a pago de jornales, 
sin especificarse lo ahoiuido por cada uno de esos conceptos. 
Por ello estimo que esas dos partidas de gastos no están debi- 
damente justificadas con las meras constancias existentes en 
los libros de "Caja" y "Auxiliar de Caja", puesto que para 
acreditarlas fehacientemente hubiera sido necesario acompa- 
ñar los comprobantes respectivos, esto es: las facturas por 
compra de los materiales y los recibos de Jos jornales pagados 
a los obreros. 

Hay otras partidas todavía más objetables: son aq-iéllas 
que figuran como abonadas por el Dr. Infante, sin expresar 
en qué concepto se efectuaron los pagos. 

Los sueldos pagados al cuidador no tienen por qué ser 
comprendidos en la indemnización de daños y perjuicios, pues 
ese gasto no fué una consecuencia del traslado del Club, ya 
que en el viejo local también tenía éste un cuidador al que 
pagaba un sueldo mensual. 

Todas las partidas, hasta completar la suma de $ 7.603,40, 
que correspondí n al punto examinado, no van acompañadas de 
los comprobantes pertinentes, no obstante que al actor no pudo 
resultarle difícil su obtención. Esos comprobantes, como lo 
expresa el perito, son elementos necesarios para determinar 
exactamente el contenido de la pregunta planteada en el punto 
en cuestión y para el Club Diana era tanto más perentoria 
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la necesidad de proveerse do ellos rúa uto (pío, al haberse opues- 
to al desistimiento de la expropiación debió prever la inicia- 
ción del presente juicio y, en consecuencia, documentara?, 
convenientemente. 

En atención a estas consideraciones, el proveyente juzga 
equitativo reducir dicha partida a una cantidad aproximada 
al 50 %, fijándohi, en consecuencia en la taima de £¡ :!.8()0. 

Los perjuicios derivados de la cesación de las actividades 
del Club, que corresponden al punto e), no han sido sufi- 
cientemente acreditadas por la prueba rendida, y la pericia 
contable no aclara tampoco debidamente el punto cuestionado. 
Es razonable suponer, sm duda, (pie con motivo de la cesación 
de la.s actividades del Club se baya resentido la cobranza de 
las cuotas sociales y que huya disminuido el número de socios, 
pero de ello no puede inducirse cuál sea, con reta mente, el 
perjuicio experimentado por el Club. 

Los puntos f) y g) no aportan ningún antecedente ni 
prueba que tensa atinencia con los daños sufridos por el Club, 
porque ambos w refieren a la interrupción de sus actividades 
y la razón que la sustenta. 

El punto h), que es el último de los planteados por el 
actor, versa sobre la comprobación efectuada por el perito de 
las mimas invertidas por el Club para trasladar nuevamente 
sus i lalaciones al local de la calle Ayaeueho y para habilitar 
dicho local en el año 193Í1. 

I>e acuerdo con los informes del perito, obtenidos de las 
constancias de pagos insertas en las folias ]Q1 T 102, 104, y 106 
del libro Haber-Caja, la suma invertida por arreglo del local, 
insta I aciones, mejoras y refecciones, alcanza un total de pe- 
mb 2.!)02,*20 moneda nacionrC 

Por haber estado poco menos que abandonado el antiguo 
local durante el término de cuatro años, es admisible que las 
instalaciones y edificios del Club hayan debido necesariamen- 
te sufrir muchos desperfectos, por lo cual, para tomarlos 
habitables, debieron necesitar la realización de obras y refec- 
ciones por una suma más o menos aproximada a la que hace 
mérito el informe del perito, No está, sin embargo, esta par- 
tida exenta de los reparos y objeciones examinados, porque 
tampoco se han acompañado a su respecto los comprobantes y 
justificativos que son de práctica en esta clase de juicios. 

Resumiendo la cuestión, diremos: que el Club Diana ha 
acreditado en autos haber experimentado perjuicios a raíz 
del juicio de expropiación promovido por el Ministerio de 
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Guerra contra la señora de Kouillon, en razón de haber sido 
desalojado de su local y cesado durante un tiempo en bus 
actividades deportivas; y por haberse visto ademo* obligado 
a buscar un nuevo local c instalarse, aunque por poco tiem- 
po, en el mismo ; que sin embargo, la pretensión del Club es 
a todas luces exagerada «1 reclamar una indemnización de 
$ 30,000 moneda legal, puesto que de las probanzas de autos 
no surge que los perjuicios alcancen ni a la mitad de dicha 
suma. 

Que es necesario tener presente, al fijar la suma corres- 
pondiente al monto de osos daños, que el Gobierno de lu Nación 
ha sido condenado a pagar a la señora de Knn ilion e hijos, 
por la expropiación de una superficie de 2'i.flOO metros cua- 
drados, la suma de $ 13.803; no es concebible, pues, que el 
Club Diana, a quien, finalmente, no se ha desapropiado de 
sus instalaciones a las que pudo volver a mediados tlel año 1936, 
pretenda una mayor indemnización que la abonada a aquellos. 

Por las consideraciones expuestos y las probanzas de antas, 
resuelvo : 

Hacer lugar a la acción por daños y perjuicios promo- 
vida por el Club Diana contra el Gobierno de ta Nación y 
condenar o éste a abonar al actor, en el término de diez días, 
la suma de ocho mil pesos moneda nacional por toda indem- 
nización, con más sus intereses al seis por ciento desde la noti- 
ficación de la demanda, con costas. — Emilio R. Tasada. 



Sentencia de la Cámara Federal 

liosa rio, septiembre 7 de 1942. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Hub Diana c./ Gobierno 
Nocional s./ indemnización de daños y perjuicios", (exp, 
N» 8251 de entrada), 

Y considerando que: 

Primero: La demanda tiene por objeto el pago de los 
perjuicios sufridos por la actora, como locatario de un predio 
expropiado, primero, del cual tomó posesión la expropiante 
por desalojo judicial, y^ no indemnizados luego, por desisti- 
miento de dicha expropiación. 
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Segundo: Resistido, en otro juicio, el desistimiento, por 
considera rte la expropiación ya consumidu a raíz de la toma 
de posesión, y que el posterior desistimiento alteraba la ga- 
rantía ilel art. 17 de la Constitución Nacional, la Corte Supre- 
ma en fallo confirmatorio de las instancias inferiores, rechazó 
la pretensión, dejando a «alvo el derecho de la actora a la 
indemnización di* los perjuicios qué hubiera sufrido. Es acer- 
tado pues, el criterio del íi quo (considerando al estimar 
que hay casa juzgada en cuanto al derecho de accionar contra 
la Nación, por bu perjuicios que la renuncia a la expropiación 
hubiera cansado ul Gluo Diana. 

Así es justo, Es ilógico suponer, que una locación que 
venía desenvolviéndose a t ra vés de muchos lustros, hubiera de 
terminar intempestivamente sin motivos dados por ninguna 
de las partes. Ha sido, pues, precisa la acción de un elemento 
extraño a ellas para quebrar un estado de cosas sin que jue- 
gue la voluntad de ninguna de las contra tan tes. Ese elemento 
injertado eu un acuerdo de voluntades, con violencia legal, por 
tazones de orden público y ejercitado antes de que la propie- 
taria tuviera la legítima propiedad del inmueble para inter- 
poner las acciona del art. 1ÍÍ22 del C. C. citado por el señor 
Fiscal de Cámara, crea d<* por sí una obligación de indemnizar 
independiente de la¡ obligaciones emergentes de la locación, 
con su raíz directa en las garantías del art. 17 de la Consti- 
tución Nacional, y para cuya liquidación pueden ser útiles, 
sin limitar criterios, por analogía, las disposiciones del cap. 
VII, t. VI, see. VI, libro II, C. C. 

Tercero: Todo hc reduce así a una cuestión de prueba, 
sobre la extensión real di los perjuicios. En general, el crite- 
rio del juez ha sido acertado, para discriminarlos y estimarlos. 
Debo tenerse en cuenta, sin embargo, en relación a lo expre- 
sado en el considerando 2* de la sentencia, que los daños recla- 
madas consistían principalmente en el valor de las mejoras 
o instalaciones pertenecientes al Club Diana, que existían en 
el terreno expropiado, cuyo usufructo perdiera a consecuencia 
de la expropiación, según la enumeración contenida en el pá- 
rrafo 10 de la demanda; y para estimarlos, también debían 
considerarse, "como punto de referencia", los demás rubros 
aludidos en el parágrafo 11. Como el Club Diana ha vuelto 
a ocupar sus instalaciones anteriores, recibiendo todas las cons- 
trucciones de su pertenencia, la situación ha sufrido después 
da la demanda un cambio fundamental ¡ desapareciendo el ca- 
pítulo más importante de la indemnización pretendida. No 
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obstante esta circunstancia, se mantiene el monto de loa per- 
juicios pedidos, haciéndolo incidir o derivándolo hacia Jas 
otras partidas que tenían en la demanda nu carácter subsi- 
diario, como tic ha destacado. 

Cuarto: Desde luego, es inadmisible la inclusión de la 
partida por compra de un terreno, diferencias en ocasión de 
su permuta con otro, saldos de precio e intereses abonados. No 
era indispensable recurrir a ese arbitrio, ¿supuesto que el te- 
rreno antes ocupado no era de propiedad del Club; y en cual- 
quier caso, se trata de una adquisición que acrecentó su pa- 
trimonio, faltando prueba de que elhi haya irrogado un per- 
juicio real, por depreciación sobre viniente o por diferencias 
conjeturales sobre precios de locación. 

Quinto : Las perjuicios que pueden considerarse demostra- 
dos stm: frustos de traslado al nuevo local; pastos necesarios 
para instalarse en éste y ponerlo en condiciones de servir a su 
destino especial; gastas para reocupar el local antiguo, y re- 
paraciones del mismo, como consecuencia del abandono e in- 
utilización mientras estuvo en poder del expropiante, «ta 68* 
sin responsabilidad del Club Diana, pues había sido despo- 
seído judicialmente; declinación en la vida del club, que en 
alguna parte, cabe atribuir a la interrupción forzosa de acti- 
vidades y trastornos consiguientes. 

Ahora bien, salvo para los primeros, no hay prueba cierta 
de su extensión, por la deficiente contabilidad llevnda, que no 
permite una discriminación exacta. Así la partí*' eferente 
a trabajos en el terreno adquirido, sugiere varias .. ervaciones 
que ya adelantó el a quo y obligan a su reducción; y así la 
de reparaciones en el local* viejo, también suscitr reparos par- 
ciales, porque no consta el estado anterior de las instalaciones, 
ni ( por tanto, que el deterioro provenicra del tiempo que duró 
la desocupación j aparte de que alguno de los rubros compren- 
didos en esti partida (hojas 17D) importan propiamente obras 
de mejoramiento, más que de simple refección. 

Teniendo en cuenta Iíia razones expuestas, los elementos 
de juicio aportados, y las dificultades que se ofrecen a una 
determinación precisa, el Tribunal fija priideiieialmente el 
monto del resarcimiento debido, en la suma de seis mil pesos 
nacionales. 

Al reducir la cantidad concedida por el juez y desestimar 
la ampliación solicitada por la aetora, valora también mía cir- 
cunstancia que, entiende la Cámara, no debe perderse de vis- 
ta: el Club Diana, sin duda, sufrió perjuicios a causa de la 
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d ««posesión, pero supuesto que la compra del terreno e insta- 
lación de su nuevo local se realizó con posterioridad al desis- 
timiento de la expropiación por el Ministerio di 1 Guerra, es evi- 
dente que la situación se agravó, aumentándose los perjuicios 
y trastornos, como consc uenciii de la posición jurídica sos- 
tenida por el club — negativa a] desistimiento — que los tri- 
bunales declara "on infundada. La sinceridad con que haya 
defendido lo que juzgaba uu derecho, no excluye el error que 
implicaba su v( minuta ; y por ende, la responsabilidad que el 
mismo comporta en la .situación sobrevenida. 

Sexto: Si bien la demandada si* opuso ¡n totum a la acción 
promovida, no es menos cierto (pie la estimación de perjuicios 
dista imicho de la cualidad admitida. Y aunque, en general, 
en esta materia, tan propensa a apreciaciones dis parea, no 
cabe hablar de plus pt tifio, la Támara considera juslo impo- 
ner a la part*> vencida sólo un óO % de las costas producidas. 

Se resuelve: confirmar la sentencia apelada, obrante a 
hojas lfífí/^Üf!. que hace lugar a la acción entablada por el 
Club Diana contra L Nación, modificándola en la indemni- 
zación acordada, que se fija en la suma de seis mil pesos na- 
cionales, más los intereses el íi % desde la notificación de la 
demanda. Da Nación pairará el 50 % de las costas del actor, 
en ambas instancias. — Sanios ,/. Saccone. — Jorge Ferri. — 
Julio 31 a re. 



FALLO DE LA C01ÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de octubre de 1943. 

Y vistos; El juicio seguido por el Club Diana con- 
tra la Nación sobre indemnización do daños y perjui- 
cios, venido por apelación en tercera instancia ordi- 
naria de la Cámara Federal de Kosario. 

Considerando : 

Que la Nación inició demanda contra Magdalena 
Vierei de Ronillón por expropiación de un inmueble 
situado en la ciudad de Rosario, sobre el arroyo Sa- 
ladillo, el 27 de diciembre de 1935, parte del cual era 
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ocupado como inquilino por el actor que tenía instala- 
do su local social y el stand de tiro a la paloma; la 
Nación tomó posesión el 14 de febrero de 1936, inti- 
mándole desalojo al actor el 4 de marzo del mismo, 
año, quien pule se designo depositario de los bienes 
el 25 de junio; el 8 de julio la Nación avisa que se va 
a desistir de la expropiación de la parte ocupada por 
el club y así lo hace el 29 del mismo mes; propietario 
e inquilino se oponen al desistimiento, pero la oposi- 
ción es desestimada en ambas instancias, 9 de diciem- 
bre de VJ'Stí y lo" de jimio de 1937, confirmando esta 
Corte por vía de recurso extraordinario el 23 de fe- 
brero de 1938. 

(¿no en virtud de estos antecedentes el Club Diana 
inicia el presente juicio por indemnización de daños y 
perjuicios, reclamando las mejoras- e instalaciones que 
le pertenecen, el costo del nuevo terreno adquirido, el 
valor do las nuevas instalaciones, las pérdidas sufri- 
das por la inactividad a que se ha visto obligado por 
la desocupación del viejo local y los gastos que lia 
tenido que pagar con motivo de la expropiación. 

Que el derecho del actor al pago de los danos y 
perjuicios sufridos naco del art. l(í de la ley 189, pues 
el desalojo ha sido consecuencia forzosa de la expro- 
piación, lia dicho la Corte en este mismo juicio a fs, 
97: "Que así el actual juicio no es sino consecuencia 
del precedente mencionado, en el que el apelante era 
parte, y versa sobre una secuela de la expropiación 
iniciada y luego abandonada por el Gobierno Nacional 
— la indemnización de eiertos daños que se dicen ema- 
nados del ejercicio del dominio eminente — que debió 
ser objeto de consideración en el juicio do expropia- 
ción, de no haber mediado el ya recordado desisti- 
miento —art. 1G, ley 189; Fallos: 145, 89; consideran- 
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dos 2* y 5* del fallo de la Cámara Federal y sentencia 
de la Corto Suprema". La circunstancia de que el con- 
trato de locación estuviera extinguido en la fecha del 
desalojo carece de influencia por cuanto el t 'ho real 
es que éste se produjo como consecuencia de la expro- 
piación, por pedido del expropiante, y que nada indica 
que la propietaria hubiera exigido la entrega del pre- 
dio, por el contrario, firme el desistimiento el actor ha 
vuelto a ocupar su antiguo local en virtud de un nuevo 
contrato con la propietaria, ocupación que data de 
principios de lí»3i> — fs. 178, 180 y sigtes.— . El expro- 
piante pudo desistir como lo resolvió la Corte a fs. 221 
del expediente agregado —Fallos : 180, 48— pero tal 
desistimiento no puede eximirlo de pagar los perjui- 
cios cu usados por la expropiación iniciada. 

Que ocupadas nuevamente por el club las antiguas 
instalaciones el derecho a cobrar su valor' desaparece 
v así lo ha entendido el mismo actor que en el alegato 
de fs. 18!», nmn. 15 ta ■ elimina. Sólo queda por estu- 
diar, en consecuencia, las otras partidas. Estas lian sido 
estudiadas con justo c : terio en ambas instancias y la 
suma total de seis mil pesos fijada en la sentencia ape- 
lada es equitativa. Es de tenerse en cuenta que la ma- 
yor parte de los perjuicios reclamados no le son impu- 
tables al expropiante, pues el tiempo transcurrido sin 
utilizar las viejas instalaciones es debido a la actitud 
del actor que se opuso al desistimiento sin derecho, 
como resultó en definitiva al desecharse sus pretensio- 
nes en todas las infancias. La aceptación del desisti- 
miento, anunciado el 8 de julio de 1936 y hecho efectivo 
el 29 del mismo —fs. U8 y 115 del expediente agrega- 
do— basado éste en que la suspensión de las activida- 
des del club podría perjudicar un deporte que fomenta 
v estimula con todo empeño el Gobierno Nacional por 
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ser base primordial pura la defensa del país —véase 
decreto de fs. 113 del expediente citado — habría limita- 
do la privación del uso del local primitivo, en el peor de 
los casos, al tiempo transcurrido desde la intimación 
de desalojo, 4 de marzo de 1936, hasta el desistimiento, 
26 de julio, o sea cuatro meses y veinticinco días. 

Que la demanduda debe pagar los intereses desde 
la notificación de la demanda y las costas del juicio. 
Los primeros por cuanto la sentencia tiene electo re- 
troactivo a la iniciación del juicio y la suma que se 
manda pagar queda fijada con relación a esa fecha y 
así lo ha resuelto la Corte en otros casos — Fallos: 
1ÍÍ2, 152; l!lo, 6G — , Las segundas por cuanto el desco- 
nocimiento de todo derecho a indemnización por la de- 
mandada ha hecho necesario el juicio con todas sus 
consecuencias —Fallos; 184, 193, 221; 106, 457 y 
los allí citados, 

Por estos fundamentos y los concordantes de la 
sentencia apelada de fs. 240 se la confirma en cuanto 
hace lugar a la acción entablada por el Club Diana con- 
tra la Nación y fija la indemnización en la suma do 
seis mil pesos moneda nacional, más los intereses desde 
la notificación de la demanda y se la modifica en cuanto 
a la tasa del interés y las costas, la primera deberá ser 
la que cobra el Banco de la Nación Argentina y las se- 
gundas a cargo de la Nación. 

No ti fiques o y devuélvanse, debiendo ser repuesto 
el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Rbpetto — Antonio 
Saoabna — Luis Linares — 
F. Ramos Mejía. 
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COMPAÑIA COMERCIAL DE YERBAS Y MADHRAS 
v. NACION AI!U ENTINA 

ADUANA: Tramito y removido. 

La pérdida, en un naufragio» de «na partida de merca- 
dería ext i*iui jera destinada a la Capital Federal (pie, en 
virtud de tas facilidades especial mente acordadas por el 
P. E. al importador para evitar el doble mnnipuleo y loa 
pistos y demora* consiguientes, fué nacionalizada previo 
piij^n de lo rnr!-»*sjnui<li.*iiti-s dereelios y serviiticiB) dw- 

caiirarlíi cu i de hvs puerlus del país, nu autoriza a 

reclamar la devolución de lo pagado por tal concepto. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 do octubre tic 1943. 

Y vistos: El recurso ordinario de apelación dedu- 
cido en los nulos " Coi n punía Comercial de Yerbas y 
Maderas V. la Nación, sobre devolución de impuestos 
pagados indebidamente", contra la sentencia dictada 
por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

Que los antecedentes de autos informan que la fir- 
ma actora introduce al país yerba mate de procedencia 
brasileña con destino a sus molinos que se bailan ubi- 
cados en esta Capital Federal. 

Que a solicitud de la importadora y con el fin de 
evitar el encarecimiento del producto, eliminando los 
pastos del doble manipuleo que significaba la descarga 
en el puerto de Fosadas para cumplir con el acto de Ja 
nacionalización y luego el embarque para transportarlo 
a esta Capital, el P. E. acordó ciertas facilidades cuyo 
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alcance eaflejau los siguientes términos del decreto de 
fecha 20 de abril de WÓOi "a) La aduana de Posadas 
nacionalizará, a justando la percepción de derechos y 
servicios a la manifestación comprometida en los do- 
cumentos de importación, las partidas de yerba mate 
pertenecientes a la firma peticionante que se embar- 
quen en Puerto Segundo, procedentes del Brasil y que 
aquélla destine a sus molinos de la Capital Federal". . . 
*'e) Los vapores serán intervenidos en Posadas por el 
Resguardo» despachándose la mercadería una vez na- 
cionalizada, mediante la presentación de una guía de 
removido, en papel simple, en la que conste la proce- 
dencia, cantidad de bultos, su peso y el nombre del va- 
por conductor, debiendo coincidir sus especificaciones 
coi. las de los manifiestos de despacho por los que se 
ha realizado la nacionalización condicional de la mer- 
cadería ; deberá exigirse además un parcial para archi- 
varse en la carpeta de la importación, dejándose cons- 
tancia en todo juego de guías el número de manifiesto 
por el que so realizó la importación y de que la merca- 
dería sigue a su destino sin verificar y a las resultas 
del análisis químico"... *'d) La aduana do la Capital 
devolverá las tornaguías a la de procedencia dentro 
de los plazos reglamentarios haciendo constar en los 
cumplidos el resultado de la descarga; dicho documento 
será archivado en la carpeta de salida en Posadas, que- 
dando con ello cancelada la operación'*. 

Que la compañía actora cargó cu el vapor "Don 
Sam" en Puerto Segundo (Misiones) una partida de 
yerba mate canchada procedente del Brasil, partida 
que nacionalizó en la aduana do Posadas pagando pe- 
sos 8.404,03 m/n. t por concepto de derechos de impor- 
tación, etc. Después de ello la yerba continuó su viaje 
con destino a esta Capital, en cuya Aduana se haría 
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constar el resultado de la descarga devolviendo las tor- 
naguías a Posadas, todo de acuerdo con los términos 
del decreto do abril de 1935. 

Que en el trayecto entre Posadas y "Rueños Aires, 
naufragó el refe ritió vapor "Don Saín", perdiéndose 
totalmente la partida de yerba mate que transportaba 
y tai circunstancia ba inducido a la firma actora a re- 
clamar la devolución de los derechos de importación 
abonados en Posadas, sosteniendo que como la naciona- 
lización del producto iba a tener lugar recién a su sa- 
lida de la aduana de esta Capital, la repetición perse- 
guida es procedente. 

Pues bien; la simple lectura del decreto do 28 de 
abril de 1935, como la de los que so dictaron con pos- 
terioridad, lleva a la conclusión de que lo que se quiso 
evitar, accediendo a una gestión de la actora, fué el 
manipuleo proveniente de las operaciones de descarga 
y carga del produtio en el puerto de Posadas, con la 
pérdida de tiempo y encarecimiento consiguientes, pero 
en manera alguna puede de ello inferirse que la yerba 
no se nacionalizaba en la aduana de Posadas. El ine. a) 
d rt l primer decreto lo establece categóricamente y el 
pago de los derechos realizado en Posadas y según ma- 
nifestación comprometida, confirma tal conclusión. 

Que, en consecuencia, debe convenirse que de las 
facilidades acordadas a la actora sólo resulta una va- 
riante de la forma en que normalmente se cancelan los 
derechos aduaneros. Sostener lo contrario implicaría 
en el caso responsabilizar en parte a la Nación por 
los riesgos que ha corrido la yerba mate en territorio 
nacional y después de nacionalizada, lo que resulta 
inadmisible. 

Por ello se revoca la sentencia apelada de fs. 91 y, 
en consecuencia, se rechaza la demanda deducida con- 
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tra la Nación por la Compañía Comercial ele Yerbas y 
Maderas sobre dev a lnción de derechos. Pagúense por 
su orden las costas de todo el juicio en atención a la 
naturaleza de las cuestiones planteadas. Hágase saber 
y devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se re- 
pondrá el papel. 

JÍOBF.RTO EepETTO ANTONIO 

■ 

Sagarna — Luis Linares. 



ALBERTO J. GERMATN v, GALLUN Y Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión {«- 
deral. Cuestiones federales complejas. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia fa- 
vorable a la validez de una ley provincial impugnada 
como violatoria del Código Civil y de la Constitución 
Nacional. 

CESION DE DERECHOS. 

La cesión de dercebus es una institución del derecho subs- 
tantivo y, como tal, no se halla sujeta a limitaciones ni 
modificaciones provenientes de leyes procesales. 

CONSTITUCION NACIONAL; Co,istilucwnalid«d e iñconstitticio- 
nalhlad. Leyes provinciales. Santa Fe. 

El nrt. 133 de la ley 2581, orgánica de los tribunales de 
Santa Pe, según el cual los cesionarios a quienes el ce- 
dente haya transmitido su derecho por acta judicial de- 
berán actuar representados por procurador inscripto en 
la matrícula, es violatorio de Jos arts, 1458 del Código 
Civil y 16, 31 y G7, toe. 11, de la Constitución Nacional. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El art. 133 de la ley 2581, orgánica de los tribu- 
nales de Santa Fe, previene que cuando se ejerciten en 
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juicio derechos cedidos por acta judicial, los cesiona- 
rios deberán actuar representados por procurador ins- 
cripto en la matrícula. La parte recurrente, impugna 
la validez: de esa disposición so color de ser ella viola- 
loria de derechos reconocidos por el C. Civil, c incons- 
titucional en eousecueñefcj y como el fallo definitivo 
de la Cámara de Apelaciones de liosa rio obrante a fs. 
GS no hizo lugar a la taclia, procede el recurso extraor- 
dinario. Xo median aquí las razones que motivaron el 
fallo 187: 573 de V. E. 

En cnanto a la cuestión jurídica planteada, consi- 
dero que la Provincia de Santa Fe excedió su potes- 
tad legislativa al dictar el artículo en cuestión, y ade- 
más, ha roto normas de igualdad. Si admite que el ce- 
dente actúe a nombre propio, leu virtud do qué prin- 
cipio obliga al cesionario a que se valga uceesariainenle 
de procurador? ha validez de cesiones hechas por acta 
judicial, no emana de algo que la provincia haya otor- 
gado y pueda, en consecuencia, sujetar a condiciones; 
surjo dé inconfundible texto del art. 1453 del C. Civil. 
Tampoco aparece claro que esa representación obliga- 
toria tenga su origen en entorpecimientos de carácter 
procesal imputables exclusivamente a los cesionarios 
por acta judicial ya que si la cesión se hace por escri- 
tura pública desaparece el presunto obstáculo. La Pro- 
vincia de Santa Fe puede, sin duda, reglamentar el 
ejercicio del mandato ante sus tribunales; pero no 
puede imponer mandatos obligatorios, para entorpecer 
o restar efecto jurídico al uso de una forma contractual 
autorizada por las leyes de fondo. 

Pienso, pues, que el recurrente está en lo cierto, y 
que wan cuales fueren los propósitos de mejora del 
ambiente forense perseguidos por la legislatura pro- 
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vineíal, el medio de que se ha valido para ello en este 
caso ultrapasa sus facultades constitucionales. — P ie- 
uoií Aires, septiembre 2G tle 1042. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de octulire de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario conce- 
dido a la parte actora en los autos Germain Alberto J. 
contra Gallen y Cía., por cobro de pesos, venidos de 
la Cámara de Apelaciones — Sala 2* — de Rosario do 
Manta Fe. 

Considerando en cuanto al recurso: 

Que él es procedente por haberse impugnado la va- 
lidez del art. 133 de la ley orgánica de los tribunales 
de Santa Fe ni'mi. 2;>81 por ser contrario al Código Ci- 
v'ü y a la Constitución Nacional y haber resultado la 
sentencia definitiva favorable a la validez de la ley 
provincial (art. 14, inc. 2, ley 48). 

Y en cuanto al fondo del asunto: 

1. Que la cesión de créditos es materia regida 
por el Código Civil en su libro 2*, sección 3 f , título IV, 
que establece lo que puede cederse, la forma de la ce- 
sión y sus efectos. El art. 1454 exige Ta forma escrita, 
bajo pena de nulidad, cualquiera sea el valor del de- 
recho cedido y aunque él no conste de instrumento pú- 
blico o privado. El art. 1455 dispone que las cesiones 
de las acciones litigiosas, no pueden hacerse sino por 
escritura pública o por acta judicial en el respectivo 
expediente. Y el art. 1458 señala el efecto de la cesión 
acordándole al cesionario, "la facultad de ejercer que 
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nace del crédito que existía M y los mismos derechos 
que tenía el cedente, que nu fuesen inherentes a su per- 
sona. 

2. Que el art. 133 de la ley 2581 de la Provincia de 
Santa Ke impugnado, previene que cuando se ejerciten 
en juicio derechos cedidos por uctu judicial, los cesio- 
narios deberán actuar representados por procurador 
inscripto en la matrícula; pero no, si la cesión se lia 
hecho en escritura pública. Si el cedente actúa en su 
uorabyt» tampoco n ■cesita valerse de procurador. En 
cambio si es el cesionario por acta judicial quien lo 
hace, no obstante que el Código Civil ha colocado a 
éste en la misma posición jurídiea que al cedente en 
cuanto a los efectos de la cesión, en el hecho, por inter- 
ferencia del art- 133 de la ley provincial no resulta 
así en uno y otro caso, con mengua de la ley nacional. 

3. Que" el art. 1870 del Código Civil acerca del 
mandato, al disponer que son aplicables : "a las procu- 
raciones judiciales en tudo lo que no se opongan a las 
disposiciones del Código de Procedimientos" (inc. 6*) 
no se opone a la solución que se da a esta cuestión, pues 
nuda tiene que hacer con el caso en examen. El defecto 
constitucional del art. 133 impugnado consiste, preci- 
samente, en confundir con un mandato lo que en la reali- 
dad jurídico es una cesión de crédito. Y como tal ce- 
sión no puede estar sujeta a limitaciones ni modifica- 
ciones en la ley procesal, por tratarse de una institu- 
ción del derecho sustantivo prevista en el art. 67, inc. 
11, de la Constitución Nacional. 

4. La validez de la cesión hecha en acta judicial, 
como lo sostiene el señor Procurador General, no ema- 
na de algo que la provincia baya otorgado y pueda, 
en consecuencia, sujetar a condiciones ; surge del incon- 
fundible texto del art. 1455 del Código Civil. Tampoco 
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aparece claro que esa representación obligatoria tenga 
su origen en entorpecimientos de carácter procesal 
imputables exclusivamente a los cesionarios por acta 
judicial, puesto que si la cesión se hace por escritura 
pública ti esa parece el presunto obstáculo. La provin- 
cia puede reglamentar el ejercicio de] mandato ante sus 
tribunales, pero no imponer mandatos obligatorios para 
entorpecer o restar efecto jurídico al uso de una forma 
contractual autorizada por la ley de fondo. 

Como lo dice el voto en disidencia de la sentencia 
apelada, el art. impone una restricción en el ejer- 
cicio de la libre defensa, al negar al cesionario lo qne 
el art. 18 del código procesal de la misma provincia 
acuerda al cedente. Y si bien esa circunstancia no es 
materia del recurso extraordinario, es patente la des- 
igualdad en que el art. 133 coloca al cesionario "apud 
acta" con el cesionario por escritura pública ante el 
Código Civil, como antes so expresa. Es, pues, de apli- 
cación el art. 31 de Ja Constitución Nacional que esta- 
blece la supremacía de las leyes del Congreso sobre 
cualquiera disposición en contrario que contengan las 
leyes provinciales. En el caso habría sido desconocida. 

Por estos fundamentos y de acuerdo al dictamen 
del señor Procurador General, se revoca la sentencia de 
fs. 68. En consecuencia se declara que el art. 133 de 
la ley 2581 de Santa Fe es repugnante a lo dispuesto 
en el art. 31 de la Constitución Nacional. Hágase saber 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 
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.GABRIEL CHIOSSONE Y Cía. v. IMITESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Impuesto a lo» alcoholes. 

El art. 26, ¡no. a) del tít. I, de la líoglamentación General 
do Impuestos Internos según el cual procederá la acre- 
ditación o devolución del impuesto siempre que un pro- 
ducto entre nuevamente a la fábrica por encontrarse in- 
apto para el comercio y se cumplan los requisitos que esta- 
blece, Comprenda el caso de ineptitud para el comercio 
corriente del género, en el que se encuentra el alcohol 
reingresado a destilería por causa de la proporción de 
metílico que lo hacía ¡impropiado para el comercio eu 
la forma corriente de licorería, a que estaba destinado. 

RENUNCIA. 

La circunstancia de que el fabricante que solicitó el re- 
ingreso a destilería con acreditación del impuesto de una 
partida de alcohol vendida a una licorería e i na propia da 
pare ese peñero de comercio, haya aceptado el reingreso 
sin acreditación autorizado por la Administración de Im- 
puestos Internos sin dejarle otra alterna! iva que la de 
inpresar el alcohol a licorería en el más breve plazo, no 
importa renuncia al derecho de reclamar por la vía judi- 
cial la acreditación o devolución del gravamen. 



Sentencia de la C í mará Federal 

Mendoza, setiembre 5 de 1942. 

Vistos: los autos mím. 4547-0-193 ''Gabriel CbJossone y 
Cía. v. Impuestos Internas, por repetición de pago venidos 
del juzgado federal de Mendoza. <*xp. núm. 80.641, a virtud 
de los recursos de apelación y nulidad interpuestos a fs. 45, 
respecto de la sentencia de fecha 31 de diciembre del año 1941, 
corriente a fs. 41/42 por la que se resuelve: "Xo hacer lugar 
a la demanda interpuesta por la sociedad Gabriel Chiassone 
y Cía, contra Impuestos Tntemos, dejando a salvo su dere- 
cho de plantear el caso federal. Con costas'' y 
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Considerando : 

Respecto del recurso de nulidad : Que este recurso no ha 
sido fundado ni mantenido en esta instancia, limitándose la 
recurrente a solicitar la revocación del fallo, en cuya virtud 
debo tenérsele por desistido a su respecto, conforme a lo re- 
suelto reiteradamente por el tribunal en casos análogos. 

En cuanto al de apelación : Que el presente litigio versa 
sobre la devolución o acreditación de la suma de $ 8.402,50, 
abonada por la sociedad aetora por concepto de impuesto crea- 
do por la ley 12.148, correspondiente a una partida de 4.4S1 
litros de alcohol vínico do 75* G. L. con 3.361 litros de abso- 
luto, despachada a Córdoba consignada a la firma Porta Hnoe. 
y reexpedida desde dicha estación por negarse a recibirla la 
dest instaría, teniendo luego entrada en la destilería expedi- 
dora con intervención de Impuestos Internas, previa compro- 
bación de la identidad del producto. 

Que la Administración se niega a la devolución o acredi- 
tación demandada aduciendo que el pago del impuesto efec- 
tuado a la salida del producto de fábrica es irrevocable, salvo 
las excepciones expresamente establecidas por la Regí. GraJ, 
de las leyes de la materia; que el caso de autos no encuadra 
en las disposiciones de ninguno de los incisos del art. 62, tít. I, 
que prevé taxativamente los casos en que procede la devolu- 
ción, siendo inadmisible la pretensión de la actora de encon- 
trarse comprendida en el inc. a), porque éste sólo se refiere 
a productos inaptos para el comercio, que no es su caso; y 
finalmente, que el reingreso a fábrica fué aceptado por la 
actora "sin acreditación", no habiendo hecho reserva ni pro- 
testa alguna. 

Que reconocido por la Administración que el producto 
sobre el cual se tributó el impuesto, reingresó a destijería en 
las miomas condiciones en que salió, por no haber sido reci- 
bido por el destinatario, debe considerarse que no se consumó 
el expendio, ya que la salida de fábrica quedó sin efecto, vale 
decir, como si el hecho no se hubiera producido. 

Que debiendo hacerse la recaudación por el expendio, en- 
tendiéndose por tal toda salida de las especies de fábrica o de 
los depósitos fiscales, conforme lo establece el art. 17 de la ley 
3764, y establecido como queda que no ha habido expendio 
consumado, no puede desconocerse el derecho ejercitado para 
obtener la devolución o acreditación de la suma pagada por 
impuesto, ya que ha desaparecido la cansa del pago, conforme 
a lo preceptuado por el art. 7!)2, del C. Civil. 
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Que así lo tiene resuelto la Corte Suprema de U Nación 
en casos semejantes, "por considerar que con arreglo a la ley 
y a la dnetrina, es al expendio al que grava el impuesto, que 
éste recae en definitiva aoHre el consumidor, y que no sería 
justo ni equitativo one el Estado pudiera exigir su pago cuan- 
do el neto que lo motiva no se ha consumado" ("Fallos", 
t. ]17, p, 409, y los demás en él citados). 

Que la circunstancia de que el suh lite no encuadre pre- 
cisamente en el art. 26, inc. a), tít. I de la Reg. Oral, de Im- 
puestos Internos, como pretende la aetora, no obsta al ejer- 
cicio de la acción de repetición conferida por el citado art. 792, 
del C. Civil, por cuanto el derecha del contribuyente n deman- 
dar la devolución de sumas de dinero pagadas por impuestos 
no es materia de reglamentación por la autoridad administra- 
tiva» sino de la legislación de fondo o de la especial, ningurra 
du las cuales contiene disposición alguna que establezca la 
limitación señalada en la mencionada Reglamentación. 

Que en el caso di* autos no es exigíble la protesta previa 
para la viabilidad de la acción de repetición, requerida por 
la jurisprudencia de la Corte Suprema en materia de impues- 
tos, por cuanto al efectuarse el pago, éste era procedente y la 
aetora no tenía motivo para formular protesta o reserva algu- 
na, ya que no podía prever que la firma destinataria del pro- 
ducto remitido se negara a recibirlo. La protesta es para el 
caso en que el contribuyente se vea forzado a abonar el im- 
puesto, que él considera ilegal o excesivo en el momento de 
efectuar el pago, pero no para el caso en que la improceden- 
cia aparezca a causa de hechos producidos con posterioridad 
y que no se han podido prever. 

Que tampoco debe considerarse que la recurrente haya 
renunciado al derecho de demandar la devolución o acredita- 
ción de la suma abonada, al optar en su escrito de f, 27 del 
expediente administrativo m'tm. 3625-F-año 1938, agregado 
por cuerda floja, por el punto l 9 del informe de fs. 2 (hoy 4) 
del mismo expediente, o sea, "autorizar el reingreso a desti- 
lería de la partida de alcohol vínico "sin acreditación", por 
no estar comprendido en el art. 26, tít. I, de la Regí. Gral/', 
por cuanto esa opción no fué espontánea, sino forzada por 
la exigencia del Sr. Administrador General de Impuestos In- 
ternos, para que optara entre esa solución o lu de ingresar 
el alcohol a lienrería en el plazo de 48 horas, y no obstante 
que la actora manifestó expresamente que a su criterio "co- 
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rresponde la acreditación del impuesto una vez aprobado el 
reingreso de dicho alcohol". 

Que en tales condiciones, no pu^de considerarse que tal 
opción haya sido voluntaria, yo que de no aceptar la imposi- 
ción hecha pnr el íj>r. Administrador General de Impuestos 
Internos se exponía a perder el producto si no conseguía su 
adquisición por una lieorería en tan breve tiempo. Por lo 
demás, no habiendo disposición legal alguna que Faculte a la 
Administración para imponer a los contribuyentes la renun- 
cia de su derecho a demandar la devolución o acreditación 
do sumas de dinero pagadas por impuestos para poder soli- 
citar y obtener el reingreso a fábrica de los productos que lo 
han tributado, tal acto es írrito por contrariar el art. 19 de 
la Constitución Nacional, según el cual ningún habitante de 
la Nación está obligado a hacer lo que no manda la ley ni 
privado de lo que ella no prohibe. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada; 
en su virtud» se declara que la Administración de Impuestos 
Internos está obligada n devolver a la Sociedad Gabriel 
Chiossone y Cía. la cantidad de $ 8.402,50 vafe* sin eostas. — 
Jorge Vera Valle jo. — José E. Rodríguez Saá. — Heriberto 
Bocea González, 

PALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 do octubre de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulada " Gabriel 
Chiossone y Cía. contra Impuestos Internos por repe- 
tición de pago" para conocer en la misma, por vía del 
recurso ordinario de apelación conctJido a fs. 70 vta. 

Y considerando: 

Que los términos del art. 26, inc. a) de la Regla- 
mentación General de Impuestos Internos, a tenor del 
cual se autorizará la devolución o acreditación del gra- 
vamen cuando los productos entren nuevamente a fá- 
brica "por encontrarse inaptos para el comercio", 
siempre que vuelvan a salir con nuevo impuesto; que 
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sea posible la identificación de los mismos; y la com- 
probación del pago del tributo; deben entenderse, en lo 
referente ni primer requisito, con cierta amplitud, com- 
prendiéndose en la hipótesis reglamentaría los casos 
do ineptitud para el comercio corriente del género. 

Qtte de no ser así, en efecto, la disposición citada 
carecería de aplicación útil, porque, por deficiente que 
BCa un artículo difícilmente será en absoluto incomer- 
ciable, iususceptible de utilización, ni de transforma- 
ción industrial. 

Que el alcoboi a que se refiere el juicio reingresó 
a destilería, por causa de la proporción de metílico que 
contenía, por Jo que resultaba i impropiado para la fá- 
brica de licores por que fué adquirido, siendo solamente 
"apto para manipular" — art, 58, tít. 3*, de la Regla- 
mentación General de Impuestos Internos; exp. adm. 
agregado núm. 4U12, Ch., 1ÍI3S, págs. 3, 4, 5, 11, 13, 14, 
15, 17 y sigtes. — y por consiguiente, inútil para el co- 
mercio en la forma corriente en Ücorería, a que estaba 
destinado. 

Que el Tribunal comparte las conclusiones do la 
Cámara a-quo en lo que ésta resuelvo respecto de la 
protesta y la renuncia de] actor a reclamar la devolu- 
ción o acreditación de la suma que repite. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fe. 66. Las costas de esta instancia se pagarán también 
por su orden. Hágase saber; devuélvanse al tribunal 
de su procedencia; repóngase el papel en el juzgado de 
origen. 

Roberto Repetto — Luis Lina- 
res — B. A, Nazar Ancho- 
n ex a — F. Ramos Mejía. 
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J. RAMIRO PODETTI w RE: "ARTURO R. VILLASCLA- 
RAS v. FRANCISCO BAKONE" 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio,. Relación 
«cía. Sentencias con fundamento» no federales o federales consentidos. 
Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que. resolviendo una cuestión de naturaleza pro- 
cesal y ajena al Código Civil, declara que el art. 28 de 
la ley 1042 t e la Provim-ia de Mendoza, en cuanto auto- 
riza ni letrado del vencedor en costas a ejecutar directa- 
mente al vencido por el importe de sus honorarios recu- 
lados n« es violatorio del Código Civil ni del art 67 
T°1943) Ja Constituci,Sn ^«ioual (22 de octubre 



JULIETA GIMENEZ BE ARGASARAZ 
v. WOLF SRUBEBIK 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial 

El juez de la Capital Federal, donde se efectuó la com- 
pra de tos muebles, «e pugó parte del precio v debía pairar- 
se el resto en cuotas, y en la cual se constituyó domicilio a 
lo* rectos de todo procedimiento relativo a dicha ope- 
ración, es el competente para conocer en el juieio sobre 
consignación y rescisión de contrato promovido por la 



IRENE B. SZELES v. BARTOLO BUOATTI 

JURISDICCION Y C MPETENClA: Cuestiones de competencia. 
Planteada una cuestión de competencia por inhibitoria 
nu procede renovarla por vía de declinatoria. 
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JUBISDICCIOX Y COMPETENCIA: Competencia territorial. 
Es juez competente para conocer en el juicio sobre indem- 
nización de los daños y perjuicios provenientes de actos 
ilícitos, el del lugar en que fetos se cometieron y no el 
del domicilio del demandado (25 de octubre de 1943). 



EMILIO J. DUKAND 

SENTENCIA: Principio» generales. 

Para que una sentencia sea válida es necesario, ante todo, 
que haya sido dictada por juez competente. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: C»e9tione$ de competencia. 
La declaración de incompetencia de la justicia federal 
pronunciada por la respectiva cámara de apelación inva- 
lida automáticamente la sentencia de primera instancia 
que, absolviendo al procesado en cuanto al delito contra 
la seguridad del tráfico ferroviario, lo condenaba por hur- 
to, y obliga al juez ordinario a quien se remitió la causa, 
a pronunciarse sin más trámite sobre su propia compe- 
tencia. 



DlCTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

La empresa del Ferrocarril Oeste denunció ante 
autoridades policiales de la Provincia de Buenos Aires 
haber sido sustraída cierta cantidad do alambre de los 
cercos ime lnina-an sus vías: y con tal motivo, el ¡Sr. 
Procurador Fiscal del Juzgado Federal de Mercedes, 
enea rumio al caso como atentado a la seguridad del 
tráfico ferroviario, dedujo acusación contra Emilio 
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José Durand, persona en cuyo poder se bailó el alam- 
bre robado (fs. 64 y vta.). 

El Sr. Juez, al fallar, absolvía a Durand de tal 
imputación, por admitir que el procesado no cortó los 
alambres, ni, en consecuencia, atontó contra el tráfico, 
habiéndose limitado a apoderarse de ellos al encon- 
trarlos ya cortados. Por este último concepto —hurto 
— le impuso seis meses de prisión, en suspenso. Lle- 
vado el proceso en apelación a la Cámara Federal de 
La Plata, ésta, teniendo en cuenta lo pedido por el Sr. 
Fiscal de Cámara a fs. 82, declaró incompetente a la 
justicia de sección para conocer en el delito de hurto, 
con lo cual quedaba implícitamente absuclto Durand 
en el proceso por atentado a la seguridad de los me- 
dios de transporte. 

No lo ha entendido así el Sr. Juez do 1* Instancia 
en lo Criminal y Correccional en turno de Mercedes, a 
quien se remitió la causa. Dicho magistrado (fs. 86 vta. 
-87) sostiene: que mientras la Cámara Federal no con- 
firme, revoque o anule la sentencia de fs. 75 ella que- 
dará subsistente, y no podría dejársela sin efecto me- 
diante el pronunciamiento de un juez provincial. So 
conceptúa, pues, incompetente mientras tal situación 
subsista; y con tal motivo, lia elevado los autos a V. 
E. para que dirima esa presunta contienda de juris- 
dicción. 

A mi juicio, no existe hasta ahora contienda algu- 
na. Durand ha sido absuclto por lo que al delito fede- 
ral respecta ; el pedido del Fiscal a fs. 82 importa un 
desistimiento de la apelación; y la Cámara, al declarar 
incompetente a la justicia federal para conocer del 
delito común, dejó sin efecto, en osa parte, el fallo 
apelado. Consecuencia; el Sr. Juez de 1» Instancia de 
Mercedes debe pronunciarse sobre su propia eompe- 



FALLOS DE LA CORTE SUPBEMA 



tencia sin esperar otro trámite. Así eor res pondo ha- 
cérselo saber. — Buenos Aires, setiembre 24 de 1043. 
— Juan Alvares. 

Y Al AJO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de octubre de 1043- 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la Cámara Federal de La Plata, de acuerdo 
con el pedido de su fiscal, declaró la incompetencia de 
la jurisdicción federal para entender en la presente 
causa seguida por el Ministerio Fiscal contra Emilio 
José Durand por atentado a la seguridad de los me- 
dios de transporte, remitiendo las actuaciones por in- 
termedio del Sr. Juez Federal de Mercedes al Sr. Juez 
Provincial correspondiente. 

Que éste, recibida la causa, fundado en que la Cá- 
mara Federal ha omitido, en su sentencia de fs. 84, 
declarar la nulidad del pronunciamiento dictado por el 
Juez de 1* Instancia, estima que no mediando tal decla- 
ración es incompetente para el conocimiento de la causa. 

Qnc, entretanto, la declaración de incompetencia 
formulada por la Cámara Federal de La Plata produ- 
ce automáticamente la consecuencia de la invalidez y 
nulidad de la sentencia dictada por el señor Juez Fe- 
deral de Mercedes, consecuencia que fluye de la sen- 
cilla consideración de que, las sentencias para ser vá- 
lidas como primera condición, requieren ser dictadas 
por juez con jurisdicción, cosa que no ocurriría en el 
caso, a juicio de la Cámara Federal de La Plata. El 
art, 7 de la Constitución Nacional obliga a dar cré- 
dito a esta afirmación mientras no quedo planteada la 
cuestión de competencia. 
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Por ello y do acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara que el Sr. Juez 
de 1* Instancia en lo Criminal y Correccional de Mer- 
cedes en turno, Provincia de Buenos Aires, debe pro- 
nunciarse sobre su propia competencia sin esperar 
otro trámite, avisándose al Sr. Juez Federal de Mer- 
cedes en la forma de estilo, 

Roberto Eepetto — Antonio 
Sao auna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anciiorena 
— F. Ramos Mejía, 



BANCO EL HOGAR ARGENTINO HIPOTECARIO 
v. 0EIÍZ M. ALMEIDA DE GRADIER 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal. Causas 
penales. 

No correspondo a la .justicia federal sino a la ordinaria 
de k Capital Federal, conocer en el sumario a instruirse 
cnii motivo de haberse libado pn un expediente en trámite 
ante la justicia de paz letrada de dicha ciudad, una estam- 
pilla <pie parece haber sido anteriormente utilizada en 
otro expediente. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Afs. 19 de un expediente seguido ant @ el Juzgado 
de Paz de la Sección 37 de esta ciudad, aparece una 
estampilla de veinte centavos que, al parecer, fué uti- 
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Hzada ya en otro expediente; y con tal motivo el Sr. 
Juez de Paz ha ordenado pasar loa antecedentes al 
Sr. Juez de Instrucción en turno. Empero, dicho juez 
conceptuó que correspondía entender en el cuso al Sr. 
Juez Federal; éste, sostiene carecer de jurisdicción; 
y por olio viene ahora a V r . E. esa contienda de com- 
petencia negativa, para ser dirimida. 

Considero que el Sr. Juez Federal está en lo cierto. 
No se trata prima facie de una falsificación de estam- 
pillas fiscales de la Nación, sino de una infracción a 
la ley de sellos cometida en expediente que tramita ante 
la justicia local. 

En tal sentido corresponde, entonces, dicidtr la con- 
tienda. Así io solicito. — Buenos Aires, setiembre 23 
do 1943. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 do octuhre de 1943, 
Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General y lo resuelto en el fallo de esta 
Corte Suprema registrado en el t. 137, pág. 417, por el 
cual 66 ha decidido "que la ley de papel sellado nura. 
11.00G (ahora la núm. 11.290) reviste el carácter de ley 
federal y también de ley local y corresponde a la justi- 
cia de este último orden el conocimiento de las acciones 
por incumplimiento de ella" (tesis aplicable al caso de 
violación o incumplimiento por delito), ye declara que 
es competente para conocer en la causa el Sr. Juez 
de Instrucción en lo Criminal n 7 G de la Capital, a 
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quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma clq estilo al Sr. Juez Federal en lo Criminal de la 
Capital. 

Roberto Rlpetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares — 
B. A. Mazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 



JUAN \TGLF Y Cía. Lída. v. RODRIGUEZ Y ROCHA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. 

Prorroga la jurisdicción territorial el demandado que omi- 
te plantear en término la cuestión de competencia fun- 
"tlada en que el juicio debe tramitar ante el juez del lugar 
donde tiene su domicilio (25 de octubre de 1943). 



ALEJANDRO H. ULLOA v. RAMON V. LOPEZ 

su sucesión 

REMISION DE AUTOS. 

Los jueces federales no están obligados a remitir a los 
jueces ordinarios de otra provincia los expedientes que 
éstos les soliciten ud cffectum vktcntli. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

A fs. 41, 41 vta. y 42 de estos autos, tramitados 
ante la justicia provincial do Tucumán, consta que la 
parle acto ra ofreció como prueba unos expedientes se- 
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guidos ante la justicia federal de Salta, y que el Sr. 
Juez se limitó a solicitar copia de los mismos, Librado 
exhorto al efecto, el encargado de diligenciarlo expresó 
a qué constancias debían limitarse dichas copias, y a 
ellas so las redujo, en consecuencia (fs. 46 a 08). El 
demandado también solicitó copias, y las obtuvo (fs. 82 
a 8(3). Mus tarde, hallándose ya la causa en estado de 
fallo, el Sr. Juez de Tucumán ordenó para mejor pro- 
veer se trajese a la vista los expedientes originales ; y 
ante la negativa del Sr. Juez Federal de Salta a remi- 
tirlos (quien se manifiesta, no obstante, dispuesto a 
enviar copias), se ha producido un conflicto de juris- 
dicción entre ambos funcionarios que viene ahora a co- 
nocimiento y resolución de V. E, 

A mí juicio, y puesto que el propio juez de Tucu- 
mán admitió proceder el envío de copias y no de los 
expedientes originales, es así como debe prorederse. 
Atribuyo a error, la afirmación contenida en el auto 
de fs. U"), de que en el exhorto do fs. 42 se pedían dichos 
autos, pues inequívocamente se trata allí do copias; 
aparte de que siempre conviene evitar en lo posible 
los tropiezos inherentes al traslado de expedientes de 
una provincia a otra. — Buenos Aires, setiembre 30 
de — J'Ki" Al nu ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de octubre de 1043. 

Autos y vistos: Por los fundamentos del prece- 
dente dictamen del Sr. Procurador General y de acuer- 
do con el antecedente establecido por esta Corte en la 
resolución registrada en el t. 173, pág. 120 de su colec- 
ción, se declara que el Sr. Juez Federal de la Provm- 
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cin de Salta no está obligado a remitir al Sr. Juez de 
1' Instancia en lo Civil y Comercial de la Provincia 
de Tneumán, loa expedientes solicitados por exhorto, 
Hégase saber a los Srcs. jueces en conflicto como es 
do estilo y con transcripción del citado dictamen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoa&ka — Lns Linares — 
B. A. Nazar Anciiohena — 
F. Ramos Mejía. 



ANTOXTO II OS ELLO v. DIRECOTOX GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECORSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simple». Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

Procedí el recurso extraordinario contra ln sentencia qno 
deniega el derecho fundado por el iipfliiiito en el art. 42, 
inc. o) de la ley 11.683 y reclinan la ineoustitucionalidad 
tic! art. 53 del Reglamento O enera 1 del Tin puesto a loa 
Réditos, impugnado como violatorio del art. 41 de la 
citada ley, 

IMPUESTO A LOS RED f TOS: Aplicación, Generuliifades. 

La base de la liquidación del impuesto a los réditos es 
!;i declaración jurada, 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Procedimiento y re- 
cursos. 

La Dirección del Impuesto a los Réditos puede rectificar 
la declaración jurada y exigir el pago de la suma quo 
corresponda. El contribuyente puede, a su vez» valerse 
del recurso de oposición por las impuestos a vencer, o del 
do repetición respecto de Jos vencidos que haya pagado. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS : A ¡Aicm vut. Procedimiento \j re- 
cursos. 

El contribuyente cuya declaración jurada lia K ; do rectifi- 
cada por la Dirección del Impuesto a los Réditos, i: 
puede excusarse de pagar la diferencia rectificando, a su 
vez, dicha declaración para demostrar que no fiólo no pagó 
de menos sino de más y deduciendo el recurso do repe- 
tición a fin de (pie se le devuelva la cantidad que pre- 
tende. Debe pagar la diferencia y repetir después todo 
lo que haya pagado indebidamente. 

COXSTITUCIOX \. ICIOS AL; ConsUtitciotutUttntl c incowlttttria* 
naluhul. Decretos nacionales. Impuestos a Jos réditos y a ha tran- 
aaecíone». 

TA art. 53 del decreto reglamentario de las leyes 
Nrotf. 11, (¡82 y 11.6S3 T. O., que confiere a las delega- 
ciones do la Dirección del Impuesto n las Réditos facul- 
tades para resolver sobre estimaciones de oficio, monto, 
pago y ejecución del impuesto y aplicación y cobro do 
multas, ha sido dictado dentro de las facultades confe- 
ridas al P. E. por el art. 5* T. O. de dichas leyes. 

Sentencia del Juez Federal 

Tueuiuáii, diciembre -10 de 1941. 

Y vistos: El presente juicio por repetición de la suma 
de # 20.71 9, 0") seguido por don Antonio Rosscllo contra el 
Fusco Nacional, del que resulta: 

Que a fs. 21 se presenta el Procurador don Rómulo Acos- 
ta, apoderado del actor iniciando demanda contra el Fisco Na- 
cional (Dirección General del Impuesto a los Réditos) por re- 
petición de la suma de $ 20.719,05 más sus intereses y costas. 
Funda la misma en los siguientes términos: su insudante es 
dueño de la empresa de afirmado Antonio Rosello, que consti- 
tuye la fuente principal y casi única de sus negocios y de sus 
réditos; que hasta marzo de 10-15 Ja sociedad giraba bajo el 
rubro de " Rosello y Caí rizo", haciéndase cargo su mandante 
desde esa fecha del activo y pasivo de dicha sociedad y en tales 
condiciones el Sr. Resello contrató con la Municipalidad la 
ejecución de obras de afirmados pagaderos a plazos de 5 a 10 
años, cu los años 1928 y 1932. El eefior Rosello cumpliendo 
con ía Ipy de Réditos pagó l*S siguientes cantidades: año 1935 
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$ 2.Ó3; año 1936, $ 22.613,77; ano 1937, § 6,99 y ano 1938 
$ 284.31 i|iie tuteen un total de g 22.908,6(1. Que no indica las 
cantidades pagadas con anterioridad por estar proscripto todo 
derecho y definítivainrjite liquidado y pagado el impuesto. 

ijiif ]ior error de concepto y de cálculo en las declaracio- 
nes de su mandante se abonaron dichas sumas cuando en rea- 
lidad sólo correspondía la cantidad do $ 1460,37 por el arlo 
1938 ya que de 1935 a 1937 no era imponible el impuesto, cuya 
diferencia más la de $ 730,18 hacen el total por el cual acciona, 

Que el error de concepto y cálculo estriba en que las 
obras de pavimentación contratadas eu 1932 se realizaron en 
los años 1933, 1931 "* 1936. según constancias de los libros 
de su mandante y de acuerdo con la ordenanza respectiva 
debía alinitnrso dichas obras por ios propietarias y la Muni- 
cíp: lidael en un plazo de 10 años. 

Keal izadas (as obras en 1936 se incurrió en el error de 
consiilcr¡ir coinn ganancia líquida la diferencia filtre el ere- 
dito que su mandante adquirió a cobrar de los propietarias en 
un plazo de 10 años y la Municipalidad y los pastos, amorti- 
zaciones, costas, reservas, etc. que había sido necesario efectuar 
para pnwkicir tal utilidad. Esa ganancia teórica así obtenida 
se consideró como utilidad real del ejercicio y sobre esa base 
el actor hizo su declaración jurada abonando el importe antes 
expresado. Error este que consiste en considerar como cré- 
dito imponible algo que es únicamente, una utilidad teóriea o 
numérica, royo monto real sólo puede quedar fijado cu el mo- 
mento que se efectúen los créditos que nacieron como conse- 
cuencia de la obra y mientras esos créditos no sean satisfechos 
no puede decirse que baya réditos imponibles, ya que para que 
haya rédito se requiere Ja entrada de dinero no bastando el sim- 
ple hecho de que exista un crédito (art. 2, ley 11.683, T. O.), En 
consecuencia su mandante liquidó en un solo ejercicio la tota- 
lidad de las ganancias que debía percibir en un plazo de 10 
años, como consta de la documentación que acompaña. En 
cuanto al año 193ó la misma Delegación con fecha 24 de julio 
do 1940 reconoció no ser imponible. Que tanto las declaracio- 
nes juradas correspondientes a los años 1933 y 1934 como 
igualmente las impuestos son actos definitivamente concluidos 
sobre los cuales no puede volverse para observarlo o rectificarlo. 

Que su mandante al deducir el recurso ante la Delegación 
local tuvo resultado negativo, resolución ésta que carece do 
fundamento legal ya que la Delegación local no tiene facul- 
tades para ello de conformidad al art. 41 de la ley 11.683 T. O. 
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Qno según la Delegación local su mandante adeudaría 
al Fisco por el año 1936, $ 5.522,56, por 1937, $ 12.097,86 y 
por 193$, $ 14.951,(39. 

Que después de efectuadas las declaraciones jurada» la 
Delegación iucal sin tener en cu en la los libros de contabilidad 
de su mandante llevados de acuerdo con la ley resuelve rec- 
tificar las liquidaciones correspondientes a los años lf)33 y 
1934 las que ya estaban presen pta«. 

Que la Delegación pretende rever y modificar declara- 
ciones de 193:1 y 1934 definitivamente aceptadas y lleva a 
los anos siguientes lo rpie Uamu intereses devengadas y a 
devengar contenidos en las deudas de pavimentación o sea 
la diferencia cutre el crédito por pago al contado y por pago 
a plazo. Ademas 1 compllta como rédito imponible por el solo 
hecho del vencimiento de la cuota y no por la percepción de 
ella error éste que influye sobre el monto que ellos estiman como 
rédito imponible por 1 937 y 

Termina pidiendo se provea de conformidad a lo dispues- 
to por el art. 42 de la ley 11683 T. O. y se baga lugar a la 
acción instaurada agregando qi. a ln suma indicada debo 
sumarse la de 472,39 en concepto de intereses que la Dele- 
gación local . obró al Sr, Kosello. 

Traído el expediente administrativo y corrida vista al 
Sr. Procurador Fiscal manifiesta: Que no procede la instancia 
judicial y en consecuencia el Juzgado es incompetwite para en- 
tender cu la acción. Que la resolución de ln Delegación de 
Réditos no ha resuelto sobre el fondo de la cuestión promovida 
administrativamente y por ella se hacía saber al Sr. Iíosello * 
que no correspondía considerar el recurso de repetición mien- 
tras no ingresara la totalidad del impuesto determinado por 
la Dirección (art. 41, ley 11.683 T. O.). 

Que el Sr. Iíosello adeuda al Piseo las siguientes sumas: 
año 193fi, $ 5.52-2,06; ano 1937, $ 12.097,86 y año 1938, | 
14.951.69. 

Qno el actor no podrá alegar lo contrario por el hecho 
de que su recurso baya versado sobre impuestos ya ingresados, 
porque eso 1 impuestos fueron establecidos en base a declara- 
ciones juradas que no se ajustaban a la realidad que surge 
do sus lili ros de comercio, ni a las disposiciones de la ley 
11.682 T. O. como se ha comprobado en la inspección reali- 
zada, de modo que la Dirección no lia dictado resolución 
sobre el foud<> del asunto, sino que hc ha limitado a analizar 
si Be hallaban llenados los requisitos indispensables para qu^ 
el recurso interpuesto fuera viable. 
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Que otra solución hubiera sido contraria a las disposi- 
ciones locales que expresamente legislan sobre ta forma y opor- 
t unidad en que el contribuyente puede discutir la aplicación 
del impuesto, es decir, por el recurso de oposición que debe 
deducirse antes del vencimiento del plazo fijado para el in- 
greso del gravamen y por el de repetición que supone el 
previo pago de la totalidad del mismo» 

Que en el presento caso no ha habido estimación de oficio 
pues el impuesto lia sido determinado sobre la base de los 
!tijras de contabilidad del actor que permiten determinar exac- 
tamente el monto de sus rentas. Por todo ello solicita se de- 
clare la i m procedencia de la instancia judicial con costas. 

Corrido traslado al actor éste lo evacúa en los términos 
que se consignan en su escrito corriente de fs. 27tí a fs. 280, 
llamándose autos para sentencia, y 

Considerando: 

Que el recurrente solicita la revocatoria de la resolución 
administrativa recaída en el recurso de repetición interpuesto, 
pidiendo que en definitiva se ordene la devolución de la suma 
de pesos 20.719,0.") papada indebidamente en concepto de im- 
puesto a los réditos. El señor Procurador Fiscal se opone a 
ta procedencia de la instancia sosteniendo que la resolución 
recaída no ha resuelto el fondo de la cuestión promovida desde 
que expresamente declara que no correspondía considerar el 
recurso de repetición interpuesto hasta tanto no se ingresara 
la totalidad del impuesto determinado por la Dirección solici- 
tando no se dé curso a la demanda entablada declarándose 
improcedente la instancia judicial. 

Que según se desprende de la clara disposición del art. 
41 de la 1 *y de réditos T. O., el recurso de repetición procede 
en todas los casos en que el impuesto haya sido abonado vo- 
luntariamente o compulsivamente por el contribuyente sin que 
deba llenar otro requisito que el del reclamo administrativo 
previo para que quede expedita la vía judicial ya sea por 
haberse desestimado la reclamación ante la Gerencia o simple- 
mente por haberse omitido un pronuneianiieuto expreso sobre 
ellr 

Que en el snh-lite ya sea que se considere la resolución 
de fecha 24 de julio de 1940 como una denegatoria al recurso 
do repetición o bien que se interprete que la misma ha omi- 
tido pronunciarse sobre el punto es evidente que ha quedado 
expedita la vía judicial desde que ha transcurrido con exceso 
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el término fijado p:irn que la Administración decidiera sobro 
la procedencia o improcedencia (le la reclamación adminis- 
trativa interpuesta. 

Que el argumento invocado por la Administración y rei- 
terado por el Procurador Fiscal en el que se sostiene que no 
debe darse curso a la repetición por no haber sido abonado 
en su totalidad el impuesto determinado por la Dirección re- 
sulta inconsistente desdo que la rel ación tiende a obtener 
únicamente la devolución de los impuestos efectivamente abo- 
nados con independencia de cualquier suma que por otro con- 
cepto pudiera adeudar el contribuyente. Lia circunstancia pues 
de que el recurrente no haya hecho efectiva la suma total 
que le ha sii'n asignada como cuota contributiva no puede 
enervar su derecho a repetir lo que a su entender ha abonado 
indebidamente ya que tampoco es óbice esa reclamación para 
que el Pisco inicie a sn vez las acciones judiciales tendientes 
a hacer efectivo el saldo que se le adeuda. 

No se encuentra pues en juego, conin lo sostiene el Sr. 
Procurador Fiscal la máxima de "solve ct repete" que debe 
ser aplicada restrictivamente al impuesto que so intenta re* 
petir sin que sea dable considerar in-totum todos los impues- 
tos adeudados para exigir el pago previo de su totalidad como 
requisito para la repetición del que ya ha sido abonado. 

Por ello y de conformidad a la jurisprudencia corriente 
en J. A. t. í¡6, pég. 760, T. 70, páff. fíOíl etc., resuelvo: Declarar 
que se encuentra expedita la vía judicial para entender en 
el presente recurso debiendo correrse el traslado de la deman- 
da en la forma proscripta por oí nrt. 43, de la ley ll.(Í83 T. O,, 
sin costas por no existir mérito para imponerlas. — D. Ben- 
jamín Cossio. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Tucumán, agosto 22 de 1042. 

T vi>tos: Los recursos de apelación concedidos a las partes 
a fs. 283 y vta. y 283, contra la sentencia del señor Juez Fe- 
deral ib' Tuetunáu. de feeí.a diciembre 30 de lí)41. dictada 
de fs. 282 a 2^ó vta., de estos autos caratulados: "Rossello 
Antonio vs. Fisco Nacional, sobre demanda eontcneíaso-ad- 
minLstrativa", y en la que se ha resuelto declarar: que so 
encuentra expedita la vía judicial para entender en el pre- 
sente recurso, debiendo correrse el traslado de la demanda 
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en la forma prrscripfa por el art. 43 de la ley n 9 11.683 T. 0., 
gin COStaS j y 

Considerando ; 

Que las declaraciones juradas presen tattas por el actor 
a las efectos de la liquidación y pago del impuesto optieablí» 
a los réditos obtenidos cliiriiiití' los años Jí>33 f lí):JG f 1037 y 
1938, si bien son tenidas por firmes de parte del deel arante 
están sujetas, conforme a lo duspinsln pur el art, 10 de la ley 
11.ÜS3 T. O,, a la* veri fieaci mies que en cualquier momento 
puede efectuar ta Dirección (1 enera] del Impuesto a los Rédi- 
tos eon el objeto de eom probar el cumplimiento de las dispo- 
siciones legales respectivas. 

Que cu el caso sub judiee t la repartición demandada uso 
de dicha facultad y al comprobar, según expresa, que las 
deel a raciones del actor no se ajustaban a la ley y que la renta 
proveniente de su ictividad comercial, según lo declarado» es 
inferior a la que realmente .surge d<> las liquidaciones y plani- 
llas hechas posteriormente sobre la base de constancias extraí- 
das de sus proj) i os libros comerciales, efectuó el ajuste del 
impuesto, resultando el actor ser todavía deudor por ese con- 
cepto, conforme se establece en la resolución administrativa 
de fs. 117. 

Que habiendo abonado el actor solamente el impuesto que 
resulta de sus declaraciones juradas y no los ya vencidos, li- 
quidados por la Dirección, no es procedente la reclamación 
administrativa deducida por el contribuyente, eon forme a lo 
dispuesto por el art. 11 de la ley n" 11.683 T. O., como previa 
a la acción judicial de repetición del pago que con sitiera inde- 
bido o excesivo, toda vez que esta disposición legal, al refe- 
rirse al impuesto nbonado voluntaria o compulsivamente, alude 
sin lugar a duda, no al que resulte de las declaraciones ju- 
radas presentadas por el recurrente, .sino ¡il que establezca la 
Dirección una vez comprobada, por las medios fijados en la 
ley, la exactitud o inexactitud de aquéllas. La solución con- 
traria, es decir, la de admitir la reclamación administrativa 
previa y, en su caso, la instancia judicial para entender en 
demandas contenciosas administrativas similares a la presente, 
significaría enervar la facultad de verificar el cumplimiento 
de las disposiciones de la Ley de Impuesto a los Réditos, que 
el art. 10 acuerda a la Dirección, y dificultar la recaudación 
do los impuestos respectivos, con Jos graves inconvenientes que 
de ello se derivan. 
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Que este Tribunal ¡il ¡ni al i zar el alcance de la máxima 
"salve ct repele", lia establéenlo en múltiples casos, que para 
la procedencia ti** la acción tic repetición que autoriza el nrt. 
42 de la ley 11.683 T. O*, es indispensable el previo pago 
del impuesto adeudado, (.Guillermo l'mlandt y Narciso Firs- 
tater -s. Dirección General do Impuesto a los Réditos, ambos 
sobre demanda eonteneinso-ndministrativa), y ello debe exten- 
derse al reclamado por la Dirección y no al (pie resulte de de- 
claraciones juradas cuyos resultados fueren modificados al 
precederse a Ja verificación de la exactitud de la« mismas. 

Que el actor sostiene que en el Mib judiee no existe le- 
galmente fijado el jaonto de] impuesto que debe alionar, pues 
la Delegación Iim-ii] tpie lo csiablcció carece de facultades para 
ello, desde que esa utribueíón corresponde exclusivamente a 
la Gerencia General o Gerencia, atento lo dispuesto por los 
arts. S* y & de la ley n 9 11*685 T, O., sosteniendo por ello 
la ínconstitucíonalidad del Decreto del p. E. Nacional de 9 
de noviembre de 1934, reprndueido m el art. ~»3 ele la Reírla, 
mentación (¡ene ral de dicha ley, que confiere tal atribución 
a los Jefes de Delegación es. A los efectos de demostrar la 
inconsistencia de esta defensa, el Trihunal ,se remite a lo 
resuelto por la Corte Suprema de -Justicia de bi Nación en 
el fallo que se registra en el tomo 1S8, p;'qr. 

Por ello, se resuelve: Eevocar la .sentencia recurrida y 
declarar, en consecuencia, la improcedencia de la instancia 
para entender en Ja presente demanda conteucioso-adm ilustra- 
tiva. 

Castas en el orden causado, atento la naturaleza de la 
presente resolución. — Jorge .1/. Tcrán. — Clodomiro García 
Aráo:. — M o ti it i l S. Huí:. 
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Buenos Aires, 25 de octubre ele 1943. 

Y vistos; El recurso extraordinario deducido por 
Antonio Kossello contra la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Apelación de Tucminin, dictada en el juicio 
contencioso t\\u i siiruo contra el Fisco Nacional, Direc- 
ción General del Impuesto a los Réditos. 
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Con si de rundo; 

Que Eossello pagó en concepto de impuesto a los 
réditos por Jos años 1936, 1ÍKJ7 y 1938 las cantidades 
que arroja han las declaraciones juradas que formulará 
al efecto, pero producida Ja inspección de sus libros 
y verificación de Jas (lóela raciones, estas fueron recti- 
ficadas por eí inspector, arrojando un tuerte suido en 
contra de Rossello, que éste no aceptó sosteniendo que 
había pagado de más y deduciendo recurso de repeti- 
ción, pero la Delegación en Tucunián del impuesto a 
los réditos resolvió el 24 de julio de 1940, consideran- 
do que Rossello no había integrado el impuesto que le 
correspondía, rechazar el recurso de repetición e inti- 
marle para que dentro de los cinco días de la notifi- 
cación integre los impuestos adeudados bajo apercibi- 
miento de librar boleta de adeudo para el cobro judicial. 

Que en virtud de estos antecedentes Rossello, por 
intermedio de apoderado, dedujo juicio contencioso ante 
el Sr. Juez Federal de Tucunián el 31 de julio de 1940 
y, como la sentencia apelada declara que no procede la 
instancia, interpone recurso extraordinario para ante 
esta Corte invocando el art. 42, inc. c) de la ley 11,683 
y la nulidad del art. 33 del Reglamento General del 
Impuesto a los Réditos, como contrario al art. 41 de la 
ley citada, recurso que le ha sido concedido y procede 
de acuerdo con lo establecido por el art 14, inc. 3*, de 
Ja ley 4S y art. ti" de la ley 4033. Fallos: 19.'], 81 y 417. 

Que cu el sistema de la ley 11.083 la base de la li- 
quidación del impuesto es la declaración jurada que 
debe hacer el contribuyente y cuan do Jos datos de esta 
declaración jurada sean considerados inexactos o aqué- 
lla sea incompleta la Dirección del Impuesto tiene la 
facultad de hacer las investigaciones pertinentes, recti- 
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fiear las decía radones e intimar el pago del impuesto 
que a su juicio corresponda — arts. tí, 10, 27 y siglos., 
T. O. de la ley citada—. Kl contribuyanle a su vez tiene 
dos medios de defensa : el recurso de oposición al im- 
puesto a vencer, que sólo puede deducirse ei... anterio- 
ridad a ta fecha en que el impuesto debe ser abonado 
— art 38 T. O. y sietes.— y el de repetición que sólo 
puede deducirse cuaudo el impuesto lia sido abonado 
voluntaria o compulsivamente —art. 41—. El recurren- 
te al serle notificada 1» rectificación según la cual debo 
abonar una mayor suma, preteude rectificar a su vea 
sus declaraciones anteriores, alegando su error y repe- 
tir lo que ha pagado, pero el impuesto es uuo; su pago 
anterior, de ser exacta la rectificación de la delegación, 
resultaría un pago a cuenta, y mientras no se resuelva 
el monto del impuesto que le corresponde no puede re- 
petir tal pago parcial. Rige en el caso la regla salve eí 
repete. Esta solución concuerda con el principio que la 
misma ley establece para los casos de oposición —art, 
41— de (pie todos los pagos quedan afectados a un solo 
pronunciamiento definitivo. Concuerda también con la 
doctrina de esta Corte en casos semejantes — 1ÍH), 571; 
193, 81 y 417 — . Lo contrario importaría perturbar la 
regular percepción del impuesto y multiplicar los juicios. 

Que la concordancia del art. ">;} del decreto regla- 
mentario de las leyes 11.682 y 11.6$ % O., que confiere 
u las delegaciones de la Dirección del Impuesto a los 
Réditos facultades para resolver cuestiones como la 
presente, con la ley reglamentaria ha sido ya resuelta 
por la Corte en varios casos —Fallos: 188, 488; 192, 

229. . 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada 

de fs. 295 v. y de conformidad con lo dictaminado por 

el Sr. Procurador General de Ja Nación se la confirma 
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en cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifique- 
so y devuélvase, debiendo ser repuesto eí papel en el 
juzgado de origen, 

Roberto Repetto — Antonio 

SaGARNA IjUIS LlNABES 

B. A. Xazar Anciiorena — 
F. Ramos ATkjía. 



MARIA E. CALDERON SILVESTRE v. CONSEJO 
NACIONAL DE EDUCACION 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propios. Resolución 
contraria* 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que {lectura inconstitucional el impuesto a la trans- 
ía íkíóh gratuita cobrado por aplicación del art. 30 de la 
ley Um 



JOSE Y LUIS SALMON v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EX TU A ÚRDIXA RIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencia con fundamentos no fetierahs o federales consetttidos. 
E.s improcedente el recurso extraordinario contra el fallo 
que deja sin efecto las multas aplicadas por la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos, fundado en que si 
bien el estudio de las actuaciones da la sensación de ocul- 
tación de operaciones y utilidades en perjuicio del fisco, 
no existe la evidencia necesaria para aplicar sanciones 
que revisten carácter penal {27 de octubre de 1943). 



(i) 2? de octubre do 1ÍU3, Fallos: 148, 02; 1S9, 30$. 
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BAUTISTA DE AGOSTINI v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMl'CESTO A LOS REDI"; OS 

PRESCRIPCION : Interrupción. 

Los actos de procedimiento judü-inl a que se refiere el 
nrt. 3 V de la ley 11. 5 «5 son aquellos dirigidos contra el 
infractor o el deudor, carácter que no reviste la tlemainla 
contenciosa deducida i>or éstos en defensa de sus de- 
rechos (*). 



DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS 
REDITOS v. ISIDORO SIGANEVICII 

RECT'RSO K X TU A Mi 1)1 XA Ti 10 ; Re ,¡ u ¡s ¡tos propios. Sentencia 
definitiva. Resoluciones anteriores a Ta sentencia definitiva. 

Tiene fuerza tle definitiva y es susceptible de recurso 
extraordinario la lenteneia dictada en juicio ejecutivo o 
de apremio que declara la prescripción fundada en una 
ley nación al e impide que puf da ser discutida úl ¡luiente 
en el juicio ordinario de repetición (-). 

PRESCRIPCION: Comienzo \j vencimiento del término, 

El plazo de la prescripción de la acción del Fisco para 
impugnar las declaraciones juradas del i m puesto a los 
réditos presentados por el contribuyente antes del venci- 
miento del termino fijado para su presentación, comienza 
a correr desde que aquél las presentó i :i J. 

PRESCRIPCION: Prescripción de acciones en particular. Leyes cs- 
ptcialt,*. 

Hallándose proscripta la acción del Fisco para impugnar 
las declaraciones juradas en la fecha en que la Dirección 
del Impuesto a los Réditos inició el juicio de apremio 



(I) 27 de octubre de 194X Pullos : ISO, ,"7; 105, 11(1. 
(-i '27 t\v ut->u\>rv *U- 1 í* i H. Folios: 1S7, Kl7 ; 1SK% gjL Eu la in'mnsi 
foílin y en ¡üiírvt »viitidu fué talludo vi i>jt[>vdk>nti> soplillo )mt el actor 

COIltt.'l Si-.ni' viril, l":il>l<i. 
(.■») Faltos: 11).*, ¿tí. 
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para cobrar la diferencia que pretende se le adeuda en 
virtud de su rectificación de esas declaraciones, debe 
concluirse que también ha proscripto la acción del Fisco 
para requerir el pago de esa diferencia y que es conse- 
cuencia de la acción para .impugnar la declaración y se 
confunde con la misma, desde que sin impugnación válida 
no hay crédito exigióle t 1 ). 



DOMINGA E. ÜIUDICÍ DE MURANO E HIJOS v. CAJA, 
DE JUBILACIONES DE EMPLEADOS PARTICULARES 

JUBILACION DE EMPLEADOS PARTICULARES: Devolución 
de aportes. 

No tienen dereclio a exigir el beneficio previsto en el art. 
18, iuc. 2*, de la ley 11.110, ni la viuda ni loa hijos 
del afiliado cjue falleció sin haberlo reclamado. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corle: 

Procede en este caso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio oportunamente la in- 
terpretación de disposiciones de la ley especial 11-110, 
que para el caso debe reputarse nacional, pues se la 
aplica a relaciones jurídicas contraídas por una empresa 
de fuera de la Capital. 

Don José Murano fué empleado de la Cía. Central 
Argentina do Electricidad S, A. — o de su antecesora, 
la Argentina de Tranways y Fuerza Ltda., de Santa 
Fe— desde el 25 de enero de 1919 basta el 20 de junio 
de 1942 (fs. 2); y esta última se había afiliado a la 



(1) Fallo»; 195, g& 
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Caja Nacional de Jubilaciones de la ley 11.110 en 1' de 
enero de 1925. Más tarde — marzo 1(5 de 1933— como 
la Cía. Central Argentina de Electricidad no ingresara 
los aportes patronales, fué desafilada, y la Caja dispu- 
so se devolvieran los aportes hechos por los empleados 
(fs, 19). 

Murano falleció el 20 de junio de 1042 sin haber 
retirado tales aportes; y se discute ahora si pueden ejer- 
citar tal derecho sus herederos. La resolución apelada, 
obrante a fs. 39, resuelve el punto negativamente. 

A mi juicio, tal solución es errónea. Si la propia 
Caja, al desafiliar a todos los operarios de la Cía. Cen- 
tral Argentina de Electricidad ordenó devolverles sus 
aportes, ese crédito contra la Caja no ha podido perder- 
se sino por renuncia, voluntaria o tacita, o por pres- 
cripción, caso este último ajeno al debate. Y como la 
renuncia no apareee acreditada, debe entenderse que el 
crédito subsiste y es trasmisiblc a los herederos. No se 
trata aquí de gestionar una jubilación no acordada to- 
davía, sino de cobrar un crédito reconocido por el deu- 
dor. Es la doctrina de V, E. en 160: 308. 

Corresponde, en consecuencia, revocar el fallo ape- 
lado, obrante a fs. 39. — Buenos Aires, octubre 4 de 
1943. — Juan Alvares. 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de octubre de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos "Dominga Elena Giudici de Murano e hijas me- 
nores v. Caja Nacional de Jubilaciones de Empleados 
y Obreros de Empresas Particulares (ley 11.110) y, 
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Considerando : 

Quo el beneficio reclamado en el caso, es el que de- 
termina el art. 18, inc. 2*, de la ley 11.110 que se acuerda 
directamente al empleado. 

Que el cansante José Murano no reclamó en vida 
dicho beneficio no obstante resultar de autos que pudo 
ejercitar ese derecho desde marzo de 1933 hasta el día 
en que falleció — 20 de junio de 1042. 

Que en presencia de ello; habiéndose consentido 
por la Caja la sentencia de fs. 39 y oído el Sr. Procura- 
dor General, se la confirma en cuanto pudo ser materia 
de recurso. Hágase saber y devuélvase. 

Roberto Repettü — Antonio 
Sao auna ■ — Luis Linares — 
B. A. Nazae Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 



S. A. LIE BAÑA Y DI CHOCE v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. 

La circunstancia de quo el contenido de dos cascos de 
vino, clasificado por la Oficina Química Nacional como 
bebida artificial apta para el consumo, no corresponda 
al análisis de origen, referente a vino genuino, no basta 
para aplicar la sanción prevista en el art, 36 de la ley 
3764 (27, T. O.) al poseedor quo ha de alastrado que al 
realizarse la inspección fiscal los cascos estaban intactos 
y tal como fueron adquiridos de la bodega de origen y 
a quien nada autoriza a considerarlo autor de algún acto 
tendiente a la alteración o p'ibstituciún del vino. 



148 FALUÍS DE lt\ CORTE SUPB^MA 



Bahía Blanca, octubre 23 de 1941. 

Y vistos: Para sentencia estos autos u* 43, del año 1941, 
caratulado: "Liébann y Di Troce 8. A,, apelan de una resolu- 
ción condenatoria de Impuestos Internos de la Nación". 

Y considerando: 

1* Que tomadas muestras de control en el negocio de la 
Soviedad Anónima Liébana y l>¡ Croee, instalado en la ciudad 
de Tres Arroyos, el día 25 de abril de 1940, sobre una partida 
de vino compuesta por 21 cascos con un total de 4,032 litros, 
resultó que los análisis practicados no coruspondieron con los 
de origen. 

2 V Que la defensa (pie en esta instancia, formulan los 
accionantes se funda en que en el momento de la toma de mues- 
tras~3e control la^ cáseos (pie contenían el vino" se encontraban 
intactos y tal como se adquirieran de la bodega de origen" y 
que, por io tanto, no puede presumirse en ellos ninguna ma- 
niobra o manipuleo fraudulento ni mucho menos intención de 
defraudar. 

3» Que tratándose de !a aplicación de sane iones penales 
es preciso que se tengan en cuenta las normas de interpreta- 
ción que ha fijado en numerosos casos la Corte Suprema de 
Justicia de la N'aeión, declarando que no basta la comproba- 
ción de un acto, omisión o falsa declaración para que se apli- 
que el art. Ü(i de la ley 37 ti 4. sino que hay que contemplar el 
dolo, ta mira de defraudar que resulte de su apreciación (Cá- 
mara Federal de Bahía Blanca 41 in re" Ciecioli v. Impuestos 
Internos). 

4' Que, con respecto de la prueba, el onns probandi co- 
rresponde a la acusación, de acuerdo con lo prescripto por el 
art. 4Ü8 del Código de Brucedimieutos en lo Criminal (la mis- 
ma Cámara "in re" Moreno v. Impuestos Internos y Gutifi- 
rro2 v. Impuestos Internos). 

5» Que, por otra parte, el régimen punitivo establecido 
por las leyes de i m puestos internos tiene carácter penal y» 
en caso de* duda, debe estarse siempre a lo que sea más favo- 
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rabie ni procesado (voto del Hedor Camarista Dr. Sourrouille 
"in re" Jodurelia Aziz w Impuestos Internos). 

6' Que, como lo ha dicho la Cámara Federal de circuito, 
"¡u re" Di Prátuln v. í ni puestas Internos, sentencia de 31 
de. agosto do 1ÍK37, las leyes permiten id expendio de caldos 
a una Pilad tnl que no asegura su estabilidad perfecta y que, 
por lo tanto, declarado que el vino genuino ae ha convertido 
en bebida artificial, habría que comprobar que el tenedor ha 
efectuado algún acto culpable de alteración o substitución del 
vino, para castigarlo. Esta tesis, que la Excma. Cámara tuvo 
oportunidad de eslalnVerr por primera vez en el caso Jlerzig, 
en abril \:i de 1939, ha .sido además ratificada "in re" Cicciolt 
v. Im | meatos Internos, en sentencia de 22 de agosto de 1939, 
expresándose en esta ocasión que la inalterabilidad do los Ti- 
nos es una teoría no comprobada científicamente y, por lo 
ta ni o, la sota comprobación de la falta de correspondencia 
entre loa análisis no prueba el fraude. 

7'' Que, ante lo establecido en las premisas anteriores, 
corresponde examinar al infrascripto la-s constancias de autos 
para resolver si de ellas surge algún elemento de prueba que 
permita tener a los accionantes como productores de algún 
acto culpable de alteración o substitución del vino ¡ y efectuado 
esto examen debe declararse que tal maniobra no existe o no 
ha sido probada con las constancias existentes en el expedien- 
te administrativo o con fas producidas en el periodo de prueba 
que se confiriera a lúa partes. 

íí» Que. por el contrario, de la prueba producida por Jos 
actores puede considerarse verosímil la excusa alegada en el 
sentido de que las cascos en el momento de la inspección se 
encontraban intactos, sin espiche alguno y tal como les fueran 
enviados por la bodega de origen. Aparte del valor relativo 
de las declaraciones de los empicados de la razón social ac- 
cionante, el infrascripto llega a la conclusión que acaba de 
efectuar por la valoración de la declaración testimonial del 
inspector actuante en el momento de la toma de muestras de 
control Sr. Xolasco, quien a fu. 32, contestando el interrogato- 
rio de fs. 2H, manifestó qu "aparentemente los cascos estaban 
cerrados" lo que corroboró al expresar que "solicitó un ba- 
rreno y por intermedio de un empleado de la firma intervenida 
precedió a espichar los 22 cascas de vino". Debe hacerse no- 
tar, además, que en el acta de toma de muestras que encabeza 
el expediente administrativo no se hace mención de ninguna 
particularidad con respecto del estado de los cascos, omitién- 
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dose finí una diligencia de averiguación de la verdad que uo 
puedo luego gravitar en contra del contribuyente afectado. 

9' Que, por último, cabe hacer constar que la posesión 
do la mercadería intervenida de parte de la sociedad accionante 
efitá amparada por la presunción que a su favor establecen 
los boletos de control adheridos a loa cascos y que, por lo tan- 
to, las alteraciones que hayan sobrevenido en el interior de 
loa mismos no pueden serle imputadas de modo alguno, a me- 
nos que haya prueba di» una actividad ilícita en ese sentido, 
la que no existo en autos» 

Por estas consideraciones, fallo revocando la resolución 
administrativa en lu (pie lia podido ser materia de la acción 
contenciosa, o sea, con respecto de la multa que en la misma 
se impono. — Pedro Scmpé. 

SLN'TEXriA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Bahía Blanca, abril 15 de 1942, 

T vistos: Por sus fundamentos y los de los fallos de esto 
tribunal (pie «■ citan en ella, se confirma la sentencia que 
es materia del recurso. No ríi'íi píese, regístrese y devuélvase. 
— Benjamín tte ta Vttja. — Ernesto Sourmmltc. — Luis Gon* 
zúkz Warcaláe, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 do octubre de 1043. 

Y vistos: Fd recurso de apelación ordinaria inter- 
puesto por el Ministerio Fiscal contra la sentencia de 
la Cámara Federal de liaiiía Blanca, que absuelve a la 
Sociedad Liélmna y Di Croco de la multa impuesta por 
Impuestos Internos por imputada infracción a los arts. 
20 y 27 t. o. de las leyes 37(14 y concordantes — fs. 77, 

79 y 80_; y 
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Considerando: 

Que esta Corte ha decidido en su constante juris- 
prudencia que el art. 3G de la ley 37tí4 — art. 27 del T. 
O. — no sanciona la sola violación formal de las dispo- 
siciones legales o reglamentarias, por lo cual, las penas 
que establece no son de necesaria aplicación cuando el 
contribuyente justificara su falta de intención do de- 
fraudar o las constancias de autos no permitan concluir 
razonablemente que lia existido esa intención — Fallos: 
179, 141 y 338; 180, 400; 182, 349; 184, 530 y otros. 

Que en la presente causa, Liébana y Di Croce han 
demostrado que ios cascos en acusada infracción estaban 
intactos en el momento del examen por la inspección de 
impuestos internos; que no podían ser ellos autores de 
la diversa graduación del vino examinado, con relación 
a lo que surgía del análisis en bodega porque ello im- 
portaría el empleo de alcohol que es mucho más caro 
que el vino transformado lo que implica el absurdo en 
el negocio; que no se pudo realizar el contralor y con- 
frontación del análisis de bodega del vino vendido a 
Liébana y Di Croce, núm. 07,999 B. B t , con el mismo 
vino vendido a otros clientes o existente en la coopera- 
tiva "La Pica su" porque, por singular circunstancia, 
no so encontró vino de ese origen — fs. 25 del exp. adm. 
agregado núm. 13.813 y fs. 58 de los autos principales. 

Que, aunque el vino en proceso no es genuino — co- 
mo el contemplado en los casos resueltos en Fallos 186, 
17 y 21; 190, 295 y 193, 481, lo cierto es que se trata de 
vino apto para el consumo y que, aparte las considera- 
ciones formuladas precedentemente, Liébana y Di Cro- 
co no habían vendido ninguna porción del mismo ni lo 
tenían oculto, ni habían trasvasado ninguno de los cas- 
cos adquiridos a "La Picasa". 
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En su mérito y concordantes de los fallos de pri- 
mera y seguíala instancia, se confirma la sentencia 
apelada. Costas |>íjp su orden. Hágase saber y devuélvan- 
se, debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagarxa — Luis Lina- 
res — R. A, Nazaii A n cho- 
ren a — F. Ramos Mkjía. 



ANTONIO MARTEOAXI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencht penal 

El conocimiento del sumario referente a hechos que po- 
drían constituir diversas delitos do estafa, en cunnto tos 
damnificados habría ti sido inducidos con engaños a sus- 
crilñr contratas pura nsint encía im'dica y a entregar su- 
mas de dinero, no compete al juez del lugar en que se 
ofrecía suministrar dichos servicios, que no fueron pres- 
tada**, sino al del lugar donde ocurrieron aquellos hechos, 



Dictamen- del Procurador General 
Suprema Corte: 

D. Antonio Martcgani, domieiliado en la Provincia 
de Buenos 'Aires, denunció ante las autoridades judicia- 
les de dicha provincia haber sido defraudado so color 
de abonársele a los servicios del Instituto de Clínica 
Médica y Grujía instalada en la calle Pueyrrodón 936 
de esta Capital. Reunidos algunos elementos de criterio, 
resultó que tanto D. Simón Selinvelzon —quien expre- 
sa ser administrador comercial de dicho sanatorio y a 
cuyo nombro aparece el pagare obrante a fs. 5 — como 
el Dr. Raúl María Sarmiento, firmante del documento 
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do fs. 1-2, admiten en sus declaraciones do fs. 21 y 
70 que dicho documento corresponde a un abono del 
Instituto. 

En tales condiciones, el Sr. Juez del Crimen de 
Mercedes so ha declarado incompetente por considerar 
que, de existir delito, él se habría cometido al negarse 
asistencia en Buenos Aires a los abonados. No consis- 
tiría el encaño en haber concertado abonos, sino dejar 
de cumplirlos, omisión que mal pudiera imputarse al 
corredor que intervino en la operación. Y como el Sr. 
Juez de Instrucción correspondiente» de esta Capital, 
no comparte tal tesis, y a su vez se ha declarado incom- 
petente, viene a V. E. k contienda negativa de juris- 
dicción producida, para que se la dirima. 

A mi juicio, atentos los elementos de criterio dis- 
ponibles procede resolverla declarando que correspondo 
incoar el sumario al Sr. Juez de Instrucción de la Ca- 
pital. — Buenos Aires, setiembre 24 de 1943. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de octubre de 1943. 

Y vistos: La conlienda de competencia negativa 
trabada entre el Sr. Juez del Crimen a cargo del Juz- 
gado núm, 8 del Departamento del Centro de la Pro- 
vincia de Buenos Aires y el Sr. Juez de Instrucción de 
la Capital. 

Considerando: 

Que los hechos, tal como aparecen de las diversas 
denuncias que obran en autos, podrían constituir diver- 
sos delitos de estafa previstos por el art. 172 del Código 
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Penal en cuanto los damnificados, residentes en Mar- 
celino ligarte, Provincia de Buenos Aires, habrían sido 
inducidos, con engaños, a subscribir contratos para 
asistencia medien y entregar sumas de dinero. 

Que siendo la jurisdicción criminal territorial c im- 
prorrogable, el conocimiento y averiguación de los he- 
chos le corresponde al Sr. Juez del Crimen de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, lugar donde aquéllos se han 
producido -Fallos: 183, 353; 129, 61; 191» 484 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador 
General de la Nación, se declara que es competente para 
conocer en esta causa el Sr. Juez del Crimen del De- 
partamento del Centro de la Provincia de Bueno? 
Aires a quien se remitirán los autos, haciéndose saber 
en la forma de estilo al Sr. Juez de Instrucción de la 
Capital. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagabna — Luis Linares — 
B, A. Mazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. LIA RAFFO DE 
OREGORIM Y OTROS 

COSTAS: XatHfah-cQ thl juicio. Expropiación* 

Corresponde papar por mitades las costas del juicio de 
expropiación si el monto del resarcimiento fijado por el 
perito único y aceptado luego por el dueño del inmueble, 
coincide con la -suma ofrecida y depositada por el Estado 
al iniciar el pleito (*). 



(i) 27 do octubre do 1943. 
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JOSE MIGUEL BTAXCITERT (hoy Cía. Minera Loma Linda 
Soc. de Resp. Ltda.) y. PROVINCIA DE CORDOBA 

PRUEBA; Confesión. 

La cesión tti 1 los derechos iM autor efectuada después de 
traba (3 a la litis contestatio no inhabilita al demandado para 
ponerla posiciones, cuando por el optado del juicio no que- 
da otra manera de traer a lns autos la declaración del 
cedente que dedujo la demanda. (27 de octubre de 19-13). 



LEOVKilLDO OLIVERA Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Camas 
penates. 

En ins causas de naturaleza criminal improcedente el 
fuero federal por razón de las personas. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cunstitueionalidad e inconxUtucfo- 
fialúlmt. Leí fe» nacionales. Procesales. 

Los artu. 25, inc. 1", del Código de Procedimientos en lo 
Criminal de In Capital y 2 do la ley 48, en cuanto some- 
ten a nacionales y extranjeros a la jurisdicción local en 
las causas de naturaleza criminal, nn son violatorios del 
art. 100 de la Constitución Nacional. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs, líí es 
admisible ya que aparece denegado el fuero federal? 
pero atenta la uniforme y reiterada doctrina de V. E. 
al respecto, la sentencia de fs. 13 debe confirmarse 
por sus fundamentos, en cuanto declara que el fuero 
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federal no procede por razón de las personas en las 
causas de naturaleza criminal. — Buenos Aires, octu- 
bre 5 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SCPREMA 

Buenos Aires, 29 de octubre de 1943. 

Autos y vistos: Considerando; 

Que ol recurso extraordinario os procedente de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48, 
por cuanta aparece denegado el fuero federal cu la re- 
solución de fs. 13 i{iu* lo motiva. Por ello así se declara. 

Que en cuanto u !;i cuestión de fondo debatida, esto 
es la de sal er si los arts. 25, inc. l\ del Código de Pro- 
cedimientos Criminales y 2 de la ley 48 son contrarios 
al art, 100 de la Cfcmg'titucióu Nacional, esta Corte lia 
declarado en furnia j chorada que el fuero federal no 
procede por razón de las personas en las causas do 
naturaleza crimina], cuno es la presente según así lo 
declara el propio apelante — véase Fallos: 155, 134 y 
178. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General, se confirma la sentencia 
apelada en la parte que ha podido ser materia del re- 
curso. Not i fúmese y devuélvanse. 

IiOBEHTO R-EPETTO — ANTONIO 

Sao aun a — Luis Linares — 
B. A. Xazar Anchores a — 
F. Ramos Mejía> 
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FERNANDO PON'S v. CABIRO HNOS. T CIA. 

JVRISDICCIOS Y COÜPETESC1A: Competencia territorial. 

Los tribu un les del lugar donde fuerou embargados y re- 
matados bienes de un tercero eon los competentes liara 
conocer en la demanda sobre indemnización de daño., y 
perjuicios deducida por aquél contra el embargante do- 
miciliado en otro lugar. 

Dicta mex del Pkocukadou General 
Suprema Corto: 

Ka un litigio seguido ante la justicia loeal de Vi- 
cente Lópo2 (Provincia de Buenos Aires) por los Srcs. 
Cabiró linos, y Cía. coutra Da. Luisa Vigíl de Vigüot- 
ti, sobre cobro de pesos, se trabó embargo sobre bienes 
existentes en la ciudad de Córdoba, que fueron rema- 
tados en dieba ciudad. 

Un vecino de la misma — D. Fernando Pons — di- 
ciéndose dueüo de ellos-, ha demandado a Cabiró linos. 
y Cía., en Córdoba, por cobro de los daños y perjuicios 
emergentes del embargo, al que atribuye la calidad de 
acto ilícito. Los demandados, sosteniendo tener su do- 
micilio en esta Capital, alegan que aquí debió deman- 
dárselos pues se trata de acción personal. Con tal mo- 
tivo, viene a V. K. para ser dirimida una contienda de 
jurisdicción que se trabó entre ambos jueces. 

Los términos en (pie fundó Pons la demanda (expe- 
diente n* 72, fs, 6-7), refieren inequívocamente la 
responsabilidad de los demandados a un acto ilícito co- 
metido en Córdoba por persona a quien se atribuye el 
carácter de representante de Cabiró Hnos. y Cía., a 
cargo de una sucursal local. 
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Resulte ello o no exacto, oportunamente lo decidirá 
el fallo que se dicte; por ahora ha de estarse necesaria- 
mente a la acción que, con o sin derecho, promueve 
Pons. 

Bajo tal concepto, corresponde dirimir la contienda 
a favor de la jurisdicción del Sr, Juez de Córdoba. El 
fuero derivado del lugar en que se cometió el acto ilíci- 
to, prima sobro el del domicilio de los responsables de 
ese acto, — Buenos Aires, octubre *2Ü de 1943. — Juan 
Alvarcz. 

FALLO DE ÚA CORTE SUPREMA 

1 Leaos Aires, 29 de octubre de 1043. 
Autos y vistos : 

Por Los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador Gen jral de la Nación y atenta la reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte se declara que es 
competente para entender en la presente causa seguida 
por Pons Fernando contra Cabiró linos, el señor Juez 
de r Instancia y 4* Nominación en lo Civil y Comercial 
de la ciudad de Córdoba a quien se remitirán los autos 
haciéndose saber en la forma de estilo al señor Juez de 
Comercio núm. 2 de ta Capital Federal. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagakna — Luis Linares — 
B. A. Nazah Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 
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CONSEJO NACIO. VAL DE EDUCACION v. SEBASTIAN 
AMOKORTU E HIJO, Sociedad de Kespousabilidad 

Limitada 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
nadie puede ser fincado de sus jueces nal árales ni privado 
del derecho de defenderse en juicio, contra la sentencia 
que deelara competente a Ja justicia de paz letrada de la 
Capital Federal — y no a la del crimen, como pretende 
el apelante — para conocer en la demanda promovida por 
el Consejo Nacional do Educación contra una sociedad de 
responsabilidad limitada con el objeto de que se imponga 
a éste en benefieio de aquél, la multa prevista en el art. 
7 do la ley 11.645 



(i) 2!) .le octubre do 194,1. En la misma fcclio y «, itnjal sentido 

sai*? í kX'íwS'lx: eI «** A "»"° j - 



Año 1943 - Noviembre 



SOFA ÑOR NOVILLO CORVALAN Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal fe¿ 
ctpw generales. 

Es misión legítima y propia de la justicia federal la de- 
fensa y el resguardo de los intereses e instituciones fede- 



JURISDICCION Y COMPETENCIA : Comparta feihral. Causa, 

Atlomás del conocimiento de lns delitos por razón del lugar 
on que htm sido cometidos incumbe a la justicia federa! el 
juípanuento de los perpetrados en violación de normas 
Irdernlea y el de tos que. previstos en ley ra comunes, ofen- 
den la segundad y soberanía de la Nación, obstruven el 
nonmil linchamiento de sus instituciones, corrompen 
sus empicados o atontan contra sus rentas y bienes o las 
no sus reparticiones a u túrquicas. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA ; Competen^ federal Cavtu 
penales. 1 

Corresponde a la ju*tieia federal conocer en la causa so- 
bro malversación de fondos que ], u bian ingresado definí- 
tivamente al tesoro nacional, «liihnída al ei presidente 
y ex vocales del Consejo Nacional do Educación 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 
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Dictamen i>ei» Procurador General 
Suprema Corto: 

El Sr. Procurador Fiscal, cumpliendo el decreto 
núm. 1054 del Poder Ejecutivo Nacional de de agosto 
p. pdo. agregado a fs. 7 y atentas las inst rucciones al 
respecto impartidas a fs. 8 por el Sr. Procurador del 
Tesoro, ha iniciado ante el Juez Federal on lo Criminal 
y Correccional de la Capital de la X ación (pie re lia con- 
tra el ex Presidente dei Consejo Nacional de Educación, 
Dr. Sn taño r Novillo Córvala n, y ex vocales del mismo 
Dres. -Juan Carlos Robora, Arturo Villafañe Tapia y 
José A. (¿uirno Costa, por imputarlos "mala inversión 
do los dineros del Estado confiados a su administración 
y custodia on el desempeño do sus f une i o tíos". Los 
cargos resultarían del sumario administrativo que 80 
acompaña y expedientes agregados al mismo. 

El Juez Federal so ha declarado incompetente pa- 
ra conocer en la causa por entender que "los hechos 
invocados como fundamento de la querella instaurada, 
en caso de constituir delitos, sorínn de carácter común 
que afectarían los fondos o bienes del Consejo que no 
eslán formados por rentas nacionales sino locales de 
la Capital y Territorios Nacionales", materia ajena a 
la jurisdicción federal prevista en el art. X inc. '.V de la 
ley 48 y concordante art. inc, .T, del Código de Pro- 
cedimientos en materia penal. 

Estos fundamentos han sido mantenidos por la 
Cámara en sentencia de fs. 13, denegando en consecuen- 
cia el fuero federal. 

Lo expuesto justifica la procedencia para ante V. 
E. del recurso extraordinario de apelación interpuesto 
a f 8 , 15 (art. 14, ley 48). 
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En cuanto al fondo del asunto estimo que corres- 
ponda revocar dieba sentencia. 

En efecto, la querella que se inicia lo es contra fun- 
cionarios nacionales, cu y por virtud del ejercicio do 
sus cargos, cuya jurisdicción, comprende no sólo la Ca- 
pital Federal y Territorios Nacionales, sino también, 
como es notorio, las provincias de acuerdo a las leyes 
nacionales sobro fomento en las mismas d** la educación 
primaria (doctrina de V. E. en 195:132). 

Se Ies imputa, por lo demás, malversación do fon- 
dos del Estado (Código Penal, art, 260; ley 48, art. 3\ 
inc. y Código de Procedimientos Criminales, art. 23, 
inc. .T) ; de cuyo manejo deben rendir cuenta ante la 
Contaduría General do la Nación.; y sus cargos, renta- 
dos, figuran incorporados a la Ley de Presupuesto de 
la Nación. 

Consecuente, además, con la opinión que al respecto 
tengo dada a V. E. en dictámenes anteriores, sigo cre- 
yendo que, a partir de la sanción de la iey 12,150 que 
incorporó a reutas generales todo lo que se recaudase 
en concepto de impuestos y multas que antes se apli- 
caban en favor del Consejo Nacional de Educación, 
dejó ésta de participar del carácter de institución local 
para transformarse en repartición nacional sujeta al 
régimen y control de todas las de su estilo, reguladas 
por leyes especiales de la Nación. 

Tratándose aquí, por otra parte, do una querella 
y no de una causa por mitro de impuestos, pido a V. E. 
por los fundamentos preinsertos y ]o sostenido por el 
Ministerio Fiscal, revoque el fullo apelado y declare 
que el conocimiento de esta causa compete a la justicia 
federal. — Buenos Aires, octubre 22 de 1943. — Juan 
Al varee. 
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Himnos Aires, 3 de noviembre de 1943. 

Y vistos loa precedentes mitos caratulados "Novi- 
llo Corva lán So fuño r y otros querellados por el Kr. 
Procurador Fiscal por mala inversión de fondos", para 
conocer respecto del recurso extraordinario eoneedido 
a fs. 15 vta. 

Considerando: 

Que conforme a lo dispuesto en los arts. 2 y "i de 
la ley 48; 111 de la ley 1893; 27 de la ley 4W> y 2? del 
Código de Procedimientos Penales, además del conocí- 
miento que corresponde a los jueces de sección, en cau- 
sas criminales, por razón del lugar en que los delitos 
ton cometidos les incumbe el juzgamiento de le* críme- 
nes perpetrados en violación de normas federales (Pa- 
lios: 193, 35; 195, 480, entre otros) y el de los que aun 
cuando previstos y sancionados en leyes comunes, ofen- 
den la seguridad y soberanía de la Nación, obstruyen el 
normal funcionamiento de sus instituciones, corrompen 
su» empleados, o ateutan contra sus rentas y bienes o 
las de sus reparticiones autárquieas. Porque es misión 
legítima y propia de la justicia nacional, reconocida 
desde temprano por esta Corte, la defensa y resguardo 
de los intereses o instituciones federales, fundada en la 
consideración do que "el gobierno central deja de exis- 
tir cuando pierde el poder do protegerse a sí mismo en 
©1 ejercicio de sus facultades constitucionales" (100 LL 
S. 257; Fallos; 18, lí¡2; (¡8, 238; 149, 1fi«; 1íi7, 121; 109, 
323; 177, 137? 178, 411 j 179, M; 180, 83, 148 y 356; 184, 
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107: 185, 319; 188, 416; 191, 180; 192, 160; 193, 345; 
195, 308, y los que allí so citan). 

Que ni dnlito que se imputa a las personas a que la 
presente causa se refiere —la mal ver saciéis de fondos 
nacionales — constituyo uno de los supuestas que se 
contemplan en ios procedentes considerandos. He habría 
cometido en perjuicio del tesoro nacional, al que ingre- 
san y con el que a partir de la sanción de la ley 12.150 
(arl. 4) se confunden sin posibilidad de ulterior distin- 
ción, los recursos del Consejo Nacional de Educación 
{c. también ley 12.771», art. 4; y el anexo E., ine. único, 
del Presupuesto tiene ral de la Nación para el año 1942). 

Que en esas condiciones no es óbice a la competen- 
cia de la justicia federal en la causa, el carácter local de 
los gravámenes creados por la ley 11,287 (Fallos: 183, 
230 ■ 184, 391) ni tampoco la circunstancia de que la ¡ju- 
risprudencia haya reconocido igual naturaleza al Conse- 
jo Nacional de Educación (Fallos: 134, 101; 135, 289) 
porque en la especie no se trata de la percepción o de- 
fraudación de aquellos impuestos —definitivamente in- 
gresados y confundidos con las demás rentas que inte- 
gran el tesoro nacional que sería el perjudicado por el 
delito— ni hace al caso la función en cuyo desempeño 
se habría atentado contra el patrimonio de la Nación. 
Fundada en rasiones semejantes, la jurisprudencia de 
esta Corte lia admitido la jurisdicción federal en casos 
de defraudación de rentas nacionales por funcionarios 
locales (Fallos: 149, 3fifi). Las consideraciones expues- 
tas en Fallos: 184, í>9 y otros análogos, carecen así do 
aplicación al snh-ÍUc, 

Cabe aun agregar a mayor abundamiento que parto 
de los hechos a que hacen referencin los expedientes 
administrativos adjuntos, se habrían cumplido en ejer- 
cicio de funciones del Consejo Nacional de Educación, 
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excedentes de loa fines locales del mismo, y vinculados 
con las atribuciones que le competen en el territorio de 
las provincias, a cuyo respecto no podría atribuirse a 
la institución naturaleza regional, (v. doctrina de Fa- 
llos: 149, 47; 153, 142; 154, 31 ; 169, 219; 172, 207; 184, 
67; 188, 397; 19.'í, 36$ 195, 132). 

En su mí rito y por los fundamentos «oncorduntos 
del precedente dictamen del Sr. Procurador Genera!, 
bc revoca la resolución apelada de fs. Kí. liábase sa- 
ber y devuélvanse al tribunal de procedencia. 

Rom: uto lÍKi-KTTO — Antonio Sa- 

Í1AILNA LlJlS Ll ÑAUES — B. 

A. Nazar Anciioukxa — F. 
Hamos MkjÍa. 



MUNICIPALIDAD DE V A UANA *. JUSTO U. PEKKZ 

— SU RUCKSlÓN — 

RECURSO EXTRAORDINARIO : R»^nis^a$ propias. Srniencia de- 
finitiva. Rrsnitu-iiiur* antfriitrr.* a la urnUniia definitiva. 

Procede el recurso Extraordinario fundado por el Raneo 
Hipotecario Naeional < k n disposiciones de m ley orgánica, 
contra la resolución t\m; cu un juicio de apremio en el 
que no intervino como parre, lo contiena a depositar el re- 
tnioh-uti' dcl'preem obtenido en la subasta de un inmueble 
hipotecado o M garantía de un préstamo, sin esperar a que 
«e firme la escritura traslativa del dominio y se establezca 
p.ir liquidación definitiva la cantidad sobrante. 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL: Raimen legal 

El Banco llipivlccítrio Nacional no puede escriturar un 
inmueble sin que previamente hayan sido pagadas los im- 
puestos y contribuciones que lo gravan- 
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BANCO HIPOTECARIO NACIONAL: Héffinm legal. 

El Banco Hipotecario Nacional no está obligado a deposi- 
tar el remanente del precio obtenido en la subasta de un 
inmueble hipotecado rti garantía de un préstamo, mientras 
no .se haya firmado la respectiva escritora traslativa del 
dominio y establecido por liquidación definitiva la can- 
tidad «obrante, a cuyo efecto puede disponer del tiempo 
necesario para finiquitar holgadamente (lidian operaciones. 



Sentencia del Suplriob Thíbuxal de Justicia de Entre Ríos 

Paraná» 28 de octubre de 1942, 

Y vistos: Considerando: Que tratándose de una venta rea- 
lizada por el Banco Hipotecario de un inmueble embargado en 
virtud de orden judicial por ejecución de otro crédito, el caso 
está regido por la disposición de carácter especia] del art. 66 
de la ley 8172, modificado por la ley 10.ÍÍ76. De acuerdo con 
ella corresponde que el Banco, "una vez hecha la liquidación 
de la deuda", "cubierto que sea el crédito a su favor y los 
gastos producidos'', ponga el remanente a disposición del 
juez de la ejecución. 

Que si bien la liquidación de la deuda y el cobro por el 
Banco de mi crédito y gastos realizados son previos a la entre- 
ga del remanente» en cambio no lo es el requisito de la escritu- 
ración ni comprador. La disposición del art. ti!), que prescribe' 
la escrituración antes de la liquidación, no es aplicable al caso 
de nulas en razón de que tratándose de una norma de carác- 
ter general destinada a regir la (situación corriente de bienes 
vendidos por el Banco sin que medie quiebra, concurso o- eje- 
cución del deudor, cede ante la norma especial del citado 
art. fifi que rige en casos de excepción en los cuales frente al 
interés de dicha institución, se levanta el interés de otros acree- 
dores, también respetable, que exige una rápida liquidación, 
y pronta entrega del remanente que pueda resultar. 

Que dentro del concepto de 11 gastos producidos" a que se 
refiere el art. i\G debe entenderse comprendidos todos aquellos 
quo el Banco se ha visto obligado n realizar en ejercicio de au 
derecho y en la medida estricta de su in terca; caen dentro de 
esa órbita todos tos que fueron necesarios para la venta del 
bien; caen también los que hayan de incidir sobre el Banco con 
motivo de la escrituración, de monto desconocido, pero fácil- 
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mentó calculables ron criterio prudencial ; caen, en una pala- 
bra, todas «¡rollos cuyo descuento previo n ta entrega del 
romanante os indispensable para evitar que el Banco sufra 
indirectamente una lesión patrimonial ¡ti tener que abonar de 
su peculio lo que debió ser pagado por su dciid«or; pero cu 
eAmbiQ un encuadra en el eoueepto espresado el d< <er (píe 
se atribuyo al recurrente de deeidir por sí y auí m que el 
CléditO de Obras ¡¡Sanitarias de la Nación tiene privilegio sobre, 
el suyo y que debe ser pagado como requisito xinc t[na non 
de la escrituración 5 y de retener el importe de esa deuda im- 
positiva y negarse a poner a disposición del Juez el remanente 
mientras aquella no saldada. Lo rea! es que: l* El Hunco 
«Weee d»- i ulerea y, por consiguiente, de acción para oponerse 
al requerimiento del a si este afecta derechos de Obran 
Sanitarias, ti Asta considera que >u e-rédito tiene un privilegio 
rnfis fuerte que el .1. I acreedor hipotecario, debr hacerlo valer 
en la forma y ante la autoridad judicial que corresponda. 2>) 
Cualquiera que fuera la d m- i.'-n que recayera i*n *-sn fiosible 
Contienda entre Obras Sanitarias y los demás acreedores, el 
Han en ni» pntlrín resuft. - perjudicado por el hecho de haber 
entregado el remanente: ti) Si Obras Sanitarias venciera, este 
se aplicaría al pago de su crédito, b) Sí n<> alcanzase y queda- 
re un saldo .susceptible de hacerse efectivo sobre la parte del 
precio del inmueble retenido por el Banco, el perjuicio de este 
Provendría de la insuficiencia de los fondas realizados y del 

preferente derecho declarado a favor tic Obras Sanitarias y 
no del hecho de haber entregado ej remanente, c) Sí Obras 
Hauil arias fuera vencida no habría dificultad: el remanente 
sería liquidado de acuerdo con las prescripciones de la ley 3249 
sin afectar los derechos del lia neo. $*) La entrega del rema- 
nente antes de escriturar puede demorar la escrituración; pero 
ello no es óbice para que el Banco cumpla lo establecido en el 
art. (Ui : ello podría causir perjuicio al comprador, no al ven- 
dedor, que no responde de esa dentara (art. í>4 ley 8172) máxi- 
me trac, BÍ se produjera, w debería a causa extraña a su volun- 
tad. 4'0 Lo espresado en brs puntos K 2" 1 y 'A" es con referencia 
a la di uda de Obras Saiii!an::s anterior a la toma de posesión 
del comprador j en cuanto a la posterior a ésta cabe destacar 
qtie. gravitando sobre e] adquirontc. es este, y no c| Ha tico, 
guien debe abonarla (art. 1, ley 3249). 

Que el argumento que el recurrente eslrae del art. 7fj do 
la ley 8172 es infundado e inoperante: J°) Porque la demora 
que la substanciación de este incidente y lo que m decida en 
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el mismo pueda cansar al Bañen, no constituyo entorpecimiento 
arbitrario, sino lófriea e inevitable consecuencia del ejercicio 
de ana derechos por parto de otro acreedor. 2*) Porque el art. 
75 prohibe a los jaeces suspender o trabar el procedí ni iento 
del Bañen para la venta en remate de las propiedades bipote- 
cadas (a menos (pie .se trate de tercería de dominio) previsión 
que no comprende al cuso de antas en el cual el Manen ejercitó 
sin trabas «u derecho preferente a vender, tiene en m poder 
la lolalidad del precio (.bienidn y luí originado esta articula- 
t-iÓTi con su resistencia a eumplir respecto al remanente lo cpie 
con claridad preceptúa el art. (ití do su ley orgánica, 

l'or ello se <«»n tirina el auto apellido, fon costas al recu- 
rrente. — Árdoy, — Aguila r Torres. — <!r la Pin ¡de. 



Dictamen del Piuhuicauoei (Jknkiul. 
Suprema Ooíte; 

VA auto lio fs. 154, mi ¡mando ni Banco Hipotecario 
Nacional deposito el sobrante del precio do venta ob- 
tenido en ol reñíalo do un inmueble que lo oslaba afec- 
tado en pmmlía de un préstamo, aunque dio* tuto en 
juicio do apremio, lime caracteres di- definitivo en 
cuanto obliga n un tercero contra quien no se había 
dirimí" semencia de remate; y como está en tola de 
juicio la interpretación do disposiciones do la ley or- 
gánica de dicho Banco, resulta admisible el recurso 
extraordinario concedido n fs. 15!). 

En cuanto al fondo de! asunto, se discute si el Ban- 
co Hipotecario está obligado o no a depositar el so- 
brante en cuestión, untos de otorgar at comprador la 
escrilura de venta y establecer por liquidación defini- 
tiva cuál sen el Baldo excedente. El auto apelado re- 
suelve ese punto afirmativamente; pero a mí juicio las 
razones en que se funda sólo serían decisivas si, al exi- 
gir al Hunco consigne el suido dentro de cierto plazo, 
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tupiese cosa juzgada respecto dol comprador y de los 
demás acreedores interesados — la Municipalidad y 
Obras Sanitarias— en el sentido de que el Banco puede 
otorgar la escritura de venta aunque tales acreedores 
continúen impagos, y deban discutir más adelante ante 
la justicia su mejor derecho frente al segundo acree- 
dor hipotecario. 

Kn tales condiciones, el Banco podría ciertamente, 
escriturar de inmediato, liquidar la deuda y depo- 
sitar el saldo dentro del plazo prudencial quo la jus- 
ticia le fijo ampa ramio los derechos del titular de la 
segunda hipoteca; pero como el auto apelado no ofrece 
por ahora a! Banco ni al comprador, esa garantía, pien- 
so que corresponde revocarlo en cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. Buenos Aires, diciembre ^tí de 1Ü42. — 
Juan álvaree. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de noviembre de líHIi. 

Y visto el recurso ex* ra ordinario venido del Su- 
perior Tribunal de Justicia de la Prov. de Entre Ríos, 
en el juicio de apremio que sigue la Municipalidad de 
Paraná contra la sucesión de Ü. .Justo K. Pérez por 
cobro de pavimentos y otros impuestos; y 

Considera mío: . 

Que en dicho procedimiento se ejecutaba por la 
s; .na de $ 1.983,04, una casa de la sucesión que había 
esculo hipotecada al Banco Hipotecario Nacional eu 
primer termino y a una señora Tensa Palma do Ua- 
saldúa en segundo. Que estando paui venderse la pro- 
piedad, después de dictada la sentencia de trauco y 
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reñíate, y notificado el Banco Hipotecario, este hizo 
saber que ejercitaría la facultad de realizar la ventu 
de la propiedad administrativamente, de acuerdo con 
el art. (¡l¡ de su ley orgánica. A pedido del represen- 
tan le de la Municipalidad, el Juez se dirigió varias 
veces al 13 a neo para que procediera al remate del in- 
timo Me y otras tantas veces el J Janeo se disponía a 
hacerlo, recibiendo luego orden de suspensión como 
consecuencia de arreglos que se tramitaban entre la 
Municipalidad y la sucesión deudora. 

Que, mientras tanto, la acreedora en segundo tér- 
mino, señora do Basaldúa, inició y tramitó una tercería 
de mejor derecho con la Municipalidad para ser pa- 
gada con preferencia sobre el producido de la venta 
de la propiedad, juicio que fué fallado definitivamen- 
te a su favor. (Sentencia de fs. 111), 

Que, después, el Hunco Hipotecario resuelvo re- 
matar la finca por estar la deudora atrasada en sus 
servicios, haciendo uso de la facultad que le acuerda 
el art. 08 de su ley, y lo comunica al juez de la causa 
(fs. í)4). Luego le hace saber el precio obtenido, que 
fué $ 14.500, y le pide que cí juzgado se dirija a las 
oficinas recaudadoras de la Provincia para que infor- 
men sobre lo que se deba por impuestos, para poder 
escriturar, de acuerdo a los arts. 3 y 4 de la ley 3249 
(fs. 1U4). Huí resolver sobre lo pedido, el juzgado 
a instancia do la tercerista señora de Basaldúa, le in- 
tima al Banco que deposite en el término de tres días 
el remanente de lo producido por la venta y la liqui- 
dación del capital, intereses y gastos, bajo apercibi- 
miento (fs. 110). Que el Banco, fundándose cu que no 
se ha escriturado la venta ni se puede saber todavía 
el monto de los impuestos y gastos que deban abo- 
narse para hacer esta operación, pide reconsideración 
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y apelación en subsidio do dicho nulo. 14» reconsidera- 
ción no prospera y en la apelación el Banco es ven- 
cido. (Sentencia del Superior Trihun.nl de Justicia de 
fs. 154). 

De esta sentencia es que se ha deducido el recur- 
so extraordinario, fundándose en que al Banco se le 
restringe el derecho acordado peí el urt. 66 do la ley 
8172, modificada y ampliada por la UUiTli, cuya apli- 
cación o interpretación es ...Jciia propia del recurso. 

Que habiéndose discutido cu el pleito el alcance e 
interpretación de la disposición de la ley nacional ci- 
tada y resuelta negativamente la pretensión del Hunco 
fundada en ella, el recurso procede. Y aunque en esle 
caso se lia producido en un juicio de apremio que, en 
principio, un puede «lar origen al recurso, se trata da 
un auto dictado respecto de un tercero que no es parte 
en el juicio y que tiene carácter irreparable, pues sus 
efectos no podrían ser corregidos en un juicio poste- 
rior, y por ello mismo el recurso se concede por excep- 
ción de acuerdo con la jurisprudencia de esta (.'orto 
Suprema (Fallo*: 101, M¡'2 y :S7li; Illa, 4(>0 ; 190, 101; 
181, Bj Híf, 379 y mochos otros). 

Que BU cuanto al fondo del asunto, al decir el 
art. til!, Jey 10.0*7(1, 2* apartado, que "el Banco deberá 
poner ¡i disposición de la autoridad respectiva una vez 
hecha la liquidación de la deuda el remanente del pre- 
cio, cubierto que sea d crédito a su favor y los trasto* 
producidos", lia querido, sin duda, dar al Banco todo 
el tiempo necesario para desenvolver y finiquitar la 
Operación. Forma parte necesaria dé ésta y es su 
última dupa la escrituración, sin la cual no se forma- 
liza la venta, ni se transmite la propiedad del inmue- 
ble. \U elemental que mientras no se lia llenado este 
requisito, la venta no Re considera consumada; ni se 
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transmite el dominio del bien ul comprador, ni el del 
dinero depositado como precio al vendedor; el com- 
prador 08 todavíu dueño de éste y no podría disponerse 
del mismo sin afectar su derecho, como sucedería si 
el Banco lo remitiera al juez requi rento para que con 
él se paguen los demás acreedores del deudor. Es in- 
negable, por otra parte, que la escrituración requiere 
ineludiblemente el pago previo do los impuestos y con- 
tri luiciones locales que debe la propiedad (leyes 1ÍÍ03, 
art. 18, y 2084, arta. Ütí y 31} y de los servicios de las 
Obras de Salubridad por la afectación que impone el 
art. 21 de la ley 1U.ÍÍÍÍ8, No está en las posibilidades 
del Banco hacer la escrituración eludiendo el pago de 
esos gravámenes, sencillamente porque no encontraría 
escribano público que se prestara a ello, ni sería lícito 
proponerlo. Hay que convenir entonces que el Banco 
no podía ni debía cumplir lo que el juez le había orde- 
nado a requerimiento de la tercerista, y es hacer antes 
de la escrituración la liquidación de la operación y Ja 
remisión del remanente, cuyo monto no se conoce ni se 
puede conocer con exüHitud mientras no se liuya lle- 
nado esa formalidad, como lo reconoce el mismo fallo 
recurrido. VA art. 7(¡ de la ley del Banco indica el 
procedimiento a seguir en osle caso, anteponiendo la 
escrituración a la remisión del remanente. 

Que si es cierto que cuando Ja ley ha conferido 
al Banco la franquicia de que se trata, pura ejercitar 
dentro de determinadas condiciones, debe suponerse 
que le ha acordado el tie. qio necesario para ejercitar- 
la con amplitud, no puede decirse que está en retardo 
mientras no se pruebe que ha demorado injustificable- 
mente los trámites o la definitiva terminación de su 
gestión, lo que en este caso no ha leu ido lugar, ni se 
ha aducido siquiera por la parte. 
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Que el emplazamiento por el término de tres días, 
resulta así musitado, por falta de antecedentes que lo 
expliquen, y violatorio del espíritu de la loy por su 
exigüidad; pues no es creíble que en dicho plazo el Ban- 
co pudiera obtener los infn riñes de las oficinas recau- 
dadoras y «tros elementos (pie le son indispensables pa- 
ra finiquitar la operación. 

Que, desde otro punto de vista, no puede afirmarse 
que por el hecho de que el Hunco haga la escrituración 
de la propiedad vendida y al hacerla pague las contri- 
buciones que las leyes establecen que se deben abonar 
previamente, el derecho de la tercerista a quien por ^ 
sentencia se le ha reconocido preferencia, ha de resultar 
necesariamente lesionado, porque si entre los impuestos 
pagados hubieran algunos de los comprendidos en aqué- 
lla, siempre le quedaría libre una acción contra la Mu- 
nicipalidad para recobrar lo que ésla hubiera percibido 
sin derecho en perjuicio de la primera, 

Que, en síntesis, la sentencia recurrida comporta 
una restricción al privilegio establecido por el ¡ir!, <>o' 
de la ley nacional núm. l().í¡7fi, para cuyo amparo está 
el recurso autorizado por el art. 14, ine. :i\ de la ley 
núm. 4S. 

Kn su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se revoca dicha sentencia 
en todo enjuto ha podido ser materia del recurso. No- 
tifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel 
en et juzgado de origen. 

ROBRJITO IvKl'KTTO — AnTOJÍHJ JSa- 

tiARSA — Lms Linares — B. 
A. Xazvu AxrmmKNA — F. 
Hamos MejÍa. 
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FERROCARRILES DE ENTRE RIOS v. PROVINCIA 
DE ENTRE RIOS 

FALTA DE ACCION. 

I' ACO: rayo indebido. 

Habiéndole demostrado que ci ím puesto al consumo inter- 
no del fuel oil establecido por la ley ¡Í17H de ia Provincia 
de Entre. Ríos, i'm' pagado por la compañía vendedora y 
distribuidora en su carácter de recüidín 'ura del gravamen 
cuyo moni o cobro al comprador y consumidor, este tiene 
acción contra la provincia para demandar la repetición 
de la suma ipie pa^ó cu esa forma y bajo protesta notifi- 
cada a la misma y a la empresa distribuidora. 

VACO: I'agn con protesta. Alcance 

Los pagas ulteriores a la protesta se hallan amparados 
por ésta cuando cu ella w hace referencia a los mismos. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConslitueionaUdad e ¡nconttítucio* 
nattdiiti. Impuestos y co»tr¡buciafkn provinciales. Catín amo tf produc- 
ción. Entre Utos. 

Es violatorio di* los arts. 10, 11 y 12 de la Constitución 
Nacional el cobro del impuesto al consumo interno de fuel 
oil establecido por la ley 3173 de la Provincia de Entre 
Ríos, efectuado por intermedio del vendedor y distribui- 
dor en el carácter de recaudador del gravamen, antes de 
introducirse la mercadería en el territorio provincial. 

L\f PUESTOS' A LOS FERRUCA lili ¡LES, 

La Empresa Ferrocarriles de Entre Rías está exenta, con- 
forme a lo dispuesto por las leyes 5315 y 10.ÍÍ57, del ¡m- 
puestn al fuel oil establecido por la ley 3173 de la Pro- 
vincia de Entre Ríos. 

Dictamen imx PlionritAinm Geneiiai, 

Suprema Corto : 

Tonto en lo relativo a procedencia do la jurisdic- 
ción originaría do V. 10., como t i lo que constituye pro- 
piamente el fondo del n su ni o, este cuso os semejante 
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al resuelto por la Corte eu 44í>, y equiparable al 
de la pág. 43T del mismo tomo de los Fallos. Se im- 
pugnaba entonces la validez constitucional de un im- 
puesto ai consumo local de nafta, creado por la Pro- 
vincia de Entre Ríos en ejercicio de facultades propias, 
y la Corte resolvió que bajo tal concepto el impuesto 
era inobjetable. 

Por las razones que Mee valer entonces en mis 
dictámenes, y las concordantes de dichos fallos, pienso 
que tampoco en el sub-jitdive ha acreditado el actor la 
existencia ue inconstitucional i dad en que funda su de- 
manda. Buenos Aires, octubre 20 de 1942, — Juan Al- 
vares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de noviembre de 1943. 

Y vistos : Los seguidos por la Empresa Ferrocarri- 
les de Entre Ríos contra la Provincia de Entre Ríos 
por cobro de pesos, de cuyo estudio resulta: 

A fs. 10 se presenta don Anselmo F. López, en re- 
presentación de la actora, deduciendo demanda contra 
la citada provincia, pidiendo se condene a la deman- 
dada a restituir a su representada la suma de pesos 
ocho mil setecientos noventa y dos con setenta y cuatro 
centavos, con sus intereses y las costas del juicio, a 
mérito de los antecedentes y fundamentos que se indi- 
can a continuación. Por ley núnu 3173 la Provincia de 
Entre Ríos creó un impuesto de tres cuartos de centavo 
sobre cada kilogramo en gas-oil, diessel-oil, fuel-oil y 
productos similares derivados del petróleo que se con- 
sumiese dentro de su territorio. Con arreglo a las dis- 
posiciones de esa ley y de su decreto reglamentario, el 
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gravamen afecta aún a los productos adquiridos fuera 
de la jurisdicción provincial cuando están destinados a 
su consumo en la Provincia. Para asegurar la percep- 
ción del gravamen, la Provincia obliga a las entidades 
productoras o importadoras a que, cu toda operación de 
compraventa del producto en que éste deba entregarse 
para su consumo en la Provincia, apliquen el gravamen, 
conjunta mente con el precio de venta y lo depositen a 
la orden del fisco provincial. (Vano en esa forma venía 
a gravarse el petróleo y derivados adquiridos por la 
empresa para necesidades del servicio ferroviario que 
presta, ella labró ante el gobierno proviucial la protesta 
que acredita con la escritura que acompaña, cubriendo 
todo cobro futuro que se le hiciera efectivo por tal con- 
cepto. La protesta se fundó en dos causas : 1*) en que 
por la forma de aplicación del gravamen, que se hace 
efectivo no en el momento de consumirse el producto 
sino al formalizarse la operación de compraventa fuera 
do la Provincia, ésta excedía sus facultades impositivas 
crenndo OH derecho aduanero a Ja entrada del producto 
en su territorio ; y 2 9 ) en que, con respecto a la empresa, 
el cobro del impuesto viola la exención que establecen a 
su favor el art. 8 de la ley 5315 y el art. 1* de la ley 
10.ÍÍ57, al gravar un producto adquirido para necesi- 
dades tlel servicio ferroviario que la Nación ha conce- 
dido a su mandante. 

Xo obstante que esa protesta se labró el 22 de 
abril de 1940 y fué notificada al gobierno de la Provin- 
cia el -5 del mismo mes y año, la Direceióu de Yaci- 
mientos Petrolíferos Fiscales, a quien la empresa ad- 
quirió una partida de un millón ciento setenta y dos mil 
trescientos doce kilogramos de fuel-oil, con entrega en 
lbicuy, en el mes de mayo de lí)40, le facturó separada- 
mente del precio de compra la suma de $ 8.7í)2,;í4 en 
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concepto do impuesto provincial de Entre Ríos. Ello 
dtó lugar a una nueva protesta corroborante de la an- 
terior, que su representada labró ante Yacimientos Pe- 
trolíferos Fiscales el 27 de mayo de 1940. Formulada 
esa protesta, su mandante pagó el gravamen exí^do y 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales, a su vez, lo entregó 
al fisco provincial en julio de 1940, incluyéndolo en el 
producido de ese impuesto sobre las operaciones reali- 
zadas en el mes de mayo. 

Entretanto su mandante venía gestionando del go- 
bio rno provincial el reconocimiento de exención imposi- 
tiva frente a la ley núm. .1173, y sus gestiones tuvieron 
éxito para las operaciones futuras. A tal fin la Direc- 
ción Provincial de Rentas expidió un certificado de 
estar exenta la empresa del impuesto local "correspon- 
diente al consumo de productos carburantes, fuel-oil y 
diessel-oil, que efectúan bis fenol ¡arcos, locomotoras, 
etc. de su propiedad, hasta la cantidad de 1,300 tonela- 
das mensuales". Esta cantidad se calculó sobre la base 
de consumo medio de los productos en la explotación 
ferroviaria, dentro del territorio provincial. Pero al 
reclamar su mandan le el reintegro de la suma de pe- 
sos 8.7í)2,:i4 f pagada en la forma antes expuesta, el 
gobierno provincial le denegó esc reintegro, no obstante 
(pie el impuesto se pagó e ingresó al erario provincial 
después de las protestas do que ha hecho mención, lo 
que obliga a la empresa a demandar su reintegro. 

Do los antecedentes expuestos surge el derecho de 
su parte. Las facultades impositivas de la Provincia de 
Entro Ríos se encuentran limitadas desde dos pantos 
de vistas en cnanto al impuesto en sí, creado por la 
ley 3173, a que el mismo sólo se aplique en operaciones 
do consumo dentro del territorio de la Provincia ; y en 
cuanto a la posición subjetiva do su mandante, al res- 
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peto debido a la exención impositiva que establecen las 
leyes 5315 y 10.657, cuya prioridad surge del art. 31 
de la Constitución Nacional. 

La aplicación de esos dos conceptos pone de mani- 
fiesto la ilegitimidad del cobro cuya repetición persigue. 

La adquisición de partida de petróleo que mo- 
tiva el juicio fué convenida entre su mandante e Y. P. 
b\ en Buenos Aires, fuera de la jurisdicción impositiva 
do la Provincia. El producto se entregó por el vendedor 
a la empresa en Ibicuy, puerto de Entre Kios, y la in- 
troducción del petróleo por ese puerto no ha podido 
ser gravada por la Provincia sin incurrir en una viola- 
ción de los arta. 10, 11 y IOS de la Constitución Na- 
cional. 

Xo habiendo podido gravarlo válidamente la Pro- 
vincia, basta ese momento, al producto adquirido, «1 
único aspecto susceptible de imposición sería el del con- 
sumo dentro del territorio provincial. Ella estableci- 
do, resulta incuestionable el derecho de la actora a que 
se respete la franquicia impositiva de las leyes nacio- 
nales antes citadas. 

Las protestas exteriorizan en forma intergiversable 
el criterio de la empresa y su oposición al cobro del 
gravamen, llenando jis í el requisito a (pu- condiciona la 
jurisprudencia de esta Oírte las acciones de repetición 
de impuestos. 

Sostiene que si la Provincia considera que por la 
forma de percepción del gravamen por intermedio de 
las entidades vendedoras del producto el caso escapa 
a las franquicias de las leyes 5315 y 10.057 citadas, tal 
punto de vista no puede sustentarse jurídicamente y 
estaría en contradicción con la actitud de la Provincia 
al aceptar la api i cal )il i dad para el ful uro de esas fran- 
quicias. 
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La ley provincial 3173 no grava ni la producción 
ni la introducción del producto en la Provincia, ni su 
venía. La operación gravada es el consumo, y en el 
caso dé autos es indudable el carácter de consumidora 
que invisto la actorn, como lo es también que el potffS? 
leo se consumió totalmente cu las necesidades del ser- 
vicio ferroviario. 

Adquirido el producto por la actora en Buenos 
Aires y recibido en Ibicuy, si para negar el carácter 
de sujeto pasivo del impuesto local se pretende que el 
monto del mismo se encontraba ya incorporado al pre- 
cio comercial de dicho producto, la consecuencia lógica 
sería que la di mandada lia ejercitado facultades impo- 
sitivas fuera de su territorio, gravando la introducción 
al mismo del producto, violando los arts. 10, 11 y 108 
de. la Constitución Nacional. 

Futida la competencia originaria do esta Curte en 
ol Iiecbo de tratarse de un litigio entre una persona ju- 
rídica con domicilio en la Capital Federal (su mandan- 
te) y una provincia, y de versar el pleito sobre el rein- 
tegro de sumas de dinero en mérito de la aplicación de 
leyes nacionales (Ó315 y 10.657) y textos de la Cons- 
titución, que resultarían afectados por imperio de la ley 
provincial :il73 (art. KM) de la Constitución Nacional y 
art. 1, i nc. 1', de la ley 48). 

Por auto de fs. 13 vta. se corre traslado de la de- 
manda. A fs. 2;í se presenta don Eructo R. Frcgosi, 
en representación de la Provincia de Entre Ríos, y a 
fs. 27 contesta ia demanda pidiendo su rechazo, en todas 
sus partes, con costas. 

Dice que la acción instaurada reitera por vía judi- 
cial una red ¡u nación administrativa que su represen- 
tada denegó fundándose en razones que va a reprodu- 
cir a con 1 inunción. ¡Sostuvo Ja Provincia de Entre 
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liíos, y lo reitera ahora por su intermedio, que la devo- 
lución que pretende la acto ra, de una suma que dice 
abonó en concepto del impuesto establecido por la ley 
3173, es improcedente) : 1') porque la suma que efecti- 
vamente ingresó al erario provincial es inferior a la 
de $ 8.792,34 que se reclama, toda vez que de esa 
cantidad la empresa vendedora o distribuidora (en el 
caso la Dirección de Yacimientos Petrolíferos Fiscales) 
retiene un 3 % para gastos do contabilidad o inspección ; 
2") porque el impuesto no fué abonado a la Provincia 
por la actora sino por los distribuidores legalmente obli- 
gados a ello, según lo dispone el art. 3 de la ley provin- 
cia 3173; 3*) porque el pago se efectuó sin protesta pre- 
via en marzo de 1940, es decir, con anterioridad a la 
resolución de la Dirección (¡ene ral de lientas de la Pro- 
vincia declarando eximidos a los Ferrocarriles de Entre 
Ríos del impuesto de referencia; 4 T ) porque la senten- 
cia de esta Corte, pronunciada en caso análogo, invo- 
cada por la actora para fundamentar su pretensión (Fa- 
llos: is;>, 261) le es completamente adversa pues en ella 
se declaró que "en lo referente al impuesto interno 
sobre la nafta, su exención sólo puede invocarse por los 
ferrocarriles antes de que su importe, pagado por otro 
al fisco, se luí ya incorporado al precio de la mercade- 
ría., y siendo la exención creada por el art. 8 de la 
ley 3:315 personal e intransferible, el ferrocarril carece 
de derecho para aplicar retrospectiva mente la exención 
de que dispone, a impuestos ya pagados al fisco por el 
vendedor de las mercaderías compradas por él". 

Afirma que el gravamen establecido por la ley 
provincial 3173, en su aplicación al enso que motiva este 
juicio, en nada contraría los preceptos constitucionales 
que recuerda la actora. 

La ley 3173 establece un impuesto al consumo ínter- 
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no en la Provincia de gas-oil, diessel-oil, fuel-oil, y pro- 
ductos similares derivados del petróleo, sin hacer dis- 
tingo alguno en beneficio o en daíio de una u otra pro- 
vincia. Lo aplica por igual a todos los consumidores 
dentro de su jurisdicción, en ejercicio del indi sentí do de- 
recho do los estados locales, de gravar su riqueza, de 
acuerdo con los arts. 104 y 110 de la Constitución Na- 
cional, Es inexacto que el gravamen recaiga sobre la 
importación a la Provincia y que disimulada mente cons- 
tituya 4, un verdadero derecho aduanero a la entrada 
del producto en su territorio"; recae sobre el producto 
que se consume en la Provincia, os dedr, cuando la ma- 
teria está ya incorporada a la economía provincial, y 
gravita sobre el consumidor, que lo paga involucrado en 
el precio del producto. El hecho de que el "agente de 
retención" del gravamen sea e\ introductor o vendedor, 
no basta para desvirtuar ese carácter, pues aparte de 
que la determinación de tales personas como agentes 
de retención es asunto de orden procesal interno, regi- 
do por razones de nuís fácil, rápida y económica conta- 
bilidad, lo esencial es que el gravamen recae en defini- 
tiva sobre el consumidor (pie lo paga involucrado en 
el precio del producto. La calificación de impuesto 
aduanero provincial, que le imputa la aetora ni tributo 
cuestionado, es, pues, manifiestamente improcedente j 
sobre todo, considerando que según el art. 2G de la ley 
12.310 la Provincia de Entre Ríos, al adherirse al régi- 
men de unificación de impuestos internos, se reservó el 
derecho de gravar el petróleo, etc. 

Cita a continuación el fallo do esta Corte en la 
causa seguida por Establecimientos Argentinos Bovril 
contra la Provincia de Entre Ríos, en que se declaró 
que la ley ;J173 es análoga en lo substancial a la ley 3139, 
cuya inconstitncionalidad se demandó ítl re Compañía 
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Suizo Argentina de Electricidad contra su representa- 
da, en que se rechazaron las acciones interpuestas con- 
tra su mandante, declarándose que el impuesto cuestio- 
nado grava el consunto del artículo con posterioridad a 
la entrada, o sea t precisamente, cuando ha cesado la 
circulación territorial y ha comenzado la circulación eco- 
nómica por su confusión con los otros bienes que for- 
man la riqueza provincial. 

En cuanto a la exención pretendida por la actora 
por aplicación de las leyes nacionales 5315 y 10.657, 
expresa: a) que el 12 de abril de 1940 la demandante 
solicitó administrativamente exención del impuesto es- 
tablecido por la ley 3173, y sólo eñ 1* de febrero de 1941 
llenó los requisitos necesarios para beneficiarse con tal 
exención, la que le fué acordada el 22 del mismo mes y 
año; y b) que en tales condiciones la actora no puede 
pretender se apliquen retroactivamente tos beneficios 
de osa exención a los impuestos pagados con anteriori- 
dad, y por otra persona, el vendedor de las mercaderías, 
' en oí caso, Y. P. F. 

Abierta la causa a prueba, por auto de fs. 31 vta., 
se produce la que indica al certificado de Secretaría de 
fs. 56. A fs. 58 y 64 corran los alegatos de actora y 
demandada, a fs. 68 dictamina el señor Procurador Ge- 
neral sosteniendo que este caso es semejante al resuelto 
por esta Corte en el tomo 188, página 449, y a fs. 68 vta. 
se llama autos para definitiva. 

Considerando: 

Que la actora ha probado: con el testimonio de la 
escritura que corre a fs. 7, que protestó el cobro del im- 
puesto a que se refiere por los motivos que expresa en 
su demanda, y que esa protesta se notificó ai Goberna- 
dor de la Provincia el 25 de abril de 1940; con el oficio 
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de fs. 42 : que on 27 de mayo de 1940 pagó a Yacimien- 
tos Petrolíferos Fiscales una partida de 1.172.312 kilo- 
gramos de fuel-oil, con entrega en Ibicuy (Prov. de En- 
tre Ríos) ; que Y. P. F. cobró la suma de $ 59.494,83 en 
concepto de valor del producto en Ibicuy y do $ 8.792,34 
c-u concepto de impuesto provincial creado por ley 
mím. 3173 de Entre Híos; que con anterioridad a ese 
pago la empresa había notificado a Y. P. F., por escri- 
tura pública, que todo pago que esa entidad le recia i naso 
por cuenta de la Provincia de Kntre Hius y por el refe- 
rido impuesto, debía considerarse hecho bajo formal 
protesta por considerar aplicable la exención estable- 
cida en Jas leyes 0315 y 10.ÍÍ57; y que Y. P. F. depositó 
a la orden de la Provincia de Entre Ríos en julio de 
1940 la suma de $ 8.792,34 cobrada a la empresa actora 
en concepto del impuesto de la ley provincial núm. 3173, 
depósito que comprendía todas las sumas recaudadas por 
igual concepto durante el mes de mayo del mismo aüo. 
V con el oficio de fs. 40, que? la citada partida de fuel- 
oil fué aplicada y consumida en actividades propias y 
exclusivas del servicio ferroviario de la empresa y del 
F. O. X. K. A. que administra. 

Do esos hechos resulta patente que el impuesto de 
que se reclama, fué abonado por la actora a Y. P. F. 
on su carácter de recaudadora del gravamen, de acuer- 
do a lo dispuesto en el art. 3 de la ley 3173. Que la 
protesta de que instruyo el testimonio de escritura ci- 
tada, demuestra que ella fué anterior al pago del im- 
puesto reclamado, y que llena todos tos requisitos re- 
queridos por la jurisprudencia de esta Corte; siendo in- 
necesario que esa protesta, referida a pagos futuros, so 
repita en cada uno de éstos. Es de observar además, que 
también se protestó ante Y. P. F. y se pidió la notifi- 
cación a ía provincia, lo que no cumplió V. P. R 
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Que la sentencia de esta Corte del tomo 188, pá- 
gina 2G1, no se refiere a un caso análogo al presente, 
en el cual la empresa ferroviaria acto ra ha pagado bajo 
protesta a Y. P. F. en su carácter de recaudadora de 
la provincia el impuesto exigido por la ley impugnada, 
mientras que en aquél el impuesto a la nafta cuya re- 
petición demandaba la Cía. General de Ferrocarriles, 
había sido pagado por un tercero al Fisco e incorpora- 
do al precio de la mercadería, por lo cual la citada com- 
pañía no había protestado su pago, el que había sido 
abonado por el introductor por su propia cuenta. 

El caso en examen difiere fundamentalmente tam- 
bién de los resueltos iu n> Cía. Suizo Argentina de Elec- 
tricidad v. Entre Ríos y Bovril Ltda. v. Entre Ríos 
citados por la demandada, puesto que en estos dos se 
probó que el gravamen se había cobrado a las adoras 
despuó» de entrada la mercadería a la provincia y con 
motivo de su consumo dentro de la misma, aparte de 
que las nctoras en esos dos casos no gozaban de la exen- 
ción que las luyes 5315 y 10.U57 acuerdan a las em- 
presas ferroviarias. 

En eLsiiMífr, el impuesto se ha cobrado a la adora 
en el mismo momento de su compra, después de haherlo 
protestado, y antes de introducirse la mercadería a la 
Pro vi aria de Entre Kíos, violándose lo dispuesto en los 
ans. 10, 11 v VI de la Constitución Nacional (Fallos: 
170, 158; 174, lí>3; 177, 28»; 187, 392; 11H>, 499), y las 
leyes 531$ y 10.1)57 que eximen de ese impuesto a los 
ferrocarriles según lo tiene decidido esta Corte en nu- 
merosos casos análogos (Fallos: 183, 181 y 190; 18f>, 
84; 193, 1182; 195, 94). 

Por estos fundamentos, los concordantes aducidos 
en la demanda, y oído el señor Procurador General, se 
condena a la Provincia de Entre lííos a devolver a la 
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actora la suma de ocho mil setecientos noventa y dos 
pesos con treinta y cuatro centavos moneda nacional 
reclamada en estos autos, con sus intereses desde la 
interpelación judicial a estilo de los que cobra el Banco 
de la Xaeión Argentina y las costas del juicio. Xotifí- 
quese, repóngase el papel y en su oportunidad archívese. 

ítoREHTo Kepetto — Antonio Sa- 
OABIfA — Luis Linares — B. 
A. Xazar Ancííokena — F. 
Ka Mus Mejía. 



JOSE LUIS PELLERINl v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS. 

La r<"seÍMÓn d«-i contrato de fihrjss públicas declarada por 
el Estado .sin facultad para ello, sin nír a] otro contratante 
y sin i, 'if icaria al niiamo, no produce efecto legal. 

CONTRATO DE OH 11 AS PUBLICAS. 

La clausula del contrato de obras públicas por ta cual una 
provincia, se ha reservado el derecho de rescisión para el 
caso de falencia o desaparición del contratista, no la auto- 
riza a declararla por sí fundada en que aquél ha hecho 
adjudicación de sus bienes, tanto menos si en el pliego de 
bases o e» mlie iones se prevé la posibilidad de la continua- 
ción de las obra» por un sub-contratista con anuencia de 
las autoridades provinciales, si la provincia admitió que 
la adjudicación continuara otras obras contratadas con el 
nii*mo em priva rio. y si no media ninguna circunstancia 
especird en el adjudicatario sino simplemente las condicio- 
nes económicas y !a¿ paran tías de la misma naturaleza 
ofrecidos, 

CONTRATO HE OH RAS PUBLICAS. 

No habiendo manifestado Ion adjudicatarios de los bienes 
del empresario de una obra pública su pretcnsión de pro- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 187 

setruir esta última ni hecho valer su derecho para ello, no 
pueden fundar la acción de rescisión del contrato promo- 
vida contra la provincia en que esta ha violado esc derecho. 

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS. 

Procede decretar la rescisión de! contrato de obra pública 
euvo cumplimiento se ha tornado imposible por culpa o 
negligencia de ambas partes, sin indemnización I cargo de 
ninpnna de ellas. 



Dictamen pel Pnoccrunon General 
Suprema Corto : 

La jurisdicción originaria de la Corto Suprema pa- 
ra conocer en esta causa fué discutida ya entre las par- 
tes como cuestión previa, V. E. la decidió en sentido 
favorable a fs. 43, y la tramitación posterior no ofrece 
elemento alguno de juicio que autorice a modificar lo 

resuelto antes. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobro cuestio- 
nes de derecho común ajenas a mi dictamen. Buenos 
Aires, setiembre 7 de 1942. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
, Buenos Aires, 5 de noviembre de 1943. 

Vistos los autos: "Pellerini José Luís {adjudica- 
ción de bienes de) contra Buenos Aires, la Provincia, 
sobre rescisión de contrato 7 >, de los que resulta: 

Que a fs. 5 don Vlises Carozzo Rolleri en represen- 
tación de la adjudicación de bienes de don José Luis 
Pellerini, demanda a la Provincia de Buenos Aires por 
rescisión del contrato celebrado entre ésta y el Sr. Pe- 



188 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



llerim el 2íi de diciembre tie 1930; por cobro ordina- 
rio de $ 69.779,13 m/n., o la cantidad que en definitiva 
fije el Tribunal; por devolución de f 7.Í3UO que la Pro- 
vincia recibió como depósito en garantía cu títulos del 
empréstito interno de la misma, consolidación año 1926, 
y $ 28.000 en títulos de bouos de pavimentación de la 
misma provincia al 7 f /t, ley de! 7 de noviembre de 1923; 
todo con intereses y costas. Funda la acción en los si- 
guientes antecedentes: a) Por resolución del 18 de no- 
viembre de 1927 se dispuso que la Dirección de Sanea- 
miento y Obras Sanitarias de la Provincia preparase 
uu pliego de bases y condiciones para llamar a licita- 
ción pública a ti ti de realizar obras de saneamiento en 
la dudad de Bolívar. MI pliego y los documentos fue- 
ron aprobado» el 14 de enero de 1930, y efectuado el 
llamamiento a licitación, fueron abiertas las propuestas 
el 25 de abril de 1930. Entre ellas figuraba una del 
Sr. Pellerini, antecesor de la actora, quien propuso la 
ejecución de las obras correspondientes con una rebaja 
de i 0\1U l f o sobre el presupuesto oficial de $ 743.121,74 
moneda nacional. El Poder Ejecutivo de la Provincia 
aprobó la licitación el 18 de agosto de 1930 y aceptó la 
mencionada propuesta, en cumplimiento de cuya resolu- 
ción la Intervención Nacional firmó el 2b" de diciembre 
de 193U, la correspondiente escritura, que lleva el uúm. 
73, de lu que no acompaña testimonio por habérselo ex- 
traviado. En garantía del cumplimiento del contrato Pe- 
llerini depositó $ 7.;jUU al presentarse a la licitación y 
$ 28.01 X) cuando Je fueron adjudicadas las obras, ambas 
sumas en los títulos que Índica y le fueron facilitados 
por el Banco Germánico; b) Otorgado el contrato, el 
Sr. Pellerini adoptó las medidas necesarias jjara cum- 
plirlo; pero para ello era indispensable que previamen- 
te le fueran entregados los terrenos en que debía efec- 
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toarse la obra, que os lo que técnicamente se denomina 
replanteo (art. 30 del pliego de condiciones). Dicha en- 
trega no se realizó porque el Gobierno no había conse- 
guido tomar la posesión de las tierras en el juicio sobre 
expropiación que había promovido al efecto. Esta cir- 
cunstancia motivó una reclamación de PeHeruu con el 
fin de dejar a salvo sus derechos, pues existían términos 
fijos en el contrato, pero el Gobierno nada hizo para 
solucionar esa situación. La acentuación de la crisis eco- 
nómica reinante creó al Sr. Pcllcnni una difícil situa- 
ción a-ravada por las obligaciones que había contraído a 
raíz del contrato, que le implú-iban el pago de intereses 
y la paralización de capitales invertidos en materiales y 
compras diversas. Todo ello determinó la presentación 
del Sr PeUerini en convocatoria de acreedores ante el 
Juzgado de Comercio del Dr. Beretervide, Secretaria 
Susini. Esa presentación indujo al Director de Sanea- 
miento v Obras Sanitarias de la Provincia a solicitar 
la aplicación del art. 49 del pliego de bases y condicio- 
nes y al interventor a declarar rescindido ol contrato 
por resolución del 27 de noviembre de 1931 —expedien- 
te ü.2C>8, M. O. P.— con pérdida del depósito de garan- 
tía y a llamar a nueva licitación. 

La actora sostiene que la rescisión del contrato de- 
cretada es antojadiza e improcedente y no se baila auto- 
rizada por ninguna de las cláusulas del contrato, que 
obliga a la provincia nomo a una persona 3nndica. El 
art é del pliego de condiciones acuerda al Poder Eje- 
cutivo el derecho de rescindir el contrato en el caso de 
falencia o desaparición del contratista" o "de que se 
haga culpable de falta gravo, negligencia o contravenga 
Poblaciones v condiciones estipuladas". La convo- 
catoria "de acreedores invocada para decretar la res- 
cisión no es lo mismo que la falencia ni importa la 
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desaparición del contratista, como tampoco la implica 
la adjudicación do bienes, que os justamente el medio 
preventivo arbitrado por la ley para evitar la quiebra 
o sea la falencia» pues ambas palabras .significan lo 
mismo. La interpretación dada por la Provincia al equi- 
parar la falencia a ía convocatoria y la adjudi canon es 
errónea, y tan es así que el art. 40 de la ley 4156 con- 
templa la muí inunción tlci giro do los negocios del deu- 
dor adjudicatario y (pie varias otras obras convenidas 
por el Sr. Pcileruit con los Gobiernos de la Nación y 
de Buenos Aires han sido proseguidas y concluidas por 
la adjudicación. Tal contradicción sólo se explica por- 
que la causa invocada para la rescisión es un pretexto 
para liberar a la Provincia de obligaciones que no esta- 
ba en situación de cumplir, como la que le imponía el 
art. -tí del pliego de bases. La prueba de que es así 
surge del hecho de lia berso anulado el 3 de junio de 1932 
la nueva licitación realizada el 3 de marzo, porque el 
estado financiero de la provincia no permitía afrontar 
los compromisos que significaría la construcción de las 
obras en Bolívar (exp. 0.2ÍÍ8, M. O. P.). lía sido, pues, 
la falta de terreno y de fondos la razón por la cual 
se decretó la rescisión del contrato, de modo que ésta 
no responde a culpa alguna del Sr. Pellerini, que lia sido 
una víctima de la situación del fisco provincial. Esto 
permite explicar porqué la rescisión no fué notificada 
al Sr. ÍYllerini v\ a la adjudicación y sí, en cambio, en- 
carpetada en la respectiva oficina del Gobierno. 

Los beebos expuestos demuestran, según la acto ra, 
que la rescisión del contrato es procedente ante la ac- 
titud del Gobierno exteriorizada por la resolución del 
Ü7 de noviembre de 1931, y debe ser declarada por culpa 
de la demandada, que desde el comienzo ha hecho im- 
posible el cumplimiento por falta de entrega de los 
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terrenos, por incapacidad financiera y finalmente por 
haber modificado las condiciones de pago con la conver- 
sión y modificación de los títulos que debieron servir 
originariamente para atender el gasto convenido. Son 
aplicables, a su juicio, los arts. 1201, 510 y 628 del Có- 
digo Civil. 

Reclama en concepto do indemnización de daños y 
perjuicios la suma de $ üíl.779,13 m/n. por ser esa la 
cantidad en que eontractualmente se admitió estimar el 
lucro del contratista según la interpretación que lo da 
al art. 25 del pliego, y ser el lucro cesante lo único que 
pretende se le pague, dado que el tiempo transcurrido 
no le permite la prueba de los gastos realizados en con- 
cepto de estudios previos, proyectos, visitas, inspeccio- 
nes oculares, pedidos de materiales, etc. Invoca al efec- 
to los arts. 1109, 1112, 1113 y G2í) del Código Civil. 

La devolución del depósito de garantía es conse- 
cuencia lógica de la rescisión del contrato solicitada y 
de lo dispuesto en el art. 2012 del Código Civil. 

Termina refiriéndose a la competencia originaria 
de la ('orle Suprema y solicitando que en definitiva se 
baga lugar a la demanda con las accesorias correspon- 
dientes. 

(¿ue a fs. 14 el liquidador de la adjudicación de bie- 
nes, don Julián lt. Drocchi, ratificó la demanda y a fs, 15 
acreditó la jurisdicción originaria, después de lo cual se 
dio traslado a la Provincia de Buenos Aires. 

Que en nombre de ella se presentó a fs, 25 don Gui- 
llermo N. Vincava. Después de oponer la excepción de 
incompetencia — que fué oportunamente substanciada y 
rechazada a fs. 43 — solicita el rechazo de la demanda, 
con costas. 

Niega los hechos en la forma en que los presenta 
la acto ra. Xo es cierto que la Provincia no haya cum- 
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plido sus obligaciones ni que no pudiera entregar las 
tierras necesarias para la obra. Adoptó las medidas 
necesarias para la expropiación y la obtuvo en el mo- 
mento en (jue el Sr. Pcllerini se inicia pasible de la 
sanción contractual de rescisión por su estado de falen- 
cia. Tampoco es cierto que la actora no haya tenido 
conocimiento basta poco antes de la demanda, de la re- 
solución del 1*. E. que rescindió el contrato, En el ex- 
podiente administrativo consta que el síndico Sr. Droc- 
chi intervino en 1933. No procede la acción de rescisión 
porque el contrato lia sido ya rescindido por el P. E. 
en uso de sus faeulades legales y contractuales y su re- 
solución sólu puede ser impugnada ante la autoridad 
competente. La actitud del P, E. es inobjetable por- 
que la convocatoria de acreedores es una prueba de la 
cesación de pagos e implica la confesión del deudor de 
la imposibilidad de cumplir sus obligaciones personal- 
mente. Esto basta para autorizar la rescisión del con- 
trato de obra pública, que es " intuifn pcrsomie'* y crea 
derechos y obligaciones intransmisibles y no ejecutables 
por terceros. En los contratos administrativos la regla 
es que deben ser ejecutados por el contratista y no por 
otro y con mayor razón cuando se trata de una obra 
pública. Por ello el término falencia debe interpretarse 
ampliamente y no en la forma restringida que pretende 
la actora. Termina solicitando el rechazo de la de- 
manda, con costas. 

Que abierto el jnieio a prueba se produjo la que 
índica el certificado de fs. 118, alegaron las partes — fs. 
121 y 1 *ÍH — dietaminó el señor Procurador General so- 
bre In jurisdicción — fs. írjn — y se dictó a fs. 150 vta. 
la providencia de autos para definitiva. 
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Considerando: 

I. Que las parles reconocen Ja existencia do un 
contrato celebrado «alio H Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires y don José Luis Pcllerini para la eje- 
cución de obras sanitarias en el pueblo de Bolívar, por 
valor de $ %7. 71)1,31 m/n., y por lo demás, dicho contra- 
to, celebrado ante el Escribano Mayor de Gobierno de 
la Provincia, el 20' de diciembre de 1930, consta en el 
testimonio de la escritura pública respectiva corriente 
a fs. l J'2 de estos autos; se reconoce y consta también el 
depósito de garantía de la suma de $ 35.000 hecho por 
Pcllerini en títulos del empréstito interno y en bonos de 
pavimentación do la Provincia. 

II. Que asimismo se reconoce y está probada la 
presentación del contratista Pcllerini ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Comercial de esta Capital, pi- 
diendo reunión di acreedores que terminó con la adju- 
dicación de bienes a los mismos en 24 de septiembre de 
1931 — fs. 1 y sigtes.— . El Gobierno de Buenos Aires, 
en conocimiento de tal presentación acorde con el art 
1384 del Código de Comercio, resolvió declarar y declaró 
en 27 de noviembre de 1931 Ja rescisión del contrato 
celebrado con Pcllerini en virtud de lo dispuesto en el 
art. 4Í) de las bases y condiciones de la construcción, 
decidiendo también la pérdida del depósito de garan- 
tía (expediente 0.2G8) porque conceptuó que la insol- 
vencia determinante de la presentación en pedido de 
reunión de acreedores, debe equipararse legalmente a 
la falencia que menciona el recordado art. 4í) del pliego 
de bases y condiciones. 

III. Que previamente al examen de dicha cuestión 
de fondo, corresponde el de estas dos cuestiones de for- 
ma: a) ¿puede el Estado, como persona jurídica con- 
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tratante, declarar por sí y ante sí, sin audiencia de par- 
te, la rescisión del contrato f b) ¿tiene efecto legal di- 
cha rescisión sin notificación al otro contratante o sus 
sucesores í Virtuaunente se resolvió el primer punto, en 
forma negativa, en la decisión de la Corle sobre la 
excepción de incompetencia — i's. 4íJ— pues al hacer suyo 
el diclamen del señor Procurador Uenernl de fs. 4'2, 
declaró que en el caso en examen "se trata del ejer- 
cicio de una acción civil emanada de un contrato de lo- 
cación de obra, al «pie la Provincia concurrió cuino per- 
sona jurídica, rija? ido de lechos y contrayendo obligacio- 
nes regidos por las leyes comunes"; y si la Provincia 
no pudo someter a sus propios tribunales — comunes o 
de lo contencioso administrativo— la existencia de un 
motivo de rescisión en una causa civil, menos puede 
aceptarse la potestad del mismo poder contratante pa- 
ra decidirlo. MI art, 4'J del "Pliego de liases y condi- 
ciones" — folleto de fs. 4 un exp. administrativo letra 
J. núm. oíiS, Ministerio de Obras Públicas de la Provin- 
cia de Unenos Aires, año 11)40 — dice: "El Poder Eje- 
cutivo tendrá derecho a rescindir..." pero ello, que 
reproduce ( l4 si textualmente el art. 1G4IÍ del Código Ci- 
vil, debe entenderse como derecho a reclnmar dicha res- 
cisión ante quien corresponda» pues "el Estado, lo mis- 
mo que el individuo, está habilitado para procurar que 
desaparezca una situación (pie no reposa sobre una ba- 
se legal, aun cuando ella emerja de actos administrati- 
vos, pero para hacerlo es indispensable la intervención 
de los Iriluinales, no sólo porque a las autoridades eje- 
cutivas k>s está prohibido ejercer funciones judiciales 
sino poique la estabilidad del orden social requiere que 
m :¡ en forma de juicio y mediante sentencia de juez 
competente que se prive a los particulares de los de- 
rechos qiK» han incorporado a su patrimonio" (Fallos: 
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164, 140, dictamen del señor Procurador General); y 
desde e¡ fallo del Ionio l()í>, púg. 431, la Corte ha doeidído 
constan teniente que cualesquiera sean las disposiciones 
Jemales y reglamentaria» sobre tierras públicas, el Esta- 
do, o más bien dicho, el Gobierno, carece de facultad pa- 
ra declarar por sí y ante sí la nulidad y rescisión de un 
contrato de compra -ven ta celebrado en forma. (Código 
de Comercio, arl. 2I(i; Pullos: 183, 116 y 42!); 185 177- 
195,220). ' 

IV. Que, además de lo expuesto, cabe llegar a la 
misma conclusión negativa respecto del punto b) porque 
el Gobierno no notificó en forma alguna el decreto do 
rescisión ni a PoüerinÉ ni a los adjudicatarios judiciales. 
En la nota de fs. 324 del exp. O. 20*8 de 1ÍKÍ1, se dice: " Se 
comunica al Contador General y al Boletín Oficial y se 
remite nota a la J\ Div. E. A., al Si\ Director General 
de Escuelas de la Provincia", y en los números del Bo- 
letín Oficial de fs. 371 y sigtes., así corno en el diario 
agregado a fs. 372 no se publica esa resolución. Tampoco 
Itay constancia que el Dr. Drocclii, síndico del concurso 
Peüeriai, interviniera en los trámites del contrato y su- 
piera la rescisión; y el art. 39 del decreto m'mi. 980 sobre 
"Normas para el trámite administrativo", preceptúa la 
notificación en el domicilio constituido de las resolucio- 
nes definitivas. 

V. Que en términos tales y cualquiera sea la con- 
clusión legul sobre semejanza de los conceptos "falen- 
cia", "insolvencia" y "adjudicación de bienes" a los 
efectos del art. 4Í) del "Píi-go de bases y condiciones", 
lo cierto es que el decreto de rescisión de focha 27 de no- 
viembre de 1ÍI31 es ineficaz, tanto más cuanto que el 
art, 1414 del Código de Comercio establece que ios acre- 
edores en Ja adjudicación de bienes, quedan substituí- 
dos al deudor en todas sus acciones, derechos y obliga- 
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ciones con relación a los bienes, etc. ; que los nrts. 62G 
y 1196 del Código Civil dicen que "el hecho puede ser 
realizado por otro" y que los acreedores pueden ejer- 
cer todos los derechos y acciones de su deudor" con 
excepción de los que sean inherentes a su persona; que 
el art 14 del "Pliego de bases y condiciones" establece 
la posibilidad de la continuación de las obras por sub- 
contratista con anuencia do la Dirección de Sanea- 
miento y Obras Sanitarias; que la Provincia, en virtud 
do la cláusula precedente, concedió a la "adjudica- 
ción" que continuara varias obras contratudas con Pe- 
llerini — fs. 7, 8 y 9 del exp. adin. B. 471 — , y que, fi- 
nalmente, en la adjudicación de las obras sanitarias a 
dicho contratista, como en todas las demás Cpla se le 
otorgaron, no se expresa ninguna oircunstnnem perso- 
nal especial en el adjudicatario, sino simplemente las 
condiciones económicas y las garantías de la misma 
naturaleza ofrecidas (escritura de fs. 92). 

VI. Que, a su vez, debe hacerse constar que los 
adjudicatarios de Pollerín i no manifestaron en ningún 
momento su pretensión o proposición do Continuar o 
realizar la construcción de las obras sanitarias de Bo- 
lívar y que únicamente aludieron a la Comisaría de la 
sección V de La Plata, Comisaría de la sección 3* de La 
Plata, Comisaría de la sección 7* de La Plata, Escuela 
de Tolosa, La Plata, Escuela de Bolívar y Comisaría 
en Bolívar (presentación de Ucllinut Siiuons en nom- 
bre del Banco (lermúnico de la América del Sud; de 
los I) ros. Drocchi y A mistas i, fs. 1, 12, 17, 18 del exp, 
B. 471 a "rogado sin acumular) y eso se les concedió 
por decreto de marzo 11 de 1ÍK12 — fs. íí del exp. D. num. 
40— Xo puede, en consecuencia, fundarse la acción 
reseisoria do los adjudicatarios en la violación del de- 
recho a coii^ír :iir ln^ obras a 'adulas, desdo que ese do- 
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rocho no lo hicieron valer y desde que, según sus pro- 
pias manifestaciones, no conocieron el decreto de res- 
cisión; el argüido derecho tenía también la consiguiente 
obligación hacia el otro contratante, el Estado — arts 

lim y 1201 del Código Civil. 

VIL Que de lo expuesto resulta que el contrato 
discutido en estos autos es de imposible cumplimiento 
por culpa o negligencia de ambas partes, debiendo agre- 
garse, respecto de la Provincia de Buenos Aires, que 
está demostrada la imposibilidad de hacerlo por caren- 
cia de recursos —contestación del Ministro de Hacienda 
de Buenos Aires, de 23 de septiembre de 1940 al Juz- 
gado Federal de La Plata en exp. letra J. núm. 95.007, 
año IÍJ40; infoi "me de la Contaduría General — : v res- 
pecto de Pcllerim y su adjudicación que no consta re- 
clamo de su parte por retardo en el replanteo de las 
obras de Bolívar y expropiación consiguiente del terre- 
no indispensable. Ninguna indemnización se deben las 
partes. 

En su mérito se decide la rescisión del contrato 
de construcción de las obras sanitarias de Bolívar; no 
se hace lugar a la demanda en lo atinente a indemniza- 
ción de daños y perjuicios y se condena a la Provincia 
de Buenos Aires a devolver a los adjudicatarios de 
José Luis Peí le ri ni lo depositado en garantía con inte- 
reses desde la notificación de la demanda a estilo de los 
que cobra el Banco tle la Nación Argentina. Las costas 
por su orden. llágase saber, repóngase el papel y en 
su oportunidad archívese. 

Roberto Iíepktto — Antonio Sa- 
gakna — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchor en a — F. 
Ramos Mejía. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



AURELIO PIAXGATELLI v. CAJA BE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS FERROVIAKIOS 

JUBILAMOS ¡>K EMPLEADOS FERROVIARIOS: Suspensión de 
los beneficias. 

El jroee de 1n jubilación ordinaria concedida 11 un empleado 
ferroviario t*a incompatible con él desempeño, por él mismo, 
lie un puesto en la Dirección General de X « vejación y 
Puerto* del Ministerio de O liras Pública*, 

Dicta mes del Puoci'kaddh Oes eral 
Suprema Corte : 

El recurso extraordinario es procedente por haber- 
se puesto en tela de juicio la interpretación del art. 
30 de la ley 10,650 y ser la sentencia definitiva contra- 
ria al derecho invocado por el recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, he aquí el caso. D. 
Aurelio PiangateLIi obtuvo jubilación ordinaria de la 
Caja Ferroviaria el 10 de julio de 1033, y poco des- 
pués entró a prestar servicios en la Dirección General 
de Navegación y Puertos del Ministerio de Obras Pú- 
blicas, lo que hizo, con una interrupción de casi dos 
años, hasta el 30 de junio de VM'l. La Caja, en conoci- 
miento de este hecho, resolvió suspender el pago do la 
jubilación y formular cargo a Piangatelli por el impor- 
te de los haberes cobrados mientras prestó servicios 
en la administración nacional, invocando al efecto el 
art. 30 de la ley 10.6*30 (fs. 4*2 vta.). El interesado apeló 
entonces para ante la Cámara Federal, la que confirmó 
lo resuelto (fs. 53). 

Xo se trata, pues, de to decidido por V. K. en 
101, toda vez que allí se trataba de un jubilado ferro- 
viario que desempeñaba funcionas docentes en establo- 
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cimientos nacionales, caso éste qne por expresas dispo- 
siciones legales está exceptuado del régimen de incom- 
pat i Lili dados a que dan Inírar las leyes de jubilaciones. 

En su mérito, correspondería confirmar el fallo 
apelado en canuto pudo ser materia <k- recurso. — 
Buenos Aires, rctubre 111 de 1943. - Junn Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de noviembre de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos: Aurelio Piungalclli v. Caja Ferroviaria, sobre 
jubilación. 

Por sus fundamentos; lo qne dispone el art. 30 ele 
la ley n* 10.67)0 y de acuerdo con el precedente dictamen 
del señor Procurador General, se confirma la senten- 
cia apelada de fs. 53 en cuanto pudo ser materia de 
recurso- Hágase saber y devuélvanse. 

Roberto Kepetto — Antonio Sa- 
ga rn a — Luis Linakes — B. 
A. Nazar A n choren a — F. 
Ramos Mejía. 



POLLEDO UNOS. Y CIA. 

RECURSO EXTRAORMSAMO: ReqHÍ»Uo$ propios. Cuestionen 
no federales. Interpretación de norma* y actos comunes. 

La inti'rpretaeión atribuida en Ib senteneia ampiada a la 
lev 11'tU es extraña a la jurisdicción extraordinaria de 
la Corte Suprema, por tratarse de una ley incorporada al 
Código Civil. 



*0Q FALITOS DE LA CORTE SUPREMA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal. Prin- 
cipios generaie*. 

El conocimiento de las cuestiones de naturaleza penal o 
civil incorporadas ¡il derecho común por las leyes del tra- 
bajo, surgidas en lugares donde el Gobierno Nacional 
tiene exclusiva jurisdicción, no corresponderá a lo.s tri- 
bimales federales sino a los provinciales que lian mantenido 
allí jurisdicción, hasta que el Congreso dicte la ley co- 
respon diente. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal Causas 
pénale*. 

Si la violación de las leyes y reglamentaciones del trabajo 
ocurriera en construcciones realizadas dentro del recinto 
de la Escuda Naval Militnr tic la Nación e implicara la 
comisión do 011 crimen, sería de aplicación lo dispuesto en 
el art, 3, inc. 4*, de la ley 49. 

Sentencia del Juez en ijo Criminal y Correccional 

La Plata, 24 de agosto de 1942. 

Autos y vistos: 

1* Que en la resolución de fs. 6 se imputa el hecho de 
"no haberse colocado en lugar visible la planilla de horario 
dei personal, ocupando a 39 obreros", 

2" Que la ley 11. ."¡44 establece la obligación de hacerlo 
(art. 6») bajo pena de multas de diez a cincuenta pesos por 
cada persona objeto de la infracción (art. 8»). 

3* Que la multa de trescientos noventa pesos naciona- 
les importa el mínimo aplicable (f 10 por cada uno de las 39 
obreras 1 y puede imponerse su cumplimiento aunque la per- 
sona considerada como infractor, Hoherto Casto! 1 i, no registre 
anteriores infracciones, (art. 2(> C. P.). 

4* Que por expresa deposición de la ley 11,044, art. 9* 
son autoridades de aplicación de la misma en la Capital 
Federal y Territorios Nacionales, el Departamento Nacional 
del Trabajo y en las provincias, las (pie determinen las res- 
pectivos gobiernos. De donde, desde su vigencia, la compro- 
bación do infracciones como la del caso y su sanción, corres- 
ponde al Departamento del Trabajo de la Provincia de Rue- 
ños Airea y los jueces provinciales en la forma que lo dispone 
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la ley 4548, aun cuando resulten cometidas en sitios donde 
el Gobierno de la Nación tiene absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción de acuerdo con el art 3* ine. 4» de la ley 48 (v. C. S. f 
octubre 26 do 1938, in re Frigorífico Swift de.La Plata). 

Por ello y de acuerdo a lo dispuesto por la ley 4548, 
art. 127, declárase que la pena impuesta corresponde al he- 
cho imputado sin que se hayan producido, en ningún sen- 
tido, violaciones a la Constitución. Notifíquese. — A. More- 
no Bunge. 

ThCTAMEN DEL PROCURADOR G EN' ERAL 

Suprema Corte: 

Por sentencia de fecha 24 de agosto p. pdo., el Sr, 
Juez del Crimen do La Plata Dr. Moreno Bunge, con- 
firmando una resolución del Departamento del Traba- 
jo de la Provincia de Buenos Aires, mantuvo una mul- 
ta de í 390 aplicada a D. Roberto Castelli, por viola- 
ción de lo dispuesto en la ley nacional 11.544, y como 
encargado de una obra que realizan los Sres. Polledo 
Hnos. y Cía. en Río Santiago (fs. 17). Contra ese fallo 
se trae ahora un recurso extraordinario para ante V* 
E., sosteniendo el recurrente haberse aplicado al caso 
el procedimiento de una ley local —la 4548 — así como 
nn decreto reglamentario provincial, que impone obli- 
gaciones no previstas en la 11.544. 

A mi juicio, el recurso es improcedente porque el 
fallo en cuestión se limita a interpretar disposiciones 
de una ley incorporada a la legislación común, y carea- 
te, por lo tanto, del carácter de especial a que se refiere 
el art. 14, inc. 3*, de la ley 48. Tampoco resulta de dicho 
fallo que el juez aplicara decreto alguno de carácter 
provincial, lo que hace inútil estudiar su constituciona- 
lidad; y aun puedo agregar que, a diferencia de lo ocu- 
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rrido en 182: 157, no se alega aquí denegatoria del 
fuero federal. 

Corresponde, pues, declinar mal concedido al re- 
*curso. — liuenos A i í es noviembre 1- de 1ÍH2. — Juan 
Alvares. 

FALLO |)K la roiíTE SUPREMA 

BuenOB Aires, 5 de noviembro de 15*43. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario mterpiu's- 
to por lioherfo Castclli, en representación de Polledo 
linos, y Cía. en los autos sobre infracción a la ley 
11.544, contra la resolución del Juez del Crimen del 
Deparh .iienlo Judicial de la Capital Dr. Alejandro 
Moreno Bunge, que impone una multa por infracción 
a la ley núm. 11.544, sobre jornada legal de trabajo; y 

Considerando: 

Que la cuestión planteada por ei recurrente con- 
siste en desconocer jurisdicción al Sr. Juez de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, para reprimir con multas he- 
chos acaecidos dentro de la zona del puerto de La Pin- 
ta, violando así disposiciones expresas de la lev núm. 
11.544. ' 

Que, desde luego, la sola interpretación atribuida 
por el Sr. Juez a esta ley no puede dar motivo al re- 
curso extraordinario desde que, por expresa disposi- 
ción de su art. 12, se baila incorporada al Código Civil 
y, por consiguiente, regida por el art. 15, segunda parte, 
de la ley 48 y arte. 100 y 67, inc. 11, de la Constitución 
Nacional. 

Que respecto a la inaplieaLilidad de las leyes y 
decretos provinciales en la zona del puerto de La Plata, 
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donde lu infracción habría sido cometida, el panto se 
halla resuelto por el art. 9 de la ley 11.544 al disponer 
"que son autoridades de aplicación de la presente 
ley..., en las provincias las que determinan los res- 
pectivos gobiernos" y esta determinación habría sido 
realizada precisamente por la ley núm. 4548 y el de- 
creto reglamentario de la ley núm. 11.544 dictado por 
la Prov. de Buenos Aires. 

Que esta Corte en fallos anteriores, tomo 160, pá- 
gina 34^ y tomo 182, página 157, ha examinado este 
punto detenidamente, sentando la conclusión de que el 
conocimiento y sentencia de las cuestiones do natura- 
leza penal o civil incorporadas al derecho común por 
las propias leyes del trabajo, cuando se produzcan en 
lugares donde el gobierno de la Nación tiene absoluta 
y exclusiva jurisdicción, corresponderá a los jueces fe- 
derales o provinciales señalados por las leyes corres- 
pondientes. Pero euando el Congreso no las hubiere 
dictado, que es el caso de autos acerca del puerto de 
La Plata, continuarán desempeñándola los juzgados y 
tribunales provinciales que han mantenido jurisdicción 
allí, hasta tanto el Congreso Nacional dicte la ley co- 
rrespondiente. 

Que la circunstancia de haberse violado la regla- 
mentación de la ley del trabajo en construcciones rea- 
lizadas dentro del recinto de la Escuela Naval de la 
Nación podría colocar el caso, si realmente se tratara 
de un crimen, dentro de lo dispuesto en el inc. 4*, del 
art. 3, de la ley 48, pero, aparte de ser Ja sanción apli- 
cada una medida de mera policía del trabajo, es ade- 
más, cierto, que no se ha probado aquella circunstancia. 
En consecuencia, ese aspecto de la contienda no debe 
ser materia de pronunciamiento en este recurso extra- 
ordinario. 



2(H 
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En su mérito, de conformidad con el dictamen del 
Beñor Procurado i* (¡ene ral de la Nación y reproducien- 
do las consideraciones emitidas en las sentencias cita- 
da**, se confirma la resolución apelada de fs. 17. No- 
tifíquese, debiendo reponerse el papel en el juzgado de 
origen. 

Roberto Repetto — Luis Lina- 
res — B. A. Nazab Axcho- 

BE2ÍA. 



JORGE LUIS ALM ADA v. COMPAÑIA UNION TELE- 
FONICA ÉBtj IÍIO DE LA PLATA 

füRISDiCi COX Y COMPETENCIA: Competencia fetUrtú. Cor la 
materia. 

Compete «i la justiciji federal el conocimiento de la de- 
manda promovida eontra una COMpañía telefónica eoni- 
prendida en las disposiciones tic la ley 750 y*>, con el 
objeto de cobrarle a r muía miento pur la ocupación de la 
azotea de una casa perteneciente al actor con instalacio- 
nes c liilo,s telefónicos. 

DlCTAMKN DEL PROCURADO]! (jENEKAL 

Suprema Corte: 

La procedencia del recurso extraordinario emerge 
en este caso, de haberse denegado por el fallo defini- 
tivo obrante a fs. 58 el fuero federal a que oportuna- 
mente se acogiera (a parte hoy recurrente. 

La cuestión a decidir por V. E. nada tiene de com- 
pleja. Kl propietario de un edificio sito en eata ciudad, 
invoca disposiciones del Código Civil y exige pago de 
arrendamientos a la Compañía Unión Telefónica del 
Río de la Plata, por la ocupación de la azotea de dicho 
edificio con instalaciones j hilos telefónicos; y la de- 
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mandada, sostiene que con arreglo a las leyes nacio- 
nales 75(>Vi¡ y 4408, nada debe por tal concepto. Si el 
punto está regido por el código, será competente ut jus- 
ticia ordinaria; si por leyes especiales, la justicia fe- 
deral, 

A mí juicio, esto último es lo que procede. La ley 
4408 lia hecho aplicables al servicio telefónico inter- 
provini'ial las normas establecidas por la 750 ',4 para el 
telegráfico, y entre ellas figuran las de loa arts. 22 y 
23. Con arreglo al primero, las empresas tienen el dere- 
cho de establecer sus líneas a través de propiedades 
particulares, debiendo ponerse de acuerdo con los pro- 
pietarios respecto a la colocación de los postes. El se- 
gundo, previene: 

Arfc 23. "Si el establecimiento de las líneas se hi- 
ciese al través de propiedades particulares sin haberse 
verificado el acuerdo previo a que se refiere el artículo 
anterior, los propietarios podrán reclamar de este acto 
ante la justicia federal, en el término de seis meses con- 
tados desde la terminación de esa parte de la obra". 

Puesto que es un reclamo de tal tipo el que sirve de 
base al litigio sith-judicc, pa réceme claro que debió lle- 
várselo a la justicia federal. 

Corresponde entonces revocar el fallo apelado y 
admitir la excepción de falta de jurisdicción opuesta a 
fs. 7 por la parte demandada. — Buenos Aires, agosto 
31 de lí)43. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de noviembre de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en Iob 
autos: "Almada Jorge Luis v. Cía, Unión Telefónica 
del Río de la Plata, juicio ordimn io", y 
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Considerando: 

Que el actor reclama de Ja demandada una retri- 
bución por la ocupación de la azotea de su propiedad 
con diversas instalaciones telefónicas. 

Que el art. V, de la ley 4408 declara comprendidas 
en las disposiciones de la ley de telégrafos nacionales, 
a las empresas de teléfonos y de radiotelegrafía que 
liguen un territorio federal con una provincia, dos pro- 
vincias entre sí o un punto cualquiera de la Nación 
con 1111 Ksüulo extranjero. 

Que en consecuencia los arts. 23 y sietes, de la 
ley 750 U, que contení plan la situación planteada en 
los autos, se hallan íntimamente vinculados con el plei- 
to, y tratándose de disposiciones contenidas en ana 
ley nacional, es al juez de sección, por razón de ía ma- 
teria, a quien compete conocer en él (art. 100, de la 
Constitución Nacional y 2 t hie. I* do la ley n* 48). 

Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
del Sr. Procurador Cl enera 1 se revoca, en cuanto ha 
podido ser materia de recurso, la sentencia de fs. 58 
y se declara la incompetencia de la justicia de paz le- 
trada de la Capital para conocer en el pleito. Hágase 
sabor y devuélvanse al tribunal de procedencia donde 
se repondrá el papel. 

Robbb&o Rbpbtto — B. A. Nazab 
An* chore na — F. Ramos 
Mbjía, 



S. A CEU'l»SA AiícHXTIN'A v. XAf'IOX ARGENTINA 

ADUANA : importatiótt. Libre *h tkrrehv*. 

Con arréela ni nrt. $3 de la ley 1*2.34."», im están oxéalas 
lie derechos da acttmna la filtra ó pasta de madera, p| «ul- 
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fato de aluminio, el azogue, la resina, el talco y las ma- 
([niuariaK importadas por una empresa para elaborar ce- 
lulona tU* madera con el fin de fabricar papel de distinta 
calidad rpte el que produce con el empleo de la celulosa 
obtenida de la paja de trigo del país. <H de noviembre 
de 1913). 



SELLO AZUL S. A. O. I, —hoy Cervecería "El Halcón"— 
v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

RECURSO EX TRA OR U i. XA RÍO: Reqttisitos propio*. Relación di- 
recta. Sentencias cria fundamento}! no fedérale» o federales consentidos, 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstitucioiialidad de un impuesto por lo excesivo de su 
monto, ipie configura una confiscación de la propiedad 
e impide el ejercicio de un comercio c industria lícitos, 
violándose así los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacio- 
nal, contra la sentencia «pie ha desestimado dicha impug- 
nación por razmics de herlio y prueba irrevisibles y sufi- 
cientes para sustentarla. 

Dicta ii en del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ante la justicia local, la sociedad Sello Azul (hoy 
Cervecería El Halcón), demandó a la Municipalidad de 
Buenos Aires por devolución de $ 18.900 pagados 
bajo protesta en concepto de patento por un parque de 
diversiones; y habiendo rechazado esa acción la Cá- 
mara r de Apelaciones en lo Civil (sentencia de fs. 
308), trae ahora la parte aeíorn un recurso extraor- 
dinario ante V. K. t sosteniendo que dicho impuesto era 
inconstitucional por lo elevado do su monto, y porque 
importó prácticamente prohibir el ejercicio de una acti- 
vidad lícita. Como tal cuestión fué oportunamente intro- 
ducida a! lit iirio, el recurso resulta admisible. 

Sus fundamentos son dos, pero pudiera reducirse- 
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loa a uno solo, pues ambos reposan sobre la aserción 
de que el Impuesto, por su monto, resultaba violatorio 
de disposiciones constitucionales. Decidir si ocurría o 
no así es punto librado por completo al criterio pru- 
dencial de V. E. apreciando lo que resulte de la prueba 
rendida en autos. A mi juicio, ella dista de acreditar 
lo que el recurrente pretende; aparte de que, tratándo- 
se de patentes del tipo de la objetada, esto es, corres- 
pondientes a negocios muy aleatorios, resulta insoste- 
nible referir ceñidamente la constitución alidad del gra- 
vamen al éxito del negocio en determinado momento. 

Pienso, pues, qne * -o r responde confirmar J fallo 
apelado en cuanto pudo ser materia de recurso. — Due- 
ños Aires, diciembre 14 de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, 8 de noviembre de 1043. 

Y vistos: los del recurso extraordinario concedido 
a la parte actora, cu las autos Sello Azul S. A. C. L 
(hoy Cervecería El Halcón) contra la Municipalidad 
de ¡a ciudad de Huenos Aires sobre repetición de im- 
puesto, venidos de la Snla A. de la Cámara I* de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario se lo funda en la 
inconstitiieíonalidnñ dd impuesto por lo excesivo de su 
monto, que configura una confiscación de ia propiedad 
e impide el ejercicio de un comercio e industria lícitos, 
violándose asi lo dispuesto en los arts. 14 y 17 de la 
Constitución Nacional. La Cámara, en el punto XI de 
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sus fundamentos, ha rechazado la inconstitueionalidad 
alegada por razones de hecho y prueba suficientes para 
sustentar el fallo en cuanto a la confiscatoriedad y al 
consiguiente impedimento de ejercer un comercio o una 
industria se refiere, que no pueden ser revisadas por 
esta Corte en función del recurso extraordinario. En 
efecto, las utilidades durante los meses de enero, febre- 
ro y marzo do 3939, sobre las cuales gravitó el impues- 
to de $ 18.500 que so pretende repetir, arrojaría! U n 
monto de $ H'UáT^S, descontando entre los gastos los 
* 18.5(10 del impuesto y sin contar entre éstos la partida 
de $ 118.400 con la cual se abonaron honorarios a los 
directores, por resolución del propio directorio y por 
tareas en parte extrañas al negocio objeto del impuesto, 
en el balance de junio de 1938 a junio de 1939. 

En su mérito y oído el soñor Procurador General 
declárase mal concedido el recurso. Hágase saber y de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el papel en ol juzgado 
do origen, 

KoBKirro Repetto — B, A. Nazah 
Anchorejía — F. Ramos 
Mejía. 



PEDRO X. ELI<;AOARAY —av ser estos— v DIRECCION 
O EXE Ií AL DEL IMPCEXTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS mmm&: Aplicación. Procedimientos u te- 
curso*. 

Luí* irwnhicimics de ln Gerencia General del Impuesto a 
tos Ri'dilíjH consentidas por los interesados y dictados 
pro vio los trtí mitra correspondientes acerca de Piirat iones 
con lets i-nn tribuyen tes relativas a ejercicios vencidas, por 
Iits cuales *io reconocen derechos invocados por aquellos, 
tienen fuerza de cosa juzgada y «o pueden ser válida- 
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monte* modificada** por la Gerencia, sin perjuicio de la 
acción que Je competo en los casos en que ha mediado 
dolo o fraude del contribuyente, para aplicar y cobrar la 
multa respectiva así como ei excedente de impuesto quo 
resulte sobre la estimación do oficio anteriormente efec- 
tuada 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Ucncrtdidiutcg. 

Si bien la Gerencia General del Impuesto a los lícditoe 
tiene facilitad para arbitrar los medios de investigación 
necesarios para determinar fehacientemente las rentas 
gravables, no corresponde prescindir u este efecto de loa 
balances c inventarios practicados por el contribuyente 
con anterioridad a la vigencia del impuesto y de los in- 
ventarios y tatsaeiones practicados y aprobados en el jui- 
cio sucesorio de aquél que, como resulta de los míismos 
y del informe de peritos, ofrecen bases de exactitud y de 
aproximación a la realidad que los presentan como ele- 
mentos de juicio superiores a las simples argumentacio- 
nes deductivas en que se funda la estimación de oficio 
de las autoridades del impuesto. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. OmeraMa&S. 

A los fines de la liquidación del impuesto a los réditos, 
el cambio del sujeto del tributo que se opera con la muer- 
te del contribuyente, cuyo lugar ocupa su sucesión, no 
altera la naturaleza económica de los bienes ni la forma 
de contabilizar los beneficios de su explotación; de ma- 
nera que la apreciación de los beneficios brutos debe ha- 
cerse con relación al mismo capital fuente dejado por el 
causante el día de su fallecimiento, 

IMPUESTO A LOS HEDI TOS: Aplicación, Exencionen. 

Las sumas de dinero provenientes de sucesivas liquidacio- 
nes de las haciendas de una sucesión individualizadas 
como bases de producción, que se hayan incluido en el 
rubro capilal, como adquisiciones directas o por ser pro- 
éreos liquidados como irananeias en ejercicios impositivos 
anterior» s, están exentas del impuesto a las réditos. 

IMPUESTO I LOS IíEOlTOS: Aplicmión. Deducciones 

Para determinar la renta neta- producida eon anteriori- 
dad al l' ? ib' íu'-rn de 1!W0 por los inmuebles edificados 
comprendidos en la primera categoría de réditos, no pro- 
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cede deducir suma alguna en concepto de amortización 
do aquéllos por agotamiento, desgaste y destrucción. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Tasa. 

Las sucesiones indivisas dchen pagar la lasa adicional esta- 
blecida por el art. 33, inc. c) de la ley N* 11.682 (T. O.). 

INTERESES; Procedencia del cobro. Mora. 

Los trámites administrativos realizados de acuerdo a la 
ley ll,6tí3 con el objeto de obtener la devolución del im- 
puesto indebidamente pagado, no constituyen en mora a 
la Nación ni le imponen lu obligación de pagar desde 
entonces intereso** monitorios, que sólo corren desde la in- 
terpelación judicial. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 13 de 1941. 

T vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por la sucesión testamentaria de I'edro Nicolás Elioaparay 
contra el Pisco Nacional (Dir. Gral. del Iinp. a los Réditos) 
por demanda contenciosa, ley 11,683, T. O. 

Resultando : 

Que Mariana C. de Elicagaray en su calidad de cónyuge 
superstite y administradora de la sucesión de Pedro Nicolás 
Elie,agaray y ésta como sucesora de la testamentaría de María 
Jáuregui de Pradere, s<* presenta por apoderado y expone : 

Que al sai onarse la ley 11.682, la señora de Pradere 
quedó comprendida en la prescripción de su art, 24, que auto- 
riza a los contribuyentes cuyos libros y documentación permitan 
fácil control de sus beneficios netos, a liquidar e ingresar el 
impuesto en las condiciones previstas para los comerciantes; y 
en virtud de tal asimilación legal, presentó a la Gerencia con 
fecha julio 13 de 1933 las copias del balance y estado demos* 
trativo el? la cuenta de ganancias y pérdidas correspondientes 
al ejercicio vencido en junio 30 de lí)32 y a los C meses del 
ejercicio siguiente comprendido en aquel año. De esa docu- 
mentación resultaba una pérdida neta impositiva de pe- 
kos 325,426.17, I'arn el año 1932 y la comprobación inmediata 
di' haberse abonado indebidamente la cuma de $ 25.080,96 por 
dicho ejercicio y en concepto de impuesto a su presunta renta 
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inmobiliario, .sobretasa de contribución territorial e interese»; 
de bonos y título*, por lo clin) solicitó simultáneamente la de- 
volución de dicha suma. 

Con motivo de su solicitud, Ja Gerencia dispuso que la 
Inspección General dé ia repartición verificara los resultado* 
del batanee, h> que ésta realizó Uceando a los siguientes conclu- 
siones: A) "Por el uño 1932 no corresponde a la rrenrreute 
(señora de Pradere) abonar impuesto a los réditos, por haber 
cerrado kii último ejercicio vencido durante el mismo, con 
pérdida"; B) "El balance impositivo practicado por la ins- 
peceióu correspondiente al ejercicio vencido el 30 de junio 
de 1933, y en base al cual deberá liquidante el impuesto a los 
réditos para el mismo año, arroja una utilidad de $ 123.544,99". 

Al vencer el siguiente ejercicio en junio 30 de 1934, se 
*>nvio también a la Dirección copias del balance y la cuenta 
de ganancias y pérdidas A cuenta de] impuesto correspondiente 
al año 1934. se abonó la suma de 8 5.958,62, o .sea, la mitad 
de fo paga di . para 1933 y en enero de 1935 se presentó la 
liquidación complementaria correspondiente al año anterior 
sobre la base del balance impositivo producido en oportunidad 
ingresando con ese motivo $ 15.192.16. 

La señora María Jáuregui de Pradcre falleció el ]6 de 
octubre de 1934, bajo testamento público, por el cual, después 
de ordenar numerosas mandas y legados, instituve como alba> 
cea y heredero a Pedro Nicolás Elieagarav. El acervo tras- 
mitido por la causante estaba constituido, salvo insignificantes 
diferencias, por los bienes incluidos cu el balance de inven- 
tario que se practicó el 30 de junio de 1934, v en esos bienes 
ee encontraban lógicamente comprendidas las utilidades del 
ejercicio 1933 34 con respecto a los cuales se abonó el impuesto 
prescrito por la ley 11.682. 

Al fallecer la señora de Pradere y promoverse su juicio 
testamentario, quedó virtualmente interrumpida la explota- 
ción agropecuaria e inmobiliaria a que aquélla se dedicaba 
Se inició ea<i de inmediato ta liquidación de los bienes raí-es 
muebles y semovientes; «óir se obtuvo renta por las propieda- 
des basta ÜU fechas de sus respectivas enajenaciones. En 
cuanío a \t» e.siaUeeiniieiiios de eanipn. no devengaron otros 
réditi-s qm . los procreo* habidos con posterioridad al 16 de 
octubre de 1934 y la producción agrícola proveniente de las 
semen tems existentes en esa fecha. 

Puní después del fallecimiento ile la señora de Pradere 
la Gerencia (¡eneral ordenó una segunda inspección v con gran 
sorpresa de su parte el inspector designado al efecto, no fie 
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limitó a establecer el monto de los réditos imponibles posterio- 
res ii 1 30 de junio de 1934, fecha en que venció el último 
ejercicio cuyo balance fué oportunamente remitirlo a la Direc- 
ción, sino que, dejando tota] mente de lado las manifestaciones 
j unidas anteriores y prescindiendo de liquidaciones definiti- 
vas u probadas por la Gerencia, procedió a verificar un nuevo 
ajusto del impuesto correspondiente a los años 1932 y siguien- 
tes, valiéndose de un sistema man ¡ fiad h mente injusto e ilegal 
para determinar el resultado neto de la explotación. 

Las liquidaciones que practicó como consecuencia de tan 
inadmisible criterio, arrojaron para papar los años 1932 a 1935 
la suma global de S 917.04(1 más $ 3.895,01 correspondiente a 
retenciones no efectuadas. Acumulando esta última partida y 
deduciendo de la demanda total, la cantidad de $ Mn.!í03,60 
Ingresada por su parte en diversas fechas, restaba un saldo 
a pagar de £ 285.038.11 que, ante el requerimiento del inspec- 
tor, abonó bajo protesta a Ja Dirección en mayo 23 de 1936. 

Expuesto lo que antecede, cabe señalar en primer térmi- 
no qne las liquidaciones formuladas por 1» Inspección e im- 
plícitamente aprobadas por la Gerencia, mediante las cuales 
so ratificó las verificadas por el contribuyente; y el papo efec- 
tuado como consecuencia, revisten el carácter de definitivas y 
no pueden ser revisadas per la Dirección. No existe en la ley 
] 1,682 ni especialmente en la 11.083 ninguna disposición que 
autorice a ln Dirección o Gerencia para rebatir indefinida- 
mente los ajustes y liquidaciones que ella misma ha practi- 
cado. 

El art. 10. apartado Z\ ley 11.(183 (t. o.), faculta a la 
Dirección para verificar en cualquier momento lo "declarado" 
o el cumplí miento en hin demás disposiciones de la ley, inspec- 
cionando libros y doeumentos de contabilidad y otros elemen- 
tos de juicio. 

Tal es la atribución que la Gerencia puso en ejercicio 
cuando, por intermedio de la Inspección General, examinó los 
libros de la señora de Pradere y modificó las liquidaciones 
anteriores en la forma n (pie se ha referido precedentemente. 
La facultad de rectificar declaraciones juradas por errores 
do concepto está reservada al propio contribuyente, como ex- 
presamente lo establece el último apartado del mismo fl^t, 10. 

Sin perjuicio de la falta de atribuciones legales de la Di- 
rección y sus dependencias, pora modifiear un i lateralmente 
sus propias liquidaciones, aceptadas por el contribuyente, debe 
tenerse en cuenta ta exigencia, propia de toda buena admi- 
nistración tributaria, en cuya virtud ha de asignarse un ni- 
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nimo de estabilidad y firmezn a sus decisiones cuando pura 
dictarlas se ha dispuesto de los elementos de juicio necesarios. 

En consecuencia es innegable que frente a las leyes 11.682 
y 11-683, la deuda fiscal de la señora de Pradere por los 
años 1932 y 1933, debió considera rse definitiva mente cance- 
lada para la Dirección del Impuesto. Sólo la propia señora o 
aus sucesores actuales lian podido gestionar una rectificación 
posterior en virtud de la dispuesto por el art. 10, último apar- 
tado, ley 11.683. 

Pero aun en la hipótesis de que cupiera en las facultades 
de la Dirección, modificar sus propias liquidaciones en casos 
como el presente, la rectificación sólo podría ser motivada por 
los errores de cálculos o de concepto especificados en el art. 19 
del dee. regí, de junio 1» de 1933 o sea los provenientes de 
transcripciones erróneas u operaciones equivocadas, aplica- 
ción de una tasa superior n inferior a la legal, omisión de 
deducciones permitidas o rédito* gravados e inclusión de de- 
ducciones rio autorizadas o réditos exentos, 

Y bien: el inspector designado no sólo rectificó supuestos 
errores de esa naturaleza sino que prescindió totalmente de 
los balances que la Dirección liahín aceptado con anterioridad 
y a los cual»* se ajustaron las lapidaciones correspondiente* a 
los años 1932, 1*133 y 1934. Y las motivos invocados por 
el inspector en el informe apresado al expediente administra- 
tivo para rechazarles, aparte de ser inadmisibles, no pueden 
ser incluidos en manera alguna entre las causales de rectifi- 
cación a que se refieren la ley y el reglamento general. 

Cabe señalar que la inspección reconoció expresamente 
que los lihros lian si- 1 i llevados en forma prolija y correcta, 
estando respaldados >r los comprobantes respectivo*, pero se 
creyó autorizada pam impugnar los balances formados sobre 
la base de esas constancias, alegando supuestas deficiencias de 
los inventarías practicados. Ahora bien: la constatación de 
tales deficiencias no reposa en hechos o circunstancias objeti- 
vas sino en nuevas suposiciones del inspector, como pasa a 
demoslrarlo circunstancia] mente. 

Agrega, lue«:o, que cuando se realizó la primera inspec- 
ción en el año 1933. los delegados objetaron algunos de los 
coeficientes establecidos para las depreciaciones por conside- 
rarlos elevados, Las liquidaciones se hicieron entonces con su- 
jeción a los mismos índices, sin que la Inspección General ni 
la Aeren cia los objetarán al aprobar esas liquidaciones. Poro 
el Sr. Inspector se consideró facultado para rectificar el cri- 
terio implícitamente admitido al respecto por la Dirección y 
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redujo todos los coeficientes a terminas que no consultan ni 
la técnica ni h* usos v costumbres corrientes en el ramo res- 
pectivo a que m refiere el nrt. 49 del decreto reglamentario. 

Se ha impugnado, además, los pérdidas remiradas en 
1933 v 1934 por concepto de deudas incobrable* en virtud 
de que !a incohrabilidad re produjo con anterioridad a la 
vigencia de. la ley, objetándose igualmente una reserva cons- 
tituida en lf>:í:i por no encontró r justificada su creación, bin 
perjuicio de la salvedad formulada con respecto a las fun- 
des de la Dirección pura rever las liquidaciones de los anos 19á¿ 
y 3933, admitió eventual mente esas observaciones. 

En ¡«nales con iliciones aceptó las exclusiones hechas por 
el inspector de la atienta "gastos ganefalea y establecimientos , 
con referencia o egresa que no hocen al rédito, o (-(instituyen 
donaciones no exentas o gastos de carácter particular. 

Como ha tenido oportunidad de señal nrln precedentemen- 
te la Sra. Mari:. Jauregiii de Pradere falleció en 1G de nctu- 
bre de 1934, v filtre las bienes dejados por la causante figu- 
raron las haciendas inventariadas al 30 de junio de 1934. con 
deducción de las venta-i y muertes habidas y ainaento do Jos 
procrees obtenidos en ese lapso. Sobre la utilidad o rédito 
neto producido por ese rubro al fin del ejercicio, se papó en 
su oportunidad el impuesto correspondiente, de modo que al 
fallecimiento de la señora todos los animales existentes, inclui- 
dos Los procreos recientes, constituían un capital para sus su- 
cesores. Roto cabe considerar nnio rédito de los herederos, los 
nacimientos habidos con posterioridad a- la apertura de la 

sucesión. . M „i 

Lo dicho anteriormente es de manifiesta evidencia y el 
propio inspector lo reconoció. De allí que resulte realmente 
extraordinario que dicho inspector incluya entre los réditos 
del año 1935 toda la hacienda dejada por la señora de lra- 
dere al fallecer, aparte de los procreos obtonidOB con poste- 

"^También objeta la aplicación de la tasa adicional que pres- 
cribe el art..30, inc. b). ley 11.682, liquidada y abonada por 
la sucesión de María Jáurofrui de Pradera por los periodos 
posteriores al 16 de octubre de 1934 

Pniante el lapso comprendido entre esa fecha y el 31 de 
diciembre de 1935, la sucesión de la señora de Pradere se en- 
cont "bo en efecto, en estado de indivisión, como lo Dirección 
fo ha reconocido ol formular las liquidaciones a nombre de a 
sucesión y no de las herederos o legatarios. Ahora bieiij^ 
tasa adicional prescrita por el art. 30, me. b), ley 11-662, 
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sólo ee npliea. por expresa y textual disposición de la ley, a 
"las personas de existencia visible". Se ve de inmediotoque 
este r'Mrarfro no puede alcanzar a las sucesiones indivisas. Pero 
la Dir. Oral, del Impuesto a los Kéditns opino de otro modo 
apoyándole principalmente en lo modificación introducida ni 
decreto reglamentario por el de fecha 23 de noviembre de lí>33. 
Por su porte, sostiene que no es admisible el alcance asignado 
por lo Dirección aJ mencionado decreto modificatorio y que 
si to! interpretación fuero procedente, el decreto sería ilegal 
en todo caso, porque importaría uno nulificación sustancial 
de las leyes H.fi82 y ll.u'SS que el P. E, no puede realizar 
dentro fie mis facultades constitucionales. 

En consecuencia de todo lo expuesto, reitera las liquida- 
ciones del impuesto correspondiere a las años 1932 a 193o, 
en baso o los decía racione* jurados que se acompañaron al 
recurso administrativo de repetición con las observaciones que 
puntualiza y solicito se declare que el Fisco Nacional se en- 
cuentra ol>] ¡irado a devolverle lo suma de $ 2Ó8. 843,92, con 
más los interese* desde lo techa tic la recia moción adminis- 
trativa y las castas del juicio. 

b) Que el representante de lo Nación ol contestar la de- 
manda, niega y desconté* a la octora el derecho que reclama, 
pues a su juicio son procedentes y exactas los liquidaciones 
hechos en oportunidad por el inspector de la Dir. Oral, del 
Impuesto a los Réditos. 

El primer punto que ha motivado la impugnación de la 
sucesión actora es el referente a la facultad de la Dir, del 
Impuesto a los Itéditas para rever las declaraciones juradas 
que fueron objeto de la primitiva inspección proel ¡coda, 

Al respecto trascribe, haciéndolo suyo, el dictamen del 
Si", asesor letrado recaído en el respectivo expediente admi- 
nistrativo. Dice asi: *'He eonsulla a esta asesoría letrado sobre 
las facultades que tiene lo Dirección pora rever declaraciones 
jurad, s efectuadas en base a balances «pie fueron por ella 
Oportunamente verificados, dispon Leudóse, como consecuencia 
de ello, la devolución de los importes abonados en exceso. 

Después de exponer las principios de doctrina que dife- 
rencian el acto jurisdiccional del acto simplemente administra- 
tivo, expresa el dictamen que "cuando de investigaciones pas- 
teriores resulto que los elementos facilitados a !a Dirección no 
se ajusfan a la realidad d" los bechoss, no se trata de errores de 
concepto, sino do un cálculo de la renta, basados en datos 
ficticios o erróneos". 

En et caso concreto a estudio de esta asesoría letrada, 
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como hace notar la Inspección en m informe, de fs. 47|50, 
el principal punto en discusión y sobre el que se basa funda- 
mentalmente la diferencia do impuesto, se encuentra en loa 
inventarios. La devolución autor izada por la Gerencia lo 
fué en base a un estudio patrimonial ealculado sobre un inven- 
tario que tiene una diferencia de 3G.0ÍH) cabezas de panado, 
equivalente a $ l.OOO.nUO (mismo informe de Inspección). 
Ningún derecho tendría pues la Dirección para rever la situa- 
ción fiscal del contribuyante hasta mediados del año 1933 fli 
los inventarios v balances *e linbieran ajustado a la realidad 
(1- Ins hcehos incluyendo las referidas 3(>.(K)0 cabezas de gana- 
do, y la Dirección, a pesar de ello, hubiera ordenado la devo- 
lución. 

Pero la enorme diferencia apuntada que apareció con pos- 
terioridad, altera fundamentalmente la situación del contribu- 
yente frente al Fisco. Y si no fuese porque debe presumirse, 
de ncuerdo a los antecedentes de autos, que el contribuyente 
tampoco tenía conocimiento exacto sobre la situación de esos 
bienes, dadas las dificultades (pie realmente hubo para deter- 
minar el número de cabezas de panado, el que sólo se obtuvo 
eu forma aproximada al realizarse la liquidación de la explo- 
tación, habría sido del caso de aplicar las sanciones que esta- 
blece el art. 18. ley 11.683. Se ve, pues, que no sólo sería caso 
de modificar lo resuelto por la Gerencia al devolver las sumas 
ingresadas, sino que el criterio para resolver la cuestión plan- 
teada sería el que rige las infracciones y violaciones a la ley, 
con las severas sanciono) que ello implica. 

En conclusión, opina esta asesoría letrada qne la Direc- 
ción se encuentra autorizada pura rever en el presente caso 
la situación del contribuyente respecto de los ejercicios fis- 
cales disentidos, y que las normas de interpretación expues- 
tas en este dictamen deben aplicarse no sólo a las diferencias 
que pudieran surgir de los inventarios, sino también con ca- 
rácter general a todo ajuste del estado patrimonial del contri- 
buyente cuando con ello se ponga de acuerdo su verdadera 
Hit nación económica con los elementos de cálculo de la renta: 
haciendo la salvedad para los ensos arriba enunciados, en que 
debe respetarse el "derecho adquirido". 

Eu cuanto a los otros puntos que son motivo de esta de- 
manda transcribe como mejor contestación, la resolución re- 
caída en el expeliente administrativo originado por el recla- 
mo formulado por la aetora. Dicha resolución, dice asi: 

"Considerando; Previamente a entrar a considerar el re- 
curso interpuesto, corresponde analizar las informaciones pro- 
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dncidas por la Inspección a fin de poder dictar resolución 
administrativa en base a los demento* reunidos por aquélla, 
ya sea n probando o modificando la actuación de la Inspección 
y estimando de oficio las mutua del eontrihuvente de acuerdo 
al régimen establecido en los arta. 8» y 9* ley 1I.6S3 (t. o). 

'■Las liquidaciones del impuesto en base a Ion balances 
generales confeccionados por la contríboyente no pueden ser 
aceptado» como exactos por manto tos inventarios «V liaeien- 
da —cuya explotación ganadera constituía la principal fuen- 
te do rentas de la causante— adolecen de defectos que les quita 
lodo valor. 

"Kn efecto, se tiene primero que o no existen les inven- 
tarios origínale* o al rueños de existir lian sido ocultados loa 
mismos, ya que ellos n > han ¡ódo exhibidos al inspector actuan- 
te ni acompañada al reniiM) no nlwtiuiíp la manifestación del 
nenrrente a f«. vía., punió gg, de que existen, sin perjuicio 
de jne de la expresión que a con t inunción formula de que 
existen ion medios de formarlos en cualquier momento" 
pareee deducirse lo contrario. 

"Lucho, se tiene que U existencia de la hacienda que se 
da al l' .le enero de l!Crj. con que se abrieron los libros no 
merece fe en cnanto a su exactitud, ya que. no ha podido ser 
establecida en base a un recuento efectivo, dado que en Ja 
época en que se determinó, en que producen l„ s pariciones o 
ae lialiau las crias al pie, como bien Jo expresa el inspector, 
de efectuarse el recuento la hacienda sufriría grandes per- 
juicios (ver fe 43 v.). ' 

" Bn cuanto a los inven tur ios de los años ulteriora no exis- 
ten como ya se expresara los inventarios originales. siendo una 
seria presunción de que ¡o.s mismos no fueron efectuados en 
base a un recuento efectivo la manifestación del contador de 
la firma, a que alude el inspector actuante a fs. 30 vía., de 
quejas nfras trasladadas a los libros fueron extractadas de 
ka libretas del c* iso ganadero exigidas en tas Municipalidades 
de la Provincia le Buenos Aires. Kn lo que respecta a ia 
hacienda de establecimientos ubicados en otras provincias, no 
se ha podido establecer de dónde se lian tomado las cifras 

'Faltan por otra pai te las libros o planillas de movimien- 
to de hacienda que hubieran permitid» verificar lm existen- 
cias liadas por la recurrente. 

"Con referencia al inventario judicial practicado en la 
sucesión de la causante, en el año 1935, de acuerdo a la infor- 
mación producida por el inspector actuante a fs. ¡10 vía. y 43 
del cuerpo 2\ resulta que tampoco merecen fe sus constancias, 
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a los erectos de lti liquidación del impuesto, no obstante las 
manifestaciones que formula el recurrente sobre la calidad de 
Ion inventariartores, ya que existiría por un lado la imposi- 
bilidad material de efectuar un recuento efectivo en el breve 
plazo en que se confeccionaron ri «ie tieim en cuenta el ¡mu julo 
a inventariarse y la extensión de los campos donde se bailaban 
distribuidos, 

"La conclusión de la falta de recuento efectivo ai ve con- 
firmada por otra parte por la correspondencia de algunos 
mayordomos de la qué se deduce que el inventario ha sido 
í;eebo en base a las jdauilías que se llevaban cu los estableci- 
mientos, y las que se coufeecionaban en formn imperfecta. 

44 Pero existe aún una razón más poderosa, para impug- 
nar la exactitud del inventario, y es la enorme diferencia qu** 
resulta di* la comparación del total de i a existencia de cabezas 
inventariadas de acuerdo a las constancias de las planillas de 
los establecimientos y las ventas realizadas en virtud de la 
liquidación de tales existencias, (ver fs, v., y planillas de 
fs' IV '28 del II» Cuerpo). 

"Pero, «flemas de tas razones precedentemente expuestas 
existen otros motivas, de no menor peso, que obligan a la Di- 
rección la impugnación de los inven ta ríes de referencia. 

"La fijación del valor de la hacienda no ha sido efectuada 
en base a un sistema uniforme de conformidad a lo dispuesto 
en el art. 22, ley 11.082 (t, o,), que establece que "la existencia 
de mercadería podrá computarse al precio de costo, adquisi- 
ción o valor al día del vencimiento del ejercicio" disponiéndose 
al final de dicho artículo que el sistema o método utilizado 
en la contabilidad y "en la preparación del inventario", no 
debe ser variado. 

"Del informe del inspector actuante a fs. 30 vta. — 43, 
resulta rpie no sólo no se ha efectuado en todos los años la 
discriminación de la hacienda, sino qu también se han va- 
riado los precios, para los cuales no se ha adoptado ninguna 
de las bases establecidas cu los arts. 22, ley cit, y 49 de su 
reglamentación general. 

"Así se tiene que en el inventario, que resulta de las 
planillas auxiliares se le asigna a los lanares, sin discrimi- 
narlos, un valor de $ 7 y a carneros $ 4(1. 

"A los vacunos, se les asigna a varios $ 40 y a toros $ 100. 
"A los yeguarizos se les asigna los siguientes valores: yeguas 
$ 20, potras £ 35, caballos í G0, padrillos $ 100. 

" En la existencia correspondiente al 30 de junio de 15)33 
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se tiene que a los vacunos, sin discriminarlos "se les fija un 
valor "aproximadamente" « $ 47. 

"Pero al analizar el inventario al 30 de junio de 1ÍJ34, 
se ohscrvn inmediatamente el cambio de método en la clasifi- 
cación, discriminándose los bovinos y equinos, pero se tiene 
también pi»r otra parte, (pie se asigna el mismo valor al novi- 
llo y HOVilltto, at ea|)ón y al hor retro, ni potro v al potrillo, 
cuando se sabe que por mínima que fuera la diferencia entre 
unos y oíros valores en la cantidad inmensa do hacienda in- 
ventariada, influiría grandemente sobre la utilidad a estable- 
cerse en ,.| bnlancc general 

"Sin dejar de desconocer lo* manifestaciones del recu- 
rrente *■» cnanto a las dificultades existentes en la valuación 
del ganado y elemento* y circunstancias que deben tenerse 
en cuenta a ese efecto, Ins precedentes consideraciones y 
demás formuladas por la Inspección n fs. 30 v. y u fs. 43 v. 
son de por sí elocuentes pura afirmar que en el caso de 
autos no se ba finido por o| contribuyente In.s normas v 
procedimientos por él invocados ni un sistema uniforme que 
no quitara valor a los sucesivos inventarios. 

"Por todo ello, es que se acepta por esta Gerencia la 
i mpm jmgcián formulada por la Oficina de Inspección, a los 
inventaríen en base a los cuales se confeccionarán bis balan- 
ces de la recurrente, y en consecuencia considerar inexactos 
los datos contenidas en las declaraciones juradas presentadas 
por la contribuyente por las períodos comprendidos entre el 
lf de julio de inrí'J n \ 30 de junio de 1938, dd 1* de Julio 
de 1933 al 30 de junio de JÍI34 y la»; presentadas por la suce- 
sión por los períodos del 1" de .julio y I(i de octubre de 1Í134, 
17 de octubre ni 31 de diciembre de 1034 y año 1935, por no 
ajustarse a la renta que presuntivamente debe haber producido 
el patrimonio de la causante de acuerdo a los ciernen t os reu- 
nidos en autos. 

*' Correspondiendo en consecuencia establecer la renta 
presunta sujeta al gravamen fijado por la ley 11,082, debe 
proe<v|fi->e a analizar le., elementos de juicio que de conformi- 
dad a las prescripciones establecidas por la ley 11.683 (t. o.), 
en su capítulo II, "De |¡i determinación y percepción de los 
impuestos. Estimación y presunción*', y con los alegatos del 
contribuyente permitirán fijar Ins importes que más se apro- 
ximen a la realidad. 

"Desechados las inventarios, atentas las fallas que ado- 
lecen lo-i mismos y considerando que los libros del contribuyen- 
te se bailan cu forma correcta y sus anotaciones respaldadas 
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por los comprobantes respectivos, se estima que el procedi- 
miento .seguido por el inspector actuante tomando como norma 
Jo dispuesto en el párr. 2 V del art, 4* de Ja reglamentación 
general de las leyes del gravamen, teniendo en cuenta las en- 
trada* y salida» originadas en eada nfio fiscal es,, el que per- 
mite presumir en Ja forma más ajustada la renta del contri- 
buyente. 

"Cabe sin embargo aclarar ciertas situaciones que se tie- 
nen presente por la Dirección a los efectos de la estimación 
y que el recurrente en su escrito del 31 de diciembre de 1936, 
impugna por entender que son ajenas o no estar conformes 
a las deposiciones del impuesto a Jos réditos. 

Esías situaciones son las que se refieren a las amortizacio- 
nes, impnuíbilidad del producido de las haciendas que se tras- 
firieron en eJ acervo hereditario, y aplicación de la tasa adi- 
cional a Jas rentas correspond lentes id |>eríndo de lo sucesión 
de la contribuyente, 

4) "El recurrente considera que los coeficientes de 
amortización tomados por el inspector son manifiestamente 
caprichosos e injustos. Jími i fiesta igualmente que como no se 
expresa por el inspector los antecedentes o autoridades en que 
ee ha basado para determinnr los coeficientes, éstos deben ca- 
lificarse de arbitrarios. 

"Al respecto, cabe manifestar, sin perjuicio de dejar sen- 
tado que Jas amortice iones consideradas son únicamente un 
elemento de juicio pira estimar la renta, y de las que podría 
halícr prescindido la Dirección, han sido fijadas de acuerdo 
a las instrucciones que tiene impartidas, en virtud de las fa- 
cultades que le confieren tos arts. 23, inc. c), ley 11.682 {t 
o.) y 49 de su reglamento general. 

"Teniendo en cuenta que los coeficientes aplicados han 
sido establecidos en base a la experiencia recogida y estudios 
realizados al respecto, que en el caso de autos se ven apoyados 
por las impresiones recogidas por el inspector actuante en la 
jira (pie realizara en esas circunstancian (ver fs. 44) es indu- 
dable que las impugnaciones del contribuyente y calificación 
de arbitrarias a dichas amortizaciones carecen de todo fun- 
damento. 

"El inspector al practicar las liquidaciones, en liase 
a las cuales el contribuyente abonará el impuesto que reclama, 
incluyó en el año 1035, las haciendas que se liquidaron en 
dicho año y que en parte comprendían Jas existencias a la 
fecha del fallecimiento de la señora de Pradere v que fueron 
inven tii riadas al 30 de junio de 1934. 
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"El recurrente argumenta que los o ni malos existentes al 
fallecimiento de Ja señora constituían un capital para sus 
sucesores, y que únicamente cabe considerar como réditos de 
loa herederos, los nacimientos habidos con posterioridad a la 
apertura de la sucesión. 

"Se refirió después a las manifestaciones del inspector 
de que si bien esas haciendas constituyen un capital para los 
herederos, fueron créditos para la señora de Pradera, objetan- 
do el recurrente que sin emburro tampoco podrían computarse 
dichas haciendas entre las rentas de la señora, ya que una 
entrada del año 1935 no podría computarse como renta de 1934. 

"Como podrá observarse de una lisera lectura de la ex- 
posición formulada en los puntos 30 al 40 del escrito que se 
considera» las objeciones carecen de todo fundamento, siendo 
por otra parte contradictorias ya que cu esa forma una renta 
real y existente evadiría el pago del impuesto por el falleci- 
miento de la persona titular originaria de los bienes que la 
producen. 

''lii' acuerdo a lo sostenido por el contribuyente, ni el 
cansante, ni su sucesión habrían en momento altruno sido res- 
ponsables del impuesto adeudado por el beneficio obtenido en 
la liquidación de dichas haciendas. Como puede verse clara- 
mente, ella rs una conclusión ilógica, antijurídica y antieco- 
nómiea. 

"Se olvida (i recurrente que la sucesión consiste en tras- 
misióu de los "derechos activos y pasivos que componen la 
herencia"" de una persona muerta, a la persona que sobrevive, 
a la cual la ley o el testador llama para recibirla (art. 3279, 
C. C ). Es decir que lo que se trasmite al heredero es el 
patrimonio del causante, sin que la naturaleza económica de 
los bienes que la componen se transforme por ese hecho. Ocu- 
rriendo por otra parle, que desde el instante de la muerte 
del contribuyente se confunden su patrimonio y el de loa he- 
nderos como consecuencia del principio de nuestro derecho 
común do que el heredero continúa la persona del difunto (G. 
C., arts, 3342, 3417 y eoues.). 

"Los herederos tienen desde la muerte del causante las 
rentas de Iok turnes heredados y nada más justo ni conforme 
a la economía (le la ley qué paguen el impuesto correspon- 
diente a esas rentas. 

"Ahora bien, si ta principal o una de las explotaciones 
feoandniicas de la cansante era la ganadera. lóirieo es que las 
rentas obtenidas de la evolución de esa explotación con poste- 
rioridad a £\\ fallecimiento, aunque leupa por objeto la liquí- 
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dación ilc esc negocio, estén sujetas al gravamen siendo res- 
poneables los herederos que eontiiiúfin la persona del causante. 

"Si existe una continuidad del patrimonio del causante 
en las persona» de sus herederos, no puede pretenderse que 
los bienes que constituyen productos o rentas o mercaderías 
en el mismo, se capitalicen por el fallecimiento de aquél. 

"En cuanto a las expresiones del inspector actuante a 
que alude el recurrente, ellas son erróneas y no afectan al 
criterio por él sostenido al incluir las haciendas liquidadas en 
el año 1935, en lu renta do ese año, ya (¡no al realizarse aqué- 
llas es cuando se ha producido la utilidad gravada. 

"En consecuencia se consideran improcedentes las obje- 
ciones del contribuyente y a los efectos de establecer la renta 
presunta del oño 1035 se tiene en cuenta el importante ele- 
mento de juicio que constituyen las entradas obtenidas en ese 
año por la venta de la hacienda. 

ti f "Efectuados las precedentes aclaraciones, cabe mani- 
festar que los elementos de juicio reunidos por la Inspección 
en sus informes de fs. 124/141 del cuerpo I*, y fa. 8/15, 18 
a 40, 43 a 50 del cuerpo 2'\ permiten llegar a las siguientes 
conclusiones sobro la renta presunta obtenida por la 3ra. 
María Jáuregui de Pradere y por su sucesión: 

Alio ReuU ni>U prenunt* Rédito imponibtt 

1032 No contribuyente 

1933 $ 436.430.97 % $ 434.230.97 % 

193Í (al 16oet.) . (i 563.004.38 „ „ 562.004.38 „ 

1934 17>Xal31¡XlI „ 285.304.20 „ „ 284,894.20 „ 

1935 „ 1.369.891.17 „ ,,1.367.401.97 „ 

"En efecto desechados las inventarios, el sistema de tomar 
en cuenta las entrada» y salidas de h administración de loa 
bienes del contribuyente, eliminando aquellos rubros ajenos a 
la evolución económica de la reñía o que expresamente eliminan 
las disposiciones legales pertinentes, considerando las amorti- 
zaciones razonables ndeuladas por inspección y los coeficientes 
de utilidad bruta aplicados a los establecimientos "La Sara", 
pnr el período 17 de octubre de 1034 al 15 de junio de 1935, 
en un 10 % y "San José*', por el período V de enero al 16 
de octubre de 1934 en un 8 es el que permite establecer 
en la forma que más se acerco a la realidad de la renta pre- 
sunta, estimadas en la¿? cifras precedentemente detalladas. 

7» Queda un punto por considerar, y éste no se refiere 
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4 la determinación de la renta sujeta al gravamen, sino a la 
aplicación de la tasn adicional del impuesto en cuanto se refiere 
a las renta** t or respondientes a la sucesión. 

"El recurrente impugna la aplicación de la tasa adicional 
al período post prior al 16 de octubre de 193-1 por considerar 
que el art. 30. inc. b), actual 33 inc. e) ley 11.682. ft. o."), dice 
que la tasa adicional será pagada por las personas de existencia 
visible. 

"tío tiene en primer termino que la reglamentación gene- 
ral de la ley del impuesto, en el art. 1» in fine, establece ex- 
presamente: "Las sucesiones indivisas están sujetas a las mis- 
mas disposiciones (pie las j^rsonaa de existencia visible hasta la 
división de la herencia.. . ". 

"Como ya lo tiene considerado esta Dirección, de confor- 
midad a lo dieta mi nado en su oportunidad por la asesoría le- 
trada, la referida disposición reglamentaria se halla en un todo 
do acuerdo con el texto de la ley sin que introduzca a él modi- 
ficación alguna que permitiera impugnarla como ilegal. 

"La única disposición de las leyes del impuesto que trata 
de las sucesiones, es el art. 65 ultima parte de la ley 11.683 
(t. o.), que prescribe: "las sucesiones se consideran como un 
solo contribuyente hasta la división de la herencia '\ 

"El impuesto a la renta t es un gravamen esencialmente 
personal, que se establece con relación a los titulares de los 
réditos. l)e acuerdo con la ley 11.68*2, toda persona de exis- 
tencia visible que tiene más de $ 2, 400 anuales de renta, está 
obligada a soportar el gravamen progresivo creado por dicha 
ley (arts. %% 2', 6« y eones.). 

"Como ya se expresara más arriba, al fallecer nn contri- 
buyente y desde el instante de su muerte, sus bienes pasan a 
sus heredaos en propiedad y posesión confundiéndose ambos 
patrimonio* en virtud de lo dispuesto por los arts. 3342, 3417, 
del (Vid. Civil y concordantes. 

8* "Que en cuanto a la repetición interpuesta, atentas 
las coii.s ¡duraciones que preecd en teniente se han formulado y 
estimación que se practica, no corresponde hacer lugar a la 
misma. 

9' " Por todo ello y de conformidad a lo prescrito en los 
arts. 0* al 9», 41 y demás emies. de la ley 11.683 (i. o.t. «e 
resuelve: 1<M Estimar de oficio la renta neta imponible percibida 
por la señora Marín .Tánregtii de Penderé y su sucesión du- 
rante Ins ejereieios fiscales correspondientes al año 1ÍI33 l fl 
de enero al 16 de octubre de 1 r K14. 17 de octubre al 31 de 
diciembre de 1H34. y ano 1935 en lns «jgmü de $ 431239,97, 
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t 562.004.a8, * 284.894,20, * 1.367.491,97, respectivamente 7 
declarar bien ingresado en concepto de impuesto a los réditos 
la suma de $ 317.835,64» que corresponde abonar por dichas 
rentas. 2*) No hacer Jugar a la repetición interpuesta de la 
suma de $ 258.843,92, que el recurrente considera abonado en 
exceso en concepto de impuesto a los réditos por el período 
comprendido entre el 1* de enero de 1932 y 31 de diciembre 
de 1935. 

Ha quedado, pues, suficientemente demostrado que no 
asiste derecho alguno a la demandante y que la exigencia de 
pago que le fue hecha administrativamente, se ajusta a !a ley 
y a ía:. constancias de los verdaderos inventarios y balances 
de la aetora". 

Considerando : 

Que de acuerdo a los términos en que ha quedado trabada 
la litis, las cuestiones a resolver son las siguientes: 

a) Si la Gerencia del Impuesto tiene facultad legal 
para reabrir los ejercicios fiscales correspondientes a los años 
1932 y 1933, liquidados por la aetora y por la Gerencia del 
Impuesto. 

b) Si la Gerencia puede prescindir para la definitiva 
liquidación del impuesto, de los balances efectuados por la 
aetora y del inventario de bienes practicado en el año 1931, 
con anterioridad a la vigencia del impuesto. 

e) Si el acervo hereditario trasmitido el 16 de octubre 
de 1934, por fallecimiento de la Sra. María Jáuregui de Pra- 
dere, debe considerarse capital y no rédito, a los fines de la 
liquidación del impuesto de los ejercicios fiscales de los años 
1934 y 1935 a cargo de la sucesión. 

d) Si el producido de la liquidación del haber ganadero 
realizado en el año 1935 debe considerarse como liquidación 
de capital, o si deben computarse como réditos solamente Jas 
procreaciones habidrm durante el ejercicio del año 1935. 

e) Si la tasa adicional del art, 33, ine. b), ley 11.682» 
debe aplicarse o no a la sucesión indivisa. 

Que con respecto al apartado a), relativo a las facultades 
de la Gerencia para verificar en cualquier momento lo decla- 
rado o el cumplí miento de las demás disposiciones de Jas 
leyes 11.682 y 11.6H3 inspeccionando libros y documentos de 
contabilidad y oíros elementos de juicio, es exacto como sos- 
tiene la resolución administrativa de la Gerencia dictada en 
julio 7 de 1938 obrante a fs. 10, que tal facultad le compete, 
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porque así expresamente lo dispone el art. 10, ap. 3 o , ley 11.PS3. 

Esta facultad, que scgt'm el art. 23, ine. a), de Ja oy 
11.683, puede ejercitante por espacio de 5 años a contar desde 
la fecha de exigibilidad del impuesto, no es por tal causa sus- 
ceptible de ejercicio absoluto y discrecional, ta forma que la 
Gerencia pueda llegar a desconocer sus propias decisiones. Mien- 
tras no se hayan suscitado cuestiones con el contribuyente y 
las mismas no hayan sido materia de pronunciamiento, la Ge- 
rencia tiene expedita a su favor, la facultad de impugnar las 
declaraciones juradas con antelación a 5 años, porque en esos 
casos sido mibsisten las manifestaciones unilaterales del contri- 
buyente. Pero muy distinta es la sitúa ciño que se presenta, 
cuando sometidas a la Gerencia euest iones relativas a ejercicios 
vencidos, y en ellos, previas la información y diligencias nece- 
sarias de la autoridad finen!, recae resolución reconociendo de- 
rechos al contribuyente. Admitir que con anterioridad, en baso 
a los mismas elementos de juieio, sobre los mismos bienes p¡ra- 
vables y en relación al ejercicio antes considerado en resolución 
ejecutoria, la Gerencia puede tener facultades para denegar 
derechos reconocidos y juz^ndos, significaría tanto como decla- 
rar inexistente la autoridad de la casa juzgada, que en lo ad- 
ministrativo existe en el mismo grado y efecto que eu lo ju- 
dicial (Corte Suprema: t. 175, p. 36S; t. 177, p. 131; t. 179, 
p. 431; t. 181. p. 224; t. 182, p. 57; t. 185, p. 177; t. 186, p. 
391 y t. 188, p. 142). 

Todas las resoluciones dictadas por la Gerencia en fos casos 
cuestionados, llevan en sí la presunción de que lo han sido 
previa información completa, mediante el uso de todos los 
elementos do investigación que la ley ha puesto a su alcance. 
Un régimen de resoluciones provisorias por espncio de 5 años, 
consagraría un peligroso sistema de inestabilidad en los dere- 
chos de los contribuyentes, a la par que un inestable meca- 
nismo contable, con efectos perjudiciales sobre el orden de los 
negocios privados. 

Cabe dejar establecido también, frente a esta doctrina, que 
elia no enerva la acción represiva que compete a la G -encia, 
toda ve* que el contribuyente haya obrado fraudulentamente 
ocultando bienes y rentas sujetas al impuesto. No solamente la 
pena corresponde en estos casos, sino también comporta la obli- 
gación de pagar el excedente de impuesto que resulte sobre la 
estimación de oficio, según lo dispone el art. 8'', apartado 3*, 
de la ley 11.6B3. 

Las manifestaciones concretas del Se. interventor, fs. 30 
exp. admt, al»jan esta posibilidad legal, eu cuanto afirma que 
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todos los libros comprobantes de contabilidad: caja, salidas y 
entradas, ventas, compras, diario, mayor, establecimientos, in- 
muebles urbano* y alquileres, copiador, si bien no están rubri- 
cados, ya que, según se sabe, los hacendados no son msidera- 
dos comerciantes, son llevados eu forma prolija y correcta, es- 
tando respaldados por los comprobantes respectivos. 

• Tales conclusiones fundamentan sobradamente la buena fe 
de la contribuyente y la consiguiente presunción de veracidad 
y de base de la recaudación, que el art. 15, ap. F, de ta ley 
11. (¡83, confiere a las declaraciones juradas. 

Que del examen de las actuaciones administrativas traídas 
a estos autos, coasta a f. DO del expediente con número de 
actuación H10-33; la reclamación interpuesta por la señora Jáu- 
regui de Pradere, relativa al ejercicio de su explotación ven- 
cida al 30 de junio de 1932, solicitando la exención de gravamen 
por dicho período fiscal por nu haberse percibido utilidades. 
De la investigación precticada eslableee liquidaciones a £ 107, 
que, "atento el informe de inspección de octubre 30 de 1933, 
se ha procedido a un nuevo estudio de estas actuaciones, lle- 
gándose a las siguientes conclusiones: "Por el año 1932 no 
corresponde abonar a la recurrente impuesto a los réditos por 
haber cerrado su ejercicio vencido durante el mismo, con pér- 
didas. 

"El balance impositivo practicado por Inspección corres- 
pondiente al ejercicio vencido el 30 de junio de 1933, y en 
base al cual deberá liquidarse el impuesto a los réditos por 
el mismo año, arroja una utilidad de pesos 129.524,99 

En vista de estas conclusiones "Liquidaciones" aconseja 
a Gerencia lo siguiente, con respecto a los ejercicios de los 
años 1932 y 1933: l fl ) Retener la suma de $ 11.917,05 coma 
impuesto que corresponde pagar por el ano 1933, de acuerdo 
con lo autorizado por el art. 15 de la ley 11.683; 2) Devolu- 
ción del remanente de $ 11.711,90 %. 

Del informe de Contaduría de f. 108, se establece que la 
contribuyente tiene ingresados hasta el 1G de noviembre de- 
1933, la suma de $ 24.957,46, por lo que aconseja de acuerdo 
con los informes precedentes, liquidar el impuesto por los años 
1932 v 1933 y devolver como ingresado do más, la suma do 
$ 11.711.90 

Consta a f. 108, que la Gerencia del Impuesto, en un 
todo de conformidad con la liquidación e informes de Inspec- 
ción producidos, procedió u conferir su aprobación a dichas 
conclusiones, por las que se tiene por exento de pago el ejer- 
cicio 1932, se liquida el ejercicio 1933, y se manda devolver a 
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la contribuyente Mario Jáuregui <le Pradere, el excedente in- 
gresado de més, equivalente a la suma de 3 11.711,90 % 

La referida resolución fué consentida por la interesada, 
Ljmo consta en el recibo de popo del saldo obrante a f. 109 
otorgado sin reserva alguna. De los términos de los informes 
y de la propia resol lición de Gerencia, se establece debidamen- 
te que la liquidación de los ejercicios de los años 1932 y 1933, 
so han hecho con carácter definitivo, por lo que, de acuerdo 
ron los principios enunciados en el consid. 2*, debe tenerse 
dicha resolución de Gerencia por firme y pasada en autoridad 
de cosa juzgad/j, con respecto a ambas* partes, en lo que se 
refiero a los ejercicios de los años 1932 y 1933, lo que así 
m resuelve en el sub lite. 

Que corresponde en virtud de lo establecido preceden- 
temente entrar a considerar las cuestiones implicados por la 
litis con respecto a los ejercicios fiscales de los años 1934 y 
1935. Cabe así resolver, en primer término, la enunciada en 
«1 apartado b) del consid. I 5 , o sea, si la Gerencia a los fines 
de establecer el monto de la renta imponible de los ejercicios 
1934 y 1935, puede prescindir de bis balances efectuados por 
el contribuyente y de inventarios de bienes practicados, uno 
con anterioridad a la vigencia del impuesto y otro en ta su- 
cesión de la ex contribuyente Sra. María Jáuregui de Pradcre. 

De acuerdo a los principios de autonomía en que se halla 
organizada la recaudación del impuesto a los réditos, no puede 
desconocerse las amplias facultades que a la Gerencia incum- 
ben para investigar y ordenar medidas de fiscalización ten- 
dientes a obtener una real y febacicnte constatación de las 
rentas gravablcs; en este sentido y con dicho alcance, puede 
prescribir normas a loa contribuyentes, autorizar libros de 
contabilidad y basta declarar de oficio el monto de la renta 
presunta, con preseindeneia de todas las constancias omitidas, 
insuficientes o sospechosas que pudiera ofrecer o presentar 
el contribuyente. De acuerdo con este concepto y a los efectos 
de la confección de las declaraciones juradas, el art. 22, apar- 
tado 2', ley 11.682. autoriza a la Gerencia a admitir cambios 
de método cu sistemas utilizados en la contabilidad y en la 
preparación del inventario y la forma de valuación de los 
bienes del nepocio, sin perjuicio de las facultades peñérales 
autorizadas por los arts. á, 6, 10 y 15 de la ley 11,(583. Loa 
ejercicios fiscales de ia ley ll.(»S2. snn anuales y dentro de 
cada uno de ellas, scpin bis i- i rcunst sucias en que se desen- 
vuelvan los distintos cosos de explotación de los capitales-fuen- 
tes, la Gerencia puede adoptar las medidas adecuadas, con 
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prescindeneia de las que huyan podido cor Aderarse acepta- 
bles en ejercicios anteriores. La Corte Suprema tiene decidido 
que parn la apreciación de la renta imponible, los balances 
comerciales de loa contribuyentes carecen de obligatoriedad, 
podiendo hacerse taso omiso de ellos, desde que el balance 
fiscal se organiza de acuerdo a principios propias, dictados 
con el único fin de la individualización de los capitules-fuen- 
tes y sus rentas gravablcs (Corte Suprema, t. 187, p. 528, 
cousid. G«), 

Que si bien, como queda expresado, es facultad de lu 
Gerencia arbitrar los medios de investigación adecuados, co- 
rresponde establecer en el sub lite, mediante el examen de lo 
actuado, si tales conclusiones y elementos de juicio de la admi- 
nistración, están debidamente documentados y si son snfi- 
ei* es para desvirtuar Jas consta ncí as con que el contribuyente 
ha fundado sus distintas declaraciones juradas en los rubros 
cuestionados, durante los ejercicios fiscales de los años 1934 
y 1935, desde que los de 1932 y 1933, han quedado resueltos 
precedentemente. 

En los consicls. 2* y 3» de la resolución de julio 7 de 
1938, dictada por la Gerencia, se resuelve con el fundament 
de las informaciones producidas por la Oficina de Inspección 
a fs. 30/40, 43/44 y 47/ófl del expediente administrativo que 
no pueden ser aceptados como exactos los datos contenidos 
en las declaraciones juradas presentadas, ni las liquidaciones 
del impuesto en base a los balances generales confeccionados 
por la contribuyente, por cuanto los inventarios de hacienda 
adolecen de defectos que le quitan todo valor. 

En primer término cabe tener presente que los informes 
del interventor fiscal no justifican en forma alguna fehaciente 
y documental, en qué elementos de juicio fundan sus conclu- 
siones para desconocer valor a toda la documentación de la 
contribuyente, máxime cuando el mismo ha calificado como 
prolijos y debidamente respaldados con los comprobantes res- 
pectivos a loe documentos contables de la acto ra. 

Las impugnaciones de la Inspección en que la Gerencia 
funda el rechazo de las deela raciones juradas para proceder 
a estimar de oficio la renta presunta, son las siguientes: 

"a) No poderse fijar la renta por los años anteriores a 
1934, por no haberse presentado declaraciones juradas sino des- 
pués de la intervención de Inspección; (consid. 2*). 

h) Los balances generales confeccionados por la contri- 
buyente no pueden ser aceptados como exactos por cuanto los 
inventarios originarios de haciendas carecen de valor, porque, 
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o no existen los inventarios originales o han sido ocultados 
(coniid. 3*). 

c) La existencia de hacienda al V de enero de 1032, con 
que se abrieron loa libros, no merece fe, ya que no se estable- 
ció en base a un recuento efectivo, como así también por no 
existir los inventarios de los años ulteriores feonsid. 3 V ). 

d) Kl inventario judicial practicado en la sucesión de 
la causante sefitra di» PYadere. en lí)3f>, tampoco merece fe, ya 
que liabría existido imposibilidad de haber efectuado un re- 
cuento de la haci ruin en el breve plazo en que se confeccionó, si 
para ello se tiene en cuenta In cantidad de panado v la ex- 
tensión de bis campan (eoriskL 3»). 

e) La razón más poderosa «egún asi se hi califica, como 
es la enorme diferencia que resulta de la comparación del 
total de la existencia de cabezas inventariadas de acuerdo eon 
las constancias de tas planillas de los establecimientos y ventas 
realizadas en virtud de la liquidación de tales existencias, lo 
que arroja una diferencia total de unas 30.0(10 cabezas, que 
importarían $ 1.000.000 í^usiderandn 3"). 

f ) La fijación del valor de la hacienda no ha sido efec- 
tuada en base a un sistema uniforme fart. 22, ley 11.682), 
pues como expresa el Inspector a fs. 30 v. y 43 v. exp. admt.)' 
no sólo no se ha efectuado en todos los anos discriminación de 
la hacienda, sino que también se han variado los precios, asig- 
nándose el misino valor al novillo v novillito, al capón y al 
borreuo. ni potro y potrillo (cónsul. 3"). 

Todas las cuestiones enunciados en que ha fundado la 
Gerencia el ejercicio de su facultad de estimar de oficio la 
renta presunta de los actores han sido sometidas por las 
partes en estos autos, al ex; nen pericial cuyas conclusiones 
obran agregadas de fs. (>2 a 247. por lo que procede el corre- 
lativo estudio de dichas cuestiones en el orden enunciado pre- 
cedentemente. 

Que al examinar el apartado a), relativo a la falta de 
presentación de las declaración- juradas por la contribuyente, 
la pericia detalla cronológica mente bis distintas presentacio- 
nes efectuadas antf la Gerencia, con antelación al informe de 
Inspección, to que evidencia no se'o entupí i miento de la obli- 
gación legal respectiva, sino que la Gerencia ha dispuesto de 
los elementos contables de ) i contribuyente y ésta lia cumplido 
con su obligación legal. 

Apartado h). — Con respecto a la existencia de los invén- 
tanos originales, desconocidos por la Gerencia, la pericia de 
f.^129, dice que existen, por lo que &c acompaña copia de los 
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mismos, bajo el anexo ni. Al detallar la situación funeral de 
la ex plol ación de la con trihu.vento, ta pericia a f. 108 expresa 
que la organización contable puede dividirse en dos etapas 
perfectamente mareadas: la primera desde el año 191G al 31 
de diciembre de 1931 y la segunda, desde esta fecha en ade- 
lanta. Durante el primer período se han practicado "regis- 
t raciones" necesarias para reflejar el movimiento del patri- 
monio, proeediendo.se el 31 de diciembre de cae año, a realizar 
un balance general ,V estado demostrativo de gana netas y pér- 
didas correspondientes :i ],"» años y 4 meses, o sea, desde se- 
tiembre V de 1916" al 31 de diciembre de 1931, con el evi- 
dente propósito de practicar una nueva estructura contable 
para lograr una mejor fiscalización del movimiento y resultados 
de la ;i din hi ¡«I ración, nuevo sistema éste que mereció sucesivos 
perfeccionamientos. Dicho inventario, agrega la pericia de f. 
109, mereció, como surge de las elementos documentales y epis- 
tolares que han sido compulsados, una amplia preparación 
previa de muchos meses durante los cuales se solicitaron de 
las diversas estancias, los relevamientos detallados y las esti- 
maciones pertinentes. En materia de hacienda tuvo que re- 
nunciarse a practicar una diligencia sjinilar, lo que no se 
ocultó, puesto que en el libro "Diario" principal, y en forma 
concreta en el asiento del folio S|/8ñ, se expresa que para 
contabilizar la existencia de animales de los varios estableci- 
mientos, para los respectivos asientos, se ha tomado la exis- 
tencia registrada por el censo ganadero de fecha 1* de 3*»™° 
de 1931, o sea, con 7 meses de antelación. La contabilidad, 
pues (se dice a f. 109 vtn.) que interesa a estos antes, se inicia 
con un balance, que, co?no queda dicho, se practicó el 31 de 
diciembre de 1931, y que se halla inscripto en el "Libro de in- 
ventarios núm. 1" en forma sintética, pero cuyo rclevamiento 
y estimación detallados y originales se hallan en los invéntanos 
suscritos por la causante doña María .láuregui de Pradere y 
que se agregan en copia, bajo el anexo a). 

Lo constatado por los peritos acerca de la forma prolija 
y completa en que se ha elevado el contralor de la explotación 
agropecuaria de la causante, y la circunstancia de no regir aún 
a la época del balance e inventario de 1931, el actual gravamen 
ft los réditos, constituyen elementos de juicio que alejan el 
supuesto sustentado por la Gerencia en fi resolución denega- 
toria acerca de la inexistencia de dichas constataciones y su 
posible ocultamiento, supuesto éste que por otra parte el propio 
Sr. inspector fiscal intervinicnte, expresamente desvirtúa en 



232 



FALLOS DE LA CORTE SÜPBIMA 



mi informe con lo os presado a f. 30 del espediente adminis- 
trativo. 

A la ecmt estación del punto al del cuestionario de la 
aetorn, expresan n fs. 111, que del examen de los libros, do- 
cumento*, etc.. así como de los resultados de la liquidación 
de los bienes, no surjíe ninguna oeultaeión de activo por parte 
del contribuyente. 

Apartado e). — La existencia de hacienda de mi ociada 
por la contribuyente al 1* de cuero de 1H32, que la Gerencia 
impugna y desconoce por no haber procedido un recuento efec- 
tivo, como lu señalan los peritos a f. 132, dichos asientos con- 
tables tienen la base casi inmediata del recuento practicado 
el 80 de junio de 1Í131 con motivo del censo ganadero. Los 
peritos, valiéndose de los elementos documentales referidos 
en el apartado h) y que tuvieron a la vista, han procedido a 
reconstruir la .situación existente en ¡iijuelfa fecha, en la forma 
que ln exponen a fs. 133 y 134 vta. y que el suscrito acepta 
como razonable y equitativo en consideración a I? 1 m.-iuuilud 
y descentralización de ta explotación. 

Tin eunlquier situación en que se consideren las constan- 
cias contables de la causan le al año lí*32, por estar fundadas 
en una operación censal de carácter oficial, y en las demás 
constancias antes vistas, deben merecer mayor fe y considerar- 
Mi más próximas a lo estrictamente exacto, que los simples ele- 
mentos deductivos, sin fundameiito real alguno, i-n que la Ge- 
rencia ha fundado su estime fión dr oficio, en contradicción con. 
su propio juicio emitido al tiempo en que liquidó los ejercicios 
de [osarios l!t3'2 y Ift33. de conformidad con la contribuyente 
y con el fundamento de aquellas mismas constancias contables 
verificadas el 3(1 de .junio de l!»31. 

En conclusión corresponde desestimar 1„ impugnación de 
la Gerencia con respecto a la existencia de hacienda contabili- 
zada al 1* «le enero de 10Í32, en cuanto dichos asientos puedan 
servir de- base mediata para la liqu ¡dación de los ejercicios 
fiscales de los años 1ÍÍ34 y 1Í135, 

Apartado \\) . — El desconocimiento del valor probatorio 
del inventarío judicial de bienes practicado en la sucesión de 
la señora de Pradere. en el año 1ft3ó, de que la Gerencia hace 
mérito en su resolución, por presumir que no ha existido re- 
cuento de la hacienda, debe también tleseslimar.se cu el sub 
lite por los mismos fundamentos aducidos en el apartado c), 
preceden temen te expuesto. 

Entre la fe que pueden merecer los simples argumentos 
deductivos del interventor actuante en que la Gerencia se 
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funda, que no ha documentado flus conclusiones en ninguna 
constatación real nt luí recontado las haciendas en cuestión, 
no puede dudarse que para la apreciación judieial de ambas 
constancias probatorias, debe merecer fe el acto del inventario 
judicial, que lia «ido homologado con la aprobación judicial 
correspondiente y ha .servido al propio Fisco como bastí para 
liquidar el impuesto sucesorio. Si la falta de recuento de la 
hacienda que la Gerencia presume existente, es la causal única 
determinante de su desconocimiento {que por otra parte en 
autos no se ha probado para desvirtuar la fe pública de que 
dicho instrumento está revestido), cabe admitir ¡inte la falla 
do recuento de que también adolece el informe de inspección, 
quo a los fines de esta litis debe tenerse dicho inventario ju- 
dicial de las haciendas existentes en el año 1935, como auten- 
tico comprobante y elemento de juicio útil, para el cálenlo de 
la renta neta imponible. Coincidente con esta conclusión, se 
expiden los peritos a f, 137. 

Apartado e). — La enorme diferencia de 30.0ÍH) cabezas 
de ganado, que según la resolución de la Herencia, la Inspec- 
ción ha constatado del estudio comparativo del inventario ju- 
dieial y constancias contables de la contribuyente con las ci- 
fras arrojadas por los remates de liquidación de dichas exis- 
tencias, cabe afirmar, frente «! prolijo y convincente estudio 
discriminatorio que los peritas han realizado y detallan a fs. 
139 y 111 vta., que dicha diferencia no ha existido y que antes 
al contrario dichas ventas confirman la exactitud de los asien- 
tos contables de la contribuyente y las cantidades de hacienda 
registradas en el inventario judicial. 

Como resultado del meticuloso y "asto examen discrimi- 
natorio realizado por los peritas, las conclusiones a que arriban 
y que el suscrito acepta, son las siguientes: 

1) Que no puede aceptarse lisa y llanamente la com- 
paración directa entre las cifras arrojadas por el inventario 
judicial y el resultado de bis ventas, por cuanto existe entre 
ambas operaciones un período que a veces alcanza a í) meses, 
tiempo en el cual se han producido, como es lógico, nacimien- 
tos, muertes y consumo de ganado. 

2) Que de la lectura detenida del texto de los inven- 
tarios judiciales y de la tasación judicial producida en autos, 
surge Í a existencia de derechos de terceras sobre parte de las 
haciendas. Estas participaciones fueron satisfechas en especie, 
separándose las correspondientes cantidades de cabezas y en- 
tregándose a sus dueños antes de realizarse el remate. 

3) Que los establecimientos "La Sara" y "San José" 
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fueron vendidos comprendiendo los haciendas existentes en los 
miamos, situación que no ha contemplado la T)ir. del Impuesto 
a loa Réditos. En iguales condiciones se encuentra parte de 
la hacienda del establecimiento 11 Pautan i tos". 

Después del examen documentado de cada tina de estas 
conclusiones, que corre de fs. 114 vta. a 120 vta. de ñutan, 
donde se complementan las afirmaciones can las respectivas 
planillas de cómputos, los peritos afirman que, en conjunto, 
sobre 223.369 cabezas, sólo faltaron tt04 y no la diferencia de 
más de 3(1,0(10 cabezas que la Gerencia da como constatada*. 

Conformo queda expresado, la falta de fundamento de 
la impugnación más poderosa como lo es la enorme diferencia 
de 30.000 cabezas en que la tí eren ida apoya el desconocimiento 
del valor probatorio de las constancias oficíales de la contri- 
buyento, sirven pura demostrar el equilibrio que acusan las 
cifras asentadas en las declaraciones juradas y las que arroja 
la liquidación en remates públicos de] haber de la parte nctora. 

Corresponde en su consecuencia desestimar también co- 
mo infundada la objeción aducida como considerando decisivo 
de la estimación de oficio, en cuanto se imputa la ocultación 
de 1.000.000 en concepto de hacienda no computada. 

A partiólo f). — Por último, en cuanto a la falta de uni- 
formidad en la fijación de los [.recios de la hacienda, expre- 
san Ion peritos haber practicado un promedio de loa precios 
efectivas obtenidos en el remate de cada una de fas clases de 
haciendas, procediendo a formular un estado comparativo con 
los precios promedios que figuran adjudicados en los inventa- 
rios judiciales e inventario practicado el 30 de junio de 1934, 
con lo que han llegado a la conclusión de que las estimaciones 
fijadas en el inventario de los libros de la señora de Penderé, 
resultan comercial y técnicamente aceptables (fs. 120 vta.). 
Esta conclusión se demuestra con los de falles insertos en el 
cuadro agregado como anexo e), (fs, 99), en el que puede 
apreciarse la pequeña diferencia existente entre las cotizacio- 
nes medias utilizadas en la asignación de valores a la hacienda 
en los diversos ejercicios, listas pequeñas diferencias las jus- 
tifican Ins peritas, debido a las variantes que forzosamente han 
debido existir en cada caro como consecuencia del estado de 
la plaza y también de la propia hacienda. 

En virtud de todos estos anteceden tes que se han compu- 
tado con prolijidad y con criterio comparativo, los peritos 
disienten con el criterio de impugnación al respecto arbitrado 
por la Inspección y Gerencia del Impuesto, para concluir 
afirmandu que, ui todos los balances generales realizados y 
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mnUm en m libros de contabilidad ha existí do uníform ¡dad 
en el procedimiento para valorizar In hacienda (fe. 139) con- 
eTusion con la que el suscrito coincide para excluir como fun* 

resolución denegatoria de ta administración, en base al con- 
tenido dél art. 22 de la ley 11.082. 

Pe lo expuesto precedentemente no puede «no arribarse 
a la íoncludSi dé que los balances e_ "'U ntarlos de bienes 
pra.liia.lw po? la ex contribuyente «enora de Pradcre, en el 
año 19.11, con anterioridad a ta vi-en-na del impuesto 1« 
«in» asi también los inventarios y lacones judía- 
les practicados y aprobados en el juicio sucesorio de la causan- 
te! £ contribuyele Sra. Mari» Jáimnui de Pradcre. ofrecen 
bases de autenticidad y justeza» que las presentan como 
elementos de juicio superiores a las Simples fmhg 
nes deductivas en que se funda ta estimación de oficio fijarla 
por la Gerencia del Impuesto, por lo que corresponde ajusta* 
a dícnas constataciones el avalúo de la renta neta prwabl ¡y 
la liquidación pertinente por el impuesto de los ejércelos fia- 
cales de 19:14 y 7935 pendientes de liquidación. 

Que P»ra el estudio y ajuste de los ejereie.os tm^át 
las años 1934 v 19:10, por haber mediado en dichos periodos el 
fallecimiento de la ex contribuyente señora Ja uregui de Pra- 
dere, ocurrido el 16 «le octubre; y haberse iquidado el haber 
sucesorio, ea necesario distinguir las das épocas W'J»™* 
del 1" de enero de 1934 al 10 de octubre, fecha del fallceimien- 
v d-1 17 de octubre, fecha de la iniciación de a sucesión 
do la causante, al 111 de diciembre dé t»3§, Bu de los ejer- 
cicios fiscales do 1934 y 1935. 

Con respeeto al primer periodo del ejercicio, en que el 
suieto del gravamen es la misma ex contribuyente señora Jan- 
rc-¿ui de pfadere, niiiíruna cuestión puede suscitarse en cuanto 
al avalúo de la renta neta imponible, desde que al mismo <¡* 
aplicable por Igual la conclusión establecida ea el considerando 
precedente debiendo efectuarse la percepción del impuesto so- 
bre las bases de las declaraciones juradas riel contribuyate, 
desde ano en contrario, .sobre ocultanuento de réditos, en el sub 
lite nada aparece acreditad© en forma que desvirtué la fe de- 
bida, que ei art. 15 de la ley 11.083, atribuye al acto de la 

declaración jurada. .-. . 

La liquidación de la segunda época de este ejercicio de 
1934, que como se expresara comenzó el 3 1 de octubre de di- 
cho áño por iniciarse en esa fecha como nueva entidad con- 
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65 ¡a fine, ley 11.68:*), es cuestionada por las partes, en razón 
de que ln (fcr ncm de Réditos no admito considerar el haber 
do ta sucesión, independien teniente del que era base de' las 
liquidaciones de ia causante, señora di» l'rud'-re. Sostiene el 
actor a este respecto a fs. 14 vta. que entre los bienes dejados 
por la esusante señora de Pradere, figuran las haciendas in- 
ventariadas ni ÜO de junio de VXU, cun deducción de las ven- 
tas y muertes habidas y aumento de las productos obtenidos 
en ese lapso, habiéndose abonado por las utilidades obtenidas 
en este rubro, el impuesto correspondiente, de lo que infiere 
que al fallecimiento de lu causante todos Jos animales existen- 
tes, incluidos los procreo» recientes, constituyen mi capital 
para sus suci-sorcs, por lo que sólo debe considerarse como 
rédito de |<>s herederos (sucesión), tos nacimientos habidos 
con posterioridad a la Apertura de la sucesión, coneepto que 
reitera a fs. ló vta, y 18 de antas. De acuerdo con este cri- 
terio, en la declaración jurada obrante a fs. 27 del expediente 
administrativo, fa sucesión denuncia por el período de octubre 
17 de 1934 a diciembre Ül del mismo año, haber obtenido 
como ródiíci neto imponible, l.i cantidad de S 4.040,10. 

Que en cuanto a la calificación de Jo que debe conside- 
rarse el capital-fucuíe de Ja sucesión y poder con respecto a 
él. liquidar el rédito imponible. Ja solución surge del nropio 
concepto jurídico de la institución sucesoria, concretado por 
el art. .*i27!> del ('. Civil, o sea. del concepto de continuidad 
que existe de los derechos activos y pasivos f( uc componen el 
patrimonio de la causante y la persona a la cual la ley o 
el testador llaman para recibirlos. 

-De ello se infiere que la forma de contabilizar los bene- 
ficios no puede sufrir ninguna alteración por el hecho de cam- 
bio del titular del haber sucesorio; la trasmisión se opera con 
las mismas características jurídicas y fiscales que para la cau- 
sante tenían los derechos activos y pasivos tic que el heredera 
pasa a ser titular. 

De acuerdo ni criterio expuesto, carece de asidero jurí- 
dico lo pretendido por el actor en cuanto contabiliza como 
capital, a los fines de ht primera declaración jurada corres- 
pondiente a la sucesión por el año lí)ií4. todos los derechos 
activos y pasivos objeto de la sucesión, y con respecto a los 
cuales cabe distinguirse el ea jó tal -fuente trasmitido v los ré- 
ditos realizadas o en trance de realizarse, 

A Jos fines fiscales de las leyes y IUÍS;1, el cambio 

del sujeta ¿al tributo que se opera con la "muerte del contri- 
buyente y el simultáneo advenimiento del "sujeto fiscal su- 
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cesión", la situación contable en lo relativo a la liquidación 
del impuesto, como bien lo sostiene la Gerencia, en nada puede 
nlterar.se desde que existe continuidad patrimonial. La singu- 
lar prrsomilidíid de que por vía de ficción legal, se asigna a 
la entidad sucesión, para la tramitación ulterior del impuesto, 
no obedece al propósito de alterar el principio básico del art. 
3279 citado, sino al de Facilitar, por razones técnica» de per* 
cepción, el cobro del impuesto. 

En el caso »ub lite y en lo que respecta a la liquidación 
del ejercicio fiscal del uño 1934, en los dos períodos antes 
señalados, correspondientes a la personería de la causante y 
a la sucesión, la apreciación de los beneficios brutos, sin de- 
ducciones y Amortizaciones admisible:*, con el objeto de avaluar 
la renta imponible, debe hacerse en relación al mismo capital- 
fuente que dejó la causante al día de su fallecimiento y que 
sirvió de base para las liquidaciones precedentes, !o que así se 
resuelve a los fines de la liquidación definitiva y con relación 
a la cuestión sintetizada en el Apartado e) del consid. I 9 . 

Que prosiguiendo en la dilucidación de las bases a que 
debe ajustarse la liquidación de los impuestos correspondien- 
tes a los ejercicios fiscales de 1934 y 1935, a cargo de la su- 
cesión, procede ahora decidir la cuestión enunciada en el apar- 
tado d) del consid. l'\ acerca de si debe computarse como 
rédito imponible el producido de las sucesivas liquidaciones 
de todo el haber ganadero de la sucesión o si tal producido es 
solamente capital (pie debe ser excluido del gravamen. 

Sobro el particular, la Gerencia del Impuesto, en el con- 
sid. íi» de su resolución, expresa que: "El inspector al prac- 
ticar las liquidaciones, en base a las cuales el contribuyente 
abonara el impuesto que reclama, incluyó en el año 1935 las 
haciendas que se liquidaron en dicho año y que en parte com- 
prendían las existencias a la fecha del fallecimiento de la se- 
ñora de Pradere y que fueron inventariadas al 30 de junio 
de 1934 ■ por lo que resuelve a los efectos de establecer la 
renta presunta del año 193f», tener en cuenta las entradas ob- 
tenidas en el año por la venta de las hacienda», v a que al 
realiüar.se estas es cuando se ha producido la utilidad gravada. 

La cuestión planteada consiste en saber si las utilidades 
resultantes de la liquidación de la hacienda de la sucesión, 
sin discriminación do los procreas y de lo quv resulta afectado 
como capital-fuente en el balance-inventario del 30 de junio 
do 1934 y posterior inventario judicial del haber sucesorio, 
constituyen rédito grava ble, de acuerdo al régimen de la ley 
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11.682, o a! contrario una plus valía, o simple liquidación de 
capital. 

Que en cnanto n los conceptos opuestos de carácter legal 
de renta y cap ¡tul y los ca racteres o rasaros que los definen en 
la doctrina son coin cid entes en el sentido de i|ue en toda ley 
de impuesto a los réditos, la coudieión esencial es la de que 
el tributo no debe afeetar en ninguna forma la fuente pro- 
ductora de aquéllos, o sea, al capital-fílente base de la explo- 
tación de que se trata. 

Nneetra Corle Suprema, resolviendo un caso de liquidación 
total del haber social de una compañía, dijo que la técnica 
adoptada por los arta. V, 2*, 4*, 19 y 22, iuc. c) de la ley 
11.68:?, permite establecer ijiie económica mente, capital, como 
opuesto a renta* es todo bien o conjunto do bienes susceptibles 
de producir réditos a su poseedor y que todo capital preparado 
o habilitado para producir réditos, es una fuente de éstos, ha- 
biendo eoustimid» este distingo esencia] toda la preoou pación 
de la ley, a fin de mantener en cada una de mis cláusulas la 
distinción permanente entre capital y renta (Corte Suprema, 
t. 182, p. 428). 

La directa api ¡calididad al sub litt- de los principios enun- 
ciados, lleva a decidir qne el producido de la liquidación de 
las haciendas iudividualizmbis como bases de producción, ya 
sea que .<e hayan incluido al rubro capital, como adquisiciones 
directas o por ser procreas, liquidados conio ganancia en ejer- 
cicios impositivos anteriores, debe considerarse exento del gra~ 
vamen durante los ejercicios de los años 1934 y 1935. 

Que la última cuestión a «solver es la enunciada en el 
apartado e). consistente en saber si la tasa adicional instituida 
por el iuc. h) del art. XI. ley 11.682, es o no aplicable a la 
entidad contribuyente "sucesión". 

El texlo (ega| cuestionado dice expresamente que; "Las 
personas de existencia visible" pairarán, además, una tasa adi- 
ciouíd progresiva cu linca continua, sobre el rédito imponible 
gleba]...". 

El objeto de orden práctico, nt ingente a la técnica de la 
recaudación, que justifica la institución legal de considerar a 
la sucesión un estado indiviso, como un solo contribuyente, no 
pifde tener el ii'o¡inee qne se 1" atribuye, de derogar los prin- 
cipios de continuidad de la persona del causante en la de los 
herederos que com-agra el arí. 3279 del C. Civil. 

1¿t* ley de réditos con el distingo bocho, sólo trata de lograr 
una fácil lioíiidaetÓM de] impuesto en momentos en que el haber 
de los sucesores, no es posilih» individualizar para la debida 
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confección de las declaraciones juradas. Retardar la recau- 
dación o eroar situaciones irreales a los herederos por esta 
causa de la indivisión pnra cobrarles presuntivamente el im- 
puesto, habría determinado situaciones de difícil solución y 
tambiwi a veces d*' imposible solución, i 1 ¡ib ría sido también 
inconveniente financieramente, retardar la recaudación por 
cata cansa de la indi visión . 

La responsabilidad y derecho de las personas físicas, que 
son los herederas, que están presentes detrás de esta ficción 
provisoria de la "entidad sucesión", concebida al solo objeto 
de unificar la liquidación de impuestos en situaciones indivi- 
sas que pueden prolongarse por espacio de varios añas, jet~ 
manecen inalteradas frente a los principios del C. Civil y 
por tanto del concepto persona física a que alude el inc. b) 
del art. 33, do la ley 11.682, por lo que procede calcular sobro 
el rédito imponible global de la sucesión, en cuanto exce» 1 ,; 
la suma de § 10.000 anuales, a que alude, dicho texto. 

En apoyo a la tesis precedente eabe agregar, que tn caso 
rocíente, no publicado aún, caratulado von II arder, Ada Sturn 
de, como administradora de la sucesión de Alejandro yon H ar- 
der contra Fisco Nacional, sobre repetición del adicional del 
art. 33, ley 11,683, la Corte Suprema por sentencia de octubre 
17 del corriente, acaba de rechazar la repetición intentada por 
considerar incluidas a las sucesiones en la referida disposición 
fiel ap. b) del art. 33. 

Que las precedentes consideraciones y las que informan la 
resolución de la Gerencia del Impuesto, en la que por estima- 
ción de oficio se determinó el monto de la renta neta gravable 
y consiguiente ingreso objeto de ta repetición sub lite, demues- 
tran a juicio del suscrito, la falta de fundamento que vicia do 
nulidad la estimación de oficio practicada y que se impugna cu 
estos autos. 

La complejidad y considerable monto de los cálculos a 
realizarse para arribar a la determinación de la renta rHa 
imponible en correlación con los respectivos rubros de cap.tal- 
f líente que deben discriminarse en las constancias contables 
aceptadas como hábiles en los considerandos precedentes, deter- 
minan la necesidad de diferir a la autoridad Fiscal competen- 
tr, la liquidación del impuesto adeudado por los ejercicios fio- 
cales 1034 y 1935 y !s eimsiííuicnte determinación de las sumas 
panadas de más, enya devoi ación se declara procedente en el 
monto que así se establezca de ixruerdo con las bases que so 
especifican a tales fines en los considerandos precedentes. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: declarar la nulidad de la 
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«limación d oficio practicada por la Gerencia del Impuesto 
a loa Réditos en su resolución de julio 7 do 1938 y hacer lu^ar 
a la repetición de \m sumas que reí 'dten pacidas de más do 
la liquidación que a tales fines praetieará la Dirección Gene- 
ral, ajustándose a las basen remiel tas en los considerandos 
precedentes, con intereses desde la feelia de la notificación de 
la demanda. Costas en el orden causado, en atención a la com- 
plejidad del caso resuelto. — Emilio L. González. 

Aclaratoria 
Buenos Aires, noviembre 25 d" 1941. ' 

Autos y vistos: 

En cuanto a la aclaración solicitada y consideran» 1 j; En 
virtud fie lo establecido por la Corte Suprema en el fallo dic- 
tado en el juicio Ivscorihuela do Escorihuela v. la Nación, en 
apresto 5 de 1940 ("Fallos", t. 187. p. 330, consiils. 7° y 8* y 
punto 1' de la parte dispositiva, en cuanto se refiere a la 
amortización que la actora pretende por los edificios de renta 
de BU propiedad y por ejercicios anteriores a la vie-encia de la 
ley 12.51)9. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: no hatrn Misar a lo pedido. 
Acuerdo en relación el recurso de apelación interpuesto y elé- 
vense las autos a l¡i cámara. — Emilio h. González. 



Sentencia pe la Cámara Federal 

Buenos Aires, octubre 7 de 1942. 

Y vistos: Por sus fumín mantas, se con firma la set.f encía 
apellida de fs. 323, en este juicio promovido por la sucesión 
de Pedro Nicolás KN-asraray entura Fisco Nacional {Dir, Oral, 
del Impuesto a los Kcditns), en cuanto *' declara la nulidad de 
la estimación de oficio pract irada por la Gerencia del Impuesto 
a los Réditos en su resolución de julio 7 de 1938 y lince lucrar 
a la repetiéidn de las sumas que resulten pasadas de más de 
la liquidación (pie a tales fines practicará la Dirección General, 
Ajustándose a los bases resucitas en los considerandos prece- 
dente»", y se ta modifica en cnanto a los intereses que debe- 
rán ser computados desde la fecha de lu nvlaniación ndminis- 
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trativa, conforme a lo decidido por la Corte en el t. 189, p, 422. 
Las costas do esta instancia en el orden causado. — Carlos 
del Cu.npilh. — Ricardo Villar Palacio. — Eduardo Sar- 
miento. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de noviembre do 1943. 

Y vistos: Los recursos ordinario de apelación con- 
cedido al Procurador Fiscal y extraordinario a la par- 
te actora, en los autos Sucesión de Pedro Nicolás Eli- 
íagaray contra el Pisco Nacional, demanda contencio- 
sa, por repetición de impuesto a los réditos, venidos 
de la Cámara Federal de la Capital 

Considerando : 

Que la sentencia de primera instancia que corre de 
fs. 323 a 349 y aclaratoria de fs. 350 vta. que la Cáma- 
ra confirma en lo principal, por sus fundamentos, apre- 
cia con minuciosidad y justeza los hechos que sirven 
de fundamento a la demanda, y la solución que da al 
pleito, excepto en cuanto a la fecha desde la cual debe- 
rán correr los intereses, es ajustada a derecho y a las 
constancias de autos, por cuya razón hácese innecesario 
repetir los sólidos fundamentos de la misma referentes 
a las argumentaciones de las partes y a la interpreta- 
ción de las leyes 11.682 y 11.683. 

Que los intereses deberán liquidarse como lo sos- 
tiene el señor Procurador General, de acuerdo a la ju- 
risprudencia que cita de esta Corte Suprema, desde la 
notificación de la demanda, y no desde la reclamación 
administrativa como lo decide la sentencia apelada. 

En su mérito, se confirma la sentencia de fs. 364 
-en lo principal y se le 'revoca respecto a la fecha desde 
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la euul deberán liquidarse Ion intereses la que se fija 
en la di» 1» notificación de la demanda. Las costas de- 
berán pagarse en el orden causado atento el resultado 
de sendas apelaciones. Hágase saber y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

lío he uto Repetto — B. A. Nazah 
Anciiorexa — F. Hamos 
Mkjía. 



JOSK D ESTEPA NO v. ELEl/TKRIO JIMENEZ 

JOMSDICCIOX Y COMÍ ETEM 7 .1 : Vían prienda territorial. 
El juez, del tugnr d<uide por acuerdo fie las partes fue pa- 
liado el precio de las mercaderías y en i reptada al compra- 
dor la earta de porte con ía cual las retiró de la estación 
local del ferrocarril, es el competente para conocer en el 
juicio solí iv rescisión de contrato, devolución de precio y 
cobro de perjuicios promovido contra ct vendedor. 

Dictamen del Pkocckadou üenehal 
Suprema Corte: 

Viene a V. K., para ser dirimida con arreglo a lo 
dispuesto en el art. í> de la ley 40Ó5, esta contienda de 
competencia que se traba entre un juez letrado del 
Charo y otro de primera insta?u*ia en lo civil y comer- 
cial do La Plata (provincia de Buenos Aires), por con- 
ceptuarse ambos con jurisdicción para conocer en el 
Ktigio que, anle aquel, ha promovido don José Desté- 
fano contra Don Klcuterio Jiménez sobre rescisión de 
contrato, tlcvnlmión de precio y cobro de perjuicios. 
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Se trata de una partida de papas que remitió Ji- 
ménez desde Tandil a Presidente Roque Snenz Peña, al 
mi sin o ti 01 upo que remitía al Banco de la Nación de la 
misma localidad, una letra por su importe, y la carta de 
porte respectiva. Destél'ano retiró dicha carta de por- 
te previo abono de la letra; y una vez en posesión de 
la mercancía, pudo comprobar que ella se bailaba he- 
Inda y putrefacta. 

La contienda versa sobre cuál fuera el sitio elegido 
para cumplir el contrato. Según el Hr. Juez de La Pla- 
ta, las obligaciones de Jiménez terminaron al cargar las 
papas en la estación de partida, sin observación alguna 
acerca de su estado por el Ferrocarril; y según el 
Si*. Jaez del Chaco, presto (pie la carta tic porte se 
entregó contra pago de la letra, y ésta era exigible en 
Presidencia limpie Sácnz Peña, allí debe entenderse que 
se efectuaban la entrega de la cosa vendida, y el pago 
del precio. 

A mi juicio esta última solución es la que mejor se 
ajusta a lo convenido por las partes; y con arreglo a 
ella, corresponde resolver la contienda planteada. Bue- 
nos Aires, octubre 25 de 1943.. — Juan Alvarcz. 

FALLO Mi: LA rOHTR SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 1943. 
Autos y Vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General y teniendo en cuenta que el 
Sitio elegido para el cumplimiento del contrato o sea 
donde por acuerdo de partes pagóse el precio y se entre- 
garon las papas, fué el de la localidad de Presidencia 
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Roque Sáeuz Peña, territorio nacional del Chaco, se ríe- 
clara que es juez competente para conocer en la con- 
tienda seguida entro José Des tétano y Elcuterio Jimé- 
nez sobre rescisión de contrato y cobro de pesos el del 
territorio del Cbuco mencionado a quien se remitirán 
los autos, haciéndose saber en la forma de estilo al se- 
ñor Juez en lo Civil y Comercial de la ciudad de La 
Plata, Provincia de Buenos Aires, doctor Julio M. fin* 
bar Sáenz. 



CARLOS B. ERAUSQUIN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Cuestiones de competencia. 

Corresponde a la Cámara Federal de la circunscripción a 
que pertenece el juez que primero lia conocido en ta cau- 
sa decidir ta contienda de competencia entre un juez le- 
trado de nn territorio nacional y un juez federal de la 
capital 



MARIA R. PEÍÍINELLO DE CONLAZO v. 
NACION ARGENTINA 

Aa-Mi-i..\<'in.\ ni-: hkseficios. 

VA decreto que acuerda una pensión militar a un pensio- 
nista civil .sin subordinarla a la opción del interesado ni 
pronunciarse ncerca de la incompatibilidad entre ambos 



(I) Id <ti> novirmhre d» 1ÍM-"t. Fallos: ifiii, r>:\; UJS, IS3, 4fi2. 

En i¿u-A si'ntidit y i^n la tiiismy Uvha fiii-n n neuritas ttis ffoisas sv¿ai- 
dftn contra Knirsúi llvfníuniwt y .turto I*. Aveltinño, 
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beneficios, no produce efecto de cosa juzgada sobre este 
punto y no es ¿hice para que por otro decreto se requiera 
luego del beneficiario que opte por una de las pensiones. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, 23 octubre de 1942. 

Y vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por doña .María Estófana Penncjlo de Con hizo contra la Na- 
ción, sobre acumulación de pensión y cobro de pesas; y 

Resultando: 

<¿uo la aetora nía ni tiesta que su extinto esposo don Pedro 
Conlazo en razón de los años de servicias prestados gozaba de 
reliro militar y de Ja jubilación ordinaria de la ley 4349. 

Producido su fallecí miento obtuvo de la Caja Nacional de 
3 ubi tac iones y Pensiones ('¡viles la pensión correspondiente 
que alcanzó a la suma de $ 143,71, (Tensión que fué confirmada 
por decreto del P. E. de fecha 27 de noviembre de 1939. 

Obtuvo, asi mismo por decreto del P. E, de fecha 19 de 
octubre de 1ÍI40 la pensión del retiro militar, la que le fué 
acordada de conformidad a los dictámenes de los asesores del 
Gobierno y no obstante la oposición de la Dirección General 
riel Personal del Ministerio de Marina que consideraba incom- 
patibles ambas pensiones. 

Lógicamente, cabría suponer que con el decreto del 19 de 
octubre de 1940 quedaba definitivamente resuelta la controver- 
sia sobre la compatibilidad de las dos pensiones. 

No ocurrió así, sin embargo, pues Ih Contaduría General 
de la Nación, después de haber liquidado la pensión sin obser- 
var el decreto, dispuso pasar el expediente respectivo a la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, la que sin 
mediar nuevos hechos, resolvió exigirle que formulase opción 
por una Q otra pensión. 

Como se negara n semejante exigencia la Caja ordenó la 
suspensión del pago de la pensión civil, actitud confirmada 
luego por decreto del P. E. de fecha 22 de agosto de 1941. 

El decreto del 1!) de Octubre de 1!)K) te concedió la pen- 
sión de la ley 4S."ifi i pedida como acumulable a la de la ley 4349, 
sin limitación ní condición alguna, por lo cual el P. E. no ha 
podido, por sí. y sin mediar hechos nuevos, revocar dicho de- 
creto como lo ha efectuado por el de 22 de agosto de 1941. 
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Este último decreto importa privarla arbitrariamente de 
un derecho que tenía legítimamente reconocido en violación de 
lo dispuesto por el nrt. IT de la Constitución Nacional 

Cita en m apoyo varios casoa resueltos ñor la Corte Su- 
prema y en mérito de lo expuesto solicita se declare que la 
opción exigida por el decreto de fecha 2'2 de aposto de PJ41 es 
improcedente y que. en consecuencia, tiene derecho a seguir en 
el froee de (a pensión que le fué acordada por decreto del 27 
de noviembre de l!*:iíl, debiéndosele alionar todas las mensna- 
I ichides tpie se 1c adeudan, con intereses y todo, con costas. 

Que el señor representante de la Nación, doctor Pnulucci 
Cornejo, contesta diciendo que la demanda es de todo punto 
de vista improcedente en razón de lo dispuesto cu el nrt. 4!) 
de la ley 434Ü que establece la incompatibilidad entre bis dos 
pensiones que pretende la actora. 

Establecido ello, corresponde examinar cuál es la actitud 
que correspondió asumir a su representada ante e| doble pedi- 
do formulado por la neutra; es indudable que debió darles 
curso y llenados los trámites necesarios acordarlas, precisa- 
mente para que la interesada cumpliera el requisito de opción 
que determina el mencionado art. 4ÍI, nr pudiendo. por tanto, 
hablarse de derecho*" irrevocablemente adquiridos ni invocarse 
la jurisprudencia a que *¡e refiere. 

Pero para el caso improbable de que *e considerara aten* 
diblo la demanda de la adora, deduce reconvención peí nuli- 
dad del decreto de l!l de octubre de ID40, 

J'ur todo ello, pide el rechazo de la acción o en su defecto 
se haga lugar a la reconvención; con costas. 

Que la actnra contestando el traslado conferido de la re- 
convención expresa que la nulidad del decreto de fecha 10 de 
octubre d«' PMO que se arguye debe ser rechazada, con cosías, 
y así lo pille, pues, no se niega para ello ningún vicio en las 
formas substanciales del proced i miento por el cual se le reco- 
noció el derecho al cubro de las dos pensiones y tampoco se 
niega error de hechos o vicios del consentimiento por parte de 
la autoridad que dictó el decreto. 

Y considerando : 

Que según resulta de las actuaciones administrativas agre- 
pada«, el 1\ E. en conocimiento que la actora gozaba de una 
pensión otorgada por la Caja Nacional de .Jubilaciones y Pen- 
siones Civiles y p i*i vio los dictámenes favorables del señor 
Auditor General de Guerra y Marina, señor Procurador (¡cne- 
ral del Tesoro y señor Procurador General de la Nación 1c 
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acordó, por decreto del 19 de octuhrs de 1940, la pensión emer- 
gente de la lev 485G. 

La Con tatli iría ticnend de la Nación lejos de observar tal 
decreto como ddtió hacerlo si lo consideraba ilegal, le dió cur- 
so, y como consecuencia de ello, percibió los haberes corres- 
pondientes a ambas pensiones duram** un tiempo. 

12 H o significa que el Pode* Administrado! ha chimado 
compatible para la aetnrn el góeé de umitas pensiones y exis- 
tiendo cusa juzgada no ha podido lógicamente, por sí y ante 
sí revocar su propia deeisbui. porgue tomo lo ha dicho Ja 
Corte Suprema en su sentencia publicada en el t. I7§, pág, 3(>8, 
"el orden público .ve interesa en (pie los derechos adquiridos 
bajo el amparo de resol ue iones definitivas queden i nenn movi- 
bles" v (|tic os irrevocable "la concesión de una jubilación o 
pensión, aunque ella contuviere errores suficientes para ena- 
na r su nulidad, en cuyo caso la Administración o las entida- 
des autárquieas, deben perseguir su anulación por )a vía ju- 
risdiccional". 

Que expuesto lo (pie antecedo procede considerar la re- 
convencí'']! deducida por el Sr. representante de la Nación y 
en Ja que se solicita la nulidad del decreto de fecha 1!) de octu- 
bre de 1040. Con respecto a ella, existiendo como se ha dicho, 
cosa juzgada, es innecesario pronunciarse sobre la compatibi- 
lidad o incompatibilidad de las pensiones de que so trata y 
en que ella se funda, y no aleándose ningún vicio en las for- 
mas substanciales del procedimiento administrativo por el cual 
so acordó a la autora el derecho al cobro de las dos pensión m t 
ni tampoco, error de hecho o vicios del consentimiento por 
parte de la autoridad (pie dictó el decreto, correspondo recha- 
zarla y así se declara teniéndose especialmente en cuenta, que 
el esposo de la causante don Pedro Cnnlazo, fallecido c] 7 de 
abril de 1ÍK19 (Ts. í)3 expediente administrativo), gozaba W 
retiro militar desde el 27 de mayo tic 1SW4 (copias de decretos 
de fs. 1Í1S v UV.i espediente administrativo 1 y de la .inhibición 
civil ch sde'el W de aposto de l¡t:!4 (fs. 50 exp. ad ta. ), contem- 
plando el presente a juicio del suscripto, una situación. Aná- 
loga a la del caso resuelto por la Suprema Corte Nacional, con 
focha 23 de diciembre de l!>40 (Martí c./ Caja de Jubilaciones 
y Pensiones Civiles, J. A., t. 7*2, pág. 869), 

Por lo expuesto, fallo: declarando que la aetora Sr. Ma- 
ría Estéfana Periné! lo de Conlazo tiene derecho a ¡rozar de 
ambas pensiones debiendo, en consecuencia, el P. E. reinte- 
grarle la pensión civil de la ley 4:¡4!b y abonarle con intere- 
sa, estilo lía neo de la Nación Argén lina, las mensualidades 
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que se le adeudan. Sin costas, por cuanto el l\ E. pudo creer- 
se con derecho a obrar en el cuso eonio lo hizo. — Alfonso E. 
Poccard* 

Sknti'nu v de la Cámara Federal 

Buenns Aires, !) de junio ele 1043. 

( 'onMdcraudo : 

El heehn ilc qu* 1 i'[ I\ E. hubiera reconocido a la actora 
derecho ¡i una pensión civil, no era óbice para que posteri or- 
íllente le concediera una pensión militar: no sólo porque dichos 
beneficios emergen de servicios distintos, sino porque en el 
supuesto ríe existir incompatibilidad csutre ambos no era al 
P. E. sino a la beneficiaría ¡l quien incumbía hacerla desapa- 
recer, optando por la pensión que unís le conviniera. 

, Por eso t en presencia de lo dicq nícalo en el art. I!> ele la 
ley 4'Mí) trae establece que "no se acumularan dos o más p&Q? 

si s en la misma nerSoxui y al interesado le corresponde optar 

por la que té convenga'*, pudo también el I*. E. dictar el 
decreto ile tVeha de agostó de 1ÍUI (fs. Ió6 expediente 
agregado), sin afecta? por ello la estabilidad que deben tener 
los actas administrativos de acuerdo con la jurisprudencia do 
la Corte Suprema (t. 17 ~\ pág. :1G8). 

Kl P E. en el mencionado decreto se limita a requerir 
de la interesada la opción por una de las pensiones concedidas, 
reputando ¡legal su goce simultáneo. 

tjue en la especie saíi ¡ilt se alega que tal impi'diinento 
no existe y a tal efecto cita en apoyo de su derecho, entre otros 
casos, el de Kieardo Marti contra Ja Caja Nacional de Jubi- 
laciones y Pensiones rivH'.s, en el que la Corte Suprema deci- 
dió que no había inconveniente para que el ador disfrutara al 
mismo tiempo de una jubilación civil y otra municipal (Fallos: 
Corte Suprema, t. iHrt, pág. ólTi. nicho caso no es análogo al 
presente, porque en éstese traía de acumular una pensión civil 
y otra militar, regidas por leyes nacionales. 

Et art. S7 de la ley 12.77H preceptúa que "las jubilacio- 
nes y pensiones olorizadas por leyes nacionales con excepción 
de lás graciables rio snu incompatibles con las jubilaciones y 
pensiones acordados en virtud de leyes provinciales y ordenan- 
zas municipales", de donde se Infiere la incompatibilidad cu- 
tre d«»s beneficios otorgados por leyes nacionales, tanto unís, 
cuanto que el principio general que ha fijado la jurisprudencia 
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de la Corte Suprema es el de la incompatibilidad de jubila- 
ciones ueumulabjes o do jubilaciones con pemíonefl, o jubila- 
piones con devolución de aportes, etc., t. 188, pág. 517 citado. 

Que a mavnr abundamiento procede aerear que en el 
iwo é!é Comelio Torres contra la Caja de Jubilaciones y I cu- 
siónos Ferroviarias, reeicntcinente resuelto por la Corte fau- 
prema (14 de mayo del tórnente año), de manera expresa, el 
alto Tribunal establece que no pueden coexistir una jubilación 
ferroviaria v otra d¿ retiro militar 

De todo lo expuesto mrgo la improcedencia de la demanda, 
debiendo la aetora efectuar la opción prevista en el art. 49 de 
\n ipy 4341» citado, en virtud de la cual quedar* extinguido el 
derecho al otro beneficio. 

En cuanto a la reconvención deducida es innecesario pro- 
nunciar;*' Miento el rebultado del juicio u que se llega en esta 

sentencia. . , 

Voy estes fui id amentos, se revoca la sentencia apelada de 
fs 33 y en eonsecueiieía, se rechaza la demanda deducida por 
María Hstt'fa no LVrinello de C* niazo contra la Nación. 

Abónense bus «rustas de ambas in.staneias en el urden cau- 
sado atenta la nal m aleza de las cuestiona debatidas, — B» 
cunte Vdlor Palacio. — Varios del Campillo. — Juan A. Gan* 
záhz Calderón (en disidencia). — Editante hanmento, — 
Carlos limera. 

Disidencia 

Y vistos: 

En consecuencia de lo decidido por ]:; Corte Suprema en 
ol caso rio Carinan de Cantón contra la Nación, tomo 175, paff. 
:i(Í8 v tratándose de una situación paran punible a la del caso 
Martí v. la Caja Nacional de Jubilaciones Civiles (C. S , tomo 
188. pátf. ñl7jí. confírmase sin rostas la sentencia apelada de 
f*. 33, — ¿t"»» '1* González Calderón. 

FALLO DE LA CURTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 1043. 

Y vislos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos: María Eslófana Perinello de Conlazo v. la Na- 
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ción, sobre cobro de pensión, contrn la sentencia dictada 
l>or ia Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

Que el ejercicio de opción impuesto por el art. 49 
de la ley X" 4.*Ufí tiene Itisrar cuando una persona pre- 
tende acumular- dn* o usas pensiones. 

Que en consecuencia, no cabo discusión sobre la va- 
lidez del derroto «le fs. ir,(J (fU0 dispuso esa opción en 
presencia de haberse producido la situación fpie prevé 
la ley. 

Por ello y fundamentos pertinentes, se confirma la 
sentencia de fs, *ííi en cuanto pudo ser materia de re- 
curso. Hágase saber y devuélvanse al tribunal de pro- 
cedencia, donde se repondrá el papel. 

IÍOHKIITO IÍEPETTO — B. A. NaüAu 

Anchobeka — p. Tí AMOS 
Mej ía. 



DAVID IJERZ 

RECURSO OftntXMtfO DF. APFJ.ACtOX; Sentencia definitiva. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación dedu- 
cido eü una musa «Mire extradición centra Ja resolución 
íjne. por ser driiejrwtnrin d<* medidas de prueha, no reviste 
el carácter de sentencio definitiva, exigido por el art, 3, 
inc. 4» de la ley 4055 (»), 



FELIX Ll NA VALDKZ v. PROVIXCiA DE LA filOJA 
JUfítSfHCCtOX Y COMPKTKXCIA: Competencia federal Campe- 
tenem originaría de la Carie S>tj.r* mu. Canuta en fjiie es parte una 
provincia, ( aunas cinto*. 

Compete a ta Corte Suprema conocer originariamente ea 
la eausa civil snhre cobro de honorarios profesionales pro- 
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movido contra una provincia por un vecino de la Capital 
Federal. 

PRUE HA ¡ti <í ru mí n to*. 

La caria escrita en términos familiares y amistosos al mi- 
nistro de una provincia solicitándole haga considerar y 
despachar un asunto por l:i lv<:ífdatui'a. no es confidencial 
ni dirigida a un tercero, y puede .ser válidamente invoca- 
da en juicio por la provincia. 

LOCACION DE SERVICIOS. 

El profesional que en una carta no confidencial dirigida 
al ministro do la provincia demandada, si bien objeta en 
forma incidental la suma fijada por el P. E. como retri- 
bución de sus servicios en un proyecto do ley enviado a 
la legislatura, le pide en términos que importan una acep- 
tación de la misma que haga despachar esc proyecto, 
como se hizo sancionándose la ley respectiva, no tiene de- 
recho para exigir el pago de una «urna mayor por su 
trabajo. 

PACO: Principias fjptimile*. 

Determinado por ley de la provincia el monto de la retri- 
bución de los servicios prestadas a la misma por el actor, 
autorizando al P. E. para pagarlo en la forma y oportu- 
nidad (pie los recursos del erario público lo permitan, 
corresponde fijar judicialmente el plazo en que debe rea- 
lizarse el pago. 

INTERESES: Procedencia <M cobro. il/orn. 

En los casos en que se fije un plazo para el cumplimiento 
de la obligación conformo a lo dispuesto en el art. 620 
del C. Civil, los intereses moratorios no correrán antes del 
vencimiento de dicho termino. 

COSTAS. 

Corresponde condenar al pago de las costas del juicio a 
la provincia demandada que, no obstante existir una ley. 
do su legislatura que autorizaba el pago de una suma, no 
se allanó a efectuarlo ni ofreció hacerlo, limitándose a 
pedir el rechazo total de la demanda, hecha por el actor 
por una suma mayor. 



fallos de la corte 8ct>keh1 

Dictamen del Procurador Gknekal 
Suprema Corte: 

K\ conocimiento <lc la presente causa correspondo 
a la jurisdicción originaria do V. E, toda vez que se 
traía del ejercicio de una acción civil sobre locación 
de servicios seguida contra la Provincia de La Tiioja 
por un vecino de la Capital Federal; circunstancia 
esta última ipte quedó acreditada con la información 
de fs. 11 tenida en cuenta en la providencia de fs. 11 
vta. que dió curso a la demanda. 

La provincia no ha objetado dicha jurisdicción; 
ni existe hecho ulterior que justifique modificación a 
Jo decidido al respecto. 

En cuanto al fondo del asunto, por su naturaleza 
se trata tic materia extraña a mi dictamen y librada 
al prudente arbitrio de V. B. Buenos Aires, setiembre 
7 de VM2. — J,t,in Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SlTRF.kA 
Buenos Aires, 10 de noviembre de 1943. 

Y vistos: El juicio de jurisdicción originaria segui- 
do por Félix Luna Valdés contra la Provincia de La 
Rio ja* sobre cubro de pesos. 

Resultando: 

Que a fs. 4 se presenta Guillermo Antonio Borda, 
en representación de Félix Luna Vnldés, demandando 
a la Provincia de La Rtojn por pa,i?o do los honorarios 
que dicho Estado le adeuda a su mandante en retri- 
bución de servicios profesionales, tos que estima en la 
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suma de ébicuenta mil pesos. Fundando su aeclón dice 
en el escrito de presentación y en el de ampliación de 
fy. 13: que sancionada por el Congreso de la Nación 
la ley 12.251 que creaba una Comisión Técnica de Lí- 
mites Tnterprovinciales para dictaminar con referen- 
cia a los derechos de las provincias en cuanto a sus 
límites, la demandada, que tenía graves conflictos ju- 
risdiccionales con San Luis, San Juau y Cntamarca, 
nombró representante al Dr. Valdés por decreto del 23 
de septiembre de 1ÍKSG, quien de inmediato se dio a 
la tarea que se le había encomendado, consagrándole 
toda su actividad y su celo; que producido un cambio 
en el gobierno de la Provincia su mandante presentó 
su renuncia con fecha 6 de octubre de 1938, la que le 
fué aceptada el 14 del mismo, iniciando primero ges- 
tiones privadas tendientes al pago de sus servicios pro- 
fesionales y después una reclamación por vía adminis- 
trativa a consecuencia de la cual el P* E. envió un pro- 
yecto de ley, que ha sido sancionado y promulgado el 
25 de marzo de 1941, por la que se autoriza a aquél 
a pagar a su mandante veinte mil pesos que serán abo- 
nados en la forma y oportunidad en que los recursos 
del erario público lo permitan; que su mandante no 
está de acuerdo con la suma fijada, ni con la modalidad 
del pago; que su mandante entregó a la comisión téc- 
nica la documentación y memoriales e;i que Ja Provin- 
cia apoyaba su derecho el 31 de mayu de 1937, conclu- 
yendo prácticamente su misión en sus aspectos de tra- 
bajo intenso y prolijo, siendo más adelante su tarca 
complementaria de información y aseso ra miento, man- 
teniendo conferencias en distintas oportunidades con 
los miembros de la comisión nacional; que, además, su 
mandante fué autorizado a firmar convenios directos 
con los otros representantes de las provincias ad re fe- 
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renúum de la Legislatura, lo que lo obligó a tener nu- 
merosas conferencias con aquellos representantes sin 
que, desgraciadamente, cristalizaran en una realidad, 
realizó, también, dos viajes a ta Provincia en uno do los 
cuales tomó conocimiento personal de las zonas en liti- 
gio; que el doctor Valdés estima sus honorarios en la 
suma reclamada teniendo en cuenta la importancia de 
los trabajos realizados que compre míen cuestiones de 
límites con tros provincias Ji mil roles, el valor de los 
territorios en discusión y toda su labor que surgirá de 
las copias de todas las actuaciones, que traerá al juicio, 
y que demostrará, además, que la tarea estaba termi- 
nada en la fecha de aceptación de su renuncia; que 
exige una suma tan reducida debido a la circunstancia 
de ser La Etiojn una de las provincias argentinas de 
más limitados recursos, invoca los arts. lü'L'íí y con- 
cordantes y HÍ27 del Código Civil y termina pidiendo 
se condene a la Provincia al pago de la suma reclamada 
o la que la Corte fBjo o de terminen arbitros, con inte- 
reses y costas. 

Que corrido traslado de la demanda ésta fué con- 
tostada a fs. :í7 por líamón de la Fuente en representa- 
ción de la Provincia, Dice: que efectivamente el doc- 
tor Félix I .lina Vnldés ha ejercido la representación 
que invoca, prestado los servicios cuyo pago reclama 
y hecho gestiones privadas y administrativas para el 
pago de sus honorarios después de haber renunciado 
el cargo; que estas gestiones se concreta ron en la acep- 
tación por fiarle del actor del pago que se le ofreció 
lauto en su monto como en el modo de efectuarlo es 
decir, veinte mil pesos por sus servicios a pagarse cuan- 
do lo consintieran los recursos de la Provincia o, como 
dice la ley que lo autorizó "en la forma y oportunidad 
que los recursos del erario público lo permitan"; que 
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do no haber mediado aceptación o non fo mudad el P. 
E. no habría enviado el proyecto de ley que envió el 
13 de septiembre de 1040 influyéndolo entre los asun- 
tos a tratarse en las sesiones extraordinarias por de- 
creto de abril 30 de 1941, ni el proyecto se habría con- 
vertido en ley; que si no fuera así el mismo actor no 
se habría dirigido al ex diputado provincial José María 
Villafañe, que se interesó por que las gestiones dieran 
un resultado favorable y fué después Ministro de Go- 
bierno e Instrucción Pública, por carta fechada en Río 
IV el 25 de marzo de 1941 pidiéndole hiciera despa- 
char el proyecto y que si fuera posible se aumentara 
el monto de los honorarios; que no se explica tampoco 
que el actor inicia ra la demanda el 5 de octubre de 1940 
diciendo que lo hace para anticiparse a la sanción de 
una remuneración insuficiente y por no avenirse a la 
forma de pago v en marzo de 1941 envíe la cartu cita- 
da y el 30 del mes siguiente vuelva a dirigirse al mismo 
preguntando por el despacho del asunto; que fué pre- 
cisamente porque medió esa aceptación que el proyecto 
fué sancionado, según resalla del Diario de Sesiones 
que acompaña; que el superávit del presupuesto a que 
alíale el actor no es razón para que se prescinda de su 
aceptación, ni aquél quiere decir que no se le quisiera 
pagar, pues ese superávit fué empleado en otros pa- 
gos; que, por otra parte, por grande que sea el mérito 
de los trabajos realizados la taren no puede conside- 
rarse terminada, pnr cuanto puede resultar necesaria 
cualquier explicación o ampliación de trascendencia 
para el éxito de la defensa y en todo caso eso monto, 
de no prosperar la defensa opuesta, será apreciado por 
la Corte. Termina pidiendo se desestime la demanda, 
con costas. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
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indica el certificado de fs. 01, las partes alegaron a 
fs. 94 y 105, el Sr. Procurador (i ene ral de la Nación se 
expide a fs, 108 y a fs. IOS vta. se llama autos para 
definitiva. 

Considerando: 

Que el caso corresponde a la jurisdicción origina- 
ria de la Corte, como lo dictamina el Si*. Procurador 
General de la Nación, por tratarse de una causa civil 
promovida contra una provincia por un vecino de la 
Capital Federal — art. 100 y 101 de la Constitución 
Nacional; art. 1, inc. 1\ ley 48; art. 2, ley 4055; Pellos: 
192, 152. 

Que dada la forma en que ha quedado trabada la 
litis, el reconocimiento por la Provincia de los servicios 
prestados por el actor y de su derecho a cobrar hono- 
rarios, y la sanción de Ja ley provincial nútn. 865 r cor- 
dando la cantidad de veinte mil pesos para su pago, 
sólo queda a resolver si el actor lia aceptado la simia 
fijada y los términos de la ley t para lo cual se deben 
plantear las siguientes cuestiones: a) ¿es admisible 
como prueba la carta de fs. 30!; b) ¿prueba ella la 
aceptación T c) caso afirmativo ¿corresponde fijar ter- 
mino a Ja obligación f d) caso negativo jqué suma de- 
be pagar la demandada? 

Que la primera cuestión debe resolverse por la afir- 
mativa. VA actor solicitó el pago de sus honorarios por 
nota presentada al Kr. Ministro de Gobierno e Instruc- 
ción Pública de i a demandada de fecha mayo 24 de 
lí)40, estimándolos en cincuenta mil pesos — fs. 64 — : 
por mensaje de septiembre l.'t do 1ÍM0 el P. E,, por 
intermedio del Ministro de Hacienda y Obras Públicas, 
envía el proyecto de ley que fué más tarde sancionado 
bajo el núm. $8S| la presente demanda fué iniciada en 
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octubre 5 de 1940 — fs. 9— matii IVsí ánclnst», como que- 
da relatada, que el actor no está de aúnenlo con la 
suma lijada, ni con la modalidad del pago; el 25 de 
marzo de HUI el ador dirige la carta de fs. 'Xr al 
Wr. .losé María Villafañe, tjue es Ministro de Cí oí tierno 
e Instrucción Pública de la demandada, y le pide haga 
despachar el asunto y "si lucra posible hacer elevar 
el monto que sería de perfecta justicia etc...,"; 
el 30 de abril de lí)41 el I*. K. con la firma del Ministro 
Villafañe, destinatario de la carta, dicta un decreto in- 
cluyendo en las sesiones extraordinarias entre otros 
asuntos el de los honorarios del actor — Diario de Se- 
siones de fs. 311— el - de mayo siguiente se reitera el 
pedido de sanción — fs. 34 — el 16 se sanciona y el 23 se 
promulga — fs. 11—- La carta discutida, por lo tanto, 
no es dirigida a un tercero; es escrita a un Ministro 
de la Provincia deudora, pidiéndole un acto de sus 
funciones, que fué realizado pocos días después; el des- 
tinatario, en esa fecha, era un representante de la de- 
mandada. Basta lo expuesto para demostrar, también, 
que la carta, si bien escrita cu tono familiar y amistoso, 
no era confidencial. Su presentado», por lo tonto, no 
viola el nrt. 1Ü36 del Código Civil. Esta concia ón está 
de acuerdo con la doctrina comúnmente admitida y con 
la jurisprudencia seguida por los tribunales de In Ca- 
pital — véanse los fallos publicados en Jnrhj)ruthucia 
Argentina, ts. ó, pág. 2ÍJ7; 15, pags. 10U y 2á!> ; 28, 
pág. 3G7, y 4G, pág, 953, 

Que la segunda cneslión debe resolverse también 
afirmativamente. La carta dice: "Como la Legislatura 
ha sido convocada para sesiones extraordinarias, es 
oportuno que mi asunto sea también considerado y des- 
pachado, con tanto mayor razón cnanto que existe ya 
el mensaje del P. K. (¡110 siempre le he de agradecer 
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por los conceptos elogiosos para raí, vertidos en él, 
aunque no en cuanto ni monto con que se justiprecia- 
ba mi trabajo que no me parece justo. Te ruego pues 
que poniendo de tu parte esa buena voluntad que siem- 
pre lias tenido para mí hagas despachar el asunto y 
si fuera posible hacer elevar el monto que sería de por- 
fecta justicia dada la importancia y naturaleza de mi 
trabajo". Lo demás que sigue no hace al caso. Es 
indudable que se solicita del Ministro y del amigo inste 
la sanción del proyecto y que la objeción al monto do 
toa honorarios es sólo incidental M y si fuera posi- 
ble...** El actor conocía el proyecto y otros hubieran 
sido los términos de su carta si su resolución era no 
aceptar la suma que aquél fijaba. Principio de los arts. 
1144, 1145 y siguientes del Código Civil. 

Que el art. tí de la ley autoriza al I\ K. para efec- 
tuar el pago en la forma y oportunidad que los recur- 
sos det erario público lo permitan, lo que importa es- 
tablecer un término incierto y no una condición potes- 
tativa y, por lo tanto, corresponde fijar el término en 
que la obligación debe ser cumplida, de acuerdo con el 
art. 620 del Código Civil y lo solicitado por el actor en 
su «legato de fs. í)4. Lo contrario importaría subordi- 
nar el cumplimiento de la obligación a ta voluntad del 
deudor, prolongándola indefinidamente basta hacerla 
ilusoria. 

Que no corresponde el pago de intereses por cuan- 
to, fijándose término para el cumplimiento de la obli- 
gación en la sentencia, el deudor sólo incurrirá en mora 
E su vencimiento — arí. 02*2 del Código Civil — . Las 
eos; as deben serle impuestas a la demandada ya que, 
no obstante la ley que autorizaba el pago de una suma, 
no ge ha allanado en ningún momento a ese pago, ni 
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ofrecido hacerlo, limitándose a pedir el rechazo total 
de la demanda. 

Por tvtos fundamentos se declara que la Provincia 
de La ííioja está obligada a pagar al actor Félix Luna 
Valdés la cantidad de veinte mil pesos moneda nacio- 
nal dentro del término do noventa días desde la noti- 
ficación de esta «en t encía, sin interés, y las costas del 
juicio. 

Notifíqucye, repóngase el papel y oportunamente 
archívese. 

Roberto Tíepetto — B. A, Naüab 
Anchohena — F, Hamos 
Mejía. 



MARIA E. J. BOUQUET DE BOSASCO v. 
NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos militares. 

La viuda y la hija soltera del oficial del ejército asesinado 
en acto de servicio tiene derecho a una pensión equivalen* 
te a las 2/3 partes del suelde del grado inmediato superior 
al que aquél tenía (12 de noviembre de 1943). 



ANDRONICO L. ARAUJO v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pemhneg a militares, hudilisacián 
para la carrera militar. Ejército. 

El cabo del ejército dado de baja a causa de la tubercu- 
losis adquirida en netos del servicio que le ocasionó la 
anquilosa de la articulación coxo femoral, inutilizándolo 
para continuar su carrera; tiene derecho a fu pensión pre- 
vista en el art. 17, lít. Ill f de la lev 4707. (10 de noviem- 
bre de 1943). 
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CRISTINA CASTRO DE PEREYRA Y OTRA v. 
PROVINCIA DE MENDOZA 

EECUnsO EXTRAORDINARIO: Itiauisitos propios. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales complejas. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en los 
arls. 17 y 31 de la Constitución Nacional y en la pri- 
macía del C. Civil sobre Jas leyes provinciales, contra la 
sentencia que rechaza la demanda del recurrente sobre 
indemnización de' daños y perjuicios por considerar que 
la circunstancia de que la víctima fuera un empleado pú- 
blico sujeto a las disposiciones de la ley 716 de la Pro- 
vincia de Mendoza exdu/e la aplicación del Código Civil. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constiturwnalidad e incottstitucio- 
natidad. Léyes pwincialcs. Mendoza. 

l a ley 716 de la Provincia de Mendoza, sobre jubilaciones 
y pensiones de los empleados públicos es contraria al art. 
31 do la Constitución Nacional en cuanto, sejrún lo deeide 
la sentencia apelada, excluye la aplicación de las disposi- 
ciones del Código Civil en el caso de una demanda sobre 
indemnización del accidente sufrido por un empleado en 
el dewnnpeño de sus tarcas, fundada en la responsabilidad 
del Estado por las daños causados por culpa o negligen- 
cia del conductor de un vehículo de su propiedad y por 
el mal estado del mismo. 




Dictamen del Piíocuradoii Genkral 
Suprema Corte: 

Da. Cristina Castro de Fe re I ra y Da. Filomena 
Pereira, invocando respectivamente las calidades de 
viuda e hija de D, Víctor Pereira» demandaron a la 
Provincia de Mendoza ante la justicia provincial, por 
cobro de una indemnización de doce mil pesos, emer- 
gente, según las acto rus, de los perjuicios ijue les can- 
sara el fallecimiento de dicho Pereira, hecho, impnta- 
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ble a cuasi delito o acto ilícito cometido por un empleado 
a sueldo do la demandada. Fundaban su acción en los 
preceptos del Código Civil relativos a responsabilidad 
del empleador. 

La demanda fué rechazada en primera instancia 
por entender el juez que no medió culpa en la produc- 
ción del suceso (fs. H3/S); y apelada esa sentencia, la 
Cámara en lo Civil y Minas, de Mendoza, la ha confir- 
mado, aunque no por la razón que so d¡ó en primera 
instancia, sitio porque una ley de jubilaciones — la n* 
716 — hace inaplicables al caso las aludidas disposicio- 
nes del Código Civil (fs, 190-90). Con tal motivo, traen 
ahora las actoras un recurso extraordinario, que me pa- 
rece admisible por tratarse de la situación jurídica 
prevista en el inc. 2 del art. 14 de la ley 48: el fallo 
definitivo del tribunal de provincia, admite que las dis- 
posiciones de una ley local enervan las de otra nacio- 
nal, anterior. 

Entrando al fondo del asunto encuentro que las 
recurrentes están en lo cierto, pues la circunstancia de 
ser también empleado público la víctima de la culpa 
o imprudencia imputada a un empleado al servicio del 
mismo gobierno, no exime a éste de las responsabilidades 
que cíjii arrollo al Código Civil le correspondan. En 
numerosos casos tiene resuelto V. E. que, a los efectos 
de la responsabilidad por culpa, el Estado se halla en 
Jas mismas condiciones que cualquier otro empleador, 
aun tratándose de netos manifiestamente referibles al 
desempeño de servicio público. Además, y como se hace 
notar en tino de los votos del fallo apelado, aun para el 
caso de simples accidentes del trabajo ajenos a toda 
culpa o imprudencia, la ley 12.647 ha establee* do no 
existir incompatibilidad entre los beneficios que otor- 
guen las leyes de jubilaciones, y los que derivan u.- la 
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9688. i En virtud de qué principio se admitiría, enton- 
ces, la excepción, cuando inedia culpa del empleador o 
fub agentes! 

Corresponde, pues, revocar la sentencia apelada 
en cuanto al punto disentido respecte; y devolver los 
autos al tribunal do segunda instancia, para que se pro- 
nuncie sobre la cuestión de hecho que sirvió de funda- 
mento a In sentencia del juez, o las deini' pertinentes. 
— Hítenos Airea, noviembre 17 do lí)42. — Juan Al- 
vares. 

FALLO DE LA f Olí TE SUPREMA 

Buenos Aires, lí) de noviembre de 1ÍM.1 

V vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Cristina Castro de Pe rey ni y Filomena Pereyra contra 
la sentencia dictada por la tixema. Cámara de Apelacio- 
nes en lo Civil y Minas de la ciudad de Mendoza, en el 
juieio que le siguen a ta Provincia por indrmn i nación 
de daños y perjuicios. 

Considerando : 

Que las recurrentes demandaron a la Provincia de 
Mendoza, f muladas en los nrts. 1109, X3ÍB >* concordan - 
te** del Código 0ii íl, por indemnización de daños y per- 
juicios emergentes de la muerte de Víctor Pereyra, es- 
poso y padre respectivamente, ocurrida al volcar un 
autohomba fiel cuerpo de bomberos provincial en el fue 
Pereyra prestaba .servicios como soldado, en circuns- 
tancias en que concurría a sofocar un incendio. 

Que la Provincia, entre otras defensas, opuso la 
do inapüeabilidad del Código Civil, por cuanto siendo 
Pereyra un empleado del Estndo le son aplicables las 
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reglas y reglamentos correspondientes a su carácter, 
tiene como tal un estatuto especial, que es en el caso 
la ley 71 (i de la Provincia, que acuerda a los empleados 
de pnücía que en el cumplimiento de su deber se impo- 
sibiliten físicamente jubilación íntegra y, en caso de 
fallecimiento, pensión conforme al art, 4fi, de manera 
que en caso de infortunio sus derechos están perfecta- 
mente deslindados y no puede pretenderse otra clase 
de indemnización. 

Que en razón de que la sentencia recurrida rechaza 
lu demanda por considerar que la circunstancia de tra- 
tarse de un empleado público sujeto a las previsiones 
de la ley 716, excluye la aplicación del Código Civil, la 
acto ra interpone recurso extraordinario para ante esta 
Corte, que lo ha sido concedido. Invoca el art. 16 de la 
Constitución Nacional 11 y exige ser colocada en igual- 
dad de situación que todo otro habitante del país, de 
ser reintegrado en toda su amplitud legal, de las conse- 
cuencias de un acto culpable o negligencia de terceros, 
cuando reclama por vía ordinaria el resarcimiento de 
un daño emergente de culpa"; invoca el art. 17 por 
cuanto establece "que por la existencia o juego de 
una ley jubila toria o do pensión, pueda dañarse impu- 
nemente, es crear un beneficio repugnante contra el re- 
cordado principio del art. lí> y llevar un ataque ilegal 
a la propiedad, de acuerdo con el art. 17"; invoca el 
art. 31 de la Constitución Nacional que resulta violada 
en cuanto la sentencia acuerda preeminencia a dispo- 
siciones contenidas i o una ley provincial en contra de 
las disposiciones del Código Civil. 

Que el recurso ha sido bien concedido por cuanto 
se invoca la primacía del Código Civil sobre una ley 
provincial y la garantía de los arts, 16 y 17 de la Cons- 
titución Nacional y la sentencia es contraria al derecho 
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invocado por la recurrente — art. 14, inc, 2*, ley 48; 
art. 6\ ley 4055; Fallos: 1!)2, 418; lí)4, .150; 195, 375. 

Que el art. 31 do la ( Vmstitución Nacional establece 
que las leyes que dicta el Congreso son la ley suprema 
de la Nación y las autoridades de cada provincia nsfón 
obligadas a conformarse a ellas no obstante cualquier 
disposición en conl ra rio que contengan las leyes o cons- 
tituciones provinciales y es superfino agregar que una 
de ellas es el Código Civil, dictado en virtud de lo esta- 
blecido por el art. í¡7, ine. 11, de la Constitución, 

Que si bien esta Corte lia declarado que las rela- 
ciones del Estado —nacional o provincial — con sus em- 
pleados se rigen por el derecbo constitucional y admi- 
nistrativa, dentro de los límites fijados por la Consti- 
tución Nacional y las de las provincias que con ésta se 
concierten de acuerdo a los arts. 33 y KM- a WS de aqué- 
lla — Fallos: 193, «552 — es de tenerse en cuenta que en 
el caso el actor no deduce una acción emergente de sus 
relaciones de empleado provincial sino la que emerge 
de un daño cansado por culpa o negligencia del conduc- 
tor de un ve bienio de propiedad de] Estado y por el 
mal estado de aquél, regida por el Código Civil. La 
acción podrá o no prosperar por ra /orí es fondadas en 
Ja interpretación de la misma ley civil, pero no se te 
puede oponer la ley provincial do pensiones y jubila- 
ciones destinada a regir relaciones de otra naturaleza, 
para recbuzar Ea acción. Ka ley !M!SS, de ni - oidentes del 
trabajo, ley común modificatoria del Código Civil — Fa- 
llos: Uilí, 343; 178, 170; 184, 3!>()— después de la acla- 
ratoria 1 2.ÍI47, dispone que la indemnización que ella 
establece no excluye ni suspende ninguno de los bene- 
ficios establecidos cu las leyes de jubilaciones, pensio- 
nes y subsidios —art. 13 bis — y autoriza al obrero o 
empleado a Optar entre la acción de indemnización cs- 
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pecial que ella Ic confiere y la que pudiera correspon- 
derá por el derecho común en caso de dolo o negligen- 
cia — nrt. 17 — . Estos principios, si bien no se refieren* 
al caso presente, y la naturaleza de la acción deducida 
demuestran (pie la cuestión planteada no puede ser re- 
suelta por la exclusión de plano del Código Civil, sino 
dentro de sus disposiciones y de su doctrina. En un 
caso de daños y perjuicios análogo al présenle — Palios: 
177, 41íJ — si bien la Corte rechazo la acumulación de 
beneficios, dijo: "Los principios expuestos por esta 
Corte en el caso de referencia, son aplicables con mayor 
razón trida vi ti en esta causa, pues no era obligatorio 
para los actores gestionar ni aceptar el beneficio que 
les acordaba la ley núm. 4ÍUí¡, ni el que más tarde ob- 
tuvieron por la ley núm. 12.278; pudieron prescindir 
ríe ellos y limitarse a exigir en este juicio la indemni- 
zación a que se creían con derecho'*. Es claro, pues, 
que la solución dada en la sentencia apelada, al decla- 
rar inaplicable el Código Civil, vulnera el nrt. 31 de la 
Constitución Nacional. 

Por estos fundamentos, no siendo necesario tratar 
las otras cuestiones planteadas, y ríe conformidad con 
lo dictaminado por el señor Procurador General de la 
Nación, se revoca la sentencia apelada de fs. 190 en 
cuanto lia podido ser materia del recurso y vuelvan los 
autos al tribunal de origen a sus efectos. Notifíqucee 
y repóngase "1 papel en el juzgado de su procedencia 
oportunamente. 

Antonio Saoarna — B. A. Nazab 
Anchorena — P. Ramos 
Mejía. 
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DIíOQUERIA SVÍZO ARGENTINA LTDA. S. A v. 
IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS rXTEKXOS; Régimen repmtitt). 

De acuerdo a ¡o dispuesto por el &vt. 36 de la ley 37G4 (27 
T O.) y a la interpretación que le ha dado reiteradamen- 
te la Corte Suprema, no procede aplicar la sanción pre- 
vista en el mismo fundándose en In sola tenencia do un 
producto en infracción y prescindiendo de tomar en con- 
sideración las razones de descnrpo invocadas por el tene- 
dor para demostrar su falta de intención de defraudar. 

Dicta mes del Departamento es' lo Contencioso 

De las constancias de antas se desprende fjuo, al prnet ¡car- 
so inspección cu lu droguería de ln caígante, se comprobó 
1a existencia de I kilo con Ó00 ir ramos de esencia de casáis, 
contenidos en siete fraseas, sin valores fiscales que acrediten 
el pago del impuesto de ley, por lo que corresponde declarar- 
loa en fraude, en mérito a que este producto puede destinar- 
te 4, la elaboración de bebidas alcohólicas, según así lo infnr- 
ni h la Oficina Química Nacional en el certifieado n« B. 
141.761, y en consecuencia, aplicar a la nombrada In sanción 
penal que establece el nrt. 27 del T. O., sin perjuicio del 
cobro del impuesto omitido, de acuerdo con la tasa de] art. 
93 del mismo. 

Además la sumariada ha infringido el nrt. 1* del S. D, 
de fecha 18 de setiembre de 1037, por comerciar eon produc- 
tos enolópieos í ácido bórico y sacarina) sin estar previamente 
inscripta en esta Administración, liecho pasible de Ins san- 
ciones que prescribe el nrt. 28 del precitado texto. — Abril 10 
de 1940, — Osrar de las Carreras. 

RBPOMVlriN DEL AOM 1 XTSTtl ADOlt DE IMPUESTOS INTERNOS 

Visto el presente sumario seguido contra la Droguería 
Suizo Argentina Ltda. 8, A. de esta Capital i atento el pre- 
cedente dictamen y lo dispuesto en los arts. 26, 27, 28 y 03 
del T. Ó. de las leyes de impuestos internos, se resuelve: 
V Imponerle la obligación de abonar en concepto de im- 
puesto interno sobre esencias, la cantidad de $ 30.00 m/n.; 
2» Aplicarle una multa de $ 325 m/n. equivalente a los diez 
tantos del impuestos exigido, más la infracción reglamenta- 
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ría constatada; 3» Hacerle saber que los referidos importes 

deberán ser satisfechos dentro do los cinco días de- notificada 
la presente, mediante depósito en r¡ Banco de la Nación Ar- 
gentina y remitir a esta Administración los comprobantes de 
pa«:o, b:ijo apercibimiento de disponer su cobro por la vía 
judicial. — Buenos Aires, 17 ¡V abril de 1940. — Máximo 
Ezntrra. 



Vistos y Considerando * 

Que la Administración de Impuestos Internos ha impues- 
to una multa a la sumariada por la tenencia de esencias aptas 
para la elaboración de bebidas alcohólicas, las que carecían de 
los instrumentas fiscales habilitantes. 

Que los extremos nielados por la defensa como son la 
antigüedad de la existencia del produrto y la ignorancia sobre 
sus propiedades no pueden ser tomadas en consideración pues 
ninguno de esos extremos pueden justificar la tenencia de un 
producto en fraude a la» leyes impositivas 

Por ello y por sus fundamentos se confirma con costas la 
resol neii'm administrativa recurrida de fs. i 4 que impone a 
Dropuería Suizo Argentina Iilda. S. A. f una multa de $ 325 
moneda nacional. — Migitel l. Jantus. 



-Y vistos : Por sus fundamentos, se confirma, eon costas, la 
sentencia apelada de fs. IV.) que condena a la sociedad anónima 
Droguería Suizo Argentina Limitada a ]ia<rar una inulta de 
$ 3 <1 f) m n. en esta causa de Impuestos Internos. Dcvnclvase. 
— Carlos M Campillo. — Ricardo Villar Palacio. — Eduar- 
do Sarmiento. 



V vista la precedente causa cara i nía da "Drogue- 
ría Suizo Argentina Ltda. S. A. — Intp. Internos— 3137 




di: la Cámara Federal 

Rncnos Aires. 5 de octubre de 1942. 



FALLO HE LA CORTE SITIÍRMA 

Buenos A i ros, 19 de noviembre do 1943. 
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— I* — 039*' para conocer por vía del recurso extraor- 
dinario concedido a i's. 47 vta. 

Y considerando: 

Que esta Corte en Fallos: 17¡>» 377; y en muchos 
otros |H>>UTÍon-s hasta el dictado en -7 de octubre del 
corriente año en la causa "Liébana y Di Trocí v. Im- 
puestos tatemo»", ha admitido une el nrt, 36 de la ley 
37ti4 —-7 del T. O. — no sanciona la sola violación for- 
mal de las leyes y redámenlos de impuestos internos, 
por ín r\i:<[ la> priuis que establece tío son de necesaria 
aplicación cuantío v\ contribuyente justificara su falta 
de intención de defraudar o las constancias de autos 
no permitan razonablemente concluir que esa intención 
ha ex i si i do. 

Que la sentencia apelada parecí 1 reposar en una 
interpretación contraria del texto citado, pues aplica las 
sanciones que el mismo prevó. fundándose en la su la 
tenencia del producto en infracción y declarando que 
las razones de descargo "no pueden ser tomadas en 
consideración", como sin embargo, y al tenor do la ju- 
risprudencia de esta Corte, han debido serlo, conjunta- 
mente con ta totalidad de las modalidades de la causa. 

En su mérito se revoca el fallo apelado de fs. 45 
en lo que ha podido ser objeto de recurso extraordinario. 
Hágase saber y devuélvanse al tribunal de su proce- 
dencia. 

Autos- u> Sagarxa — B. A. Nazají 
Akchobjsna — F, Bajíos 
Mkjía. 
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BENJAMIN CORTES v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS tNTERNOS: fivgimm represivo. 

El art. 30 de la ley 3764 (20 T. O.) no se opone a la abso- 
lución del poseedor tle efecto en infracción que comprue- 
ba fehacientemente su falta de participación en la misma 
y bu desconocí miento e inocencia en la maniobra tendien- 
te a defraudar ul fisco. 



Dictamen del Departamento en- lo Contencioso 

En el comercio del eneauflado ee comprobó la existencia 
de las unidades de Frioionaleol (pie se mencionan en el acta ini- 
cial, carentes del estampillado fiscal que acreditara el paj?o 
del impuesto respectivo (artículos 59 y 68 del texto ordenado 
de las leyes de impuestos internos). 

En el caso de autos deben considerarse dos situaciones 
distintas: la de los fabricantes y la de los poseedores. La pri- 
mera, o sea la de los fabricantes Fernández y Cía., se halla 
comprendida en el art. 82, ine. c) del texto legal citado, razón 
por la que las actuaciones originales fueron elevadas el 29 de 
octuhre de 1ÍH0 a conocimiento y deeifuón del señor Juez Fe- 
deral en lo Criminal v Correccional de la Capital, Dr. Miguel 
L. Jantus, quien se declaró competente para entender en la 
causa, devolviendo el 22 de febrero último todas las actas 
que se le remitieron, para que por esta Administración se ins- 
truyeran sumarios independientes contra los infractores que 
se indican en cada una do ellas. Por tanto, no corresponde 
a esta Administración pronunciarse sobre la situación de Fer- 
nández y Cía., ya que ella sera considerada por el citado ma- 
gistrado. 

En cuanto a los poseedores del producto que, como queda 
dicho, fué encontrado sin estampillado fiscal, y está destinado 
a uso externo medicamentoso, por así indicarlo su denomina- 
ción "Fricionalcor' y también reconocerlo los fabricantes en 
la declaración prestada ante el juez de la causa, debe aplicár- 
seles, de acuerdo a lo que establece el art. 20 del texto orde- 
nado, las sanciones del art. 27 del mismo, sobre el impuesto 
omitido en la mercadería intervenida, sin exigir el pago de 
éste, va que el producto debe derramarse. 

Ño son aceptables las razónos aducidas en la defensa — 
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presentada conjuntamente con otros encausados y que corre 
agregada al Mimario :>4 1 tí*l*-l 940 — , ya que el precio pagado 
por el Friemnalcnl, que surge de las demás actuaciones labra- 
das, indica que indiscutiblemente fué adquirido como alcohol 
de aso externo medicamentoso y en consecuencia, sujeto a es- 
to mpi lindo ¡ y si bien ciieulu el *'(Vta Icol Warnes" sin él, 
debe tenerse en cuenta i|tie se trata de un compuesto de meti- 
letieetona y agua, que aunque puede llenar en ciertas casos 
funciones sunilnres a las del ateohol, no lo contiene y no se 
encuentra, por tanto, sujeto a gravamen. 

Por otra parte, la Corte Suprema de Justicia ha sosteni- 
do reiteradamente que en las infracciones a las leyes impositi- 
vas no se tienen en cuenta sino el hecho mismo de la trasgre- 
iión, sin contení [liarse para nada las intenciones ni la buena 
o mala fe del contraventor. — Julio 23 de 1941. — Oscar de 
¡03 Carreras. 



Resolución dcl AnMixisTRArtoR General 

Visto este sumario seguido contra Benjamín Cortes, aten- 
to el precedente dictamen y lo dispuesto en les art. 26, 27, 59 
y 68 del T. O. de bs leves de impuestos internos, se resuelve: 
I* Aplicarle una multa de $ 121,10 m/n., equivalente al décu- 
plo de! impuesto omitido en la mercadería intervenida ¡ 2* ha- 
cerle saber que dicha cantidad debe depositarse dentro de los 
cinco días de notificada la presente, en el Banco de la Nación 
Argentina y presentar los justificativos del pago a esta Admi- 
nistración, bajo apercibimiento de ejecución; 3' Consentida 
«ata resolución, procédnse ni derrame del producto cuestiona- 
do. — Buenos Aires, 25 de julio de 1941. — Carlos Acuña. 



Sentencia mil Jujez Fedehal 

Buenos Aires, julio 13 de 1942. 

Vistas y Considerando: 

1» Que ta Administración de Impuestos Internos impone 
«na multa al sumiiriadn por la tenencia en su casa de comercio 
do una cantidad de frascos conteniendo el producto denomina- 
do 41 Frieionn Icol" el cual carecía de los tributos que le corres- 
pondían de acuerdo a lu* componentes del mismo. 
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2» Que se encuentra probada en autos la forma en que la 
merendona llegó a poder del apelante, el que la adquirid de 
buena fe. Si el artículo es entregado como en este caso, por su 
prnpio fabricante, y el producto por sus características eiter- 
nas y divulgación no es de aquellos en los que es de todo» 
conocida la obligación del pago del impuesto, no puede exigir- 
se al vendedor minorista que practique análisis para conocer 
los componentes del producto, so pena de ocurrir en respon- 
sabilidad. 

3 fl Que en el presente caso nos encontramos en presencia 
de un tenedor de buena fe, no cabiendo en el caso la presun- 
ción de que con «us actos lia tenido la mira de defraudar al 
Fisco. 

Por ella, so revoca la restitución administrativa recurrida 
y se absuelvo a Benjamín Cortes de la defraudación imputada, 
— Miguel L, Jantes. 



SENTENCIA DE I. A CAMARA FliDEHAL 

Buenos Aires, 5 de octubre do 1942. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma la resolución apelada 
de fs. 24, que absuelve a Benjamín Cortes de la defraudación 
que se le imputa, en esta causa de Impuesta» Internos. — Car- 
tón del Campillo. — Jticardo Villar Palacio. — Eduardo Sar- 
miento. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, lí) do noviembre de 1943. 

Y vista la procedente causa caratulada "Cortés 
Benjamín, I. Internos íííiá-l-!)41 " para conocer respecto 
del recurso extraordinario concedido a fs. 30 vta. 

(1) En la mistiia fi'rlia y en ijíua! hpii tirio fueron rcauoltfiH las 
entinan legntdu por ChlapjH}, Fernandez., Uonitalez Hitos., y OiiUrclo, 
MertentU'z, Mnrtfncx Alonso, l'írei, RnvizEoli, Torrado y Cin., Vil- 
que* y ii runde; y Uinliit» d 22 dt-1 milnui in™ Ju causa, seguida, por 
Alvaro, 



272 FALLOS DK t*A CORTE SUPKEMA 

Y considerando: 

Que la jurisprudencia do esta Corte ha admitido 
que cuando los poseedores o tenedores de mercadería 
en Infracción n los impuestos internos, comprueben fe- 
hacientemente no haber participado en la misma, y su 
desconocimiento o inocencia cu la maniobra de (iue so 
trt ía, corresponde» absolverlos, sin que sea obstáculo 
a ello lo dispuesto cu el art. 30 de la ley 37(54 —20 del 
texto ordenado—; Fallos: 190, 295 ; 193, 481; 105, 159; 
y causa "I/iébann y Di Croee S. A. 1 fallada en 27 de 
octubre del corriente año. 

Que la aplicación que del testo citado se hace en 
la sentencia en recurso, se ajusta a la doctrina de los 
precedentes a que se ha hecho referencia en el curso 
del pronunciamiento. 

En su mérito se confirma la sentencia de fs. 2íí en 
lo que ha sido objeto de recurso extraordinario. Hagas» 
saber y devuélvanse al tribunal de su procedencia. 

Antonio Sagajina — B, A. Nazau 
Anchorena — F. Ramos 
Me.tía. 



AGUSTIN RUBIO v, NACION ARGENTINA 

PENSIOSES MILITARES; Pensiones a militare». Inutilización pam 
la carrera militar. Ejército. 

El cabo mmiuinistii <lo la Armada dado do baja a <*nusa 
d<* 1h tuberculosis adquirida vn netos dt*l servicio que lo 
inutilizó ¡nira mntínnar su carrera, tiene derecho a la 
pensión prcvbta en el nrt. Ifí, tít. III, de In ley 18;1G (19 
de» noviembre de 1943), 
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MARIA PALOMO DE GUILLERMON v. CAJA DE 
JUBILACIONES DE EMPLEADOS BANCAUIOS 

ACUMULACION IW BENEFICIOS. 

En improcedente la neumulncion de una jubilación civil 
y de una pensión bancada en un» misma persona. 

* 

Dictamen del Procurad"» Gknekal 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tela de juicio In inteligencia de disposiciones 
de ta ley especial 11.575 y sur la sentencia definitiva 
contraria al derecho invocado por la recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, se trata de resolver ■ 
si existe o no incompatibilidad entre la pensión banca- 
ria emergente de servicios prestados por el extinto 
esposo de Da. María Palomo de Onillermón y la jubi- 
lf tetón que ésta percibe de la Caja Nacional de Jubila- 
ciones y Pensiones Civiles {informe de fs. 100 vta.)» 
po- servicios personales cumplidos en la administración 
nacional. 

V. E. tiene decidido que la acumulación de benefi- 
cios es contraria al espíritu y base económica de nues- 
tra legislación por lo que, en general, no procede (154: 
39* y 411; 177: 416; ISO: 418, entre otros) y aplicando 
tal doctrina en 180: 3Í)9 la Corte declaró incompatible 
el goce de pensión militar y el cobro de la indemniza- 
ción autorizada por el art 46 de la ley 10.650; en 184: 
275, que quien había obtenido jubilación ferroviaria por 
invalidez no podía demandar beneficios emergentes de 
la ley í).bS8, Robre accidentes del trabajo; en 192: 265, 
declaró incompatible el cobro simultáneo de una jubi- 
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iaeión nacional y otra provincial concedidas a una mis- 
ma persoga; y en 195: 450, que quien gozaba retiro mi- 
litar por inutilización debía renunciar al mismo para 
percibir la jubilación que, por servicios posteriores, le 
había concedido la Cuja Ferroviaria. 

Por su parte, el lf. Congreso mediante leyes es- 
presas (1U.ÍJ47 y 12.778, art, S7) ha hecho inaplicable 
para lo sucesivo la jurisprudencia establecida en 1S4: 
275 y 192: '26b, lo que permitiría inducir el propósito 
de atenuar así la restrictiva interpretación de V. E. 
Bajo tal concepto, pa réceme que salvo claras disposi- 
ciones lépales en contrarío, Ja incompatibilidad sólo 
debe declararse cuando los beneficios que se pretenda 
acumular emerjan de un mismo hecho generador o re- 
sulten a cargo de una sola Caja, 

Ahora bien, el art. 71 de ta ley ll.">75 que la Caja 
Banearia invoca como fumlaiuento de su resolución (fs. 
98) se refiere exclusivamente a la prohibición de acumu- 
lar dos o más jubilaciones y como en el sub-jitdice se 
trata de percibir simultáneamente jubilación y pensión, 
emergentes de distintos servicios y a cargo de diversas 
Cajas, pienso que corresponde revocar el fallo apelado 
de fs. 113/14, en cuanto ha podido ser materia de re- 
curso. — Buenos Aires, setiembre (i de 1943. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, 19 do noviembre de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos "María Palomo de GuiMenuón v. Caja Banea- 
ria, sobre pensión", contra la sentencia dictada por la 
Cámara Federal de la Capital, y 
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Consido raudo : 

Que esta Corto Suprema ha resuelto que la jubi- 
lación, la indemnización y la devolución do aportes son 
Jos beneficios que las leyes argentinas de amparo, pre- 
visión y retiro social otorgan a los obreros y emplea- 
dos, que por el transcurso del tiempo en el servicio y en 
el vivir, por accidente o enfermedad inútil izante o por 
pérdida del empleo deben dejar de trabajar (conf. ley 
n* 434Í), eap, II; ley n' 10.650, cap. IV; ley n» 11.110 
cap. III; ley n» 11.575; cap. IV) ellos son sucedáneos 
y exduyentes, vale decir, que so otorga nna jubilación 
extraordinaria a quien no pudiéndola obtener íntegra 
y ordinaria, por falta de tiempo en el servicio o de edad, 
sufre nn accidente que le inhabilita para seguir en el 
mismo; y finalmente, se devuelven los aportes hecho» 
a la Caja respectiva, o un mes de sueldo por cada año 
de servicio, etc. a los que fueren despedidos por econo- 
mía o no necesitarse sus servicios u otras causas espe- 
cificadas; pero ni dentro de la misma Caja ni actuando 
en Cajas diversas, se puede — en general— acumular 
jubilaciones con jubilaciones, ni jubilaciones con indem- 
nizaciones, ni jubilaciones con devoluciones, ni jubila- 
ciones con pensiones, porque se conceptúa que quien 
se jubila obtiene, con el importe consiguiente, un segura 
de descanso equitativo que libera al Estado o a las or- 
ganizaciones profesionales de nuevas cargas en favor 
del mismo sujeto incorporado n las clases pasivas" C 
S.: 171-203. 

Que dicha doctrina lia sido sustentada en numero- , 
sos casos anteriores o posteriores al recordado, pero 
es en ése en donde se hn procurado consignar en forma 
concreta la opinión del Tribunal. 

Que en presencia de ello, carece de eficacia el argu- 
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mentó sustentado por la actora relativo a los términos 
del art. 71 de la ley 11.575 que no impiden acumular 
una jubilación con una pensión sino tan sólo dos jubi- 
laciones. 

Por ello; porque la ley 12.778, art. 87, solo se re- 
fiere a la compatibilidad de las jubilaciones y pensiones 
otorgadas por ley nacional — excepto las graei «bles—i 
con las jubuaciones y pensiones acordadas en virtud 
de leyes provinciales y ordenanzas municipales, sin 
contemplar el caso de autos; por sus fundamentos y 
oído el Sr. Procurador General se confirma la senten- 
cia apelada de fe. 113 en cuanto pudo ser materia de 
recurso. Hágase saber y devuélvanse. 

Antonio Saoabsa — B. A. Nazab 
Anchobena — F. Ramos 
Mejía, 



M. A. GUTIERREZ (HIJO) v. IMPUESTOS INTERNOS 

PRESCRIPCION: Interrupción. 

El Código Penal sólo admite la interrupción de la pres- 
cripción por la comisión de otro delito. 

PRESCRIPCION: Interrupción. 

La contestación a la demanda contenciosa deducida de 
acuerdo a lo dispuesto cu el art. 17 de la ley 3764 {T. O,), 
por la que el representante fiscal solicita su rechazo y el 
mantenimiento de la multa aplicada al infractor, es un 
acto de procedimiento directo que, conforme a lo esta- 
blecido en el art. 3 de la ley 11.585, interrumpe la pres- 
cripción de la acción {«). 



(') E" iiriiü] (wnMdn fui romean el 29 de Loviembro el juicio 
<l Joió Blengiai t. Impuesto Internos". 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, octubre 8 de 1943. 

Vistos y Considerando ; 

Que en materia penal, la prescripción es de orden públi- 
co y corresponde declararla de oficio cuando ella se ha opera- 
do, según constante jurisprudencia de los tribunales federales. 

Que según resulta de autos, las infracciones que han moti- 
vado la multa impuesta por la Administración General d« 
Impuestos Internos con fecha 22 de abril de 1935, habrían 
sido constatadas o surgirían del inventario practicado en la 
bodega del recurrente el 7 de octubre de 1933. 

Que desde esa fecha hasta ahora han transcurrido más 
de cinco años, término fijado por el art. 1» de la ley 11.585, 
para la prescripción de Jas multas por infracciones a las leyes 
do impuestos. 

Que por no existir en la ley antes citada disposición es- 
pecial al respecto, el término ele la prescripción ha comenzado 
a correr desde la media noche del día en que se cometió la 
infraceión — arts. 4 o y 63 del Código Penal. 

Que no han interrumpido la preseripción las actuaciones 
del presente juicio, en razón de no ser de aplicación al svb lite 
el precepto contenido en el art. 3* de la ley n* 11.585, pues, 
como lo ha establecido la Corte Suprema en sentencia del 35 
de marzo del año en curso recaída in-re "S. A. Noel y Cía, 
Ltda. c./ Direc. Oral, del Impuesto a los Réditos" (Fallos: 
t. 195, pág. 119) "los actos de procedimiento a que se refiere 
el art. 3» de la misma ion aquellos dirigidos contra el infractor 
o contra el deudor, únicos susceptibles, en derecho, de inte- 
rrumpir el término de la prescripción. Sería inconcebible que 
los actos de procedimiento iniciados por el infractor en de- 
fensa de sus derechos interrumpieran el término de la pres- 
cripción que corre a bu favor". En igual sentido se ha pronun- 
ciado este Tribunal en reiterados casos. 

Que habiéndose constatado las infracciones el 7 de octubre 
do 1933, lo que significa que ellas fueron cometidas con ante- 
rioridad, se ha operado la prescripción de la acción penal. 

Por estos fundamentes, se resuelve declarar prescripta la 
acción, y en consecuencia, dejar ain efecto la multa i tu puesta 
en la resolución administrativa de fecha 22 de abril de 1935 
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y en la sentencia de fecha 31 de diciembre de 1942, J Vera 

Valle jo en disidencia. — J, E. Rodríguez oflá. — Agustín de 
W Reta. 

Disidencia 

Considerando ; 

Que las infracciones que han motivado la multa recurri- 
da, se habrían constatado en 7 de octubre de 1933 al practi- 
carse un inventario en la bodega del actor. 

Que si bien desde la expresada fecha ha transcurrido has- 
ta el momento actual m;ís de los cinco ti ñon fijados por el 
art. 1» de la ley 11,585 para la prescripción de la acción, 
«lia ae ha interrumpido el din 9 de septiembre de 1935 con la 
contestación del Sr. I'roc. Fiscal al recurso contencioso nO mi- 
nistra ti vo. oponiéndose al mismo y sosteniendo la resoluci. o 
administrativa condenatoria, conforme al art, 3" de la raLst ta 
ley, según el cual, "en las causas por infracción a las leí es 
de impuestos, lot actos de procedimiento- judicial interrnn 
pen el término de la prescripción, de la acción y de la pcna"í 
interrupción producida antes de cumplirse los cinco años do 
la prescripción. 

Que aunque la Corte Suprema de la Nación, interpretan- 
do esa disposición legal en el caso citado por el voto de la 
mayoría, ha establecido que "los actos de procedimiento a que 
ce refiere el art. 3* de la misma ley, son aquellos dirigidos 
contra el infractor o contra el deudor, únicos susceptibles, en 
derecho, de interrumpir el termino de la prescripción", ello 
no puede obstar a la aplicación al caso de antos, de la men- 
cionada disposición legal, porque no es posible desconocer que 
las gestiones y peticiones fiscales en el juicio sobre "recurso 
contencioso administrativo" promovido por el infractor, cons- 
tituyen en verdad "actas de procedimiento judicial " en con- 
tra del mismo, ya que ellos tienden, fuera de toda duda, a 
ejercitar la acción fiscal en la única forma y vía que le es 
dado hacerlo, pues recurrida la resolución administrativa no 
ha podido el Fisco promover el juicio de apremio para hacer 
efectiva la multa impuesta por la Administración. Está bien 
gue el escrito en que el infractor promueve el recurso conten- 
cioso administrativo, no constituya un acto íntermptivo de 
la prescripción, porque es en defensa de sus propios derechos, 
y es lógico que no pueda perjudicarle; poro sería ilógico que 
toda la gestión fiscal realizada en el mismo juicio, para opo- 
nerse al recurso, y por ende, para alcanzar una sentencia 
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condenatoria firme, puedan considerarse también como cu 
favor o defensa del infractor. 

Quu no debe olvidarse — y esto es fundamental — que el 
recurso contencioso administrativo acordado por la ley al con* 
tribuyante condenado en resolución administrativa como in- 
fractor a las leyes impositivas, es la continuación ante la Jus- 
ticia, o sí se quiere, la instancia judicial, de la causa fiscal 
iniciada con el .sumario instruido contra el infractor, hasta que 
recaiga sentencia firme, por lo cual, todas las gestiones reali- 
zadas por dicho funcionario en oposición al recurso, constitu- 
yen el ejercicio de la acción pública en Ja única forma que 
puede hacerlo judicialmente, y por ende, son los "actos de 
procedimiento judicial" a que se refiere el citado art. 3» de 
la ley 11,585. 

Que admitir lo contrario, importaría dejar en manos del 
infractor, con sólo interponer el recurso contencioso adminis- 
trativo, el impedir que el Fisco pueda interrumpir el término 
de la prescripción durante todo el tiempo que dure la trami- 
tación del recurso en todas sus instancias, ordinarias y extra- 
ordinaria, contra el evidente propósito del legislador que, al 
apartarse del derecho penal vigente, el cual no admite la inte- 
rrupción de la prescripción, por los actos del procedimiento 
judicial, ha querido conferir al fisco el medio de impedir que 
puedan prescribirse las acciones y las penas en las causas por 
infracción a las leyes de impuestos por el simple transcurso 
del tiempo, como en los delitos comunes; y no sería lógico ni 
razonable que, autorizado el Fisco, por expresa disposición de 
la ley, a interrumpir la prescripción de la acción en esta clase 
de causas, mediante "actos de procedimiento judicial", sin 
especificar cuáles deban ser ellos, ni distinguir en qué forma 
hayan de producirse, no se les reconociera efecto interruptivo 
a la oposición fiscal al recurso contencioso promovido por el 
infractor, y las demás gestiones subsiguientes, privándole así 
al Fisco del único medio que tendría para ejercitar ese dere- 
cho acordado por la ley, y desvirtuando el propósito persegui- 
do por el legislador al concederlo. (Véase la discusión produ- 
cida en el Senado Nacional al sancionarse dicha ley. T. I, 
pag, 557 y siguientes, año 1032). 

Por estos fundamentos, se resuelve declarar que en la pre- 
sente causa la acción no se encuentra proscripta, correspon- 
diendo entrar a pronunciarse sobre el fondo del recurso: pero 
en atención al voto de la mayoría, es inoficioso dicho pro- 
nunciamiento. — /. Vera Valhjo. 
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Dictamen del Procurador O en* eral 
Suprema Corte: 

El Proeunulor General, por la roprosen i ación que 
me corresponde en los autos caratulados "M, A. Gu- 
tiérrez (li.) — "recurso contcneiosn administrativo—" 
(exp. letra (K n* 280, Lih. IX), ejercitando la facultad 
conferida por el art. 8* de In ley 4.035, a V. E. digo: 

Está en disensión en la presente causa la inter- 
pretación que cor responde «tribuir al art. 'A» de la ley 
11.585. La decisión ha sido contraria a la tesis soste- 
nida por mi parte; por lo que procede el recurso extra- 
ordinario de apelación que le lia sitio concedido a fs. 
113 vtn. para ante V, E. 

En cuanto al fondo del asunto, tratándose de un 
caso similar al que la Corte Suprema tiene a estudio 
"Blongiui Josl v. Impuestos Internos, recurso con te n- 
cioso-ad ministra! i vo" (exp. letra B. n" 302, Lih, IX) 
sentenciado por la misma Cámara Federal do Mendoza 
me permito reiterar lo que al respecto y en cuanto sea 
do aplicación al sub-judin*. be manifestado en dieha 
causa con fecha - de octubre próximo pasado: 

"La sentencia de fs. 61 dictada por mayoría, ba 
negado a las presentes actuaciones el carácter de pro- 
eedimit ntoit judiciales de tos que, en los términos do 
los nrts. 1* y 3* de la ley 11.585, surten el efecto de 
interrumpir la prescripción en las causas sobre cobro 
de multas por infracciones a la ley de Impuestos In- 
ternos. 

"El voto en disidencia — fs. 62 vta./64 — del Señor 
Vocal Dr. J. Vera Valle ja demuestra en forma termi- 
nante que tal interpretación de las precitadas disposi- 
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cíones legales es equivocada; y ha puesto de reUeve» 
con acierto, como, de continuar aplicándose diclia doc- 
trina, el Fisco Nacional se hallaría imposibilitado para 
hacer efectivas las inultas de referencia, toda vez que 
bastará al deudor dilatar la fecha del pago provocando 
apelaciones como la presente, para impedir cualquier 
acción fiscal, directa contra el, según ha sucedido aquí. 
Vea sino V. ÉL las constancias de fs. 86 y siguientes, 
donde se trabó al Fisco, anulando lo actuado (fs, 90), 
el derecho de "accionar" contra el multado, en razón 
de existir pendiente el trámite de este recurso conten- 
ci oso-administrativo, cu el que debía producirse el fallo 
definitivo. 

"Dicho de otro modo: mi parte accionó, para el 
cobro, iniciando la respectiva vía de apremio judicial, 
el 11 áe Mano de 10.VJ (fs. 86 vía., exp. anexo) y obtu- 
vo se librase mandamiento (fs. 87) ; esa diligencia que- 
dó sin efecto, a causa de la apelación de Blengini; y 
ahora alega éste que tal apelación, no era "acto de 
procedimiento dirigido contra su persona". Entre tan- 
to, la ley 11.585 dice simplemente 4t h$ actos de proce- 
dimiento judicial, interrumpen l termino de la pres- 
cripción de la acción p de la pena'\ Lo de "dirigido 
contra la persona del deudor", no figura en la ley, ni 
en la discusión de la misma, ni en los propósitos del 
legislador. ¿Cómo admitir que el trámite de una ape- 
lación constituye "acto de procedimiento" para el ape- 
lante, y no para el apelado, de suerte que cuando éste 
último pide al juez confirme el fallo, esa petición no 
se conceptúa dirigida contra el deudor! ¿Contra quien 
y en perjuicio de quien, solicitaba entonces el Fisco, 
la confirmación de la multa! A fs. 60, el Sr. Fiscal de 
Cámara ha puntualizado las actuaciones que importa- 
ban "acto de procedimiento judicial" en esta causa. 
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Obvio resulta qoe si actuaciones de tal elase no revis- 
tieran carácter de procedimientos judiciales, no podría 
supeditarse a su resultado la prosecución de la acción 
fiscal, entorpecida como lo ha sido por el trámite del 
recurso". 

Por los fundamentos, pues, del aludido voto en 
disidencia que ha sido producido a fs, 111 de esta 
causa y consideraciones concordantes expresadas en 
instancias anteriores, pido a V. K. revoque el fallo 
apelado de fs. 110 en cuanto declara operada la pres- 
cripción de la acción penal en esta causa, y ordene 
devolver los autos para que el Tribunal se pronuncie 
sobre el fon rio de la cuestión controvertida. Con cos- 
tas. — Buenos Aires, noviembre 5 de 1943. Juan 

Alvar ez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1943. 

Y vistos; El recurso extraordinario deducido por 
el Ministerio Público contra Ja sentencia de la Cámara 
Federal de Apelación de Mendoza dictada en la demanda 
contenciosa seguida por M. A. Gutiérrez (hijo), a fin 
de que se revoque a resolución del señor Administrador 
Generai de Impuestos Internos que le impone una 
multa, 

Considerando: 

Que el Administrador General de Impuestos Inter- 
nos le impuso ni actor una multa de % 684,40 en virtud 
de lo establecido por el art. 06 de la ley 3764 — art. 27 
f* O.— i el multado interpuso la presente demanda con- 
tenciosa para la revocatoria do la resolución y, como 
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la sentencia recurrida, por mayoría de votos, declara 
prescripta la acción, el Ministerio Público interpone 
recurso extraordinario para ante esta Corte, que le 
ha sido concedido, fundado en que la resolución os con- 
traria a la ley 11.580 en cuanto la proscripción lia sido 
interrumpida por actos do procedimientos judiciales., 
contra el infractor que encuadran en el art. 3' de la 
citada ley, como lo sostiene el voto en disidencia. 

Que dada la forma en que viene planteado, el caso 
so reduce a establecer si la contestación del señor Pro- 
curador Fiscal a la demanda contenciosa, contestación 
en la que se opone a la acción, sostiene la procedencia 
de la pena y solicita se confirme la resolución adminis- 
trativa condenatoria, constituye un acto de procedi- 
miento judicial de los que en virtud del art, 3* de la ley 
11,585 interrumpen la prescripción, cuestión que indu- 
dablemente bace procedente el recurso extraordinario 
interpuesto, Art. 14, inc. 3', ley 48. Art. 6*, ley 4055. 
Fallos: 186, 389, 

Que se trata de una infracción de carácter penal, 
sometida a los principios del Código Penal en defecto 
de disposiciones expresas de la ley especial. Fallos: 
183, 216; 186, 389. El Código Penal derogado admitía 
la interrupción de la prescripción por todo acto directo 
de procedimiento contra la persona del delincuente 
— art. í)3 — y el Proyecto de 1891 precisó más el concep- 
to al decir todo acto de procedimiento judicial para la 
represión del delito — art. 103 — . Tal era la doctrina le- 
gal basta la sanción del Código Penal de 1922, el que 
después de la ley 11,221, llamada de Fe de Erratas, 
sólo admite la interrupción de la prescripción por la 
comisión de otro delito — art. 67 — . Para subsanar loa 
Inconvenientes que este sistema creaba con relación a 
las penas de multa por infracciones a las leyes de im- 
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puesto se sancionó la ley 11.585, cuyo art. 3* establece: 
"En las causas por infracciones a las leyes de impues- 
tos, los actos de procedimiento judicial, interrumpen 
el término de lu prescripción de la acción y de la pena'*. 
Es indudable, ante estos antecedentes, que lu ley ha 
vuelto al sistema anterior y que Ion actos de procedi- 
miento iuterruptivos de la prescripción son los actos 
de procedimiento directos contra la persona del infrac- 
tor o para la represión de Ja infracción. Esto está de 
acuerdo, por otra parte, con la doctrina que si va desde 
la no interrupción absoluta por actos de procedimiento 
a la interrupción para los delitos graves solamente o a 
la interrupción sin distinción, es siempre sobreenten- 
dido que se trata do actos emanados de quien tiene el 
ejercicio de la acción, nunca de actos emnnados del pro- 
venido o del acusado, que son actos de defensa y no de 
persecución. Ks de acuerdo con estos principios que 
la Corto ha declarado en el caso de S. A. Noel y Oía. 
Ltda. v. Dirección General del Impuesto a los Réditos 
—Fallos? l!)ó, 119 — "Los actos de procedimiento ju- 
dicial a que se refiere el art. 3* de la ley 11.585 son 
aquellos dirigidos contra el infractor o el deudor, ca- 
rácter que no reviste la demanda contenciosa deducida 
por estos en defensa de sus derechos". 

Que ahora se plantea In cuestión en otra forma. 
Ya no es la demanda iniciada por el infractor el acto 
procesal que se pretende interruptivo, sino la contes- 
tación del Fisco sosteniendo la acción, ¿Ese acto os in- 
terruptivo o noí La contestación debe sor afirmativa. 
La ley 8764 lia organizado el procedimiento pura la 
aplicación de las multas: descubierta la infracción se 
instruyo el sumario administrativo; terminado el su- 
mario se oye al interesado; presentada la defensa el 
" trador dicta la resolución correspondiente; con- 
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tra esta resolución el condonado puede o recurrir ante 
el Ministro de Hacienda u ocurrir ante el Juez Federal 
por vía contenciosa. Arts. 12, 17, 18, 22, 25 y 26. T. O. 
Kl proceso así organizado, aún cuando la acción conten- 
ciosa no sea un recurso de apelación —Fallos: 183, 
389— constituye una unidad perfecta, cuyo fin es la 
represión de las infracciones; es un único procedimiento 
desde la iniciación del sumario administrativo hasta 
la sentencia judicial definitiva. En tales condiciones 
es indudable que la contestación a la demanda conten- 
ciosa en la que el Ministerio Público solicita se la re- 
chace y pide se mantenga la multa, es un acto de pro- 
cedimiento directo tendiente a la represión de la in- 
fracción, emanado del funcionario que tiene la repre- 
sentación del Fisco y, por lo tanto, un acto interrup- 
tivo de la prescripción. 

Por estos fundamentos, los concordantes del voto 
de la minoría de la sentencia apelada y de conformidad 
con lo dictaminado por el señor Procurador General 
de la Nación, se declara que la contestación del Minis- 
terio Público a la demanda contenciosa prevista por el 
art. 17 de la ley 3764 T. O. interrumpe la prescripción 
de la acción de acuerdo con el art. 3* de la ley 11.585, 
en consecuencia se revoca la sentencia de fs. 110 en 
cuanto ha podido ser materia del recurso y vuelvan los 
autos a la Cámara de origen a fin de que dicte el pro- 
nunciamiento que corresponde. Notif íquese y repóngase 
el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagaena — B. A. Nazab 
Anchobena — F. Ramos 
Mej ía. 
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IMPUESTOS INTERNOS v. FORTUNATO COSTA 

Y OTROS 

1M PUESTOS INTSSNOS: Régimen represivo. 

Existiendo presunciones suficientes pura demostrar la ela- 
boración clandestina de alcohol por varios de los proce- 
sados y im siendo posible determinar el monto de la de- 
fraudación, corresponde aplica He una multa de cinco a 
cincutnta mil pesos, graduada de acuerdo a mis antece- 
dente», la importancia del delito y a lúa circunstancias 
prevista* en el art. 41 del Código Venal. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Principio» genérale*. 
Interpuesto sin restricción alguna el recurso ordinario de 
apelación por el fiscal que pidió se aplicara a los proce- 
sados la;, penas de prisión y multa equivalente a treinta 
tantos el monto de lo defraudado a Impuestos Internos, 
contra la sentencia del juez que admitió su requisitoria 
salvo en cuanto a ía pena corporal que declaró preserip- 
ta, el tribunal de alzada puede ejercer su jurisdicción con 
toda amplitud y aumentar la multa por aplicación de lo 
dispuesto en el art. 82 del texto ordenado de las leyes de 
impuestos internos para los casos en que no pueda deter- 
mina rho el ni («uto de la defraudación, 

IMPUESTOS WTERNOSl Régimen represivo. 

La circunstancia de que algunos de los que participaron 
en el delito de elahoración clandestina de alcohol fueran 
empleados del autor principal no basta para eximirles de 
refc;. v nsabilidad penal. 

IMPUESTOS INTERNOS.- Régimen represivo. 

Corresponde absolver al procesado respecto de quien, por 
falta de prueba suficiente, existe duda de que haya parti- 
cipado en la elaboración clandestina de alcohol. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, agosto 29 de 1942. 

Vistos: Los autos .V 4016-F-755, "Sumario instruido con- 
tra Fortunato Costa, por Infracción a la legislación de impues- 
tos internos de la Nación", venidos del Juzgado Federal de 
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San Juan a virtud de loa recursos tic apelación interpuestos 
contra la sentencia corriente a fs. 273, por la que se resuelve 
condenar "al procesado Fortunato Costa, como infractor al 
art. 35, inc. a) de la ley 12.14S a sufrir la pena de comiso del 
alcohol materia del fraude y de las maquinarias y útiles que 
hubieren servido para su elaboración y a pairar una multa de 
$ 4.078,50 in/áíí y a los procesados Carlos Abundio Cassatti 
y Luis Quiroga. a cada uno di* ellos a pagar una multa de 
$ 21,12 m/n. Declárase preseripta la acción penal en lo que 
respecta a la pena de prisión y de inhabilitación, Págueusc las 
costas del proceso, las cuatro quintas partea por el procesado 
Fortunato Costa, y la quinta parte, por los procesados Cassatti 
y Quiroga, cada uno por mitad*'. 

Y Considerando: 

Que la sentencia ha sido afielada por el señor Procurador 
Fiscal, y también por los defensores de los procesados Costa. 
Cassatti y Quiroga. 

Que el Sr. Fiscal de Cámara, al expresar agravios, soli- 
cita la revocatoria del fallo en cuanto declara preseripta la 
acción penal referente a la pena corporal, solicitando que se 
imponga a cada uno de los procesados, dos años de prisión y 
doble de inhabilitación. Solicita ademas, que se modifique la 
sentencia en lo que respecta a la multa impuesta, sosteniendo 
que tratándose de una elaboración clandestina, corresponde 
aplicar el art. 82 del Texto Ordenado, multa que pide se fije 
en diez mil pesos para cada uno de los procesados. Posterior- 
mente, en el escrito de fs. 353, desiste expresamente de la ape- 
lación en lo que respecta a Ja prescripción, consintiendo la sen- 
tencia a ese respecto, atenta la jurisprudencia sentada por la 
Suprema Corte en el juicio N« 3958-F-734, "Fiscal c./ Floren- 
cio Guiffar", de fecha 20 de marzo del año en curso, man- 
teniendo la apelación, únicamente en cuanto al monto de ta 
multa. 

Que los defensores de las procesados nombrados, solicitan 
la absolución de los mismos, insistiendo en las defensas adu- 
cidas en primera instancia. El defensor de Cassatti y Quiroga, 
alega, además, la ineonstitncionalidad del art. 35 de la ley 
N» 12.148 (art. 82 del T. O.) pues sostiene que no es posible 
que se castigue una infracción con tantas penas como la que 
establece el artículo citado. 

Que como r ■ sulta de las setas corrientes a fs. 1 y 119, 
D. Fortunato Costa, propietario de una destilería que había 



288 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

sido intervenida por Impuestos internos do la Nación, fué sor- 
prendido in frairanlt. en las dos oportunidades a que se refie- 
ren dichas acias, mientras hacía funcionar clandestinamente 
un apáralo de iji'stüarit'ni para obtener alcoholes, i'ara Inorar 
su objeto, colocó en sustitución del capitel, que estaba sellado, 
un caño que hizo tü-i funciones de aquel. 

Que el Q-qUO ha hecho un minucioso análisis y examen de 
tas pruebas acumuladas ni autos, «Icinrist ruiitk» la e.\ istencia 
del dcljlo y la culpabilidad de liw procesados. A ella se remite 
el Trilninal, a^rer/ando tan sólo. de la experimentación 
mandada practicar por e| mismo para mejor resolver y pre- 
senciada por Unios sus miembros — neta de fs. .'S71 — resultó 
confirmado que ron el Jipa rato de destilación N* A. 14 til- y 
demás accesorios existente* en la destilería de Ousta, anexo 
al establecimiento de bodega del mismo, era posible ex! raer 
directamente ,.!*ohnl de la destilaeiún de vinos. Dicha experi- 
mentación, ¡i que se refiere el perito Dr. Mcmlivelzúa en su 
informe de fs. 'i7j;. fué couclnyente. ¡mes destilando vinos de 
una pradtmcióu de 14" — análisis de fe. :í7:í y 'M\ — , se obtu- 
vo una fletrnia de .73", la que por sus características, según 
.el mismo informe, puede elasifiear.se como "apta para mani- 
pular" y emplearse en usos de bota (licorería, encabezado de 
vinos, ele. ) . 

Que el perito Dr. Marini, en su dictamen de fs. 3">() lle^a 
asimismo a la conclusión de que el producto a que eor respon- 
de r*l análisis oficial .V 149.70b\ clasificado como alcohol, sí 
pudo haber sido obtenido de la destilación de vinos o fleirmas 
en el aparato que se encuentra en Ja cx-destilería de Costa, 
donde ese pi Mlueto fué intervenido, y (pie el producto a que 
corresponde el análisis X ,J 14ÍK707, es residuo de una desti- 
lación 

Que atenía tales eon Insinúes, que desvirtúan en absoluto 
las afirmaciones de la defensa, tpie sostenía con insistencia, 
(pie con e| aparato fie Costa, dada su construcción y funciona- 
miento, no podía servir sino para trabajar con alcoholes, o sea 
para su rectificación o mejoramiento en grafio o calidad, prro 
nunca para destilar materias prunas y extraer alcohol de elbis, 
corresponde dar por probada la existencia del delito, y la cul- 
pabilidad de los procesados. 

Que en cnanto a Ja ineonstitueionalidad alegada, debe ser 
desestimada, pues aparte ile que ni se menciona la disposición 
constitucional (pie habría sido vulnerada, es indiscutible la 
potestad d-'l legislador para castigar los delitos e infracciones, 
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con las penas que considere justas, sin que exista al respecto 
ninguna limitación. 

(¿ue en cuanto íi la pena (le milita^ no puriienrio determi- 
narse, el monto de l;i defraudación, ya que se trata de una 
destilería que habría funcionario clandestinamente, eorrespon- 
de aplicar la penalidad que establece ei antepenúltimo aparta- 
rio riel art. S*J citado, o sea multa de cinco mil a cinc lienta mil 
pesos moneda nució inri, como ln lia resuelto este Tribunal en la 
cusa seguida contra Isaac Sosa Páez y otras, con firmado por 
la Suprema Corte, Fallas: t, 183. pág! 

Que teniendo en cuenta los antecedentes ric los encausa- 
dos, importancia de ln defraudación y demás circunstancias 
que contempla el art. 41 del íYaligo Penal, como asimismo que 
Costa ha reiterado la comisión riel delito, el Tribunal estima 
equitativo imponer a Fortunato Costa una multa de quince 
mil pesas moneda nacional, y a Carlos Abundio Cassatti v Luis 
Quiroga. una multa de cinco mil pesos moneda nacional a 
cada uno. 

<¿uc siendo solida ria la obligación de reparar el daño, en- 
tre todos las responsables riel delito, y. estando incluida en esa 
obligación el resarcimiento rio los gastos del juicio — arts. 29, 
inc. ¡i 9 , 30 y ¡II del Código Penal — , no corresponde establecer 
proporcionalidad en el pago de las costas, como lo lia hecho la 
sentencia, pues torios esas gastos son rieb icios por torios y caria 
QjiO ric los condenados. 

Por estos fundamentos y los aducidos por el a~quo, se 
confirma la sentencia apelada, cu cuanto declara responsables 
a Fortunato Costa, Carlos Abundio Cassatti y Luis Quiroga 
ilel delito imputado y ordena el decomiso de las maquinarías y 
útiles que han servido para la elaboración, eleva nriose el monto 
de las multas a Jas cantidades de quince mil pesos moneda 
nacional respecto del primero, y a cinco mil posas de igual 
moneda a cada uno de los otras rio* procesados, todos los que 
deberán abonar además las costas del juicio. — Annatin de la 
fíe ta, — J. Vera Valle jo. — José E. Rodríguez Saá. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulada " Sumario 
instruido contra Fortunato Costa por infracción a la 
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legislación de impuestos internos de ln Xación" para 
conocer en ella con motivo de la apelación concedida a 

t Sé 3i!> l. 

V considerando: 

(¿no no se discute, y por lo demás, las presentes 
actuaciones eompruchan suficientemente que en dos 
oportunidades distintas, en 1U de enero y en 16 de oc- 
tubre de líKíti, se halló, en ía ex destilería de! procesado 
Costil, encendida la caldera de vapor, que integra el 
conjunto de aparatos o columna, existentes en la mis- 
ma. Encontróse además una cantidad de vino — 7ó(> li- 
tros, la primera vez, en una cisterna— y en el interior 
de la caldera, cuarenta litros de "vinaza" —en la pri- 
mera inspección— y 700 litros en la segunda. 

Que se lia probado también de manera satisfacto- 
ria, por peritaciones en las cuales las objeciones do los 
procesado.? fue ron atendidas, que el aparato de Costa 
es apto para extraer alcohol del vino, si se coloca en 
substitución leí capitel sellado, un caño que también 
se halló en el local de la destilería. Y que la "vinaza" a 
que se lia hecho arriba referencia, es residuo de desti- 
lación. 

Que existe así, en la especie, un conjunto de indi- 
cios y presunciones concordantes, suficientes para pro- 
ducir el convencimiento de la existencia del hecho que 
so imputa a los procesados. Y que, conforme a la doc- 
trina de Fallos 187, l!>r>; 1<í;>, 100 y los que allí se citan, 
constituyen ph-na prueba en juieío criminal 

(¿lie no es aplicable al caso la doctrina de Fallos 
1ÍVJ, lWÍ- en el que, el pronunciamiento del Tribunal so 
fundó en una declaración sobre puntos de hecho, irrevi- 
sible entonces dada la naturaleza del recurso ínter- 
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puesto. Esa circunstancia no media en la especio, donde 
esfa Corte, eomo la Cámara Federal, encuentra que se 
trata precisamente del supuesto que prevé el art. 35 
de la ley mun. 12.148 — 82 del T. O.— ea su segunda 
parte, o sea el de (pie "cuando tío pueda determinarse 
el monto de la defraudación, la multa será de cinco mil 
a cincuenta mit pesos moneda nacional". 

(¿ue no puede admitirse que en los autos no haya 
existido recurso del Ministerio Público, sobre los pun- 
tos en que la sentencia de primera instancia ha admi- 
tido Ja requisitoria fiscal. Porque interpuesta sin res- 
tricción alguna la apelación por el agente fiscal — fs. 
2ÍM- vtn. — la jurisdicción de la Cámara apelada ha po- 
dido ejercerse con toda amplitud — Conf., doctrina de 
Fallos 172, :JM7; 184, (¡84; Mi, 2!)7; .lur. Arg., 62, 842. 

Que la circunstancia de que los procesados Cas- 
satti y Quiroga hayan sido empleados do Costa, no los 
exime de responsabilidad penal. La participación de 
Cassatti en el hecho motivo del sumario 2211 está sufi- 
cientemente acreditada y basta para justificar su con- 
denación — Fallos: 195, 396. 

Que en cambio esta Corte no encuentra prueba bas- 
tante de la intervención de Quiroga en el delito de que 
trata la causa. La duda que a su respecto cabe, hace pro- 
cedente la aplicación del art. 13 del Código do Procedi- 
mientos en lo Criminal, y la consiguiente revocatoria 
del fallo apelado. 

En su mérito so decide confirmar, la sentencia ape- 
lada de t's. J7ÍÍ, en lo que la misma resuelvo respecto 
de los procesados Costa y Cassatti. Con costas. Y revo- 
carla en lo que decide sobre el procesado Quiroga, a 
quien en consecuencia se absuelve. Hágase saber; de- 
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vuélvanse los autos al tribunal de su procedencia ; re- 
póngase el papel en el juzgado de origen. 

Boberto Hkpetto — Anton-io 
Sagarna — B. A. Xazar 
AscHOHExa — P. Ramos 
Mejía. 



ROSENDO FILIPELLI v. NACION ARGENTINA 
FIANZA, 

El dador sol Murió de un empleado «V Tórreos y Telégra- 
fos «le la Nación, no es responsable por las defraudaciones 
que este ha realizado merced al incumplimiento de las 
disposiciones legales y re<rl;i mentarías .sobre fiscalización 
por jnirte de los empleados encargados de ello (*). 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. SWIFT DE 

LA PLATA 

ItECmsO KXTRAORPtXARtO: Requisitos propios. Tribmml stir 
perior. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Suprema Corte de la Provincia de Buenas Aires que revoca 
la de segunda instancia y declara la validez del impuesto 
impUfHiado por fa parte recurrente como violatorio de dis- 
posiciones de la Constitución Nacional. 

PUERTO, 

La zona del puerto de La Plata comprende, además do los 
malecones destinados a la protección del murallón y los di- 



(1) 22 d<s oovicDibTC de 1943, Faltos: 140,243. 
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ques y canilles que permiten el fondeo y traslado <1e los 
buque* de un punto n otro del puerto, todo el lugar deslin- 
dado >bre la costa dispin sto pura la seguridad de las naves 
y par,. ns operar ion es de tráfieo traducidas en embarque y 
desembarque de personas y mercaderías, 

COXSTtirCIOy NACIONAL: ronsHtHcwnatitlad e inrontUtitcia- 
nalúftttl. IinfiHrnttt.it ;t tanltihnvtourx profinritítetí Comercio r itttlHstria. 
Los establecimientos instalados dentro de la zona del puer- 
to de lia Piala — eomo el Frigorífico Swift — se encuentran 
sometí CÍOS a ta jurisdicción nacional y fuera del alcance im- 
positivo de la Provincia de Huellos Airo* (pie no puede, sin 
vi f*!ar el arL tl7, ine. 27. de la Constitución Nacional, co- 
brarle el impuesto nt comeré io y a la industria estable- 
cido por su* leyes. 



Sentencia ni: la nitkema Cokte nt: Justicia de Buenos Aires 

Acuerdo 

En la eiudad de La Plata, a 15 de diciembre do 1ÍÍ42, reuni- 
da la Suprema Curte de Justicia en acuerdo ordinario para pro- 
nunciar sentencia definitiva en la causa : "Fisco de la Provin- 
cia de H nonos Aires v, Frigorífico Suift de La Plata, cobro 
ordinario", se procedió a practicar la insaculación de ley, re- 
sultando (pie en la votación debía conservarse por los Sres. Jae- 
ces el orden siguiente: Dres. Moreno, Quirogn, Ameghino, Ca- 
sas Peralta. 

El Juzgado N> 4 en lo Civil y Comercial del Departamento 
do la Capital dictó sentencia en estos autos haciendo lugar a 
la acción instaurada y, en consecuencia, condenando a la parte 
demandada a pagar a la actora la suma de $ 3.01 (U 10 m/n. y sus 
intenses. Con costa.?. 

La Cámara 2* de Anotaciones. Sala 1», del mismo depar- 
tamento, revocó ese pronunciamiento rechazando la demanda 
instaurada, con costas en el orden causado. 

El Sr. Fiscal de Estado dedujo recurso de inaptieulelidad 
de ley, 

Llamado autos y hallándose la causa en estado de dictar 
sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las si- 
guientes cuestiones: ]« ¿Es fundado el recurso interpuesto! Ca- 
po afirmativo: 2* ¡Qué pronunciamiento corresponde f 
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A la primera cuestión el 8r. Juez Dr. Moreno dijo j 

I. En esto juicio el Fisco ilo la Provincia de Buenos Aires 
demandó al Frigorifk-o Nwift de l ,ii Ptu ta por cobro do la suma 
do $ 8,016,410,— m/n. con intereses y costas, en eoncepto de 
impuesto al capital en piro, y ]» Cámara do Apelación revocó 
el fallo de primera instancia en el cual se hacía Junar a esa ac- 
ción declarando en lo atinente a 1h cuestión discutida: Que la 
zona adyacente al Puerto de La Plata donde está ubicado el 
frigorífico demandado, facilita su mejor explotación y debe 
considerarse vinculada ai interés nacional que determinó la ad- 
quisición de dii-hi» puerto, por cuyo motivo también debe con- 
siderarse exenta de loa impne.s!os provinciales reclamados, sin 
que existan a tal respecto violaciones constitucionales (art. 67 
ine. ¡»7. y 1(14 de la Constitución de la Nación; lev nacional de 
30 de setiembre de lí>0| y provincial de 1 de octubre del mis- 
mo año). 

El señor Fiscal de Estado, a nombre de la Provincia de 
Bueno» Aires, se queja de este pronunciamiento por vía de 
recudo sosteniendo que ba infrhnrido H texto y la doctrina del 
invocado art. í¡7. ine. 1*7. de | a Constitución Nacional, y también 
los de los arts. 3. PJ y .11 ¡n fine del mismo estatuto, exten- 
d ¡orillo mi lt*m:Í.s rsa.% ¡0 1 raermin'.s ;¡ arts. (¡ v S di' }¡l ley pro- 
vincial de 24 de setiembre de lí)00. 

Funda la violación de estos último» preceptos en que el 
correspondiente al art. 8 exim* a la Empresa T ra va lia y Cía. 
fínicamente de ios impuestos creados o a crearse "dentro del 
puerto" mientras la sentencia extiende la exención a un esta- 
blecimiento situado, no en el puerto, sino en la zona limítrofe. 

Respecto al art. ti7, i no. '27. de la Constitución Nacional 
sosliine que la sentencia ]n luí itilVíutíido porque tío se exiíre 
expresamente el eonsent ¡miento do las legislaturas locales para 
el ejercicio de la legislación federal exclusiva sobre los lugares 
adquiridos por la Xaeión en las provincias, a fin de establecer 
fortalezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de uti- 
lidad nacional. Critica esa doctrina aceptada en ni fin nos fallos 
de la Suprema Corte de la Nación atenidos a la literalidad del 
texto constitucional, fundado, en que si ía Nación, cada vea 
que adquiriera en las provincias una obra de utilidad nacional 
Obtuviese jurisdicción absoluta y exclusiva baciendo desaparecer 
la potestad locai *in consentimiento del afectado, como ningún 
límite ba sido impuesto a su facultad de empresa en pro del 
bien común, adquiriría así un poder capaz de cercenar las fuen- 
tes de riqueza provinciales ¿ de restar habitantes a las pro- 
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vüieias, contrariando el principio explícitamente establecido en 
loa arts. 3 y 13 cíe la Constitución. Aclara que el Gobierno 
Nacional Cüafido a Iquiere terrenos en una provincia para esta- 
bleccr fortalezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos 
de utilidad nacional, obtiene la jurisdicción neceser ta para 
Cumplir las riñes que motivaron ta adquisición, rigiendo en todo 
lo demás la de la provincia correspondiente, salvo expreso re- 
nuncia o cesión. 

Después do desarrollar este puuto do vista conectado con 
la infracción que anota en principio por parte de la sentencia 
impu finida, respecto a los arts. íi7, iuc. 27,3 y 13 de la Cons- 
titución, maní teñe su posición afirmando (pie en el caso del 
Puerto de La Plata, la vendedora no cedió al Gobierno Fede- 
ral su jurisdicción originaria sobre los terrenos objeto de la 
transacción celebrada, en la cual de acuerdo con su naturaleza 
fiólo se realizó una transmisión del dominio privado de bienes de 
la Provincia sin traspaso de su jurisdicción. 

Mucho han discutido bis partes contendientes para soste- 
ner sus respectivos puntos de vista. La complejidad del pro- 
blema y sus variados maticen contribuyen a que fa perplejidad 
dificulte su solución, asaz jnciertn. frente a numerosas opinio- 
nes antagónicas y decisiones contradictorias, tanto en Jo admi- 
nistrativo como en lo judicial. 

El Fisco do la Provineia de Buenos Aires en sesudos estu- 
dios de sus representantes lia defendido la jurisdicción del Es- 
tado sobre los terrenos adyacentes al Puerto de La Plato, ven- 
didos en su eco junto al Gobierno de la Nación; mientras que, 
la sentencia impugnada, de acuerdo con los extensos alegatos 
de la empresa demandada y con arreglo a los antecedentes de 
un caso similar resuelto por la Suprema Corte Nacional, le niega 
tal impertí» jurisdiccional con facultades tributarias sobre la 
zona, confiriéndoselo en cambio al Gobierno Federal a mérito 
do la enajenación realizado a su favor. 

Planteada la cuestión en tal forma, frente a la responsa- 
bilidad que me incumbe en la tarea de abrir la ruta, he medi- 
tado profundamente antes de llegar a un pronunciamiento en 
este litigio, donde aparece comprometido no sólo un importante 
ínteres patrimoniul de la provincia, sino también su facultad 
impositiva en Ja zona portuaria de referencia, derivada del im- 
perio que se le desconoce en su calidad de entidad política y 
que sin embargo le corresponde dentro de stt territorio. 

II. Pora descubrir si el art. 67, inc. 27, y correlativos in- 
vocados en Ja sentencia puede» funcionar en el caso ron fuerza 
suficiente para hacer desplazar la jurisdicción con la facultad 
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tributaria do la provincia, tonto sobre la zona de los terrenas 
como sobro el establecimiento demandado, ubicado en esa zona, 
será menester desentrañar la naturaleza del aeto por el cual se 
vendió a la Nación c] Puerto dé La Plata con dichos terrenos 
limítrofe». A estos efectos habrá que ver ante todo, si la sen- 
tencia en recurso ha aplicado correctamente el citado art. u7, 
ine. 27. de la Constitución que se dice violado, junto eon los 
¡I y 13 del mismo estatuto. 

Ln sentencia recorrida «e apoya para llegar a sus conclu- 
siones en un fallo do la Suprema Corle Nacional de 2t¡ de 
julio de 1029 dictado en oh caso semejante al presente, donde 
se declaró que con arreglo a k>s principios do Ja Constitución 

Nacional po necesita el t sentimiento de las provincias para 

disponer de territorios situados cu ellas ron d entino a desmem- 
braciones polftícHs (arts. 'i y lil i ; pero no se necesita para la 
compra o cesión de aquellas cuando son destín a dos a objeto de 
ear&cter nacional de bien público general (arta, U7. ine, 27). 
Con arrefíln u estas declaraciones en el casn recordado decidió 
el Tribunal Supremo que el impuesto cobrado al Frigorífico . 
Annr.ur de Ln Plata era viola torio de la Constit ación Nacional, 
condenando a la Provine!» de Puteóos Aires a devolver su im- 
porte percibido en concepto do ímnocsto al capital en giro 
(juicio: Frigorífico Armonr de La Plata S. A. o./ Provincia 
de I Sueños Aires, cobro de impuesto). 

Fste aiitcecdcntc i m¡ inti-rprctaeinn consl itueional. es el 

principal argumento que se hace gravitar en la sentencia dic- 
tada por la Exorna. Cámara para llenar a la conocida finali- 
dad adversa a los intereses y facultades jurisdiccionales de la 
Provincia. 

Admite por consiguiente la sentencia, a lo menos implíci- 
tamente y aunque nada d'gu a tal respecto, que los efectos del 
aeto celebrado sobre los terrenos vendido** en la zona do adya- 
cencia al puerto, en cuya zona se ubica el establecimiento indus- 
trial de la empresa demandada, no lian importado su fodoroli- 

zae¡i''ii o desmembración política, porque para ello so hubiera 
neo- sitado el consentimiento de la legislatura local, el cual no 
media a la luz del contrato y leyes respectivas. Pero, si esa 
conclusión resulta indiscutible, en cambio no lo es. la que des- 
carta totalmente la potestad provincial so pretexto de que no 
se necesita el consentimiento de la legisla tu ra local en la com- 
pra o cesión de los terrenos adquiridos a ln Provincia por el 
Gobierno Federal con legislación exclusiva sobre ellos, cuando 
so adquieren para la instalación de fortalezas, arsenales, alma- 
cenes, u otros establecimientos de utilidad nacional. Ni tam- 
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poco considero factible con arreglo a la verdad jurídica e ins- 
titile ¡ni i¡il amparar a una empresa extranjera, comercial y do 
hiero privado como es la demandada, en la cláusula del art. 67, 
ine. 27, de la Constitución con la única finalidad de excluirla 
así de la jurisdicción provincial. 

Para examinar el problema planteado en una forma inte- 
gra!, no sólo con relación a la sentencia recurrida sino también 
con referencia al antecedente jurisprudencial que le sirve de 
fundamento, será conveniente estudiar I v : i se necesita el con- 
sentimiento de la Provincia para disponer del territorio ven- 
dido a la Nación con destino a tmá desmembración política, y 
si tal situación jurídica tío se lia con figurada pi) el enso tfífr- 
jwlicc con la consi guien Je federal ilición a la lux de bis arta, 3 
y V.i de la Constitución, según la cita judicial indicada; y 2 g si 
no es necesario el consentimiento de la Provincia para la venta 
a la Nación de los terrenos enajenados y si la operación en 
esas condiciones da lit«rar a la total caducidad de la jurisdic- 
ción provincial por haberse adquirido para establecer estableci- 
mientos de utilidad nneionnl, con arreglo al art. Íi7, ine, 27, 
de la Constitución, según el mismo antecedente judicial. 

V Aumpie este primer aspecto lia quedado virtualmcnte 
excluido de la discusión, pues el fallo recurrido siguiendo la, 
jurisprudencia ¡iludida de la Suprema Corte Nacional, no lo 
lia considerado, desde (pie sólo admite el desmembramiento polí- 
tico de las provincias con la federa libación del caso, por razón 
de los arts. ¡1 y l-l de la Constitución, y aquí en cambín fun- 
ciona el art. 07, ine. 27. referente » lu compra o cesión de terri- 
torios destinadas a objetos de carácter nacional y de bien pú- 
blico general, no será ocioso sin embargo acordar que la lec- 
tura de los antecedentes fie la operación de compra -ven ta de los 
terrenos cercanos al puerto, alejan la ir lea de que ese acto pueda 
engendrar la federal ízación de la zona vendida, alterando los 
límites de la Provincia, con altsoieión de ese territorio y todo 
su imperio jurisdiccional por parte del Gobierno Peder ni. No 
hay allí desmembramiento de) territorio prnv ricial o acto de 
federal iza ci ó n a favor de la Nación, Faltaría para (pie así pu- 
diera considerarse con visas de seriedad, la cláusula por la cual 
la Provincia cediera «us derechos jurisdiccionales y tributarios 
mediante estipulación donde se evidenciara en forma clara, ex- 
plícita, evidente e inequívoca, sin intención y voluntad de des- 
prenderse de esas facultades esenciales inherentes a su soberanía 
transfiriéndoselas en su beneficio a la Nación. Pero cu vano 
se buscaría en el contrato celebrado entre ambas partes y las 
leyes que le dieron origen esa disposición o condición; y ai 
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«11» es así; no existiendo en esos antecedentes ni siquiera una 
frase de la que pudiera deducirse semejante desmembración 
política, «erá Forzoso convenir, tal como resulta del propio 
antecedente juriarinnb-neial que sustenta la sentencia de la 
Excma. rámarn. que aquí tampoco ha podiiio originarse ni se 
lia proíineiijo la federal i/ación de tos terrenos en cuestión. 

Lo expuesto hace pensar sin n:<ivnr esfuerzo que en lo 
atinente a la zona adyacente al puerto doitdé está ubicado el 
frigorífico demandado, no *e hn podido producir su foderali- 
zacu'm como eoiisecnen<i:i del aeto realizado, situación que por 
otra parte tóto cabe señalar a título informativo v a mayor 
abundamiento; putu según resulta d- la relación *de aniñe, 
dente:;, tal situación aparre»- implícitamente admitida en la 

'amara a través del precedente judi- 
cial que la Mátenla y. por consiguiente, sólo procede consignar 
esa posición jurídica enjértente de la ademada interpretación 
de los ai ts. \i y i;j de la ( Vm^t tinción. 

2> El testo constitucional que se aplica en la sentencia 
del tribunal de alzada para negar a la Provincia mi jurisdic- 
ción y derechos tributarios en la zona lindera al puerto ven- 
dido a la Nación conjuntamente con los terrenos comprendidos 
en esa franja colindante, se concreta a conferir al Congreso 
de la Nación el poder de legislación exclusiva sobre los luga- 
res que allí hc expresan. 

Admitiendo qué los terreno* adyacentes, ese conjunto de 
bienes que también se incluye en la enajenación, perfectamen- 
te tipificado y d*> un orden distinto del puerto y sus accesorios, 
constitutivas del otro y principal renglón de la operación; 
admitiendo repito que los terrenos adyacentes hayan sido ad- 
quiridos por la Nación para instalar establecimientos de uti- 
lidad nacional, lo que aparece desvirtuado con la instalación 
confesada y reconocida del propio frigorífico demandado, quien 
«¡ólo ejerce actividades particulares de lucro privado; aceptado 
naturalmente con cautela ese supuesto, acogido en la senten- 
cia, pero sujeto a Ir reserva derivada del hecho reconocido; 
aun en ese cjiso no se habría producido a mí juicio la cadu- 
cidad de la jurisdicción provincial a favor de la Nación, porque 
esta última podría ejercer la ..uya, sin desmedro de las atri- 
buciones provincia lea, de acuerdo con norma» ¡jonsl i I urionalea, 
aunque en c] con! rato y sus anl Medentes nada se hava dieho 
al respecto. 

Por mi parte el antecedente jurisprudencial donde se apo- 
ya la sentencia recurrida declara: no se necesita el consen- 
timiento de las provincias para que el Gobierno Federal 
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pueda disponer con fu jurisdicción exclusiva de los territorios 
situados en ellas, cuando son adquiridos y destinados a objeta» 
de carácter nacional y de bien publico peñero!. Y tal declaración 
proveniente de otro juicio es en último termino la que se hace 
gravitar aquí, para asignarle 11 hi disposición constitucional 
en juego interpretada a través del contrato aludido, un alcan- 
ce tan abyóhlto y un rigorííimo tan adverso a los derechos 
emergentes de l» soberanía provincial, (pie e] enunciado se 
resuelve en este caso en la negación ñor descarte o elimina- 
ción de todas las facultades jurisdicciininles inherentes n la 
calidad política de un estado. 

Con las respetos debidos a ln Suprema forte F\ dernl 
donde se lia sostenido ese punto de vista, me veo en ta 
arriesgada necesidad de contrariarlo obedeciendo a un ínti- 
mo convencimiento que no debo quebrar. 

Reconozco que no es necesario como ocurre en o! presen- 
te caso, un consentimiento expreso por parle de la legislatura 
local, para que el Gobierno Federal pueda ejercer su juris- 
dicción exclusiva sobre los lu fiares que adquiero en las pro- 
vincias para establecer fortalezas, arsenales, almacenes u otros 
establecimientos de utilidad nacional. Pero esta jurisdicción 
emanada del precepto constitucional aunque sea »xelusiva 
para realizar los fines que se proponga el Gobierno Federal 
en cada caso, no tiene como alcance anidar. Culminar o d< í- 
trnir innecesariamente, la que es inherente a la vida de las 
provincias c indispensable para el cumplimiento de sus des- 
tinos. 

Admito con ar repto al principio declarado de la Suprema 
Corte Nacional donde se apoya la sentencia recurrida que no 
se necesita el consentimiento de las provincias paro que el 
Gobierno Federal pueda disponer con su jurisdicción exclu- 
siva de los territorios situados en ellas, cuando son adquiridos 
y destinados a objetos de carácter nacional o de bien público 
general. Pero, no considero admisible que este principio con 
lógico fundamento, se extienda hasta el punto de negárseles 
a las provincias en los lugares afectados, sus propias faculta- 
des ile imperio en cuanto no estorben los propósitos perseguidos 
por el Gobierno de la Nación. 

El sentido institucional y jurídico de la facultad del 
Congreso de ejercer una "legislación exclusiva" sobre los 
lugares a que se refiere el nrt. «7, me. 27, de la Constitución 
v que implica en realidad la atribución de ejercer "jurisdic- 
ción exclusiva", esta más próximo al concepto de derecho de 
propiedad de la nación sobre «¡os lugares que a la idea de 
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an absorción y dominio político. Por eso, a mi manera de ver 
lio resulta aceptable que la jurisdicción nacional en Ja zona 
limítrofe, con el puerto tendido a la Nación, alcance una 
fuerzo tan absoluta une sea rapaz de descartar totalmente la 
jurisdicción, anulando innecesariamente las Facultades une la 

misma .«-unsiiim 'ón i a las provincias como entidades 

políticas entiKtiliüivuN de la confederación. Dentro de este 
concepto no resulta admisible sacrificar eim una interpretación 
«entonado simplista «ferrada u la literalidad del leslo, su 
verdadero y L^icn sentido <|Ue se concreta con ené>"iea pre- 
cisión en las palabras de! Dr. lías, cuandn exprés» a \ ocúpame 
de ¡A potestad jurisdiccional de la Nación en sus esta Mee i mi en- 
tos sitas f ti las provincias que esa jurisdicción "débe ser 
amplia y ahorma cu les cstuhlci-imiculoK. en cuanto se refiera 
y sea necesaria al cumplimiento de las fines de su institución- 
pero en la naturaleza y práctica de es! o* úllímns se encuentra 
precisamente limitado el ejercicio rio «quólla" (El Derecho Fe- 
deral Arf,n,ti f ,o, t. II. p. {$. ¿fofo por el Sr. Ju6¿ Dr. Ar- 
ponaras en su voto de f*. 70!) v.). 

l*or lo demás no debe olvidarse que la "legislación exclu- 
siva" del texto constitucional es solamente un medio para 
la consecución de un fin del Gobierno Federal : la creación y 
funcionamiento de establecimientos de utilidad nacional mi ús 
provincias. Lo cual indica que esta "jurisdicción exclusiva" 
es un lea de acuerdo con el significado de la palabra, en cuan- 
to al crofuerno y nre/anizaeíón de Jos establecimientos señalados 
en el precepto de la Constitución. Es una jurisdicción espe- 
cial que las provincias deben respetar para no contrariar los 
propósitos de Fundación de los establecimientos allí construí- 
do^ quedando sin embarco los estados locales, con sus sobe- 
rao uts intacta*, en libertad de ejercer sus jurisdicciones so- 
bre las personas o «osas que resillan o existan en los lugares 
a tecf ados. 

La .sentencia recurrida inspirada en la interpretación con- 
traria y simplista de su antecedente jurisprudencial, sacrifica 
ateniéndose ni rejor^mo del texto legal, el derecho de la Provin- 
cia ai cobro de los impuestos provinciales sobre la zona donde 
está ubicado el fnVnrifren, con el pretexto une esa zuna faci- 
lita la mejor ex [dotación del puerto y está vinculada al inte- 
rés nacional que determinó su adquisición, por lo cual cae 
bajo la jurisdicción exclusiva del íínbierno Federal. Pero, no 
demuestra que el cobro del impuesto local que es una facultad 
y uti derecho inherente a la vida misma de la Provincia afecte 
en lo más mínimo al poder de legislación exclusiva de la Xa- 
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cióu para Henar los fines que se propuso, cuando adquirid 
tos terrenos comprendidos en esa zona. Y al no fundar esa 
circunstancia de dered»- constitutiva del punto neurálgico 
de la cuestión, se va perfilando ja la t raí impresión en que 
incurre por haber exaperado el alcance del art. 67, inc. 27, 
de la Constitución, para despojar a la Provincia de sus fa- 
cultades tributarias y del patrimonio derivado del ejercicio 
de esa capacidad; pues el sentido de esa cláusula no puede 
tener ni tiene como alcance el ilógico designio de inmolar sin 
objeto ni necesidad ta indiscutible potestad provincial sobre 
un terriloi io o lugar que no se ha federal izado. 

"M en el coso del Puerto Militar {dice el Sr. Juez Dr. 
Arpa uarás en el voto citado) traído a colación por el propio 
demandado, como en caso de Campo de Mayo y algún otro en 
que no ha mediado "cesión territorial" por parte de la Pro- 
vincia, es indiscutible el poder jurisdiccional de la Nación en 
esos hipares n los fines de sus deslinos; pero ello no significa 
que- esa jurisdicción sea tan ilimitada que se oponga al ejer- 
cicio de las facultades impositivas de la Provincia sobre esa 
parte de su territorio, si con ello, no se afecta el ejercicio de 
aquella jurisdicción especial de la Nación". 

Aquí en el caso del puerto de La Plata, la jurisdicción 
portuaria que perteneció al Gobierno Nacional antes de la 
operación celebrada, que le sigue perteneciendo ahora y le 
pertenecerá siempre de acuerdo al art. 67, ínc, 9, de la Cons- 
titución, no puede extenderse ni menos excluir la que le co- 
rresponde a Ja Provincia para pravar con impuestos al frigo- 
rífico demandado, porque no está ubicado dentro del puerto 
ni forma parte de ms accesorios o instalaciones, sino que está 
situado en sil zoua limítrofe, dentro del territorio provincial, se- 
gún lo admite la propia sentencia de alzada, euando se refiere a 
terrenos adyacentes al puerto (pie fm ilitau su mejor explo- 
tación; vale decir, a terrenos colindantes que no forman parte 
del puerto mismo. Siendo así, la Provincia tiene derecho a 
requerir la contribución demandada, porque, Ja Constitución 
le reconoce la atribución de exigir el pago de impuestos a 
sus habitantes. 

Hay más. 

Tampoco podría sostenerse con éxito que la venta de los 
terrenos adyacentes al puerto haya importado la venta a la 
Nación del establecimiento demandado y que en virtud de la 
operación el Gobierno Federal ejercite sobre él "jurisdicción 
exclusiva'*, como si se tratara de una fortaleza, arsenal, alma- 
cén, u otro establecimiento de utilidad nacional de Jos previs- 
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toa en el art. 67, inc. 27, de la Constitución, pues para que tal 
cosa ocurriera hubiera sido uecese.io que la Nación adquiriese, 
el establecimiento por compra o expropiación y eso no lia ocu- 
rrido en itintfún momento: el r -igorificn demandado continúa 
siendo una empresa extranjera, de propiedad privada que 
ejerce su industria y comercio con simples fines de hiero. 
Hay mis todavía. 

Si la Provincia tiene el derecho de requerir con trihue iones 
a sus habitantes, si este derecho en la zona ele los terrenos 
vendidos a la Nación, colindantes con el puerto, no lo ha 
perdido, como creo y resulta a través de mi exposición, los 
impuestos al capital en giro que gravan al Frigorífico Swift 
establecido en la zona, no sólo no contrarían la disposición 
constitucional en juego a la luz de la interpretación desen- 
vuelta, sino que tales impuestas reclamados en estos antas no 
afectarían un ápice, ni de lejos o de cerca la percepción de 
los derechos portuarios que corresponden a la Nación sobre 
el puerto, ni su legislación exclusiva sobre los terrenos en 
cuestión, aun aceptando (cosa que niego) que el frigorífico 
allí ubicado pueda ser considerado establecimiento de utilidad 
nacional 

No lo es por su naturaleza. N*o lo es por su ubicación 
fuera del puerto según lo determina expresamente la senten- 
cia de la Excma. Cámara. Bastarían estas circunstancias para 
eliminarlo del ara paro del precepto constitucional. Pero aun 
suponiendo que no mediaran y que se tratara de un estableci- 
miento de utilidad nacional protegido bajo la jurisdicción 
exclusiva del Gobierno fie la Nación, esta jurisdicción exclu- 
siva estaría limitada al cumplimiento de la función de ese 
establecimiento, donde sería única en tal sentido, sin que hu- 
biera razón para que la Provincia perdiera, según se ha dicho, 
su potestad jurisdiccional y tributaria en ln zona de ubica- 
ción o ni el Mlin concreto de la casa e instalación. 

Se acentúa así con arreglo a los puntos de vista desen- 
vueltos que la sentencia recurrida, al eximir a la parte deman- 
dada los impuestos recia mu dos de acuerdo al art. 67, inc. 27, 
de la Constitución, ha exagerado el alcance de ese texto según 
lo sostiene el Sr. Fiscal de listado recurrente. En esa forma 
hiere principios esenciales que alborean en el fondo de la Con- 
federación Argentina, cuya soberanía nacional consiste en la 
reunión de las soberanías provinciales que se conservan sin 
ser absorbidas y funcionan en tal carácter mientras sus terri- 
torios no se foderaliznii. 

La sentencia luí contrariado estos principios fundamentales 
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que inspiraron la accidentada organización nacional, al des- 
plazar indebidamente la potestad provincial de un territorio 
que aunque ha sido vendido a la Nación no se ha federal izado 
ni tampoco ha abdicado de su jurisdicción, ni menos la ha 
perdido. 

La transgresión de esos principios arranca de haber apli- 
cado con error el citado artículo í>7, ine. 27, y violado por 
consiguiente los 3 y 13, como consecuencia de fundarse en el 
primero, fiara llegar a .su* inadmisibles conclusiones. 

til error es grave desde todo puní o de vista. Lo es por la 
naturaleza de la cuestión debatida. Lo es también por la mag- 
nitud de los intereses que se discuten. Lo es además, por 
que no debe olvidarse que para la conservación de las institu- 
ciones políticas de un pueblo, es indispensable que quienes 
las interpretan entiendan bien su naturaleza, vinculada eon 
la forma de gobierno imperante en el país, 

III, Determinada la violación en que incurre la sen- 
tencia, no será inútil desentrañar con respecto a lo? terrenos 
vendidos donde se ubiea al establecimiento demandado, la 
verdadera naturaleza del acto celebrado mediante el convenio 
<ul referendum de 29 de aposto de 1904, aprobado por la ley 
nacional 4436 del 30 de setiembre de ese año y ley provincial 
de 4 de octubre también de dicho año. 

La esencia de ese acto ratifica una vez más que no ha 
comprometido las facultades jurisdiccionales de la Provincia 
sobre la zona de ubicación de los terrenos vendidos porque 
sólo configura respecto a esos icr renos un ron trato de compra- 
venta perfectamente definido por 'b ley civil, donde simple- 
mente ha existido una trmwniisió del dominio privado de 
bienes perteneciente? al estado ve iedor. 

El examen atento del convenio lleva inexorablemente a 
esa conclusión. 

Según dicho convenio la venta del puerto de La Plato, 
comprendía dos órdenes de bienes: los que constituían el 
puerto y sus obras y diversos terrenos que también se inclu- 
yeron en la enajenación. 

Los bienes vendidos que constituyen el puerto se detallan 
en el nrt. 1* y comprenden además de mis diques, canales, 
escolleras, miileeones y puentes, los accesorios que allí se deter- 
minan y todas las instalaciones y obras existentes en esa zona 
de terreno que por ley de 3 de septiembre de 1883 se destinó 
para su construcción, exeeptuándnse de la venta las instala- 
ciones que hubiesen sido construidas cu terrenos concedidos 
a Lavalle y Médiee y otras empresas y en los demás terrenos 
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vendidos o enajenados de otro modo a particular en, lo cual 
significa que esto disposición se refiere solamente al bien pú- 
blico allí especificado, vendido por la Provincia con sus acce- 
sorios, ¡ustulaciones y obras, afectados al uso o utilidad co- 
mún de ese Men, 

Los otras bienes que también *e incluyeron en el contrato 
ee refieren a otro orden de bienes vendidos en el mismo acto, 
especificados on el art. 2* fuera del texto nnterior relacionado 
cdu el transpuso del bien público, y están constituidos por 
terrenos de propiedad privada que la Provincia cede a la 
Nación. La naturaleza de ese acto definido por el art. 1323 
del Cód. Civil es una simple transmisión del dominio de bie- 
nes privados pertenecientes al Estado. Hu índole la determina 
la forma Imrto objetiva en que quedan comprendidos en la 
venta los terrenas indicador en un plano adjunto al contrato, 
con anotación de los anegadizos. Se acentúa esa índole ante 
ta exclusión de la venta establecida en el art. 3 de tas terrenos 
ubicados en la zona que la Provincia concedió a L avalle y 
Médiee y a la Empresa de Muelles y Depósitos de La Plata, 
de los que permutó a Manuel Giménez, de los que vendió en 
remate, de los que donó al Dr. Dardo Rocha y de los que no 
expropió; todo lo cual significa que se exceptuaron de la 
operación los terrenas vendidos, donados o concedidos por la 
Provincia no podía transmitir un dominio que no tenía cuan- 
do el acto se consumó respecto a los ya enajenados o donados 
(art. 2609 C. Civil) ni podía tampoco vender los que estaban 
sujetos a concesiones otorgadas que tenían que respetar, por 
impedirlo el art. 327Ü que prohibe transferir mejores derechos 
de los que se tienen. Y más aún se acentúa la naturaleza del 
acto eminentemente civil, ni «e advierte que la provincia al 
no poder vender los terrenos concedidas a Ja empresa de La- 
valle y Médiee y a la de Muelles y Depósitos de La Plata por 
impedírselo el citado art. 3270 del Ó. Civil, se limitó a ceder 
a la Nación los derechos y acciones sobre ellos (art. u p del con- 
trato) en los términos del art. 1444 del C. Civil. Por último 
la disjWieión del art. 4" «leí contrato (pie obligó a la Provincia 
al saneamiento, en caso de eviccióu, de todos los terrenos ven- 
didas, y la <lel art. ó" J pnr la cual se comprometió a levantar 
todas las hipotecas que les afeitaban a favor del Bauco de la 
Provincia, constituyen otras tantas disposiciones que señalan 
la naturaleza netamente civil del acto celebrado, configurado 
como transmisión del dominio privado perteneciente al estado 
vendedor; pues la obligación de lincamiento en caso de evic- 
cióu era una consecuencia inevitable de la venta particular 
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(art, 2089 del C. Civil), y el levantamiento de las hipotecas 
se imp< nía, porque esos gravámenes restringían el derecho de 
propiedad de los terrenos transferidos y si 0.0 se hubieren de- 
jado sin efecto habrían creado para el comprador Um respon- 
sabilidades emergentes del art. ¡1162 del C. Civil. 

Ante eiítas comprobaciones deducidas del estudio a fondo 
del contrato queda precisado con enérgica exactitud su alean- 
ce en cuanto a los terrenos contiguos al puerto: tiene el carác- 
ter de una venia de derecho privarlo de bienes de la Provincia 
y siendo así no lleva anexa en forma indivisible eJ traspaso 
de su jurisdicción. 

IV. Determinada la errónea aplicación por la sentencia 
de abada del art. 07. i tic. 27, de la Constitución y su infrac- 
ción u los arts, ;) y 13 del mismo estatuto, con aclaración de 
lo verdadera naturaleza del contrato d<- venta de la Provincia 
a la Nación, relativo al puerto de La Piala y terrenas adya- 
centes, lia Iterado el momento de examinar la violación que 
también aduce el Sr. Fiscal de Estado por vía de recurso de 
los arts. C y S de la ley provincial de 24 de setiembre de 1900. 

Declara la sentencia que tampoco sería procedente la de- 
manda en virtud de la exi inician de impuestos acordada en las 
disposiciones antedichas. Y el representante de la Provincia 
ale?:a que viola los preceptos i tul ¡cavíos, porque de ellos el 
art. 8 g exime a ln -Empresa demandada únicamente de los im- 
puestos creados o a crearse "dentro del puerto"; mientras 
el pronunciamiento judicial ln aplica para extender la exen- 
ción fuera del puerto, en los terrenos de su zona adyacente, 
donde está .situado el establecimiento como lo reconoce el pro* 
pío fallo recurrido. 

Para determinar sí la sentencia de la Excma. Cámara ha 
aplicado correctamente o con error la aludida dis posición por 
li. cual se niega a la provincia el derecho tributario donde 
reposa el reelam< judicial, será necesario examinar su alcance, 
a fin de descubrí si la exirnieinn de ius impuestos ipie ampara 
a la demandada seirún la concesión reconocida, funciona con 
res r tocto a los exigidos por la parto demandante. 

La empresa Zavalía y Cía. transfirió al frigorífico Swift 
demandado en estos autos la concesión de que goza ha y por 
eílo actualmente este último disfruta de los privilegios emer- 
gentes de dicha concesión, reconocida en el acto de la venta 
por el tinbiernn de la Nación, según el art. 8- d<4 contrato. 

La dispensa de los impuestos reconocida en este art, 8 
del contrato arranca para el frigorífico del art. 8 de la ley 
de concisión de fecha 24 de septiembre de 1!)00. Allí se dis- 
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pone que "la Empresa es tura libre de todo impuesto provin- 
cial o municipal, creado o por crearse dentro del puerto, du- 
rante el término que dure la concesión con excepción de de- 
recho de guias". 

El sentidn del texto lepa] es tan claro y concreto que no 
puede dar lugar a interpretaciones capaces de oscurecer la 
literalidad y objetividad de !o escrito: dice que la empresa 
está libre de todo impuesto creado o por crearse dentro del 
puerto. 

El análisis de ese artículo de la ley realizado antes de 
■ancionarse ratifica ese concepto. En el proyecto de la ley 
se establecía en el art. 6 que "La Empreña estará libre de todo 
impuesto provincial o municipal creado o por crearse durante 
el tiempo de la concesión". Pero, después del estudio realizado 
por el Departamento de Ingenieros de ta época, se limitó la 
exención de los impuestos a los "creados o por crearse áertíro 
del puerto", y así fué sancionado por la Legislatura, en el 
art. 8 ya transcripto (informe de fs. 428). 

Los antecedentes del debate parlamentario confirman esa 
inteligencia del texto legal. Cuando se discutió, el Ministro 
de Obras Públicas Dr. Adolfo Saldías en representación del 
P. E., autor del proyecto, y el senador Llobet, miembro infor- 
mante, declararon que la dispensa de loe impuestos se limita- 
ba a la* derechos portuarios, dentro del piterto, como compen- 
sación a la Empresa por tos derechos que debería abonar por 
el uso del terreno, muebles, y guinches, detalladamente espe- 
cificados en el art. G (ver fs. 455). 

Estas referencias corroboran acabadamente el sentido del 
art. 8 perfectamente concreto y ajustado a su propia literali- 
dad. La liberación de todo impuesto dentro del puerto, se 
refiere a la eximición de todos las impuestos o derechos por- 
tuarios, dentro del puerto; o sea los de entrada, permanencia, 
carga, descarga, almacenaje, guinches y limpieza, y no se 
extiende por consiguiente a los otros impuestos que gravitan 
o puedan gravitar sobre la Empresa, por sus actividades reali- 
zadas furra del puerto. 

El impuesto al capital en giro que pc demanda en estos 
autos es ajeno a los derechos portuarios relacionados con la 
actividad de la demandada dentro del puerto. Del pago de 
estos últimos derechos es de los que esta dispensada la em- 
presa mencionada de aciierdn con el art. 8 conectado al 6 
de la ley de 24 de setiembre de 1900. Pero es evidente que tal 
exención no se extiende a la de los otros impuestos que como 
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el que se demanda no se encuentra incluido en el concepta 
de loa que se le perdonan. 

Aclarado el alcance de los arts. 8 y 6 de la ley indicada, 
es evidente que esos preceptos no desobligan a la Empresa 
demandada del pago de los impuestos que se le reclaman en el 
presente juicio. Y en consecuencia, cuando la sentencia de la 
Escma. Cámara la libera de ese pago fundada en las disposi- 
ciones citadas, las aplica con error para llegar a sus falsas 
conclusiones. 

V. Mi opinión en este litigio se separa del precedente 
sentado por la ¡Suprema Corte Federal én el caso semejante 
citado con anterioridad, y frente a esa situación que contra- 
ría el resp n 1o debido a un concepto de justicia emergente de 
tan elevado tríbunul, debo justificar mi voto, no sólo por las 
razones de técnica jurídica y constitucional en que se apoya, 
sino también por Jas que paso a expresar. 

No desconozco que cuando, como en el presente asunto, 
se debaten principios comunes a la Nación y a la Provincia 
que ponen en conflicto la soberanía federal con la de un estado- 
local, el más elevado interprete de la Constitución Llamado a 
decidir definitivamente y a serenar con su palabra autorizada 
las pasiones de los contendientes es la Suprema Corte Fede- 
ral, Su jurisprudencia, pues, debe observarse, porque por so- 
bre la vehemencia originada en el ataque y defensa de los in- 
tereses encontrados, sus decisiones inspiradas siempre en la 
ecuanimidad, en la sabiduría y en la moderación tienden a 
estrechar la Confederación de los Estados Argentinos en la 
concordia derivada de las soluciones pacíficas y legales. Por 
eso, antea de pronunciarme en el sub-júdice contrariando el 
precedente de un fallo de ese origen he meditado intensamente» 

No obstante estas apreciaciones hago primar aquí mi con- 
vencimiento expuesto precedentemente, ante las circunstan- 
cias de que un solo fallo no constituye propiamente jurispru- 
dencia, de que ese fallo es antiguo, de que fué dictado por un 
tribunal compuesto en forma distinta del actual, y de que 
desde esa fecha se han multiplicado las actividades de la parte 
demandada en forma tal que se pueden interpretar de otro 
modo desde el punto de vista impositivo. 

Además, cabe hacer presente que después de ese fallo 
dictado el 2G de julio de 1929, el propio Poder Ejecutivo Ná- 
cional en el mensaje remitido al H. Congreso el 22 de setiem- 
bre de 1934, reiterado el 31 de julio de 1936, elevando un 
proyecto de ley destinado a fijar con claridad cuándo el Go- 
bierno Nacional ejercerá jurisdicción exclusiva en las tierras 
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adquiridas en las provincia*, expone su opinión contraria a la 
de dicho fallo en lo ntinentc a los terrenos adyacentes al puer- 
to de La Plata, a pesar de su carácter de poder administrador 
encardado de practicar tal jurisdicción en caso de tenerla. 
Vale la pena transcribir el párrafo donde dice: "que en el caso 
de los terrenos del puerto de La Plata no han mediado ni la 
cesión constitucional en la forma prevista por los arts. 3 y 
13 de la Constitución Nacional y 3» de la Provincia de Bue- 
nos Aires ni tampoco netos constitutivos de una abdicación de 
esa jurisdicción, y que existe e» esas terrenos una zona extraña 
al servicio del puerto". 

La actitud del Poder Ejecutivo Nacional que desautoriza 
la sentencia de Ja Suprema Corte en su valor jurisprudencial, 
está indicando su falta d rt interés para ejercitarla en su carác- 
ter de poder administrador sobre esas tierras. Y ei este poder 
llamado a praetiear tal potestad se niega a hacerlo por consi- 
derar que no le corresponde, parecería excesivo que aquí se 
la reconozca en forma fie declaración que se resuelve para 
amparar intereses de lucro privado de una empresa extran- 
jera, en contra .le los del Estado y de su facultad tributaria 
«orno entidad política. 

Lo expuesto significa que después de dictada la sentencia 
de la Suprema Corte Nacional, sosteniendo la jurisdicción fe- 
deral exclusiva sobre los terrenos en cuestión hace casi catorce 
años, se han producido una serie de episodios canalizados en 
autorizada masa de opinión adversa, pues no fué la recordada, 
la única iniciativa llevada al Conpreso en e¡ sentido indicado. 
Después del proyecto del Poder Ejecutivo se presentó uno por 
los diputados Dres. Sola y Hardoy y otro por el diputado Sr. 
Allperin; siendo de advertir que ya existe en la comisión 
respectiva coincidencia por parte de los diputados de todos los 
sectores políticos para evitar la posibilidad de nuevos fallos 
susceptibles de afectar el sentimiento federal argentino (Dia- 
rio de Sesiones Senado, año ]!)34, 2, 530. Cám. 1). 1>. 1938, 
3, 341). 

Los antecedentes mencionados indican que si bien el pro- 
blema planteado aparece resuelto en contra de la Provincia 
mediante la interpretación judicial de la sentencia dictada 
por la Suprema Corte Federal, en cambio no está solucionado 
desde el punto de vista político. A tal respecto el Congreso 
no ha ilndo todavía su última palabra, cu las iniciativas recor- 
dadas, donde con vigorosos argumentos se amparan las facul- 
tades jurisdiccionales y tributarias de la Provincia en loa ca- 
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eos del art. 67, inc. 27, de la Constitución, cuando no han 
sido objeto de expresa cesión. 

Ante las circunstancias anotadas hago valer mi conven- 
cimiento jurídico e institucional expuesto en tos capítulos an- 
teriores, para separarme del antecedente jurisprudencial, y 
por consiguiente, voto por la afirmativa, 

A la primera cuestión el Sr. Juez Dr. Qttiroga, dijo; 

Pocas considera? iones puedo agregar, a las muy ilustra- 
tivas, que informan el voló del Sr, Juez preopinante." Se trata, 
en efecto, de materia difícil e importante, en Ja que se contro- 
vierten, principios institucionales, políticos y económicos, y 
con el particular significado, de que en la sentencia apelada, 
se invoca un pronunciamiento de la Suprema Corte Federal, 
como learling case, que sirve en lo principal, para rechazar la 
demanda entablada por la Provincia. 

Poro como bien lo acentúa el Sr. Fiscal de Estado, el ri- 
gorismo de este pronunciamiento comienza a atenuarse; un 
fallo posterior, admite que la provincia conserva su jurisdic- 
ción en torio 16 que se refiere a la navegación y e! comercio 
en general, desechando así, la teoría absoluta, de que la cesión 
hecha por la Provincia, sin reservas, transmite Ja plenitud 
de la jurisdicción, «obre el terreno cedido. Fallos t. 160, náe. 
345. 

Esto, es ya. dar un paso adelante, que despeja la ruta 
y que permite enn más confianza, discurrir, sobre la impor- 
tante y trascendental materia, que nos ocupa. 

La sentencia recurrida, inspirada en la interpretación con- 
traria de su antecedente jurisprudencial, desconoce el derecho 
de la Provincia al cobro de los impuestos provinciales sobre 
la zona donde e«tá ubicado el frigorífico, so pretexto de que 
esa zona, facilita la mejor explotación del puerto y está vincu- 
lada al interés nacional, que determinó su adquisición, por lo 
cual cae bajo la jurisdicción exclusiva del Gobierno Federal. 

No es éste sin embargo, el criterio que desde vieja data 
ha sustentado la Corte Federal, interpretando que los ante- 
cedentes nacionales y la doctrina autorizan a sostener, que 
para que la venta o cesión de un territorio provincial, pueda 
transferir la jurisdicción, es necesario una expresa mención 
legislativa, que así lo establezca. Eso, más o menos, resolvió 
en el fallo pronunciado en el juicio seguido por la Compañía 
de Tierras Central Argentino contra la Provincia de Córdoba, 
donde dicho Tribunal dijo: que en ausencia de toda disposi- 
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ciÓn legal que las exonere (a las tierras) del impuesto de con- 
tribución directa, ni de ningún otro y habiendo además sido 
ellas cedidas por el gobierno de Córdoba, sin renuncia de sus 
derechos de jurisdicción y contribución, que siendo atributos 
esenciales do la soheranía, no pueden entenderse enajenados, 
ni renunciados, sin una disposición explícita y evidente que 
así lo declare, nada hay que se oponga a que dichas tierras 
sean gravadas a la par de las demás propiedades raíces ubi- 
cadas dentro de los límite jurisdiccionales de la provincia de- 
mandada, con las contribuciones o impuestos que los poderes 
públicos hayan creído conveniente establecer para hacer frente 
a los pastos de Is administración publica, t. 32, pág. ¡118, 

Pero esto «o es todo. El mismo tribunal, en el t. 16, pfig. 
234, ha dicho que lo que determina la jurisdicción absoluta 
y exclusiva sobre limaren adquirid™ por bi luición en una 
provincia, es el deslino dado a los mismos, con arreglo al art. 

67, inc. 27, de la Constitución o sea, la construcción de for- 
talezas, arsenales, almacenes U otros establecimientos de uti- 
lidad nacional, t 103, póg. 403, y que tratándose de una pro- 
piedad destinada a una empresa de transportes o sea de uti- 
lidad privada de la nación distinta de las fortalezas, arsena- 
les, almacenes, u otros análogos, de utilidad pública de la 
misma, debe primar Ja jurisdicción local. 

Este concepto, es repetido y mantenido por la Corte Fe- 
deral, a través de numerosos fallos. Conf., t 57 p 300- t 

68, p. 185; t. 81, p. 66; t. 113, p. 150; t. lío, p. 284 y 404'; i 
117, a 39; t, 118, p. 24; etc. 

Si esto es así, no encuentro la razón legal que autorice 
al tribunal de alzada para que invocando una supuesta como- 
didad del gobierno federal, en la explotación del puerto, prive 
a la provine i a de sus facultada impositivas, dentro de la zona, 
donde está ubicado el frigorífico. 

He dicho ni razón legal, y agrego ni antecedente juris- 
prudencial, porque como queda expresado, la Corte Federal 
a través de lo expuesto, admite que na ra que la venta o cesión 
de un territorio provincial pueda transferir la jurisdicción, es 
necesario ¡ina expresa sanción legislativa, que así lo establezca, 
lo que no ocurre en autos y porque en doctrina, como la propia 
Corte lo establece, t. 183, pág. 40í>, corresponde aplicar la doc- 
trina de los precedentes judiciales si la circunstancia del cnso 
a fallarse, no revela el error o la inconveniencia de las deci- 
siones anteriormente adoptadas, con respecto a la misma 
cuestión. 

Entiendo que los fallos comentados, especialmente el que 
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fíe registra en el t. 160, pág. 345, el mensaje del Poder Ejecu- 
tivo Nacional remitido al Congreso el 22 de setiembre de 1934, 
reiterado el 31 de julio de 1030, en el que expone mi opinión 
contraria a la doctrina que informa el pronunciamiento ape- 
lado, y las iniciativas de los diputadas Sola, Ilardoy y Allpe- 
rin, bien categóricas al respecto son reveladoras, de la incon- 
veniencia de la decisión en el leadintj case invocado por el 
tribunal de alzada para privar a la provincia de su legítimo 
derecho. 

Reproduzco en todo lo demás el bien meditado voto del 
Sr. Juez Dr. Moreno y doy también el mío por la afirmativa. 

Los Sres. J ucees* Drrs. Ameghíno y Casas Peralta, por 
razones análogas a las que es presan los Sres. Jueces Dres. 
Moreno y Quiroga, votaron también por la afirmativa. 

4 ta segunda cuestión, el Sr. Juez doctor Moreno dijoi 

Conforme al resultado de la votación precedente eorrea- 
ponde revocar la sentencia dictada por la Exema. Cámara con- 
firmando en lo principal la del Sr. juez de primera instancia. 
Las costas de ambas instancias por su orden dada la naturale- 
za de las cuestiones debatidas y el antecedente jurisprudencial 
invocado por el tribunal de alzada. Así lo voto. 

Los Sres. jueces Dres. Quiroga, Ameghino y Casas Pe- 
ral, por las consideraciones aducidas precedentemente por el 
Sr. Juez Dr. Moreno, votaron en igual sentido. 

Sentencia 
Vistos y considerando: 

Que al rechazar la acción por el cobro del impuesto al 
capital en giro, el fallo en recurso infringe la ley : el art, 67, 
Inc. 27. de la Constitución Nacional, si la jurisdicción exclu- 
siva acordada al Gobierno Nacional en las terrenas que adquie- 
ra en las provincias por compra o cesión "para establecer for- 
talezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de utili- 
dad nacional", no excluye la jurisdicción impositiva local 
respecto a empresas comerciales, de lucro privado, instaladas 
en la zona adyacente o limítrofe al terreno vendido o cedido: 
sobre cuya zona, por otra parte, el Gobierno Nacional no se 
considera con jurisdicción impositiva. 

Que al enajenar el puerto de La Plata, la Provincia de 
Bjienos Aires, no desmembró su territorio ni cedió sus dere- 
chos jurisdiccionales y tributarios (art. 3 y 13 Constitución 
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Nacional }. Se trató de un acto civil, como es venta de bienes 
do la Proviiicin, operación do derecho privado que no lleva 
anexa el traspaso de junad íeción. 

Que también infringe el fallo los arta. 6 y 8 de la ley 
de Setiembre 24 de 1901), si la exención de impuestos se limita 
K los derechos portuarius dentro del puerto: que no es el caso 
de autos; ni se cobra un derecho portuario, ni se grava acti- 
vidad alguna dentro del puerto. 

Por cníoh fundamentos y los demás expuestos en el Acuerdo 
que antecede, se hace lugar ni recurso traído, revocándose el 
fallo i ni pugnado y confirmándose la sentencia de primera ins- 
tancia. Las costas del juicio por su orden (art. 7t, 311, 351 
C. P. C). 



Dictamen dkl, PnocutAOOR GbkBRal 
Su p ron ni Corte?: 

Procedo en os te cuso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tula do juicio la validez de gravá- 
menes provinciales, frente a disposiciones do la Consti- 
tución Nación ni. Se trata de una noción ordinaria enla- 
biada por la Provincia do Buenos Aires contra el fri- 
gorífico Compañía Hwíl't de La Plata, por cobro do 
impuestos ¡il comercio y la industria, desde el año 1909 
al 1917 inclusive, y las imillas correspondientes, as- 
ciende el total a $ -TtHtUlO %. VA fallo do primera 
instancia hizo lugar a la demanda (fs. ÍJ02, octubre 5 do 
1927); el do segunda la desestimó (abril 28 de 1942, 
fs. 1117) ; y el de tercera, dictado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Provincia de Ruónos Aires, revoca al 
anterior y admite nuevamente la acción. 

Introducida oportunamente al debato la cuestión fe- 
deral, obvio resulta (pie la parte demandada no tuvo 
por qué apelar del fallo de segunda instanci i qne de- 
cidía sor inconstitucionales los impuestos base del li- 
tigio. Dicha cuestión ha vuelto a surgir con la declara- 
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toria de validez del impuesto hecha por la Corte pro- 
vincial ; y pues la propia Provincia renunció a cobrar 
el impuesto por la vía de apremio, es en el actual juicio 
ordinario donde se ba debatido y debe ser resuelta 
aquélla. 

En lo sustancial se discute si pudo la provincia 
gravar cou impuestos actividades de la Compañía Swift 
desarrolladas sobre terrenos integrantes del puerto de 
La Plata, esto es, pertenecientes a la Nación. Tal pro- 
blema jurídico, muy complejo por cierto, fué ya estu- 
diado detenidamente por V. E. en dos casos anteriores 
equiparables (155: 104; 168: ÍK¡), llegándose en ambos 
a una solución negativa. Recordados esos fallos, carece 
de objeto repetir en mi dictamen lo que dijo entonces 
la Corte con toda claridad, máxime cuando tales razo- 
nes determina ron el rechazo de la demanda en segunda 
instancia. No desconoce ese antecedente el tribunal 
apelado; pero entiende que por otro fallo (ICO: 345) 
V. E. ha modificado un tanto esa jurisprudencia, y 
además, que las instalaciones de Swift en la zona del 
puerto de La Plata no pueden ser consideradas esta- 
blecimientos de utilidad nacional. A estos argumentos 
agrega una opinión vertida por el P. E. en mensaje al 
Congreso que lleva fecha 22 de septiembre de 1934 (rei- 
terado el 31 de julio de 1936), y también algunos pro- 
yectos presentados por varios logisludores con el pro- 
pósito de delimitar jurisdicciones entre la Nación y las 
provincias. 

Respecto de lo primero, es exacto que V. E. Iiífo 
una aclaración en el caso 160 : 345; pero ella en nada 
afectaría al sub-jndice, ya que, expresamente, hizo no- 
tar la Corte que no abandonaba la doctrina sentada en 
los casos anteriores, citados. 

Respecto de lo segundo, el plano obrante a fs. 130 
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y el informe correlativo que ubra a fs, 136 vta., acredi- 
tan inequívocamente hallare situado el Frigorífico 
Swift sobre tierras integrantes del puerto de La Plata. 
Ahora, si debe o no reputársele "establecimiento de 
utilidad nacional" en los términos del art. C", inc. 27, 
de la Constitución, es cuestión de hecho ajeno a mi dic- 
tamen y librada al criterio prudencial de V, E. 

Por fin, ias opiniones vertidas por el P. E. {JSma- 
dores, 1934, 11.530), o por los legisladores Samuel Al- 
perín, Emilio J. Hardoy y Juan L. Solá (Diputados, 
1938, III, 3,33 y 345) pudieran pesar en el debate si 
aportasen argumentos nuevos y no contemplados antes 
por V, E. cosa que no ocurre. Tampoco resulta fueran 
compartidas esas opiniones por las Támaras respecti- 
vas; y cabe observar que, aun traducidas en leyes, esta- 
rían asimismo sujetas al criterio de V. E. pues la 
cuestión es de orden constitucional. 

En consecuencia y ofreciendo visible analogía al 
caso sub-judtee con los resueltos antes, resultará razo- 
nable aplicarle ía jurisprudencia allí establecida, siem- 
pre que a juicio de la Corte la cuestión de hecho deba 
resolverse en forma fuvorable a las pretensiones de la 
parte demandada. — Buenos Aires, abril 26 de 1943. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario inter- 
puesto por don Espiridión Sánchez en los actos que si- 
gue el Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra 
el Frigorífico Swift de La Plata, con motivo de la sen- 
tencia pronunciada por la Suprema Corte de dicha pro- 
vincia; y 
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Considerando: 

l¿uo el r'-urso procede en el presente caso; a) por 
haberse discutido en un juicio ordinario la validez de 
los impuestos provinciales cuyo cobro se persigue, 
frente a expresas disposiciones de la Constitución Na- 
cional; bj haberse planteado la cuestión federal al con- 
testar la demanda, quedando ella resuelta en sentido 
contrario recién ante la Corte Suprema de la Provin- 
cia de liuenos Aires, que revocó la de segunda instan- 
cia; c) que ésta ha venido a convertirse, así, en el tri- 
bunal de última instancia dentro del oíd n provincial 
requerido por el art. 14 de la ley 48, según reiterada- 
mente lo lia declarado ta jurisprudencia de esta Corte 
(Fallos: 150, 39; 156, 188; 190, 466; 191, 364). 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, así se declara. 

Considerando en cuanto al fondo de las cuestiones 
en litigio: 

Que la presente contienda importa traer de nuevo 
a los estrados judiciales una cuestión ya resuelta por 
esta Corte Suprema en la sentencia del 26 de julio de 
1929, aparecida en el t. 1515, pág. 104 de su colección de 
fallos y dictada en la causa seguida por el Frigorífico 
Armour de La Plata contra la Provincia de Buenos 
Aires. Igual cuestión fué reproducida entre las mis- 
mas partes cuatro años después, llegándose a idénticos 
resultados con el Tribunal integrado de otra manera 
—Fallos: 168, 96, 

Que la conclusión establecida en aquellas senten- 
cias, fundada en la interpretación del art 67, inc. 27 t de 
la Constitución Nacional y por virtud de la cual se de- 
claró que los establecimientos instalados dentro de la 
zona del puerto de La Plata se encontraban sometidos 
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a la jurisdicción nacional y, por consiguiente, fuera del 
alcance impositivo del gobierno de la Provincia, debe 
ser mantenida. Las razones de orden jurídico detenida- 
mente expuestas en aquellos pronuncia míenlos son de- 
finitivas y se dan aquí por reproducidas, cun el fin de 
evitar repeticiones innecesarias. 

Que, como la presente demanda ha sido trabada 
con e] Frigorífico Swít't de La Pinta, a diferencia de 
las otrus dos que lo fueron con la Compañía Armour del 
mismo Juiíur, es punto esencial el de determinar si real- 
mente aquél se encuentra también implantado dentro 
del recinto del puerto de La Plata. 

Que lauto el plano de fs. 130 como el informe ex- 
plicativo del mismo, fs. 13fi vta., demuestran de modo 
inequívoco que el establecimiento industrial demandado 
se halla situado sobre terrenos qiu- corresponden al área 
del puerto do La Plata, lía de entenderse por ésta 
tanto los malecones destinados a la protección del mu- 
rallón, como los diques y canales que permiten el fon- 
deo y traslado de Jos buques por agua de un punto a 
otro del mismo puerto, y, además, todo el lugar deslin- 
dado sobre la rosta d^pu-si» para la seguridad de las 
naves y para las operaciones de .ráfteo traducidas en 
embarque y desembarque de personas y de mercade- 
rías. No sería posible, en efecto, realizar éstas en con- 
diciones normales sin una zona adyacente de terreno 
iff ociada de un modo per numen te al servicio público 
d^l puerto, mediante los correspondientes decretos ad- 
ministrativos destinados a producirla. K1 plano de fs. 
1TU demuestra que en el puerto de La Plata existe una 
zona portuaria delimitada en el terreno por un muro 
de circunvalación y dentro del cual se halla el estable- 
cimiento Swift. 

Que el fallo de esta Corte publicado en el t. 160, 
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púg. 342, no tiene el alcance que se le atribuye en el 
sentido de importar una modificación de la doctrina 
contenida en ios anteriores sobre esta cuestión. Desde 
luego, ei propio Tribunal en aquel ia sentencia se ba 
apresurado a manifestarlo así en los térmiuos siguien- 
tes : "la resolución anterior de esta Corte Suprema» 
dice, se refiere a la exclusión de impuestos provinciales 
en el territorio cedido, lo quu no puedo equipararse con 
la que motiva esta incidencia dadas las diferencias fun- 
damentales que existen entre ambas con arreglo a las 
consideraciones que preceden". 

Que la misma Corte, después de declarar que "no 
se puede discutir la jurisdicción nacional en la zona 
del puerto de La Plata, adquirida de la Provincia de 
Buenos Aires con aprobación de su T i'gislatura sin re- 
serva sobre el particular", refiriéndose al susodicho 
fallo del t. 160, pág. 342» ha agregado, fijando, toda- 
vía más su verdadero alcance, que "el Congreso puede 
atribuir a las provincias, permanente o transitoriamente, 
en forma expresa o tácita, la jurisdicción procesal so- 
bre sitios en que la Nación ejerza su dominio eminente 
o efectivo, sin desmedro de su soberanía ni quebranta- 
miento deí sistema federal. Eso es, — añade — en defi- 
nitiva» lo que la Corte ha significado en el fallo del t. 
ICO, pág. 342" —182, 157. 

Que la Nación al adquirir el puerto de La Plata lo 
hizo en cumplimiento de fines de utilidad pública y era, 
por consiguiente, ella en primer término quien debía 
determinar la extensión de la superficie necesaria para 
la realización de los servicios de administración y auxi- 
liares dentro de la zona del puerto. Si la Nación adqui- 
rió de la Provincia, además de lo que constituía el 
puerto propiamente dicho, los terrenos adyacentes que 
reputó útiles, no debe suponerse dicha utilidad como 
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referida al interés privado de la Nación sino en cuanto 
aquéllos son convenientes y necesarios para el mejor 
desenvolví n liento de los intereses nacionales o genera- 
les del país —155, 104. 

Que en estas condiciones y siendo innecesaria pro- 
nunciante sobre las demás cuestiones planteadas, así 
como Jas prescripciones opuestas, aquéllas y éstas de 
naturaleza subsidiaria, así se declara. 

En mérito de estos fundamentos y los de los pro- 
nunciamientos citados; de conformidad con lo dictami- 
nado y pedido por el señor Procurador General de la 
Nación, se revoca la sentencia apelada de fs. 1170 a fs. 
1185 en Ja parte que lia podido ser materia del recurso, 
declarando que la Provincia de Buenos Aires ha care- 
cido y carece de jurisdicción para cobrar impuestos den- 
tro de la zona del puerto de La Plata donde se encuen- 
tra ubicado el Frigorífico Swift. Notifíquese y devuél- 
vanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado de 
origen. 

Roberto Eepetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazak 
Ancuohexa — F. Ramos 
Mejía. {Según su voto). 



Voto t>kl señor ministro doctor 
Don Francisco Ramos Mejía 

Y vistos; 

Por los fundamentos de la mayoría y los do los fa- 
llos Í55, 104, y lfiS, 05, con la salvedad tic que la juris- 
dicción reconocida al Gobierno Federal comprende lo* 
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tres poderes, y de conformidad con lo dictaminado y 
pedido por el señor Procurador General de la Nación, 
se revoca la sentencia apelada do fs, 1170 a fs, 1185 
en cuanto lia podido ser materia del recurso, decla- 
rando que la Provincia de Buenos Aires lia carecido y 
carece de jurisdicción para cobrar impuestos dentro 
de la zona del puerto do La Plata donde se encuentra 
ubicado el Frigorífico Swift. Notifíquesc y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

F. Ramos Mejía. 



BALESTRINI UNOS. V. NACION ARGENTINA 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. 
PRESCRIPCION í Interrupción. 

El decreto expedido por el P. E. con la conformidad do 
la Contaduría General de la Nación, por el cual se reco- 
noce p1 derecho del actor a cobrar intereses desde las fechas 
que establece, tiene carácter definitivo c interrumpe la pres- 
cripción de la acción pora cobrarlos, no obstante su ulterior 
revocación fundada en una recría mentación dictada con 
posterioridad a la fecha del expresado reconocimiento, y 
basta para condenar at Fisco a pagar dichos intereses. 

INTERESES: Procedencia del cobro. Intereses moraiorioa. 

La falta de cláusula que establezca la obligación de pagar 
intereses en los contratos celebrados por el Estado como 
persona jurídica, no impide que éste adeude los moratorioa 
en los casos que establece la ley común. (22 de noviembre 
de 1943), 
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LELIO, SURRACO Y BENEÜETTO, S. A. LTDA. v. 
IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS fNTSMNOS: Mt/mm represivo. 
LEY DE VISOS. 

La aplicación a un envase de vino genuino do boleta» 
fiscales correspondientes a otro de igual naturaleza no 
constituye una infracción al art. 25 de la ley 12.372 sino 
al art. 32, tít. VII, de la Reglamentación General de Im- 
puestas Internos, que contempla dicho caso y los demás 
requisitos para la circulación a identificación del pro- 
ducto, con miras a la correcta percepción del gravamen. 

PRESCRIPCION : Prescripción Wr acciones en particular. Leyes es- 
pedales. 

Tratándose de una infracción al art. 32, tít. VII, de la 
Reglamentación General de Impuestos Internos, la pres- 
cripción hállase regida por la ley 11.585, que se refiere 
tanto a la acción para imponer la multa, como a la ya 
aplicada ('). 



NACION ARGENTINA v. CARLOS A. PUEYRREDON 

REÜVRSO 0111)1 S ARIO DE APELACION; Casos. Juicios en qtt* 
la Narión *s parte. 

En los juicios en que es parte la Nación, el recurso ordi- 
nario de apelación en tercera instancia sólo proeede euan- 
do el valor disputado, con prescindeneia de posibles ac- 
cesorios, excede de cinco mil pesos, debiendo entenderse 
por "valor disputado" no la cantidad reclamada en la 
demanda sino Ja suma en que el recurrente pretende que 
se modifique la «entencia apelada 



(t) 22 tío noviembre di> 111)3. F;ilf«*j 137, íífiO; 192. tfi.1. 

(=) 22 uuviomlirc <iV ]!>43, Fntlns: fí7 y 3S1> ; tS7, 511- 1D3 
ini uní ' • t t » 
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Casos. Juicios en gu« 
la Nación en* parte. 

Son improcedente los recursos ordinarios de apelación 
en tercera instancia deducidos por el actor y el deman- 
dado contra la sentencia que ordena entregar cinco mil 
pesos de la mima depositada por la Nación en un juicio 
sobre expropiación, a favor de un perito cuyos honorarios 
fueron regulados en diez mil pesos. 



ENRIQUE SPAGEMBERO 

ESTADO DE SITIO. 

Mientras la persona arrestada o trasladada en virtud de 
la facultad conferida al P. E. por el art. 23 de la Cons- 
titución Nacional, no hn_va manifestado a aquél su deseo 
de salir del territorio argentino, la restricción de su liber- 
tad es constitueionatmente válida; si lo hace y se le per- 
mite salir, termina el caso judicial, y sólo cuando se de- 
niegue o demore sin motivo o se pongan restricciones 
i m proceden tes, surge la jurisdicción judicial para amparar 
el derecho desconocido. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

No siendo posible, dado las circunstancias particulares 
del caso, resolver el recurso extraordinario concedido para 
ante la Corte Suprema en una causa sobre babeas eorpus, 
sin aclarar previamente si la persona detenida a la orden 
del P. E. de Ja Nación, ha hceho saber al mismo que desea 
t*alir del territorio argentino y qué se ha resuelto al res- 
pecto en caso afirmativo, corresponde para mejor proveer 
solicitar informe al P. E. acerca dt estas circunstancias. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos comunes. Subsistencia 
de lo» requisitos. 

Habiéndose puesto en libertad al preso mientras se sus- 
tanciaba ante la Corte Suprema el respectivo habeas cor- 
pus sometido a su conocimiento mediante el recurso extra- 
ordinario, no corresponde dictar pronunciamiento alguno 
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sobre lm cuestiones planteadas en el mismo sino declarar 
su improcedencia. 

Resolución de la Cokte Suprema 

Buenos Aires, 5 do noviembre de 1943. 

Vistos los autos del recurso de babeas eorpus en 
favor de Enrique Spagemberg, en los cuales se ha 
concedido a fs. 22 el recurso extraordinario contra la 
sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación del Rosario a fs. 13 j y 

Considerando : 

Que no se desconoce por el apelante la facultad 
atribuida al Presidente de la República por el art. 23 
de la Constitución pura arrestar a las personas o trasla- 
darlas de un punto a otro del territorio mientras sub- 
sista el estado de sitio. 

Que tampoco se desconoce y, al contrarío, se rei- 
vindica por el apelante el derecho de la persona arres- 
tada en este juicio a optar por salir del país frente al 
correlativo de detenerla, de que ha usado en el caso el 
señor Presidente de la República. 

(jue la causa de la diferencia proviene de que la 
opción ha sido puesta en conocimiento del poder judi- 
cial y no se ha demostrado que se la haya hecho llegar 
antes al señor Presidente de la República» como lógi- 
camente corresponde dado que es bajo su autoridad que 
se encuentra la persona detenida. Acerca de esta diver- 
gencia, que es por ahora la única cuestión comprendida 
en el recurso extraordinario, este Tribunal lm dicho 
que mientras el detenido o trasladado no haya expre- 
sado su decisión do salir del territorio, la restricción 
de la libertad es constitucionalmeiito válida, desde que 
se ajusta a las facultades acordadas al Presidente du- 
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rante el estado de sitio; si la hace y se le permite ausen- 
tarse el caso judicial ha terminado ; sólo cuando se de- 
niegue o demore sin motivo o se pongan restricciones 
improcedentes, surge la jurisdicción judicial para am- 
parar el derecho desconocido. Y completando su pen- 
samiento, ha agregado, en esta forma se realizan los fi- 
nes del art. 23, cada poder actúa dentro de sus atribu- 
ciones y no se vulnera ninguna de las garantías del 
art 18. 

Que, si bien no se ha demostrado en estas actua- 
ciones que el deseo de salir del país de Enrique Spa- 
gemberg haya sido comunicado en forma legal al Go- 
bierno de la Nación, algunos antecedentes que obran en 
ellas, como la referencia a nn pedido de opción presen- 
tado el 25 de agosto en la Jefatura de Policía de Ro- 
sario que no ha tenido respuesta, a que alude el tele- 
grama ratificatorio dirigido al propio señor Presidente 
de la Nación, con igual propósito, el 27 de septiembre 
de 1943 (fs. 18), autorizan a creer que por razones ig- 
noradas el señor Presidente de la República no ha te- 
nido conocimiento basta el presente de la existencia de 
tal opción para salir del país por parte del detenido 
Enrique Spagemberg. 

Que mientras ese antecedente no sea completamente 
aclarado no sería posible dictar decisión definitiva en 
esta causa, por lo cual y en calidad de mejor proveer, 
se resuelve dirigir oficio al Poder Ejecutivo de la Na- 
ción solicitando informe a esta Corte Suprema si don 
Enrique Spagemberg, detenido en la cárcel de la ciu- 
dad del Rosario a causa de su ideología política, a la 
orden del Superior Gobierno de la Nación, ha manifes- 
tado por escrito presentado ante el señor Secretario de 
la Jefatura de Policía de Rosario don Jacinto Abade, 
ratificado por telegrama dirigido en 27 de septiembre 
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do 1943 al señor Presidente de la Nación por don Agus- 
tín Rodríguez A raya que desea salir del territorio ar- 
gentino usando del derecho que le acuerda el art. 23 de 
la Constitución, y la resolución que en el supuesto afir- 
mativo haya recaído en dicha petición. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sao aun a — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de noviembre de 1943. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que según resulta del informe enviado por el Po- 
der Ejecutivo a requerimiento de esta Corte Suprema, 
don Enrique Spagemberg ha sido puesto en libertad el 
doce del corriente mes. 

Qne en esas condiciones todo pronunciamiento 
acerca de las cuestiones planteadas en el presente re- 
curso revestiría carácter abstracto y sería, por lo tanto, 
improcedente, como lo ha declarado el Tribunal en ca- 
sos análogos (Fallos: 5 f 316; 155, 243; 193, 260). 

En consecuencia así se declara, debiendo devol- 
verse estas actuaciones al tribunal de su procedencia, 
llágase saber. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saüarna — B. A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 
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W. KUTROFF, Sociedad de Responsabilidad Ltda. in re 
CARLOS M. IIANSEN Y BENJAMIN A. FERNANDEZ 

EMHAJttiO : Bienes de terceros. 

La autorización para el despacho aduanero dada por el ti- 
tular de tin conocimiento a favor de up despachante me- 
diante nota puesta al dorso de aquél, no importa transfe- 
rirle la propiedad tío las mercaderías ni da derecho al 
Fisco para embargarlas a los efectos de cobrar una multa 
anteriormente aplicada a! despachante por infracciones 
cometidas en la introducción de otras mercaderías que 
no pertenecían al dueño de los bienes embargados. 

DAffOS Y PERJUICIOS: JhupousabiUdad directa. 

Quien obtuvo sin derecho el embargo de bienes de un 
tercero que lo sustituyó por una suma de dinero, primero, 
y logró después su levantamiento por improcedente me- 
diante la interposición de una tercería de dominio, debe 
pagar al terceri-sta \as intereses sobre la cantidad depo- 
sitada. (24 de noviembre de 1943). 



TITO A. PALACIOS 

COXCTJIiSO DE DELITOS. 

Si bien la pena aplicable al autor de los delitos de homi- 
cidio eon alevosía y de abuso de arma de fuego en con- 
curso ideal con el de atentado a la autoridad, sería la de 
prisión perpetua, corresponde graduarla en quince años 
de prisión teniendo en cuenta ta edad del autor en la 
fecha de los delitos —17 años— y lo dispuesto en loa 
arts. 37, inc. b) y 44 del Códipo Penal. (26 de noviembre 
de 1943). 




TALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



0. O. I. N. 0. R. CIA. INDUSTRIAL NORTEÑA 
v, NACION ARGENTINA 

ADUANA: Importación* I.ihrc de derechas. 

El art. 33 de la ley 12.345 y las disposiciones de )a ley 
12.574 que lo arlaran no son aplicables a las industrias 
que pozan do liberación aduanera por lo dispuesto en el 
art. V de la ley 11.588. 

ADUANA: Importación. K» genertat 

Las industrias que gozan de liberación aduanera por lo 
dispuesto en ei art, 1* de la ley 11.588 no están exentas 
del dereeho adicional del 10 % en cuanto a las impor- 
taciones realizadas con posterioridad a lu vigencia de la 
ley 12.345. 

Sentencia del ¿vez Federal 

Buenas Aires, marzo 4 de 1943. 

Y vistos: Los caratulados: "('. O. I. N. O. R. Cía. in- 
dustrial Norteña contra (¡obierno de la Nación sobre devolu- 
ción", de su estadio resulta: 

1* A fs. 1 don Marcelo Borddois, inicia demanda por 
poder de la achira, por devolución de la suma de doce mil 
ochocientos setenta y cinco pesos con dos centavos m/n.. inte- 
reses y costas. Pide ¡pie los intereses se computen desde la 
fecha del reclamo administrativo. 

Expone que por despacho n" fiD.080, su mandante intro- 
dujo con destino al transporte de mineral en sus canteras 
situadas en Fríns. Provincia de Santiago del Estero, zorras 
volcadoras y material ferroviario para su establecimiento en 
el que se extrae materia prima de producción nacional nece- 
saria para la fabricación del cemento portland, por lo que le 
ampara la liberación de derechos que determinan las leyes 
11.281, art. 4, 11.588. art. 3. 12.345, art. 33 y en virlud de 
tratarse de materiales destinados a la explotación de minas 
los arts. 1» de la ley 11.588 y 4 g de la 11.281. 

Exigido el pago, se efectuó bajo protesta y pide se dicte 
sentencia en nu oport unidad, declarando la obligación de la 
Nación de devolver las sumas que reclama. 

2* Declarada !a competencia del Juzgado a fs. 7 vta. y 
corrido traslado de la demanda es contestada por el señor 
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Procurador Fiscal fl fs. 22, negando derecho a la devolución 
pues entiende que de acuerdo a) art. 33 de la ley 12.345, no 
alcanza la exención impositiva a los artículos importados, puesto 
que no se trata de maquinarias, ni de materiales en el concepto 
aclarado por el art. 5 de la ley 12.574. 

Niega corresponda en todo caso el pago de intereses 
desde el reclamo administrativo. Pide, en fin, el rechazo de 
la demanda con costas. 

3* Abierta la cansa a prueba a fs. 21 vía., se produce 
la que informa el (letuario a fs. 44 vía., y luego alegan laa 
partes y se llaman las autos para sentencia, dictándose a fs. 
41 vta.. las medidas para mejor proveer que fie cumplen a 
fs. 51/55. 

Y considerando; 

T. Que la adora pretende que le corresponde el régimen 
do libre despacho aduanero por ser un establecimiento mi- 
nero, y efectivamente, atento lo d Lspnesto por el art. 5' del 
Código de AHiias, así debe considerársele, teniendo en cuenta 
que cKtú inscripta en la División Industria de la Dirección 
de Industria y Comercio del Ministerio de Agricultura, (in- 
forme de fs. 36), y que si bien no f i pura inscripta como mi- 
nera en la Dirección de Geología y Minas, ésta informa que 
posee una planta de elaboración de cemento portland en la 
localidad de Frías (fs. 51) y el perito único nombrado a pro- 
puesta de ambas al producir su informe expresa que la actora 
se dedica a la fabricación del cemento y para ello extrae la 
materia prima de las canteras de Aneayán (fs, 38). 

tí. Que la ley 11.281, art 4» apartado 17, consagraba 
la liberación impositiva a laa "maquinarias y materiales des- 
tinados a los establecimientos industriales que elaboren ma- 
terias primas de producción nacional o explotaciones o explo- 
raciones mineras", etc., manteniendo el mismo principio el 
decreto del P. E. de 14 de febrero de 1031, art. 1', apartado 
once, el cual adquirió valor legal por virtud de la ley 11,588, 
art. 1» . 

TU. ÍJue el art. 3 V de la ley 11,538, modificó el decreto 
del P. E, a que se ha hecho referencia en el anterior consi- 
derando y en el apartado 3* consagró normas relativas a los 
establecimientos que elaboran materia prima de producción 
nacional, pero no dijo nada en dicha disposición de las ex- 
ploraciones o explotaciones mineras, por lo que debe enten- 
derse, de acuerdo al art. 1* de la misma ley, que se mantenían 
en su vigor, al respecto, las normas tic! decreto de febrero 14 
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de 1931 que eran las mismas que regían desde la ley 11.281, 
tanto más si se tiene presente que la Exema. Corte ha dicho 
que en el testo del art. 3* de la ley 11.588 se ha conservado 
Ja franquicia de la ley anterior 11.281, art. 4* y que la reforma 
de la 11.588 lejos de haber sido restrictiva fué liberal y am- 
pliatoria de la existente (Fallos: t, 180, pág. 128 y 185, pág. 
82). Y más aún, en el caso fallado también por* la Exema. 
Corte, del juicio seguido por "Loma Negra S. A. contra la 
Nación ". dijn c[ alio Tribunal, con respecto ;1 la interpreta- 
ción que debe darse i] art. I* de la ley 11.681; "Que por otra 
parte, do la lectura del art, l v del bt ley U.tíSl, surf?c el pro- 
pósito de extender Ja exención del Hí f "; adiciona! a todas las 
máquina» accesorios, materiales y mercaderías declaradas li- 
bres de derechos en la ley 11.58*8 y no exclusivamente a las 
contempladas en el art. 3 V . La exención corresponde entonces, 
en el caso, a los materiales importados ya se las considere con 
destino a una explotación minera (lev 11.588, art 1« ley 
11.281, art. 4 J ) o a un establee ¡miento que elabora materia 
prima nacional íart. 3 V , ley 11.588. Fallas: 191, pág. 4)". 

IV. Que en consecuencia habiendo codificado el art. 33 
de ja ley 12.345. solamente la cláusula 3' del art. 3' de la ley 
11.588, quiere decir quo tas industrias que tienen liberación 
aduanera por lo dispuesto en el art. 1* de la ley 11.588 no que- 
dan compre mi idas dentro de los extremos que determina el art. 
33 de la ley 12.345 y por ende, tampoco en las disposiciones 
aclaratorias de ésta, emiten idas en la ley 12.574. 

V. Que por tanto para la procedencia de la acción dedu- 
cida es ntecsario acreditar, el destino al establecimiento de loa 
artículos cuyo des pacho da origen a este pleito, y se ha cum- 
plido, con la pericia de contabilidad de fs. 31. cu que se llena 
a la conclusión favorable a las pretensiones de la aetora de que 
informan los puntos $ a 5* de fs. ¡18 vía., considerando el tri- 
bunal que no habiéndose desvirtuado tales conclusiones con 
Mras pruebas, es suficiente elemento de juicio la pericia prae- 
.,eada> teniendo en cuenta lo resuelto por la forte Suprema 
en lo« fallos que registra su colección t. 191, pág, 439 v t. 192, 
pág. 378. 

VI. Q ie no obsta al propreso de la acción la circuns- 
tancia de (pie el art. P, apartado 11 del decreto de 14 de fe- 
brero de 1931, (nrt. 1» ley 11.588) sólo establezca la libera- 
ción para "maquinarias y materiales" y en el sub lite Re trate 
de accesorios o repuestos en la mayor parte de los despachos, 
pues de acuerdo al criterio interpretativo de la Corte Suprema 
analizando disposiciones s- nejantes de franquicia para mate- 
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ríales de industria nacional (Fallos : t. 185, pág. 32, y t. 186, 
pág. 513) la liberación es amplia, y tanto es así que en ambo» 
casos se ha llegado a declarar que los arts. 4 y 5 de la ley 
12.574 no son aclaratorios sino modificatorios de la ley 11.588, 
art. 3'. 

VÍt. Que con el manifiesto de fs. 14, y nota de crédito 
agregado al mismo, se acredita haberse abonado la suma de 
trece mil trescientos hesenta y tres pesos con cuarenta y cinco 
centavos de la que deducida las sumas cor respondientes al 
pago de los servicios de estadística, eslingaje y guinche, que 
importan respectivamente pesos oro cuarenta y dos con sesen- 
ta, cíenlo seis con cincuenta y sesenta y cinco con ochenta res- 
pectivamente, al cambio de dos pesos dos mil setecientos vein- 
tisíete diez milésimos, que da la suma por la que si- demanda. 

VIII. Que respecto de los intereses que se reclaman en 
la demanda desde la fecha de la redamación administrativa, 
sólo procede declarar la oíd i ¡ración del Gobierno de la Nación 
de abonarlos desde la interpelación judicial, de acuerdo 
a la última jurisprudencia de la forte Suprema {in re "Kvoli 
Vicente contra Gobierno Nacional" (Fallos: t. 193, pág. 27 
y los allí citados). 

IX. Que respecto a las costas dehe declararse la obliga- 
ción del Gobierno de la Nación en este juicio porque si bien 
la interpretación que en esta sentencia se linee de la liberación 
a los establecimientos mineros, por ser relativamente nove- 
dosa pndría justificar una exención, aunque se hubiera decla- 
rado comprendida a la adora dentro de los extremos de la 
ley 12.345 (art. 33) lo mismn la acción prosperaría en su mayor 
parte (pericia de fs. 38 e informe del Ministerio de fs. 53). 

Por todo lo cual y atento lo dispuesto en el ort. 792 del 
C. Civil, fallo: Declarando que la Nación debe devolver a la 
aetora la suma de doce mil ochocientos setenta y cinco pesos 
con dos cent u vos, con intereses al (i % desde la notificación 
de la demanda y las costas del juicio. — Al f anuo E, Poccard. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, l g de septiembre de 1ÍH3. 

Y vistos: Estos autos caratuladas: "C. O. I. N. O. R. Cía. 
Industrial Norteña eotitra Gobierno de la Nación, sobre devo- 
lución", para decidir acerca del recurso de apelación inter- 
puesto a fs. 61 y concedido a fe. 81 vta. 



m 
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Y Considerando: 

Que el Tribunal comparte los fundamentos expuestos por 
el señor Juez a-quo en í-uanto se refiere a la exención, en ge- 
neral, de derechos de importación para las maquinarias y ma- 
teriales destinados a una explotación minera; no así en lo 
referente al adicional del 10 % establecido por la ley 11.588, 
ya que, como lo hace notar el <scñor Procurador Fiscal de Cá- 
mara a fs. 65 vta., la introducción de loa mercaderías de que 
se trata en el stthlite fué realizada en 1937, cuando ya se en- 
contraba en vigor la lev número 12.345, la cual, en su art. 
42, declara expresamente, aclarando el art. 1* de la.ll.G81 
que la exención de dicho adié ion ni comprende úniearuente a 
las mercaderías detalladas en !a nómina del art. '¿" de la ley 
11.58H, entre las cuales no otan comprendidas las que motivan 
esta acción ; a lo que cabe agregar que el caso del t. líM, pág. 4 
de los Fallos de la Corte Suprema m* refiere a artículos intro- 
ducidos en lí>:i:i y 11W4, es decir, con anterioridad a la sanción 
de la ley 12.345. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada en lo prin- 
cipal que decide y se la modifica en cuanto a la suma que 
manda devolver, tic la cual (Hiera deducirse el importe del 
adicional del 10 4 Í y en cuanto a las costas, las cuales deberán 
pagarse en el orden causado en ambas instancias, atenta la 
naturaleza de las cuestiones debatidas y el resoltado a que se 
arriba. — Devuélvase. — Ricardo Villar Palacio, — Carlos 
del Campillo. — J. A. González Calderón (en disidencia par- 
cial). — Cario* Herrera. 

Disidencia parcial 

Y vistos: l'nr Ins fundamentos de la sentencia apelada de 
fs. 57, y especialmente el MI que invoca hi jurisprudencia per- 
tinente de la Corte Suprema i. Fallos: t. 1HII, pág, 128 y t, 185, 
pág. ¡12) aplicable en un todo al caso de aulas, confirmase 
dicha Renten nia, también con las costas de esta instancia. — 
J. A. Üonzálcz Calderón. 

FALLO 1)K LA COHTK Sl'PIlEMA 

Buenos Aires, 2fJ de noviembre de 1943. 

Y vistos: Los recursos ordinarios de apelación de- 
ducidos en los autos: "C. ü. I. N. O. lt. Compañía In- 
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dustrial Norteña contra Gobierno de la Nación, sobre 
devolución de fletes", contra la sentencia dictada por 
la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

Que en autos se ha fundado el reclamo en la dis- 
posición del art 4' de la ley 11.281 {art. 1' ley 11,588) 
por tratarse de maquinarias y materiales destinados a 
un establecimiento minero, y sí bien la sentencia de pri- 
mera instancia lo ha admitido bajo ese aspecto en toda 
su extensión, la Cámara Federal lo limita modificándolo 
en cuanto condena a devolver el adicional del 10 % 
establecido por la ley 11.588. 

(¿ue a este respecto cabe consignar que con poste- 
rio ri dad a las importaciones que motivaron los pronun- 
ciamientos de esta Corto invocados en la sentencia de 
segunda instancia, fué dictada la ley 12.345 que rige el 
presente caso y cuyo art. 42 limita la exención del de- 
recho adicional establecido por el art. 1* de la ley 11.681 
a las mercaderías detalladas en el art. 3* de la ley 11.588, 
entre las que no se encuentran las destinadas a explo- 
taciones minoras. 

Por ello se confirma la sentencia apelada de fs. 71. 
Págucnsc asimismo por su orden las costas do esta 
instancia en atención a la naturaleza de las cuestiones 
planteadas y a la solución del pleito, llágase saber y 
devuélvanse al Tribunal do procedencia, donde se re- 
pondrá el papel. 

Robfuto Eepetto — Antonk» 
Sauahjía — B. A. NAZAn 
Axííiiuukna — F. Ramos 
Mujía. 
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ELADIO RODRIGUEZ 

WMIGli ACION, 

El inmigrante incorporado ni pnís por su radicación y la- 
bor do muchos ññoñ no pierde ku condición oV habitante 
di> In Nteión por haberse h usen t mío de mi territorio du- 
rante un período de varios iikws y, por lo tanto, no puede 
sor privado de entrar, a su re^mso, so color de lo dis- 
puesto cu el nrt. 10, ine. d) del decreto redame otario de 
de la ley 817 y de ku calidad de iudeseafclfc no eoiupro- 
bada en autos, 

MCUUSO UXWmomimmO; Rr< V dsito$ comunes. Cuestión 
juvticiablfi. 

Los pronunciamientos abstracto* liállansc excluidos de la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema, 

Dictamen del I*nocriiAi>OK General 
Suprema Corte: 

Procede en osle caso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la Inteligencia de dis- 
posiciones del decreto roe;la menta rio de la ley espeeial 
N* 817, y ser e! fallo apelado toril ra rio a lus peticiones 
que oportuna memo formulara el Ministerio Fiscal, 

He aquí oí cuso. Antonio Novoa dedujo recurso de 
habtas porpus a favor de IChidio Rodríffué% fundán- 
dolo en que la Dirección de Inmigración impedía a éste 
último entrar al [jais. El Hr. Juez Federal desestimo 
tal recurso visto <|<n> liudrfcucx, español de nacionali- 
dad, resultaba profesar ideas eomunistus, y a juicio de 
la policía local era un elemento indeseable. Apeló No- 
voa, y la (V niara Federal, por fallo del 27 do octubre 
ppdo. lia resuelto qae, pues Rodríguez ha vivido ante- 
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nórmente en la República» no le son ya aplicables las 
prohibiciones relativas a inmigrantes. Habiendo inter- 
puesto el Sr, Fiscal de Cámara recurso extraordinario, 
viene ahora el caso a conocimiento de V. E. 

Haré notar, ante todo, que hasta este momento no 
se ha oído a Rodríguez. El Código de Procedimientos, 
admite que el habeas corpus se interponga por un ter- 
cero; mas una vez puesta la detención en conocimiento 
del Juez, ninguna razón de orden legal, ni práctico, 
media para que la causa continúe y sea resuelta en dos 
instancias sin darse al interesado la menor noticia de 
ello. La sent ^ncia denegatoria del Juez debió notificarse 
a Rodríguez, y sólo éste tuvo personería para apelar 
(art. 634 y 638, cód. eit). 

Pártese en el fallo apelado de que Rodríguez fué 
admitido a entrar a nuestro país en setiembre de 1913 
y en octubre de 1936; pero se prescinde por completo de 
que, al negársele la entrada en 1943, median motivos 
que no existieron en las oportunidades anteriores. En 
efecto, del informe oBrantc a fs. 3 despréndese que las 
ací :,T idades comunistas de Rodríguez se evidenciaron 
cuando, después de su admisión en 1036, fué llamado 
al Departamento de Policía con fines de identificación. 

Que las personas afiliadas al comunismo son inde- 
seables, lo tiene V. E. declarado inequívocamente en 
191: 390 y otros fallos concordantes. Corresponde ahora 
decidir si, una persona que no era viciosa ni inútil 
cuando ¿e la admitió por primera vez, adquiere ipso 
jacto el derecho irrevocable de volver a ser admitida 
cuantas veces retorne al país, aun cuando en estas nue- 
vas oportunidades resulte ya indeseable. 

Como elementos concretos de referencia, se dispone 
de este dato: Rodríguez salió del país por última vez 
el 4 do enero de 1942 y regresó el 28 de julio del co- 
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rríento año, después de más de diez y ocho meses de 
ausencia. 

La Cámara Federal invoca la jurisprudencia sen- 
tada- por V. E. en 164: 290 y 184: 101. Ninguno do esos 
tallos pudiera aplicarse por analogía al actual. En el 
primero [Uertowt) la Corte tuvo especialmente en 
cuerna no haberse demostrado que cambiaran las cir- 
cunstancias personales del recurrente entre una lle- 
gada y otra. En el segundo {Di Cesare) , V. E. admitió 
existir prueba de que no se trataba de persona inde- 
seable, pues había íl vivido y trabajado aquí durante 
años poniendo su brazo al servicio de la industria na- 
cional, garantía que es superior, y más eficaz, que la 
que pueda resultar de llenar los requisitos formales que 
se pretende exigirle". Se discutió entonces si podría 
admitírsele habiendo vuelto como pasajero subrepti- 
cio; mas no se invocó, para fundamentar el rechazo, 
que profesara ideas disolventes. Cuando, en otras oca- 
siones quiso hacerse valer el carácter de *' habitante" 
para justificar la entrada al país de enfermos conta- 
giosos ( lilíts Hernández, 173: 179), o desertores de bu- 
ques morcantes (Psaradelis, 171: 310), V. E. denegó 
el recurso. Agregaré que no hay constancia alguna de 
que Rodríguez haya trabajado útilmente en nuestro 
país, tenga aquí constituida su familia, o en otra forma 
haya probado que no es iudesoable. No se han traído a 
la vista ni el prontuario policial, ni el expediente admi- 
nistrativo N* 127.02*/43, citado a U 23. 

Por fin, la Kxcuiu. Cámara lia prescindido también 
de otras tres circunstancias: 




a) La ley 4t44. art. 3, autoriza al P. E. para im- 
pedir ta entrada al país de todo extranjero cuyos ante- 
cedentes autoricen a considerar que su conducta per- 
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turbará el orden público. Nada se preguntó al P. E. 
ea este caso. 

b) La ley N' 8111, sentó el principio de que cuan- 
do un naturalizado se ausenta por dos años a su país 
de origen, debe presumirse; renuncia a la ciudadanía 
que obtuvo; principio que importa modificar s listan - 
ciulnn i ijt<; el sistema anterior sobre conservación inde- 
finida del domicilio, sólo ávimo. 

c) La garantía constitucional del habeas corpus 
se suspende durante el estado de sitio. 

A mérito de lo expuesto, solicito de V. E. revoque, 
con costas, la sentencia apelada. Buenos Aires, noviem- 
bre 10 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, '29 de noviembre de 1943. 

V vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Ministerio Público contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital que hace lugar al 
recurso de babeas corpus deducido por Antonio Kovoa 
en favor de Eladio Kodríguez. 

Considerando : 

Que Eladio Rodríguez 1 legró al puerto de Buenos 
Aires el 28 de julio pasado a bordo del vapor Monte 
Albertia y la División de Inmigración prohibió su des- 
embarco y ordenó su reconducción por considerarlo ele- 
mento indeseable en razón de suh ideas comunistas 
— fs, 3 — y estar comprendido en el inc. d), del art. 10, 
del decreto reglamenta río de la ley 817, invocada por 
el Ministerio Público a fs. 4 para solicitar el rechazo 
del recurso. 
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Que de las í ii formad oucs solicitadas por la Cáma- 
ra a quo |«ra mejor proveer resulta que Rodríguez 
llegó «1 país el 20 de septiembre de IÍH;¡; que el 21 do 
marzo de V.KUi se eiuliarcó pura su país regresando el 
21 de octubre del mismo uño; que volvió a salir para 
su país el 4 tle enero de 1!>42 regresando el 2$ do julio 
pasado, ÍVelia de la resolución contra la que .se busca 
amparo. Resulta, además, que cuando salió la segunda 
vez lo hizo cun pasaporte expedido por el Consulado de 
España* pasaporte que no se expide a nadie que no 
justifique mediante informe de personas conceptuadas 
y conocidas del Consulado que gozan de buen concepto 
público y honorabilidad y que en el caso de Rodríguez, 
garantizó sus antecedentes la Compañía I barra, y que 
no se lia acreditado en autos un solo antecedente poli- 
cial o judicial de Rodríguez durante los veintidós años 
y seis meses de su primera estadía y los cinco años y 
tres meses de la segunda. 

Que se trata, por consiguiente, de un extranjero en- 
trado al país como inmigrante e incorporado al mismo 
por su radicación durante muchos años, cu el que ha 
trabajado, y por lo tanto un habitante del país ampa- 
rado por el arf. 14 de la Constitución Xucioaal, coa 
derecho a entrar, permanecer, transitar y salir del te- 
rritorío y al que no le es aplicable la ley SI 7, como lo 
ha resuelto la jurisprudencia de la Corte en casos aná- 
logos —Fallos: 1*14, 200; lí?4, 101—. Rasta referirse 
a los fundamentos allí expuestos para declarar bien 
concedido el recurso extraordinario y confirmar la sen- 
tencia apelada en cuanto ha podido ser materia del re- 
curso. 

Que la única cuestión debatida <-s la validez legal 
y constitucional de la prohibición de desembarcar en 
el país dictada por la Din ión de Inmigración; ella es 
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la que lia motivado el recurso de babeas corpus y ella 
es la única que lia privado a Rodríguez del derecho que 
se invoca a su favor. Es inoficioso, por lo tanto, y la 
Corle no debe pronunciarse sobre ellas» invocar otras 
situaciones y otras leyes que no se lian aplicado en el 
caso. Ello importaría nn pronunciamiento abstracto 
totalmente improcedente —Fallos: 103, 260 y 524 y los 
citados en ambos. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Nación, se confirma la sentencia apela- 
da de fs. 29 cu cuanto lia podido ser materia del recurso. 
Notifiquen y devuélvanse. 

Roberto Repetto (en disidetwia) 
— Antonio Saqarna — Luis 
Linares — B. A. Nazar An- 
ohoebna — F. Ramos Mejía. 



Disidencia del señor Presidente, doctor don Roberto 

Repetto 

Considerando : 

(¿ue el recurso extraordinario es procedente por ba- 
berse aplicado en la causa el art. 10, inc. d), del decreto 
reglamentario de la ley 817 resultando su interpreta- 
ción contraria al derecho fundado por el apelante en 
tal inciso. En su mérito y con arreglo a lo dispuesto por 
el art. 14, inc. 3*, de la ley 4$, así se declara. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión de- 
batida: 

Que a bordo del vapor Monie Albertia llegó al puer- 
to de Buenos Aires el pasajero Eladio Rodrigues!, es- 
pañol de cuarenta y cinco años de edad, titular de la 
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cédula de identidad núm» 178.606, expedida el 14 de ju- 
lio de por la Policía de la Capital. 

Que solicitado informe a esta última por la Direc- 
ción de inmigración acerca del nombrado pasajero Ela- 
dio Rodríguez expresó que al regresar de España el 
aü<j 1936 encontróse con el dirigente del frente popular 
español Basilio Alvnrcz en el local del Departamento, 
a quien hizo efusivas manifestaciones de amistad e in- 
terrogado sobre el origen de ella por las autoridades ex- 
presó que eran compañeros comunistas. 

Que no se lia producido en autos prueba para des- 
virtuar el informe de la policía que considera a Rodrí- 
guez como un elemento indeseable cuyo ingreso al país 
debe impedirse con arreglo a lo dispuesto en el a-t. 10, 
ine. d), del decreto reglamentario de la ley 817 —Fallos: 
191, 388; 151, 211. 

Por ello, los fundamentos concordantes del dicta- 
men del señor Procurador General y los de la sentencia 
de primera instancia, se revoca ln de fs. 29 quedando, 
por consiguiente, confirmada aquélla. Noüfíqucso y de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado de 
origen. 



AME TI ICO IVALDI v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: P«mÍOM«§ a los militare». Inutilización 



El cabo de la Arma. la inutilizado para la continuación de 
tu carrera por heridas recibidas en acto del servicio que 
lo ocasionaron la desarticulación metacarpo falAnffica del 
¡iodo indi'** de la mano derecha, tiene derecho a! beneficio 
establecido en el art. 17, tít. III, de lu ley 48f>G (*). 



(i) ££> di* noviembre ü> 1943. Fallos; 185,105. 
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MIGUEL R. GENTIL v. NACION ARGENTINA 
EJERCITO. 

El nombramiento do mib-tenientc de adminiat ración en co- 
misión no confiere la propiedad de ese grado y autoriza 
al P. E. a dur de baja a la persona así designada que, a su 
juicio, no satisfaga las condiciones requeridas para el 
desempeño de dicho cargo. (29 diciembre de 1943). 



' PABLO BRATER v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES. 

La ley 11.295 limita los beneficios que concede por sw 
art 1?, segunda parte, a los expedicionarios al desierto 
comprendidos en las leyes l(i02 y 2295, entre los cuales 
no se hallan incluidos quienes hayan participado en esaa 
campañas con posterioridad a la sanción de la ley men- 
cionada cu último término. 

PRESCRIPCION: Comienzo y ¡sentimiento íííí término. 

El término de prescripción de la acción para obtener el 
reconocimiento del derecho al beneficio establecido en el 
art. 1", segunda parte, de la ley 11.295, comenzó a correr 
desde la fecha de esta ley, y no desde la del decreto del 
7 de noviembre de 1940 que determinó la duración de la 
campaña al Cuaco (29 de noviembre 1943). 



PASTOR J. JURADO v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares, Inutilización 
para fa carrera militar. Ejercito. 

El cadete del Colegio Militar con el grado de sargento 
ayudante inutilizado para la continuación de su carrera 
por heridas recibidas en acto del servicio, que le ocasiona* 
ron en la rodilla derecha una artritis crónica traumática 
con lesiones asociadas de los ligamentos cruzado anterior 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



y lateral interno, tiene derecho ni beneficio establecido en 
el itrt, 18, tít. 1ÍI, de la ley 4707; o sen a unn pensión equi- 
valente al sueldo íntegro de subteniente (2í> de noviem- 
bre do um). 



ATILIO E. ('ATT A NEO v. NACION Alid ENTINA 
AMNISTÍA, 

La ley de amnistía 11.0'Jó no faculta al P, E. para acor- 
dar y denegar n su arbitrio la reincorporación de hw mi- 
litares a que aquélla se refiere, sino para que en los res- 
pectivos casos decrete esa medida con arreglo a lo dis- 
puesto por Iíls leyes orgánicas del ejército o de ta armada. 

AMNISTIA, 

Es procedente la reincorporación en situación de retiro y 
el cobro de los cnrrespoiifiicnies «neldos atrasados no afec- 
tados por la preaeripción quinquenal redamados por el 
militar comprendido en la ley ile amuistíii 11.(126" despuéB 
tic haber tnilwrnrririo más de dos aíins desde que fué. dcs- 
tiluído y dado de baja del ejercito. 

INTE ÍíKS[\S; iJtjitütat iñn. Ti¡>» tU> l»s intr renca. 

En *" iscnein de interés eonveneionnt, el que se mandil pa- 
par en las sentencias de ln Corte Suprema debe liquidarse 
al tipo cobrado por el Hauco de ln Nación en l:is opera- 
ciones ordinarias de deseuento en el lérmino eomprcudido 
en la liquidación. 

Sentencia ukl Juez Ei:ju;k.\l 

It neuos A i rrs, marzo ]:", de VM'l 

Y vistos: Para resolver cu definiliva este juicio seguido por 
Atibo E. Cat timen contra Ja Nación sobre reintegro de grado 
militar y CODFO de sueldos; y 

Resultando: 

Que el ictór man i fiesta (pie por decreto ilel r¡ol)ierno Pro- 
visión al de fecha 1* de diciembre de 1ÍW1 fué dado de baja 
del Ejército de ta Nación, en el que llegó a obtener el grado 
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do Teniente Coronel de Ingenieros y con el complemento de 
otros títulos profesionales que expresa. 

La baja decretada fué inolivada por el descubrimiento de 
una poderosa conspiración militar hecha con el único y ele- 
vado propósito de encauzar al país en el orden institucional 
o, ne bahía sido desviado por el movimiento revolucionario 

de iy;io. 

El Congreso Nacional, inspirarlo en tos sentimientos de 
hidalguía que non tradicionales en el Parlamento Argentino, 
ííitncíonó en l!t:)2 la ley de amnistía q¡úe lleva el número lí.üÜÜ. 

Por ella -so fiteultu al Poder líjeeutivo "para reincorpo- 
rar de acuerdo can las leyes orgánicas respectivas a los miem- 
bros del Ejército y Armada cpic ha» nn sido dadas do baja" 
por "delitos políticas y militares conexos con aquéllos, kíciii- 
prc que tules lie* luis no sean calificados de delitos por la le- 
gislación común y hubieren sido cometidos eon anterioridad a 
la presente ley". 

Reglamentando esa ley, el Poder Kjeciitivo por decreto 
n'' ]tt.77:t. fijó mi plazo de treinta días para que "las mili- 
tares, incluso aquellos que hubieran perdido su istmio militar 
que se consideren enni prendidos en la n mu Istia n contada por 
el articulo primero de !a ley u v ll.(¡:í(i, se presentaran a la 
Dirección (¡eneral del Personal <]e bis respectivos Ministerios 
haciéndolo constar y expresando asimismo, si hubiere lugar, 
ku deseo de ser incorporada al Ejército o A miada". 

La fijación del término para la presentación tic los inte- 
resal los y el rer[iiisito «pie se les impuso por dicho decreto ul 
exigirles que expresaran su (leseo de ser incorporados en acti- 
vidad al líjémtu o Armada, desvirtuaron los luios de la ley 
que olorgó la amnistía ipie a' deeir tic aquélla es amplia, y, 
por consiguiente, sin limitación alguna. 

Mu ese sentida es indudable que el decreto dictado por el 
P. E. ha modificarlo el espíritu de la ley, y como ello no es 
posible aceptarlo sin contrariar los más elementales principios 
del derecho constitucional, mi nulidad e.s innh.ji-lable de acuer- 
do a lo establecido en el art. 80, ine. 2'' de Ja Constitución Na- 
cional, por lo cual deja planteada esta cuestión. 

Por otra pjirle, huí posterioridad al decreto n* 10.773 el 
P. E, dictó olro que lleva e| número 13.1!)Í( por el cual se de- 
clara comprendidos cu el art. 1 ' de la ley U. tilín" a Um ex-ofi- 
eiales superiores que como él y el actual General de División 
don Severo Toranzo, no h.-ibíuvi expresado el deseo de incorpo- 
rarse en actividad de acuerdo a los beneficios de aquella ley. 

Más tarde, deupuós de este último decreto y cuando el 
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Elaio de treinta días fijado en el nrt. 1' del decreto 10.773 
abía vencido con mucho exceso, el General Toranzo se pre- 
sentó reclamando «u reincorporación, la que le fué concedida 
por el Gobierno. 

Estos hechas implican un reconocimiento implícito por por- 
te del IV E. de lu cxtralimilarióu en que ha incurrido al cerce- 
nar los beneficios de la ley de amnistía con las I i ai i (aciones del 
decreto re^hmienhi rio. 

Puna por alto la dualidad de criterio que el P. E. pone 
de manifiesto ni resolver de distinta manera situaciones aun* 
Jopas, la del señor (1 cuera] Turan/.» y la suya, para referirse 
ni iispertn lelilí de la cuestión. 

"La amnistía dice el Código de Justicia Militar, art. 
474 — , extingue la acción pemil y la pena con todns mis efectos 
y aprovecha a Pido* Uv* responsables del delito, aun cuando ya 
estuviesen condenados". 

Ahora bien, si su baja del Ejército fin' una pena y ésta 
por imperio de la ley quedó extinguida "con todos ñus efectos" 
por VÍTtlld de la amnistía con que ha sido beneficiado, es evi- 
dente que aiitimiáf ie.nnenio lia rcetipcnidii su condición de mi- 
litar vale decir, .<» estado militar, y «pie el V. B, debió decla- 
rarlo reintegrado n\ ejéreitn sin necesidad de que mediara para 
ello un requerimiento expreso suyo. 

La ley orgánica del Ejercito f4707). dice: "Kl ¡nado de 
cada oficial con In* cMip-aeiuiies y derechos irii'* Je «ñu inhe- 
rentes, constituyen "H attarfo militar", art. 15. 

Y más adelante inri. 2\\ agrega : "Dentro de mi estado 
militar, el ofieii» puede ocupar situaciones distintas, que son: 
la actividad, la inactividad y el retiro". 

Quiere decir que al devolvérsele con la amnistía el estado 
militar, necesaria mente ha debido encontrarse en una de esas 
tres situaciones. 

Explica como de bis tres situaciones la que Je corresponde 
es la de retiro y de ésta la que procede por haber revistado 
fuera de la actividad mas de dos «ños consecutivos. 

Kl reiuiíreso al Ejército en situación de retiro es un de- 
recho que nO le puede ser negado después de habérsele bene- 
ficiado con la ley de amnistía. 

Por tndo lo expuesto demanda a la Nación a fin de pie 

se lo reintegre ni grado de Teniente Coronel de IngenicrON en 
si( alción ile retiro y se fe mande liquidar los ludieres (pie como 
tai se le adeudan desde ■'! 1" de diciembre de 1!KM, con inte- 
resen deade bi notificación de la demanda, y lodo cotí cusían. 
Q 1 señor Representante de la Nación doctor Uualavo 
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Caraba! lo, al contestar Ja demanda, dice que para la acertada 
solución de la cuestión plantead» en la misma, conviene recor- 
dar que efectivamente la amnistía sancionada por el Congreso 
National fuá amplia y de conformidad a ella el actor estaría 
comprendido en sus beneficios. Pero, a los efectos de la reinte- 
gración a SU grftdo, n su reincorporación ni Ejército debe te- 
nerse prese r ,u.< el art. 1¿* de Ja ley It.f^tí dispone lo signíen- 

tc: KSta amnistía es timpiiu y el i\ E. t¡ur<l<\ farultmto para 
reincorporar, de acuerdo con las leyes orgánicas respectivos 
a fas miembros del ejército y armada que havuti «ido dados do" 
hoja y se encuentren comprendidos en el artículo nnlerior" 
IM la disposición de este artíi-ulose desprende que la reiri- 
cnrporacmn del actor, debe ser resuella por el P K. a quien 
inculta la ley para hacerlo. Pero dn ello, no se signe necesa- 
riamente-, no obstante la amplitud de la amnislía, q „e la rein- 
corporación sea automática, como Jo sostiene la demanda sino 
que la ley ha dejado librado al criterio del P, E. la aprecia- 
ción de cada cano, para conceder o denegar la reincorporación 
sujetando su proceder a las leyes orgánica' del ejército y rió 
la armada. Quiere decir que el Congreso, que jmdo hacer la 
reincorporación de loa militares comprendidos en I» amnistía 
"Jíen« * " la misma ley, limitó Jos beneficios a Ja aprcein- 
cion del p. E. 

Ello significa también que el P. R, en virtud de la facul- 
tad conferida, pudo, al reglamentar la ley, fijar un plazo 
para el acogimiento a sus beneficios o determinar los requisitos 
necesaricr pnra obtener la reincorporación. 

Y si el P. E. piulo denegar la reincorporación al actor, 
que no ajusté su presentación a las condiciones reglamentarias 
es evidente que tampoco está obligado a abonar los haberes re- 
clamados. 

Kn todo caso y para cualquier supuesto, opone desde ahora 
al cobro de haberes atrasados, la prescripción autorizada ñor 
el art, <1027 del Código Civil. 1 

Por todo lo expuesto, solicita se, rechace la demanda con 
costas. 

Y considerando : 

Que la ley de amnistía número ll.í¡2G por los proposito! 
que la informaron puestos Cn evidencia en el proyecto de )ey 
presentad" al llou. Congreso por el P. K,; en áu discusión 
parlamentaria y cu el propio teito de misma, es de carácter 

amplio y como tal debe interpretarse. 
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Qno por consio/uiente, o) art, 2* en dimito faculta ni P. E. 
"para reincorporar, do ámenlo con las levos ori»;inioiiN respec- 
tivas, a loa miembros del ejército y nrttituTa que huyan nido 
dados do baja y se encuentran comprendidos en el artículo 
Ulterior", puede dársele e] alcance que le ha asignado el 
P. K, al reducir por el decreto quo se iiLipiurmi y so pretexto 
de reglameniar'u, law condiciones para hacer efectivos los bañe- 
fieioH ile aquélla. 

facultad acordüda al 1*. E por dicho artículo, y dentro 
del criterio expuesto, no [Hiedo tener otro significado que el 
de ana im-rn autorización para que el l'oder Administrador 
de conformidad con Ins leyes orgánicas respectivas, íncorpnrara 
a los militares y marinos (pie al decir de] artículo primero fie 
la ley que se enmonta, son "lodos los <pic hubieron cometido 
delitos políticos y militaras conexas con aquéllo*", 

Entenderlo de otro anido, sería asignar al I*. K. un poder 

discrecional que éStá muy lejos de la mentó de la ky y además, 
sustituirlo al poder legislativo en una facultad que lo es irn- 
prorrofíahle (art. fi7, inc, *JS do la Constitución Nacional). 

Pero aunque así no fuera, el plazo do treiula días que 
el I*. K. lia ti, [;n lo por decreto n v Ht.TTít del i:í de octubre do 
|iara lu presentación "de Ins militares incluso aquello* 
{pie hubieran perdido mi estad*) militar que .so consideren enm- 
prendidos en la ainnistu! acordada por el art.. 1" de la ley 
lU>-fi", habría resultado exiguo en extremo mí so estima fpio, 
como eá público y notorio, a la (eche tío haber saín dictado, 
erail muchos Jos comprendidos i'Ti él fpio se cncnill raban aloja- 
tíos del país y por tanto. al contrariar el espíritu de la ley dcs- 

1 huido a reglamentar^ habría violado el art. w¡, inc. 1¡'' de la 
Coimt it iieióu Nacional, 

(¿lie i-ir enaiilii a la prescripción que se opone y fpte Sfl 
finiría en el articulo 4027 del Código Civil, procedí- y asi m 
declara, por tratarse de diferencias de niciisualiilrido.s atra- 
íanlas, 

|*or estas consideraciones, fallo: Iteelarando que la 
cióu, de conformidad ni nrtíeulo segundo de la ley nuco mil 
Reinen uto.s veintiséis, está obligada a reincorporar al actor ¡Ion 
Al dio l'l Caftán en, al ejército, de acuerdo con la ley orgánica 
riwqcetiva y a abonarlo las mensual ¡dude* devengada» con an- 
terioridad a los cinco liños do la interposición de ln ileiruiinla, 
con Interese* del b' '. a contar dtsdc lu notificación do la 
misma Cuntas por «ti orden atenta la mil lindeza de la causa. — 
Alfolio K. /Warrf. 
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Sentencia de la TUiara Federal 

Buenos Airea, 22 de septiembre de 1943. 

Considerando: 

Que al solicitar el actor por vía administrativa Bn rein- 
corporación al tijércíto uo expresó que esa reincorporación 
fuera en actividad sino simplemente "de aeucrdo con los pre- 
ceptos légales en vi<*nr'\ Bn consecuencia no existe la contra- 
dicción rpicj se aduce a fs. 74 entre aquel U petícífin y ta for- 
mulada en ente juicio, por lo cual deben considerarse" llenado» 
las requisitos legales pava demandar a la Nación, 

Que en cuanto al fondo del asunto t-idic agregar a laa 
consideraciones qtte formula el señor juez a tino que habién- 
dose impuesto como pena al ootor su destitución y baja del 
Ejército (\'h. H de las actuaciones administrativas) esa pona 
quedó extinguida y borrados todos sos efectos por la nmiiÍNtía 
decretada por la Ley 11.(i2li, de conformidad por lo dispuesto 
por Jos artfculn oHfí y 598 drl Código de Justicia Militar. Él 
propio I*. 10. recomu-ió al actor mi re los militares compren- 
didos por loa beneficias de lu ley de amnistía, como resulta 
di-1 decreto d<-l 21 do novicndiri' de 1932; transcripto a fs. M7. 

Que en cnanto a la prescripción, en evidente que con la 
sanción de la ley citada el recurrente (pauló en condiciones de 
Kül ¡citar su reincorporación y el pago de mi* 1 talleres, Ins 
míales, por ser mensuales, presei ¡h"ri a los cinco años, dt- 
acuerdo con lo dispuesto por el fne. ;{•' del art. HL7 del (Yxligo 
('¡vil. Ni» existe mérito tampoco, para modificar lo rchuclto por 
lu aentiuieia con respecto a las castas, dada la naturaleza de 
bis cuestiones debatidas. 

En su mérito y por sus fundamentos se confirma en todas 
Mis partes y sin costas el fallo anclado tic fs, (¡tí en eatos autos 
HcKuiilns por Atibo K. Cettálieo eontrii la Nación, por rcinle- 
(ilación dé grado y cobro de sncbbw, - If.irartttt Villar Patudo, 
— Cario* dü Úampil^ — Juuh A. QontúU» Calderón (ea 

disidencia). — Varían [terrera. 

fíí.iüh-tiriil 

Y TistOS i I*or los funda menl os cpie nduee el Ministerio 
Fiscal i'n ambas instancias ( tu. Sjft, 7-1 y Híí), voto, por lu re* 

rooatorni de la Kcntciicín apclmla ríe fu * tii>, y, cu eons leticia 

por vi rceba/o de la demanda Juan A ContáUs Calderón, 
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FALLO m LA COItTfi SÜP1ÍEMA 

Buenos Aires, 29 de noviembre de 1043. 

Y vistos: el recurso ordinario de apelación deduci- 
do cu lo» autos: "Afilio K Cuttáneo v./ la Nación, so- 
bro reintegro de grado y cobro do sueldos", ron t ra la 
sentencia dictada por la Cámara Federal de la Capital. 

Por sus fu ii da u lentos se confirma en lo principal la 
sentencia apelada de Es. i>~ y se lu modifica en cuanto 
señala el tipo del interés devengado, estableciéndose nne 
es el tjne fija el Banco de la Nación Argentina. Sin eos- 
tas as snio en esta instancia, dada la naturaleza ríe las 
cuestiones planteadas, llágase saber y devuélvanse al 
tribunal de procedencia, donde so repondrá el papel. 

líoaKinn Rkj'ETTo — Antonio Sa- 
o ai; n a — Luts Linahks — B. 
A. Naüau Aníuioukna — F. 
Lía m os Mkjía. 



JOSE 1). (¡KAKFIGNA V Uno. Ltda. S. A. v. IMPUKS- 

TOS INTERNOS 

IMPV ESTOS INThUSOSí lt*'<jtmrn revivo. 

Lu cii*ciiiistitiii'¡:i ile que el virn* jrriivntlo y vendido por el 
b^dejpii ro como ^i'im ínti resulta ser, |1 pmeticarte un 

Ai„íIlhLh en el punto de iIcmIíimi, hchirlii nrlifu iiil npta 

pani el i-otiMim», tur \n\*\\\ pjini cnriMiilmirlu cu in friicrión 
¡i I ii rt ¡ifi de tu ley Ít7t¡4 (27, T. <M k¡ la.s coimi niciw ile 
úiittm tiutnnzmi a presumir (|iie el cjuikl>ir> He ha operixlo 

pi>r lu itteftttfdji del caramelo que contento el vino. 
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l'UESCltíI'ClON- Prescripción de acciones en particular. Lcyn 
especíale*. 

Na es h'plii'íibh* lo dispuesto en la ley 11.585 sino los arta. 
ti:l, utv rv, (¡'.I y l>7 del Código Penal, conforme a los eua- 
leá iJ Im» declararse cumplida la prescripción de la accí/m, 
fii el hecho qne se investida no constituye una infracción 
al ;irt. :i(¡ de la ley :i"(¡4 (27, T. O.) y sólo w halla en 
cuestión si importa o no violación de lo establecido en el 
art. 10 de la ley 4863. 

FALLO DE LA COIfTK SUPREMA 

Buenos Aires, 2!) de noviembre de 1943. 

V vistos: La demanda contenciosa deducida por Jo- 
sé I). Graffigoa y lino. Ltda. S. A. a fin de que se 
revoque la resolución del Sr. Administrador General do 
Impuestos Infernos que Je impone una mulla, venida en 
apelación ordinaria, en tercera instancia de la Cámara 
Federal de Api dación de Mein loza. 

Considerando: 

Que do autos residían probmlos los siguientes lie- 
dlos : la firma adora vende a la sucesión Bernia Sales 
2.101 MI ros de vino genuino, que le remite a la ciudad 
de Córdoba bajo análisis que acreditaba tal calidad; 
practicado un análisis de ese vino para su fracciona- 
miento resultó vino no genuino apto para el consumo, 
por lo cual el Administrador General de Impuestos In- 
ternéis, considerando que ese hecho importaba haber 
expendido un vino clasificado como bebida artificial sin 
sufragar el impuesto correspondiente del art. 4K de la 
ley l-.HH, lo ipie con.slituye una infracción de las p re- 
visas por el mi. 36 tic la ley .H7ÍH —27 T. le im- 
pone una mulla de * ¡J.^filJ m/n. 
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Que el multado funda su demanda sosteniendo que 
remitió vino génuino pagando el impuesto correspon- 
diente por cuanto tal era el producto elaborado, según 
resultaba del análisis oficial résped i vo; que si después 
lia aparecido glucosa y dfex trina era una evo lucí ó» ulte- 
rior del vino, debido quizás al caramelo que se le agrega 
eou la tolerancia oficial, no lia habido fraude ni res- 
ponsabilidad por su parte; (pie en todo easo podría 
existir una infracción al art. Hl de la ley 4.'!d.'í, pero ni 
esa existe por enante» el expendio del producto corno vino 
genuino no se lia hecho u sabiendas de, la errónea clasi- 
ficación. 

Que la sentencia de primera instancia y la apelada 
que la confirma declinan proscripta la acción, por enn- 
siderar que la infracción es la prevista por el art. 10 de 
la ley 4363, penada con la multa que estnbleee el art. 14 
fíe la misma, por lo que el Ministerio Públieo interpone 
el recurso concedido. 

Que para resolver la procedencia o improcedencia 
de la prescripción, la primera cuestión a establecer es 
la de qué infracción constituyen los beehos prohados, 
pues la natura le/a tic la infracción no depende de la 
calificación que haga la administración. Ksta forte ha 
ertlahh eido que el art. IU> de la ley .'m<¡4 n» sanciona la 
sola viola, ión formal de las disposiciones legales o regla- 
mentarias, por lo cual las penas que establecí» no son de 
necesaria aplicación cuando el contribuyente justificare 
su falta de intención de defraudar o las constancias do 
ñutos no permitan concluir razonablemente qu lia exis- 
tido esa intención Fallos: ISfJ, 70 y los allí erados—. 
Si se tiene cu cuenta, aplicando el mismo criterio, que 
al vino se le había agregado caramelo, que el caramelo 
usado era inapto para uso euo lógico — fs. 27 — y que no 
puede descarta» se la posibilidad de que la adición de glu- 
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cosa comprobada tonga su origen en el enrámelo adi- 
cionado, según lo afirma textualmente el informe de la 
Oficina Química Nacional de fs. 21, es indudable que no 
puedo afirmarse, sin grave peligro de incurrir en error, 
que se haya expedido el vino declarando falsamente su 
calidad con mira de defraudar el impuesto pagando uno 
menor que H correspondiente. 

(¿lie, descartada así la infracción del art. 'AG de la 
ley a?(¡4 —27 T. O.— solo ciueda la infracción al art. 10 
de la ley 4:ííí;í, solí re la que no eorrespor, a* pronunciar- 
se por cuanto se ha operado la prescripción de la ac- 
ción. La ley citada no es de impuesto, la prescripción 
de la acción que de sus infracciones nace está regida 
por el Código Penal, no se interrumpe por los procedi- 
mientos judiciales y se cumple en el termino de dos años 
en el peor de los casos, término que ha transcurrido des- 
de la comisión de la infracción, que se habría cometido 
al expedirse el vino el 20 de noviembre de 1930 — fs. 
6 — ; art. 02, inc. 5, fili y 67 del Código Penal; Fallos: 
184, 70. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. ííti que declara p rescripta la acción penal 
contra la firma S. A. José 1). (Jraffigna y líno. Ltda., 
sin costas. Notifíquese y en su oportunidad devuélvan- 
se los autos 

IÍoíieiito Repktto — Luis Lina- 
res — Ji. A. Nazas Ancho- 

UKNA — F. IÍAMOS MeJIA. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



Año 1943 - Diciembre 



AGUSTIN FERNANDEZ MEDIANO Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA* , ■ 

^«Og^tfl «I juez del l„ B „ r ,] ont fc f|I¿ ^ d , f 

«A-Hpii.* se cometió por otro, autores y « conSn *S 

nU «t ,nMn,,d0 .Pw «"« último hecho/con mayor 
razuu desde í|Ut . j >revmo cn • '"«vwr 

Dictamen i> E r, Phocubadob General 
Suprema CorW; 

Pienso que los lundamonfo.s dados a fa. 2428 por la 
Cámara Foc ora! do Apclnoión do Tueumán para in- 

*'t r ™ ] ¿ d00, ? r r Í " n (í ° "'W*"* W formulara 
a ¿3?8 fc m jmtmym las nuonea ijeehoa valor por 

« "Imjidi. de la Capital «1 declararse ain 

nnsc H.y.on Añádese ahora a ollo r la viata del Sr. 
liHoal do Cámara d, Tueumán ffs. 2427) favorable a 
Ja iosis do c,uc ( .H al juez do sección do dicha ciudad a 
pten corresponde inlc-vcnir cu ,1 proceso, concorde 
con mi dictamen de fs. 2424, 
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En efecto, el delito do circulación de billetes fal- 
sos, materia del proceso, aparece claramente cometido 
en Tucumún, y nada obsta a que lo separe del delito 
de falsificación que motivó el proceso de 192(J. A tal 
respecto, y brevitatis causa, doy por reproducidas las 
referencias de fs. 2419, 2421 y 2427. Hi alguna duda 
quedase sobre el particular, el art. 30" del Código de 
Procedimientos en lo Criminal la desvanecería, al es- 
tablecer que en te 'es circunstancias debe continuar con 
el proceso el juez que previno, lín este caso, lo es el 
de Tucumún. 

Además las larticulnridadcs de este voluminoso 
proceso, ful lado ya en primera instancia (fs, 2158/ 
2226), y la circunstancia de liaberse reunido en Tucu- 
mún los abundantes elementos de juicio acumulados 
en autos, son otros tantos elementos do criterio con- 
cordantes para decidir que la causa prosiga su trami- 
tación ante la jurisdicción donde la circulación de los 
billetes falsos se llevó a cabo. 

Corresponde, en consecuencia, dirimir a favor del 
Jn oz de ¿Sección de Tucumún la contienda de compe- 
tencia negativa planteada (urt. 9, ley 4055). Buenos 
Aires, noviembre 19 de VM'¿, — Juan Alvares. 

FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Uuenos Aires, 1» de diciembre de 1943. 

Y vistos: La contienda de competencia negativa 
trabada entre las Cámaras Federales de Apelación de 
Tuciunáu y fie la Capital de la Nación para conocer en 
la causa sobro falsificación y circulación de billetes de 
Banco seguida contra Agustín Fernández Mediano y 
otros; y 
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Considerando : 

Que el delito de falsificación de billetes, de acuer- 
do con las constancias de autos, habría sido cometido 
el año 1926 en la ciudad de Buenos Aires por Otto 
Máximo Ewerr, dando motivo ai correspondiente pro- 
ceso que le fuera incoado ante los tribunales de esa 
ciudad. En cambio, el delito de circulación de billetes 
falsos aparece realizado en la ciudad de Tueumán el 
año 1ÍKÍ9, es decir, trece años después de bcclia la fal- 
sificación, y por personas distintas. 

Que entre los procesados por esto último delito 
aparece Agata Galiffí de Lueehini, bija do Juan Ga- 
Hffi. Éste habría sido quien el ano 1ÍÍ2G encargara a 
Ewert la falsificación do los billetes que trece anos 
después se hicieron circular en Tueumán. 

Que el parentesco de padre a bija sería la única 
conexión existente entre el delito de falsificación de 
billetes y el do circulación de los mismos, E)se hecho 
es insuficiente por sí solo para determinar aquélla, 
desde que Agata Gnliffi de Luccliini entró en posesión 
de los billetes falsificados p»r haberlos encontrado en 
una bodega en Mendoza mucho después do producidos 
y su circulación fué resuelta por procesados extraños 
a la falsificación y aun podría asegurarse, sin mucho 
riesgo, ignorándolo Ewert y Oaliffi. 

Que aun en el caso de que así no fuera y alguna 
dudn quedara recrea de la competencia, el art 36 del 
Código de Procedimientos resuelvo el punto ordenando 
que entienda en la causa el tribunal que haya preveni- 
do en ella, esto es, la Cámara Federal de Tueumán, 

Por ello y los fundamentos del precedente dicta- 
men del señor Procurador General se declara que es 
competente para conocer en la presente causa la Cá- 
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mará Federal de Tueumán, a quien se remitirán los 
autos, haciéndose saber en la forma de estilo a la Cá- 
mara Federal de la Capital. 

RoHEirm Repetto — Luis Lina- 
res — B. A. Na zar Ancho- 
kkx a — F. Hamos Mejía. 

■ 



FRANCISCO BAIOORR1 v, NACION ARGENTINA 

EMPLEADOS PViiLICOS: Nombramiento y cesación. 

La desifíimcióii de un proícwir titular por el l\ E. en 
reemplazo de otro que se. hallaba suspendido, importa se- 
parar a éste de su carprn y le priva del derecho a cobrar 
sueldo en lo sucesivo (*)• 



MARIA E. L. BARKENEC1IEA Y OTROS v. NACION 

ARGENTINA 

BBCVRSO ORDINARIO DK APELACION: Canos, Juicio» en q«$ 

la Nación ra parte. 

Para ln procedencia del recurso ordinario de apelación 
previsto en el art. 3, me. 2, de ln ley 4065, es indiferente 
míe el intuito de lo reclamado por cada uno de los actores 
mío ejercen conjuntamente la acción sen inferior a cinco 
ni ¡i pesos, con Inl rpie la mima total de las cantidades 
demandadas exceda dicho límite. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, I o de diciembre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Becurso 
de hecho deducido por el Procurador Fiscal de la Cá- 



(i) 1* de diciembre 'tú 194X Fallos: 144, iBÍ. 
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mará Federal —Capital— en los autos Barrenechea 
María Estefanía Luisa y otros c/ Fisco Nacional", pa- 
ra decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la ley 40 ja, en su art. 3% iue. 2% admite contra 
las sentencias definitivas de las Cámaras Federales, 
eü los juicios en que la Nación es parte, una apelación 
en tercera instancia ordinaria para ante esta Corte, 
"siempre que el valor disputado excediere de cinco 
mil pesos" —Fallos : 194, 108; 106, 602 y los allí citados. 

Que eso recurso constituyo una garantía otorgada 
al Fisco Nacional —Fallos: 104, ÜJ5 ; lí>7, ÍMt.'í— que no 
se supedita al cumplimiento de oíros requisitos que los 
que menciona la disposición legal citada. Y que se limi- 
taría en su alcance, si pese a ser la suma discutida en 
el pleito, superior a m$u. 5,000, se lo denegara sobre 
la base de razones no contempladas por la ley, como 
la pluralidad de los interesados en la causa, y el mon- 
to interior a la cantidad mencionada, de la parte civil 
de cada uno. 

Que pese a la falta de precedentes expresos solí re 
la cuestión, ella debe considerarse implícitamente de- 
cidida en la forma que lo hace el presente pronuncia- 
miento, por la numerosa jurisprudencia del Tribunal 
referente al requisito del monto necesario para la pro- 
cedencia del recurso de los ¡nes. 1 y 2, del art. ,'Í g , do 
la ley 40.>5, que nunca ha denegado la apelación ordina- 
ria por razón de la circunstancia en que so funda el 
auto de fs. 99 del principal. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
interpuesto a fs. 98 vta. del principal. En consecuen- 
cia, Autos y a la oficina a los efectos del art. 8 P do la 
ley mira. 4055. Señalándose los lunes y jueves o el si- 
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guíente día hábil si ulguno de a (mellos no lo fuere para 
notificaciones en Secretaría. 

Antón* io Sacar na — Luis Lina- 
res — B. A. Xazab Ancho- 
BBxa — F. Hamos Mejú. 



PROVINCIA DE 'íl'ENus Al ií ES v. EMILIA M. FAZIO 
Y LAtílElíi til, MüáS 

COSTAS: Efecto de la contiena en cosUu, 

Los pastos necesarios pnrn el cumplimiento Se In tarea 
encomendada n los peritos, adelantados por el expropiado, 
son susceptibles de recuperarse i!e la contraparte cnudena- 
dn en costas, pues no está?) comprendidos eu la suma re- 
gulada a los expertas en e Hilad de honorarias ui entre las 
"crwtas persorales" o "cOK.ds" (*■)• 



S. A. INMOBILIARIA Al¡lí U'OLA Y GANADERA 
"CRESri)" v. IMIOYIWIA DE TU OI 'MAN 

PRUEBA : Trttiaoí. 

La ley federal "ífl no (tldiga a presentar abiertos las pliegos 
a cuyo tenor deberán ser interrogados los tesinas por el 
juez de otra jurisdicción comisionado i* ese efecto. 

PRUEBA : ÍH<tru mentó*. 

Es improcedente la designación del actuario o de un escri- 
ba no público para informar ¡il Tribunal acerca de la exis- 
tencia y tenor de las constancias de los libros de las 
oficinas públicas, pues corresponde requerir dicha infor- 
mación u los jefes de las mismas. 

PRUEBA: Principio» pcneftiJ*». 

La prueba deba reea-r sobro hechos determinados y no 
convertirse en investiguen -n«w generales o indeterminadas. 



(i> 1» il.. JicU-mhrc u> VMX Fallos: IS7, 634; 198, 103. 
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PRUEBA; Imt rímenlos. 

La regla según la cual las tartos no están obligada» a pro- 
ducir !a prueba que convenga a la contraria no rige res- 
pecto de las constancias de los libros y archivos públicos ; 
por lo que procede exigir a la provincia demandada la 
remisión dé los documentos referentes a las cuestiones dis- 
cutidas en el juicio, do los cuales, además, ha intentado 
valerse acompañando su copia fotográfica 



CAYETANO IíEPETTO Y JOSE GITjLI v. NACION 

ARGENTINA 

ADUviXA : Importación, Ptttffm tfal destino. 

El destino de las mercaderías introducidas libres de dere- 
chos sólo puede ser probado en la forma establecida por 
las arta. 27 de la ley 11.281 y 4 y SÍgtea de su decreto 
reglamentario. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, marzo 31 de 1943. 

Y vistos: Para resolver en definitiva esta causa seguida 
por Cayetano Repetto y José Gilli contra la Nación sobre 
repetición de una suma de dinero; y resultando: 

Que los actores manifiestan (pie formaban una sociedad 
Comercial Repetto, Goffin, Gilli y Cía. que se ocupaba eu la 
elaboración de tejidos. 

Que en el año 19Í10 se conservaban varias partidas de hi- 
lados que se emplearon en la elaboración de tejidos. 

Que no obstante que la referida sociedad había entrado 
en liquidación la Aduana formuló cargos por derechos diferen- 
ciales, a raíz del cual el Fisco Nacional inició acción por la 
suma de $ 11.727,15 m/n„ ante este mismo juzgado y secre- 
taría, . 

Que previa liquidación del Fisco, abonaron la suma de 

$ 14.955.0f» m/n. por capital, intereses y costas. 



<0 1» «lo diciembre do 1943. Fallos: 121, 183; 185, 213; 187, 433; 
189, 393, 
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Agregan que luego de la disolucióu de la sociedad que for- 
maban parte, los libros respectivos quedaron en poder del le- 
trado de la misma lo que se eomuuicó a la Aduana, quien no 
ae ocupo de verificar el empleo dado a toa hilados, de acuer- 
do a las anotaciones que por disposición de esa repartición, 
llevan debidamente rubricados los indos» ri¡i!es. 

Dicen que no tuvieron noticia del juicio de apremio sino 
por aviso de los Bancos que trabaron embarcos en sus cuentas 
particulares por mandato judicial, siendo condenados sin ser 
oídos abonaron Ja expresada «urna de $ 14.95o.0G m/n. euya 
devolución piden por ser improcedente el juicio de apremio 
en mérito de haberse industrializado en 1930 el hilado impor- 
tado conforme a las constancias de los libros a que se han 
referido y como lo tienen dicho, la Aduana no quiso verificar. 

Que habiéndose efectuado el pago bajo protesta y funda- 
do su derecho en los arts. 320 de la ley 50 y 972 y concordan- 
tes del i'. Civil, terminan snlieitando se haga lugar a la acción, 
con intereses y coatas, 

Que el Sr. Procurador Fiscal, doctor Pauiueei Cornejo, al 
contestar la demanda, solicita mi rechazo con costas, y niega 
lo que afirman los actores en cuanto no quede expresamente 
reconocido en su escrito. 

Agrega que está con varado por la jurisprudencia que en 
la repetición de impuestos debe deducirse la prolcsfa simultá- 
nea en la que ontesleu los fundamentos de hecho y de dere- 
cho que no pretendan hacer valer en juicio y especial mente, que 
la objeción constitucional sea expresa ((\ S., t. 182-218). 

En el presente caso la protesta consiste en escritas presen- 
tarlos a IV .'57 y .">¡i ■[ ■■ ! ¡mlns: "Fisco Nacional e,/ Repetto, 
Goffin. (¡illi y Cía. — ejecutivo" y en esos escritos no se cum- 
plen los requisitos enunciados para que la protesta sea válida. 

Que la comprobación de destino de la mercadería debe 
hacerse al mes siguiente del año de la importación de los hila- 
dos conforme al art. 27 de la ley 11.2*1 y ló del reglamento 
del IS He frhreni de 1 ( >2I. mediante un '"estado demostrativo" 
conforinndo por la Inspección ííeneral de Rentas y aprobado 
por el Ministerio de Hacienda, no pudiéndolo hacer en otra 
forma ni ahora en esta causa ya que esa comprobación de des- 
tino tiene un plazo fijado que bus actores no han cumplido. 

Que debe aplicarse entonces, el art. 10 i ti finr de la ley 50. 

Tampoco han dicho nada les actores respecto a la docu- 
mcntaeíón de despacho aduanero para acreditar la efectividad 
de la importación y en especial 9a procedencia de la exención 
que reclaman. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



359 



Que estas omisiones van funda mentales como lo ha dicho 
la Corte Suprema y las exenciones a las leyes de impuestos 
deben si'i' aprobados claramente, y en caso de < i mía, resolverlos 
siempre en favor del listado (C. S., t. 178-75). 

Termina diciendo que los actores sólo' pueden pedir la de- 
volución del capital y sus intereses no así los demás gastos 
orí trinados por el juicio, o sea en este caso, la devolución de 
ta suma de § 14.846,56 m/n. t y pide el rechazo de la demanda 
cotí costas. 

Y considerando ¡ 

Que el juicio ejecutivo en el cual los actores abonaron la 
suma (pie hoy pretenden repetir se siguió contra la sociedad 
"Repetí o, (Jol'fin, Oilli y Cía.". En dicho juicio el señor De- 
fensor Oficial nombrado en representación de la Sociedad, se 
opuso a la falta de personería en la demandada en razón de 
que ella había sido disnelta con ¡interioridad a la iniciación 
de la demanda. La Cámara Federal por sentencia dictada 
con fecha 3 de noviembre de 1Í)3!Í resolvió confirmar la sen- 
tencia del inferior por cuanto el scíi'M' Defensor Oficial 130 
había probado en la estación oportuna tal circunstancia. Vale 
decir, tpie tino de los motivos entre otros en <,tie los actores 
fundan la presente demanda, o sea, la disolución de la Socie- 
dad a ta época de la iniciación del referido juicio no ha sido 
tratad" y no hay por consiguiente, al respecto, casa juzgada. 

Que sentado lo expuesto, los actores prueban en el sub-lite, 
con informes de testigos y la prueba pericial agregada (fs. 37), 
que la sociedad de que formaron parte fué d ¡suelta por expi- 
ración del término del contrato el año 1930, esto es. con ante- 
rioridad a la fecha cu que aquel juicio sumario fué iniciado. 
Pero lo que no se ha probado es que dicha sociedad hubiera 
sido liquidada, — cosa distinta — , en dicha fecha, por lo que 
ri friendo los artículos 434 y 435 del C. de Comercio pudo hábil- 
mente ser ejecutada. 

Que entrando al fondo del asunto de conformidad con lo 
dictaminado por el perito designado en autos que se basa en 
las libros del archivo los que al ser llevados en forma pres- 
cripta por el C. de Comercio y disposiciones aduaneras perti- 
nentes hacen plena fe, resulta que la misma industrializó todo 
el hilado existente al 31 de diciembre de 1029, con excepción 
de una pequeña cantidad menor del 10 % que la Aduana de 
la Capital aceptó como desperdicio y que la misma repartición 
recibió en oportunidad noticia de la disolución de la Sociedad 
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por lo cual cabe declarar que el impuesto que se le ha obligado 
a pagar carece do razón legal ; 

Que en lo referente a los pagos que se repiten, ellos fue- 
ron protestadas en forma correcta según consta a fojas 37 y 
50 del juicio ngregado. 

Que con respecto a las costas y costos que se incluyen en 
la cantidad demandada no procede su repetición de confor- 
midad a la constante jurisprudencia existente. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: declarando que la Nación 
debo devolver a los actores, Cayetano Itepetto y José Oilli, . 
la suma de $ 14.84(i.;"i0 ni/n., importe del capital c intereses 
que les fué cobrado en el juicio de apremio, con intereses del 
6 % desde la notificación de la demanda y sin costas, por 
cuanto el Pisco pudo creerse con derecho a perseguirlos en 
aquel juicio. — Alfonso E. Pocvard. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 22 de septiembre de 1943. 

Y vistos: Considerando: 

Que el fallo transcripto en el t. 102, pág, 378 de su colec- 
ción la Corte Suprema lm establecido "que los ürts, 27 de la 
ley 11.281 y 4 y siguientes tlcl tlem-tn reglamentario no rigen 
el supuesto en "que la Aduana ha percibido derechos de im- 
portación respecto de mercaderías liberadas de ellos. El des- 
tino de éstas puede ser aprobado, a los efectos de lo K pr linón 
del pago, por los medios autorizados por las leyes que rigen 
al procedimiento en juicio". Y agrega que, a los efectos de 
obtener la devolución de los derechos aduaneros cobrados in- 
debidamente ñor et Fi«co sobre mercaderías libres de elfos por 
razón de su destino, éste puedo probarse mediante el informe 
de peritos contadores fundado en los libros de amérelo del 
actor. En el caso sub-lite. no se trata de la repetición de dere- 
chas cobrados por ta Aduana ni introducirse la mercadería; 
lo que se pretende repetir son derechos cobrados por el Pisco 
en un juicio ejecutivo, a raíz de no babor cumplido lo* actores 
con las exigencias del decreto reglamentario sobre comproba- 
ción de destino de la mercadería, la cual había sido introducida 
libre de derechos. 

Que en talos condiciones, resulta evidente que no es apli- 
cable al caso la jurisprudencia aludida y reiterada sobre am- 
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plitud de ta prueba, porque al haber facultado la ley 11.281 
en su art, 27 al P. E. para establecer la., precauciones nece- 
sarias pava acordar el despacho libre y al haberlas establecido 
el P. É. en loa artículos 4 y siguientes de la ley de Aduana, 
ee entendió, .sin duda, (pie el despacho libre se otorgaba con la 
condición de que el beneficiario cumpliera extrictamente esas 
precauciones, entre las cuales se encuentra Ja de presentar 
dentro del primer mes de cada año un estado demostrativo de 
los materiales, etc. introducidos, el cual debía seguir el trá- 
mite marcado por el art. 15 hasta su aprobación. La omisión 
por el introductor de cualquiera de esas medidas nrecaucio- 
nales — en el ¿«no la presentación del referido estado — • im- 
porta, el incumplimiento de la condición bajo la cual se le otor- 
gó el despacho libre y por lo tanto su obligación de abonar 
los derechos respectivos. 

Que admitir una solución contraria, es decir, que el 
importador pretenda probar después de cierto tiempo y por 
otros medios de prueba el destino de Ja mercadería que ha 
introducido libre de derechos, importaría tanto corno desvirtuar 
totalmente las refrías de control establecidas por el P. E. en 
cumplimiento de la ley. 

Que a todo eJlo cabe ngregar que, c *mo lo ha hecho notar 
el Sr. Procurador Fiscal, de las constancias de fs. 14, 56 y 66 
del juicio seguido por tíiinonetti y otros contra la actora, surge 
que fueron embargados y vendidos en remate público parte de 
los hilados, los que de tal manera, tuvieron un destino distin- 
to al que motivó la franquicia. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada de fs. 79, 
sin costas atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 
Devuélvanse. — Ricardo Villar Palacio. — Carlos del Campi- 
llo. — Juan A. González Calderón. — Carlos Herrera. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 do diciembre de 1943. 

Y vistos : los recursos de nulidad y apelación ordi- 
naria deducidos en los autos: "Kcpctto Cayetano y 
Gilli José v/. la Nación, sobre repetición *\ contra la 
sentencia dictada por la Cámara Federal de la Capital. 

Por sus fundamentos; porque en la eausa C. S. 
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192-378 se contempló una situación distinta a la de 
autos, desde que la Aduana aparecía percibiendo dere- 
chos de importación respecto de mercaderías exentas 
de ellos, lo que no ocurre en ei presente y no resultan- 
do que durante la substanciación del juicio se lia ya in- 
currido en algunos de los vicios a que alude el nrt. 
233 de la ley 50, se confirma la sentencia apelada 
de fojas 91. Sin costas asimismo en esta instancia, dada 
la naturaliza de las cuestiones planteadas. 

II Aírase sabor y devuélvanse al tribunal^de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 



COXSTITUCIOX XACIOXAL: Cún*t<t>wUm<ütthi,l o ¡Hvoitstíturh' 
nulidad. Decretos naviotmlrí. Impuestos Internos. 

Las disposiciones rcglamcntaráis qu»? establecen presun- 
ción»** df fraude susceptibles de prueba en contrario pava 
determinadas infracciones a las leyes y decretos sobre 
impnestus internos*, como medio de facilitar 3n percepción 
y el control del gravamen, son constitucionalmente. vá- 
lidas 

IMPUESTOS INTERNOS: Raimen represivo. 

Las anotaciones que según el art. 23. tít. VIL de la Tfc- 
glanientRcinii (¡encial de Impuestos hitemos, deben prac- 
ticarse en los lihrus oficiales son las de las productos cla- 
boradn.s "en bruto", .sin descaen tn por cálculo de "bo- 
rras" qne sí» compensan o cubren con las tolerancias regla- 
mentarias acordadas cu concepto de mermas. 

IMPUESTOS ¡XTEItXOS: Régimen repreñw. 

Incurre en la infracción prevista por el art. 36 de la 
ley 3764 (27. T. O.) el bodeguero que, después de baber 



Antonio Sagarxa — B. A. XA- 
ZAR A MOREN A — F. Ra- 

mos IIejía. 



¡s. A. LÍ'IS FILII'I'INE Ltda. 
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hecho los asientos correspondientes en el libro oficial has- 
ta la fecha en que se efectuó la inspección al estableci- 
miento, dió ingreso en el mismo libro y con una fecha 
anterior a una cantidad de litros de vino por "desborre", 
alegando que había omitido hacerlo oportunamente y atri- 
buyendo esa diferencia a un error en el cálculo del pro- 
ducido de borras que debió obtener de la elaboración del 
vino. 

IMPUESTOS IX TERSOS: Régimen represivo. 

A las efectos de la aplicación de las sanciones establecidas 
|,„r el art. 37 de la ley 3764 (28, T. O.) no se requiere 
la existencia de intención delictuosa, pues basta la infrac- 
ción a las disposiciones legales o reglamentarias. 

Sentencia del Juez Federal 

Mendoza, octubre 26 de 1942. 

Y vistos: Estos autos X» 85.441 caratulados "S. A. Luis 
Pilippini Ltda. contra Impuestos Internos, por recurso con- 
tencioso administrativo", resulta: 

Que practicados por empleadas de la Administración Ge- 
neral de Impuestos Internos con fecha 18 de agosto de 1938, 
una inspección c inventario de los vinos existentes en la bode- 
ga inscripta bajo el N» 83-A, de propiedad de la S, A. Luis 
Filippini Ltda., aita en el departamento de Godoy Cruz de 
esta provincia comprobaron : a) La existencia de 5.000 litros 
de vino criollo contenidos en una pileta identificada bajo el 
131 y la llegada, en el momento de la inspección, de un 
camifin tan (pie conduciendo 5.075 litros de vino que, según 
manifestación de la interesada, procede de la bodega de la 
S. A. Cremasehi Tinos, y corresponde al mismo vino que el 
contenido en la pileta 131; b) La existencia de 150.000 
litros de vino contenidas en las cubas N» 75 y 76 de los cuales, 
según constancias en el libro oficial, 140.190 litros proceden 
del traslado de la bodega de la S. A. Francisco F. Calise y el 
resto de un vino que existía en la bodega; c) La existencia 
de 16 toneles numerados 214 al 22í> de una capacidad de 
100 hectolitros cada uno, que no figuraban en el plano oficial; 
y (1) El ingreso con fecha 7 de agosto de 1938 de la cantidad 
de 49.870 litros de vino por "desborre", después de hacer los 
asientos cor respondientes cu el libro oficial basta el 18 del 
mismo mes y año. 
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Que el inventario practicado el mismo día de la inspección 
arrojó una diferencia de 10.966 Jiltros de vino de menos, 
comprendida dentro de la tolerancia reglamentaria. 

Que instruido el sumario correspondiente, por resolución 
de la autoridad administrativa de fecha Í9 de setiembre 
de 1940, se impuso a la S. A. Luis Filippini Ltda., la obliga- 
ción de abonar cu concepto do multa la suma de $ 30.122 m/n., 
descompuesta en la siguiente forma: $ 100 por el hecho, rela- 
cionado en el punto by de haber cortado los 140.190 litros 
de vino recibidos del traslado de la bodega S. A. Francisco 
P. Calise antes de que se efectuara .d verificación correspon- 
diente por parte de la Administración de Impuestos Internos 
y de haber pasado a la misma la común ¡ración reglamentaria, 
en infracción art. 28 del tít. Vil de la Reglamentación Gene- 
ral, reprimida con la sanción del art. 28 del T, O. de las leyes 
de Impuestos Internos; $ 100, de acuerdo con la sanción del 
mismo artículo del T. O., por la circunstancia determinada 
en el punto c) de haber introducido modificaciones en sus ins- 
talaciones de bodega sin permiso previo y presentación de los 
datos reglamentarios en infracción al art. 6 7 del título I de la 
Reglamentación General; y $ 29.922, equivalente a los diez 
tantos del impuesto correspondiente a los 49,870 litros de vino 
anotados en el libro oficial en la forma relacionada en el 
punto d) y declarados ^u fraude de acuerdo a lo dispuesto 
por los arts. 23 del tít. VII de la Reglamentación General 
y 27 del citado Texto Ordenado. 

Disconforme con la sanción impuesta se presenta ante 
este juzgado, deduciendo el presente recurso contencioso ad- 
ministrativo, y 

Considerando : 

L Sostiene la sociedad recurrente que al vencimiento del 
plazo fijado por el art. 23 del tít. Vil dr* la Reglamentación 
Genera), so anotó una cantidad determinada de vino como 
existencia total en bodega» calculada en base a la capacidad 
de los envases y deducción dn Ja borra que contiene un vino 
recién elaborado, pero al efectuarse ci trasiego se obtuvo rafia 
vino del calculado en un principio a causa de un error en la 
cantidad de borra asignada al mismo. Que inmediatamente de 
conocer la cantidad exacta de vino obtenida del trasiego 
realizado después del l" de aguato, ron fecha 7 del mismo mes 
y año, anotó en el libro oficial' la diferencia de vino de más 
constatada. 

El art. 23 del tít. VII de la Reglamentación General dis- 
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pone que "en los libros de bodega deberán anotarse, dentro 
do los tres meses de puestos los mostos en cuba y nunca des- 
pués del 1° de «posto, todos los caldos existentes, eomo vino 
elaborado. Vencido esc término toda existencia no declarada 
será considerada de fraude" t y el art. 27 del T. O. de las 
leyes de impuestos internos, establece: "cualquier ffdsa decla- 
ración, acto u omisión que tenga por mira defraudar los im- 
puestos internos Será penada con una multa de diez tantos de 
la suma que se ha pretendido defraudar". 

Quiere decir entonces, que para que baya infracción al 
art 2íí del tít. VII de la Reglamentación General, pasible de 
la sanción del art. 27 del T. O., es necesario que exista una can- 
tidad de vino elaborada no declarada y que esa falsa decla- 
ración, acto u omisión tenga per mira defraudar los impuestos 
internos. 

Tal interpretación es la ajustada de acuerdo a lo estableci- 
do por la Suprema Corte de la Nación que en diversas ocasio- 
nes ha resuelto que " la sola violación formal de las leyes y regla- 
mento», no autoriza la aplicación de la sanción del art. 27 del 
T. O. (36 de la ley 3764), si de las actuaciones no se desprende 
el propósito de defraudar por parte del inculpado'* y también 
que "las penas no son de ncccwfiria aplicación cuando el con- 
tribuyente justifica su falta de intención de defraudar". 

Ahora bien, en el presente caso y como se consigna en el 
acta labrada eoti motivo de la inspección — firmada de confor- 
midad por la recurrente— la cantidad de 49.870 litros de vino 
obtenida por desborre fuó anotada en el libro oficial en pre- 
sencia de los empleados actuantes y a continuación de los asien- 
tos correspondientes a las operaciones de traslado efectuadas 
el mismo día de la inspección. Tal conclusión es forzoso ya que 
no es pasible tomar en consideración la simple afirmación de la 
recurrente, en el sentido de que el asiento observado fué anotado 
con anterioridad al momento de la inspección, puesto que no 
ha producido en autos prueba alguna que la sustente como 
tampoco ninguna tendiente a acreditar que dicha partida de 
vino haya sido realmente obtenida p<M* desborre y que en conse- 
cuencia alejen la presunción de fraude establecida la ley. 

II. Que de los hechos, debidamente constatados en las ac- 
tuaciones administrativas, a que se refieren los puntas h) ye), 
constituyen infracciones a los arts. 28, tít. VII y 6» tít. T de 
la Reglamentación General, y por lo tanto, la multa de $ 200 
moneda nacional impuesta a la reenrrenie de conformidad con 
el art. 2fi del texto ordenado de las leyes de impuestos inter- 
nos, es procedente y su monto equitativo. 
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Por i >s fundamentos expuestos y constancias de autos, re- 
suelvo : No hacer tugar al recurso interpuesto por la S. A. Luía 
Filippmi Ltda. contra la resolución administrativa de fecha 
19 de setiembre do 1040. corrieute a fs. 72 del Sumario N« 2469, 
Sección 23» año 1938 y, e» consecuencia condénase a la socie- 
dad recurrente a abonar la mima de $ 30.122 m/n. de acuerdo 
con las sanciones establecidos por los arte. 27 y 28 del T. O. 
de las leyes de Impuestos Internos. Con costas. — II. Dacza 
González. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, julio 14 de 1943. 

Vistos: Y considerando: 

Que la recurrente se agravia sólo de la multa de $ 29.922, — 
aplicada pOJ ii/*aei*ión al art. 23, tít, VII, de la tteglamontaeión 
General de tus i j*ca de impuestos internos, y de acuerdo a la 
sanción est !>' cida por el art. 27 del texto ordenado; con lo 
qne quedan nsentidas. y por ende fuera de discusión en esta 
iiistaueia, las otra» dos multas de cien pesos cada una, impues- 
tas por la Administración y mantenidas por el a-quO t por Iris 
infracciones a que se refieren los punte*» b) y c) especificados 
en la sentencia recurrida. 

Que la multa discutida fué impuesta por (pie Ifi causante, 
después de hacer los asientos correspondientes en el libro ofi- 
cial hasta el día í$ de aposto de 1938, en que se efectuó la 
inspección al establecimiento, dio ingreso en el mismo libro con 
fecha 7 del mee a vna cantidad de 49.870 litros de vino por 
"desborre", alegato o que había omitido hacerlo oportunamen- 
te; y al fundar su recurso, la hombrada Sociedad atribuye esa 
diferencia "a un error al calcular el producido de borras que 
debía obtener del total de la elaboración de 3.480.7')0 litros de 
vino", error que fué descubierto al efectuar el desborre el día 
7 de agosto, y que hizo la anotación o denuncio de esa dife- 
rencia, antes que los Empleados de Impuestos Internos realiza- 
ran la inspección c inventario. 

Que la diferencia o existencia de los 49.870 litros de vino 
en cuestión, no debe ni puede atribuirse a la causa expresada 
por la recurrente, porque las anotaciones que deben hacerse y 
ec hacen en los libros oficiales de bodega, son las de los "caldos 
existentes como vino elaborado", es decir, de las productos ela- 
borados tomados cu "bruto", sin descuento alguno por cálculos 
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de "borras" comedidas en esos caldos, como resulta bien claro 
del texto del nrt. 23, tít. VII de la Itcg lamentación General. 
Las borran contenidas en esos caldos, como igualmente las de- 
más pérdidas que puedan producirse por derrames, evaporacio- 
nes, etc., se compensan o cubren con las "tolerancias" regla- 
mentarias, acordadas en concepto de "mermas" por el art. 26 
del mismo título antes citado, 3' que son, el 3 % en el primer 
mes que sigue a la conclusión de la cosecha, el 2 % en el 
segundo, el 1 % en el tercero, el Mí % mensual en los nueve 
meses siguiente, y en los años subsiguientes el i¿ % mensual; 
vale dci'ir, que en los primeros tres meses posteriores a la con- 
clusión de la cosecha, ln tolerancia llega al 6 %» porcentaje que 
cubre con esceso las borras que deben separarse en ese lapso. 
Tal es, también, 1» inteligencia dada a esas disposiciones regla- 
mentarias por las Reparticiones técnicas de la Nación, o sea, 
las Direcciones Generales de Impuestos Internos y de Vitivi- 
nicultura, según sus informes de fe. 85 a 94, expedidos a reque- 
rimiento del Tribunal para mejor resolver. 

Que es por ello, precisamente, que cuando se efectúan los 
desborres, las bodegas no dan cuenta a la Administración de 
Impuestos Internas para su debido control, como tendría que 
ser si procediera hacer carpos o descargos por tal concepto, pues 
el resultado de los desborres están de antemano compensados 
o cubiertos con las "tolerancias" reglamentarias, no dehiendo 
practicarse anotación alguna por tal concepto. Ello resulta co- 
rroborado con los propios libros de la recurrente, en los que, 
con excepción de la partida cuestionada y de otra de 22.000 li- 
tros por el rubro de "Entrado por corte y desborre", *n el 
año 1934, no existe ninguna otra anotación desde enero de 1933 
por dicho concepto, sin que sea dado suponer que en todas las 
demás operaciones se hoya calculado con toda exactitud el con- 
tenido de borras existentes en los vinos elaborados, antes del 
1» de agosto de cada año. Tales asientos deben considerarse, 
pues, simples recursos para cohonestar la infracción cometida. 

Que del testimonio del acta de inspección, corriente a fs. 1 
a 3 del sumario originario del presento recurso, y de la anota- 
ción respectiva hecha en el libro oficial de bodega, correspon- 
diente al año 1938, presentarlo por la recurrente a requerimien- 
to del Tribunal, resulta que la anotación de los 49.870 litros de 
vino, si bien fechada el 7 do ngasto de 1938, Jo fué realmente 
el día 18. fecha en que se practicó la inspección, ya que ella 
aparece asentada después de las anotaciones correspondientes al 
movimiento de la bodega habido en esa misma fecha; debiendo 
presumirse, lógicamente, que tal anotación antidatada se hizo 
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a objeto da justificar ante loe Empleados Inspectores, la exis- 
tencia de esa canti'lail de vino que no aparecía en los libros 
hasta ese momento, <■ >u violación del art. 23, tít. VII citado. 

tjue la cireunstuneia de que en los libros de la Bodega 
haya otros asientos que no observan estrictamente un orden 
cronológico, como lo informa el actuario a fe. 95, no justifica 
tal antidataciúii, pues siempre resulta que la anotación sub-litc, 
se hizo estando Jas fimplctuloH actuantes de la inspección, en 
el establecimiento, como se expresa textualmente cu el acta de 
referencia; to que evidencia la falta de espontaneidad del de- 
nuncio o anotación de esa existencia, ocultada hasta ese mo- 
mento, sin duda alguna con miras de defraudar, como lo presu- 
me la citada disposición reglumentaria, sin que la recurrente 
haya demostrado lo contrario. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, fie la 
confirma en lo que ha sido materia del recurso. — J. Vera 
Valle jo. — Jost E, Rodríguez Saá. — Agustín de la Beta. 
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Buenos Aires, 3 de diciembre de 1943. 

Y vista lu precedente causa caratulada 41 S. A, Luía 
Filippini Ltda. contra Impuestos Internos por recurso 
contencioso administrativo'* para conocer en la misma 
por vía do la apelación ordinaria concedida a fs. 100 
vta. 

Y considerando: 

Que esta Corte lia tenido oportunidad de declarar 
la validez de las disposiciones reglamentarias que es- 
tablecen presunciones de fraude, susceptibles do prue- 
ba en contrario del contribuyente, para determinadas 
infracciones a las leyes y decretos en materia de im- 
puestos internos, como medio de facilitar la percepción 
del gravamen y su control —Fallos: 178, 224; 162, 244 
y 249; 105, 153 cutre otros, 

Que el Tribunal encuentra acertada la interpre- 
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taeión del art. 23 del Tít. VII de la Reglamentación 
General tío Impuestos Internos, que hace la resolución 
apelada, en el sentido de que las anotaciones que re- 
quiere se practiquen en los libros oficiales, son las de 
los productos elaborados "en bruto* sin descuento 
por cálculo de "borras". 

Que u ios efectos de la aplicación de las sanciones 
establecidas en el art. 37 de la ley 3764 —28 del T. O.— 
basta la infracción a las disposiciones legales o regla- 
mentarias, y no se requiere la existencia do intención 
delictuosa —Fallos: 194, 116 y 317. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
de la sentencia de fs. 96, se la confirma en todas sus 
partes. Con costas. 

Hágase saber: devuélvanse los autos al tribunal 
de su procedencia j repóngase el papel en el juzgado de 
origen. 

Antonio Sagahna — Luis Luía- 
bes — B. A. Nazau Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



SARA CARBALLO DE PARENTE v. NACION 
ARGENTINA 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: Relación entré el siniestro y el 
trabajo. 

El art. I 9 , inc. c) de la ley 12.631 no aclara sino que mo- 
difica el art, 1« de la ley í)688 y ( por consiguiente, no 
rige respecto de loa accidentes ocurridos antes de bu vi- 
gencia. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: Relación entre el siniestro y 4 
trabajo. 

La ley 9688 no responsabiliza al patrón por el accidente 
de tránsito sufrido por el obrero a la entrada o el regreso 
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de sus tarcas, que no se ha debulo a peligro o dificultades 
inherentes al acceso o a la salida del lugar doude tra- 
baja ('). 



DOMINGO AMEZOLA v. BERNARDINA GONZALEZ 
AIRALA DE AMEZOLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no 
fedérale,*. Interpretación de normas locales de procedimiento. 

Por regla general, el recurso extraordinario no procede 
respecto de resoluciones que se limitan n desestimar la 
nulidad de un pronunciamiento anterior, pues resuelven 
una cuestión meramente procesal, ajena a la jurisdicción 
de la Corte Suprema ( 2 ). 

VSCVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales, Inttrprelarúm de norman locales de procedimiento. 

La decisión respecto n las costas devengadas en litiprio se- 
guido en jurisdicción local, reviste carácter procesal y no 
es susceptible de recurso extraordinario ni aun mediante 
la invocación de disposiciones constitucionales 



CARMEN CASAS 1>F, ROMERO v. MUNICIPALIDAD DE 
LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

EXPROPIACION: IndrmnUacMn. Intereses. 

De acuerdo a lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución 
Nacional, el dueño de una fracción de tierra ocupada de 
hecho por la Municipalidad con fines de utilidad públi- 
ca y expropiada después por procedimiento indirecto, 
tiene derecho a cobrar intereses sobre el precio desde la 
fecha ile la despasexión; no okstnnte que ésta se haya reali- 
zado pura transformar dicha extensión en sentido favo- 
rable a los intereses del propietario, que éste haya perma- 
necido innetivo durante años después de la ocupación y 
que el bien expropiado fuera insuseeplible de producir 
renta. 



fi) 3 do ili.-¡..ml.ri> ,1* luía. Fnflns: 17í>. 1.17; 187, 383. 
(3) 3 da <1 hambre ilc 1ÍM3. Fallo»; 1ÍW, 354. 
(■) Fallos: 193. 01; 104, 67. 
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Buenos Aires, C do diciembre de 1943. 

Y vistos; Para resolver el recurso extraordinario, 
cuya procedencia se declaró por sentencia de esta Cor- 
te que corre a fs. 158 ('). 

Considerando : 

Que la sentencia de fs. 142 no hizo lugar al pago 
de intereses desde el día de la ocupación, fundándose 
en que lo ocupado por la Municipalidad fue una exten- 
sión de tierra de la aetora insusceptible de explota- 
ción productiva, es decir, de producir renta; en que la 
ocupación se hizo para transformar en un sentido cla- 
ramente favorable a los intereses del propietario, el 
.estado de esa extensión; y cu la negligencia del pro- 
pietario que no obstó ni reclamó de la ocupación hasta 
la promoción de este juicio, lieconoco esa sentencia que 
la Municipalidad realizó la ocupación sin convenio con 
el propietario, ni autorización judicial, lo cual constitu- 
ye una indudable irregularidad (v, fs, 148). 

Sobre la base de esos hechos — que no pueden ser 
revisados por esta Corte en función del recurso extra- 
ordinario — correspondo decidir, como única cuestión 
federal, si la Municipalidad debe pagar a la parte ape- 
lante, además del precio del terreno, una suma en con- 
cepto de intereses desde la fecha de la expropiación 
de hecho. 

Disponiendo el ari. 17 do la Constitución que la 
expropiación debe ser previamente indemnizada, es pa- 



(i) Fallos: 105, dcmdo cutan iniblEeados le» antecedentes del 

cnso. 



¡fe. 
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tente qne al no haberse cumplirlo por parto de la expro- 
piante que cometió esa violación del derecho de pro- 
piedad, eon el pago previo del valor del terreno ocupado, 
ha privado a su propietario por lo menos de los frutos 
civiles o intereses del precio que debió abonar con an- 
terioridad a la ocupación, aun cuando fuera verdad que 
el terreno de que se apropió indebidamente "era insus- 
ccptible de explotación productiva". Dichos intereses 
han debido computarse al fijarse la indemnización, 
puesto que ésta comprende 14 todos los gravámenes o 
perjuicios que sean consecuencia forzosa de la expro- 
piación", como lo dice el art. 1G de la ley 189 y lo ha 
decidido esta Corte en reiterados fallos (28, 45S; 30, 
47; 38, 5 i 61, 438; 82, 415; 130, 52; 181, 332). 

No puede aceptarse, anle los términos del art. 17 
de la Constitución, que la ocupación se hiciera por la 
Municipalidad "para transformar en un sentido clara- 
mente favorable a los intereses del propietario, el esta- 
do de esa extensión", desde que ella sólo pudo haberse 
producido por causa de utilidad pública, aun ruando de 
ella derivara un beneficio al resto de la tierra aledaña 
del expropiado, ni tampoco que la negligencia del pro- 
pietario, que no reclamó hasta la promoción de este 
juicio, sea causa legal para cercenarle su derecho de 
propiedad, privándole de la justa indemnización. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador 
General de la Nación, se revoca la sentencia apelada 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. Hágase 
saber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el 
juzgado de origen. 

Antonio Sagabna — Luis Lina- 
iies — B. A. Nazah Ancho- 
be na — P. Ramos Mejía. 
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JOSE Hi APAOLAZA 

ASMADA. 

Los cadetes de la Escuela Naval carecen del empleo y 
íi nido inheíetttes al estado militar y pueden sor dados de 
luí ja por el P, E. en ejereieio de facultades discrecionales. 

ARMADA. 

Kl cadete de la Escuela Naval expulsado por el Consejo 
de Disciplina, reincorporado luego por decreto del P. B. 
y dado nuevamente de baja por otro decreto fundado 
en los antecedentes que motivaron la anterior separación, 
no tiene derecho para exigir que se le reintegre en su 
condición de alumno ni a que se le acuerde retiro con el 
grado de guard ¡amarina ni a indemnización alguna por 
los daños y perjuicios que le liaya causado la expulsión. 



Sextencia del Juez Federal 

Buenos A j ros, setiembre 22 de 1942. 

Y vistos? Los caratuladas : "Apaolaza Josú Héetor con- 
tra Gobierno de la Nación, sobre restitución de grado", de 
su estudio resulta : 

1* A fs. 1 e! actor por derecho propio, deduce demanda 
por restitución de grado de gunrdiamarina en actividad en 
situación de retiro, y subsiguientemente, por el cobro de loe 
haberes correspondientes a dicho grado, desde la fecha que 
correspondía su promoción, el l 9 de abril de 1931, eon intereses 
y costas. 

Expresa que el 17 de junio de 1927 se le dio de baja como 
cadete de 4 ? año de la Escuela Naval Militar, por el Consejo 
de Disciplina de la Escuela, como castigo por haber interve- 
nido en un incidente con un condiscípulo. El 23 de marzo de 
1ÍI29 fué reincorporado por decreto del P. E. aprobando los 
exámenes de las materias de 4* año y embarcándose en abril 
de 1930 en el buque Escuela Fragata Presidente Sarmiento y 
aprobó a bordo las asignaturas y pruebas reglamentarias ocu- 
pando del 15 al 20 orden de mérito entre los 27 cadetes aspi- 
rantes a guardiamarinas y cuando se disponía a rendir las 
últimas pruebas, llegó a bordo la orden general n g 166 de" la 
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Dirección general de Personal transcribiendo el decreto del 
20 de noviembre de 1930 por el que se le daba de baja. 

Funda en derecho su demanda sosteniendo que un decreto 
que aféete derechos jwrsnnalcs o patrimoniales;, no puede 
ser derogado por otro decreto, y porque el de fecha 20 de 
noviembre de 1030, dispuso un nuevo castigo por un mismo 
hecho. Hace presente que por el art. 33 de la Reglamentación 
de Retiros Militares, se equipara a los cadetes del Colegio Mi- 
litar del último ano, a los sub-lcnieníes. 

Para el easo de no hacerse lugar a la reparación que 
solicita, demanda la indemnización de los daños y perjuicios 
que le ocasionó el mencionado decreto y calculando que hu- 
biera llegado por lo menos al grado de Capitán de Xa vio. 
reclama trescientos diez, mil pesos que importan los sueldos 
que habría dejado de percibir durante 30 años de servicios 
simples que es el máximo de tiempo para el retiro. Pide in- 
tereses y costas. Invoca los aris. 499, 505, 519, 567, 10U8, K)G9 
del C. Civil. 

2* A fs. 49 amplía el actor los términos de la demanda 
en el sentirlo que la reintegración solicitada debe ser en la 
situación que tenía de cadete de 5® año de la Escuela Naval 
con derecho a rendir la materia titulada navegación y el exa- 
men final de curso; 2") o en su defecto se le acuerde el re- 
tiro con ei grado de (i u a tilia mar i na y el pago de los haberes 
que ha dejado fio percibir y 3») cu caso de no concederse 
ninguna de las reparaciones de carácter profesional se condene 
a la demandada a pagar los daños y perjuicios reclamados, 
con sus intereses y costas. 

3" Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
iado de la demanda, es contestada por el Sr, Procurador Fis- 
cal Dr. Paulneei Cornejo a fs. 73 quien pide el rechazo de la 
demanda con cosías. Sostiene la incompetencia de jurisdicción 
para conocer en la demanda por tratarse de un asunto sujeto 
a la privativa apreciación del P, E. Que existe cosa juzgada, 
causada por la expulsión del cadete Apaolaza, y en consecuen- 
cia fué nulo, el decreto de reincorporación. Opone la prescrip- 
ción de diez anos (art. 4023 del Cód. Civil) por haber trans- 
currido desde que se le dió de baja; opone la prescripción del 
art. 4030 aplicable al error que pudo viciar el decreto de baja; 
opone la prescripción de cinco años contra los haberos deven- 
gados basta cinco años antes d*' la demanda. En cuanto al 
fondo del asunto, manifiesta que la reincorporación no serta 
posible en ninguna hipótesis por no reunir las condiciones r^- 
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¡¿lamentarías, el prado de guardiamarina no puede restituírse- 
le porque minea lo tuvo y las daños y perjuicios, tienen una 
base completamente ilusoria. 

Considerando : 

1" Que la incompetencia de jurisdicción que plantea el 
señor Procurador Fiscal es improcedente, puesto que la cir- 
cunstaucia de ventilarse cuestiones que sean de apreciación 
privativa del I\ fí., podría autorizar a que se reehaee la de- 
manda por falta de acción, pero no impide al actor que de- 
mande judicialmente lo que cree le corresponde en derecho. 

*2f* Prescripción de diez anos. También es improcedente 
esta defensa, pues el término de diez años, no debe contarse 
desde que se le dio de baja por vez primera en junto de 1927, 
sino desde que se le dió de baja después de la reincorporación 
(decreto del 20 de noviembre de 1930) (fs. 16) y como la 
demanda se de<\ijo el 12 de noviembre de 194(1 (carpo de fe, 
(i) se habría ii.ierrumpido su curso (ait. 3986, del C, Cívil). 

:í* Prescripción de dos años. No es procedente tal defen- 
sa pues el decreto de 20 de noviembre de 1930, o es válido o 
está afectado de nulidad absoluta no prescriptible, y en con- 
secuencia, no le sería aplicable la prescripción de los actos 
afectados de error, aunque la parte actora, en una calificación 
que no obliga al tribunal, que suple el derecho, haya expre- 
sado que sólo por error se haya podido diciar el referido 
decreto. 

4" Prescripción de cinco años. Habiéndose opuesto sobre 
los ludieres cinco años anteriores a l.i demanda, y rumo ésta 
persigue el cobro de los haberes sólo en una forma subsidiaria 
corresponde previamente analizar el derecho a la reintegración 
a Ja situación de cadete de íi» año con los derechos que se es- 
pecifican en el escrito de fs. 49. 

5" Que aun cuando en la época en que el actor, perte- 
neció a la Escuela Naval M ¡litar, no estaba en vigor el Regla- 
mento Orgánico del Personal de la Armada, aprobado por 
decreto del P. E. de 30 de abril de 1938 (fs. 121) en cuyo 
art. 179 (fs. 1?4) se estableee que "el cadete es militar" cabo 
afirmar que revés fía tal carácter en aquel entonces por estar 
sujeto en un todo a la legislación y reglamentos militare*. 

6' Qne n pesar de ello, los antecedentes administrativos 
que obran agregados llevan a la conclusión de que en esta 
causa no es aplicable la jiu ¡aprudencia invocada por el actor, 
que ha establecido que un decreto que afecte derechos patrirao- 
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nialea o personales, no puede derogado por otro decreto 
sin previa decisión judicial y sin incurrir en las responsabili- 
dades consiguientes, jurisprudencia que ambas parles del juicio 
lineen valer: la netora para obtener la decía ración di» utilidad 
del decreto de 20 de noviembre de 1930 (fs. 10) v la deman- 
dada el de 2:j de marzo de IÍI2U (fe. 42). 

7* Que el decreto de 2H de marzo de lí>29, que dispuso 
el alta en la Escuela Naval .Militar del actor, no i^iá afectado 
de nulidad, puesto (pie la. baja del actor fué dispuesta por el 
Consejo de Disciplina de la Esencia Naval, y aún cuando ni 
el mismo actor lia puesto ni disensión la competencia de dicho 
cuerpo, para darlo de baja, el Presidente de la Nación está 
facultado por la Constitución Nación»!, por Bu carácter de co- 
mandante en jefe de las fuerzas de mar y tierra (art. 86 ine. 
15), para dejar sin eiedo sus resoluciones, sin que a dio ubste 
el burgo transotimo del tiempo desde que fue dado de baja y 
dispuesta Ja reincorporación. 

8 ? Que del mismo modo como e] 1*, E.. pudo en ejercicio 
de facultades 3i«e¡recion»1es. dejar sin efecto Ja resolución del 
Consejo de Disciplina de la Escuela Naval, también pudo darlo 
de baja, como lo hizo por decreto de 20 de noviembre de VX\0. 
En efecto, la jurisprudencia sobre irrevoeabilídad de decretos 
que causan estado, sólo es aplicable, cuando obra el Poder Ad- 
ministrador en virtud de! ejercicio de facultades regladas (fa- 
lle: S. C. X; t. 17!), pág. 427; t. ISO. pófr. 230; t. 181, pág. 
224) pero no puede hacerse extensiva a ios casos en que actúa 
en virtud de las discreciomile*!, porque de lo contrario se afec- 
taría grave mente la buena armonía de los tres poderes del 
Gobierno. Y no puede el Poder Judicial, entrar a analizar la 
oportunidad o desacierto de lo resuelto por la razón ya expre- 
sada de que se trata del uso de una facultad discrecional (art. 
86 ine. 15 y 16 de la Constituí ;ióit Nacional) cuyo carácter 
de tal no puede discutirse bajo concepto alguno, puesto que 
sería perturbador que el Poder Judicial pudiera entrar a ana- 
lizar si mediaron o no razones para expulsar a un cadete o lo 
mismo sería, a un empleado de 3a administración, o a un 
sargento, de policía, etc.. ete. 

Precisamente la Corte Suprema lia resuelto (Fallos; t. 
148, pág. Ió7) <pie la facultad de remover o destituir a los 
empleadas milita res de la Nación, que no sean oficiales su- 
periores del Ejército y Armada, está implícita y virt intímente 
comprendida en la atribución de nombrar, por ser una posición 
inherente a este último poder. Y la circunstancia de haher 
recaído sentencia absolutoria le Tribunales Militares res- 
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pecto de la falta en que el 1\ E: funda el decreto de destitu- 
ción de un Subteniente de Administración, no Iiace proce- 
dente la impugnación de aquella resolución en la que el P. E. 
lia actuado dentro de las límite» de .sus poderes constitucionales. 

9' Que sin perjuicio de lo dicho, cabe, a mayor abunda- 
miento, tener presente que el decreto (pie dispiiMi la baja fué 
precedido de un miarme del Director General del Personal del 
Ministerio de Marina en el que textualmente se expresa: "Los 
peni dios antecedentes de los cadetes Suugíorgio y Apaolaza hacen 
que se les considere poco deseables y futuros elementos de discor- 
dia en el escalafón de oficiales de la Armada. Siendo incum- 
bencia de esta Dirección (ieneral velar por que se incorporen 
n él elementos respetuosos, disciplinados y correctos, es de opi- 
nión que deben ser el i mi nados'*. 

10* Que por 1^ expuesto la demanda no puede prosperar 
ni en cuanto a la reintegración que persigue, ni en cuanto al 
retiro con el grado de (juardiainarina, pretensión que no tiene 
fundamento cu ninguna disposición legal, dadas las causales 
de Iti separación del ador, ni ni pago de b alteres, ni a los daños 
y perjuicios, atento lo dispuesto en los arts. 1071 y 1111 del 
Código Civil. 

Por todo lo cuai fallos Rechazando la demanda, sin costas 
por no encontrar mérito para imponerlas. — Alfonso E. Poc- 
ctird 



Senttpntia oe la Cámara Federal 

Buenos Aires, 20 de agosto de 1943, 
Vistos y considerando: 

Que según el art, 16 tít. IT enp. IU de la ley 48afí Orgá- 
nica de la Armada, solamente los oficiales tienen estado mili- 
tar eon las oblicaeiones y derechos que le son inherentes. Los 
alumnos de la Escuela Naval son simples aspirantes a ingresar 
en el cuerpo de oficiales, como surge del art. 49 del mismo 
título, cap. IV de la ley citada y como tales carecen de empleo 
y grado, de manera que no puede hablarse de desposesión de 
los mismos ní es aplicable, por lo tanto, la jurisprudencia ci- 
tada referente a reintegro de grado militar. 

Que los alumnos referidos, ingresan y salen de ta Escue- 
la Naval de acuerdo con las disposiciones del reglamento de 
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dicho instituto, sin que puedan invocar, hasta tanto obtengan 
el ingreso al cuerpo de oficiala, las prerrogativas y derechos 
que (jotamente a éstos corresponden. 

Que en el taso sub-We, el ac» jr fu*': dado do baja de la 
Escuela por resolución del Consejo de Disciplina de la misma, 
do acuerdo con sus facultades regladas y no pudo reingresar 
sin previo y favorable informe de la Direccióu, según consta 
a fa. 8, informe que íe fué adverso; no obstante lo cual el 
Presidente de la Nación dispuso darlo de eMa el 23 de marzo 
do 1029. 

Que este decreto, ademáis de ser contrario al reglamento, 
no creó, como lo pretende el actor, un derecho inalienable o 
irrevocable a couímiar siendo alumno de la «cuela. Por el 
contrario, la permanencia cu la misma quedaba condicionada 
a que las autoridades respectivas, que ejercen en la misma las 
facultades disciplinarias sin las cuales no podría existir ningún 
instituto de educación y preparación militar, lo siguieran con- 
sideran fin como un elemento apto para la profesión indicada. 

Que fué el propio Presidente de la Nación, Comandante 
en Jefe de las fuerzas de mar y tierra, quien dispuso la baja 
del cadete Apnolaza, previas los informes del caso y por los 
fundamentos de fs. 1G, ejercitando una facultad indiscutible 
y discrecional como es ta de juzgar de la conveniencia o incon- 
veniencia de la eliminación de un alumno de la Escuela Na- 
val, facultad que por su naturaleza no está sujeta en su ejer- 
cicio a la revisión por el Poder Judicial. 

En bu mérito y pnr los fundamentos concordantes de la 
sentencia apelada, se la confirma, sin costas. Devuélvase y 
repónganse las fojas en el Juzgado de rn procedencia. — 
Cartas del Campillo. — Ricardo Villar Palacio (con su voto) 
Juan A. González Cahhró». — Carlos Serfem. 



Voto del vocal Dr. Ricardo Villar Palacio 
Y Considerando: 

1' Que el actor fué expulsado de la Escuela Naval de 
la Nación por causa de inconducta. 

2* Que demanda del Gobierno: l y ) se lo reintegre en su 
situación de alumno del 5» año que cursaba cuando dejó de 
pertenecer a dicho instituto; 2 9 ) a que se le examine sobre una 
materia que le quedaba por rendir; 3 J ) a que se le tome el 
examen final correspondiente ; 4°) o en su defecto, a que se 
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]e acuerde retiro militar con el grado de guard ¡amarina a que 
se cree con derecho; 5') o a indemnizarle de les daños y per- 
juicios que le ha irrogado con la expulsión que califica de 
arbitraria (escritos de fs. 1, 49 y 219), 

3' Que la condición de alumno, no otorga a un estudiante 
el derecho a la prosecución de sus estudios, si, a juicio de la 
autoridad directiva del establecimiento o instituto a que per- 
tenece, su conducta deja que desear en forma tal, que haga 
necesaria la separación. Esto es obvio y no parece dudoso 
que sólo aqut'lla puede calificar el grado de inconducta, porque 
es la única capacitada para juzgaría por sn diario contacto 
y vigilancia sobre el alunmaiX 

La intromisión de cualquier otra autoridad scía, eviden- 
temente, nociva para las disciplinas escolares y ^traña por 
todo concepto, a las mismas. 

Esa calidad de estudiante impone a todo alumno no sólo 
el deber de estudiar en la forma y modo que esté dispuesto 
por las reglamentaciones y que rigen la vida del instituto a 
que pertenece, sino también la observancia de una conducta 
de vida siquiera regular, compatible con la marcha del mismo, 
y el correlativo derecho de aprender y nada más. Y si cum- 
pliendo aquellas exigencias primordiales y únieas de todo es- 
tudiante, obtiene las correspondientes promociones de todos loa 
cursos de la disciplina escolar que sigue, recién habrá nacido 
para ól el derecho a un título o a un grado como en los alum- 
nos de los institutos militares de la Nación, en el caso, el de 
guardi amarina. Pero, entre tanto, no le asiste derecho alguno 
a reclamar por la vía judicial el reintegro a f ^ndieión de 
estudiante y, menos aún, el de un grado, cmn o no satisfizo 
totalmente el programa de estudios a que f.í condiciona sa 
otorgamiento. 

A estos efectos, ninguna influencia tiene, ni puede tener, 
el hecho de tratarse de la escuela naval, a cuyos estudiantes 
se les reconoce estado militar y como tales sujetos a las dis- 
ciplinas correspondientes a semejante situación y con los de- 
rechos limitados a que se refiere el art. 179 del Reglamento 
Orgánico para el Personal de la Armada, que en copia auten- 
ticada corre a fs. 124, 125 y algunos otros de análogo carác- 
ter, que prevén y resuelven las situaciones que pueden ocurrir 
respecto de ellas, tal, la inutilización para la continuación de 
los estudios, como en el caso del cadete Valle, de que informan 
las actuaciones agregadas a fs. 143 a 179, único que se pre- 
sentó y resolvió (fs. 174), pues que por sobre de todo son es- 
tudiantes antes que militares con aquellas primordiales obli- 
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gaciones a que se aludió más arriba, como lo prueba el pre- 
¿Judido art. 179 del Reglamento Orgánico, que los asimila, a 
loa efectos de los honores, denominándolos brigadier F, briga- 
dier y sub-brigadicr, en vez de suboficial 2 V , cabo principal y 
cabo l* f que son las denominaciones de escalafón. 

lh'aúo ratos puntos de vista, sin duda exactos, el P. 
E,, obrando por intermedio de loa autoridades directivas de 
mus establecimientos de estudio, es soberano y está exento del 
poder de revisión de los tribunales de justicia. 

Estas consideraciones, fundan suficientemente- el rechazo 
de la acción respecto de los puntos I o , 2», 3* y 5 9 , a que se 
alude en el considerando SP\ 

4» Que en cuanto al cuarto punto, tampoco es ndmicibíe, 
porqno disposición h'gal alguna ampara su derecho a pedir 
pensión de retiro de nn grado, que, a mayor abundamiento, 
oo lo tenía sino que ni siquiera le correspondía por no haber 
completado sus estudios (fs. 160 y 179, dictamen del auditor 
general). 

Su argumento respecto de los casos del ex-cadete naval 
Valle y de los nu cerosos cadetes militares pensionados que 
se mencionan a fs, 133 y 134, no sirven para fundar en dere- 
cho el logro de Jas aspiraciones del actor, porque se trata, en el 
primer cuso, de un acto graciable de Gobierno, fundado en 
motivos de equidad, dado que Valle enfermó de tuberculosis 
durante la navegación (se inutilizó) ; y los segundos, porque 
para ellos rige otro estatuto. En todos los casos, se trató de 
cadetes inutilizados para la prosecución de los estudios y ya 
sin capacidad para ingresar a la verdadera carrera militar, 
caso que no es, por cierto e! del actor, que fué expulsado por 
una causa imputable a sí mismo. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia recurrida. 
Sin costas. — Ricardo Villar Palacio. 



FALLO DE LA CORTE SUPRESLV 

Buenos Aires, 6 de diciembre de 1943. 

Y vistos: los recursos ordinarios de apelación de- 
ducidos en los aulos "José Héctor Apaolaza v/. Go- 
bierno de la Nación, sobre restitución de grado M , con- 
tra la sentencia dictada por la Cámara Federal de la 
Capital. 
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Por sus futidamentos se confirma la sentencia 
apelada de fojas 228, sin costas asimismo en esta ins- 
tancia dada la naturaleza de las cuestiones planteadas 
en el pleito. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia donde se repondrá el papel. 

Antonio Saoahna — B. A. Na- 
üau Anchobbna — F. Ramos 
MejÍA, 



FERNANDO GONZALEZ v. MUNICIPALIDAD DE 

GODOY CRUZ 

CONCESION : Principios generales. 

La Constitución Nacional no se opino a que las provin- 
cias y muñid pal ¡(ladea otorguen concesiones de monopolio 
y exclusividad para la prestación de sen-icios públicos. 

PROVINCIAS: Legislación sobre faltas e ifi fracciones a leyes pro- 
vincial™. 

Las provincias están facultadas para legislar sobre fal- 
tas propiamente dichas y sobre aquellns infracciones que 
configuren delitos de carácter exclusivamente local en 
cuanto agravian leyes circunscriptas a su esfera, como 
las electorales, rentísticas, etc, 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad $ inconstitucio- 
nal idati, Leyes provinciales. Mendosa. 

La ley 786 de la Provincia de Mendoza, su decreto regla- 
mentario del 6 de septiembre de 1923 y la ordenanza de 
la Municipalidad de la ciudad de Mendoza del 5 de agosto 
de 1ÍK)7, en cuanto prohiben, bajo peua de multa y comi- 
so, la introducción de carnes no faenadas en el Matadero 
Frigorífico Mendoza, no son violatorios de los arta 14, 
1G, 17, 67, ino. 11 y 16, de la Constitución Nacional. 
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CONSTITUCION NACIONAL: CoHttttttnoHalitlad e intnnsiUueio- 

natidad. hrtfts provinciales. Mendoza. 

La ley 7SC de la Provincia de Mendoan, su decreto regla- 
mentario del G de septiembre de 1923 y la oHcnanza de 
la Municipalidad de Ju ciudad dtt Mendoza del de agos- 
to de 1ÍJ07 son viohitorios del art. (17, inc. 12, do la Cons- 
titución Nacional en cuanto prohiben la introducción de 
carnes procedentes di* otra* provincias o de la Capital o 
territorios nacionales, por la sola circunstancia de no 
haber nido faenadas en el Matadero Frigorífico Mendoza 
sino en otros del lugar de procedencia y no obstante ba- 
ilarse en perfectas condiciones sanitarias y llevar el sello 
do inspección nacional que así lo acredita. 



Dictamen jjfl Phocuuaw» General 
Suprema Corto; 

El caso sub-jádice es equiparable al que motivó mi 
dictamen del 14 de diciembre del año último, en espe- 
diente G. 175, L. IX ('), Lo doy, puc^, por reproducido, 
y en su mérito, llego a K conclusión de que corresponde 
hacer lugar a las peticiones del recurrente. 

Dicho esto, y atento ¡a cantidad de páginas que en 
bu memorial de fs. 311-343, invierte la S. A. Matadero 
Frigorífico Mendoza para convencer a V. E. de que 
tal dictamen contradice abiertamente las doctrinas sus- 
tentadas por mí en la obra "El problema de Buenos 
Aires en la República Argentina' \ ha de excusárseme 



(1) Que diee así: "Por Tey 78C5. la Provincia de Mendoza apmhA 
un rotitrntn relativo 11 construcción J explotación de un matadero modelo 
y f rigor! fifo, proliiliiendn ni iiiiimn tifntjm se f.tptiíinin resea para el ecm- 
■nmo loeal de cierta a pohlneione-. fin-rn del i'jtaMoei miento aludido. VI- 
gente tnt «tatema, mitin H. Fernanda González introdujese parn el con- 
IDdo de la citidnd do Mendoza alalinos corderos faenados en el frigorí- 
fico Wiliwn do la Capital Federal, esa» reses fueron swueslrndns por la 
Autoridad municipal, IntponiíndOM a Goiianle* inulta» por su tentativa 
do violar el monopolio, ¡insulta de ñutos <|ue las carnes materia del no- 
cneatro tm hallalmu en httenat condicione* ít i jrí n íí*ís . y que a su respecto 
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si dejo aquí constancia de que, convencido como estoy 
de la necesidad de proteger a las industrias provincia- 
les, ni en dicho libro, ni en otro alguno sostuve jamás 
que deba revestir tal protección la forma de aduanas 
provinciales o municipales. Por el contrario, si alguna 
afirmación aparece en ellos reiterada, y hasta porfia- 
damente hecha, es la de que fué grave error mantener 
tales aduanas durante el período de la anarquía; y de 
([tic uno de los grandes méritos de la Constitución del 
5íi consiste on haberlas suprimido, para bien del país 
y de las propias provincias y ciudades interesadas, 
Buenos Aires, marzo 31 de 1043. — Juan Alvarez. 



so cumplieron las prescripciunes de lúa leyes nacionales 4 15!» y de* 

cretos reglamentarios. 

González apeló entonceB a la justicia local contra dichas resolucio- 
nes, alegando tratarse de medidas contrarias u ln libertad de comercio 
ínter provincial, apar tú do ipie, cano de existir infracción, pilo escaparía 
al conocimiento do ta legislatura do Mendoza o a la acción de las auto- 
ridades municipales, por cuanto el comercio de carnes intcr-estadual ta» 
do lleno dentro do la órbita jurisdiccional de- los poderes federales. Dea- 
oída esa tacha de iuconatitueionulidud, trae ahora a V, E. un recurso ex- 
traordinario; y procedo abrirlo, pues la sentencia definitiva que lo mo- 
tiva admito la valides de leyes, decretos u ordennniaa tócales, frente a 
disposiciones do la constitución y do leyes nacionales. 

En cuanto al fondo del asunto, considero ipie el recurrente esta en lo 
Cierto. La Provincia do Mendoza carece del derecho de impedir que sus 
propios vecinos o los do otras provincias lleven al mercado local produc- 
tos obtenidos o faenados fuera del territorio mendocino. Y en cuanto 
a. la lev SP.W (modificada por la 4155), establece en su art, 10 que el 
P. E, reglamentará la inspección do los mataderos, frigoríficos, saladeros 
y en general do todos los establecimiento» dondo se elaboren productos da 
origen animal, si los animales o los productos, proceden de otra provincia 
o do olro territorio, o se destinan ni comercio interprovincial, o al do 
una provincia con territorios de jurisdicción federal. Pichas leyes fijan 
también penalidades especiales para los infractores. 

En consecuencia, y ofreciendo el caso sub-jmiiee cierta analogía coa 
lo resuelto por V. E. en 179: 189 (e indirectamente, en 170: 71 y 175: 
331), correspondo hacer lugar a las peticiones del recurreuto". — Juan 
Airarte, 




FALITOS DE LA CORTE SUPUEMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuenoB Airea, 6 de diciembre de 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto 
por Fernando González contra la sentencia del Juez do 
Paz de Goríoy Cruz — Provincia de Mendoza — en los 
autos que dicho señor siguió contra la Municipalidad 
de la mencionada ciudad, sobre incoustitueionalidad de 
la ley provincial n» 786 que concede privilegio de exclu- 
sividad a ta empresa Moaso para el faena miento de 
animales destinados al consumo de Mendoza, Godoy 
Cruz, Guaymallén, Las lleras y Lujan, impidiendo así 
la libre introducción de carnes faenadas fuera de la 
provincia en condiciones de perfecta y garantida sani- 
dad e higiene según sellos nacionales, por no tener 
certificado de las mismas autoridades mendocinas. El 
fallo recurrido no hace lugar a la demanda — fs. 

Considerando: 

L El recurso extraordinario procede porque el 
fallo de que se apela fué dictado por el Juez de Paz 
en el recurso interpuesto por González contra la de- 
cisión del intendente municipal que, según la ordena- 
ción administrativa judicial de Mendoza, resuelve en 
primera instancia los conflictos de la naturaleza seme- 
jante a la del caso de autos; y esa sentencia del juez de 
paz hace cosa juzgada, tal como lo han entendido todas 
las partes. Además, en el curso del pleito se puso en 



(1) El 10 do] mismo mea fueron remieltas en el mismo sentido J 
por los funilnitiriitoft. esfiursto* en el presento fallo, otru* don causas pro- 
mor idus por Antonio Simeinta y ¡n>r Fernando González ante la Munici- 
palidad de la ciudad do Mendoza. 
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cuestión la validez constitucional nacional de la ley 786 
y su decreto reglamentario en cuanto validan el con- 
trato celebrado con el matadero frigorífico y en cuanto, 
en virtud del misino, se impidió la entrada de carnes 
introducidas desde Buenos Aires, y se las decomisó 
con violación — se argüyó — de los arts. 14, 17, 18, 28 
y 67, ines. 11 y 12, de la Constitución Nacional que ga- 
rantizan el derecho de comerciar, de trabajar; el dere- 
cho de propiedad; de no ser penado sin juicio previo 
fundado en ley anterior al hecbo del proceso; que con- 
fieren al Gobierno Nacional la regulación del comercio 
interprovincial. El art. 14, iuc. 2', de la ley 48 rige el 
caso y por ello, se declara procedente el recurso. 

II. Que, a los efectos de plantear y delimitar bien 
el caso de autos, debe hacerse constar que, según los 
documentos oficiales de fs. 1 y 3, la mercadería de 
González fué intervenida por el Jefe de la Policía Mu- 
nicipal de Godoy Cruz, en la misma estación local del 
ferrocarril Buenos Aires al Pacífico; que habiéndose 
negado el Jefe de dicha estación a que la inspección de 
rigor se hiciese en el interior de la misma, se detuvo 
el vehículo cargado con la carne, que estaba en la ca- 
lle, y se le condujo a la Municipalidad, donde fueron 
revisados e intervenidos quince corderos y una media 
res de vacuno, por haberse comprobado que carecían 
de los precintos del matadero frigorífico; y ello a pe- 
sar de comprobarse por técnicos llamados por la Mu- 
nicipalidad, que las carnes se encontraban en buen es- 
tado de sanidad y eran aptas para el consumo, fs. 9. 
La Intendencia Municipal resolvió en 11 de diciembre 
de 1941, el decomiso de las carnes intervenidas — fs. 
11 — decisión contra la cual, en tiempo y forma, inter- 
puso recurso do apelación el consignatario de las car- 
nes, recurso que le fué concedido — fs. 12 y 12 vta. — , 
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En esa misma feelia González formuló pública protesta 
por ante el Escribano de la ciudad de Mendoza don 
Carlos Abel Albino pidiendo, en la misma, que so la 
hiciera conocer al Gobierno de la Provincia como agente 
natural del Gobierno Nacional y representante cons- 
titucional de Mendoza, para que se le hiciera respetar 
en sus derechos vulnerados — fs. 16 — . 

III. Que tramitado el recurso ante la justicia de 
paz con intervención del apelante — del Matadero Fri- 
gorífico Mendoza — do la Municipalidad de (Jodoy 
Cruz — fs. 154 a líiS — en noviembre 12 de 1042 se 
dictó sentencia rechazando las alegaciones y preten- 
siones del recurrente, porque» según el Juez de Puz: 
las provincias est ¡n facultadas constitucionalmcnte 
para otorgar cono sioiios y privilegios dentro de su 
territorio y jurisdicción, en los mismos términos que 
puede hacerlo la Nación, de acuerdo con la doctrina 
y la jurisprudencia de la Corte Suprema; porque sin 
infringir el Código Penal y, por lo tanto, el inc. 11 
del art. (¡7 de la Constitución, las provincias pueden 
legislar sobre faltas y la manera de juzgarlas; porque 
no hay infracción a la cláusula del comercio interna- 
cional e interprovincial, reservada a la Nación por 
el ínc. 12 del art. 67 de la Carta Fundamental, en res- 
tringir, dentro de un radio limitado y reducido de la 
provincia, el facnamiento de carnes, fundada la 
restricción en elementales motivos de higiene y salu- 
bridad, que son del resorte do las municipalidades y 
de las provincias como ejercicio del poder do policía; 
porque la ley nacional n* 3959 y su compleiw ítnria 
n* 41o5 se refieren a la defensa de los ganados en todo 
el territorio de la República, contra la invasión do en- 
fermedades contagiosas exóticas y la acción de epizoo- 
tias ya existentes, y el decreto sobre contralor de car- 
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nes de marzo 31 de 1919 concede facultad de inspección 
sobre carnes y productos alimenticios que Be destinen 
al comercio cuya vigilancia es nacional, no a los mer* 
cados puramente internos de las provincias; porque no 
se viola el principio de igualdad ante la ley, ni el de li- 
bre trabajo, comercio e industria cuando por exigencia 
del servicio público (ferrocarriles, tranvías, luz, etc.) 
se concede a particulares, obrando a nombre del Es- 
tado, la facultad de realizar funciones que exigen es- 
pecial contralor. Para todos los puntos mencionados 
cita jurisprudencia de esta Corte Suprema, aparte pre- 
ceptos constitucionales y legales y doctrina de autores 
y tribunales extranjeros; contra esa sentencia se inter- 
puso por González el recurso del art. 14 de la ley 48 a 
fs. 230 y fué concedido a fs. 233 v. 

IV. Que en el memorial de fe. 264 ante esta Corte, 
el recurrente reitera sus argumentos sobre inconstitu- 
cionalidad nacional de la ley mendocina ir* 786 y su de- 
creto reglamentario de 6 de septiembre de 1D23; a) por 
ser contrarios al art. 67, inc. 16 de la Carta Funda- 
mental en cuanto otorgan monopolio que solamente a 
la Nación incumbe conceder; b) contrarios al art. 14 
de la Constitución en cuanto impiden el libre ejercicio 
del trabajo, del comercio y de la industria lícitos; c) 
contrarios a la garantía del derecho de propiedad esta- 
blecida en el art. 17 de la Constitución, desdo que a 
González se le desojó de su propiedad sin previo jui- 
cio e indemnización legal; <1) contrarios al art. 67, inc. 
11, en cuanto normas provinciales crean penas do ex- 
clusiva facultad nacional; 1) contrarían el inc. 12 del 
art. 67, en cuanto reglan el comercio interprovincial 
que es de facultad exclusivamente nacional; tanto más 
flagrante la infracción cuanto que las restricciones a 
la introducción de carnes, no solamente no están única- 
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meóte provincial, la que no contempla con criterio di- 
giéniea, sino que las carnes intervenidas y decomisadas 
estaban en perfectas condiciones bajo ese punto de 
vista. 

Kl Matadero Frigorífico Mendoza, u su turno, en 
una amplia exposición de carácter jurídico, económico 
y social — fs. 311— sostiene la sentencia recurrida y 
el señor Procurador General se limita a dar por repro- 
ducido su dictamen cu la causa similar González v. Mu- 
nicipalidad de Mendoza, U. 175, libro IX que se en- 
cuentra a sentencia — fs. 349. 

V. Que las normas provinciales impugnadas por 
el recurrente son las que a continuación se transcriben: 
art. 27 del contrato de concesión del Matadero Frigo- 
rífico Mendoza para los municipios de Mendoza, üuay- 
mallén, tíodoy Cruz, Las lleras y Lujan, aprobado por 
la ley 78li. "El Poder Ejecutivo no permitirá la intro- 
ducción de carnes provenientes de otros mataderos en 
la Capital y departamentos indicados en este contra- 
to". Artículo P de la ordenanza municipal de fecha 5 
de agosto de 1907 homologado por la ley 786 que apro- 
bó el art. lü del contrato de concesión en ka siguientes 
términos: "A los efectos de la introducción de earnes 
a la capital quedan subsistentes todas las disposiciones 
y ordenanzas vigentes sancionadas por la municipali- 
dad"; este cláusula se hace extensiva, por resolución 
del gobierno, a las otras municipalidades comprendi- 
das en la concesión del matadero frigorífico Mendoza; 
y artículo G q del decreto reglamentario de la ley 786 
que dice: "Queda prohibida la introducción de carnes 
dentro del radío de concesión del matadero frigorífico 
y el que lo hiciere incurrirá en las infracciones estable- 
cidas en el art. 2''*; el cual establece multas y deco- 
miso. 
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VI. Que resulta ineficaz la impugnación de las 
precedentes disposiciones provinciales fundada en los 
nrts. 14, 16 y 17 de la Constitución Nacional, pues la 
facultad de trabajar, comerciar y ejercer toda industria 
lícita está sujeta a las leyes que reglamenten su ejer- 
cicio, siempre que éstas no alterón aquéllas (arts. 14 y 
28) y la misma Carta Fundamental establece la facul- 
tad del Congreso para dictar leyes protectoras y con- 
cesiones temporales de privilegios y recompensas de 
estímulo (inc. 16 del art. 67), La parte apelante reco- 
noce que ello es así. pero afirma que en cuanto a mono- 
polios, como el del Matadero Frigorífico Mendoza, sólo 
por la Nación pueden ser concedidos (fs. 275). Es un 
distingo que no tiene fundamento ni en la letra ni en 
el espíritu de ta Constitución, ni en la jurisprudencia 
de esta Corte Suprema, ni en la de los Estados Unidos 
de Xorte América; en las facultades reservadas a los 
gobiernos de provincia por los arts. 104 y 107 de la 
Constitución no aparece limitada o restringida la de 
otorgar, por le yes protectoras, por tiempo determinado 
y dentro de su exclusivo territorio y jurisdicción, con- 
cesiones de privilegios y exclusividad para ciertas ac- 
tividades de interés público y entre las atribuciones ca- 
tegóricamente excluidas por el art. 109 tampoco so 
menciona lo observado por el recurrente. Si el nacio- 
nal es un gobierno de poderes delegados — Preámbulo 
y art. 104 de la Constitución — y si no se arguye ni 
prueba que el ejercicio provincial, interno, de un deter- 
minado atributo perturba la armonía y la solidaridad 
de la República ni agravia los derechos, declaraciones 
y principios que son el basamento de la organización 
institucional argentina, impedir, negar o restringir ese 
ejercicio provincial importaría un exceso y una recti- 
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ficación notoria al régimen federal adoptado por el nrt. 
1* y predeterminado por loa "Pactos Preexistentes". 

VIL (¿uc la Corte Suprema de los Estados Unidos 
de Norte América dijo —en el caso Texas v. White 7 
Wall 7-"j — que 11 la salvaguardia de los Estados y el 
mantenimiento de sus gobiernos forman parte integran- 
te de la Constitución tanto como la salvaguardia de la 
Unión y el mantenimiento del Gobierno Nacional. La 
Constitución en todas sus disposiciones establece una 
unión indestructible compuesta de Estados indestructi- 
bles"; y el Juez Suthcrland, exponiendo el pensamiento 
y la decisión de la Corle en el caso "Cárter v. Cárter 
Coal Co." fallado en junio de 193$, después de citar las 
precedentes consideraciones de Texas v. AVlnte, se re- 
fiere a la tendencia de la ley "Bituminous Coal Con- 
servaron Act" de 1935, de tendencia centralista con- 
forme a las orientaciones del New Dcal y dice: "el pe- 
ligro de un paso semejante es que, al fin de la evolu- 
ción, el gobierno federal podría encontrar los Estados 
tan expoliados de sus poderes, o lo que sería lo mismo, 
tan relevados de las responsabilidades que la posesión 
del poder implica necesariamente, que ellos quedarían 
reducidos n muy poco más que circunscripciones geográ- 
ficas del dominio nacional. Se puede afirmar con certi- 
dumbre que, si al discutirse la Constitución Nacional se 
hubiera podido, pensar que semejante daño se disimu- 
laba bajo sus términos, no habría sido ratificada" 
(Confr. Rogbb Pinto: La Cor/r Supremo et le Netv Dcal, 
1938, pág. llíi y sigtes.). 

Acorde con esa clara doctrina en lo atinente al 
asunto discutido, esta Corte Suprema reconoció, desde 
los primeros fallos, la facultad provincial y municipal 
de otorgar concesiones de monopolio y exclusividad 
para la prestación do servicios públicos —entre ellos— 
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el de mercado para venta de carnes, etc. y así, en el 
caso Urien v. Costa, registrado en el tomo 3, pág 468, 
de su colección de Fallo**, el Juez Federal Ilcredin, eu- 
ros considerandos y decisión hizo suyos la Corte, reco- 
noce expresamente a las provincias y municipalidades 
la facultad de otorgar privilegios "cuando se trata de 
la* industria, ornato y salubridad, en una palabra, del 
adelanto y bienestar local, como lo demuestra el art. 
104 de la Constitución*' y cita la doctrina americana 
registrada en Kcnt 262, en Wüeaton 173 y en Sturger 
v. Crowninshicld donde la Corte estadounidense dijo 
qno "las facultades de los estados quedaban, después 
de la adopción de la Constitución, como antes, excepto 
en (odo aquello cilio hubiera sido reducido por ella"; y 
en el caso similar del mercado de carnes, "Puesteros v. 
Merendó Independencia'*, fijando radios de exclusivi- 
dad, la Corto hizo suyos los fundamentos del Superior 
Tribunal de Justicia de Buenos Aires (Fallos: 11-5). 
Por lo demás, en casos de servicios de alumbrado eléc- 
trico o a gas o de tráfico tranviario que son, como el 
de mercado, de carácter público, la jurisprudencia es 
constante amplia y concordante con la anterior en el 
sentido de reconocer a las provincias y municipalida- 
des la facultad de otorgar concesiones como la que men- 
ciona el rae. líi del art. Cu de la Constitución Nacional 
(Fallos: 1!)G, 295; 17$ 330; 1G4, 213; 122, 73). 

Vni. Que tampoco es procedente la queja en 
cuanto imputa a la ley 18fi — su decreto reglamentario 
y ordenanza municipal — ejercicio ilícito de la facultad 
de penar reservada — según el apelante — a la Nación 
de acuerdo con el art. G7, ine. 11, de la Constitución Na- 
cional. El Congreso argentino se abstuvo de legislar 
sobre fallas, como es de pública notoriedad, dejando a 
las provincias el ejercicio de dicho atributo y esta Corte 
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Suprema reconoció —en su constante jurisprudencia— 
no solamente el derecho provincial de legislar sobre 
faltas propiamente dichas, sino tamhién sobre nquellas 
infracciones que configuran un verdadero delito pero 
de carácter exclusivamente local, en cuanto agravien le- 
yes circunscriptas a esa esfera, como ser electorales, 
rentísticas, etc. 

En el caso registrado en el t. 158, pág. 170, en el 
último considerando, se dijo: 

M Que ello no importa desconocer ni restringir el 
derecho de las provincias, emanante de los arts. 104, 
105 y 106 de la Constitución Nacional, de darse sus pro- 
pias instituciones, fijar los hechos n omisiones que 
constituyen infracciones a las mismas y sancionarlas 
con penas de alcance puramente local, poro siempre que 
esos hechos u omisiones no caigan dentro de la órbita 
de la legislación nacional punitoria, que os la qae fija 
cuáles son las transgresiones que afectan la moral me- 
dia de toda la sociedad argentina en un determinado 
momento de su vida'*. Y esa doctrina interpretativa 
fué categóricamente expresada en Fallos: 103 t '2.ju; 171, 
49 j 178 t 36*3; 195, 319. La malta o el decomiso, o ambas 
sanciones juntas, por infracción a las leyes provincia- 
les n ordenanzas municipales, como las que se discuten 
en autos, están pues t dentro do la estricta órbita cons- 
titucional ; y no hay, notoriamente, confiscación de pro- 
piedad — art. 17 — , si de ella se priva por infracción a 
leyes anteriores y mediante el juicio de ley; y, asimismo, 
carece de base jurídica la supuesta infracción a la ga- 
rantía de igualdad del artículo lfi puesto que, recono- 
cido el derecho de otorgar concesiones de exclusividad 
y monopolio en la prestación de servicios públicos, por 
inferencia elemental se excluyo a los no concesiona- 
rios de entrar en concurso o competencia a la realiza- 
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ción de los mismos; y en los fallos mencionados en 
considerando VII se expresan ampliamente los funda- 
mentos de esas restricciones. 

IX. Que parece de mayor gravedad y trascen- 
dencia constitucional la prohibición de introducir car- 
nes faenadas fuera del Matadero Frigorífico Mendoza 
y procedentes de otra provincia, de la Capital Federal o 
de territorios nacionales, en cuanto se la denuncia como 
contraria a la facultad exclusiva del gobierno nacional 
de reglar el cor- oreio internacional, interprovincial y 
con los estados federales o nacionales, establecida en 
el ine, 12 del art. ÍJ7 de la Constitución Nacional; y a 
los fines de una más clara y justa decisión do la queja 
del apelante, cabe repetir lo ya expresado en el consi- 
derando TI; González introdujo de Buenos Aires, pro- 
cedente del frigorífico Wilson, varios corderos y me- 
dia res de vacuno con el sello correspondiente de la 
inspección nacional; esos productos, destinados al con- 
sumo de Godoy Cruz fueron intervenidos en la misma 
estación de destino sin haberse incorporado a la ri- 
queza mendomm; sin permitirle a su dueño o consig- 
natario ninguna manipulación, operación o circulación 
económica, lü& piezas fueron llevadas a la Municipali- 
dad y, a pesar de comprobarse la existencia de sellos 
de inspección nacional y de someterlas a una inspec- 
ción local realizada por el técnico oficial» la cual com- 
probó que se trataba de produelos en perfectas condi- 
ciones sanitarias y aptos para el consumo, fueron deco- 
misados, No hay, pues, interdicción fundada en las ra- 
zones de salubridad, higiene, etc., sino pura y exclusi- 
vamente en las facultades provinciales y municipales 
que acuerda la concesión Mosso del Matadero Frigorí- 
fico de Mendoza y en virtud de una facultad de policía 
que, según las autoridades de Mendoza, es exclusiva- 
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mente provincial, la que no contempla con criterio di- 
ferencial las carnes de consumo en la capital, Guayma- 
llén, Lujan y Godoy Crnz según provengan del interior 
o del exterior de Mendoza. 

Lg cierto es que la facultad concedida por la ley 
786 en su art. 27 y por el decreto reglamentario en su 
art. 6» se aplica a las carnes faenadas fuera del mata- 
dero frigorífico y que afectan, por lo tanto, a los pro- 
ductos de esa naturaleza que llegan de fuera de la pro- 
vincia antes de incorporarse a la masa de bienes o ri- 
queza local. — Véanse los casos de Raúl Merello v. 
Corrientes y Luis y Justo Vila v. Córdoba, decididos 
por esta Corte y que se registran en los tomos 17.1, pág, 
192 y 178, pág. 308 de su colección de Fallos — . No es 
un episodio circunstancial e intrascendente de una re- 
glameTitación interna, es la norma general que inter- 
fiere el comercio inlerprovineial, tanto como el inter- 
no, con menosprecio de la clara y categórica cláusula 
del ine. 12 del art. 67 de la Constitución muchas veces 
examinada, esclarecida y precisada por la jurispru- 
dencia constante de Estados Unidos de Norte America 
y de esta Corte. En el caso de autos no existe simple- 
mente tratamiento diferencial para las carnes venidas 
de fuera de Mendoza, existe prohibición absoluta de 
su entrada a las ciudades comprendidas en la concesión 
del matadero frigorífico; tampoco se trata do una re- 
tención transitoria con fines de defensa y previsión 
sanitaria, como en el caso de las pínula? del caso Ro- 
sauer, Fallos: t 170, pág. 169, sino del total y per- 
manente impedimento de entrada. 

X. Que refirmando conceptos expresados desde 
Marshal! en el famoso caso de Gibbons v. Ogden, el 
Presidente TTnghes de la Corte Suprema de Estados 
Unidos definió el comercio diciendo: 1( EI término co- 
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mercio significa todo intercambio, tráfico, negociación, 
transporte o comunicaciones entre los diversos estados 
o entre el distrito de Columbia o un territorio de loa 
Estados Unidos y cualquier Estado u otro territorio, 
o entro un país extranjero y cualquier Estado, territo- 
rio o del distrito de Columbia o dentro del distrito de 
Columbia o de un territorio, o entre lugares de un mis- 
mo Estado pero a través de otro o de un territorio o 
del distrito de Columbia, o de un país extranjero" 
(caso Jones v. Lauglilin sobre la Ley Wagner — Nacio- 
nal del Trabajo— fallado en abril 12 de 1937 y publi- 
cado en el Boletín de la Junta Consultiva de Abogados 
de la Ofieina de Ajustes de Ferrocarriles, t. XIII, pá- 
gina ¿46), y la Corte, entre otras cuestiones, decidió:. . . 

"6. Aunque ciertas actividades pueden ser de ca- 
rácter interno del Estado cuando se las considera se- 
paradamente, si ellas tienen una relación tan íntima y 
fundamental con el comercio interestadual que su con- 
tralor es esencial o conveniente para proteger aquel co- 
mercio de gravámenes y obstrucciones no puede dene- 
garse al Congreso el poder para ejercer ese contralor. 

"7. La cuestión de si las actividades internas de 
un Estado guardan una relación tan íntima y funda- 
mental con el comercio interestadual que su contralor 
es esencial o conveniente para proteger a dicho co- 
mercio de gravámenes u obstnr ?cioneg, es necesaria- 
mente una cuestión de grado". 

Esta Corte lia fijado, en su constante jurispruden- 
cia, ese mismo concepto y así, en el caso de "Las Pal- 
mas Produce Co. v. la Provincia de Buenos Aires" — 
Fallo?: 100, 364 — dijo: "partí que un impuesto se diga 
establecido con motivo de la extracción de productos 
de una provincia, basta a los fines de la prohibición 
constitucional, que él se exija en el acto de la extrac- 
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ció ii, cualquiera que sea la clase y ubicación de las ofi- 
cinas recaudadoras porque, eu tales condiciones, el gra- 
vamen afecta al comercio internacional o interprovin- 
cial, escogiéndose de todos los períodos de la produc- 
ción y distribución do la riqueza pública local, el qae 
está fuera de los poderes de imposición de las provin- 
cias'*. Sustituyase exportación por importación y se 
advertirá que- Mendoza no grava sino que impide la 
entrada de los productos y el consiguiente comercio in- 
terprovincial en el momento mismo de su importación, 
es decir cuando aun la jurisdicción provincial no ha co- 
menzado a tener imperio; es, además de lo expuesto, 
una franca transgresión al art. 10 de la Constitución 
Nacional. En el caso Hosuuer v. Mendoza, Fallos: 17i>, 
109, esta Corte dijo expresamente, en el considerando 
6*: "La introducción de plantas de un territorio nacio- 
nal a la Provincia de Mendoza, como en el caso de 
autos r es un acto típico de comercio interprovincial. Su 
regulación corresponde al Congreso Nacional, según el 
art. 67, inc. 12, como asimismo la facultad de proveer 
lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y 
bienestar de todas las provincias (inc. 16) pudiendo 
baccr todas las leyes y reglamentos que sean conve- 
nientes para poner en ejercicio los poderes anteceden- 
tes y todos los otros concedidos por la Constitución al 
Gobierno de la Nación (inc. 28)"; y en el fallo del t. 
170, pág. 71, que en el anterior se cita, se dijo: "b) la 
Constitución lia querido impedir que con leyes impo- 
sitivas o de cualquier otra naturaleza, una provincia 
pudiera hostilizar ei comercio de los productos origina- 
rios de las otras provocando medidas de extorsión in- 
conciliables con la armonía y recíproca consideración 
que debe reinar entre ellas; c) En consonancia con el 
principio de la libre circulación territorial y el relativo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 397 

al comercio interprovincial, las provincias en ejercicio 
de sus poderes de legislación interna, no se hallan auto- 
rizadas para dictar leyes o reglamentos de carácter ge- 
neral o municipal que comporten directa o indirecta- 
mente trabar o perturbar de cualquier modo que no sig- 
nifique el ejercicio de sus poderes de policía, la libre 
circulación territorial o que puedan afectar el derecho 
de reglamentar el comercio atribuido al Congreso de la 
Nación con el carácter de una facultad exclusiva 

XI. Que cabe agregar la aplicabilidad al caso de 
autos del considerando 5' de la sentencia in re Kosauer 
v ; Mendoza que dice: "Del texto de las disposiciones 
citadas y del espíritu de las mismas resulta patente la 
contradicción entre ¡a ley 636 de Mendoza y las leyes 

pues en virtud de Ja 
primera se desconoce la facultad que las últimas acuer- 
dan al Poder Ejecutivo Nacional para hacer efectiva la 
defensa agrícola en la República y se desconoce la va- 
lidez de los certificados acordados por la autoridad na- 
cional para que puedan circular por todo el territorio 
las plantas y semillas cuya sanidad haya comprobado la 
autoridad administrativa". 

En efecto, la ley nacional n* 3959 y su modificato- 
ria la n° 4155, en su art 10, preceptúa Poder Eje- 
cutivo reglamentará la inspección de los mercados de 
ganado, tabludas, ferias, mataderos, frigoríficos, sala- 
deros y, en general, do todos los establecimientos donde 
se elaboren productos de origen animal, euando los 
lugares donde se efectúen la venta o el sacrificio de 
animales o donde estén ubicados los establecimientos 
en que se fabriquen o de que se extraen productos co- 
rrespondan a la -urisdiccion federal o si, estando situa- 
dos en una provincia, los animales o productos proce- 
den do otra nación, de otra provincia o de otro territo- 
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rio, o se destinan al comercio internacional, interpro- 
vincial o al de alguna provincia con territorio de juris- 
dicción federal o viceversa". Aquí se trata precisa- 
mente de carne faenada proveniente de otra provincia 
o de la Capital Federal, que llevaba el sello de inspec- 
ción nacional; y basta ello, sin necesidad de acudir en 
subsidio a las leyes 11.1210 (represión de trusts), 11.Ü2Ü 
(sobre control del comercio de carnes), 11.227 (fija- 
ción de precios máximos y mínimos a la venta de car- 
nes) con fijación do penalidades a las infracciones, para 
advertir que se agrava la transgresión a cláusula 
del comercio interprovincial (inc. 12, art. 67) con la 
circunstancia de tratarse de carnes debida y legalmente 
controladas por la Nación. 

XI L Que las consideraciones de orden económico, 
financiero, político y social formuladas por el represen- 
tante del Matadero Frigorífico Mendoza en mi memo- 
rial de fs. -íl 1 y según las cuales, la ciitradu de carnes 
y productos de carnes a los mercados de Mendoza arrui- 
naría la vida próspera de dicha provincia, son extrañas 
a las normas que regulan la función de la justicia y, 
sobre todo, la de esta Corte en resguardo de la Consti- 
tución, tratados con naciones extranjeras y leyes del 
Congreso do la Nación. Las t muslo rmaciones del país 
determinadas por los medios de transporte, los nuevos 
mercados ¡ni eraos e internacionales y otros factores, no 
pueden imponer a la justicia una rectificación a las 
normas institucionales fundamentales do su existencia. 

En su mórito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General de la Nación, se revoca 
la resolución apelada en cuanto pudo ser materia del 
recurso y se declara que la prohibición do introducir 
carnes faenadas o productos fabricados con carnes des- 
de otra provincia o Capital Federal o territorios na- 
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cionaics al munieipio mendoeíno de Godoy Cruz, con- 
traría el art. 67, ine, 12, de la Constitución Nacional. 

Hágase saber, devuélvanse y repóngase el papel en 
el juzgado de origen. 

Abromo Sao auna — Luis Lina- 
iies — B. A, Xaüar Ancho- 
ieexa — F. Ramos Mkjía. 



LORENZO GRACIA v. AUGUSTO ALVAR EZ Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia, definitiva. 

La resolución que autoriza a ejecutar contra el adqui- 
rente del negocio que no tuvo intervención en la causa 
sobre indemnización por despido seguida contra el ante- 
rior dueño, la sentencia condenatoria dictada contra ésta, 
no es sentencia definitiva a los efectos del recurso extra- 
ordinario, pues el primero podrá hacer valer sus opinio- 
nes en el juicio ordinario autorizado por la ley procesal 
(10 de diciembre de 1943). 



ABKAHAM GORANSKY v. IMPUESTOS INTERNOS 

PRESCRIPCION: Interrupción, 

La presentación del procurador fiscal por la que, sin con- 
testar la demanda contenciosa deducida por el contribu- 
yente con arreglo a la ley 3764, se limita a oponer la ex- 
cepción de incompetencia, no interrumpe la prescripción 
de iu acción prevista en los arts. 1 y 3 de la ley 11.585. 
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Sentencia de la CAmar.v Federal 

Mendoza, octubre 15 de 1948. 

Vistos: los autos N* 5220-Ü-177, caratulados; "Goransky 
Abraham */ recursu contencioso administrativo", yenidos del 
Juzgado Federal de San Juan» en apelacióu de la resolución 
corriente a fs. 62/6-4 vta. : por 'a que se resuelve: Dejar sin 
efecto la multa de £ 9.000 % que impone a Don Abraham Go- 
ransky la resolución administrativa de octubre 1G de 1033, úni- 
co punto sobre el cual debe pronunciarse el infrascripto. Pa- 
gúeme las costas del recurso en el orden causado' % 

Y Considerando: 

Que en materia penal la prescripción es de orden pi'iblico 
y corresponde declararla de oficio cuando ella se ha operado, 
según constante jurisprudencia de los tribunales federales. 

Que según resulta de autos, la infracción que ha motivado 
la multa impuesta por la Adm. Oral, de Impuestos Internos 
con fecha oct. 16 de 1913, habría sido constatada en mayo 9 de 
1933 al efectuarse el inventario de que informa el acta de fs. 
1 y as. 

Que desde esa fecha hasta ahora han transcurrido más de 
6 añoa, término fijado por el art. l v de la ley 11.585 para la 
prescripción de las multas por infracciones a las leyes de im- 
puestos. 

Que por no existir en la ley antes citada disposición espe- 
cial al respecto, el término cíe la prescripción ha comenzado 
a correr desde la media nochu del día en que se cometieron 
las infracciones (arts. 4' y 63, C. P.). 

Que no han interrumpido la prescripción las actuaciones 
del presente juicio, en razón de no ser de aplicación al sub lite 
el precepto contenido en el art. 3» ley 11.585, pues como lo 
ha establecido la Corte Suprema en sentencia de marzo 15 
del año en curso recaída in re S. A. Noel y Cía. Ltda. contra 
Dir. Oral, del Imp, a lo» ltéditos ("Fallos", t. 195, p. 119) 
"los actos de procedimiento a que se refiere el art. 3' de la 
misma, son aquellos dirigidos contra el infractor o contra el 
deudor, íinieos susceptibles, en derecho, de interrumpir el tér- 
mino de la prescripción. Sería inconcebible que los actos de 
procedimiento iniciados por el infractor en defensa de sus de- 
rechos interrumpieran el término de la prescripción que corre 
a bu favor". En igual sentido se ha pronunciado este tribunal 
en reiterados casos. 
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Que habiéndose constatado la infracción el 9 de mayo de 
1933, lo que significa que ella fué cometida con anterioridad, 
se ha operado la prescripción de la acción penal 

Por estos fundamentos, se resuelve declarar prescripta la 
acción, y en consecuencia dejar sin efecto la multa impuesta 
en la resolución administrativa de fecha 16 de octubre de 1933. 
— José E. Rodríguez Saá, — Agustín de la Reta. — Jorge 
Vera Vallcjo, en disidencia. 

Disidencia 

Considerando : 

Que la infracción que ha dado lugar a la aplicación de la 
multa recurrida, fué constatada en marzo 9 de 1933, según 
acta do inventario de fe. 2 a 4, 

Que promovido el recurso contencioso-administrativo el 
3 de noviembre de 1933 y corrido traslado al procurador fiscal 
éste se expide en diciembre 2Í5 del mismo año, oponiendo la 
excepción de incompetencia de jurisdicción, la que es rechaza- 
da el 28 de abril de 1942, según auto de f. 37, disponiendo que 
el procurador fiscal conteste el traslado conferido sobre el re- 
curso contencioso, lo que dicho funcionario cumple a 13 de 
mayo de 1942, oponiéndose a dicho recurso y pidiendo la confir- 
mación de la resolución condenatoria. 

Que desde la constatación de la infracción penada (9 de 
mayo de 1933), a la fecha en que el procurador fiscal, ejerci- 
tando la acción correspondiente, se opuso al recurso contencioso 
y pidió la confirmación de la multa aplicada (13 de mayo de 
1942), ha transcurrido más del tiempo fijado por el art. 1', 
ley 11.585, para la prescripción de los impuestos y multas por 
infracción a las leyes de Impuestos Internos. 

Que las actuaciones tramitadas sobre la excepción de in- 
competencia de jurisdicción opuesta por el procurador fiscal, 
no han interrumpido el término de la prescripción al tenor 
del art. 3 o de dicha ley, por cuanto ellas no se han producido 
como oposición al recurso contencioso, sino simplemente a la 
jurisdicción; por lo que no son de aplicación al sub causa las 
consideraciones aducidas por el suscrito en sus votos en disi- 
dencia en cansas relutivns a recursos contenciosos, en que el 
procurador fiscal ha interrumpido la prescripción con actos 
de procedimiento judicial, oponiéndose a dichos recursos. 

Por estos fundamentos, se declara la prescripción de la 
acción, y en su virtud, déjase sin efecto la multa de § 9.00O, 
objeto del presente recurso. — Jorge Vera Valle jo. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 10 de diciembre d© 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido eu los 
autos: "Ooransky Abraham v. Administración de Im- 
puestos Internos, —Recurso contencioso administra- 
tivo", y 

Considerando: que el señor Procurador Fiscal al 
contestar el traslado del recurso contencioso adminis- 
trativo, se limitó — en 20 de diciembre de 1933— a opo- 
ner la excepción de incompetencia de jurisdicción. 

Que esta Corto hi re-, "Gutiérrez M. A. (hijo) re- 
curso coutencioso administrativo 1 ' fallado en '-2 de no- 
viembre ppdo. lia dejado establecido míe los actos de 
procedimiento interruptivos de Ja prescripción a que 
aludo el art. 3* de la ley 11.583 son "los actos de pro- 
cedimiento directos contra la persona del infractor o 
para la represión de la infracción**. 

Que no puede sostenerse que la intervención del 
Procurador Fiscal anteriormente aludida, tenga ese al- 
cance, y en tales condiciones la prescripción del artículo 
1», ley tí 9 11,585 se ha operado en el caso. 

Por ello se confirma la sentencia apelada de fs. 72 
en cuanto pudo ser materia de recurso. llágase sabor y 
devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se re- 
pondrá el papel. 

Axtoxio Saoarna — Lrrs Lina- 
n es — B. A. Xazar Aíícho- 
iíena — F. Ramos Mejía. 
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ISAAC GROSMAItK E HIJOS w NACION ARGENTINA 

SOL VE ET ÜEPETE. 

La reírla sol ir cf repdt es inaplicable a Ja demanda sobre 
cancelación tle fianza promovida contra la Nación por el 
importador que, con autorización de la Aduana, introdujo 
mercaderías previo pago de derechos por lo manifestado 
y afianzamiento, a las resultas del juicio, por la diferen- 
cia que aquella repartición pretendía cobrar por aplica- 
ción de una resolución ministerial impugnada conio in- 
constitucional. 

/ 

FIANZA. 

Corresponde cancelar la fianza otorgada a las resultas del 
juicio y con autorización de la Aduana por el importador 
que declaró e introdujo vidrios planos comunes de (i mm. 
de espesor, comprendidos en la partida 17(14 de la Tarifa 
de Avalúos, pagando los derechos correspondientes, a quien 
se pretende cobrar la diferencia con los establecidos en 
las partidas 1775, referente a vidrios finos o cristales, por 
aplicación de la resolución ministerial li. P. 67 que so 
aparta de lo establecido en dicha Tarifa y e« por ello vio- 
la toria de los arts. 67, inc, í°, y 86, inc. 2'* de la Consti- 
tución Nacional (10 de diciembre de lí>43). 



ANGEL riIIESANOVA 111 ANCHI v NACION 
ARGENTINA 

COMPRAVENTA, 

La rescisión del contrato de suministro decretada por el 
Estado con motivo del incumplimiento del contratista de- 
bido a dificultades provenientes de la creación de la Co- 
misión de Control de Cambios y fundada en la cláusula 
contractual que lo faculta para adoptar dicha medida y 
adquirir la mercadería directamente en pinza por cuenta 
del contratista, no lo autoriza para cobrar a este la dife- 
rencia de precio sin deducir de ella e! importe de los dere- 
chos aduaneros pagados por la mercadería así adquirida, 
que por el contrato se hallaba a cargo del Estado, 
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Sentencia del Jrtz Fkm-ual 

Buenos Aires, setiembre 16 de 1942. 

Y vistos: Estos autos promovidos por don Angel Chiesa- 
nova Biauchi contra el Gobierno de la Nación por eobro de 
pesos y dañas y perjuicios, de cuyo estudio resulta: 

l 9 Que a fs, 11 se presenta el actor por apoderado de- 
mandando al Gobierno Nacional por cobro de la suma de 
9 15.902,85 m/n., con más el importe de los daños y perjuieios 
que dice haber sufrido y que estima en la suma de $ 20.000. 

Expresa que el 28 de marzo de 1034 formalizó eon la 
Dirección General del Ministerio de Marina un contrato de 
suministro de acuerdo eon el pliego de condiciones de la licita- 
ción celebrada por dicha repartición el líi de noviembre de 1Í133, 
conforme al cual el demandante debía proveí' r las diversas 
partidas de mercaderías que detalla entre las que lisura una 
correspondiente a 15.000 metras de lona impermeable pura 
carpas al precio de £ 1,82 el metro. !a que debía ser entrega- 
da con la cláusula C. 1. F. Buenos Aires, es decir eon el casto, 
seguro y flete abonado, .siendo a cai-L-o del comprador el paf»u 
do los derechos de Aduana, Que cumplió con la obligación 
del depósito de garantía y habiendo hecho bis gestiones ne- 
cesarias pura cumplir lo pac tai lo. re-abó los permisos para 
obtener las divisas necesarias para poder importar las merca- 
derías, tropezando con la dificultad de que la Comisión de 
Control de Cambios creada por el I*. K. el 10 de noviembre 
de 1933, es decir, pocos días después de la licitación, negó 
tales permisos, lo que trastornó totalmente las gestione* de 
importación. Que a pesar de los perjuicios que so le origina- 
ron por diferencias de precios cumplió con el compromiso de 
entregar otros parí idas de mercaderías comprometidas: "fiel- 
tro" y "botones" pero le fué imposible cumplir el renglón 
"Lona'* por razones de fuerza mayor como lo reconoció la 
Dirección General de Administración al anular con fe. 'ha 27 
de agosto de VXH la adjudicación de los 15.000 metros de 
lona impermeable licitada, con la expresa declaración de que 
ta anulación no era imputable a la mala voluntad o falta de 
cumplimiento de bi casa contraíante. 

Agrega que a pesar dé esa decisión, el P, E. decretó la 
pérdida del depósito de garantía efectuado por el actor que 
alcanzaba a $ 2.7.10 m/n, y además dispuso la adquisición en 
¿daza de la referida mercadería cargando el mayor precio al 
actor, concepto por el que se 1c exijrió el pago de la suma de 
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S 13.172,85. Que oí Gobierno compró la tela a la firma Arturo 
Bardaeh al precio de $ 2.86 el metro incluidos loa derechos 
de Aduana, lo que evidencia que la diferencia de precio que 
le fué caranda nunca pudo ser de $ 1.04 como se le cargó, 
pues al preció convenido por el actor $ 1.82 habría que agre- 
garle el importe de los derechos aduaneros, que según se ex- 
presa ascenderían a $ 0,80 el mdtro, por lo que en definitiva 
la diferencia de precio no debió exceder de $ 0.24 el metro, 
en lugar de $ 1,04 que se le cargó. 

¡Sostiene que el incumplimiento de la obligación de entre- 
par la lona se debió a fuerza mayor, que no le es imputable. 
Invoca io dispuesto en los arts. 513, 514, 520, 521, 792, 907, 
230(5, 589, 1íi2U, 2288 y 2587 del Cód. Civil, y solicita que Be 
condene al Gobierno a devolverle el importe del depósito de 
garantía, y la suma que le cargó en concepto de diferencia 
de precio, el pago de los daños y perjuicios sufridos en su 
crédito con la casa proveedora de Europa al no poder cumplir 
los compromisos contraídos, intereses y costas. 

2 o Declarada la competencia del Tribunal (fs. 21) y 
corrido traslado de la demanda fui contestada a fe. 22 por el 
Procurador Fiscal Dr. Paulucei Cornejo, que solicita su re- 
chazo negando todos los hechas no reconocidos expresamente. 

Reconoce la licitación invocada en la demanda, el cumpli- 
miento parcial efectuado por el actor y la falta de entrega 
de la lona contratada. Niega que las decisiones de la Comisión 
de Control de Cambios, hayan podido constituir "fuerza ma- 
yor" que justifique el incumplimiento del contrato que en la 
fecha en que el actor formalizó el contrato — 28 de marzo de 
1934 — conocía perfectamente la situación del Mercado Ofi- 
cial de divisas, pues el decreto de creación de la Comisión de 
Control de Camiiios databa de cuatro meses y diess y ocho días 
antes: 10 de noviembre de 1933. Que el actor, al faltar a lo 
pactado, incurrió en las penalidades establecidas en las bases 
de licitación y en e] contrato, que le fueron aplicadas, siendo 
inadmisibles las alegaciones del demandante, sobre lo que pu- 
do constituir el mayor precio por cuanto la cláusula aplicada 
tuvo no sólo el carácter de resarcimiento del daño, sino que 
tuvo el alcance de su índole, típicamente penal. 

Niega »,ae el actor haya sufrido perjuicios y afirma que 
si los hubo, sólo a 61 le son imputables, desconoce el monto de 
los pretendidos daños, e invocando lo dispuesto en los arts, 
656, 903 siguientes y concordantes del Cód. Civil y las dis- 
posiciones de la ley 428, solicita (pie se desestime con costas 
la acción deducida. 
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Considerando ¡ 

1* La cuestión fundamental planteada en estos autos, 
tiene precedentes de jurisprudencia, que en principio 8 lia- 
ran la situación del demandante, habiéndose reconocido, que 
el decreto del I\ E. dé noviembre de 1933, que acarreó la des- 
.alorizaeión de Ja moneda, unido a las dificultades para la 
obtención de divisa» y la necesidad de adquirir Ja mercade- 
ría en el extranjero, pudo importar la situación de fuerza 
mayor capaz de autorizar la liberación del deudor por los da- 
fios y perjuicios, ocasionados al acreedor por la falta de cum- 
plimiento de la obligación (Fallón juez, támara y ¡3. Corte 
Federal, J. Arg., t. 55, pág. 59 y 770 y t. 60, púg. 383). 

2* Do ío actuado resulta, que además de loa 15,000 me- 
tro» de lona impermeable, el actor se comprometió a suminis- 
trar a la Dirección General de Administración del Ministerio 
do Guerra, cuatro mil metros do fieltro, y diversas partidas 
de guantes y botones, habiendo cumplido el proveedor sus 
compromisos salvo en lo concerniente u la lona impermeable, 
alegando la existencia de fuerza mayor por haber fracasado 
las gestiones hechas directamente y por intermedio de la Di- 
rección Genera 1 de Administración, para obtener el cambio 
Ut 'esario, pudiendo sólo recurrir al mercado libre lo que per- 
judicaba considerablemente sus intereses. Tales extremos apa- 
recen reconocidos por la mencionada Dirección General en la 
resolución de fecha 27 de agosto de 1934 corriente a fe. 3 del 
exp. fldin. a A. D. 52.000-Cd, 82; que anuló la adjudicación 
hecha al actor de los ]ó.0(K> metros de lona impermeable, con 
la declaración de que ello no era imputable a mala voluntad 
o falta de cumplimiento del señor Angel Chiesanova B ¡anchi. 
Esa resolución no fué aprobada por el señor .Ministro de la 
Guerra, que decidió exigir ni nombrado el cumplimie ito del 
contrato, bajo apercibimiento do las sanciones previstas en el 
pliego de condiciones (art. 4, fs. 5 vta.}. 

3<> Las aet luiciones corrientes de fe. 23 en adelante del 
exp. udm. afri'ditnn (pie ta lona de la referencia ern material 
importado sujeto al pago de derechos aduaneros, por lo que 
al haberse dispuesto ' . adquisición en plaza y la entrega in- 
mediata de la mercadería, como consecuencia del incumpli- 
miento de la adjudicación hecha a Chiesauova Ijianchi, ne- 
cesariamente en el precio de la adquisición convenida con el 
nuevo proveedor Arturo Rardach debieron involucrarse los 
derechos aduaneros abonados, situación fundamentalmente dis- 
tinta a la producida con motivo de la adjudicación hecha al 
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aetor (contrato de fs. 4, renglón 27) quien debía entregar la 
mercadería en Buenos Aires, con el costo, seguro y flete abo- 
nado, siendo de cargo del adquirentc el pago de loa derechos 
aduaneros que pudieran corresponder. 

4* y i bien es cierto, que el art. 4 del contrato impuso 
a Chiesanova Bianchi el cumplimiento de las obligaciones que 
el contrato señalaba las que "no podrá eludir bajo ningún 
pretexto" y que áiého contrato celebrado el 2t> de marzo de 
1934 tué varita meses posterior al decreto de creación de la 
Comisión de Control de Cambios, no lo es menos que el con- 
trato fué la consecuencia de la adjudicación hecha al actor 
pocos días antea del decreto citado, Riendo verosímil que el 
J ,dÍudieatiirio al furmatizar el contrato en marzo de 19d4 
contara con la obtención de (liviana necesarias para el pago 
le la mercadería a importarse comprometida con la Dirección, 
muque indudablemente la dificultad en la obtención de di- 
visas no pudo en el caso importar causal bastante de liberación 
del obligado, pues la mercadería podía conseguirse en plaza, 
aunque a precios superiores como resulta de las aludidas cons- 
tancias administrativas. . 

5' Habiendo decidido la Dirección General de Adminis- 
tración, ejercitar las facultades conferidas en el art. 4' del 
contrato para el caso de incumplimiento, debe interpretarse 
que las sanciones a aplicarse debieron mantenerse en el debido 
límite de razonabilidad, máxime en presencia de la anormal 
situac ión creada por la dificultad en la obtención de divisas. 

En esa inteligencia el Juzgado considera que la proposi- 
ción hecha administrativamente por el actor en sus comunica- 
ciones de fecha 26 de octubre de 1934 (fs. 70 exp. adra.) y 
10 de iulio de 1935 (fs, 04 exp. eit.) fué razonable, en cuanto 
aceptaba cargar con ta diferencia de precio entre el valor de 
la mercadería ndqtiirida en plaza por la Direccum General 
de Administración — $ 2M por metro— y el valor asignado 
en la ad indicación — $ 1.82 por metro— previo descuento de 
los derechos aduaneros, que- fueran involucrados en la compra 
hecha en nt:iz:i y de los que «'1 adjudicatario Chiesanova Bian- 
ehi estaba liberado conforme a su contrato. 

Es verdad que la Dirección General de Administración, 
como rama del Gobierno Nacional no habría pagado derechos 
de Aduana en el caso de que el contratista Cliiesanova hu- 
biese cumplido su contrato, pero también es cierto que la mer- 
cadería importada adquirida en plaza al señor Bardach sa- 
tisfizo derechos de Aduana, que el Fisro ptrctbto. Tal bene- 
ficio no debe traducirse en perjuicio del proveedor contratista 
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C bies ano va, ni en fuente de enriquecimiento injustificado para 
el Pisco, dándole derecho a exigir el pago Je una diferencia de 
precio que excede de los límites pactados. 

Parece justo pues — sobre todo teniendo en cuenta io se- 
ñalada situación de excepción—, que al formularse el cómputo 
de la diferencia de precio, se deduzca el importe de los derechos 
de Aduana ya percibidos por el Fisco, por Ja mercadería ira- 
..portada que fué objeto de la adquisición, en reemplazo de la 
que debía proveer el actor; y con ese alcance entiende el sus- 
cripto que debe prosperar el reclamo de repetición del de- 
mandante, en presencia de la expresa conformidad prestada 
por el contratista Chicsanova en bis notas antes mene Sonadas 
dirigidas a la Dirección General. 

B* En cuanto al importe del deposito de garantía euy:i 
devolución también se persigue el reclamo no puede prosperar 
atento lo pactado en los arta. 3 y 4 del contrato de fs, 4 y de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 1202 del ('. Civil, 
de acuerdo asimismo con lo resuelto por la Excma, Cámara y 
por la Suprema Coi-fe. en las, casos análogos que se registran 
en J. A. t. 55, pág. 59 y 770 y t. 60, pág. 383, rpie señalaron 
la interpretación que corresponde asignar al art. 513 del C. 
C. citado. 

7* Finalmente, en lo referente al reclamo de daños y 
perjuicios que dice haber sufrido el actor, el suscripto no en- 
cuentra fundamento legal bastante para responsabilizar al 
Gobierno Nacional, independientemente de que el demandante 
no ha traído a los autos prueba alguna de la existencia de tales 
perjuicios. 

Por estos fundamentos y lo dispuesto en las disposiciones 
citadas y art. 732 C. C. fallo: Haciendo lugar en parte a la 
demanda, declarando que el Gobierno de la Nación deberá sa- 
tisfacer al adtor don Angel Chicsanova Bianchi el impuesto 
de los derechos de aduana percibidos por el Fisco sohre los 
12.666.20 mis. de lona impermeable de un metro de ancho, a 
que se alude en el decreto de 26 de diciembre de 1934 (fa. 67 
exp. adm.) adquiridos por la Dirección General del Ministerio 
de la Guerra al señor Arturo Bardach en sustitución de idén- 
tica merca .¿ría que debía proveer el actor según el contrato 
de fs. 4 — renglón 27 — cuyo importe en ningún caso podrá 
exceder de la diferencia existente entre el precio de adjudica- 
ción convenido por la Dirección General con don Angel Chic- 
sanova Bianchi — $ 1.82 el metro— y el de la compra efectuada , 
por la misma a don Arturo Bardach — -f 2.H2 el metro — con 
intereses al tí % desde la notificación de la demanda y eonfor- 
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me a la liquidación que deberá practicarse con intervención 
de la Aduana de la Capital. Desestímase los demás reclamos 
contenidos en la demanda. Costas por su orden atento el resul- 
tado a que se llega eu este pronunciamiento. — Alfonso E. 
Poccard. 

Sextexcia oe la Cámara Federal 

Buenos Aires, 23 de julio de 1943. 

T vistos : 

Por SUS fundamentos y Jo resuelto por la Corte Suprema 
eu el juicio Rumos contra la Nación en 6 de maro d" 1940, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 4ü, en eslos autos cara- 
tulados Aiiírcl Cliiesanova Bíanchi contra Gobierno de la Na- 
ción, por cobro de pesos y daños y perjuicio*. Sin costas. — 
Juan A. González Cahln-ón. — Cario* del Campillo. — Eduar- 
do Sarmiento. — Carlos Herrara. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Une nos Aires, 10 de diciembre de 1943, 

Y vistos: El recurso ordinario de apelación dedu- 
cido por el señor Procurador Fiscal de segunda instan- 
cia eu los autos: 41 Angel Cliiesanova Binnchi v. Gobier- 
no de la Nación, sobre eobro de pesos" contra la sen- 
tón cíe dictada por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

Que según resulta de autos, la mercadería que de 
acuerdo con la licitación, debía proveer la firma actora, 
podía adquirirse en plaza, circunstancia esta que hace 
^ue el presente caso difiera del resuelto por esta Corte 
m re S. 180, 114. 

Que por otra parte la intervención del Tribunal en 
el caso, se halla limitada al recurso de apelación ordi- 
nario do la demandada. 
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Por ello y por sus fundamentos se eonfirma la sen- 
tencia apelada ríe fs. 04. Sin costas asimismo en esta 
instancia dada la naturaleza de las cuestiones plantea- 
das, llágase saber y devuelvan si* al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Antonio Sagauna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
res a — F. Ramos Mejía, 



ALDO GIULIAM v. IMPl'ESTOS IXTEIÍXOS 

IMPUESTOS IX TE RX OS: Impuesto tt 1<>* naipes. 

El poseedor de naipes respecto de los eunleti «e ha pagado 
a Insólida do fábrica, aduana o depósito Fiscal el gravamen 
establecido por el art. 16 de la lev 11.252 (156, T, O.), 
coa relación al precio de venta al público determinado por 
el fabricante o importador, no está obligado a pagar un 
nuevo impuesto en razón de cobrar por ellos ttn precio 
mayor al público consumidor o por no resultar la propor- 
ción prevista en el precepto legal citado entre el grava- 
men y el precio a ojie vende la mercadería; de manera 
que no incurre por ello en infracción ni le or aplicable la 
«andón prevista en el art. '¿tí de la ley 3764 (27 T. O.) (*). 



SLNTKNCIA IiET, JlT.Z Fri'KHALi 

Bell Ville. 2!) de marzo de 3943. 

V vistos: el recurso contencioso interpuesto por Aldo Giu- 
liaui eontni la r^nliu-ión di» la Adiniiiistnirión General de Im- 
puestos Internos de la Nación que obra a fs. 6 de los autos, 
por la que se resuelve; '*2'' Aplicarle una multa de § :í.V> m/u. 
equivalente al dren pío del impuesto eludido"'; y 



(l) El la <1<> (H'-h-mUre de I!>4.t Sn¿ resucita en í^unl M'iitirio ln 
causa "Titea te Callejón v. Impuestos Internos". 
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Considerando : 

1* Que el (Ha 8 del mm de octubre de 1942 empleados 
de Impuestos Internos de la Nación, en gira de inspección, 
encontraron en lu librería de propiedad del recurrente, setenta 
y un niazos de naipes de los denominados españoles, marea 
"Triunfo" con valor fiscal adherido de cincuenta centavos 
cada uno y precio de venta marcado de un peso sesenta y cinco 
centavos nacionales, cada uno; 

2 V Que la Ad mi ti i sí ración estima que los juegos de naipes 
intervenidos se encuentran en infracción al art. 156 del T. O., 
desde tpie las estampillas fiscales adheridas corresponden a un 
precio de venta menor que el manifestado por el sumariado 
en el acta de fs. 2 ; 

3'' Que si bien es cierto qne el art. 156 del t. o,, establece 
que los naipes que se vendan de uno a dos pesos moneda nació* 
nal pagarán el impuesto de un peso de la misma moneda, tal 
disposición debe n tenderse aplicable en el momento en que el 
artículo es lanzado a la circulación comercial y no con ocasión 
de las enajenaciones sucesivas a que pueda dar lugar, ya que 
la razón de ta ley no es, ciertamente, fijar un límite al precio 
de venta del artículo, en manera alguna conforme con la liber- 
tad de comerciar, garantida por la Constitución, sino crear 
una fuente de renta, no debiendo interpretarse ésta extensi- 
vamente atenta la naturaleza del asunto, en que, por el contra- 
rio, la interpretación debe ser estricta (Coohy *'On iaxation", 
3 o edición, pags. 452 y sigts.) ; 

4 V Que, en efecto, el estampillado de los naipes no se 
realiza, entre nosotras, por los comerciantes minoristas, sino 
por los fabricantes o los importadores (art. 1* tít. IX, decreto 
de diciembre 7 de 1023, reglamentario de la ley 11.252) y la 
ley no preve el pago de tasas reglamentarias del impuesto cada 
nueva reventa, lo que equivaldría a exigir el pago de nuevos 
derechos de aduana a cada aumento de precio que obtuvieran 
en el país los artículos importados; 

5* Qne, en consecuencia, no existe razón legal para exi- 
gir del apelante el pago de un suplemento de impuesto, ni de 
la multa por infracción al art, 27 del T. O. ; 

6» Que, por último, ísta ha sido la jurisprudencia de loa 
tribunales federales v de la Corte Suprema en casos análogos 
fG. S. .T. F.. Fallas: t. 148, púg. 279 y t. 152, pág. 189; Cámara 
Federal de la Capital in j. A.: t, 21, pág, 637; t. 22, pág, 134 
y t. 25, pág. 469), 

Por ello resuelvo revocar la resolución de la Administra- 
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ción General de Impuestos Internos de la Nación en cuanto ha 
podido ser materia del recurso al imponer u» a multa al ape- 
lante, absolviéndole de culpa y cargo. — Jorge A. Frías. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, mayo 18 de 1943, 

Y vistos y considerando: 

Que en la inspección de que da cuenta el actn de fe. 2, 
efectuada en Villa Dolores, con fecha 8 de octubre del uño 
ppdo,, por empleados de la Administración de Impuestos In- 
ternos, en el negocio del recurrente, se constató la existencia 
de setenta y un mazos de naipes de los denominados españoles, 
marea "Triunfo", que «i bien demostraban haber abonado Ior 
respectivos impuestos fiscales, sin embargo, entre el valor del 
gravamen satisfecho y el que correspondería en relación al 
precio de venta de la mercadería, no se guardaba, con me- 
noscabo de los derechos del fisco, se dice, la proporción que se- 
ñala el art. Ni de la ley 11.252, por !o que la resolución Admi- 
nistrativa de fs. 6, condenó al poseedor de aquéllos al pago de 
tina multa equivalente al décuplo de la diferencia del impuesto 
que se habría omitido; 

Que según el art. 1" del Texto Ordenatlo de las Leyes de 
Impuestos Internos, la recaudación de estos se practicará en 
el modo y forma que el mismo determina y de conformidad con 
los decretos que para su ejecución se dicten por el Poder Eje- 
cutivo, y en su art. 4', 17 de la ley 3764, establece que la re- 
caudación mensual se hará por el expendio, entendiéndose por 
tal, para los casos que no se fije una forma especial, toda sa- 
lida de las especies, de fábrica o de los depósitos fiscales. 

Que consecuente con estas normas generales que rigen la 
recaudación, fiscalización e inspección de Impuestos Internos, 
la ley 11.252 en su art. P (2» del T. O.) a su vez dispone, que 
los artículos enunciados en ella, entre los que se cuentan los 
naipes de fabricación nacional o que se introduzcan del extran- 
jero, pagarán los impuestos internos que se establezcan a la 
salida de fábrica, aduana o depósito fiscal, en la forma que 
reglamente el Poder Ejecutivo, y los que en el caso han sido 
intervenidos, llevaban como se ha dicho, la comprobación de 
haber abonado ya el impuesto, el que debe suponérsele confor- 
me al valor especificado en el art. 10 de la misma ley; 

Que siendo ello así, no puede sostenerse, como lo pretende 
la Administración de Impuestos Internos, que el poseedor de 
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los naipes deba u» nuevo iii puesto en razón de cobrar por 
ellos, al publico consumidor, un precio mayor que el de su 
adquisición o por no resultar ya la proporción prevista por el 
art, 16 citado entre el impuesto y el valor actual de la merca- . 
dería, por que como lo ha establecido la Corto Suprema, en un 
caso reciente, dicho tributo debe pagarse una sola vez, sin que 
pueda obligarse a que se lo reitere con motivo de trasmisiones 
sucesivas de los objetos gravados, conforme a las normas antes 
citadas, que rigen la recaudación de dichos impuestos. Fallo: 
24 de febrero último, publicado en Jurisprudencia Argentina. 

Por estas consideraciones, y de conformidad con lo resuel- 
to por esla Cámara en sentencia de fecha 4 de mayo último, 
dictada en la causa análoga de Vicente Serafín Callejón, y los 
concordantes del fallo apelado, se resuelve: Confirmarlo en 
todas SUS puiH.es. Ilúdase saber, transcríbase y vuelvan. — Ro- 
dolfo Otero Ctípdcvila (en disidencia). — Miguel A. Aliaga — 
litis M. Allende. y >~ 



Que la denominada Ley de Impuestos Internos, grava cier- 
to género de consumo, estableciendo las tasas de los diversos 
impuestos en relación a aquel momento final del proceso eco- 
nómico. 

La entrega de los valores fiscales al manufacturero o fa- 
bricante se hace como medio de regularizar o fiscalizar el pago 
del impuesto que se percibe en definitiva, en el acto del expen- 
dio o consumo (art. 1» al del T. O.; S. C. t. 115, pág. 48 y 
123, pág. 424, entre otros). 

Que en to referente a naipes, ello no sólo surge de las 
disposiciones de carácter general a que se hace referencia, 
sino del testo expreso del art. 15G del T. O-, al que no puede 
acordarse otro alcance que el que resulta de su letra: "los nai- 
pes que se venden a $ 1, pagarán 0,50 por juego; los que so 
vendan de $ 1 a $ 2, pagarán SI... etc.", es decir, fija el 
monto definitivo del impuesto en relación al precio de venta 
al público que ha de lasarlas o consumirlos, sin que importen 
las ventas precedentes entre comerciantes, como quiera que ellas 
constituyen actos de circulación del producto necesarios para 
que desde los centros de producción se distribuya en general 
la riqueza a los consumidores. 

Que el art. P de la ley 11,252 (2* del T. O.) sancionado 
con mucha posterioridad a la ley básica N* 37G4, ha ratifi- 
cado por así decirlo, el concepto de que los pagos de Impues- 
tos Internos, que deban verificarse a salida do fábrica, aduana 
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depósito fiscal, son provisorios, estableciéndose tal obligación 
como medio de fiscalizar la regular percepción del impuesto. 
Es ésta también, la ínter prefación que la Corte Suprema le da 
. en el fallo que se registra al tomo 178, pág. 75, considerandos 
3', 4* y 5*. 

Que el mismo tribunal resolviendo casas análogos al sub 
jutlicr, llevadas a su conocimiento desde distin s tribunales, 
que consideraron que los naipes sólo debían abonar el impuesto 
que correspondía al precio de venta fijado a la salida de fá- 
brica, no solamente no aceptó el alcance que se atribuía a las 
disposiciones de los arts. 1" y lü de la ley 11.252 sino que al 
confirmar sus resoluciones por fundamentos propios, parte de 
la base de Ja proporcionalidad del impuesto al precio de venta 
y absuelve a los imputados por considerar que no hay infrac- 
ción en el caso de que dicho precio sea inferior a la suma del 
impuesto y el precio legal de la escala fijada por el art. 16, 
ya que la ley no establece que el precio de venta deba com- 
prender el impuesto, como lo dispone con respecto a otras mer- 
caderías, S. C. t. 148, pág. 275 y 152. pág. 185. 

Que el citado art. l(i, de ninguna manera obsta a la liber- 
tad de comerciar garantizada por la Constitución, ya que per- 
mite al comerciante fijar liln emente el precio ele venta, si bien 
supeditándolo al pngo de un impuesto que fija relativo a él, 
dentro de la escala determinada por la ley. 

Que el caso resuelto por dicho tribunal, el 24 de febrero 
del cte. año, en autos "Creóla Martin c/. Impuestos Internos", 
publicado en J. A., de fecha íiO de marzo último, no guarda 
relación con el presente. 

En efecto: en aquél se trata de la imposición de una multa 
por falta de pago de un pretendido impuesto a naipes lavados 
— circunstancia ésta no prevista en la ley — , que ya Jo habían 
satisfecho cuando nuevos; en el de autos, la multa, obedece a la 
omisión del pago del impuesto cor respondiente al precio actual 
de venta al público, de naipes nuevoh, aun en circulación y por 
tanto comprendidos en la dispusieión del art. lli, ley 11.252 
(156, T. O,) ; bien pudo decir entonces la Suprema Corte, que 
el cobro a Creóla era reiterado; el de autos se exige por pri- 
mera vez ; aquél se fundaba en disposiciones reglamentarias y 
éste tiene por base la disposición expresa de la ley. 

Que en el caso, todos los precios fijados como de venta al 
público, exceden de la aludida suma. 

Que los hechos comprobadas con el acia de fs. 2, configu- 
ran el delito que prevé y castiga el art. 27 del T. O. de las 
leyes de Impuestos Internas, por cuanto la mira de defraudar 
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Ib diferencia entre el valor del impuesto que corresponde a la 
mercadería en venta y el que la misma ostenta en la faja f iscal 
respectiva, resulta evidente, ya que aparentando tener pago el 
impuesto fustal, con la «ola entrega de la mercadería al com- 
prador se consuma el delito. 

Que el hecho suficientemente acreditado de que la merca- 
dería intervenida ostentaba las menciones escritas en números 
que se consignan, en el acta de fs. 2, debe interpretarse do 
acuerdo a su significación corriente, er* el sentido de que esas 
mareas correspondían al precio de venta al público. Para con- 
trariar semejante conclusión conforme con el criterio lógico de 
apreciación de la prueba material, hubiera sido preciso que se 
aportara prueba fehaciente do que se trataba de una forma 
cifrada, como lo pretende el imputado, lo que no ha sucedido 
en autos. 

Por estas consideraciones se resuelvo revocar la sentencia 
apelada obrante a fs. 16 y en consecuencia confirmar la reso- 
lución de fs. 6 del señor Administrador de Impuestos Internos 
en la parte materia del recurso. Con costas ai vencido en ambas 
instancias. Art. 144 del C. P. en lo Criminal. — Rodolfo Otero 
Capdevüa, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de diciembre de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 29 en los autos Giuliani Aldo, apelando de una 
resolución de Impuestos Internos, venidos de la Cá- 
mara Federal de Córdoba. 

Por los fundamentos de la sentencia de la Cámara 
de fs. 22, y los concordantes aducidos en primera ins- 
tancia, que son arreglados a derecbo y a las constan- 
cias de autos, se confirma la sentencia apelada en 
cuanto ba podido ser materia del recurso. NotifíqueBe 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 

Antonio Sagarna — Luis Lina- 
res — B. A, Nazar Ancho- 
RE3ÍA — F. Ramos Mejía. 
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BENITO DEMETRIO 

SERVICIO MILITAR. 

El ciudadano que contribuye al sostenimiento de su madre 
viudo, cuyo ingreso a las filas del ejército coincidirá con 
el licénciamiento tic BU hermano mayor actualmente incor- 
porado, no se halla comprendido en los casos de exención 
previstos por el art. 63, ing. b) ye) de la ley 4707. 



Sentencia del Juez Federal 

Rosario, septiembre 23 de 1943. 

Autos y vistos: El pedido de excepción del servicio mili- 
tar formulado por el ciudadano Demetrio Benito, clase lií23, 
matrícula X* 6.Ü87.399, Distrito Militar N* 34. 

Y considerando que: 

A fs. 5 se presenta el nombrado ciudadano solicitando su 
excepción de! servicio militar por hallarse comprendido en el 
inc. b) ag) del art. 63, de la ley 4707, por ser sostén de madre 
viuda. 

La información testimonial de ta. 9 y 10 y la policial 
obrante a fs. 12 vta. — 13 establecen que el solicitante es, en la 
actualidad, el hijo varón que con el producto de su trabajo 
personal, atiende a la subsistencia de la madre viuda doña 
Florencia Santamaría, por lo que queda comprobada la causal 
del inc. 'V, de la ley 4707. 

El hermano mayor Teodoro que se encuentra incorporado 
en el grupo N 9 3 de artillería pesada, Paraná, no puede ser 
impedimento el otorgamiepto del beneficio solicitado, por el 
contrario, tal hecho, se encuadra en la causal del inc. "e M , 
2* parte, del art. 63 de la citada ley 4707, en cuanto dicho 
inciso establece que procede la excepción, "al hermano menor 
de la clase siguiente si estuviera ya bajo banderas un hermano 
cumpliendo el servicio de un año". Esta es claramente la si- 
tuación del solicitante Demetrio Benito. 

Por dicha* consideraciones y no obstante lo dictaminado 
por el Sr. Procurador Fiscal, resuelvo declarar que el ciuda- 
dano Demetrio Benito, ha comprobado hallarse comprendido 
en las causales de los inc. "b" y "e" del art 63, de la ley 
4707, así cnmo.su pobreza al mismo efecto. — £nt>7>f íf. Tasado, 
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Sentencia de la Címaiu Federal 



Rosario, noviembre 3 de 1943. 
Vistos: Y cnusiderando que: 

|» En autos está probado que el solicitante, con el pro- 
ducido de su trabajo — $ 40 mensuales como peón de campo 
(certif. de fe, 20, debidamente autenticado)— contribuye al 
sostenimiento de su señora madre viuda, que se ocupa de los 
quehaceres domésticos y vive en casa propia, libre de gra- 
vamen. 

2» Partiendo de la base de estos hechos, el a quo ha con- 
cedido al solicitante el beneficio de la excepción del servicio 
militar en virtud de lo dispuesto en el art. 63, incisos b) y e) 
(segunda parte), de la ley 4707. El señor fiscal de primera 
instancia no conforme con la resolución, apeló; y el señor Fis- 
cal de Cámara, manteniendo la apelación, pide la revocatoria 
de dicha sentencia. 

3' Esta Cámara disiente con la interpretación dada por 
el señor Juez a la segunda de las tres situaciones contempla- 
das en el i tic, e) del art. 63, antes mencionado, que en esa 
parte, textualmente, dice: "al hermano menor de la elase si- 
guiente si estuviese ya bajo banderas un hermano cumpliendo 
el servicio de im año". El solicitante no está en condiciones le- 
gales para invocarla, porque de acuerdo con la ley respectiva y 
la reglamentación pertinente, su ingreso en las filas del Ejército 
ha de coincidir con el licénciamiento de su hermano mayor 
de Ja clase inmediata siguiente, Teodoro, "incorporado en ei 
Regimiento N» 3 de Artillería pesada con fecha 5 de enero 
de 1943, y será dado do baja al licénciamiento de su clase" 
(inf. del D. Militar N° 34, fs. 30). De manera, pues, el hogar 
materno siempre contará con la ayuda económica que pueda 
prestar uno de los hijos solteros, con lo que se verá satisfecho 
el proposito de la ley, enal es el evitar que los dos hermanos 
se hallen a un mismo tiempo bajo banderas, cumpliendo el ser- 
vicio militar obligatorio, 

4' Por otra parte, la permanencia en las filas del Ejér- 
cito del hermano mayor no sería motivo legal para eximir al 
peticionario de la obligación de incorporarse con los de su cla- 
se, si aquélla obedeciera: a) a tener que purgar una condena 
como infractor a una ley militar {4707 u 11.386) ; o b) a haber- 
lo dispuesto así el P. E. Nacional en virtud de la facultad que 
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le acuerda el art. 15 de la ley 4707. Así lo ha resuelto la Corte 
Suprema de la Nación en los fallos registrados eu su colec- 
ción, t. 13G, p. 335 y t. 193. p. 68, respectivamente. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Fis- 
cal de Cámara, so resuelve: revocar la resolución de fa. 25 f 
declarando i|iie el ciudadano Demetrio Benito no ha compro- 
bado hallarse comprendido en las causales de excepción pre- 
vistas en los incisos h) y e) del art. 63 de la ley 4707, exi- 
miéndoselo de la obligación de reponer el sellado. — Julio 
Marc. — Santos J. Saccone, — Manuel Granados. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de diciembre de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos: "Benito Demetrio — excepción del servicio mi- 
litar", contra la sentencia dictada por la Cámara Fe- 
deral de Rosario. 

Por bus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas 31 en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Hágase súber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Roberto Rkpetto — Antoxio 
Saoahna — B. A. Xazar 
Ancíiokena. 



MARGARITA MOSSO T>E CASALE v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

* JUECES: Poderes. 

No corresponde considerar implícitamente propuesta en 
la demanda ni decidirse de oficio por el juez, en uso de 
la facultad de suplir el derecho invocado, la cuestión re- 
ferente a la irresponsabilidad del sucesor por la infrac- 
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ción a las normas de impuestos internos ocurrida antes de 
la transmisión de la industria. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucional idad a inconstitucio. 
nal ¡dad, Decretos nacionales. Impuestos Interno». 

Los orts. 207 y 208 del tít. III de la Reglamentación Ge- 
neral de Impuestos Internos, en cuunto limitan a cierta 
proporción la merma de la materia prima liberada, no 
contrarían lo dispuesto en el art. 32 de la ley 3764 (T. 
O.), que tampoco obsta a la validez constitucional de las 
presunciones reg] 'mentarías de fraude. 

IMPUESTOS INTE UNOS: Impuesto a los alcoholes. 

El fabricante de vinagro que no lia obtenido el rendi- 
inioirt.o mí ii i mío establecido cu eí art. 21, tít. XV, de la 
Kepl h mentación General de Impuestos Interuos, y no lia 
demostrado que las mermas se hayan debido al procedi- 
miento utilizado por la elaboración, debe pagar el im- 
puesto correspondiente a la diferencia entre la materia 
prima empleada y el vinagre obtenido. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, mayo 8 de 1943, 

Vistos: Las autos "Margarita Mcsso de Cásale v. Impues- 
tos Internos por repetición de pago", Tenidos del Juzgado 
Federal de Mendoza, en apelación de la resolución corriente 
a fs. 53/57, por lo que se resuelve haeer lugar a lo demanda 
interpuesta por la aet.tra, declarando que el Gobierno de la 
Nación debe devolver a la mismo, la suma de $ 10,737.00 m/n. t 
con .sus intereses, computadas desde la fecha de la notificación 
de la demanda, con costas. 

Y considerando: 

Que la octora, previa justificación de la protesta del pago 
a que dice haber sido conminada por la Administración de 
Impuestos Internas, deduce demanda de repetición contra el 
Gobierno de la Xactón, solicitando le sea devuelta la cantidad 
de $ 10.737.00 m/n., que ha debido pagar en rozón del cargo 
que se le formulara. 

Que el cargo de referencia fué hecho a la señora de Ca- 



sale, por la falta de 3.579 litros de albohol a 100* en la fábri- 
ca de vinagre que le fuera adjudicada como consecuencia de 
la separación judicial de bienes con su esposo D, Pablo Cása- 
le, fundándose para ello la Administración de Impuestos In- 
ternos en que tal fábrica ha producido un porcentaje menor do 
vinagre del que fija lu reglamentación en su art. 21 r tít. XV 
y de acuerdo también a lo dispuesto por el art. lí¡7 del tít, III 
ele la misma, pero sin imputar a la aetora hecho concreto algu- 
no que importe fraude 'i ocultación del alcohol fallante. 

Se sostiene en la sentencia apelada que corresponde a la 
Administración, conforme a lo establecido por el art. 22 del 
T, O. de las leyes de impuestos internas, la prueba del distinto 
empleo o destino dado por el fabricante al alcohol contenido 
en la materia prima empicada, circunstancia que resulta erró- 
nea frente a lo dispuesto por el art. 41 de la líenla mentación 
General que establece que "los contribuyentes son responsables 
por el impuesto de las diferencias que se comprueben cu los pro- 
ductos que no lo hayan abonado, o cu las materias primas 
destinadas a su elaboración cutre los „sicntns de los libros y 
las existencias reale*, y de las que resulten de las operaciones 
de fábrica n en el transporte mientras no presenten la prueba 
clara y fehaciente de la causa distinta ai expendio que las haya 
producido. TV do ello sin perjuicio de las sanciones pénale» 
que pueden corresponder si se comprobase infracción o Fraude**. 

Como en el $t(b-litc, la sanción impuesta fué motivada 
precisamente por la falta de la cantidad de alcohol ya expre- 
sada la que no fué debidamente justificada, la Administración 
pudo formular el cargo correspondiente como lo hizo, sin que 
a ello pudiera oponerse tampoco el hecho de no haberse reali- 
zado los dos inventarios de existencia general anual a cargo 
de la Administración que dispone el art. 12, tít. XV de la 
Reglamentación General para las fábricas de vinagre, pues es 
al industrial a quien compete observar el fie', cum diniiento 
de la ley y su reglamentación, sin perjuicio del control a cargo 
de Impuestos Internos. 

So ha sostenido durante ta secuela del sumario adminis- 
trativo y también en el presente juicio, que la falta de rewíi- 
miento reglamentario en la fábrica de la ¡Sra. de Cásale y que 
motivó el cargo impuesto, *e produjo mientras aquélla perte- 
neció a su anterior propietario D. Pablo Cásale, pero si ello 
pudo ser tal cual se afirma, ya que la fábrica venía funcionan- 
do desde el año 193:1, de lo que no cabe duda es que la infrac- 
ción se constató recién el l(i de setiembre de 1937, fecha en 
que la Sra. de Cásale ya era propietaria del establecimiento, 
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en \ ir t luí do la adjudicación que se le había hecho con motivo 
de lu v ] i ¡i ración judicial de bienes con su esposo. 

A los efectos de las leyes de impuestos internos, quien era 
el contribuyente el día que se puso de manifiesto la falta de 
alcohol y, por lo tonto, quien respondía por la infracción cons- 
tatnda. no era su anterior propietario D. Pablo Cásale, sino 
quien era la propietaria en ese momento, o sea la Sra. de Cásale. 

Esa ce la ra¿ón por que Impuestos Internos formuló y 
mantuvo el cargo en la forma que lo hizo de acuerdo en un 
todo 11 lo dispuesto por los arts. yo de la ley 37G4 y 41 de 
ía reglamentación general va recordada. 

Lo que se deja dicho pone de manifiesto el error en que 
incurre el a-quo en su sentencia cuando expresa que sólo en 
virtud del privilegio establecido por el art. lí> de la ley 3764, 
la Adm i nist ración ha podido formular ol cargo a la Sra. dle 
Cásale. 

Inadmisible resulta también la afirmación que se hace en 
la sentencia, de que la sola disposición legal que crea el pri- 
vilegio o sea el establecido por el art. 19 (9 del T. O.) es insu- 
ficiente |iara ricsafectar al deudor directo del cargo, o sea 
D. Pablo Cásale. 

Como se desprende de las actuaciones administrativas, el 
cargo por $ 10.737.00 m/n. ful originariamente formulado a 
la Sra, de Cásate con fecha 7 de julio de 1939 por resolución 
de la Administración corriente a fs. 95 vta. del sumario, resolu- 
ción ijup fin' con firma da por el Ministerio de Hacienda a fs. 145 
de las mismas actuaciones. 

Habiéndose mantenido esa situación hasta el momento en 
que se efectuara el pago, mal pudo decidirse en la sentencia 
que D. Pablo Cásale era deudor directo de 1« obligación impues- 
ta a la Sra. de Cásale. 

Por otra parte, con motivo de la iniciación del presente 
juicio y ni trabarse la litis, no consta que la Sra. de Casa'e 
haya opuesto U defensa correspondiente, que tendiera a desvin- 
cularla de la situación que le habría creado el cargo formulado, 
por el cual el a~qm no pudo pronunciarse, ni menos resolver 
de oficio un punto que no había sido sometido a su decisión. 

Con respecto a las mermas de la materia prima durante el 
período de acetificación que el actor sostiene no haber sido 
computadas debidamente por Impuestos Internos, cabe expre- 
sar lo siguiente. 

Las disposiciones sobre mermas en los vinos a que se refiere 
el arh 26 til VII de la Reglamentación fieneral, sólo se apli- 
can a los vinos hechos, pues en los casos de acetificación, como 
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el rendimiento que se exige de acuerdo a lo dispuesto por el 
art, 197, tít. III de la Reglamentación General sólo es de 75 grs. 
de ácido acético por cada 100 grs. de alcohol absoluto, toda 
pérdida de materia prima que pueda producirse durante el pro- 
ceso de elaboración queda ampliamente encuadrada en ese mar- 
gen, como se expresa cu el informe de fs. 31 vta. de la Oficina 
Química Nacional. 

Por último, en lo referente a la proporción del 10 % del 
viuagre terminado que debe emplearse en cada partida de vino 
que ee dedica a su t ra información en vinagre, y que el actor 
alega también que no se ha tenido en cuenta para hacer su 
descargo oportunamente, sólo cabe decir que el argumento es 
inconsistente; en efecto, según se demuestra en el informe de 
Jfa. 86 del expte. administrativo, los cálculos sobre rendimiento 
en la fabriea, se han hecho tomando como base el alcohol abso- 
luto empleado, deduciéndose luego el que había sitio agregado 
en el momento de la acetificación. 

Por estos fundamentos, se revoen la sentencia apelada no 
haciéndase lugar a la repetición solicitada, sin costas, por no 
haber sido ellas pedidas. — J. Vera Y alie jo. — José A. Rodri- 
gues Saá. — Agustín la Reta. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de diciembre de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Marga- 
rita Mosso de Cásale v. Impuestos internos, por repe- 
tición de pago", para conocer en la misma por vía de 
los recursos concedidos a fs. 70. 

Y considerando: 

Que la cuestión referente a la irresponsabilidad de 
la sueesora, par hechos ocurridos antes de la transmi- 
sión de la industria, no puede considerarse implícita- 
mente propuesta en la demanda, ni decidirse de oficio 
por el juez de la causa, porrpie estfi condicionada por 
eirennstanfias de hecho — como las relativas a las mo- 
dalidades del traspaso y a la relación anterior existen- 
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te entre los sucesivos propietarios — que impiden en- 
cuadrarla entre los puntos que autoriza a considerar 
la facultad judicial de suplir el derecho invocado. 

Que la causa ha sido resuelta por aplicación del 
art. 197, tít. III, de la Reglamentación General —actual- 
mente arts. 207 y 208 — que no vulneran el principio 
del art. 32 de la ley 3764 (22 del T. 0.) referente a las 
obligaciones do los empleados que iuterven^an en su- 
puestos de infracción a las leyes de impuestos internos 
o sus decretos reglamentarios. Esta disposición no es 
óbice a la validez constitueional de las presunciones re- 
glamentarias de fraude —Fallos: 182, 244 y 249; 187, 
6f>2 y otros, ni puede serlo a la que limite a cierta pro- 
porción la merma de la materia prima liberada del im- 
puesto legal. 

En su mérito y por los fundamentos de la senten- 
cia de fs. 65, en lo referente a mermas y los demás con- 
cordantes, se la confirma. Las costas de esta instancia 
se pagarán también por su orden. Hágase saber, devuél- 
vanse al tribunal de su procedencia, repóngase et pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Antonio Sacauna — Luis Lixa- 
iies — Tí. A. Xazab Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



ERNESTINA PACE DE FCH EVAIiKTETA v. NACION 

ARGENTINA 

PENSIONES : Militares. 

El proyecto tío ley sometido a la consideración de la Cá- 
mara de Diputados de la Xaoión por su comisión de guerra 
y marina concediendo ■* un militar el grado inmediato 
superior en sn situación de retiro, constituye propuesta o 
iniciativa oficial de promoción a las chuta» del art. 4» de 
la ley 11.268. 



FALU» DI LA COSTE SUPREMA 



fallo de la cokte suprema 

Buenos Aires, 13 de diciembre de 1ÍM3. 

Y vistos los presentes ;nitn ; : "Ernestina Pnce tlü 
Echevarrieta v. Gobierno de la Nación, por cobro de 
pesos", en razón de Jos recursos ordinario de apela- 
ción y extraordinario concedidos contra la sentencia 
dictatla por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

Qiie en los presentes autos se lia solicitado el be- 
neficio emergente del art. 4" de la ley 11.268 y la Cá- 
mara Federal lo ha denegado fundándose para ello en 
que no se ha acreditado la existencia de iniciativa o 
propuesta oí'ieial do promoción debidamente compro- 
bada, como lo exige el aludido art. 4», ya que el pro- 
yecto de ley a que aludo la adora no suple di olio extremo 
desde que la Constitución Nacional no acuerda al Con- 
greso la provisión de empleos militares, sino al Poder 
Ejecutivo, el que necesita acuerdo del Senado sola- 
mente cuando se trata de oficiales superior s. 

Que el aludido art. 4 l> de la ley n« 1 ) ,2(¡8 dispone: 
"El Poder Ejecutivo acordará ascensos al grado inme- 
diato superior a los Jefes, Oficiales y Asimilados del 
Ejército y do la Armada, actualmente en situación de 
retiro, que no hubieren sido ascendidos en su oportuni- 
dad a pesar tic haber llenado las condiciones requeridas 
por las leyes militaros, y : pecio a los cuales hubiera 
propuesta o iniciativa oficial do promoción compro- 
bada". 

Que si bien el P. E. aprueba las listas de propues- 
tas para ascensos de oficiales y efectúa las promooio- 
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nes hasta el grado de teniente coronel inclusive y con 
acuerdo del Senado la de los oficiales superiores, atento 
lo que dispone el art. 38 de la ley 9(575, ello ocurro con 
los oficiales que se hallan en actividad, ya que respecto 
de aquellos que revistan en situación de retiro la ley 
orgánica militar los cierra el ascenso —art. 38, inc. 1*, 
ley ÍJÜ75. 

Que en talos condiciones y no pudiondo promoverse 
a un oficial retirado sino por ley del Congreso, el pro- 
yecto de ley inserto en el Diario de Sesiones ordinario 
de la H. Cámara de Diputados, con el sumario de la 
Comisión de Guerra y Marina entre cuyos asuntos a 
tratar figura el reconocimiento del grado inmediato 
superior del teniente José D. Echevarriota y el dicta- 
men favorable de diclia Comisión, todos ellos corrientes 
a fs. 8 y sigtes. de las actuaciones administrativas, cons- 
tituyen la propuesta o iniciativa oficial de promoción 
exigida por el art. 40 de la ley ll.'JüS. 

Por ello se revoca la sen ten -i a apelada de fs. 51 en 
cuanto pudo ser materia de recurso y devuélvanse al 
tribunal tío procedencia para que so pronuncie sobre 
las demás cuestiones planteadas en el juicio y donde se 
repondrá el papel. Hágase saber. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sacad ka — Luis Linares — 
B, A. Xazab Anchoiiena — 
F. Ramos Mejía. 
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DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS 
REDITOS v. ANTONIO CRESPO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. interpretación de leyes federales, 
Tratándose do una cuestión que, no obstante su carácter 
procesal, puede afectar el régimen y regular funciona- 
miento del impuesto a los réditos, corresponde admitir el 
recurso extraordinario fundado por el cobrador fiscal en 
la interpretación de los arta. f>°, !>7 y GO de la ley 11.683 
(T. O.) y 83 del Reglamento General, contra la sentencia 
que, en el juicio de apremio por cobro de dicho gravamen, 
desconoce su personería por entender que los delegados 
locales en la Dirección del Impuesto carecen de atribu- 
ción para expedir certificados acerca de aquélla. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento tf recursos. 

has delegados locales de la Dirección General del Impues- 
to a los Réditos tienen las atribuciones necesarias y con- 
ducen ten al mejor cumplimiento de los fines de la ley y 
su reglamento, entre las cuales cabe la de certificar sobre 
la designación del cobrador fiscal nombrado de acuerdo a 
lo dispuesto por el art. 60 de la ley 11.683 (T. O.). 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, setiembre 8 de 1943. 

Y visto: el apremio seguido por la Dirección General de 
Impuesto a los Réditos v. Antonio Crespo; y 

Considerando: 

Que el demandado opone las excepciones de falta de per- 
sonería en el represéntame de la actora, inhabilidad de título, 
falta de acción y prescripción. pt»r lo que corresponde examinar 
la primera, Se objeta que tal representante no acompaña el 
instrumento «pie conforme a la ley civil {C\ Civ., 1184-7*) 
debía acreditar su personería, sino que lo hace con un cer- 
tifieado administrativo expedido por quien no tendría fa- 
cultad para esto, y por el cual se afirma que es cobrador fiscal. 
En este sentido, si bien el certificante como Jefe de Delega- 
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ción sité autorizado para espedir la3 boletas de deudas, no 
aparece en disposición de ley alguna que esté investido de se- 
mejante facultad feudataria y lo propio es, como lo cita el mis- 
mo presunto representante, que con arreglo al art, 4 g de la ley 
50 se acompaña testimonio del nombramiento expedido por 
la autoridad que competente le designó en tal carácter. Por 
lo demás, el caso jurisprudencial aludido por el actor (SCN: 
Nae. Arg. v. Luis García, 17/10/941; Fallos, 191:55) se re- 
fiere a caá facultad de los jefes de delegación para autorizar 
laK boletas de deudas, pero no se refiere a la que tendrían 
para certificar otros actos posados ante extraña autoridad, 
ocurriendo, por otro lado, que en dicho caso el representante 
no era un cobrador, que menesta un nombramiento especial, 
.sino el procurador fiscal, magistrado de funciones públicas 
generales regladas y cuyo nombramiento se presume por la 
mera posición del cargo. Con arreglo a lo expuesto sería pro- 
cedente la excepción de la referencia e inocuo, por ende, 
examinar las demás. 

Por lo expuesto, resuelvo no hacer lugar a la demanda; 
con costas — Rodolfo Barraco Mármol 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de diciembre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la aetora en los autos Dirección 
General del Impuesto a los Réditos c. Crespo Antonio" 
para decidir sohre su procedencia. 

Y considerando: 

Que pose al aspecto procesal de la cuestión resuelta 
por el fallo apelado, linbi endose sostenido que la mis- 
ma se rige por disposiciones de derecho federal, 7 
siendo así que su solución puede afectar el régimen y 
íegular funcionamiento del impuesto a los réditos, co- 
rrespondo admitir el recurso extraordinario — Conf. f 
doctrina Fallos: 131, 45; 152, 62; 175, 39; 192, 315; 193, 
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81 y 417 j 194, 282; y d1 precedente de Fallos: 191, 55. 

En au mérito se declara mal denegado el recurso 
interpuesto a fs. 25. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que por aplicación de la doctrina de Fallos 188, 
488; 191, 55, corresponde revocar el pronunciamiento 
recurrido de fs. 24. Pues siendo constitucionalmente vá- 
lido el art. 53 de la Reglamentación General del Im- 
puesto a los Réditos, y estando capacitadas por el mis- 
mo las Delegaciones locales para resolver lo pertinente 
"sobre aplicación de multas y su cobro" — de manera 
que pueden expedir las correspondientes boletas de 
deuda, previstas en el art. 57 de la ley 11.683, T. O., 
debe entendérselas dotadas de las atribuciones necesa- 
rias y conducentes al mejor cumplimiento de los fines 
de la ley y de su reglamento, entre las cuales cabe la de 
certificar sobre la designación del cobrador fiscal de- 
signado de conformidad con lo dispuesto en el art. 60 
de la ley citada. 

En su mérito se revoca el fallo de fs. 24 en lo que 
ha sido objeto de recurso extraordinario. Hágase sa- 
ber y devuélvanse al tribunal de su procedencia. 

RoBEHTO RePETTO — ANTONIO 
Sauarna — Luis Ll ÑAUES — 
B. A. Xazab A s choren a — 
F. Ramos Mejía, 
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DI0X1SIA SULLANO DE ARROQül Y OTRO v. 
PEKROCARlílLEtí DEL ESTADO 

ACVML 'LACIOS DE HES El -ICIOS. 

.El goce de la pensión ferroviaria correspondiente por el 
fallecimiento del causante a consecuencia de un aeeidente 
sufrido durante el desempeño de sus tareas, no es incora- 
patible con la indemnización civil de los daños y perjui- 
cios originados pur dicho suceso y sólo parcialmente re- 
parados por Ja pensión de referencia. 

Córdoba, marzo 3 de 1943. 

Y vistos : Los di' la demanda interpuesta por Dionisia So- 
llano de Arroqui y Horacio V. Arroqui, contra 9a Admínífit ra- 
ción tiene ral de los PP. CC. del Estado por indemnización de 
daños y perjuicios. 

Y resultando: Que los actores — representados por el doctor 
David Linares, h.) — , esposa e hijo respectivamente del inge- 
niero Israel Horacio Arroquí, relatan <¡ue éste perdió la vida en 
servicio de la demandada — de cuya Sección Vías y Obras de 
Córdoba era jefe— debido a las condiciones de nn vehículo de 
la misma que lo hacía. Invocando los arts. 42, 1078, 1083, 
1109, 1113 y 1133 del C. Civil, reclaman la del resarcimiento de 
daños y perjuicios materiales y morales ocasionados y sufridos 
por la desaparición del sostén, a cuyo fin aducen la antigüe- 
dad y eficiencia de sus servicios, su ilesa bogada vida domés- 
tica y posición social, y su capacidad productiva, estimada en 
$ 1.150. — mensuales — $ 000.— de sueldo de más 8 250. — de 
viáticos, a razón de $ 1*2. — din ríos — y los de su profesión 
ingenieril. Y suponiendo que sobre sus 46 años habría vivido 
25 más, estiman el daño material — el moral se apreciaría ju- 
dicialmente" en $ 150.000.—. cuya renta del 4 % importaría 
$ 500. — mensuales, suficientes a reparar y subvenir sus nece- 
sidades durante estos años. A la del pago de la indicada suma 
mayor y a la del daño moral, con mas los intereses y costas, 
pide se condene a la Empresa Ferroviaria. 

Que, contestando, la demandada, representada por el doc- 
tor Luis Alberto Dcapontin, reconoce el hecho y su causo in- 
mediata; pero se ^responsabiliza porque no se debió a vicio 
del vehículo, sino —cu caso contrario y con arreglo al art. Hll 
del mismo código — a la culpa de la propia víctima, a cuyo 
cargo estaba. Reconoce igualmente los servicios anteriores y 
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presentes y el sueldo de $ 900. — ; mas nie£flj el monto de los 
viáticos y su carácter retributivo, así como la productividad 
de su profesión. En fin, no hay daño moral sin delito del 
derecho criminal; y pide el recinto de la demanda, con costas, 
porque percibiendo Jos actores el beneficio de la ley 10.650, 
de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 
Ferroviarios, no podrían las actores anularlo — «según la ju- 
risprudencia— al valor que autorizaría la ley civil 

Considerando: 

1. Que se tiene por cierto que el ingeniero Arroqui, en 
funciones de SU cargo, viajaba el 20 de diciembre de 11)40 en 
auto vía que dirigía el chofer Aníbal Bergomi ; y que siendo 
las 10.30 horas más o menos, u la altura del kilómetro 814/460 
de ln línea entre Deán Funes y Quilino de los Ferrocarriles 
del Estado, el vehículo volcó espectacular mente, por cuya causa 
pereció aquél en el acto y el conductor al día siguiente. 

Do la pericia de los informes técnicos expedidos por los 
funcionarios de la propietaria, resulta <|iie el vuele» w debió 
a la rotura y separación del eje dentro de la masa de ln rue- 
da delantera izquierda (exp. penal 11/941: actas de fs. 1 y 
21 c inf. de fs. 19; Linares, fs. 13 v. Despontin, fs. 24 v.). El 
vehículo estuvo en reparación general y para relleuo de pa- 
liers. desde el 27 de julio basta el 4 de agosto anteriores, 
durante la cual no se notó deficiencia ni anormalidad ni cau- 
sa suficiente aparente en el eje, por lo que la rotura se debe 
a una falla invisible del material y, también —no disyuntiva- 
mente, coin» quiere el informe de la Administración — por 
fatiga dn su uso (inf. fs. 79), pues se trataba de un auto-vía 
con 11 años continuados de funcionamiento. (Exp, pemil, 
inf. a fs. 24) j 

2. Que conforme lo expedido por la demandada, el 
auto-vía de la referencia, X" '20, estaba destinado para el uso 
del personal superior de aquella sección, entre el que rolaba 
no solamente su jefe, la víctima, quien, por lo demás, tenía 
facultad para disponer acerca del tiempo en que se verificarían 
las inspecciones y con cuáles vehículos — a uto- vías entre 
otros— (inf. a fs.' 79, ít y c). Las reparaciones han de orde- 
narse por el jefe sólo cuando así lo indiquen personas com- 
petentes, los cuales deben practicar revisaeionos periódicas 
(id., e). Do todo ello no resulta, como lo alega ta propia de- 
mnndadn, que aquel auto vía estuviese al exclusivo cuidado y 
bnjo el control del ingeniero Arroqnj (Dr. Despontin, fs. 108), 
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si tfste meuestaba de la opinión idónea para la reparación; lejos 
de olio, la Administración ha advertido que el chófer Bergomi 
"tenía la obligación de revisar su estado antes de emprender 
viaje y durante el mismo si lo estimara necesario, por ser el 
encargado do su cuidado y conservación" (exp. pen., inf„ a 
fs. 19, 3»), agregando que la atención de los dos o más auto- 
vías puestos a disposición de los funcionarios seccionales están 
a carpió de un chófer con ayudantes — todos debidamente exa- 
minadas por la Dir. Oral, do Ferrocarriles — para el "mane- 
jo y cuidado de su conservación en forma que ofrezcan las 
debidas seguridades" (exp, penal, inf. a fs. 22, 4°). Ha sido 
así. pura, que el ministerio fiscal pudo pedir el sobreseimiento 
respecto de In averiguación de alguna causa criminal, soste- 
niendo que "de haber alguien a quien responsabilizar por el 
estado del material rodante cuya rotura de eje provocó el vuel- 
co, esta persona resultaría ser el conductor Bergomi" (exp. 
penal: Fiscal, fs. 25), consideración que tuvo presente el jna$? 
gador para concederlo (exp. penal; auto, fs. 26). Y respecto 
de tal circunstancia, la resolución judicial sobreseyente por 
Causa de muerte del que presume autor de un delito, tiene 
cuando menos la fuerza de convicción de las de su clase (Cód, 
Ciw, arg. arts. 1101/6). Ocurre rechazar así la defensa del 
art. 1111 del Cod. Civil, fundada en que la propia víctima, 
dadas sus funciones de vigilancia y de control, habría sido el 
culpable extracontraetual de su suceso (Dr. Despontín, fa. 
25 v.) ; 

3 . Que todo el que ejecuta un hecho que por su culpa o 
imprudencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la repa- 
ración del perjuicio, aun cuando lo ocasionaren los que están 
bajo su dependencia ( Cód. Civil, arts. 1109 y 1113). En nues- 
tro caso existía, para un dependiente de la demandada, el 
deber de cuidar el rodante para que funcionase con la debida 
seguridad; y, por tanto, es ella la obligada a reparar, aunque 
imputo el hecho a la negligencia o imprudencia de su depen- 
diente, pues habría incurrido, a su vez, en una culpa in eli- 
ge ndo. De otro modo, empero, igualmente es deudora si la obli- 
gación de reparación so extiende también a los daños ocasio- 
nados por las cosas de que se sirve, o que tiene a su cuidado, 
hecho que específicamente prevé la ley respecto de cualquier 
cosa inanimada de que resultare daño a alguno (Cód. cit., 
arts. 3113 y 1133). En tales casos, es indistinto — como lo ale- 
gan los actores (Dr. Linares, fs. 92) — que la cosa produzca el 
siniestro por obra do un agente, o como agente mismo por 
causa de su culpable construcción. Y aquí, en la aub tiie, la 
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culpa se presume en el dueño de la cosa — culpa in custodien- 
, ¿o — ( por su deber de conocer y de preservar de la fatiga la 
materia de que estaba compuesta, pues, de modo contrario, 
no ha probado ni el caso fortuito ni la fuerza mayor. Dase 
pues a ¡u accionada como responsable de aquella reparación; 

4. Que los danos y perjuicios — extremo necesario de 
probar en esta acción — han sido demostrados mediante instru- 
mental y calificada testifical. El extinto disfrutaba, así, do 
comodidades domesticas y del turismo, de una buena posición 
social conquistada por sus condiciones — reconocidas por la 
propia accionada (Director Ing. Nogués, fs, 2 y 33; decreto do 
duelo, fs. 3) — , y de otras ventaja» anexas a su carpo (Cuel. 
W. Arce. fs. 39 v. ; Ing. J. Barros, fs. 40 ; A. Puccio, fs. 41 v ; 
Gral. C. von der Becke, fs, <M ; Ing. D. Castellanos, fs. 45; 
D. Argota, fs. 46; lug. J. Palacio, fs, 46 v.; Dr. C. Palacio, 
fe, 47 v. ; Dr. C. A. Bocalandro, fs. 48 ; Dr. N. I. Newton, fs. 
49; P. Bergadá, fs, 50; Dr. 0. Mondé jar, fs. 50 v.). Para aten- 
derlas, aquél disponía de recursos (pie, por el hecho de la muer- 
te imitable u la accionada, han sido cegados para su familia; 
y su fuente era el buen sueldo de que ésta ahora no dispone 
para también atenderlas, para subsistir ella misma, y cuya 
falta puede también comprometer el porvenir militar del hijo. 
Dicho sueldo era de $ 900. — mensuales; mas, para engrosar 
ana entradas no deben considerarse los viáticos, cualesquiera 
fuesen sus cantidades, pues respondían a compensación de gas- 
tos efectuados cu servicio (inf. a fs. 58), sin que la dcsobliga- 
ción de rendir cuentas — establecida por economía administra- 
tiva y por confianza en el personal — modifique tal imputación. 
De otra parte, no se lia acreditado como fuente la actividad 
profesional, pues la firma de dos planos en 1330 j otro en 
1937, no son suficientes para probarla al tiempo de su deceso 
3 años después (infs. a fs. 52 y 59; Ü. García, f». 63 v.; S. 
Aquilino, fs. 64), cuanto más tpie, como lo señala la demanda- 
da, Ira* viátiens suponen que por falta ele tiempo no podía 
atender en profesión (Dr. Deepontin» fe. 25). Por tanto, se 
declaren probados tos daños y el lucro cesante por sólo el im- 
porte de díeho sueldo; 

5. Que en cuanto ni daño moral —no preciso de prueba 
en el trance de una familia que pierde definitivamente a su 
cabeza y sostén — , no es empero indemnizable en el presente 
caso. Sil procedencia está acondicionada a que el hecho genera- 
dor de los daños constituya un delito del derecho criminal 
—judicialmente declarado, desde luego— . Esto, exeepcional- 
mente lo quiere el art, 107tí del Cód. Civil respecto de loa he- 
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chos que fuesen delitos del derecho civil, lo que extiéndese 
también — art. 1109, in fine — a los cuas i -de] i tos de este de- 
recho. Y se explica porque en éstos media la culpu o impru- 
dencia que pueden, también configurar delitos del derecho eri- 
minul, como ocurre en el caso jurisprudencial que las actores 
han colado para sostener tal procedencia sin necesidad de esta 
configuración (Dr. Linares, fs. 99), pues la sentencia expre- 
samente advirtió que el ti año moral lo resarcía porque los con- 
ductores habían sido "condenados por homicidio derivado de 
imprudencia" (SCN, 14 dic. 1931, in re Joint v. Centenari; 
■ Fallos, 1(>;J; 211). Es, por lo demás la interpretación de la 
Cámara Federal de Córdoba (29 ab. 1941, in - Moreyra y 
otros v. FF. CC. del Estado). Y casi huelga advertir que, por 
causa del sobreseimiento pronunciado en el proceso penal, no 
puede considerarse como del derecl.o criminal el hecho que 
aquí generó los daños, Por ende, se declara no haber lugar a la 
reparación del agravio moral; 

6. Que también se ha opuesto a la viabilidad de la acción 
civil el que los actores pereiben una pensión de la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios ; 
pero, atento el informe de ésta, el caso ha de contemplarse con 
relación solamente a la viuda, y no al hijo, pues es ella quien 
K percibe (inf. a fs. 84). "La jubilación, la indemnización y 
la devolución de a Ttos son los beneficias que tas leyes argen- 
tinos de amparo, previsión y retiro social otorgan a los obre- 
ros y empleados — ha dicho la Corte Suprema — , por el trans- 
curso del tiempo en el servicio y en el vivir, por accidente o 
enfermedad inutilizante, o por perdida del empleo dejan de 
trabajar". Ad virtiendo que son sucedáneos y excluyentes — las 
pensiones inclusive — . arguyo asimismo que importan "un se- 
guro de descanso equitativo que libera al Estado o a las orga- 
nizaciones profesionales de nuevas carcas en favor del mismo 
sujeto incorporado a las clases pasivas" (SCN, 27, ag. 1934, 
in re Darquier v. C. N. de Jub. y Pens. de Emp. Civiles; Fa- 
llos, 171 :20fl). Esta decisión aparece conformando casos simila- 
res con respecto a las Cajas de jubilaciones y pensiones de 
empleados de empresas concesionarias do servicios públicos, 
ferroviarios, del Monte Pío de Buenos Aires, así como con res- 
pecto a las leyes de despido de empleados comerciales (núm. 
11.729) j de accidentes de trabajo (Dr. Despontin, fallos 
citados n fs. 111 v.h El argumento fué extendido al supuesto 
de pretenderse el beneficio de la Caja de los empleados ci- 
viles y do la ley civil por daños y perjuicios, por cansa de 
un mismo hecho; pero en este caso el alto tribunal acondi- 
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cíonó hu jurisprudencia u una circunstancia que un comenta- 
rista parece no haber percibido (Bramuoma, Juan Atujo : 
La previsión social unji utinti. Principio de no acumulación, 
cap. Vi, N v 5j pftg. 144) : "por otra pnrte — aclaró—, tos be- 
neficios concedidas a loa actores constituyen un resarcimiento 
adecuado del perjuicio seguido por los mismas" {SON, 10 
may, 1937), t» re Borghi de Fernández v. Nación; Fullea, 
177:4Hi). Por lo demás, el legislador interpretó y aclaró 
autén líen mente la procedencia de la iictiaiulacióu entre los 
beneficios de bis cajas jubilatorias y los de la ley de aeeiden- 
tea —ley 12.047 — , atendiendo a que, de diverso modo a lo 
establecido entre ollas, ninguna disposición expresa se oponía 
con respecto a esta otra que es parte de nuestra legislación 
civil, legislación en que se fundamenta la acción p. r daños y 
perjuicios <Ob. cit., cap. Vil. Nos. 8 y 0, págH. lHtí-8; SCN, 
2 jnl. 1041, íit re Ca pároli i v, F. G. Sud ; Fallos, 1!>0:1SÍ>). Do 
aquí ocurre interpretar que cumulo la ley expresamente pro- 
hibe acumular beneficios — como el art. 44 de lir ley ÍO.05Ü de 
la Caja de los ferroviarios — ■ o no obliga a elegir una u rtra 
vía, y residí ando qne el beneficio es insuficiente para cubrir el 
resarcimiento total, es procedente, cuando menos, la re pa ración 
civil — aconsejada por las mas elementales principios tic equi- 
dad y justicia— desde el límite del valor del beneficio recibido 
hasta la concurrencia del \alnr de los daños realmente sufridos, 
cuanto más si so considera que el beneficio de la previsión es 
aleanzable sin intervención necesaria de daños ni agravios 
indemnizables con arreglo a la legislación común; 

7. Que, por lo demás, en el cnso de fallecimiento del pa- 
dre do familia, la ley ha limitado la indemnización a "lo que 
fuero necesario para la subsistencia de la viuda e hijos" 'Cód. 
Civil, art. 1084), esto es. que no supone, forzosamente, el res- 
tablecimiento de las cosas al mismo estado en (pie se hallaban 
ruando ese padre la subvenía (Cám. Fed. Córdoba, 25 setiem- 
bre l!)42, m re Córdoba de líuiz v. FF. CC. del Estado). En 
este sentíde, y para determinar el monto indemuixatorio, los 
actores la han fijado cu quinientos pesos mensuales, lo que el 
suscrito estima equitativo, pues ahora la familia — si bien me- 
nesta mantener su situación (interior— cuenta con un miembro 
menos y no tiene las compromisos y bis necesidades sociales que 
ésto tenía por razón de su carácter. Ocurriendo, sin embargo, 
quo la viuda ya percibe Inicíenlos cuarenta y un pesos pro- 
venientes de la Cuja de empleados ferroviarios, la diferencia 
entre este beneficio y lo necesario para la subsistencia de la 
familia es la de ciento cincuenta y nueve pesos (n. 6), salvo 
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una mayor correspondiente al descuento del 10 por ciento que 
sobro el mismo beneficio no lia hecho hasta el 30 de setiembre 
do 1942 (i nf. a fs. 84). De otra parte, corresponde a los jueces 
no solamente determinar el monto de la indemnización, sino 
también el modo de satisfacerla (Í.Yxl. Civil, art. cit), mí so 
trate do un monto variable según las reglas aritméticas o 
condiciones a que se someta o de la forma de percibirla a tra- 
vés del tiempo, Los actores, para percibir una renta mensual 
de $ 500 el uní ule 125 años — supuesto que por sus condiciones 
físicas la víctima hubiera [indicio vivirlos (Dr. Doealandro, fs. 
48 v.; Dr. Mondéjnr. fs. 51) — demandan un capital de pesos 
150.000, (pie al final de dicho tiempo vendría a quedar en ma- 
nos de ellos, con lo que se extralimitaría — percibiendo capital 
o intereses — el resarcimiento destinado a sólo ]¡i subsistencia 
de la familia. Y no pudiendo estarse a lo hipotético en la de- 
terminación del monto de los daño*, pues la edad de la víc- 
tima pudo o no llegar a los 71 años — muchas contingencias 
troncha n la vida, como le ocurrió — y, en atención a que la 
accionada licué di* duración la de la vida del Instado que res- 
pondí' de sus obligaciones, será lo propio que ella subvenga a 
las necesidades ib- la familia mientras la viuda viva — cuyn 
edad de vida y no la de su marido era la que debió calcular- 
se — . pues distintas son las posibilidades del hijo. Y respecto 
de éste, como es cierto que cursa estudios en el Colegio Militar, 
y que se han abonado (¡nf. u fs. 57). asi como que deben se- 
guirse abonando mientras se continúen, formando parte este 
gasto de la formación y educación que la víctima daba al hijo 
—ínsito del concepto de subsistencia — , también luí de ser cu- 
bierto por Ja demandar. b Por tanto, ha de establecerse una 
suerte de renta vitalicia cu beneficio de la familia, de manera 
que le asegure la cantidad de (pimientos pesos mensuales, y a 
partir desde el 1* de enero de 1011. pues recibió completo el 
sueldo del mes de diciembre do 1040 finí, a fs. 58) ¡ 

Por todo lo expuesto, fallo: haciendo lugar a la demanda 
y condenando por consiguiente a la Administración General 
de los FF. CC. del Estado a pagar a Horacio Vicente Arroqni 
y Ditmisia Sollnno de Arroquí. desde el l v do cuero de 1 041 y 
mientras ésta viva, la suma de $ 15!) mensuales, cotí mas la 
diferencia del 10 % que la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones de Empleado? Ferroviarios hn descontado de la pen- 
sión de ella hasta el ÜO de setiembre de 1042; así como la de 
pagar al Colegio Militar de la Nación los estudios y gastos 
conexos del primero hasta su terminación oportuna, debiendo 
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abonara a los actores loa importa que por cato concepto éstos 
ya hubiesen pagado. Con costas, e intereses desde aquella fecha. 
— b. Barraco Mármol. 

Aclaratoria 

Córdoba, 27 de marzo de 1943. 

Y vistos: Loa autos seguidos por Dionisia Sollauo de Arro- 
qni y otro con Ira I» Administración Oneral de Ion Ferroca- 
rriles del Estado, para resolver sobre el pedido de aclaratoria 
interpuesto por la adora respecto de la sentencia definitiva 
del 3 del cte. mes y año ; y 

Considerando: 

Que en la motivación di? dicha .sentencia, parágrafo sítp- 
tinio, el suscrito ha llegado a la conclusión de que la familia de 
la autora meuesta, para subsistir, una col nula mensual de 
quinientas pesos, integrados por la reparación que le debe la 
demandada y la pensión cpie percibe de la Caja Xaeionnl de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados ferroviarios, odvir- 
tiende, asimismo, que a la primera correspondí' integrar, hasta 
esa suma, los descuenten que lia hecho la segunda ¡ 

Que dentro de este criterio, es procedente la aelaratoria 
solicitada en el sentido de que se establezca ta obligación de 
la demandada, durante el tiempo correspondiente, de subvenir 
a dichos quinientos pesos mensuales desdi 1 el límite de la pre- 
meneiouada pensión, cualquiera sea el monto y las variaciones 
que ésta sufriera; 

Que la necesidad de proveer en este punto se funda en la 
circunstancia de que antes de dictarse la sentencia, ya se ha- 
bía producido otro descuento sobre la pensión, y que es pre- 
ciso, desde entonces, prever para lo sucesivo, a toda alteración 
que modifique el quantum mensual; 

Por tanto, resuelvo: aclarar la primera parte de la senten- 
cia, en él sentido de que la demandada fiche pagar a los acto- 
res, mientras viva la madre, la diferencia mensual entre la 
pensión de aquella Caja y la suma de quinientos pesos nacio- 
nales: quedando así aclarada la sentencia. — ft. Barraco 
Mármol. 
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Sentencia de hk Cámara Federal 

Córdoba, agosto 12 de 1943. 

Y vistos: umilsí Jetando: 

Que independientemente de las razones aducidas por el 
a quo f para establecer la responsabilidad de la demandada en 
el accidente (pie lia dado origen al juicio, cabe observar, que 
el ingeniero Arroqui, til producirse el vuelco del auto-vín que 
ocasionó su muerte, era un pasajero del ferrocarril, que via- 
jaba pin* cuenta de éste, en un vehículo del mismo y guiado 
por un chófer dependiente de la timpresa. En consecuencia, el 
caso resulta regido por los arts. 65 de la ley de Ferrocarriles 
y 184 del C'ód. de Comercio, de tal modo, que la demandada, 
para eximirse de imputabilidad tía debido probar, que el he- 
cho fué el resollado de un caso fortuito o de fuerza mayor, so 
pena de responder por todos las daños y perjuicios causados 
a tos actores. 

Que el a ifuo ha rechazado con razón el capítulo referente 
al daño moral que se cobra, porque no tratándose de un delito 
riel derecho criminal o que caiga por oíros conceptos dentro 
de las Kanciones tlel código penal, aquel no es debido, con arre- 
glo a lo dispuesto por el art. 1078 del t'ód. Civil aún aplicando 
la doctrina de la Corte Suprema que citan los actores. 

Que si en cnso como el suh juflice la indemnización ha 
de graduarse dentro de las normas njue señala el art. 1084 del 
citado código, no es posible sin embargo adaptar el tempera- 
mento seguido por la sentencia en recurso, es decir, señalar 
rentas vitalicias a Favor de los damnificados, porque cuando 
Ja ley dice que deja a la prudencia de los jueces fijar el monto 
de la indemnización y W modo <fr satisfortrlti, no ha podido 
dejar supeditada la efect ividad del crédito a la mayor o menor 
garantía de solvencia futura que pueda ofrecer el deudor de 
la indemnización, a la voz que una puerta abierta para nuevos 
pleitos a qoe pudiera dar lugar el incumplimiento de la obli- 
gación en cada plazo que venza según las cuotas establecidas. 

Que siendo esto así. el término usado por la ley en la re- 
cordada disposición del art. 1084 "modo de satisfacerlas", no 
puedo tener otro alcance que el de dar a los jueces la facultad 
de establecer un plazo mas o menos prudencial para que el 
deudor haga efectiva su obligación, pero sin llegar a crear ren- 
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tas vitalicias que sólo pueden nacer y formarse en las ron di - 
ciones que reglamenta el Cnd. Civil en sus arts, 2070 y siguien- 
tes del título respectivo. 

Que de acuerdo a («tos conceptos, dada la condición social 
de la familia de que se trata, el número de miembros que la 
compone, la edad del muerto, la de sus herederos y demás 
elementos de juicio que proporcionan los autos, el tribunal 
considera, eon prudente arbitrio, que con la cantidad de trein- 
ta mi] posus nacionales quedan satisfechas ías exigencias ne- 
cesarias para la manutención ¿c la familia y educación del hijo 
menor de edad, alentó a que están ya en parte indemnizados 
con la pensión obtenida por lo» servicios prestados por la víc- 
tima como empleado ferroviario. 

Por esto y fundamentos concordantes del fallo apelado, 
se lo confirma en cuanto hace lugar a la demanda, y se lo 
reforma en lo que respecta al monto de la indemnización acor- 
dada y al modo de satisfacerla, disponiéndose que la deman* 
dada abone a los actores en el plazo de diez días y por todo 
concepto la cantidad de treinta mil pesos m/n. con sus inte- 
reses legales desde el día del a cci dente y sin perjuicio de que 
continúe disfrutando la pensión ya acordada, la que ha sido 
tenida en cuenta para moderar la indemnización. Con costas 
en ambas instancias. ¡finia! f o Otero Caprfeviia. — Mújuet 
A. AI ¡tuja. — Luis M. Allende. 



Dictamen ubi. PnncniAimii Gkxeral 



Suprema Corte: 

Procede en este cuso el recurso extraordinario 
por haberse puesto en tela de juicio disposiciones de 
la ley especial lO.OTid y sor el fallo n pelado contrario 
a los derechos que oportunamente invocara el hoy re- 
currente. 

Discútese si la esposa y el hijo de un ingeniero 
que perdió la vida ai servicio de Ferrocarriles del 
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Estado, lionoii o no derecho a indemnización por loa 
perjuicios que sufrieron con motivo de dicha muerte, 
acaecida en accidente ferroviario. La Cámara Fede- 
ral de Córdoba, declara que Ferrocarriles del Estado 
son civilmente responsables del accidente y los con- 
^dena a pagar treinta mil pesos, con intereses, hacien- 
do notar que para establecer el monto de tal suma ha 
tenido en cuenta una pensión otorgada por la Caja 
de Jubilaciones Ferroviarias, con motivo del suceso 
(fs. 1G). El recurrente, por su parte, sostiene que el 
goce de esa pensión es incompatible con toda otra in- 
demnización, pues si bien sólo favorece a la viuda ha 
de reputársela suficiente para que ella preste alimen- 
tos a su hijo, en caso necesario, 

A mi en tender, la incompatibilidad legal estable- 
cida en términos generales para el goce de dos bene- 
ficios con motivo de un mismo hecho, no ha de confun- 
dirse con el goce de un beneficio al que se agrega el 
ejercicio de un derecho emergente de responsabilida- 
des nacidas de cuasi delito, cosa que en forma alguna 
es equipa rubí' 1 a otro beneficio. 

Mantengo ese ponto de vista, pues el aporte pa- 
tronal a una caja de jubilaciones, no autoriza a las 
respectivas empresas para descuidar, con respecto a 
sus operarios y empicados, las precauciones cuya omi- 
sión da ordinariamente nacimiento a la acción de per- 
juicios. Ko encuentro en ley alguna, excepciones por 
cuya virtud se debe privar a las pensionadas de un 
derecho establecido en favor de lodos los habitantes 
del país que todos, llegado el caso, pueden ejercitar. 
Al contrario: la ley 12.G47 admite expresamente que 
las indemnizaciones impuestas al patrón por la 9G88, 
son exiglbles aun cuando al mismo tiempo proceda otor- 
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gar beneficio jubilutorio; y .si ello ocurro cumulo no 
media culpa del ] mirón ¿cómo no habría do aplicarse 
igual principio cuantío tal culpa existe? 

A mérito de ello, considero que ti*'!** mantenerse 
por sus fundamentos la sentencia npoVada de la Cá- 
mara Federal de Córdoba, en cuanto prul*. - r materia 
de recurso. Buenos Aires, setiembre ."{U de 104.'!. — 
Juan Aleares. 

V ALLO DE LA CORTE SLTIiEMA 

lineaos Ai n s 15 de diciembre de 104^1. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario conce- 
dido a fe. Ki4 vta. en los autos Dionisia Sollano de 
Ar raqui contra la Administración General do los FF. 
CC. del Estado, venidos de ln Cámara Federal do Cór- 
doba. 

Considerando: 

<¿ue sancionada la ley 12.(147 como aclaratoria y 
ampliatoria de la ley !M5SS y siendo esta última com- 
plementaria del Código Civil, como lo tiene resuelto 
esta Corto, es de .aplicación al cuso lo decidido in re 
José Caparclli v. b\ 0, Sud (Fallos: 190, puesto 
que si "la indemnización acordada por la ley !Ki88 no 
excluye ni suspendo ninguno do los beneficios estable- 
cidos por las leyes do jubilaciones, pensiones y sub- 
sidios" (ley l±í¡47}, tampoco podría excluirlos la in- 
demnización fundada en el Código Civil de (¡no aquélla 
forma parte. 

Ka su mérito y por los fundamentos de ín senten- 
cia afielada, v de acuerdo a lo dictaminado por «1 
Sr. Procurador Genera!, se la confirma en cnanto lia 
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podida ser materia del recurso. Hágase saber y de- 
vuélvanse, reponiéndose ol papel en el juzgado de 
origen. 

lioiiEHTO lÍEIMCTTO — ANTONIO Sa- 

Q&mstA — Luis Linaiies — B- 

A. XaüAII AxrilOKKXA, — 

F. Hamos Mejía, 



LUTZ, FERRAXTN) Y CIA. K. A. [XDIRTIUAL Y 
COMERCIAL v. JOSE KAKLSDERG 

MARCAS DE FAR1UCA: Priuvípirm venérala. 

La marca de fábrica o ti*' comercio tiene por objeto in- 
tli vid mi lizar la mercadería para pira ni ir al adipiiroute su 
procedencia industrial o comercial, donde (juiera que se 
encuentre. 

MARCAS DE FABRICA: Delito». 

Ln usurpación de l¡i marea de comercio .sólo puede ennsía- 
tir en la violación del derecho ib'™ 1 el propietario de 
la marra a que en plaza no eireulen eon ella sino los 
productus que exclusivamente proceden de su Basa. 

MARCAS I>I<: FAIWICA: Delitos. 

La venta y circulación en la República Argentina de mer- 
caderías de segunda mano provenientes de un país extran- 
jero y provistas de la respectiva marea de fábrica, puesta 
iillá ]ior su titular, no constituye usurpación de la marca 
de comercio registrada en nuestro pufo a favor de una 
determinada firma comercial. 



Sentencia dei. Jteü Fi-ukhai- 

Buenos Aires, abril 24 de 1942. 

Visto y considerando: 

X 9 Que In S. A. Ind. y Com. Lutz Ferrando y Cía. acusa 
a José Karlaberfí por usurpación y uno indebido de una mareas 
de comercio "Lciea" y "E. Loitz" y pide se le condeno al 
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máximo de las penas establecidas cnfeLart. 48 de la ley 3075, 
ius accesorias, y ni pago de una i jWc ionización y las costas 
del juicio. Los títulos núms, ITóJílirV lin; "vl< que acreditan 
la propiedad de las marcas usurpa Jas. obran a fs. 1 de] espe- 
diente sobre medidas previa», agregado sin acumular, y a fs. 
46/7 de esta causa. 

2? Que n Es. 1-4 obra el acta levantada por el oficial de 
justicia en una casa di' departamento* de la calle Lavallo 
num. 3tO, ít f piso, dninit'ilin particul:tr d*'l querellado, que no 
pogee casa de negocio, ni lia acreditado en autos .ser comer, 
ciante establecido en la forma lejfnl reglamentaria y usual de 
todo el que ae dedica o actividades lícitas y con f esahTcs. Pro- 
cedió al secuestro de !> máquinas l'nf njjráf leas, numerosos ohje- 
t ¡vis y rPpuestfíS, que llevan indos, las marcas registradas por 
la sociedad aetora y snlire cuya legitimidad cutan contestes las 
partes y peritos en autos. Presente a) fiel o el acusado, dijo que 
"toda esa mercadería la bahía adquirido de segunda mano", 
pues se dedica especialmente a la compraventa de máquinas 
y accesorios do la marca "Le tea", llevando mi un libro anotada 
la procedencia fie cada objeto, el que, junto con los recibos co- 
rrespondientes a cada compra, pone a disposición del juzirado. 
Apresó que realiza igual tráfico con máquinas de otras mar- 
eas, que mencionó, pero el oficial de justicia sólo encontró la 
mercadería de la marca "lauca", que el prevenido guardaba 
escondida en la f firma que describe el afita do fs. 4. 

3» Que a fs. 29-34. por medio de letrado defensor, se 
reproduce el desearlo alegado por Karlsberg en el acto del se- 
cuestro. Insiste cu su derecho de comprar y vender libremente 
¡os aparatos fot ngrá fieos, sus aeecsnrins y repuestos, di.sf inrjfui- 
doH con las marcas registradas por la socictlad adora, porque 
se trata de mercadería de "ocasión" o "de segunda mano", y 
por lo tanto, estas actividades de cambalachero del acusado no 
caen dentro de ninguna de las disposiciones penales de la ley 
de marcas, sino que está protegida por toda la legislación na- 
cional, empezando por la Constitución Nacional en sus arls. 
14 y 20 (ver. ís. 30 vta.l. Sostiene la defensa que la conducta 
del acusado, no puede configurar el delito imputado en c] 
e#i.tO Leinonier c. Símsilcvieh. resuello por la Corle Suprema 
en el destacado fallo, que regi lra Pat, y Marcas en su lomo 
del nño lí)3l, p. fi4t —y por ello no te Ínter sa en el jrut jthíúr 
demostrar f|itc sus conclusiones no son ojotadas a derecho — , 
porque al contrario ib' lo que baeían Kn.,s¡levich y llcudler, el 
actual querellado Karlsberg "un vendia las máquinas "Lclea" 
en las mismas condiciones en que lo hace el titular de la marca 
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en nuestro pata, sino que las vendía "exclusivamente" de se- 
gunda nimio" (ver fs. 30). 

4* Que para comprobar lo espinólo, presentó los recibos 
do fs. 13 a 28, hizo comparecer n sus firmantes, supuestos ven- 
dedores de Iiih máquinas, o reconocerlos y declarar que las ha- 
bían usado antes de enajenarlas, y produjo el informe de un 
tittdado perito fot ojrrá fien, a fs. 13Í). 

Toda esta prueba carece en absoluto de eficacia para 
abonar el descargo del acusado. Los testigo* reconocieron sus 
firmas que aparecen en los recibos de fs. KÍ-2H (salvo algunos 
rpie ijucdaron .sin autenticar), pero "nlngunn do ellos recono- 
ció iti mercadería secuestrada", cuya exbibición no fue pedida 
en ningún momento por la defensa, probablemente para no 

b¡ r incurrir a los comparecientes en falso tcslimonio, pucf» 

tudfis hablan de la venta de máquinas usadas llorante lapsos 
(pie llegan a 4 años, y en verdad, se trata de mercadería nueva, 
fifi maule en su casi totalidad, romo resulta del informe, fa. 
171. del perito competente designado por el juzgado, y salla a 
la vista en su examen becho por cualquier profano. 

Pé las declaraciones surgiría que los deponentes habrían 
vendido máquinas usadas al acunado, pero no f<on las sceues- 
t indas, no sólo porque no bis lian reconneido, sino porque "5 
do Ins 8" máquinas son flamantes. El examen en detalle do 
estos recibos, descubre r¡ rertnslancias tpie inducen a pensar 
que lian sido fraguados por el querellado como un medio de- 
fensivo. En efertn, todos los manuscritos son dé letra aparente 
de Ksrlsherf; si se compara la escritora con su firma, y están 
placados de errores, por ejemplo, en lo tocante o numeración 
de máquinas y objetivos, l<ns de fs. 14 y lfi no coinciden 
con c] neta de ncciie¡ttxn de f«. 2 y examen pericial de fs. 171. 
Hay recibos fío autenticados y mercadería uceucstrada que no 
aparece en ellos, particularmente los valiosos objetivos y demás 
Implementos que detalla el irrito Andernou a fs. 171 v. y que 
afirma no mi usados. En conclusión, que la base del trá* 
fico del querellado es la venta de máquinas "Lcies", sus ob- 
jetivos y repuesto; nuevos, es decir, "en las mismas condicio* 
nes que' lo hace" el titular de la marea, al revés do lo q«e 
afirma la defctl&a a fu. 30 . 

íí 1 * Que la procedencia di 1 la mercadería secuefltrada, la 
forma en que se introduce al país y es puesta en circulación 
comercial por el querellado, nanita claramente comprobada en 
aillos, basta por propia confesión do este último, Unato leer 
su escrito de defensa de fs. 2Í1 y el que presentó a fs. 25 do la 
primera qncrelbi que le inició la sociedad adora y que corre 
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agregada sin «cumular. Coincide con el escrito de defensa de 
otro acusado por el mismo tráfico, Máximo Karlsherg. como 
puedo verse a fu. 18 del expediente tümbiéii agregado sin acu- 
mular. Es corroborado por el dicho de sus propios testigos, 
siendo el más explícito iicriberto Peiser, como puede verse en 
su contestación de fs. 77 vta. El caso es el siguiente; formali- 
zada la persecución d<> Hitler a tos judías, emigran de Alema- 
nia, pero no se les permite salir del naís con dinero, más sí, en 
cambio con mercadería de fabricación alemana. Los emigran- 
•tea adquieren eon preferencia las valiosa* máquinas fotográfi- 
cos *'Is3Íea", ijue introducen • esta Capital clandestinamente, 
ya sea ocultándola» eon facilidad debido a su pocci t ti maño o 
llevándolas colgadas y simulando ser usadas, como lo dice Ilíl- 



de Edith Joseph, fa. i)H). Consumado el contrabando, sólo res- 
ta convertir en dinero nacional la mercadería, y para ello 
está el acusado Karlshcrg, eon quien dan los interesados fácil- 
mente, ya sea por medio del uvísito en el diario alemán (ver 
b. 2H) o guiados por otros individuos de su raza ya ¡nicindem 
en este curioso tráfico ilícito. 

En mu tesis, los inmigrantes recobran su dinero, eon ga- 
nancia, debido a la desvalorizad ón del mareo alemán; Karls- 
bcrg adquiero la mercadería n bajo precio por el mismo motivo 
y por babor entrado al país en fraude ni fisco, y como no es 
comeré ¡ante establecido no paga impuesto alguno ni tiene 
guatos, kc convierte cu un competidor temible pura la sociedad 
aetora, que realiza una importación legid de ta misma merca 
derbi pura venderla en forma inevitablemente más costosa, 
después do prestigiarla por medio de su acción comercial e 
importante propaganda acreditada en autos. 

Esta conducta del querellado, prescindiendo de otros as- 
pecto* delictuosos, está reprimid* por el nrt. 48, inc. 5 tf de 
ta ley :)!+7r>, que castiga al (pie usurpa el "derecho exclu- 
sivo" del titular de una nutren registrada de usaría en los 
objeto» de su comercio. Sin el consentimiento di» la sociedad 
aetora, ni KntiMicrg ni nadie puede vender o poner en venta 
o emplear en forma alguna artículos con m marea registrada, 
ya sean nacionales o extranjeros, cualquiera .sea mi proceden- 
cía. Doy por reproducidos a este icspeetu, torios los funda- 
mentos del fallo dictado por la Corte Suprema en el caso Le- 
monier e. Kimsilevich (Pat. y Marcas, año lít'U, p, 544). Si 
en tal en usa, la Corte Suprema n»'gó a los procesados d de- 
recho de hacer circular en el ¡mis uu producto legítimo extran- 
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jero, en perjuicio del comercian le que lo había registrado y 
acreditado con su muren ni la República, condenando a loa 
autora de lu usurpación cometida por medio de una impor- 
tación legal, con cuanto mayor motivo y severidad, deberá pe* 
liarse en esto caso, a un sujeto incurro en el mismo delito, 
agravado por la cirennstan-m de ser el eirouludor (le merende- 
ría no nacionalizada por el pago de las correspondientes dere- 
chos de importación, vio! ¡indo las ordenanzas dé Aduana (arts, 
7fi:j y 7(¡7, modifjeados por el art. 2tf de la ley 40:1.1). Defrau- 
da a la vez «mi sus derechos al finen y al litubtr de la mu rea, 
a quien perjudica notoriiunenle con el "envilecimiento del 
precio" de sus afumadas máquinas fotográficas. 

tí" (¿lie con arreglo a los fundamentos del fallo invocado, 
Karlwberg im puede ser vendedor especializado en máquinas 
"Leiea" ya sean nuevas o usadas, porque no puede emplear 
como comerciante la marca reentrada. El derecho exclusivo 
do hacerla corresponde a m ''tillar o a quien autorice. Carece 
de objeto contestar, pues, la argumentación de la defensa sobre 
la venta di* mercadería tímida, tanto más, cnanto la secuestrada 
al acusado es ínfima Comparada con la nueva (ver pericia de 
p. 171/2). Por otra parte, Karlsberg no es cambalachero esta- 
blecido reglamenta Manipule, ipic vende objetos usadas de toda 
naturaleza, en simplemente un vendedor clandestino de máqui- 
nas "licica". Menos consistente es su pretensión de equiparar 
mi tráfico al de automóviles usados, Estos son revendidos con 
lu aquiescencia de sus importadores, quienes al venderlos nue- 
vos ya perciben sus derechos. Está probado en autos por la 
compulsa de libros de Lutz. Ferrando y Cía., que "ninguno" 
de los aparatos ni objetivos (nuevas o viejos) seeiie.st rados a 
Karlsberg. fueron importado» por ellos (ver fs. 1:11/2). 

V Que tampoco es viable la defensa, tan tardía como 
absurda, esgrimida en el alegato a fs. 158 vta., de pretender 
eximido de pena al reo por haber dado las explicaciones del 
art 58, indicando el nombre de las personas que le vendieron 
las máquinas secuestradas, .miando así de desviar hacia siia 
propios testigos In responsabilidad que a ('\ incumbe, Bi' pri- 
mer lugar, los vendedores de las máquinas secuestradas no han 
sido individualizados como se ha dejado claramente estable- 
cido en «-I eonsid. V : v luego, Q I ¿NflUfO M 8) de 

la ley 307.1 «c refiere a ta individmili/ación del fabricante o 
vendedor do mercadería con marea espíiroa, pero no juega pa- 
ra nada en el caso del vendedor de marcas autentica* sin con- 
«en I ¡miento del propietario, que previ el ine. 5' del art, 48, 
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y que según cotufa en antas es Karlabcrg hasta por su propia 
confesión. 

8° Que en cuanto a lu alegada inconstitucionalidad da 
la ley :tíi7'* [párrafo Y. té. 30 v,). doy también por reproduci- 
dos los fundamento.* del fu lio Lctnoitier e. Simsilcvich, en el 
que la Corte Suprema descaí ¡mó esta defensa. 

9" Que, en consce uencia, estando acreditada la responsa- 
bilidad de Kurísberg por et delito imputado, en el que se hulla 
i n curso con el agravante de reiteración, no obstante haberle 
perdonado la sociedad adora mi primer acusación (ver exp. 
agregado y contestación de Andrés J. Ferrando a la VI posi- 
ción, fu. 1*21) lo que pone en evidencia la mala fe, su condena 
he impone. 

roí ello, fallo condenando a Jnsú KarUberg a la pena de 
3 meses de prisión, que se deja en Mispenso, conforme al art. 2tl 
del (Vid. l'enal v «*u tnériro a su falta de antecedentes (fs, 1(11/ 
ti) a oblar una inulta de s IKK) y a pagar a bt sociedad adora 
una indemnización de $ 2.1 MíO (art. 29, inc. 1», cód. cit.) y las 
costas del juicio. Pulilique.se esta sentencia a su costa por una 
sola vez en un diario de esta capital y proeédase con respecto 
a lu mercadería secuestrada . de bi forma que determina el 
ort. 03 de bi ley 397Ó, — Miguti Jitntus. 



Y vistos: Considerando: 

Que el hecho que motiva bt querella consiste en que el 
acusado compra a los viajen* que llegan de Alemania los apa- 
ratos fotografieos portátiles, de la misma marca del quere- 
llante, que traen c.Mos cota o un atedio de sacar dinero de aquel 
país y que luego venden en plaza. 

Que el Sr. Juez a quo, de acuerdo con la doctrina del fallo 
de Ja Corte Suprema, tildado en el juJeio seguido por ti, Lc- 
HUttiier contra Kimsilevieh y HeudW, el 11 de diciembre 
de 1931 (Fallos, t. 163, p. 1S9), entiende (¡ue el hecho impu- 
tado encuadra en la represión contenida cu el nrt. 48, inc. íí° 
do lu ley de marcas de fábrica, y condena al procesado. 

Que la Corte Suprema, en d referido caso estableció que 
el comercio de importación de productos Heñíales designa- 
dos, con el mismo nombre que el que se había registrado como 



Sentencia i»t: i.\ Cám.um Feoeral 



nuetios Aires, diciembre l(i de 10 12. 
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marca en La Argentina, importaba la comisión del delito que 
previ- el nrt. 48, inc. 5» de la ley 3075, pues era violatorio del 
derecho tle exclusividad de explotación que autoriza la ley de 
la materia ni titular de la morca registrada en el país. 

Que la doctrina del superior iir oeada no es aplicable al 
caso sub jíulicc, pues en éste no se trnla de un comercio nor- 
mal de importancia de mercadería con marea registrada en 
la Argentina por un tercero, sino del tráfico llamado de com- 
pran "de segundo mono" o "artículos de ocasión", cuyo ramo 
habitual son oh jet os de valor de marta;) "unoeidas, como ocu- 
rre con las máquinas de escribir, anteojos de carreros, apara- 
tos fot Ofr rá fieos portátiles, relojes, «ni ornó vi les, etc., y que en 
el caso se realiza por la razón circunstancial de estar prohi- 
bida en Europa la exportación de dinero. 

(¿tu 1 esle comercio, que es líeito, pues está regido por dis- 
posiciones del derecho común, y regí amentado por normas dic- 
tadas cu ejercicio del poder de policía, no es contrarío al 
derecho industrial y al inteivs comercial que ampara la ley 
de mareos de fábrica, come re ¡o y agrien llura, con las sancio- 
nes penales invocadas en lo querella. 

Que poro osí decidirlo basta tener en cuenta el objeto de 
la morca de fábrica o de comercio. Este, según la doctrina 
y la jurisprudencia, fué individualizar la mercadería con el 
fin tle garantir ñute el adquírente de ella SU procedencia indus- 
trial o comercial, donde quiera qne se encuentre. En efecto, 
mediante ella el industrial puede distinguir su producto entre 
los de los competidores y el consumidor tiene el medio de ase- 
gurarse que le don el artículo qne realmente quiere adquirir, 
sin pasible sustitución, en cnanto a l:i fábrica o casa de comer- 
cio de donde procede. 

Que siendo ello así, lo usurpación de la marca de comer- 
cio no puede consintír en otra cosa que en la violación del 
derecho que tiene el propietario de la marea a que en plaza 
no se circulen con su marea sino los productos que exclusiva- 
mente proceden de su casa, (pie es en definitivo lo que resol- 
vió la Corte Suprema, invocado en la sentencia en recurso. 

Que sin forzar la realidad de los hechos no se puede decir 
qne la venta por un particular de un artículo que ha adqui- 
rido para su uso. aunque no lo haya gastado, y la emnpro por 
olro particular de] minino artículo con intervención, sí se quie- 
re, de un intermediario, esté con uro nd ida en la actividad de- 
lictuosa de vender marcas ajenas sobre productos o efectos 
propios, todo vez que este tráfico no constituye un acto reali- 
zado con el fin de Inecr uno competencia desleal al titular de 
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la marca, objeto que informa la disposición de la ley en que 
ee funda la acusación. 

Que no con f ¡{jurando el hecho imputado 1 delito acusado, 
procede declarar la inculpabilidad del procesado. 

Por estas consideraciones, ao revoca la senté neta de fs. 175 
y, en consecuencia, se absuelve de culpa y cargo a José Karls- 
berg cu la acusación que por usurpación de marca de comer- 
cio le entabla Lutz, Ferrando y Cía. Costas de ambas instan- 
cias en el orden causado, — Curios del Campillo. — Ricardo 
Tillar Palacio. — Eduardo Sarmiento. 

Dictamen del Phocthador General 
Suprema Corto: 

Se cneuo n trn on discusión en esta cansa ol alcance 
que corresponde atribuir al art. 48 de la ley 3975 sobre 
marcas de comercio para decidir si en 61 cabe compren- 
der como delictuosa la conducta del querellado. El 
recurso extraordinario (art. 14, ley 48) resulta así bien 
coucedido a fs. 193 para ante V. E. 

Respecto al fondo del asunto, y dentro de la limi- 
tada intervención que en causas de esta naturaleza 
corresponde al Ministerio Fiscal, creo que es ajustada 
a derecho la sentencia apelada. En ésto, por lo demás, 
se decide un caso distinto del resuelto por V. E. en 
167: 18fl como allí se demuestra. Correspondería, pues, 
confirmarla por su fundamentos. 

Ello, sin perjuicio de las acciones fiscales que pu- 
dieran deducirse si se comprobasen los actos delictuo- 
sos de contrabando a que se refiere el considerando 
5« de la sentencia de primera instancia {fs. 175/179). 
Buenos Aires, abril G de 19*3. — Juan Alrarez. 
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Buenos Aires, 15 de diciembre de 1943. 

Y vistos: Lns ilrl reeursn rxtraorriinurto concedido 
a fs. 193 cu los autos Lutz, Ferrando y Cía. contra 
Knrlsberg José, venidos de la Cámara Federal de la 
Capital. " l f 187 

que ponen de manifiesto que no se trata en el caso en 
examen de uno análogo ni resuelto por esta Corte in re 
Simsilevich y Hendlor (Fallos: 163, 176) y de acuerdo 
a lo dictaminado por el señor Procurador General a fs. 
207, se declara la procedencia del recurso y se confirma 
la sentencia apelada en cnanto lia podido ser materia 
del recurso. Hágase saber y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse el papel en el juzgado de origen. 

Robebvo Repetto — Astomio Sa- 
oabn.v — Luir Linares — B. 
A. Nazar Anchorena — F, 
Ramos Mejía. 



S. A. IMPORTADORA Y EXPORTADORA DE LA PATA- 
GON! A v. NACION ARGENTINA 

PRESCRIPCION: Prescripción adquisitiva de dkz o veinte años. 
El título provisional entregado al comprador de un lote 
fiscal no es justo título a ios efectos de la usucapión. 

POSESION. 

El comprador y ocupante de un lote fiscal a quien sólo 
se ha otorgado un título provisional, no tiene la posesión 
sino la tenencia del inmueble, que es ineficaz a los efectos 
de la usucapión. 
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POSESION. 

Ijíi solicitud do venía dip un tote fiscal, primero, y la de 
arrendamiento, después, y el subsiguiente pago de la pri- 
mera cuota del canon, «inri actos u<> reconocimiento del 
dominio del Estado, exel oyentes de la posesión de quien 
los lia realizado. 

TIERRAS PUBLICAS. 

El adquirento de un lote fiscal eon título provisión») que 
le prohiho transferir la i'niu'i'sinu, un puedo IraiiMiiitir 
sus derechos de compra y ocupación a la fiOeicdad que le 
lia sucedido en sus negocios. 



TIERRAS IT RUCAS. 

N"o es nulo ni viola torio de la cosa juzgada administrativa 
el decreta que. fundado en la prohibición establecida en 
el art. 20 de la ley 41íi7 t niega la entrega del título defi- 
nitivo a lene inundo en el art. .10 de la misma ley, a la so- 
ciedad que se ha hecho cargo de las negocios del compra- 
dor de un lote fisenl a quien oportunamente entregó 
un título provisional. 

PRESCRIPCION: Prwr¡i»Un <fr aniones en particular. Civil, Ac- 
cionen pr^scripti/Aca, 

Habiendo traiiM'nnniii más de diez años entre ln fecha 
en que el comprador de un lote fiscal eon título provisio- 
nal, solicitó administrativamente la entrega del títido de- 
finitivo por haber cumplido los requisitos necesarios para 
ello, y la de iniciación de la demanda sobro otorgamiento 
de título definitivo, debe admitirse la prescripción invo- 
cada contra la acción tendiente a obtenerlo judicialmente. 



Y vistos: Tara resolver en definitiva esf v juicio seguido 
por la S. A. Importadora y Exportadora de la Patagón ia con- 
tra la Xneión sobre nulidnd de decreto y ol ardimiento de 
título; y resultando: 

Que la firma aetora manifiesta que la sociedad eomer- 
eial "Bnnui y Blandía rd, República Argentina", nolicito" y 




Sentencia del Jccz Federal 



Buenos Aires, mayo l!J de 1942. 
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obtuvo del P. E. de la Nación, la concesión en venta del solar 
letra B. y fracción N. O. del solar letra C. manzana N fl 158 
del pueblo líío Gallegos, en el Territorio de fSantn Cruz. 

La sociedad cumplió con todos los requisitos exigidos por 
la ley de tierras y mi reglamentación. 

Por decreto del 24 de octubre de 1ÍÍ14. se mandó otorgar 
el título de dominio al concesionario P»raun y tílanrhnrd. 

Entonces ella concurrir» ante el I\ E. y deniost ó que era 
continuadora de Braun y Rlanchard, en mérito de la fusión 
de esta firma con las casas de comercio del Sr. Jasé Mencndez, 
fusión que sirvió de base a su formación. 

Después de una larga tramitación, el P. E. dictó el de- 
creto de 11 de diciembre de lí):tl, mediante el cual después de 
reconocer que lia acreditado el carácter de sucesora de la con- 
cesionaria, que existen mejoras sobre el terreno y que lia sido 
abonado el valor de la tierra, llegó a la conclusión de que no 
era posible extender el título de dominio, porque la S. A. 
Importadora y Exportadora de la Fntajjonin. es adjudicatoria 
directamente del Fisco de 4 snlarcs. límite fijado por el art. 2* 
do la lev 41(57. para ser concedido a una persona o sociedad. 

Niega en primer lugar que sea propietaria <> lo baya sido 
cuando se dictó el decreto que impugna, de 4 solares adqui- 
ridos directamente por concesión del Fisco. Esta sola circuns- 
tancia priva tic todo efecto al decreto denegatorio del derecho, 
porque elimina la única base en rpie se funda. 

Peí o aunque así no fuere, la interpretación dada por el 
P. E. ni art, 2» de la ley 41fi7, es también errónea. 

Dicho texto en su primera parte dispone que: a medida 
que et P. K. ba¡*a las exploraciones y rcleyaunéntog topográficos 
reservará las regiones que resulten npnq nadas pura la funda- 
ción de pueblos. Y en el segando aparlado dispone que; ''Xin- 
gnna persona n sociedad podrá adquirir, sea directamente o 
por transferencias anteriores al pago total del precio, más de 
4 solares", Correlacionando ambas disposiciones se compren- 
de fácilmente que el espíritu de la ley no cw otro que el de 
evitar el estanca miento de la tierra urbana adjudicando ni 
fundar los pueblos más de cuatro solares ;i un solo concesio- 
nario, con ej fin de dar pábulo a la especulación. 

Pero en ninguna forma el legislador ha restringido la 
capacidad de derecho de una persona o sociedad para adqui- 
rir en un pueblo, sucesivamente, el número de solares o frac- 
ciones que necesita para el desenvolvimiento de sus activida- 
des lícitas, tanto más, cuanto como en su caso, esas actividades 
bc traducen en un progreso positivo para la región. 
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También es errónea la interpretación que se da al citado 
artículo de la ley 4167 según la cual la restitución no so 
refiere a un solo pueblo sino a todo» los pueblos de todos loa 
territorios donde existan tierras do propiedad fiscal. 

Esta interpretación restrictiva, lleva a la conclusión al»sur- 
da de que si una persona entidad eon espíritu progresista 
ha poblado ya 4 solare» en cuatro pueblos distintos, aunque 
sean de diversos territorios, no puede en lo sucesivo ser adju- 
dicatario de un nuevo solar en otro pueblo, del mismo o dis- 
tinto territorio. Tal interpret ación restringe las garantías 
constitucionales que aseguran a los liabitnutes de la Nación 
el derecho de trabajar y ejercer toda industria lícita y de 
comerciar, art. 14. pesnaturalizn la igualdad ante la ley ga- 
rantizada por el art. líi; y viola el art. 28 en cuanto dispone 
que las garantías y dereeluw reconocidos preceden! emente, no 
podrán ser alteradas por !;is leyes que reglamentan su ejer- 
cicio. 

Aparte de las disposiciones legales que deja invocadas y 
que según su criterio son suficientes para demostrar que es 
ilegal el desenvolvimiento de su derecho por el P. E.. median 
Otras que comineen a la misma conclusión. 

Como Mieesnra de Hraun y Blanehard. posee, a título de 
dueña el ¡nmr.elúV en cuestión desde hace más de 20 años, Ella 
lo ha edificado y paga regularmente todos los impuestos. 

Como el inmueble fué concedido en venta por el P. E. 
en 1914 y se pagó íntegramente el precio llenándose los 
requisitos exigidos por !a ley de la materia, súlo quedó pen- 
diente para el finiquito de la operación, el otorgamiento del 
título de dominio o sm, la suscripción del instrumento apto 
para inscribir el dominio cu el Registro de la Propiedad y 
para transferirlo a terceros. 

Pero cuino ¡o ha declarado la Corle en casas semejantes, 
todas las obligaciones contractuales del concesionario estaban 
cumplidas, par lo que este debe ser considerado como munido 
de un justo título a la adquisición del dominio. Ese justo 
título no es sino el decreto de venta dictado por el P. E. como 
órgano natural de aplicación de la ley 4107, 

Y bien; la posesión quieta, pública, pacífica y :i título 
de dueña, que ha ejercido en base a un .pisto título, por más 
de 20 años, es .suficiente para conferirle el dominio del in- 
mueble, con arreglo al artículo :i!J99 del C. Civil. 

Esta prescripción adquisitiva constituye un medio legal de 
acceso al dominio de los inmuebles y es un derecho por el 
cual el poseedor de una cusa inmueble, adquiere la propiedad 
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de ella por la continuación de la posesión, durante el tiempo 
fijado por la ley (art. 3948). 

No es óbieo para que la prescripción produzca sns efectos, 
la circunstancia de que ella corra contra el Estado, porque lo 
autoriza es presamente el artículo 3051 del Cód. Civil. 

Por todo lo expuesto, solicita se declare nulo el decreto 
impugnado y se declare n demás que la sociedad t'w dueña del 
inmueble más arriba mencionado y que el P. E. está obligado 
a otorgarlo el título de dominio; con costas. 

Que el señor Representante de la Nación al contestar la 
demanda opone a la actora, en primer término, falta de acción 
para promover e.sla litis, pues *o«nin resulta de la copia del 
título provisorio (pie obra agregado a las actuaciones admi- 
nistrativas acnm puñadas, los solares en cuestión fueron con- 
cedidos a los señores Braun y Bl anchan!. En ese documento 
se pactó expresamente ''mientras el concesionario no tenga 
título de propiedad, no podrá transferir en ninguna forma 
la presente concesión, salvo el caso de sucesión acreditar ia'\ 

Resulta ele ta misma demanda, que Ins señores Braun y 
BloiH'hnrd no obtuvieron nunca el título de propiedad cuya 
conseeiisión es, precisamente, la finalidad que persigue este 
juicio. Y entonces, con arreglo a la cláusula transcripta del 
contrato, ley de las partes (art. 1197 del C. Civil) aquellos 
ex-eoncesionarios no Unn podido trasmitir sus pretendidos de- 
rechos a la sociedad nctorn ; y si hubieran intentado hacerlo, 
violando la prohibición pactada, el acto o contrato que hubie- 
ran otorgado sería nulo por imperio del mt. 1044 del C. Civil. 

fja actora no es, entonces, sucesora de los ex-concesiona- 
rios Braun y Blandían! y carece, en consecuencia, de occión 
parr promover esta lilis. 

Pero aun suponiendo que no hubiera existido tal prohi- 
bición, siempre la actora debería probar la cesión mediante la 
presentación de la respectiva escritura pública que, bajo pena 
de nulidad exige el art. 1184, inc. l v del C. Civil. La carta 
agregada a fs. y el testimonio de desglase de fs. 64 de las 
actuaciones administrativas no suplen tal deficiencia y es de 
advertir que tal deficiencia no podrá yn subsanarse por apli- 
cación de lo dispuesto en el art. 10 de la ley 50, 

Entrando ahora al fondo del asunto, agrega, que cual- 
quiera que fuera la ley aplicable en el momento de ser otor- 
gado, lo cierto es que el boleto provisorio de fs. 22 del cuerpo 
administrativo final llamado "título") es la ley de las partes 
(art. 1197 del C. Civil). 

En ese contrato se estipuló que las construcciones que 
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los concesionarios debían levantar con arreglo al art. 6' de la 
ley 4167, debían hacerse 11 con cimientos y paredes completas 
de ladrillo cocido, cemento armado o cualquier clase de piedra 
trabajada'* etc. Se estipuló además, que el incumplimiento 
de esa obligación por parte del concesionario "lo inhabilita 
para obtener el titulo definitivo'*. Y consolidando ese aspec- 
to esencial de la concesión, que "la falta de cumplimiento a 
cualquiera de las obligaciones consignadas, traerá aparejada 
la caducidad de la concesión, quedando las mejoras hechas en 
el terreno y las sumns abonadas, a beneficio del Estado*'. 

Bien; de bis actuaciones administrativas, surge que en 
ningún tiempo se realizaron las construcciones que exige la ley 
en la forma y con los materiales exigidos por el contrato. 

Los ex-concesionarios han infringido, entonces, la obli- 
gación que tenían y han incurrido, por consiguiente, en la 
penalidad que el mismo contrato estableció. En cuanto a otro 
asp-'cto del asunto, el art. 2* último párrafo de la ley 41o7. 
prescribe; ''Ninguna persona o sociedad podrá adquirir, sea 
directamente o por transfereneiat. anteriores al pago total del 
precio, más de cuatro nolares. . . " Ya ha dicho que la aetora 
no pudo adquirir ni adquirió los solares —ni derecho sobre 
ellos— mediante transferencias de ¡os señores ttrnun y filan - 
ehard; de manera que sólo habría que considerar la posibili- 
dad o imposibilidad de que adquiera tales solares "directa- 
mente". 

Ahora bien; en la ópoca en ijue la actora solicitaba título 
definitivo de los solares tub-Utr, tenía ya registrados a doce 
solares por transferencia, en el mismo pueblo de Río Gallegos 
y otros cuatro en otras puntos. 

Es evidenle, nsí. que la cláusula legal que lia transcripto 
prohibía vender a la aetora los solares que hoy reclama. 

Pe nfli que el decreto del 11 de diciembre de 1031 que 
ee ataca, estó perfectamente ajustado a derecho. 

Todas las circunstancias de hecho y de derecho a que se 
ha referido eran del conocimiento de la actora. 

Fue por ello que. anticipándose a la reglamentación del 
P. E.. que preveía inevitablemente adversa, la adora se pre- 
sentó en el exp. adra., con un escrito que desvirtúa totalmente 
la demanda de antas, pues cu dicho escrito se manifestaba 
"dispuesta a obtener estos solares cu arrendamiento, hasta 
tanto se dicte una ley. en que permita a una sociedad obtener 
en propiedad mayor número de solares de lo permitido actual- 
mente". 

Ahí está, en ese escrito de la actora su plena confesión 
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de todos los hechos y del alcance de las disposición o» legales 
que le impedían adquirir los solares que hoy pretende. Des- 
pués, ile esa confesión no se alear m cómo puede venir hoy a 
pedir lo que siempre supo que no le corresponde, desde que 
todavía rige la misma ley 41li7. 

Por último opone la prescripción decenal que legisla el 
artículo 402:1 del Código Civil sin que tensa ninguna in fluen- 
cia el hecho de que el decreto de caducidad se dictara en 1931, 
puesto que ya muchos anas antes los ex-coucesion arios estaban 
en condiciones de entablar demanda. A este respecto cita la 
jurisprudencia sentada por la Corte Suprema en el caso "Mo- 
rrison Elvira Aguiar de y otros contra la Nación". Y por lo 
expuesto, pide el rechazo de Ja acción, con costas. 

Considerando j 

Que antes de entrar al estudio tic las cuestiones plantea- 
das, corresponde destacar las actitudes "inexplicables" que 
revelan las actuaciones producidas, en !o referente a la perso- 
nería de los solicitantes originarios "Broun y Blanchard" y 
la actual sociedad actora. "S. A. Importadora y Exportadora 
de la l*atasonia". De las constancias del testimonio de escri- 
tura pública de constitución en Chile de la S. A. Importadora 
y Exportadora de la Pntagonia. obrante » fs, 134. se establece 
que esta compañía, en fecha ocluir? 30 <lc Í908, se organizó 
m Chile, inedia 11 te la absorción de la sociedad "Brann y 
Blanchard '\ hach'ndose cargo del activo y pasivo de las su- 
cursales (pie esta Compañía tenía establecidas en Iiío Gallegos, 
en Santa Cruz y Comodoro Rjvadavin de In Kepública Argen- 
tina, lo qne implicó jurídicamente, la extinción de la perso- 
nería y existencia de la mencionada wteieriad "Braun y 
Blanchard". 

Xo obstante esta circunstancia de la absorción de la suso- 
dicha sociedad, de las constancias del expediente administrati- 
vo de trámite de compra de los lotes: solar letra B y fracción 
N. O. del solar letra C. de la manzana X" 1Ó8. del pueblo Río 
Gallegos, se establece que la entidad que actúa frente al 
Estado para consumar la adquisición de dichas fracciones, 
fué la extinguida sociedad "Hrann y Blanchard ' '. Sin per- 
juicio de esta situación, por decreto del P. E. de octubre 24 
de 1014. se le acuerda a su nombre, la concesión de venta de 
los referidos solares: que en fecha 10 de marzo de 1915 se 
le hace entrega del título provisorio, también a nomhre de la 
extinguida sociedad; que en febrero 5 de 1014, en Punta Are- 
nas, el soeiu integrante de la sociedad disnelta, don Juan Blan- 
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chard, otorgo un poder en nombre y representación de la 
extinguida «oeíedad. para que se gestione la escrituración de 
los referidos lotea (fs. -fi exp. mira.) ; que en octubre 26 
de 1915 (fs. ÍÍ2 exp. adía. » la sociedad extinguida, en razón 
de haber cumplido durante los años pasados con las obliga- 
ciones legales pertinentes, pide se le escrituren a su nombre, 
los lotes por ella comprada-;. Ante tal situación de hecho y 
acuitamiento ante la administración de la inexistencia jurídica 
de ia Sociedad "Brauu y Ulaneíiard", sin especificación al- 
guna, sin acreditar titulo válido alguno de sucesión a los dere- 
chos y sin responder al requerimiento que en tal «cutido hicie- 
ra la Oficina do Tierras < fs. 4<i y fs. 48 del exp. adm.), com- 
parece a juicio ta sociedad aetora. tdu especificar en su deman- 
da con claridad, los antecedentes exncttis del derecho de que 
se dice titular. 

Si como resulta de lo expuesto, la sociedad aetora era 
dueña originaría de los derechos por que .se acciona y ni tiem- 
po da la actuación administrativa y decreto de otorgamiento 
de la concesión de venta, en 2 de octubre de lí>14 la extingui- 
da sociedad aetora, cabe preguntar por qué razón se omitieron 
expresar tales antecedentes ante la autoridad fiscal. Acaso 
se carecía de derecho, o es que se ocutialmu otras concesiones 
anteriores regidas por la lev 11117, que impedían adquirir nue- 
vas concesiones de tierras. 

Lo expuesto demuestra que lo adquirido por '"Braun y 
Blanehard' 1 , lo fué a título propio y con posterioridad al 
traspaso del activo y pasivo hecho varios años antes a la K. A. 
aetora. 

Esta sela constatación es bastante para desestimar la con- 
tinuidad de derecho invocado por ta aetora. y que no ha pro- 
hado en autos. 

Que opuesta por el Sr. Representante de la Xación la 
prescripción liberatoria de diez anos, corresponde, en atención 
al efecto extintivo que se habría operado del derecho a la 
escrituración reclamado, decidir cuta cuestión con prefación a 
otras defensas. 

De acuerdo con lo espresado por los señores "Braim y 
Blanehard a fs. :\2 del expediente administrativo en circuns- 
tancias en que gestionaban la escrituración de dominio, debe 
tenerse por establecido que en octubre 2fi de 191 ó, por haber 
cumplido a esa fecha con todas sus obli ■racione'! de población 
o introducción de capitales exigidos por la ley, se bailaban 
en condiciones de obtener la transferencia del dominio defiui- 
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tivo, y do exigir judicialmente en coso negativo, el cumpli- 
miento de la obligación ele escriturar a cargo del Estado. 

En caso semejante al sub-Hte, en que el poseedor provi- 
sorio de un lote fiscal dejó transcurrir el tiempo necesario 
pnra prescribir desde rpie su acción so hallaba expedita, sin 
que exigiera el cumplimiento de ta obligación de otorgar la 
correspondiente escritura, la Corte Suprema, resolvió que no 
existía la posibilidad de obligar al Gobierno a cumplir con la 
obligación de escriturar, en razón di- que se encontraba pros- 
cripta por hnhcy transcurrido más de diez unos a partir del 
Momcnitt ra que debió otorgarse. (C. S. 18~>-18fi). 

"Esta Corte, agrega el Tribuna!. " caso análogo al pre- 
sente, por haberse revocado, por el propio P. E,, decretos que 
reconocían determinados derechos a favor de un tercero, de- 
claró que por ese solo hecho el acto no debía considerarse 
absoluta e insanablemente nulo y admitió la prescripción 
(t. 181*224; t. 185404). Acreditado como se halla en autos, 
por propia confesión de los compra dures " lira un y Blancliard" 
(ÍS. 32 cxp. adm.) que en octubre de 1ÍI15, se hallaban en 
condiciones de exigir ¿el P. E„ la correspondiente escritura 
traslativa del dominio y que recién lo hicieron el 18 de mayo 
de 10:17, o sea, veintidós años después, corresponde de acuerdo 
con lo dispuesto por los arts. 1017 y 402:1 del C. Civil, decla- 
rar proscripta la obligación de hacer, a cargo de la Noción, y 
cuyo cumplimiento ¡se lia demandado medíante la acción s«6- 
judtee. 

Por tanto y fundamentos expuestos, fallo: Declarar ope- 
rada In prescripción opuesta por la parte demandada, desesti- 
mando la demanda deducida, por la S. A. Importadora y Ex- 
portadora de la Patapronia en contra de la Nación, sobre 
nulidad de decreto del P. E, y otorgamiento de título. Sin 
costas, — Emilio L. González. 

Sextencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1942. 

Y vistos: Considerando: 

Que de las constancias de autos surge que los señores Braun 
y Blancliard obtuvieron nna concesión del Gobierno (le la 
Noción para adquirir una fracción de terreno en el pueblo de 
Río Gallegos, de acuerdo a los términos de la ley N v 4167, 
Decreto Reglamentario de noviembre 8 de 1906 y Decreto de 
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octubre 24 de 1914 contó lo jtinl ¡f íea el título provisorio co- 
rriente a fs. 22 del expediente administrativo. 

En esto documento, que ley par» tas partes (nrt, 1197 
del C. Civih se estipuló expresamente *"l v Mientras el conce- 
sionario no ten<ín su título de propiedad, no podrá transferir 
en ninguna forma la presente concesión, salvo el caso de .suce- 
sión hereditaria. 

El concesión!! rio solicitó en octubre 27 de 1913 el título 
definitivo de propiedad - (a. :\2— y estando ni trámite esto 
requisito imprescindible, transfirió mis derechos a dicho in- 
mueble, a la soeiednd aetora, mediante el documento privado 
de fs, 55, que. no tiene ningún valor lefíal con respecto a la 
demandada, por disposición de los arts. 10 t í y 11K4 iiie. 1* 
del C. Civil, desapareciendo por lo tanto la sucesión de dere- 
chos entre el cemeesiouario originario y la sociedad aetora 
desde ipie "Nadie puede transferir a olio sobre un objeto tm 
derecho mejor o más extenso que el que pozaba, y recíproca- 
mente, nailie puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
y mas extenso que el (pie tenía aquel de quien to adquiere", 
(Art. 3270). 

\"o itbMíüite S:i .sociedad aetora Solicita se le expida el co- 
rrespondiente titulo de propiedad como lo comprueban sus 
escritos de fs. ■((>. 54. 5S, 5<t. f¡2 y "(i del expediente administra- 
tivo, hasta I letra r al decreto del I*. K. de diciembre 11 de 1931, 
en el que se resuelve. — (¿ue no es posible extender el titulo 
de propiedad a nombre de dicha entidad, porque ella es ad- 
judieataria directamente del Fisco de cuatro solares, límite 
fijado por el art. 2* tic la ley 41h7 para ser concedido a una 
persona o sociedad — y de conformidad con E<> solicitado por 
la aetora en su escrito de fs. 5¡t - — de obtener esas solares en 
arrendamiento, dispone el mismo Decreto — concederle "per- 
miso de ocupación a título precario ríe las superficies i\ que se 
hace mención en el artículo anterior, al precio anual de $ 
157,00 n V. í fs. !im. 

Caducada la concesión y acordado el jiermiso de ocupa- 
ción en la forma indicada, parecería que la aetora hubiere 
allanado sus pretcnsiones consintiendo dicho Decreto, cnanto 
en cumplimiento del misino y en liquidación de fs. $2 procede 
a fs. 104 vía. a abanar la suma de £ 157.50 % fijados como 
precio por su ocupación anual. 

Tul imada la actor;: pura que primara el correspondiente 
permiso precario de ocupación, -e presenta a fs. 105 —con 
fecha 17 de mayo de l n "i:t manifestando que — "ps legítima 
propietaria y posee a título de tal. con " animm-íl Omine " las 
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tierras de referencia, ejercitando la quieta, tranquila y pací- 
fica ocupación desde hace más de 30 nnns, uniendo la suya 
a lii de su antecesor la sociedad liraun y Hlaneluird". 

Promovida la presente demanda por escrituración fie loa 
solares adquiridos en oonipra por sus antecesores a los Srs. 
Brauil y Ulauehard — teriniim^ — - mi i'ilinnn t-ni>íliiln invocando 
los derechos i¡ iu> le acuerda el ¡trl. :«)!>!» d<'l (\ Civil par» adqui- 
rir por la pr»seripción el *J0 años el expresado inmueble. 

La posesión de la tierra tuya escrit oración se demanda, 
no ha .sido ejercida con el ánimo di' adquirir su dominio por 
prescripción, sitio en lu Forma contractual convenida en el 
I í I ii !r> provisorio corriente a fs, -2 del expediente administrad 
tivn. que «'«mío s«- ha dich», es la lev para las partes (art, IIÍ17 
(\ Civil). 

Todo i*1 trámite administrativo seguido por los Srs, Hraun 
y Blanehard, primero, y por los uetores después, como así la 
iniciación de tula demanda, deiítuestra «pie en lodo momento 
hasta la prese al ación del escrito de fs. 105. uno y otro reco- 
iioeiernu el dominio pleno del ICsIndo da t<*s solares en cues- 
tión, tanto en la forma de adquirirlo en etimprn, romo en su 
arrendamiento. 

Por otra parte, como se ha dicho y el Sr. Jues "a-quo" 
lu ha expresado en el primer considerando do su sentencia, 
no ext¡,'" no se ha probado «pie existe continuidad de sus res- 
pectivos derechos. Nadie puede cambiar por sí mismo, ni por 
el transcurso del tiempo, la causa de su posesión, ni Ins cua- 
lidades de la misma, tal como ella comenzó, tal continua siem- 
pre, mientras no se cree un nuevo lítulo de adquisición (Arta. 
2115:1 y 2354 del (\ Civil). . 

El nuevo título de adquisición de la posesión por pnrte 
del actor nace el día 17 de muyo de 1Í133 fecha en que presenta 
su escrito de fs. 105 y man i Fiesta ser ti ti»iinus-thminf ,,r . — Su 
posesión es ilegítima porque <■« sin tíiulo. el de fs. Uñ es nulo 
y la adquirió del une no tenía derecho para trasmitirla (art. 
2355 C. Civil)—. Ella se encuentra encuadrada en loa térmi- 
nos del art. 4015 y es indudable que desde la fecha indicada 
hasta la de la iniciación de este .juicio, ltf de mayo de 1037 
110 se han cumplido los treinta años a que se refiere C¡ mismo 
para adquirir I11 propiedad por prescripción. 

La demandada a su ve/ opone a la acción intentada de 
cscriiurar regida por el art. T1S7 del C. Civil, la prescripción 
de la neeión personal del art. 4023 y e«s indudable (pie ella 
se ha operado por haber transcurrido más dé diez nííns entre 
el 27 de octubre de 1Ü15 Fecha en que los Srs. liraun y Blan- 
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chard solicitan bu título definitivo de propiedad (fs. 32 del 
expediente administrativo) y el 18 de mayo de 1937, de pre- 
sentación de esta demanda (C. íá. t. 185, pág. 158). 

Por ello y fundamentos de la sentencia de fu. 166, se la 
confirma, declarándose operada la proscripción opuesta por 
la demandada y desestimándose la demanda deducida por la 
S. A. Importadora y Exportadora de la Patagón i a contra el 
Gobierno de la Nación sobre nulidad de decreto del P. E. y 
escrituración, sin costas, atenta la naturaleza de la defensa 
que prospera. — Curios del Campillo. — Juan A, González 
Calderón. — Eduardo Sarmiento, — Ricardo Villar Palacio 
(con nuestro voto). — Carlos Herrera (con nuestro voto). 

Voto de los Dres. Ricardo Villar Pal ario ij Carlos Berrera 
Y considerando i 

Que las diversas gestiones administra iv , realizadas de 
£9. 40 en adelante del expediente respectivo y r los apoderados 
do la actor», demuestran en forma concluyeme que hasta 1931 
la Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Pa- 
tagonia no poseía a título de dueña los solares en cuestión, 
desde que al solicitar reiteradamente del P. E. se le otorgara 
el título de dominio, reconocía expresamente que el mismo no 
le había sido transferido. Faltaría entonces uno de los ele- 
mentos esenciales de la posesión y no puede, en consecuencia, 
invocarla para argumentar que la prescripción liberatoria había 
sido interrumpida. 

Que entre la fecha en que la adora expresó que había 
llenado todos los recaudos legales y solicitó la escrituración, 
30 de octubre de 1916, fs. 40 del expediente citado, y aquella 
en que por primera vez manifestó que poseí 11 a título de dueña. 
17 de mayo de 1933, fs. 105, transcurrió con exceso el plazo 
de diez años establecido por la ley (artículo 4023 del C. Civil) 
para que» prescribiera su acción a fin de obtener la escritura- 
ción de que se trata, sin que hayan tenido efecto interruptívo 
las antedichas gestiones administrativas, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo .198(5 del eittido cuerpo de leyes y la 
interpretación que del mismo ha heclio la jurisprudencia rei- 
terada y concordante de la Corte Suprema y de este Tribunal. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo apelado, 
se lo confirma en todas .ius partes, sin costas» atenta la natura- 
leza de la defensa que prospera. — Cari oh Herrera — Ricardo 
Villar Palacio. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 

FALLO DE LA CORTE SUPIíRMA 

Buenos Aires, 15 de diciembre de 1943. 

Y visto: el recurso ordinario de apelación venido 
de la Cámara Federal tle la Capital en la causa seguida 
por la Sociedad Anónima Importadora y Exportadora 
de la Patngonia contra la Nación; y 

Considerando : 

Que después de seguidos los trámites del caso, el 
24 de octubre de 1914 se concedió a la sociedad Brann 
y Blancbard, en venta, dos lotes de tierra en el pueblo 
Río Gallegos, territorio de Santa Cruz, dándosele el 
título provisorio correspondiente (fs. 22 del expediente 
agregado núm. 9273ÍJ). Que en éste se estableció que 
"mientras el concesionario no tenga su título de pro- 
piedad, no podrá transferir en ninguna forma la pre- 
sente concesión, salvo el caso de sucesión hereditaria". 

Que do los antecedentes de autos, resulta que en 
octubre 30 de 1908 esta sociedad se había incorporado 
a la sociedad Importadora y Exportadora de la Pata- 
gonia, constituida en Punta Arenas, República de Chi- 
le, en la misma fecha, por los señores José Menéndez y 
Braun Blancbard, estableciéndose que todos los esta- 
blecimientos que sus componentes poseían en la Repú- 
blica Argentina, sea en Río Gallegos, Santa Cruz o 
Comodoro Rivadavia, pasaban con su activo y pasivo 
a la misma sociedad. 

Que, no obstante ello, el 25 de octubre de 1915, el 
señor Enrique del Castillo, invocando la representación 
de la sociedad Braun y Blancbard, se presentó en el 
expediento pidiendo que, en mérito de haber eumplido 
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sus poderdantes las obligaciones de la concesión, se les 
acordara el título definitivo. 

Que, sin haberse proveído a este pedido, a ?s. 40 
y en fcelia 18 de diciembre de lí>l(i, se presentó don 
Joaquín Oñós por la sociedad anónima Importadora y 
Exportadora de la L'atagnuia solicitando que se extienda 
a ésta los títulos de propiedad de los mismos terrenos. 
Como se le exigiera la presentación de documentos que 
acreditaran qjae esta sociedad era sucosora de la ante- 
rior, el expediento se paralizó hasta que en octubre 19 
de 1025 se hizo presente don Manuel Mujiea, invocando 
la misma representación, y expresó que aceptaría que 
se le diera en arriendo los lotes de que se trataba, espe- 
rando que en adelante se daría una ley que le permi- 
tiera a sus mandantes adquirirlos en propiedad, segu- 
ramente apercibido de los reparos legales que se le 
opondrían (presentación de fs. üií). 

Que, el P. E., teniendo en cuenta los trabajos y 
mejoras hechos por la sociedad, dictó el decreto del 11 
de diciembre de 1931, en que, después de hacer constar 
que no es posible acordarlo en propiedad los solares 
de que trata, por tener ya acordados cuatro, que os el 
máximun fijado por la ley 416*7, autoriza el arrenda- 
miento de los misinos fijando el canon anual de $ 157,50. 
La sociedad parece aceptar esta solución y abona el 
canon (fs. 104 vta.); y cuando se la requiere para que 
firme el contrato, lo rechaza y dice que ella es propie- 
taria de las tierras por una posesión que, unida a la 
de su antecesora, tiene treinta años, y solicita se recon- 
sidere el decreto. El P. E. no le hace lugar el 25 0e 
agosto de 1936 (fs. 128), 

Que en 18 de mayo de 1037 se presenta demandan- 
do al Gobierno ante la justicia federal e impugna de 
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nulidad el decreto aludido y alega, además, la pres- 
cripción de veinte años, ejercida con título y pacífica- 
mente, la que, por el art 3999 del Código Civil, le ha 
permitido adquirir la propiedad. 

Que, por su par fe, el Pisco, al contestar la demanda 
niega (jiie ella pueda unir su posesión con la sociedad 
que la precedió, porque está explícitamente prohibido 
en el título provisorio que se entregó ¡i ésta y cuyas 
estipulaciones tienen fuerza de ley para las partes. Que 
en ningún momento una y otra sociedad han poseído 
las tierras a título de dueñas desde que gestionaban 
precisamente del Gobierno que los acordara ese título. 
Que, desde otro punto de vista, se habría extinguido la 
acción de la demandante por la prescripción de diez 
anos, en el supuesto de que, como ella lia sostenido, 
pudo exigir la escrituración el 27 do octubre de 1915, 
habrían transcurrido más de veintidós años desde esta 
fecha hasta la interposición de la demanda, que lo fué 
el 18 de mayo de 1937. 

Que en lo que so refiere a la prescripción adquisi- 
tiva de la propiedad alegada por la parto acto ra, el 
art. 3999 del Código Civil requiere para que pueda ope- 
rarse la posesión de diez o veinte años, según se trate 
entre presentes o ausentes, que reúna los caracteres de 
continua, con justo título y buena fe. El mismo Código 
define lo que debe entenderse por justo título diciendo 
qne es "aquel que tiene por objeto transmitir el dere- 
cho de propiedad, estando revestido de las solemnidades 
exigidas para su validez" — art. 1010 — . Do tal mane- 
ra que, mientras un título no tenga las formas necesa- 
rias para transmitir el dominio, no es el título reque- 
rido para fundar la prescripción adquisitiva. 

Que apartándose de esto precepto tan claro, la ac- 
tora sostiene que el decreto del 24 de octubre de 1914 
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es el justo título que autoriza en este caso a fundar la 
prescripción; pero tul deereto no es en sí un título tras- 
lativo del dominio; por él sólo se faculta a extender a 
los compradores Braun y Blandía rd un boleto p r o viso- 
rio, como el que se Ies entregó, que comporta solamente 
mía promesa de venta bajo la condición de que se cum- 
plan determinadas obligaciones! de población, edifica- 
ción y meji as en la tierra a transferirse. Recién, cuan- 
do lian tru ocurrido los plazos y se lian cumplido esas 
obligaciones, el boleto provisorio se convierte en defi- 
nitivo, toma las formas de tal y se inscribe en los re- 
gistros, revistiendo así las solemnidades necesarias para 
tu validez como título traslativo del dominio (arts. 2 
y 3 de la ley 4107, y art. 16 de su deereto reglamentario 
del 8 de noviembre de VMG). No debe confundirse una 
promesa de venta con la venta misma. Esta Corte Su- 
prema jamás, en casos análogos, ba dado al decreto 
que acuerda un boleto provisorio el carácter de justo 
título, como asevera la parte demandante, lo que ba- 
bría importado caer en una lamentable confusión, mien- 
tras el comprador de la tierra pública ocupa la propie- 
dad con boleto provisorio, no la posee a título de dueño; 
no es un poseedor a nombre propio y, lo mismo, no 
es un verdadero poseedor, sino un ocupante o tenedor 
a nombre y por voluntad del Estado que se la ba confia- 
do para que la trabaje y mejore con la promesa de 
vendérsela. Esta situación no le permite prescribir, ya 
que la prescripción adquisitiva requiere como condición 
sitie qua non el ejercicio de una verdadera posesión so- 
bre la cosa —arts. W&i 2352 y 2353. 

Que no se concibe cómo en este caso la actora pue- 
da sostener que ba poseído la tierra como dueña, unien- 
do su posesión a la de sus antecesores, durante veinte 
años, cuando ella solicita al mismo tiempo que se le 
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venda, primero, y se le arriende, después, la misma tie- 
rra (presentaciones de fs. 40 y 5Í>), Menos se explica 
ante el pago hecho al Gobierno de un canon de arrenda- 
miento (véase fs. 104 vta.). Estos son actos caracterís- 
ticos de reconocimiento de la propiedad ilel Estado, 
excluy entes de la posesión que invocan. Aparte de todo 
esto la acto ra no puede unir su pretendida posesión 
con Iti de su antecesora Braun y Blancliard en virtud 
de un traspaso contractual de derechos, porque tal ope- 
ración la prohibe el boleto provisorio suscripto por 
éstos, teniendo para las partes esta cláusula la fuerza 
de ley — art 1197. 

Con lo dicho, queda demostrado que la acto ra no 
ha adquirido la propiedad por prescripción. 

Que la nulidad alegada del decreto de 1031 y fun- 
dada en que el P. E. había derogado por sí y ante sí el 
anterior del 24 de octubre de 1914, excediendo sus fa- 
cultades legales, no se aviene con lo que en realidad ha 
sucedido. Esc decreto no ha sido derogado. En ningún 
momento a Braun y Blancliard, que han pagado la tierra 
y la han edificado, se les ha negado el boleto definitivo, 
o sea su título de propiedad. Lo que ha sucedido es que 
antes de que so provea a su pedido, la sociedad Impor- 
tadora y Exportadora de ía Patagonin, invocando su 
carácter de sucesora de aquélla, pidió el título para 
ella, probablemente dándose cuenta de que si se expedía 
para la primera se descubriría que ya no existía y 
daría Jugar, así, a que se anulara. Al presentarse esta 
nueva concesionaria, surgió el obstáculo legal previsto 
en el art, 2 de la ley 4167, que prohilie a una persona 
o a una entidad jurídica adquirir más de cuatro solares 
en un pueblo, estando la presentante en ese caso. Fué 
ésta y no otra la razón por que el Gobierno Provisional, 
sin desconocer aquel decreto, se negó a dar a la Impor- 
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t adora y Exportadora de la Patagonia el título que so- 
licitaba. 

Siendo así, están de méa las disquisiciones que la ac- 
to ra ha hecho ron acopio de doctrina y jurisprudencia 
para demostrar que el i*. E. no podía anular o derogar 
una resolución en que se reconocen derechos particula- 
res dentro do uu procedimiento administrativo regular, 
pues no era ése el caso. 

Qne en cuanto a la proscripción liberatoria opuesta 
por la defensa y fundada en el art. 4023 del Código Ci- 
vil, las razones dadas en la sentencia apelada son su- 
ficientes para sustentarla y se dan por reproducidas. 

En su mérito, se confirma la sentencia recurrida 
con las costas de esta instancia. Notifíquese y devuél- 
vanse, reponiéndose el papel en el jugado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares — 
B. A. Nazau A y choren a — 
F. Radios Mejía. 



JUAN PEI8CHKNECHT v. NACION ARGENTINA 

ADVANA: Recursos. 

La multa del 5 % y loe dobles derechos de almacenaje 
previstos en el art. 17 de la ley 11.248 son sanciones pe- 
nales a las que es aplicable lo dispuesto en el nrt, 73 de 
lii ley 11.281; de manera que la resolución dictada al res- 
pectó por el Ministro de Hacienda, eon motivo del recurso 
administrativo interpuesto por el interesado, tiene fuerza 
de c«¡a juzgada e impide demandar después ante los tri- 
bunales de justicia, la devolución de lo que se pagare en 
cumplimiento de aquella decisión. 
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Buenos Aires, 15 de diciembre de 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido en los 
autos: Juan Frisehknccht v. In Nación sobre devolución 
de derechos, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Federal de la Capital (*), y 

Considerando : 

Que la multa del 5 % del art. 195 de las Ordenan- 
zas do Aduana y el doble almacenaje impuestos al actor 
por aplicación del art. 17 de la ley 11.248 en presencia 
de la demora en retirar la mercadería de los depósitos 
fiscales son medidas de carácter prepondera ntemente 
saneionador y por consiguiente de naturaleza penal, 
como resulta do la lectura del art. 19 (ley citada 11.248). 

(¿ue en tales condiciones es de aplicación el sub lite, 
la doctrina sustentada por esta Corte in re C. S. 156, 
100; 184, 162; 185, 251 ; 186, 45; 187, 249; 189, 156, 194, 
187, eK , 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la senten- 
cia apelada de fojas 89 en cuanto pudo ser materia de 
recurso. Hágase saber y devuélvanse al tribunal de 
procedencia, donde se repondrá el papel. 

Roberto Repetto — Luis Lina- 
* bes — B. A. Nazab Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



(i) Ver loa antecedentes en Fallos: 135, 403. 



fallos ra la cortb sup— -ma 



ADOLFO LAGOS v. C AJÍ LOS LAGOS —hoy so sucesión 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión. 

El juicio promovido ante los tribunales del lugar del do- 
micilio de una sociedad anónima contra el presidente 
de la misma, con el objeto de removerlo y designar otro 
por medio de la correspondiente asamblea extraordinaria, 
no es atraído por el juicio sucesorio de aquel iniciado ante 
los trilmnalew de otro lugar a raíz de su ulterior falle- 
cimiento. 

Dictamen del Piíocuudoh General 
Suprema Corto: 

Se lia trabado cuestión de competencia entre un 
juez de primera instancia en lo civil y comercial de Ro- 
sario, y otro de igual clase en lo civil de la Capital Fe- 
deral, para conocer en la demanda que D. Adolfo Lagos 
inició contra el Dr. Caries Lujíos, presidente do la S. 
A. Isaura Oorvalán de Lagos Ltda., a objeto de que se 
designara un administrador judicial para la expresada 
sociedad. Ese litigio, promovido ante el juez de Rosa- 
rio el 22 de setiembre de 1937, fué fallado en primera 
instancia {fs, 39G/40G, noviembre 30 de 1942) haciendo 
lugar a la demanda y declarando intervenida a dicha 
sociedad. Pasó después a segunda instancia, donde aun 
no lia recaído resolución. 

Entretanto, el presidente de la sociedad, Dr. La- 
gos, había fallecido (27 de noviembre de 1940, fs, 359 y 
360) ; y con tal motivo se abrió su sucesión en la Capi- 
tal Federal el "» de diciembre de 1940, denunciándose a 
fs. 171, la existencia del juicio que tramitaba en Ro- 
sario. Pedida su acumulación al sucesorio, hizo lugar 
a ello el juez de la sucesión, y se opuso el do Rosario, 
produciéndose así la contienda de competencia que 
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ahora viene a conocimiento de V. E. Corresponde a la 
Corte Suprema dirimirla, atento lo dispuesto por el 
art. 5) de la ley 4055. 

La razón dada por el juez de la Capital a fs. 279 de 
loa autos sucesorios no es suficiente para que se dis- 
ponga la acumulación a los mismos del pleito seguido 
en Rosario. Ciertamente el art. 3284, inc. del Có- 
digo Civil autoriza la atracción euando se trata de ac- 
ciones personales de los acreedores contra el difunto j 
pero no es tal la iniciada en Rosario dado que, según 
queda dicho, se la entabló contra Lagos en su carácter 
de presidente de la sociedad anónima citada y tiende al 
esclarecimiento del estado de los negocio^ sociales y a 
su mnreha ulterior. Prácticamente equivale a la de- 
manda do un socio que pide se remueva de su cargo al 
presidente de la sociedad. 

El interés que puedan tener en el asunto los here- 
deros del Dr. Lagos — que también era socio— explica 
se les citase a comparecer al juicio, como ha ocurrido, 
sin que esa circunstancia importe sustraer la causa del 
conocimiento del juez con jurisdicción para decidir 
acerca de las relaciones entre los socios, esto es, el de 
Rosario. El nombramiento de administrador de la so- 
ciedad, o sea, la remoción del anterior elegido por los 
socios, no puede quedar sometido a la jurisdicción del 
juez de la sucesión, sin atribuirle facultades que eviden- 
temente no le corresponden* 

Lo expuesto me induce a opinar que procede diri- 
mir la contienda en favor de la competer cia del juez de 
Rosario ante el que debe proseguir el juicio sobre nom- 
bramiento de administrador de la S. A. Isanra Corva- 
ban de Lagos Ltda. — Buenos Aires, noviembre 5 de 
1043. — Juan Alvares. 



470 



FALLOS DB LA CORTE SUFRI H A 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de diciembre de 1943. 

Autos y vistos: La presente cuestión de incompe- 
tencia de jurisdicción suscitada entre un juez cu lo ci- 
vil y comercial de ta ciudad del Rosario y otro de igual 
clase de ta de Buenos Aires, para conocer en el juicio 
sobre nombramiento de administrador contra el Dr. 
Carlos Lagos (hoy su sucesión); y 

Considerando : 

Que con fecha 22 de septiembre de 1Ü37 inicióse 
ante las autoridades judiciales del Rosario contra el Dr. 
Carlos -Lagos, presidente de la S. A. Isaura Corva lán 
de Lagos Ltda., una demanda con el fin de designar 
administrador judicial para que, previo informe sobre 
varias cuestiones relativas a I gestión social, convo- 
cara a los accionistas a una asamblea extraordinaria y 
resolviera lo que corresponda en presencia del suso- 
dicho informe. 

Que el fallecimiento del Dr. Carlos Lagos se pro- 
dujo el 27 de noviembre **d 1040, iniciándose el juicio 
sucesorio ol 5 de diciembre siguiente, ante el Juzgado 
de V Instancia en lo Civil núni. 8 de esta Capital. Den- 
tro de este juicio pidióse la acumulación del de remo- 
ción de administrador ya citado y, ordenada por el juez 
de la Capital, fuéle desconocido el derecho de hacerlo 
por el Sr. juez del Rosario. De esos hechos nace la cues- 
tión de competencia sometida a la decisión del Tribu- 
nal con nrrcglo a lo dispuesto por el art. 9 de la lev 
4055. 

Que si bien es exacto que el art. 3284, inc. 4', del 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



471 



Código Civil declara que las acciones personales de los 
acreedores del difunto antes de la división de la heren- 
cia son atraídas por el juez del domicilio del causante, 
debe observarse que en el caso actual la demanda ins- 
taurada ante el juez del Rosario tuvo por objeto remo- 
ver el administrador de la sociedad anónima para darle 
uno nuevo por medio de la correspondiente asamblea 
extraordinaria, finalidad que en el hecho se ha reali- 
zado por el fallecimiento del Presidente cuya remoción 
se pedía. 

Que el causante fue parte demandada en su caíidad 
de presidente de la sociedad anónima y en lo referente 
a los bienes de propiedad de ésta en la cual también es 
accionista, y no en calidad de simple particular. La se- 
paración de los dos patrimonios, el individual o suce- 
sorio y el social, debe ser mantenida en su integridad, 
cosa que no sucedería si el principio de atracción del 
juicio sucesorio hubiera de ser aplicado con la exten- 
sión que se intenta darle por el juez de la sucesión. 

Por estos fundamentos y reproduciendo los del 
dictamen del Sr. Procurador General de la Nación, se 
declara que es competente para conocer en los autos 
seguidos por D. Adolfo Lagos contra D. Carlos Lagos 
(hoy su sucesión) Bobre nombramiento de administra- 
dor, el Sr. Juez en lo Civil y Comercial del Rosario, 2* 
Nominación, 2* Secretaría, a quien se remitirán los 
autos, haciéndose saber en la forma de estilo al Sr. 
Juez de !a misma clase y categoría de la ciudad de Bue- 
nos Aires. 




Roberto Repetto — Antonio 
Saoarna — Ltris Linares — 
B, A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 
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RODOLFO COIÍOMINAS SEGURA v. CAJA DE JUBILA- 
CIONES DE EMPLEADOS BANCA Tí IOS 

JÜPtLACWX DE EMPLEADOS BAXCA1UOS: Frostdi.niento y 
recunos. 

El afiliado a una caja de retiros provincial y n In nacional 
de empleados banca rio** que gestiona su jubilación ordi- 
naria ante la primera, puede interponer el recurso de 
apelación previsto en el art, 34 de la ley 11.075 contra 
la decisión de la segunda que, al practicar el reconoci- 
miento de los servicios respectivos y fijar la -ontri nación 
que le corresponde efectuar, resuelve que ¿sí a se calcu- 
lará en atención al tiempo total de servicios computables 
de conformidad con lo dispuesto en el art 47 de la ley 
11.575, es decir, como si se tratara de uu retiro volun- 
tario y no de una jubilación ordinaria. 

RECURSO EXTRAOfíOIX ARFO: Rtqu¡a¡to$ propias. Srntcndu de- 
finitiva. Concepto y fienrraliihidr*. 

Es procedente el recurso extraordinario interpuesto por 
el representante de la Caja Nacional de .Jubilaciones de 
Empleados Báñennos y fundado rn la interpretación de 
los Hrts, 13, 39 y 47 de la ley 11.075, contra la sentencia 
revocatoria dictada por la Cámara Federal en virtud del 
art. 34 de dicha ley. 

JUBILACION. 

Con arreglo al régimen de coordinación de cargas y uni- 
dad de beneficios que supone la concesión de jubilaciones 
mixt is incumbe a la última caja calificar el beneficio 
que corresponde otorgar, sin que sea dado a las otras 
modificar dicha calificación a ios efectos de la contribu- 
ción que deben aportar. 

Dictamen del Asesor Letrado 
Sr. Presidente: 

El esamen de este expediente y de sus anexos, permite 
puntualizar los siguientes hechos: 

I o El doctor Rodolfo Corominas, prestó servidos diver- 
sos en la Provincia de Mendoza desde el 1' de abril de 1914 
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al 30 del mismo mes y aSo; desde el 15 de mayo del mismo 
año al 5 de junio de 1923. 

*J 1 £11 16 de j'inio tic- ]!*23, ingresó a un Raneo afiliado, 
hasta el 28 de febrero de 1938. 

3' Desde el 18 de febrero de 1938, hasta el 18 de febrero 
de 1941, desempeñó el cargo de tíoberiiHdor de lu Provincia 
de Mendoza. 

No habiendo efectuado la totalidad de los aportes a la 
Caja de Mendoza, solicitó de la misma, de acuerdo con las 
leyes lóenles vigentes, el cómputo de dichos servicios, el cual 
le fué acordado, previo pago del cargo correspondiente (julio 
do 1942). 

4' El doctor Corominas en el desempeño de su cargo 
bancario, efectuó el pago de los aportes respectivos y habien- 
do cesado en el mismo solicitó y obtuvo la devolución de sus 
aportes bancarios (13 de setiembre de 1938). 

5 9 Habiendo ingresado en junio de 1942 a la Corpora- 
ción de Transporte* —entidad afiliada a la Caja de la ley 
11.110 — gestionó y obtuvo que la Caja bancaria le aceptara 
el reintegro de los aportes bancarios retirados. 

Con fecha 21 de diciembre de 1942, el doctor Corominas 
solicitó de acuerdo con la ley de Mendoza, el beneficio de la 
jubilación ordinaria, que la ley de Mendoza acuerda con me- 
nos de 30 años de servicios compu tablea. En la tramitación 
la Caja provincial envía el expediente a nuestra institución, 
para el cómputo respectivo de los servicios bancarios. 

Requerido el pase del expediente de jubilación con ser- 
vicios mixtos a la Caja de la ley 11.110, en razón del último 
cargo mencionado, el interesado, que ha excluido de su ~ c 
tieión los sen-icios en la Corporación de Transportes, se opone 
en razón de qne no teniendo aquella institución nacional reci- 
procidad con la Caja de Jubilaciones de Mendoza —recipro- 
cidad que sólo existe entre esta institución provincial y la 
Caja bancaria — , sólo corresponde el pronunciamiento de esta 
última acerca de la conmutabilidad de los servicios hanearios, 
para la jubilación que ha solicitado ante la Caja Provincial 
de Mendoza. 

Siendo exacto que no existe reciprocidad entre la Caja de 
la ley 11.110 y la Caja de Mendoza, el pose del espediente a 
aquella institución, o sería inoperante, o tendría por efecto 
la eliminación de todos los servicios provinciales y el cómputo 
exclusivo de los servicios bancarios y de la Caja de la ley 
11.110. Con menos de 15 años bancarios y menos de un año 
en la última Caja mencionada, habiendo abandonado el cargo 
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de Presidenta de Ta Corporación por renuncia, ocurriría que 
el doctor Corominas Segura estaría privado de solicitar nin 
gún beneficio de la Caja particular, con el agravante de per* 
der cerca de 27 años de servicio en la Provincia de Mendoza, 
y de que el reintegro de los aportes bancarios no serviría sino 
para un mero cómputo teórico. 

¿Podría ampararse esta situación en lo dispuesto en el 
mrt. 13 de la ley 11.575! 

Sostener la afirmativa implicaría hacer predominar la 
letra de la ley sobre su verdndera finalidad. En efecto, el 
cómputo de servicios en otros regímenes juhilat orina significa 
una facilidad y una protección más pnra quien habiendo des- 
empeñado cargos en tiempo dilatado, no se vea privado del 
beneficio del retiro por el solo íiecho de haber desempeñado 
diversos carpos <1p distinta naturaleza en épocas sucesivas, en 
ves de haberse consagrado a sólo una función determinada. 

El desiderátum del legislador lia sido, indudablemente, 
como resulta del propio art. 13 de la ley 11.575, 3 como lo 
ha señalado la Corte Suprema en el caso Stnrla, que todos los 
regímenes jubila torios se armonicen v establezcan su recipro- 
cidad. 

Del hecho de que no existe una reciprocidad totnl entre 
todas las instituciones de retiro, ¿puede sacarse la conclusión 
de que, por aplicación de la letra del art. 13 debe ser la 
Caja de la ley 11.110 la ónica que puede acordar el beneficio T 

Entiendo que esa interpretación no sería equitativa. La 
inteligencia racional del art. 13 de la ley 11.575, sobre lo que 
debe entenderse por última Caja, existiendo de varios años a 
esta parte una reciprocidad entre la Caja Provincial de Men- 
doza y la Caja banearia, debe ser k última Caja dentro de 
la reciprocidad. De esta suerte, faltando reciprocidad con la 
Caja de la ley 11.110, la "última" Caja es en el caso la Caja 
Provincial de Mendoza, respecto a la cual tiene nuestra Caja 
reciprocidad. 

Entiendo que análoga interpretación debe darse a la apli- 
cación en esta emergencia do Ta doctrina jurisprudencial del 
conocido caso Mac Crindle. Si deben considerarse los distin- 
tos servicios de diversos regímenes como si fueran un servicio 
Único, bueno es recordar que la Corte en el caso citado, dijo: 
"La unidad y solidaridad en el amparo de las leyes jubila- 
torras se funda en el concepto común de los servicios que 
prevén y en la coordinación financiera de las Cajas de tal 
que los varios servieios mixtos se conceptúen como 
J * único". 
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Pero estas reflexiones se aplican lógicamente en los 
de ' 1 coordinación financiera ' y en el caso de cómputo de ser- 
vicios de otra Caja que sea obligatorio; ya por disposición 
legal, ya por obra de la reciprocidad. 

Pero cuando falta Ja reciprocidad entre todas las institu- 
ciones jubilatorius, bajo el régimen- de las cuales, en forma 
sucesiva, el empicado ha desempeñado su actividad y esa falta 
de reciprocidad se produce precisamente en el régimen de la 
última institución, forzoso es llegar a una conclusión diversa. 
Si el empleado desea renunciar al cómputo do algunos de sus 
servicios — precisamente los no computables para todos los 
regímenes — entonces el problema no existe; so aplica a la 
letra del art. 13, con exclusión de aquéllos. Pero si el empleado 
no quiere perder esos servicios, no computables para el régi- 
men de la última institución a que lia pertenecido, pero sí 
por > anteriores, forzoso es admitir que, prescindiendo de 
los últimos servicios, tenga el derecho de plantear su solicitud 
ante la institución anterior que contempla y computa todos 
los servicios. La penúltima institución será, pues, la última 
si lo es dentro de la reciprocidad. 

No se concibe, en efecto, que se perjudique a los empleados, 
aplicándoles una norma legal que se ha establecido precisa- 
mente para favorecerlos. 

Tal mo parece la aplicación racional, no sólo de lo dis- 
puesto en el art 13 de la ley 11.575, sino también de un con- 
venio de reciprocidad con la Provincia de Mendoza, que seria 
letra muerta en caso de exclusión absoluta de los servicios 
provinciales, lo cual dejaría al recurrente sin protección. 

El hecho de haberse aceptado por nuestra Caja el rein- 
tegro de los aportes, | puede significar un condicionamiento 
do nuestras obligaciones f 

Es evidente quo no. La aceptación del reintegro de los 
aportes, dentro de las normas establecidas por el art. 59, 
significa borrar en absoluto todas las consecuencias da la 
devolución de aportes y con ello la consiguiente obligación 
do la Caja de computar para el caso de un beneficio. 

Cierto es que la Caja ha admitido el reintegro exclusiva- 
mente por la incorporación del doctor Corominas al régimen 
de la ley 11.110, con abstracción en absoluto de los servicios 
provinciales, que no hubieran podido siquiera invocarse por 
el interesado en el momento del reintegro, por cuanto entonces 
había dejado de ser funcionario provincial (art. 59). Pero, 
aun en estas circunstancias, lia ejercitado un derecho y del 
ejercicio de ese derectio no se deriva ninguna con dic tonalidad 
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par» nuestras obligaciones, ni mucho menos mía liberación de 
Jas mismas. 

Ahora bien, de ta apreciación de todos los hechos resulta: 
1») Que el doctor Coraminas Segura, ha solicitado jubilación 
ante la Caja de Mendoza; 2») Que babiendo cesado en su fun- 
ción provincial el 18 de febrero de 1941, tiene derecho a la 
jubilación desde esta última fecha. 

Teniendo en cuenta que el reintegro de los fondos se ha 
efectuado de acuerdo a una resolución de nuestro Directorio 
de fecha 18 de agosto de 1942, vale decir, que habríamos acep- 
tado un reintegro con fecha muy posterior al del devenga- 
miento de la jubilación. 

Esta es, sin embargo, una incongruencia más aparente 
que real, Eí reintegro de los aportes, en primer término, no 
es lo mismo que el pago de las aportes omitidos. Y es juris- 

Srudencia que la falta de aportes no es óbice para la concesión 
S la jubilación. Quiere entonces decir que dentro de nuestro 
sistema jubila torio vigente los aportes se pueden pagar con 
posterioridad al otorgamiento del beneficio. 

En resumen, entonces, creo que nuestra Caja debe con- 
tribuir al beneficio que el recurrente ha pedido ante Ja Caja 
Provincial de Mendoza, en base a un cómputo de menos do 
27 años de servicios. Debe, por esto, fijar su contribución en 
base al art. 47. 

Independientemente de ello, siendo norma de que no ee 
puede acumular sueldo y jubilación, nuestra contribución pnra 
el beneficio solicitado deberá en todo caso ser posterior al ¡el 
cese en el cargo de la empresa dependiente de la Caja de la 
ley 11.110. 

Para establecerlo deberá recabarse informe de esta ins- 
titución acerca de este extremo legal. Junio 1* de 1943. — 
Carlos A. Uamhi. 

Resolución he la Caja 

Acta 773-8}7¡943. — Visto el expediente de jubilación 
iniciado por el doctor Rodolfo Corominas Segura ante la Caja 
da Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Mendoza, el 
Directorio, atento a lo dictaminado por el asesor letrado y a 
lo aconsejado por la comisión, resuelve: 1') computar los ser- 
vicios prestados por el recurrente en el Banco de Londres y 
América del Sud desde el 16 de junio de 1923 hasta el 28 
da febrero de 1938; 2») establecer que la contribución a la 
jubilación que otorgue la institución mencionada al doctor 
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Coraminas Segura &c hará a partir del 5 de marzo del año en 
curso, fecha de la separación del mismo como afiliado de la 
Caja de la ley 11.110; y 3 9 ) establecer igualmente, que la 
contribución a que se refiere la cláusula anterior se calculará 
en atención al tiempo total de servicios computables, de con- 
formidad con lo que establece el art. 47 de la ley 11.575. Re- 
mítase a )a Caja dt? su procedencia, sirviendo la presente de 
atenta nota de envío, — Lucio López Peña. 



Sentencia de i, a Cámara Federal 

Buenos Aires, noviembre 24 de 1943. 

Vistos y considerando: De las constancias ele autos re- 
sulta que el doctor Rodolfo Corominas Segura solicitó de la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones Civiles de la Provincia de 
Mendoza su jubilación ordinaria, con servicios provinciales y 
bancarios. 

Resulta también acreditado que existe reciprocidad entre 
la Caja provincial y la bancaria y que requerido a esta el re- 
conocimiento de los servicios prestados por el doctor Coro mi ñas 
en el Banco de Londres y América del Sud, los declara com- 
putabas desde el 16 de junio de 1923 hasta el 28 de febrero 
de 1938. 

Sumados esos servicios —14 años, 8 meses y 2 días (porque 
11 días resultan simultáneos) — con los que la Caja de la 
provincia admite — 12 años, 1 mes, 21 días — , totalizan 26 años, 

9 meses y 23 días, que equivalen a 27 años de acuerdo non Ja 
ley provincial ¡ y que es la antigüedad requerida por la misma 
para ta jubilación ordinaria qne el recurrente pretende. 

Pero la Caja bancaria no se limitó en la resolución de fe. 
52 vía. a declarar eonipntables los servicios Invocados por el 
doctor Corominas, sino que además, dejó* establecida la fecha 
de su contribución y la forma de calcularla y sobre esas dos 
decisiones, versa el recurso pendiente, traído por el interesado. 

Si bien la Corte Suprema en el caso de William J. Mac 
Crindle (Fallos, t. 168, p. 136), ha decidido que cuando se tra- 
ta de servicios mixto*, "para el interesado existe una sola 
ley, un solo tribunal, y una sola jubilación después de acre- 
ditados loa varios servicios en las respectivas jurisdicciones", 

10 que cohonestado con la parte pertinente del art. 13 de la 
ley 11.575 que estahlece que "la última Caja decretará la ju- 
bilación o pensión de acuerdo a su ley", debe interpretarse 
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como que son las distintas Cujas q ilíones deben disentir la pro- 
porcionalidad de sus contri tuiciones, lo cierto es que el recor- 
dado art. 13 a continuación del párrafo transcripto, agrega... 
"previo reconocimiento de los servicios respectivos, y (fijación 
de obligaciones por cada una tic las otras sobre las cuales 
hayan de recaer)'*; y por eso en el caso sub jMice se justifica 
la actitud del interesado de mi consentir k> que reputa que 
lesiona su derecho y demuestra la procedencia de su apelación 
para ante este tribunal. 

Refirma aún más la pertinencia de esa actitud si se ob- 
serva que en el sub júdice podría plantearse un conflicto entre 
Ins Cajas; y que por ser una nacional y otra provincial se 
complicaría la solución acerca de quién debería dirimirlo y 
cuál la ley que se aplicaría en el supuesto de hallarse ambas 
en pugna o en discordancia, todo lo que se allana y evita con 
el recurso que autoriza el art. 34 de la ley de jubilaciones hin- 
can aa. 

Porque, en realidad, el procedimiento que señala el art. 
13 para los beneficias con servicios mixtos debe hacerse en dos 
etapas: primeramente se recom.-en los servicios que corres- 
ponde a cada régimen de retiro, haciéndolo saber a la última 
Caja que es la que "decretará la jubilación o pensión de 
acuerdo a su ley", } luego, se fijan las obligaciones de cada 
una de las Cajas "sobre las cuales aquéllas han de recaer". 

De ese modo, se evita al interesado el perjuicio de quedar 
supeditado a la discusión entre las distintas instituciones que 
deban cubrir el monto de su pasividad ; porque si no carecería 
do praeticidad el precepto: "La última Caja decretará la ju- 
bilación o pensión de acuerdo a su ley" y se llegaría al absurdo 
de que el empleado m vería constreñido a ejercitar en cada 
régimen jubilatorio los recursos legales pertinentes para lo- 
grar su jubilación. 

Pero como la Caja banca ría, como se ha expresado, en 
una sola resolución ha reconocido los servicios invocados por 
el doctor Coroniinas Segura y también ha establecido cómo 
liquidará la parte de su contribución y la fecha inicial de su 
obligación, corresponde decidir ya, lo que pudo diferirse pam 
después de conceder la jubilación, si es que procede, Seg bl 
la Caja de la Provincia de Mendoza. 

Es evidente que la ley y la jurisprudencia han establecido 
la unidad del beneficio, aunque fiara lograrlo se sumen servi- 
cios de distintos regímenes jubilatorios, y que ese beneficio 
"único" es el que so pide en la última Caja a cuyo régimen 
perteneció el solicitante.. 
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Dicha unidad que se ex plica por razones obvias, debe 
tener influencia bastante sobre las demás Cajas que deben 
cubrir el haber jubilatorio para que la parte proporcional que 
a en da una corresponda se liquide sobre la base del mismo 
beneficio "de acuerdo al tiempo de los servicios respectivos" 
" (cuando sean bancarios) y "a los sueldos de los peticionantes 
en la ¿poca que prestaron aquéllos", como lo establece el tan- 
tas veces citado art. 13. 

Porque no se concibe que una misma persona pueda ob- 
tener su jubilación ordinaria en una Caja y que otra Caja 
aporte para paparla un porcentaje calculado como si fuera 
una jubilación por invalidez o se tratara de un retiro volun- 
tario o de una pasividad por cesantía, etc. Por eso, la Corte 
Suprema ha dicho (Patios, t. 1ÍJ8, p. 136) que "existe una eola 
ley, un solo tribunal y una sola jubilación". 

La Caja bancaria, ha resuelto precisamente lo contrario. 
En efecto: no obstante haber pedido el doctor Corominas su 
jubilación "ordinaria" dispone contribuir con la parte que le 
correspondo calculada en atención al tiempo total de servicios 
computablcs y de conformidad con lo que establece el art 47 
de la ley 11.575, que contempla la jubilación por "retiro vo- 
luntario". 

No sólo por las consideraciones anteriormente expuestas, 
sino también porque el interesado ha evidenciado el agravio 
económico inequitativo que viene a sufrir, la resolución de fs. 
52 vta, supone una contradicción inaceptable. 

En cuanto a la fecha desde la cual la Caja bancaria hará 
efectiva su contribución proporcional, y que establece será 
desde que el doctor Corominas dejó de ser afiliado a la Caja 
de la ley 11.110, tampoco es arreglada a derecho. 

Si quien conceda o deniegue al doctor Corominas la jubi- 
lación que gestiona será la Caja de la Provincia de Mendoza, 
dicha entidad fijará la fecha inicial de la misma y la Caja 
bancaria está supeditada a esa determinación e inhibida de 
adoptar otra distinta. 

Lo contrario significaría desvirtuar la unidad y solidari- 
dad en el amparo que las leyes jubilatorio consagran, que se 
fundan en el concepto común de loa ftt£üñ&m que prevén 
y en la coordinación financiera ^ ;as Caj;;^ de tal manera 
que, eomo se ha expuesto, los servicios mixtos se consideran 
como un servicio único. 
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Por otra parte, no tiene, atinencia alguna con el sublite, 
el hecho ile que la Caja bañen ria aceptó en oportunidad de 
ingresar el doctor Coro minas ai n-gimen de la Caja de la ley 
11.110 el reintegro de loa aporte« que ante* le fueron devuel- 
to», porque no lo condicionó a requisito alguno, ui podía ha- 
berlo hecho. 

Por estos fundamentos se revoca Ja resolución de fs. 52 vta. 
en la parte que ha sitio malcría del recurso, disponiéndose, en 
consecuencia, que la Caja bauearia contribuya con la parte pro- 
porcional que le corresponda en base a la jubilación ordinaria 
del doctor Coraminas Segura, si la Caja de Jubilaciones y 
Pensiona Civiles de Mendosa se Ja eoneede y desde la fecha que 
esta última resuelva. — Rkardo Villar Palacio. — Carlos del 
Campillo. — Cario» Herrera. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación de 
una ley especial del Congreso y ser la sentencia defini- 
tiva de la Cámara Federal contraria al derecho invoca- 
do por la recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, lie aquí el caso. D. 
Rodolfo Coraminas Segura solicitó de la Caja de Jubi- 
laciones y Pensiones Civiles de la Provincia de Men- 
doza le acordara jubilación, ordinaria, invocando al 
efecto sen' icios prestados en el orden local provincial, 
y banca ríos regidos por la ley nacional 11.575 (fs. 1). 
Acreditados los servicios provinciales, la Caja Banca- 
ria computó las restantes, con la salvedad de que calcu- 
laría ln contribución a su cargo M en atención al tiempo 
total do servicios computables, de conformidad con lo 
que establece el art. 47 de la ley 11.575", es decir, como 
si se tratara de un retiro voluntario (fs. 52 vta.). Así 
computados, el porcentaje de tal contribución resulta 
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menor que como servicio de una jubilación ordinaria. 
Obvio es que corresponde a Ja Caja de Mendoza conce- 
der esta última. 

Corominas Segura apeló entonces para ante la Cá- 
mara Federal, y ésta, con fecha 24 de noviembre ppdo., 
ha revocado la decisión de la Caja, declarando que co- 
rresponde ajustar la contribución a lo que la ley 11.575 
establece sobre jubilación ordinaria, y no sobre retiro 
voluntario (fs. 85). De acuerdo con lo "resuelto por V. S. 
en 17.'): -iíí, la Cámara estuvo facultada para decidir el 
punto. 

En io relativo a interpretación del art. 13 de la ley 
11,575 sobre contribución de distintas cajas en caso 
de beneficios otorgados por servicios mixtos, procede 
aplicar una vez más la doctrina sustentada por V. S. 
en 168: 136" (Mac Crindle v. Caja) y "Losada Guiller- 
mo v. Caja Civil" (sentencia de abril 1* de 1936, confir- 
mando la de la misma Cámara, Jurisp. Arg. t 62: 703); 
o sea, confirmar el fallo apelado de fs. 85 en cnanto 
pudo ser materia de recurso. — Buenos Aires, diciem- 
bre 7 de 1943. — Juan Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de diciembre de 1943. 

Y vistas las precedentes actuaciones referentes a 
la jubilación ordinaria pedida por D. fiodolfo Coromi- 
nas Segura, en las cuales se ha concedido el recurso 
extraordinario a fs. 90. 

Y considerando: 

Que no puede desconocerse que la resolución de la 
Caja Nacional de Jubilaciones Bancarias — fs. 52 vta. 
— cause gravamen al apelante, suficiente para gusten- 
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tar el recurso concedido a fs. 65 vta., como quiera que 
Iob autos ponen de manifiesto que la misma ha sido 
obstáculo para el reconocimiento de los derechos que 
aquél sostiene le asisten — eonf., fs. C3— . 

Que la Cámara Federal — y esta Corte en su opor- 
tunidad — pueden pues conocer en la causa como bien 
lo resuelve el auto apelado» y lo sustenta la ¡jurispru- 
dencia que cita el dictamen del señor Procurador Ge- 
neral --Fallos: 175, 59. 

Que en cuanto al recurso extraordinario concedido 
a fs, 90, su procedencia es igualmente indiscutible. Por- 
que la resolución de fs. 85 decide una cuestión federal 
— la interpretación de una ley de esa naturaleza — y re- 
viste el carácter de sentencia definitiva del superior 
tribunal de la causa» precisamente por virtud de lo dis- 
puesto en el art. 34 de la ley 11.575, que carece de cláu- 
sula expresa excluyente de la jurisdicción extraordina- 
ria de esta Corte cuya intervención en casos similares 
al de autos, es frecuente. 

Que la interpretación del art. 13 de la ley 11375 
que sustente el fallo apelado, se ajusta a la doctrina de 
esta Corte, establecida en los antecedentes que allí se 
citan y que menciona el precedente dictamen del señor 
Procurador General. 

Que, en efecto, el régimen de coordinación de car- 
gas y unidad de beneficios que supone la concesión de 
jubilaciones mixtas, es incompatible con la distinta ca- 
lificación de la jubilación que otorga la última caja, a 
los efectos de la contribución que corresponde a las de- 
más. Extremando el argumento, la solución contraria 
conduce a la supresión de toda participación en el su- 
puesto de que la ley de la institución contribuyente no 
acuerde beneficio alguno en las condiciones en que lo 
otorga la de la caja jubiladora. Es decir, que destruye 
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el principio admitido por esta Corte, de acuerdo con el 
cual — y con el texto de la ley — en caeos como el de 
autos "existe una sola ley. . * y una sola jubilación" y 
contraría la jurisprudencia constante sobre la materia 
—Fallos: 168, 136; 175, 95—, 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del precedente dictamen del señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 85, en lo que ha 
podido ser objeto de recurso extraordinario. Hágase 
saber y devuélvanse al tribunal de ¡m procedencia. 



Roberto Bepetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares — 
B. A. Xazar Anchorena — 
V. Ramos Mejía. 



JOSE FEDERICO GAKCIA 



ESTADO DE SITIO. 

El párrafo segundo del art. 23 de la Constitución Na- 
cional no encierra una limitación implícita al término de 
duración del arrezo que puede decretar el P, E. p cuya 
prolongación no le da carácter penal ; tiende solamente 
a establecer que, no obstante el estado de sitio, el prin- 
cipio del art, 95 do la Constitución Nacional mantiene 
todo su vigor. 

ESTADO DE SITIO. 

La manera cómo el P. E. ejerce su facultad privativa de 
arrestar y trasladar a las personas durante el estado de 
sitio no está sujeta al contralor de los tribunales de jus- 
ticia, salvo las francas transgresiones a los límites cons- 
titucionales y en cuanto éstas puedan exigir el restable- 
cimiento de derechos y garantías confiadas a su función, 
a la que son extraños los excesos que pueda cometer dicho 
poder en el uso de las mencionadas facultades. 
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Sentencia del Juez Federal 

Mendoza, noviembre 3 de 1943. 

Autos y vistos: Los caratulados; "Sra. Clcmentina Ro- 
mea de (Jarcia s/. recurso de liabais corpus para el Dr. José 
Federico García", para resolver el interdicto en cuestión, y 

Considerando : 

Que a fs, 3 «e presenta Da, Clcmentina líomeu de García 
deduciendo recurso de habeas corpm en favor de su espaso 
el Dr. José Federico García, cuyo vínculo acredita con copia 
de la partida correspondiente, en ra/ón de encontrarse privado 
de su libertad por orden del P. E. de la Nación, desde el 20 
de junio del corriente año, y haber sido trasladado a la Capi- 
tal Federal el 10 de julio, donde fi,. permanecido alujado en 
la cárcel de contraventores de Villa Devoto, basta .ser luego 
internado en la cárcel de Neuquéii, adonde se le lia conducido • 
el 2B de octubre ppdo. 

Que la detención que st'fre su esposo, por el tiempo traus- 
currido y el régimen de reclusión que se le impone, asume 
el carácter de una pena, agravada con la relegación a un te- 
rritorio del Sud, lo que considera una extralímitación de fa- 
cultades del poder conferido al Ex ni o, Sr. Presidente de la 
Nación, por el nrt. 23 de la Constitución Nacional, por lo que 
iolicita se ponga coto a esa arbitrariedad que denuncia. 

Que con Jos informes ordenados por el Tribunal, se ha esta- 
blecido en forma fehaciente, que evidentemente, el Dr, García 
ha sido detenido en su domicilio de calle José Federico More- 
no n* 2272 de esta ciudad y remitido a la Capital Federal 
a disposición de S. E. el Sr. Presidente de la Nación (oficios 
de fs, 14 y 15). 

Que, como lo reconoce la presentante, y es de dominio 
público, el país se encuentra bajo el régimen del estado de 
aitio, durante el cual por imperio del art. 23 de la Carta Fun- 
damental, el Exino. Sr. Presidente de la Nación tiene la facul- 
tad de arresto de las personas, potestad que no niega ni dis- 
cute la compareciente en su interdicto; todo lo contrario, lo 
reconoce expresamente. 

Que, siendo ello así. el Dr. García se encuentra privado 
de su libertad por orden de autoridad competente, por lo que 
ru recurso carece de fundamento, correspondiendo su rechazo, 
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como lo tiene resuelto este mismo Tribunal en un caso análogo, 
confirmado por la Suprema Corte de la Nación (art. 635, rao. 
V, del Código ele Procedimientos en lo Criminal y Correccio- 
nal, y Expte. n* 95.276 "Aníbal Ponce por habcas corptt* en 
favor de Guillermo Modariaga"). 

Que en cnanto a las pretensiones de la recurrente de que 
el Juzgado, corrija los excesos que dice se perpetran en la 
persona de su esposo, es de destacar que, los jueces no tienen 
el poder de modificar, ampliar, ni reglamentar las leyes; su 
misión es la de aplicar el dereelio y no suplirlo o confeccio- 
narlo. La Suprema Corte, tiene establecido que "las obje- 
ciones de índole puramente moral, o las de mera conveniencia, 
sin relación efectiva al orden legal establecido, son extrañas 
a las atribuciones del Poder Judicial, limitadas como son mía 
facultades de aplicar las leyes emanadas de autoridad com- 
petente" (Palios: 135-113); por lo euol no le es posible al 
suscr'pto, en la forma que se plantea, corregir los procedi- 
mientos o medios empleados que en el ejercicio de su facultad 
discrecional usa el Poder Ejecutivo de !a Nación. 

Que, por otra porte, la nombrada cláusula constitucional, 
pone en manos del agraviado el remedio para hacer cesar bu 
estado do detención, mediante el derecho de opción de salir 
del territorio argentino, que según resulta de autos, no se ha 
ejercitado, ni mucho menos denegado por el Poder Administra- 
dor (informe del Ministerio del Interior, agregado a fs. 15 ; 
Corte Suprema Nacional, Fallos: 170-201). 

Que, nsimisino, la peticionante tiene a su diaposición loa 
medios legales para denunciar y obtener el castigo de los ri- 
gores de trato de que dice ser objeto su esposo, en el esta- 
blecimiento penal donde se encuentra privado de su libertad, 
los cuales deben ser materia del correspondiente proceso legal, 
atenta la figura del delito, lo que es ajeno a la naturaleza y 
fines perseguidos en el recurso deducido, y de la competencia 
del suscripto, desde el momento que el detenido está fuera d* 
su jurisdicción. 

En su mérito, resuelvo rechazar el recurso de hahfas cor- 
pus deducido en favor del Dr. José Federico García por su 
señora esposa. — //. Baeza Gonzákz. 
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Sentencia de la CAmara Federal 

Mendoza, noviembre 12 de 1943, 

Vistos y considerando: 

Que en el memorial presentado a fs. 23, la recurrente, Sra. 
de García, solicita que se declare nula la sentencia de primera 
instancia, en razón de que el a-qno Ée hohría pronunciado sin 
solicitar informe a ta Cárcel de Neuquén, sobre los siguientes 

E untos, ofrecidos en el escrito de fs. 3, y que son indispensa- 
les para resolver el presente recurso; a) desde qué fecha y 
por orden de qué autoridad se encuentra recluido en dieba 
cárcel et doctor José Federico García; b) si es cieno que el 
mismo so encuentra sometido al reglamento de la cárcel, res- 
pecto de celdas, vestuario, disciplina, visitas; c) si es cierto que 
no puede leer diarios ni revistas, y si es cierto que a los con- 
denados y procesados de esa cárcel, les permiten leer nn pe- 
riódico semanal de la Dirección de Cárceles. Subsidiariamente 
solicita sea suplida la omisión y se soliciten por el Tribunal 
dichos informes. 

Que la nulidad alegada debe desestimarse, pues la recu- 
rrente no ha interpuesto al apelar, el recurso de nulidad como 
debió hacerlo, conforme a lo establecido expresamente por el 
tai. 510 del Código de Procedimiento en lo Criminal, consin- 
tiendo así el procedimiento. 

Quo tampoco es necesario ordenar de oficio la producción 
de esa prueba, pues por ^ consideraciones que se aducen a 
continuación, ella no es indispensable para resolver el presente 
interdicto. 

Quo la recurrente, reconociendo expresamente la facultad 
constitucional del Presidente de la Nación para arrestar o 
confinar a una persona durante la vigencia del estado de sitio, 
y de que su esposo, doctor Jasé Federico García, no ha hecho 
uso del derecho de opción para salir fuera del territorio argen- 
tino que le acuerda ei art. 23 de la Constitución Nacional, 
promueve el presente recurso de "babeas eorpus", por consi- 
derar que la internación del doctor García, en un estableci- 
miento carecí n rio. donde esta sometido al régimen de los presos 
comunes, importa la imposición ineubierta e ilegal de una 
condena por tiempo indeterminado, que viola la cláusula 
constitucional citada, ya que de acuerdo a la misma, el Presi- 
dente no puede, dormite la vigencia del estado de sitio, con- 
denar por sí ni aplicar penas. 
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Que como lo ha establecido la Suprema Corte, en sentencia 
de marzo 23 de 1934, recaída en el juicio de amparo a la li- 
bertad deducido por la Sra. Julieta Moyana de Pueyrredón 
y el Sr. Horacio H. Pueyrredón — Fallos ¡ T. 170, pág. 249 — , 
la cláusula invocada no debe ser interpretada con independen- 
cia del resto del art. 23, ni de lo dispuesto en otras disposicio- 
nes del mismo instrumento político. 

"Que, efectivamente, si como se lo sostiene en esta causa, 
el traslado es una pena y el arresto ya lo es por su propia 
naturaleza, interpretando sin más examen la segunda parte de 
la cláusula por el contenido de la primera, habría q<ie llegar 
a la conclusión inadmisible, por cierto, de que el Presidente 
de la República carecí- de facultóles durante el estado de sitio 
para arrestar o trasladar a las personas, no obstante la clari- 
dad del art. 23 que expresamente le autoriza para tomar aque- 
llas medidas". 

"Que la probibieión señalada al Presidente por el art 23, 
para condenar y aplicar penas, sólo tiende a dejar bien esta- 
blecido que, no obstante la existencia del estado de sitio, 
tiene todo su vigor el principio básico consagrado por el art. 95 
de la Constitución, de que en ningún caso el Presidente de la 
Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el cono- 
cimiento de cansas pendientes o restablecer las fenecidas, o 
sea que aquél no puede atribuirse jurisdicción alguna en cau* 
sas criminales, las que continúan siendo de la incumbencia 
exclusiva del Poder Judicial, como lo exige el principio gene- 
ral de la división y armonía de los tres grandes poderes que 
integran el Gobierr de la Nación". 

¡'Que clárame- e se ve» según eso, que la privación o res- 
tricción de la libertad individual sobreentendida, tanto en el 
arresto como en el traslado, no se ejercita por el Presidente a 
título de pena, concebida Ósta como el resultado de un proceso 
con efectos jurídicos permanentes, sino como una medida de 
defensa transitoria que sufre la doble limitación de terminar 
con el estado de sitio, y aún antes sí la persona a quien lesio- 
nase, manifieste su voluntad de salir del país. La Constitución 
se ha propuesto conciliar, en esa forma, la necesidad de man- 
tener el orden público, que es el ambiente propio de la libertad 
con la protección dispensada por ella a las garantías indivi- 
duales". 

Que establecido el alcance de la facultad presidencial, 
corresponde averiguar si le sería dado al Poder Judicial, como 
lo pretende la recurrente, determinar la forma y modo en que 
so efectúa el arresto o el confinamiento. 
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Que como lo ha dicho la misma Suprema Corte — Fallos: 
T. 156» pág. 249 — , "la misión más delicada de la justicia de 
la Nación, es la de saberse mantener dentro de la órbita de su 
jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los 
otros poderes o jurisdicciones, toda vez que es el judiéis el lla- 
mado por la ley para sostener la observancia ue la Constitu- 
ción Nacional, y de ahí que un «vanee de este poder menos- 
cabando las facultades de los demás, revestiría la mayor gra- 
vedad para la armonía constitucional y el orden público-'. 

"Que el modo y manera como el F. E, ejercita facultades 
privativas, no está sujeto al contralor del Poder Judicial, salvo 
Isa francas transgresiones a los límites que la Constitución 
le fija, y en cuanto a estas pueden exigir el restablecimiento 
de derechos y garantías confiados a su función, los excesos y 
demasíns no quedan fuera de sanción, pero tomo lo dijo esta 
Corte Suprema, en el caso Tomás lícrreta, recurso de habeas 
corpus fallado en noviembre 8 de 1933, "la constitución ha 
establecido un tribunal, un procedimiento v una sanción para 
esas demasías" íart. 35. 51 y ">2). Fallos*: T. 17U. páii. 21!). 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada, se 
la confirma, con costas. — J. Vrra Valle jo, (en disidencia) — . 
José E, BodrUjwz t S'n f í. — Ayustín de h Reta. 

Disidencia 

Resultando r Que al promover el presente recurso de h dbras 
cúrpus en fecha 30 de octubre ppdo., la recurrente manifestó 
que su esposo, Dr. José Federico García, había sido detenido 
por empleados de la Sección Investigaciones de la Provincia 
de Mendoza, el día 20 de junio del corriente año, en circuns- 
tancias rpie se encontraba en su domicilio; que conducido a 
dicha dependencia policial, se le mantuvo detenido e incomu- 
nicado, indagándosele después sobre su ideología política y 
manteniéndosele preso a disposición del Gobierno Nacional, 
alojándosele entonces. ya comunicado, en el Cuartel de Bom* 
be ros. donde permaneció harta el 10 de julio, fecha en qne fué 
conducido en automóvil a la Capital Federal, permaneciendo 
en la Sección Orden Social de la Policía de la Capital ¡ que 
luego fué alojado en un calabozo, donde permaneció durante 
dos días, pasándosele el 14 de julio a la Cárcel de Contraven- 
tores de Villa Devoto ; que en circunstancias en que se dispo- 
nía la recurrente a interponer el recurso de amparo, le llegaba 
la noticia telegráfica de que su esposo, juntamente con otros 
presos políticos había sido trasladado a la Cárcel de Neuquén, 
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donde se encuentran sometidos, no solamente al mismo régimen 
que los presidiarios comunes, sino que, en algún aspecto, peor, 
pues que se les nplica el mismo reglamento carcelario, perma- 
necen encerrarlos en celdas. visten el traje común de los con- 
denados, su correspondencia es controlada, y a veces, secues- 
trada, carecen de información periodística, a diferencia de los 
presos comunes, a quienes se les reparte un periódico semanal, 
se les restringen las visitas, etc.; que según el art. 52 del Có- 
digo Penal, la reclusión en un paraje de los territorios del 
Sud, será impuesta por tiempo indeterminado y como accesoria 
a la última condena, siendo ella para los reincidentes, por lo 
cual, el Dr. García habría sido colocado en la situación de 
criminal reincidente, no siendo su caso análogo al del tras- 
lado o confinamiento del Dr. Ricardo Rojas y otros dirigentes 
políticos, durante el níío 1934. porque ninguno de ellos fué 
encerrado en celdas, ni sometido al régimen carcelario, como 
lo está aquél; y que para acreditar tal situación solicitaba se 
requiriese telegráficamente, a costa de la recurrente, un in- 
forme sobre los siguientes puntos: a) desde qué fecha y por 
orden de qué autoridad *e encuentra recluido en dieha cárcel, 
el Dr. José Federica García; h) si es cierto que el mismo Fe 
encuentra sometido al reglamento de la eúrcel, respecto de las 
celdas, vestuario, disciplina, visitas; c) si es cierto que no 
puede leer diarios ni revistas, y si es cierto que a los conde- 
nados y procesados de esa Cárcel, les permiten leer un perió- 
dico semanal de la Dirección de Cárceles. 

Que por auto de fs. 12, el a-qxto se declaró competente 
para entender en la causa, y ordenó oficiar al Sr. Jefe de Po- 
licía de la Provincia, solicitándose informe acerca del día y 
lugar en que fué detenido el Dr. José Federico García, indi- 
cándose dónde fué remitido el mismo; informando a fs. 14 el 
Si. o- Jefe de Policía, que el Dr. José Federico García filé dete- 
nido en su domicilio do calle José Federico Moreno 2272 de 
esta ciudad, el día 20 de junio del corriente año y remitido a 
la Jefatura de Policía de la Capital Federal, a disposición de 
S. E. el seilor Presidente de la Nación, el día 10 de julio ulti- 
mo. Solicitado entonce* informe del Sr. Ministro del Interior 
"sobre si es exacto que continúa la detención del Dr. José Fe- 
derico Gnrcía, y en caso afirmativo, en qué punto del país se 
encuentra confinado o detenido. Si es exacto también que su 
detención lo ha sido por arden del Exmo. Sr. Presidente de la 
República, y si existe constancia de que el ciudadano nombrado 
ba hecho uso ante S. E. el Sr. Presidente de la Nación del 
derecho de optar por salir del país, que le acuerda el art. 23 
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de la Constitución Nacional en su parte final" ; el Sr. Ministro 
del Interior contestó por telegrama de fe. 15, de fecha 3 del 
corriente mes, informando que et Dr. José Federico García 
"se halla incluido en decreto u* 2755 del 25 de julio ppdo., 
detenido a disposición del P, E. Nacional, no registrándose en 
este Ministerio pedido de opción para salir del país". 

Que sin más trámites y en la misma fecha, el a-quo se 
pronuncia en su sentencia de fs. 16, rechazando el recurso de 
habeos cor pus, fundado, entre otras razone», en que, según los 
informes mencionados, el Dr. García ha sido detenido y remi- 
tido a la Capital Federal a disposición de S. E, el Sr. Presi- 
dente de la Nación; que encontrándose el país bajo el régimen 
del estado de sitio, García se encontraba privado de su libertad 
por orden do autoridad competente, por lo que el recurso ca- 
rece de fundamento, conforme a lo resuelto por el mismo Juz- 
gado, y confirmado por la Corte Suprema de la Nación, en el 
recurso de habeos corpus en favor de Guillermo Madariaga. 

Que el memorial presentado por la recurrente en la vista 
de la causa, entre los agravios que expresa le causa la sen- 
tencia recurrida, se queja de que el informe expedido por el 
Sr. Ministro del Interior se limita a hacer saber al Juzgado 
que el Dr. García ha sido detenido y que continúa detenido, 
•in que conste en autos en que condiciones se encuentra aquél 
en la Cárcel de Neuquén, lo que vicia de nulidad la sentencia; 
pero que si así no fuera y hubiera de pronunciarse el Tribunal 
sobre el recurso de apelación, solicitaba que, como primera 
medida, se requiera informe al respecto, del Director de dicho 
Establecimiento, para que el tribunal pueda considerar la si- 
tuación de hecho planteada en el presente recurso de amparo, 
—que no es la de simple detención. 

Y considerando; 

Que es principio ind ¡sentido en materia procesal, que la 
sentencia debe pronunciarse en base a los hechos alegados por 
las partes y sobre las cuestiones funda menta les planteadas, 
formando parte de la garantía de la defensa, el que se les ad- 
mita las pruebas que hagan a su derecho, tanto más, cuando 
se trata de la libertad de las personas. 

Que la recurrente ha promovido el presente recurso de 
habeos eorpus en favor de su esposo, en base, no de la simple 
detención o ''arresto" a que él se encuentra sometido por orden 
del Sr. Presidente de la Nación —cuya facultad no niega ni 
discute, en Ja actual situación de estado de sitio—, sino adu- 
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cicndo que el detenido se halla recluido en un Establecimiento 
carcelario, destinado a penados reincidentes, y sujeto al ré- 
gimen carcelario más riguroso; situación que la recurrente 
considera ser la de un verdadero penado, inconciliable con la 
disposición contenida en el art. 23 de la Constitución, que le 
prohibe al Presidente de la Nación, condenar por sí, ni aplicar 
penas, limitándose su potestad durante el estado de sitio, en 
lo que respecta a la libertad de las personas, a arrestarlas o 
trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no pre- 
firiesen salir fuera del territorio argentino. 

Que planteado el interdicto en tales términos, es induda- 
ble que debe establecerse fehacientemente en loa autos, cuál es 
la situación real en que se encuentra el Dr. García respecto de 
su libertad, es decir, ai es vnrdad que se halla internado en la 
Cárcel de Neuquén, quién lo ha dispuesto, cuál es el carácter 
y destino de of>e Establecimiento, cuál es el régimen a que se 
encuentra sometido el detenido García, especialmente en los 
aspectos puntualizados por la recurrente. 

Que sin esas comprobaciones, que no resultan de autos, no 
es dable resolver válidamente este recurso dentro de los ex- 
tremos en que ha «ido planteado, cualquiera haya de ser su 
resultado definitivo, porque de lo contrario se resolvería un 
caso de simple detención o traslación del detenido a otro punto 
del país, por orden del Sr. Presidente de la Nación —que es 
la situación que acusan los informes mencionados de fs. 14 y 
15 — f y no el do estar el detenido sujeto a una situación de 
penado, que es la planteada por la recurrente y sobre la que 
nada dicen los mencionados informes. Comprobada dicha si- 
tuación —si es que fuera real—, mediante el informe perti- 
nente del Director del Establecimiento penal de referencia, 
que el a-quo ha omitido y que la recurrente reclama de este 
Tribunal se decrete, para lo qne está debidamente facultada 
por el art. 530. inc. 2* del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, so podrán entonces merituar los "hechos" en que se 
funda el recurso de amparo, y en base a ellos, dilucidar las 
pravo* cuestiones de orden constitucional y de derecho penal 
propuestas por la recurrente, y que por estar vinculadas a la 
libertad v a la dignidad de las personas, son más respetables 
que cualquiera otra situación de orden circunstancial, porque 
ellas constituyen la garantía de la personalidad humana. _ 

Que en tal situación, no es oportuno entra» a examinar 
esas cuestiones, ni el prado de aplicabilidad que puedan tener 
al suh-causa, sentencias dictadas por la Corte Suprema de la 
Nación en otros casos no idénticos, pues aunque pudieran con- 
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tener ciertas enunciaciones de carácter general que aparente- 
mente podrían hacerse extensivas a otros casas que los resuel- 
tos, siempre resultaría im pronunciamiento teóricu, puesto que 
no consta en auto» la realidad de loa hechos, y porque además, 
como lo ha dicho la misma Corte Suprema Cualquiera que 
sea la generalidad de los conceptos empleados por el Tribunal 
en sus fallos, ellos no pueden entenderse sino con relación a laa 
circunstancia* <Ul caso que las motivó", siendo, como es, uua 
máxima de derecho, que las expresiones generales empleadas en 
las decisiones judiciales, deben tomáis*' siempre en conexión 
con el caso en el cual se usan y que en cuanto vayan más allá, 
pueden ser respetadas pero de ninguna manera obligan al 
juicio del Tribunal para los casos subsiguientes. Fallos: T, 33, 
pág. 162. 

Que entre tanto, no debe perderse de vista, a los fines de 
U comprobación mencionada, que el citado art. 23 de la Cons- 
titución Nacional, al establecer las facultades del Presidente de 
la República durante el estado de sitio, estatuye que "durante 
esta suspensión (de las garantías constitucionales), no podrá 
el Presidente de la República condenar por sí m aplicar penas. 
Su poder se limitará en tal caso respecto de las personas, & 
arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si 
ellas no prefiriesen salir fuera del territorio argentino". De 
los términos literales do esa cláusula, resulta claro, por una 
parte, que no sólo se prohibe al Presidente "condenar por sí", 
esto es, ejercer función judicial, sino también "aplicar pe- 
nas", es decir, hacer pasibles de penas a las personas, (ex- 
cepto naturalmente las de "arresto" y "traslado", conferidas 
expresamente «orno excepciones), y para lo cual no es esencial 
le "condena", sino simplemente que se haga sufrir al indivi- 
duo un castigo cualquiera que puede considerarse una "pena", 
sn el concepto lato del vocablo; y por otra parte, que el Pre- 
sidente no puede usar al mismo tiempo y respecto de una misma 
persona, de Ihs dos atribuciones que le acuerda dicho precepto, 
de "arrestar" y de "trasladar" a las personas de un punto 
a otro del país, ya que la conjunción disyuntiva "o", empleada 
por el texto constitucional, significa el uso de una u otra de 
esas medidns; sin que razón alguna autorice a declarar lo 
contrario, porque ello importaría modificar el texto constitu- 
cional, o cambiar el significado gramatical de las palabras. 

Por todo lo expuesto, y de acuerdo a lo establecido por el 
citado art. 510, inc. 2'' del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, se resuelve; hacer lugar al pedido formulado por la 
recurrente, como medida previa a la seuteueia; y en su virtud, 
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oí k ¡ese telegráficamente al Director de Ja Cárcel de Neuquén, 
requiritmdole informe, por igual vía, sobre los puntos propues- 
tos por la recurrente a fis. 9 vía., y reiterado* en esta instancia. 
— J. Vera Valle jo. 

Dicta m kx del PbooüRabor General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario de apelación procede en 
esíe caso para ante Y. E. por las razones dadas al in- 
terponerlo. Corresponde, pues, su apertura. 

Por lo que respecta al fondo del asunto, aparece 
aplicada una vez más, en la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Mendoza obrante a fu. 21), la doctrina que rei- 
teradamente lia mantenido V, E. acerca de las faculta- 
des del Poder Judicial en materia de habeos Corpus, 
Corresponde, pues, confirmar dicho fallo. — Buenos 
Aires, diciembre 2 de 1ÍM3. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de diciembre de 1943. 

Y vistos : El recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de la Cámara Federal de Mendoza en el juicio 
de amparo a la libertad interpuesto por Da, Ciernen tina 
Eomeu de García en favor de su esposo el Dr. José Fe- 
derico García ; y 

Considerando : 

Que se reconoce por la actora el derecho atribuido 
por el art. 23 de la Constitución Nacional al señor Pre- 
sidente de la República, durante el estado de sitio, para 
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arrestar a las personas o trasladarlas de un punto a 
otro de la Nación, si ellas no prefiriesen salir del te- 
rritorio argentino. 

Que el doctor José Federico García, según aparece 
de los autos, ha sido arrestado y luego trasladado al 
territorio de Neuqnén por habérsele aplicado el de- 
creto de estado de sitio en vigor en el país; tal arresto 
no es, como se afirma, efecto de una condena impuesta 
ñor el Jefe del Gobierno y resuelta eu una causa cri- 
minal, sino do la facultad excepcional conferida a éste 
mientras perdure el estado de sitio. 

Que el párrafo segundo del art. 2:i de la Constitu- 
ción no encierra una limitación implícita al término de 
duración del aludido arresto, ni el hecho de alargarse 
le da carácter penal; tiende sólo a dejar bien estable- 
cido que, a pesar del estado de sitio, mantiene todo su 
vigor el principio del art. 95 de la Constitución, según 
el cual en ningún caso el Presidente de la Nación puede 
ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento 
de causas pendientes, restablecer las fenecidas, ni atri- 
buirse jurisdicción alguna en causas criminales. 

Que el modo cómo A F. E. ejercita facultades pri- 
vativas, no está sujeto al contralor del Poder Judicial, 
ha dicho esta Corte (170, 246), salvo las francas trans- 
gresiones a Jos límites que la Constitución le fija y en 
cuanto éstas puedan exigir el restablecimiento de de- 
rechos y garantías confiados a su función; los excesos 
y demasías no quedan por eso fuera de sanción, pero, 
como lo dijo el mismo Tribunal (1(>9, 255) la Consti- 
tución ha establecido un tribunal, un procedimiento y 
una sanción para esas demasías que son extrañas, dado 
su naturaleza, al recurso extraordinario. 

Por estos fundamentos y los del dictamen del se- 
ñar Procurador de !a Corte, se confirma la sentencia 
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apelada en cuanto ha podida sor malcría del recurso. 
Notifíquese y devuélvanse reponiéndose» el papel en el 
juzgado de origen. 

Roberto Redetto — Antonio 
Sao auna — Luis Linahes — 
B. A. Nazah A ko non en a — 
P. Ramos Mejía. 



COOPERATIVA VITIVINICOLA INDUSTRIA?? ANEXAS 
Y PRODUCCION CIPOLLETTI Ltda. v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo, 

La extracción de muestras a que se refiere el art 60, tít. 
VII, do la Reglamentación General de Impuestos Inter- 
no*;, debo efectuarte con la comparecencia o previa cita- 
ción del remitente o de] destinatario del vino, y sólo en el 
caso de que se hubiera requerido infructuosamente su pre- 
sencia, o de que su citación fuese imposible, puede reali- 
za iw» válidamente con intervención de los substitutos que 
menciona. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. 

No procedo condenar al remitente de una partida de vino 
por el supuesto fraude cuya prueba se pretende fundar 
en una extracción de muestras realizada sin noticia Ruya 
ni del destinatario, a cualquiera de los cuales pudo y 
debió citarse para que la presenciaran. 



Sentencia del Juez Letrado 

Gcnernl Roca, marzo 6 de 1942. 

Y vistos: Esta causa N* 2.921, folio 293, año 1940, cara- 
tulada: "Sociedad Cooperativa Vitivinícola Industrias Ane- 
xas y Producción Cipolletti Ltda. s./ recurso de apelación en 



496 



TALLOS DE LA COttTE SUPREMA 



el sumario Impuestos Internos de la Nación, exp. N» 739, Seo. 
4*, año 1940; de la que resulta: 

Que a fk 7 so presenta el Sr. David Vapñarsky en repre- 
sentación de la Sociedad de referencia, en mérito del poder que 
acompaña, manifestando que no estando con Forme con la multa 
e Impuesto que a su mandante le ha aplicado la Administra- 
ción Grnl. de Impuestos Internos di* la Nación en el ¡miliario 
N* 739-4-940, usando el derecho que fe acuerda el art. 27 de 
la ley 3764, interpone recurso de apelación por la vía conten- 
ciosa. 

Beque rido a la Administración el sumario, nir repulo por 
cuerda a fs. 8 vtrt. se ponen estos autos para que las partea 
expresen agravios, dándose intervención al Sr. Agente Fiscal 

A fe. 11 el Sr. David Vapiiarsky expresa agravios contra 
la resolución administrativa, acompañando les documentas que 
se agregan a Fs. 9 y 10. 

Expresa que mediante una muestra de viuo tinto sacada 
el 14 de setiembre tic 1939, a nal izada el 26* del mismo mes y 
año y que dió como resultado que era ''vino genuino, apto 
para el consumo", su mandante obtuvo el eertiFicailo de análi- 
sis ii'' 07880 de la Oficina Química Nacional, con sede en Ba- 
hía Blanca, el (pie le Fuera entregado el 30 del mes y año 
exprsadt. mediante cuyo requisito la Sociedad que representa 
obtuvo permiso para la libre circulación de vino tinto genuino 
y mediante un término de 180 dina r contar desde la entrega 
del certificado de análisis a la damnificada, conforme al art. 
123, título 7* del capítulo *' Funcionamiento de la Policía de 
vino" de la Reglamentación General de Impuestos Internos, 
modificado por el art. óh' del decreto del 14 de enero de 193,1. 

Que de ese virio genuino, apto para el consumo y declarado 
de libre circulación, entre otras, despacha con destino a la 
Estación Tandil, dos partidas. 

a) Una de 23 hordelesas con 4.24á litros, con fecha 17 
de noviembre de 1939, con carta de porte n Q 67, de la Esta- 
ción Cipolletti. consignada ni Sr, Jorge Mexandeau, y 

b) Otra de 30 bordetcsas con 5.445 litros. 19 días des- 
pués que el anterior (fi de diciembre del mismo año), con 
carta de porte n* 30, 29. 28 y 27. de la misma estación Cipol- 
letti y consignada a lo* Sres. Luciano Villar, Luis Dicosimo, 
Ignacio Polich y Alejandro Zuzulieh. 

Que en la estación de destino. Tandil, un empleado de la 
Administración do Impuestos Internos, sacó muestras de ara- 
ba» partidas, en la misma estación, labrando las actas de Fs. 1 
y 2, para la partida a) y de fs. 14 y 15 para la b), mueatras 
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que analizadas su resultado surge fie los informes de fe. 3 y 4 
para la primera, a) y de fe. 15 y l<; pjirn , a S(1(nind . | ™ V* 

-Pto para el consumo InV.ltinu,. des Sad ' con 
pastenoridad y en cambín l n primera es declarada "con nrin 
*pfo de enfermedad, art. 3!), Tít, 7* Ii. G, " v como JSt 

S2o°; e s° " vino ar "' < SSSS 

rmpu-iia la toma de muestras, porque ella se rcnlLV, s ¡„ i fl 
Présenes control ni aviso de su mandante ni dol , J p r 
gr, Mexandeau, domiciliado esto en la misma localMadS 

tul domicilio figura al pie del aeta de fs 1 v 2 * 

É * Si J^ I ?&f í ©d consigna! aVio",' hubieran pre- 

senciado la toma de esas muestras habrían controlado que e las 
fueran sacada, de la* mismas bórdela que cnnstin^„ ía í 
tufa intervenida y que no habiendo sido así „ tienen la scjni- 
r aau ni les consta que las mismas sean de proeedeneh del 
vino en cuestión. Continúa después haciendo un c, tenso re) 

actodeTan ^ de mU ° Stra y «I™ 




Agrega, que 2 meses 18 días después de extraer las mues- 

IZLZ 2V" v " í" manál " }t * < ipI resultado del análiaia. 
u indo el Sr. Mexandeau ya había vendido fa existencia total 
del vino lo que le impedía las investigaciones necesarias. 

Habla después en su cap. III sobre la calificación de la 
Administración al sindicar ai vino como "bebida artificial" 
lo que, dice, es erróneo, pues el art ¡19, Tíf. VII de la Re"Ia- 
»)on1«<-ir.i] Gei.mil de Impuestas Inferno* indica el tratamiento 
de los vinos cuando no estén sensiblemente enfermas pero con- 
tengan gérmenes de enfermedades, como así que el art 41 
trata sobre la desnaturalización de los vinos para ser desti- 
nados a la fabricación de vmagre. y que el vino cu cuestión 
según el propio análisis no es artificial como erróneamente lo 
cataloga el Sr. Administrador de Impuesto. Internos va que 

Kl^tT;; i%m. Iíquido e * té wm ^ í,,n ^ * ártV 

Al referirse al impuesto y multa expresa que el vino en 
cuestión tributn en su oportunidad el impuesto de lev v que 
Hubsidiar.ameuie si no prosperan Tas defensas opuestas deberá 

SSSZ ' m * 1W KÍ ' ÍS eCntnvos >' n «h'""*" conforma 
jo expresa. 
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II. Al correrle traslado de la expresión de agravios al 
Sr. Fiscal, este Ministerio, contesta a fs. 18, narrando los he- 
chos do la toma de muestras conforme a las constancias de las 
acta» del expediente administrativo y mencionadas por el ape- 
lante, haciendo presente que el destinatario Sr. Mexandeau 
retiró el vino y procedió a su venta, antes de conocerse e! re- 
sultado de los análisis y que al corrérsele traslado a éste ma- 
nifestó que debían dirigir-e a la bodega vendedora ya que él 
retiró el vino y lo vendió desconociendo que no estuviera en 
condiciones de "aptitud". 

Agreda, que l a Administración de Impuestos Internos en 
base al análisis de las muestras tomadas en la estación Tandil 
que las califica de "bebida artificial" y después de los trasla- 
dos al apelante, resuelve imponer la mulla y exigir el pago 
del impuesto en litigio, 

Al tratar de la loma de muestras, dice que ésta se efectuó 
conforme a las disposiciones de la materia, y a instrucciones 
impartidas a los empleados y el que realizó esa operación no 
fué directamente a La partida de la apelante, sino que lo 
hizo como empleado destacado en la estación y por tanto se 
limita a extraer muestras de toda partida que llega y enviarla» 
a la Oficina Química para su análisis. 

Débale las agravios de la apelante en lo que respecta a la 
situación de interesados a presenciar la toma desde que dice, 
no es obligación del empleado llamar al remitente o consigna- 
tario, sino que al no hallarse presentes éstos, es suficiente efec- 
tuar la diligencia, en este caso, con el .Tefe de ta Estación, de 
acuerdo a la disposición del art. (50 del decreto reglamentario 
del 14 de enero de 1035, citando disposiciones y antecedentes 
al caso como así sostiene que la actuación del empicado fué 
correcta y nuda debe objetársele de si las botellas de toma de 
muestra fueron lavadas o no conforme apelante indica. 

Al referirse a la calificación como bebida artificial, rebate 
las argumentaciones de la a] telante ya que la Administración 
no sólo ha tenido en cuenta (pie en el análisis se exprese que se 
trata de vino con principio de enfermedad, sino que el dic- 
tamen del Direct- r Interino de la Oficina Química Nacional 
dice: "Que teniendo en cuenta que el análisis de origen nú- 
mero R B. 07880 y con prescindeneia del principio de enfer- 
medad que presenta el producto analizado bajo los números 
B. B, 08381 v 0S382, deben calirienrse como bebida artificial, 
art, 32, ine. a), ley 11372. art. 106 del T. O. 

Al entrar a analizar el capítulo del impuesto y multa, el 
Sr. Fiscal dice que las estampillas de pago de impuesto deben 
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ir adheridas al envase a que las mismas proceden y orno en el 
presente caso, el vino analizado no coincidía con el nue deter- 
minaban el estampillado que llevaban, se trataría de un vino 
que no había pagado i ni pues! o y de acuerdo pues a ello y con 
et resultado del análisis, la Admin straeión aplica el impuesto 
del caso y la multa correspondiente. 

Considerando s 

T. Que el recurso por la vía contenciosa que autoriza el 
art. : l 7 de la ley 3704, enmo lo ha declarado la Exma. Cámara 
Federal de Bahía Blanca en casos similares, se limita a con- 
siderar la multa aplicada con exclusión del impuesto litigado 
qne escapa a la potestad judicial. El interesado deberá pues re- 
currir a la vía administrativa para procurar su exclusión o 
repetición o deducir las acciones judiciales que correspondan, 

IT. Qne en cuanto a la multa aplicada, en sabido que las 
Infracciones de Impuestos Internos, como lo tiene resuelto la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (T. fiP, pág. 332; T, 
151. pág. 2!>3; T. 160, pág. i:J), y la Exma. Cámara Federal 
de Bahía Blanca, son de carácter penal y se rigen por el 
procedimiento criminal. 

Corresponde entonces, establecer previamente, ¡si la toma 
de muestras se realizó en legal forma, ya que la bodega apelante 
impugna este procedimiento. 

Es evidente que el sumariante, sea Juez, funcionario ju- 
dicial o policial o funcionario administrativo que proceda en 
virtud de una delegación legal, debe rodear sus acto* y las di- 
ligencias que practica de las mayores garantía* de imparcia- 
lidad y exactitud. Cualquiera que sea la interpretación qne se 
dé al art. 60 del título 7* de la Reglamentación de Impuestos 
Internos, invocada por el Sr, Fiscal y prescindiendo de SU crí- 
tica desde el pinito de vista gramatical que hace la defensa, 
no hay duda qne tal disposición reglamentaria no \ ede estar 
en pugna con el art. 407 del Cód, de Proc. en Materia Criminal 
que establece "El registro kc hará a presencia del interesado o 
de la persona a quien encomendare sus veces'* y si no fuera 
habido o no quisiere concurrir o no nombrase representante, 
so hará en presencia de un familiar mayor de edad. A falta de 
este último de dos testigos vecinos. 

Concucrdan con esa disposición las normas que estable- 
cen los arts. 40Í) y 410 para que los objetos recogidos se man- 
tengan en el mismo estado en que fueron hallados; en los arts. 
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308 y siguientes enumeran algunas de las medidas, ya que la 
multiplicidad de objetos impide una exposición taxativa. 

III. Qu. las actas de fs. 1 y 2 del sumario administrativo 
agregado por cuerda son evidentemente deficientes desde este 
punto de vista y vician todas las act unciones, no sólo se realizó 
el procedimiento sin la presencia del interesado, cuyo domici- 
lio en la misma localidad de Tai* Ul era conocido del empleado 
Fiscal, como que consta la calle y el número al pie de la misma 
acta, sino que .sólo firma una persona a quien podría llamarse 
testigo y no dos, como es regla unánime en todos Ion casos 
donde un aeto debe afianzarse por testigos oculares, siendo de 
aplicación en autos el prineipio de derecho consagrado en el 
viejo aforismo Romano: test i s unus, testis nafas. 

Un criterio concordante lia sostenido la Cámara Federal 
de Rosario en un caso idéntico al de autos, registrado en Le 
Ley, t. 12, púg. IOS!), donde se expresa: "... a lo que so 
agrega la rfrfich acia sería del sumario, consistente en no ha- 
berse ilat ado al consigna taño n a una autoridad pública paro 
que presenciara la descerra, crea una situación de duda acerca 
de la infracción imputada, que debe favorecer al presunto 
infractor'', 

IV. Que el art. 46* del C. de Procedimientos en lo Cri- 
minal, establece (pie incumbe a la .leusnción la prueba de los 
hechos para justificar la criminalidad del procesado. Por con- 
siguiente, e! Minist.'i-in Fiscal luí debido [Tobar lo que no hizo, 
que se ha cumplido con las solemnidades establecidas por el 
fijado art. 407 cuyo^ espíritu no puede ser alterado por un 
Decreto Reglamentario de] P. K. 

\ . Que considero innecesario examinar las demás cues- 
tiones planteadas que no amenguarán la importancia de esa de- 
ficiencia apuntada, al extremo de modificar el pronunciamiento 
del pro reyente. 

Por todo ello y disposiciones legales citadas, fallo. I. Re- 
vocando la resolución del 8r. Administrador de Impuestos In- 
ternos del 23 de setiembre de 1940 de fs. 20 del sumario admi- 
nistrativo, en cuanto aplica la multa de diez tantos del im- 
puesto y que asciende n, diez mil seiscientos doce pesos con 
cincuenta centavos m/ii,. sin costas en razón de la nat '.raleza 
de la cuestión debatida y haberse creído ambas partes con 
motivo suficiente para litigar. II. Declarando que en lo re- 
lativo a la apelación y !tq:;idae'ón del impuesto, la justicia no 
puede entender mediante el recurso contencioso. — Agustín 
Na> es Martínez, 
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Sentencia de la CAmaiu Fedebal 

Bahía Blanca, mayo 6 de 1943. 

Y vistos: Considerando: 

(¿no siendo de orden penal Jas infracciones a la» leyes de 
impuestos internas, Jas repina que han de seguir su compro- 
bar ión son las que establece el código <le procedimientos de la 
materia, en cuanto no esté modificado por las leyes especia- 
lea ilel régimen impositivo. 

Que, en consecuencia, incumbe al Ministerio Fiscal pro- 
bar ia imputación (art. 468 del citado código). r& decir, el 
acto de fraude que se ha do penar. 

Que la baso de comprobación existente en estos autos, es 
la toma de muestras de control y el análisis verificado sobro 
ellas par Ir Oficina Química correspondiente, de lo cual re- 
sultó que se encontró un vino con principio de enfermedad, en 
el que se observan fermentos acéticos v del torcido {análisis 
oficial 8381, fs. 3 del sumario administrativo). 

Que no consta que para la toma de muestras se hayan se- 
guido por el inspector actuante, las formalidades que para 
garantía de los interesados establece la reglamentación gene- 
ral de 2Í> de octubre de 1922 (Tít. VII, art 9*), y sus modifi- 
caciones, especialmente el decreto de 14 de enero de 1935 (art. 
60), que, si bien autorizan al empicado actuante a proceder 
en ausencia del po¡siblt> responsable, requieren su previo lla- 
mado. El vino en cuestión aunque viajó desde Cipoltetti hasta 
Tandil por remesas de la parle aetora en esta vía y consignado 
a la misma, estaba endosado a Jorge Mcxandcau, domiciliado en 
la ciudad de Tandil. Este endoso era conocido por el Inspector 
Censóla, puesto que lo hace constar en las actas de toma de 
muestras y también por la misma razón consta que era cono- 
cedor del domicilio del consignatario. 

Qne, sin embargo, no realizándose el análisis a solicitud de 
este último, era él prima facic el poseedor responsable de la 
mercadería, conforme a las dispostcioncH legales impositivas 
y sanitarias ¡texto ordenado de impuestos internos, art, 20, 
ley 12.372, art. 29). ann en el caso de que sólo le hubiera co- 
rrespondido actuar como mandatario o agente del vendedor, 
en calidad de simple tenedor de la carta de porte, si la venta 
no hubiera estado perfeccionada y aunque en definitiva pu- 
diera establecerse otro responsable. No pudo, pues, actuarse 
como en caso de responsable a usen le. 

Que, por otra parte, no existe base que sustente el supuesto 
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de que se ha practicado una maniobra d? sustitución de vino 
que hubiera pagado impuesto, por otro. La pericia química se 
ha producido con conocimiento del análisis de origen, como 
consta a Es, 3 y 4 y no consigna como resultado el de que el 
vino analizada nn corresponda al análisis de origen, como es 
de práctica cuando eso es lo que se comprueba. 

Se trata del mismo vino, pero con principios de enfer- 
medad y fermento** que son ku manifestación. No hay tampoco 
motivo para la clasificación de "bebida artificial a efecto de 
aplicar pena por lo menos, desde que el dictamen de fe, 11, al 
parecer se atiene a simples presunciones, como resulta do la 
aclaratoria de fs 19, proveniente del mismo funcionario. 

Que en el supuesto de que los ILioudos a juzgar este caso 
deí punto de vista penal, tuvieran ante sí la prueba de la adi- 
ción de agua al producto primitivo, el caso quedaría definido 
por el art. 11, inc. iO de la ley 12. ¡172, maniobra ilícita y pro- 
hibida, maniobra contra la sanidad del vino y no en el art. 13, 
inc. a), manipulación permitida que da por 'resultado un pro- 
ducto comerciable, con tal que no se le pretenda pasar por vino 
genuino. La pena en el primer caso es la del art. 31, inc. b) t 
mu!* a de cincuenta centavos por litro, y comiso del vino adi- 
cionado. 

Que si se trata del vino aguado, por otra parte, no se co- 
mete una infracción impositiva al mismo tiempo que la sanita- 
ria. El vino ya pagó su impuesto; el agua adicionada no lo 
paga y el producto se relira del comercio previas las sanciones 
sanitarias. Ni» e.s. por lo tanto, de Aplicar el art. 44 de la ley 
12.372. El fraude sería a la salubridad pública y no al inter&i 
del fisco, que nuina se va a asociar al infractor para permitir 
que el producto dt* una maniobra ilícita se venda cuino bebida 
artificial con tal que se le paguen nuevos impuestos, 

(¿uc, eliminada la calificación de infracción al pago de 
impuestos, la falta de garantías con que se ha procedido, por 
el empleado actuante, a la toma do muestra no permite estable- 
cer la existencia de fraude de otro orden. El vino puede haber 
sido aguado, pero no .se sabe si el agua adicionada es una can- 
tidad aprecia ble en volumen, t'n descuido en el lavado de en- 
rases y sobre todo la omisión de secado puede también tener 
consecuencias, puesto que siempre sería adición de agua. 

No se han realizado diligencias de investigación del volu- 
men de anua adieionada, ni consta que se trate de operación 
no practicable; no se ha procurado llegar a los consumidores 
det vino para establecer si notaron tow síntomas bien aprecia- 
bles que caracterizan el avinagramiento y torcido, y por otro 
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parte, desde el 24 de noviembre hasta el fl de diciembre de 1939, 
pasó mi tiempo .suficiente como para que se desarrollara un 
proceso en las mismas m neutras cuya toma no se realizó en 
condiciones lépale*, máxime «i el análisis, sin determinar el 
tiempo probable del proceso, menciona que las examinadas 
están ' con principio de enfermedad". 

Por ello, y las fundamentos concordantes de la sentencia 
recurrida, .se lu confirma. 

Notifííjuese, regístrese y devuélvase. — Litis González 
Worcald*'. — Krncttto Sourrovillr, — Benjamín de la Vega. 

FALLO m LA COIÍTK SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de diciembre de 1943. 

Y vista la proceden te causa caratulada "Sociedad 
Cooperativa Vitivinícola Industrias Anexas y Produc- 
ción t'ipolletti Ltda. t>. recurso de apelación en el su- 
mario: Impuestos Internos de la Nación, Exp. n* 739, 
Sec, 4, ano 1Í14IJ", para conocer en el mismo por vía del 
recurso concedido a fs. C5 ("). 

Y considerando : 

Que conforme a la doetrinn del caso de Fallos 182, 
3tí7 f el art. GO del tít. 7' de la Reglamentación General 
de. Impuestos Internos, /.ebe ser entendido como una 
garantía otorgada a los interesados en la extracción de 
muestras de control de las condiciones de gen ui ni dad y 
de circulación de los vinos. 

Que no cabe, por consiguiente, prescindir de las 
medidas tendientes a acordar al referido procedimiento 
la mayor publicidad, procurando en primer término la 
asistencia al mismo de alguna de las personas a quie- 
nes pueda afectar — n mitentc o destinatario — . 



(l) En Ib misma fveha. fui» resucita *ti jgiiül cutido Ia causa sc- 
giúiln ['or Angel y Fram-i^o t'íimporn. 
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Que sólo en caso de que se hubiera infructuosa- 
mente requerido la presencia de alguno de los referidos 
interesados, o que su citación fueru imposible, puede 
realizarse la extracción de muestras con intervención 
de cualquiera de los substitutos que menciona el refe* 
rido art. GO, Esta inteligencia encuentra por lo demás, 
fundamentos en el mismo texto reglamentario, que 
prevé los supuestos de ausencia o inconcun vacia de los 
afectados ai " llamado del empleado fiscal". 

Por ello se confirma la sentencia apelada de fs. 00. 
Hágase saber y devuélvanse al tribunal de su proce- 
dencia, 

Ro&EUTo Repktto - Ax.oxm 
Saoauna — Lns Lin'ahks — 
B. A. Nazar Anciioiikn-a. 



LUCI ANO (¡n.VJQLliZ Y DOMINGO DAVIZA 

JURISDICCION Y CÚMVKTLM ¡.\: Cum¡»-tetma frJeraL Cansas 
penates. 

No compete a lit jiihtieiu federal hirió a la ordinaria cono- 
cer en ln causa sobre luirlo di' alambre mu*, «ejíán informe 
del Congojo Agrario Nacional, no pertenece a la Nación 
(17 de diciembre de l«M3). 



mmm lpciani 

JURISDICCION Y ÚOtáPBTEXCtA: Cometen. i<t federal. Camas 
penates. 

No compete a la justicia federal, sino a ta ordinaria, co- 
nocer en Ja denuncia efectuada unte Ja policía sobre venta, 
R menor precio, de un producto con itriml denominación y 
envase que el fabricado por el denunciante que, *n su 
presentación, dejó entrever la posibilidad de un hurto o 
una defraudación. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En febrero ppdo. D. Juan Augusto Amelong denun- 
ció a la policía de Bosnrio que personas desconocidas 
ofrecían por los comercios de aquella ciudad un produc- 
to denominado <4 té de nueve yuyos", con igual envase 
que el fabricado por el denunciante pero a precios me- 
nores, hecho que pudiera corresponder a la comisión de 
mt delito. Sin otro untreodente inicióse sumario, y a 
poco, el Kr. juez de iuslrueeión local Dr. Juan Pablo Cal- 
derón sobreseyó en la causa, por no haberse comprobado 
existiera falsificación de marca, ni de me r cencías. Tal 
fallo fué revocado por la Cámara de Apelaciones, tribu- 
nal que anuló las actuaciones, declarándose al mismo 
tiempo incompetente por cuanto la materia de marcas 
de fábrica escapa al fuero provincial. 

Ocurre, sin embargo, que el Sr. Juez Federal de Ro- 
sario Dr. (i l anados, a quien se remitió la causa, se niega 
a intervenir, muy acertadamente, porque Amelong no lia 
intentado acción alguna por la vía y los procedimientos 
previstos en la ley nacional 3ÍJ75. Con tal motivarse ha 
flauteado la contienda negativa de jurisdicción que viene 
ahora a conocimiento de Y. K. para ser dirimido. 

A mi juicio, y puesto que la denuncia de Amelong 
dejuba entrever también la posibilidad de un hurto, o 
una defraudación por diferencias de calidad, el Sr. juez 
de instrucción pudo válidamente sobreseer a tal respecto, 
y la Cámara de Apelaciones de la provincia tuvo ju- 
risdicción para revisar el fallo en esa parte. Así corres- 
ponde resolverlo. — Buenos Aires, noviembre 15 de 
1943. — Juan Alvar ez. 
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Buenos Aires, 17 de diciembre de 1043. 
Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General de la Nación, *e declara que esta 
causa tal como fué planteada es de la competencia de 
los tribunales ordinarios de la Provincia de Santa Fe 
debiendo, por consiguiente, remitírsela al Presidente de 
la Exma. Cámara do Apelaciones en lo Criminal de lu 
2* Circunscripeión de Santa Fe, avisándose en la forma 
de estilo al Sr. Juez Federal de Rosario. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoarxa — Lris Limares — 
B. A. Xazak Anchores a — 
F. Ramos Mejía. 



JUAN JOSE CJAZZOLO v. PROVINCIA DE 
RUENOS Allí ES 

EXPROPIACION: Eftctns. 

Es improcedente ta intimación de escriturar solicitada 
contra el Estado a tlqn trente que lin tomado la posesión 
judicial y depositado el precio del inmueble expropiado; 
sin pcr.juieio de las mediems que pndii'ran pedirse para la 
inscripción del dominio n nombre del expropiador í 1 ). 



(l) 17 <U- úWWmhn de HMX fallos : ISO, M0¡ 1.11, 110; 1S7, 24 
y 66C. 
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SWIFT DE LA PLATA S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión /«- 
de ra!, Cttextinnrfi frderalcti complejas. 

Procede el recurso extraordinario contra In sentencia que 
atlmito la valide/, de una ley y un decreto provinciales 
impugnados como nolatorios de la Constitución Nacional. 

JURISDICCION NACIONAL Y PROVINCIAL. 

El Congreso puede otorgar n las provincias, sin desmedro 
de la «nberanía nacional ni quebrnntamtentn del sistema 
federal, la jurisdicción procesal sobre lugares en que la 
Nación ejerce stt dominio eminente o efectivo; la cual es 
distinta de la jurisdicción de carácter legislativo o i regla- 
mentario de una ley nacional, que el art, 67, inc. 27, de 
l;i i ..'onst i t lición le atribuye con carácter exel tusivo. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionaltdad o incomtitado- 
tuilidad. Decreta* provinciales. 

La aplicación de una multa a un frigorífico instalado en 
la zona del puerto de La Plata, no por violación de Ja ley 
nacional %s8 ni de su decreto reglamentario, sino por 
incumplimiento de la reglamentación provincial de dicha 
ley, distinta de la nacional, pugna con los arta. 31, 67, 
inc. 27, y 86, ine. 2\ de la Constitución Nacional, 

RESOLUCIÓN DEL DEPARTAMENTO PROVINCIAL DEL TítABAJO 

La Plata, setiembre 24 de 1942. 
Visto el informe que obra a fs, 1 de este expediente del que 
resulta que la firma causante, establecida con frigorífico en el 
puerto de esta ciudad, llevaba planillas distintas de las del 
modelo aprobado por este Departamento y no hacía firmar a 
los obreros en cada época de pago, teniendo ocupados 8.500 
obreros y, 

Considerando ■ 

Que ello implica una infracción a los arts. 35 y 36 del 
decreto reglamentario de la ley 9688, modificado este último 
por el art. 94 de la ley 4Ó-1S y no siendo atendible el descargo 
de fs. 6. por cuanto si bien es cierto que el Gobierno de la 
Nación tiene absoluta jurisdicción sobre el Puerto de La Plata, 
"en el orden a miento general de las leyes reglamentarias del 
trabajo — como lo ha dicho la Suprema Corte Nacional en el 
caso Frigorífico Swift, inf, ley 11.317, La Plata — , solamente 
en la Capital Federal y territorios nacionales se establece Ift 



508 



FAiXOS DE LA CORTE SUPREMA 



jurisdicción nacional y se deja a las provincias la organización 
pertinente en lo que ocurre dentro de sus límites {art. 19 de 
la ley 11.317; 9* de la ley 11 :*44 ; 5* de la ley 11.278; art. 15 
de la ley 9688)...", siendo asi «jue, con tal motivo, la Pro- 
vincia de Hílenos Aires ha podido dictar normas como las 
contenidas en el articulado del decreto reglamentario de la ley 
9688, de fecha 14 de marzo de 1917 para facilitar la aplicación 
y vigilancia de la ley mu- ton ¡d citada, sin nue se vulnere prin- 
cipio constitucional alguno ( tallo de la Suprema Corte Na- 
cional, t. 61, pág, 05 dictado en el caso: Frigorífico Swift, 
ley 9688, San Isidro). 

Por ello, el Director del Departamento del Trabajo de la 
Provincia de Buenos Aires, resuelve aplicar a don Stcwart 
Biraie, representante de la Superintendencia de la Cía Swift 
de La Plata S. A., una multa de cinco mil pesos ín/n. a mérito 
de lo €|ue dispone el art. 6' de la ley 4548, que deberá oblar 
en papel sellado especial de multa de la Provincia, en Supre- 
feetura Marítima del Puerto de La Plata, dentro de los tres 
días de notificado, bajo apereihi miento de que en caso de in- 
cumplimiento se le hará cumplir un arresto de un año. En 
caso de disconformidad podrá apelar de esta resolución, para 
ante el Sr. Juez del Crimen en el momento de la notificación o 
dentro de los tres días de notificado. — Segundo V. Linares 
Quintana. 

Sentencia del Juez del Crimen 

La Plata, abril 8 de 1943. 
Autos y vistos: Confírmase la inulta impuesta al Frigorí- 
fico " Swift' ' y devuélvase. Art. 439 del Código de Procedi- 
mientos Penal. — Rafael Ocampo Cínicas*. 

Dictamen del Procitradob Geneiul 
Suprema Corto: 

La Cía. Swift do La Plata trae ante V. E. recurso 
extraordinario contra una resolución de la justicia ordi- 
naria del crimen de la Provincia de Buenos Aires obran- 
te a fs. 22 vta., que continua otra del Departamento 
Provincial del Trabajo imponiendo multa. Para fun- 
darlo, alega ser violatoria de la Constitución la regla- 
mentación dada por las autoridades provinciales a la 



DE JUSTICIA DE LA NACiÓN 5ü9 

ley nacional ftiSS. Planteada así la cuestión, eorrespon- 
du abrir el recurso. 

En cuanta al fondo, se ha multado a SwÜt, por uti- 
lizar planillas de personal distintas del modelo apro- 
bado por el Departamento, y por no firmar sus obreros 
en cada época de pago, conforme lo previenen los arta. 
lió y 3b' del decreto reglamentario de la expresada ley 
ÍJÜ88, y el ti' de la provincial 4548, relativo este último 
a la penalidad aplicable. Sostiene la parte recurrente 
que siendo nacional la UG88, corresponde su reglamen- 
tación al P. E. federal y no a los gobiernos locales, 
pues de otra suerte se rompería la unidad de la legis- 
lación civil. A mi juicio, ese argumento pierde efieaeia 
cuando ambas reglamentaciones coinciden prácticamen- 
te. Tal es aquí el caso. En efecto: 

a) por lo que respecte al modo de llevar las plani- 
llas, el cotejo lieeho a fs. 4íi por la propia parte 
recurrente revela que sólo existen diferencias 
de detalle entre ambos; 

h) la firma de los obreros, puede conceptuarse 
obligación correlativa de las que establece el 
art. í> de la reglamentación nacional de la ley 
9688, y concordante con las que emergen de la 
11.278 sobre pago de salarios; 

c) el monto de la multa impuesta, no excede a lo 
que autoriza para casos como el ocurrente el 
art. 9 de la ley 11.278 citada; 

d) además, el art. 8 de la misma admito expresa- 
mente la posibilidad de reglamentaciones pro- 
vinciales en materia de salarios, tal como el 
Código Civil lo hiciera antes en su art. 1624 con 
referencia a ordenanzas municipales o policia- 
les. 

Estos elementos de criterio, y lo resuelto por V. E. 
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en 182: 157, mo inclinan a pensar que procede con- 
firmar el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de 
recurso. — Buenos Aires, setiembre 15 de lí>43, — 
Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SITHEMA 

1 i muios Aires, $Q de diciembre de liW¿. 

Y vistos; Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. Ü5 vía. va los autos Swil't de La Plata S. A. sobre 
infracción a la ley !>o'S8, venidos tfel Juzgado N* 1 en lo 
Criminal y Correccional del Departamento de la Capi- 
tal de la Provincia de Buenos Aires. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente por haberse resucito 
la validez de una ley y un decreto provinciales impug- 
nados de inconstitucionales, en cuntía del derecho fun- 
dado por la apelante en la Constitución, leyes y decreto 
nacionales (art. 14, inc, 2» f de la ley 48). 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: 

Que la multa de cinco mil pesos moneda nacional 
de que se agravia la apelante se la funda "en que la 
empresa establecida con frigorífico en el puerto de La 
Plata, llevaba planillas distintas de las del modelo apro- 
bado por el Departamento del Trabajo de la Provincia 
de Buenos Aires y no hacía firmar a los obreros cu cada 
época de pago" lo que implica, dice la insolación, una 
infracción a los arts. 35 y 3u* del decreto reglamentario 
provincial de la ley nacional ÍHJ88, modificado este últi- 
mo por el art. 94 de la ley provincial 4548. 

Que, como lo ha dicho esta Corte en el caso del 
mismo frigorífico sobre infracción a la ley nacional 
11.317 (Fallos: 182, 157) si bien "no se puede discutir 
la jurisdicción nacional en la zona del puerto de La 
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Plata t adquirida por la Nación de la Provincia de Bue- 
nos Aires, con aprobación de su legislatura", ella no 
obsta para que el Congreso Nacional pueda atribuir a 
las provincias la jurisdicción procesal sobre lugares en 
que la Nación ejerce su dominio eminente o efectivo, sin 
desmedro de su soberanía ni quebrantamiento del sis- 
tema federal 

iíus es de advertir que una cosa es la jurisdicción 
procesal, al efecto de la aplicación de la ley nacional, y 
otra, muy distinta, la jurisdicción de carácter legislati- 
vo o reglamentario de una ley nacional. Así el art. 9 r 
de la ley 11.044 dispone que "son autoridades de aplica- 
ción de la presente ley en la Capital Federal y territo- 
rios nacionales, el Departamento Nacional del Trabajo, 
y en las provincias las que determinan los respectivos 
gobiernos". Lo mismo dispone el art. 19 de la ley 11,317 
que, asimismo, deja a la jurisdicción provincial la apli- 
cación de esa ley de trabajo. 

Eu el caso en examen se ha impuesto una multa al 
frigorífico, no por violación de precepto alguno de la 
ley 9(i88 y de su decreto reglamentario, sino por no 
haber cumplido con una reglamentación provincial dis- 
tinta a la dictada por el P. E. Nacional. No se desconoce 
que el frigorífico lleve su registro y su libro especial 
de acuerdo a la ley 9688 y decreto reglamentario de la 
misma, sino por no cumplir con la forma prevista en la 
reglamentación provincial, que difiere de aquélla. Lo 
que supone que el frigorífico se habría eximido de la 
multa, si hubiere violado la reglamentación nacional y 
cumplido la provincial, puesto que el cumplimiento de 
ambas reglamentaciones es imposible desde que existe 
oposición ent re ellas. 

Pues mientras el art, 8* de la primera le obliga a 
llevar un registro en el que conste el 



y.UJ-X>ti DE LA CORTE SUPÍCEAIA 



edad, astado, nacionalidad y salario de cada operario, 
ea el art. 35 de la segunda se le obliga a llevar uu regis- 
tro de sueldos y jornales, de acuerdo al modelo del de- 
partamento del trabajo provincial. En el art. 9* del de- 
creto reglamentario nacional se obliga a llevar un libro 
especial tki sueldos y jornales en que se anotará diaria- 
ment° y en orden cronológico, en las casillas correspon- 
dientes, la asistencia de los obreros o empleados ocupa- 
dos por el establecimiento, sea que trabajen a sueldo, 
jornal o por pieza, empleando las palabras si n no t se- 
gún se trate de a>'steneia o inasistencia. Asimismo de- 
berá registrarse seguido a cada nombre, el sueldo o 
jornal que gana y en columnas separadas el importe de 
las liquidaciones del trabajo a destajo o por pieza que 
efectuare; mientras que el decreto provincial le obliga 
a llevar un registro, el cual podrá estar compuesto por 
planillas sueltas con la firma de los empleados u obre- 
ros, etc. 

Es patente que la infracción que se imputa al fri- 
gorífico por no haber cumplido la reglamentación pro- 
vincial que, como antes so ve, difiere de la nacional, 
viola los arts. 67, i no. 27, 86, ine. 2* y .'íl de la Consti- 
tución. Pues como lo ha decidido esta Corte in re Fri- 
gorífico Armour de La Plata v. Provincia de Buenos 
Aires (Fallos: 155, pág. VU) "la extensión de la facul- 
tad atribuida al Congreso, en el sentido do la disposi- 
ción en debate, fluye de la misma letra del inc. 27 (del 
art. f\l de la Constitución) que equipara los poderes de 
legislación del Congreso sobre los limaros adquiridos 
por ía Nación para fines de utilidad general, a los que 
ejerce sobre todo el territorio de la Capital de la Na- 
ción, los cuales no pueden discutirse ni se han discutido 
en su carácter de exclusivos i/ absolutos. De modo que 
dicho alcance lo fija el Congreso y nada más que el 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



513 



Congreso, ya que, como es sabido, la a trihue ion de una 
facultad significa asimismo el otorgamiento de otras 
necesarias para ponerlo en movimiento". Y "que no 
cabe admitir en el caso la concurrencia de atribuciones 
para legislar ejercidas por la Nación y las provincias, 
por cuanto ello importaría desnaturalizar el principio 
de la Constitución que ha querido, expresamente, que 
el Congreso legislo con exclusión de todo otro poder 
legislativa, sobre los terrenos a que se refiere el art. 67, 
ine. 27". El caso en examen es distinto al de la imrac- 
ción cometida por el mismo frigorífico en el local de 
una sucursal en San Isidro, en que se reconoció la fa- 
cultad reglamentaria provincial, pues en tal lugar la 
provincia tiene exclusiva jurisdicción, lo que no ocurre 
en el establecimiento que el frigorífico tiene en el puer- 
to de La Plata, sujeto a la exclusiva jurisdicción na- 
cional. 

Y por último, cabe decidir que carece de importan- 
cia que la reglamentación provincial sólo contenga di- 
ferencias do detalle con la nacional, a que se refien, y 
que puntualiza el Sr. Procurador General, puesto que 
la infracción y la multa se las funda precisamente en 
esa diferencia, dándose supremacía a la reglamentación 
provincial en contra de la nacional, que debe imperar 
exelusi vainente en la zona del puerto de La Plata. 

Por estos fundamentos y oído el Sr. Procurador 
General se revoca la sentencia de fs, 22 vta. Notifique- 
gado de origen. 



RrmKUTo Eepetto (En disiden^ 
cfo). — Antonio Saoarna 
(En disidencia), — Luis Li- 
natíkh. — B. A. Nazar An- 
cuoiiena. — F. Ramos Mejía. 
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Disidencia del Señou Presidente Doctor dos- Rohkuto 
Repetto y d::l Señor Ministro Decano Doctor don- 
Antonio Sao auna 

Consido rundo : 

Que el Frigorífico Swift i ] La Pinta sostiene en 
la presente causa, como en ulrn anterior ya resucita 
por esta Corle (Fallos: 182, 1Ó7), que d señor juez 
do la justicia loca! de la Provincia de Buenos Airea 
carece de jurisdicción para "eprímir con mullas los lie- 
dios acaecidos con violación de las leyes del trabajo 
dentro de la zona do! puerto de Im Plata. 

Que, desde hie^o, la sola interpretación atribuida 
por el Departamento Provincial del Trabajo, así como 
por el señor juez que ha pronunciado la semencia defi- 
nitiva, a las leyes aplicadas en la euusa, no puede dar 
motivo al recurso extraordinario, desde que por expresa 
disposición de las leyes del trabajo o por su propia na- 
turaleza o por analogía tales estatutos se hallan incor- 
ponidos a !<is código- i-omuucs y, por consiguiente, n - 
gidos por los arts. 1U0 y 07, inc. 11, de la Constitución 
Nacional y lo, inc. i!", de la ley 4K. 

(Jne respecto a la i n api i calididad de las leyes y de- 
cretos provinciales en la zona del puerto de La Plata, 
donde la infracción habría sido cometida, el punto ao 
halla resuelto pm* aplicación de las leyes nacionales 
nñms. Il.:íl7, 11.ÓU, 11.1Í7S, üoSS, aifs. lí>. 9, ;j, IT), res- 
pectivamente. Kl art. P do la ley núm. 11.544 dispone: 
que son 4 4 autoridades de aplicación de la presente ley. . . 
en las Provincias las que determinen los respectivos 
gobiernos", y el lü de la ley 11.317 declara que "son 
autor miles de aplicación de ía presente ley, en la Ca- 
pit: i Feilcral, el Departamento Xaeional del Trabajo, 
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y en las Provincias y en los Territorios Nacionales, las 
autoridades que determine la respectiva reglamenta- 
ción". 

Que estas dos disposiciones admiten, de un modo in- 
concuso, el derecho de las provincias para reglamentar 
las leyes nacionales sobre el trabajo, al efecto de orga- 
nizar la autoridad de aplicación dentro de sus respecti- 
vas jurisdicciones. Y no podría argüirsc que tal regla- 
mentación por parte de los gol aeraos sólo es admisible 
acerca de los estatutos en que la facultad hubiere sido 
expresamente acordada, pues debe recordarse qne si 
tales di sposi ojones han de ser incorporadas por precep- 
to de Ja misma ley a los Códigos Civil, Penal y Comer- 
cial, ellas, además de constituir leyes nacionales, tienen 
un sobreentendido carácter de generalidad en virtud 
del eual comprenderán todas las cuestiones emergentes 




de la aplicación de los estatutos del trabajo. 

Que esa determinación de las autoridades de apli- 
cación ck prescripia por leyes de carácter nacional, co- 
mo son las míms. 11.544 y 11,317 y los mismos códigos 
del derecho común a los cuales aquéllas han sido incor- 
poradas. Y es como resultado de tales leyes que la ley 
4Ü48 y el decreto, cuyos arts. 35 y 3fi habrían dado cau- 
sa a la imposición de la multa de cinco mil pesos, no 
violaría ninguna de las garantías de la Constitución 
Nacional invocadas por el recurrente. Los artículos de 
la ley y del decreto serían aplicables dentro del territo- 
rio abarcado por el puerto de La Plata, al mismo título 
que lo son dentro do la jurisdicción de la Provincia 
basta tanto el Congreso, ejercitando la facultad que le 
confiere el art. G7. inc. 27, legisle en materia judicial 
sobre ta competencia de los funcionarios dentro del te- 
rritorio del puerto de La Piafa. 

Que las diferencias existentes entre los artículos 
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transcriptas del decreto nacional y el decreto provin- 
cial (fs. 4(5), aun en la hipótesis de que pudieran deter- 
minar un desconocimiento de poderes nacionales rela- 
cionados con la facultad acordada al Congreso de dic- 
tar los códigos comunes, son tan mínimas «pie Visen 
puede decirse, como lo señala el Xr. Procurador (íene- 
rnl, que en i-calidad umitas reglamentaciones práctica- 
mente coinciden; las palabras, la redacción, varían, pero 
el contenido es igual. Por tanto y siempre dentro de 
la hipótesis, carecería de objeto resolver, por razones 
obvias, si tal reglamentación es del resorte nacional o 
provincial. 

Que en cuanto a los reparos de orden constitucional 
relativos a la mulla de cinco mil peso-; moneda nacional 
impuesta al recurrente, n,-dla no a¡:lot-é/ada, so dice, 
por la ley 9688, debo recordarse que el art. 9 a dé la loy 
núm. 11.27S ha reprimido las omisiones relativas al 
registro de jornales, pues sni iri existencia de éstos no 
podría IGJP cumplida la susodicha ley, por medio de una 
cantidad min-lm mayor cuyo "cobro Se hará efectivo cu 
Ja (.'api tal Federal y Territorios Nacionales por el ] ro- 
eedimiento establecido en la ley !)(i5s y en las provin- 
cias por el que determinen sus respectivas leyes". Y 
nuevamente la ley nacional auto liza a las provincias a 
señalar cuáles sean las autoridades de aplicación para 
hacerlas efectivas dentro de sus territorios mediante 
las leyes que ellas mismas se den. 

Que, por consiguiente, no son inconstitucionales los 
arts. Xí y 'M> del decreto provincial reglamentario de la 
ley HtJSS y mucho menos el art, !M de la ley 4548. No 
se halla en pugna tampoco el art. 31 de la Constitución 
con las citadas disposiciones. 

Que las leyes aplicadas dentro del territorio del 
puerto de La Plata en esta causa han sido las naciona- 
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los m«™. H.317, 11.544 y 11,278 y también Ia 8 provin- 
C,a 7 pn .'»n«ena do reglamentación del trabajo obrero 

,; : m ; s,m ; nu ' n!hi(i >- ^»^« con que hubiera P0 - 

dido ícemelo antes de la nacionalización de aquél. 

Que las autoridades de aplicación en Ja Provincia 
üc Buenos Aires, es decir, el Departamento del Traba- 
jo, hn tenido jurisdicción y podido, por consiguiente 
aphear legalmente la multa de que se trata no en virtud 
de a ley 9688 u de su reglamentación sino en mérito 
de la eaiteian autorizada por el susodicho urí 9' de la 
ley, también nacional, u.ím. 11.278 coineidente por cier 
to con ,1 arl. Í4 de la ley i>roviucial 4Ü4S, que se aplica 
u Jas personas o entidades qm de cualquier modo obs- 
truyan la acción de las susodichas autoridades de apli- 
cación constituidas por los funcionarios del orden pro- 
vmciaí. Como es ouvio "llevar planillas distintas de las 
del modelo «probado por el Departamento local" y el 
''no hacer firmar a lo* obreros cu cada época de pago» 
luma de difícil sino de imposible cumplimiento las leyes 
nacionales 11.178 y U.3Z7. 

1S" p- } 7 ta ( 0Í 1 ! L '' m ía f ios au tc"ores (1GQ, ^42 y 

ra a su examen, sentando la conclusión de que el cono- 
cimiento y sentencia de las cuestiones de naturaleza 
penal o civil, incorporadas al derecho común por las 
propias leyes del trabajo, cuando se produzcan en lu- 
gares donde el Gobierno de la Nación tenga absoluta 
y exclusiva jurisdicción, corresponderá a los jueces fe- 
derales o provinciales señalados por las leyes en vigor. 
Pero que cuando el Congreso hubiere omitido dictar 
las que correspondan en algún caso particular (como es 
el de la jurisdicción judicial en el puerto de La Plata) 
continuarán desempeñándola los magistrados provin- 
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cíales que han mantenido jurisdicción allí, has*a tanto 
el Congreso dicte ht correspondiente ley. 

En su mérito, de conformidad con el dictamen del 
Sr. Procurador General de la Nación y dando por re- 
producidas las consideraciones emitidas en las senten- 
cias de que se lia hecho mérito, se confirma la resolu- 
ción apelada de Es. 22 vía. Notifúpiese y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origcm 

- 

ROHKUTO IÍKPETTO. — ANTONIO Sa- 
GAUNA. 



CASA ARGENTINA KCriERRER v. Oía. UNION 
TELEFONICA DEL RIO DE LA PLATA 

RECUli&'O KXTltA i tfflHXA MO : Rvqmsito* propios. Cuestión fe- 
deral, CuestioHfn ffthralrs rnmpli'jit*. 

El recurso extraordinario es procedente contra la senten- 
cia definitiva que declara la validez de decretos naciona- 
les impugnados P"r el anotante como violatorios de dis- 
posiciones eonjsHíueioiudos. 

TARIFAS: Teléfonos. 

La circunstancia de ijiie las tarifas telefónicas estén suje- 
tas al principio de la igualdad no impide yraduarfan con 
a r reírlo a la amplitud de los servicios prestados, mediante 
el sistema ile jos servicios especiales admitidos y tari fados 
por el poder público, respecto de las cuales no riirc la refría 
general del jirt. ■VI del decreto del 5 de octubre dc-lí)3íi. 

COXSTITfTfOX XACMXM.: Jirrerhm if garantía*, Igualdad, 

El n-ríiriro de tarifas por exceso de fumuna-arioucs cobrado 
con arreirlo al contrato de instalación de teléfonos internos 
común tendí is con varias líneas peñérales, no es vi ni a torio 
del principio de la igualdad establecido cu el art. \ñ de la 
Constitución Nacional mientras no se cobren tarifas dis- 
tintas a establecimientos de la misma característica. 
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TARIFAS: Teléfonos. 

Incumbí» privativamente al P. E, apreciar la justicia y 
razonabilidad de bis tarifas telefónicas. 

fAfflFASi Teléfonos. 

VA art. 4!) de la ley 11.253 no autoriza a declarar la nuli- 
dad de los decretas del P. E. destinadas a dar validez coa 
efecto retroactivo a las tarifas aplicadas por las compa- 
ñías telefónicas con el consentimiento del mismo, con mo- 
tivo de la prestación de servicios especiales solicitados por 
aquél y pairados basta su aprobación por el poder público, 
al mismo precio en que la tarifa fue fijada. 

aO&pTlTüélON XACinXAL: Constitneioualidwf < incomtitnrío- 
nulitifítJ. Decretos tiacinnalts. 

Los decretos na c i mía les del 2S de marzo y 24 de mayo de 
IÍ).'U y 13 de noviembre de 1039, en cuanto se refieren a 
las comunicaciones telefónicas adicionales, no son vióla- 
lo n<« de tos ári* 16 y 17 de la Constitución Nacional. 

Sentkxcia oiíl Juez Federal - 

Puenos Aires, ocinbre 14 de 1941. 

Y vistor E*fn.s autos caratulados: "Casa Argentina Sehe- 
rrer contra Cía, f'nión Telefónica del Tito de la Plata sobre 
cobro de pesos", de cuyo estudio residía: 

P A) Que a fs. 130 se presenta II. Rarilatti liengolea, 
iniciando demanda por cobro de la suma de $ 10.61 2, líi "pa- 
gada en concepto de comunicaciones excedentes desde el mes de 
julio de 1930, y la que se abone basta la sentencia definitiva 
así como se declare que no debe realizarse más es* 1 pago. Todo 
ello enn costas e intereses desde la fecha de la notificación de 
la presente demanda y de los pag:os que se realicen con poste- 
rioridad a esta acción". 

B) Indica cuál es la instalación telefónica que su man- 
dante tiene establecida para hacer frente a las necesidades 
de su comercio; la (pie consta de seis líneas generales y 23 
teléfonos internas comunicados con ellas y para cuya atención 
funciona un conmutador privado man 'jado por una telefonis- 
ta. Expresa que toda esa instalación es pagada especialmente, 
incluso la telefonista, pero aparte de ello debe hacer todavía 
frente al pago de las comunicaciones, "que excedan del núme- 
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ro que la empresa eoncesiotinria fi.jrt arbitrariamente". Dice 
que ese, número fijado como mínimo y más allá del tumi cada 
comunicación debe ser pagada, es inferior al uso que normal- 
mente hace del teléfono un simple pnHicular. 

G) Expone que la Compañía demandada, violando tas 
disposiciones lejía Jes pertinentes, ha enhnuto sin estar autori- 
zada, tarifas espéjales por pretendidos servicios extraordina- 
rios; eobrfw «pie fueron lue^n autorizados por decreto»» del P. 
E. de fecha 2H de marzo y 2i de mayo de 1934, y 13 de noviem- 
bre de 1939. Menciona el caso Vente Crida, en el cual ln Supre- 
ma Corte hizo referencias a! n" «rimen tarifario. 

Dj Jíace notar que toda la instalación sí' paya mensual- 
mente de acuerdo a la.s Inri fu* que robra Ja Cnión Telefónica 
para estas servicios; así toa teléfonos de extensión, el eonmu* 
tador y ln empleada necesaria para su atención. 

E) Recuerda (pie e¡ raimen tarifario de los teléfonos 
tenía como fm id a mentid ea ráete rís tica el de .ser de comunica- 
ciones ilimitadas — decreto do¡ 2S de mayo de 1907, ratificado 
en esto punto por el decreto d i de octubre do 1936. art 32. 

F) Afaca romo ilegales Itss decretos del 2$ de marzo de 
1934 y 13 de noviembre de 193!), en cnanto han aprobado el 
cobro de tarifas uo autorizadas perol art. 49 de la ley 11.253, 
oí cual establece que no pueden cobrarse tarifas mayores ni 
menores que las aprobadas. "La ilegalidad de los referidos 
decretos siir[re de autorizar un procedimiento iu> admitido por 

Ifl ley y h». derretí..., n-1 i¡ ir t ¡ t ar¡< «v, le^di/mid , n ,l mi ¡J,._ 

pítiiiei realizado en nuil ra de una prohibición lejía! que lo 
fulmina de nulidad... art. 18 del Cnd. Civil". 

G) Invoca la jurisprudencia de la Exema, Corte, la cual 
ha declarado aplicable a las tarifas cobradas por bus concesio- 
narios de servicios públicos r| precepto const il Ueional de ln 
igualdad, establecido en el art. 16 dé ln Constitución. Entiende 
que las tarifas deben ser uniformes y razonables y cita diver- 
sos casos de jurisprudencia tute ion a i y de la Suprema Corte 
de Estados l'niilos, como también doclrinn de autores nacio- 
nales y extranjeros. Sostiene fcW la aplicación a ciertos abona- 
dos de tarifas por comunicaciones medidas ataca esos principios, 
ya que tal tarifa debió haberse aplicado cu todo caso con ca- 
rácter general, 

II) Considera ilegales las tarifas impugnadas por cuanto 
contrarían los preceptos del art, fi« d» la ley 7.">0 i de! art. 49 
de la ley 11.203 y del decreto de| 5 de octubre de 1936. Tales 
tarifas no han podido ser aplicadas con carácter retroactivo. 
Sostiene también que las mismas son ilegales t l( "' euanto en 
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m aplicación ha faltado el esencial contralor del Estado. Ex- 
presa que "cumulo se traía de una tarifa f|Ue cstA en relación 
directa ron las veces cjue el público linee uso del mismo, sin 
control por parte de é.sta. ni del listado, qveda en manos del 
concesionario la fijación del número de comunicaciones y como 
tal de una tarifa..."» lo cual importa una desigualdad entre 
parle de los usuarios protegidos por el contralor del listado 
eua.ido otras no lo están, y también puede llevar a una apro- 
piación ilícita y hasta a una confiscación realizada por 'a em- 
presa cu contra del interés público. 

I) Transcribe el decreto del 5 de octubre de 1036 que 
estableció las liases sobre las niales podría establecerse el régi- 
men de tarifas por comunicaciones medidas; decreto (pie no ha 
sido revocado con carácter retroactivo por el de 13 de noviem- 
bre dí i 1 f Kíü y (pie por ello subsiste. 

,T) Cita como fundamento de sn derecho los arts. 784, 
702, 704 y concordantes del Cnd. Civil, las leyes 7.10 V>, 4408, 
Íl,á53 y les arts. jé y 17 de 'a Cousl itución. 

K\ Tin subsidio v patñ el caso de considerarse válido el 
decreto del 13 de noviembre de 1030 reclama la "devolución 
de la diferencia entre la tarifa aprobada —por esc decreto— 
y la cobrada por la compañía demandada la cual diferencia 
asciende a la suma de $ fí.-ÍO por mes y por línea genera 1 
utilizada. 

2" (Jue a fu. 52 conlesta la demanda Enrique .1, Seco 
Ton. por la demandada. 

A) Reconoce que su mandante tiene ubicada en casa de 
la autora la instalación telefónica que ésta indica en mi escrito 
de demanda. También reconoce que las cantidades mencionadas 
en la demanda y euya repetición se persigue corresponden 
exactn mente a las* percibidas por su representada, ''en concepto 
de comunicaciones de salida efectuadas desde el conmutador 
de l;i central telefónica privada a disposición del actor y que 
exivden .le las comunicaciones más imas previstas en el contra- 
to de fecha S de diciembre de 11123 y en los decretos de fechas 
28 de marzo de 1034 y noviembre 13 de 1030. 

DI Niega: a) (pie las sumiis euya repetición se solicita 
havan sido abonadas en virtud de error alguno de hecho o de 
derecho, o que el papo haya sido hecho sin causa o en virtud 
de nk'nna causa ilegal; A) Que los decretos del 28 de marzo 
de 1034. 24 de mayo de 1034 y 13 de noviembre de 1030 sean 
ineonstilnrinnalns. nulos o ilegales. 

C) Indica que la tarifa de $ 21.40 es la autorizada por 
JOS decrete; para las líneas peñérales, ya que la pretendida 
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de $ 15.00 no es tal, sino el cargo por conexión de línea que se 
cobra una sola vez al instalarse el equipo. 

D) Afirma que las leyes 750 4408 y 11.203, no im- 
ponen tarifas, ni sistema alguno do tarifas precisamente deter- 
minado, dejando librado el punto al acuerdo que debe cele- 
brarse entre el P. E. y ta empresa concesionaria. Afirma tam- 
bién que el art. 49 de la Ipy 1 1.253 es ajeno al servicio telefó- 
nico. Reconoce que su mandante está obligada a poner al ¡deán- 
ce de loa usuarios todos los adelantos (pie se hubieren alcan- 
zado en la t ('cuica telefónica, pero niega que ello deba hacerse 
percibiendo siempre iguales tarifas, pues debe respetarse la 
faz económica y financiera de la concesión. Desconoce que el 
decreto del 5 de octubre de 103(5 pueda tener eficacia para pos- 
tergar por tres meses ht aplicación de un cambio en tarifas 
qne se hubieren pautado de conformidad al art. 6" de la ley 
750 y menas cuando se trata de tarifas nuevas pin* servi- 
cios no previstos y que hnn sido prestadas v utilizados a entera 
satisfacción por el abonado. 

Rechaza el argumento según el cual los decretos de 1034 
y 1939 violan la garantía del art. 16 de la Constitución Nacio- 
nal, ya que la igualdad debe entenderse se aplica sólo a aque- 
llos que se encuentren en iguales circunstancias. 

F) Indica que los medidores de llamadas, se encuentran 
a disposición de los abonados qne utilizan centrales telefónicas 
privadas a los efectos de su verificación y control ; y que los 
mismos funcionan correctamente y solo marcan las comunica- 
ciones de salida efectivamente establecidas. 

0) Hace ilutar (pie las sumas cobradas son las prevista., 
en el contrato celebrado con la aetora en el año 1023 y que 
&sta es la primera reclamación que aquella formula. 

II) Recuerda el fallo di* la Suprema Corte tu rc¡ Venta- 
frida. en e] cual se resolvió ¡pie los jueces, carecen de facultades 
para revisar las tarifas o dejarlas sin efecto o modificarlas una 
vez que han sido aprobadas por el órgano competente. 

1) Reconoce (pie a la techa de celebrarse el contrato con 
la actora — «lirirniW de lí>23— las tarifas correspondientes 
al servicio especial prestado n esta, no se habían establecido de 
acuerdo a lo dispuesto por el art. 6* de la ley 7r»0 ; pero 
afirma que tampoco la T T nióii Telefónica estaba obligada a 
instalar dicho servicio especial, como un fuera a raíz del mis- 
mo contrato celebrado. Expresa (pie su mandante inició gestio- 
nes que culminaron con el decreto que autorizó el cobro de esos 
servicios especiales de acuerdo a las simias que se habían fac- 
turado. 
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Como en la instalación tic* la actora cada línea general 
estíi a disposición de varios teléfonos, no puede negarse que se 
produce mi recargó de comunicaciones: 

Formula la reserva del recurso autorizado por el art. 14 
(le la ley 48. Finaliza pidiendo el rechazo de la demanda en 
todas sus partes con costas. 

Considerando : 

l 9 Que mitcss de entrar al concreto examen de las cues- 
tiones que (jan quedado planteadas, conviene considerar cuales 
son los preceptos jurídicos según los cuales deben aquéllas so- 
lucionarse, líu autos se ha invocado 3a existencia de un contrato 
celebrado entre las parles, y se ha producido la prueba de su 
existencia y el reconocí miento de sus cláusulas. 

Kilo no obstante, la situación no debe considerarse com- 
prendida ni ínteirra ni principalmente en los principios con- 
tractuales del derecho privado, de los cuales el consagrado por 
el art. 11í)7 fiel Código Civil constituye un pilar básico. Por su 
objeto ¿Nftí es un .inicio que debe resolverse según los preceptos 
del derecho administrativo, según por lo demás lo ha resuelto 
muy recientemente la Exenta. Suprema ('orle en un caso rela- 
tivamente similar al presente. — Fallos: t. 184, pág. 306 — a 
cuya sentencia pertenecen los párrafos que a continuación se 
transcriben: "...Que la absoluta libertad de contratar o de 
fijar el precio de las cosas sólo existe cuando la propiedad o la 
actividad personal se encuentran dedicados a objetos y fines 
puramente privados, porque cuando lo son a usos públicos, es- 
pecialmente si se explota alguna concesión, privilegio o mono- 
polio concedido por el Estado, el propietario o concesionario se 
encuentra sotad ido. por el carácter de la dedicación de su 
actividad y por la naturaleza misma del favor que le ha sido 
otorgado, a un contralor especial de la autoridad administra- 
tiva... La regla de derecho civil según la cual los contratos 
privados forman para sus otorgantes una ley a la cual están 
sometidos como a ln ley misma, no funciona cuando una de 
las partes ha procedido violando otras leyes de carácter admi- 
nistra" ivo que la obligaban a solicitar previamente la autoriza- 
ción para prestar el servicio y obtener a la vez la fijación del 
valor. Los actos prohibidos por las leyes son de ningún valor 
para el caso de contravención (art. 18 del Cód. Civil)... Los 
usuarios sólo pueden obligarse y obligar al concesionario me- 
diante el contrato de adhesión que presupone otorgar el con- 
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sentimiento sobre la existencia de una tarifa aprobada por el 
Poder Público. Cuando no es así, cuando el consentimiento 
reeae sobre un precio y un servicio que no ha sido objeto 
de contralor administrativo el acto es nulo.. . ". 

Todo ello no importa por eierto desconocer que cuando la 
empresa obra dentro de los términos de su concesión celebra 
contratos con sus abonados a los cuales pueden aplicarse pre- 
cepto» de derecho civil — ver fallo del suscripto en Jnrisp. Are., 
t. (iti, pa>. 37 considerando 11— importa en cambio afirmar 
que es dentro de esas términos y límites prefijadas por el 
Poder conceden te donde puede ejercerse el campo en ntr actual, 
y que fuera y más allá de ellos, la existencia riel contrato do 
por sí, no genera obligaciones y no puede generarlas por cuan- 
to se trata de mi acto nulo — véase también Exema. .Suprema 
Corte, Fallos: t. 181, pág. L'sO— . Invoca también Ja deman- 
dada el texto de las llamadas "advertencias" que pretende 
fueron aprobados conjuntamente con el Decreto de 1907. Res- 
pecto a ello corresponde remitirse al informe terminante de la 
Dirección de Correas (pie obra en el expediente caratulado: 
"Ventafrida c, l inón Telefónica"' — agregado al presente 
por cuerda floja y del cual resulta que tales "advertencias" 
no fueron objeto de aprobación administrativa — . Y como acto 
unilateral de la empresa no valen por cierto para justificar 
una variación o uu aumento <-n las tarifas. 

2* Partiendo de la base ( |e que el contrato pasado entre 
las partes no tiene influencia alguna cu la dilucidación de las 
cuestiones planteadas conviene preciar éstas antes de abordar 
m estudio. 

A) El actor ataca las tarifas por exceso de comunicacio- 
nes cobradas por la Unión Telefónica desde diez años antes de 
la fecha de la iniciación de la demanda, coiuu también lo que 
cobre poste normen f o por ose concepto, cou más sus respectivos 
intereses. 

B) Ataca asimismo ios decretos del 2S de marzo de lí>34 
y l'¿ de noviembre de que autorizaron el cobro de dichas 
tarifas con efecto exclusivamente retroactivo el primero, y re. 
troactivo hasta la fecha del anterior y también para lo suce- 
sivo el segundo. 

C) Lo ataca en cnanto lo considera, n i i lejía les por vio- 
latorios del art. O'' de la ley 7"*0 1 n, del art. W de la ley 11.25.'! 
y del decreto dd 5 de octubre di- y en cuanto autorizaron 
la aplicación de la tarifa por comunicaciones medidas, sin con- 
trol por [jarte del Estad" ni del público en la fijación del 
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número de las comunicaciones, lo que en definitiva importa 
mi control ni el establecimiento de la tarifa misma. 

También lo* considera tales por incumplimiento de las 
formalidades legales. H) ¡neonsf ituei'.mdes p»r cuanto al tra- 
tar en forma desigual a los usuarios tanto en lo que se refiere 
al monto íW las tarifas, eiuinlo al control del poder cnneodcnte 
que existe en unos casos y un en otros, y al autorizar el cobro 
lie sumas que el concesionario un puede exigir, violan las dis- 
posiciones de los arl*. 16 y IT de la Constitución Nacional 
respectivamente. 

D) Impugna la demandada la e i rcun staneia de que la 
actora repita solamente parte de lo que tía abonado, fuera de 
las tantas corrientes, — en efecto, en la demanda no se hace 
cuestión de lo alionarlo por uso del conmutador, nucido de la 
telefonada, aparatos internos, etc.— v afirma que la tarifa de 
Jos Nervinos especiales" eonstiluyc un todn indiv isible. Sobre 
el particular, el suseripto desde ya observa ; a) que en princi- 
pío y cuando se trata do derechos patrimoniales cuvo objeto 
es ajeno al orden pul. Meo —en el caso la repetición de un pa**o— 
cada cual es arbitro absolnlo en lo que hace a la consideración 
de cual sea la extensión de su derecho, siempre que lo ejercite 
dentro do sus cauces correspondientes, b) Que la foriua en 
que a propuesta de la demandada fueron aprobada» las tarifas 
en cuestmn, indica claramente que no existe la indivisibilidad 
erguida. Las sumas abonadas por el conmutador, teléfonos 
internos y servicios de la telefonista, con relación a todas las 
cuales se hace en las mismas tarifas una precisa díscrimina- 
cmn. revela que cada una de ellas representa la eontrapresta- 
emu correspondente » eadn una de las características dife- 
ronciales cu el servicio prestado. La tarifa aplicada a las co- 
municaciones excedentes, importa un aumento en el precio del 
servicio leleiomeo cu sí, abstracción hecha de esas modalidades 
o características. No interesa por el momento determinar si tal 
tarda debe o debió o no aplicarse, sino sólo, puntualizar one 
ella no corresponde a un servicio especial específicamente dis- 
tinto a los que la Compañía, de acuerdo a los términos de la 
concesión, presta al común de sus alionados. 

En efecto, el objeto de la eoneesió'i o permiso de la Unión 
Telefónica, se refiere a la comunicación por el teló fono pura 
y simplemente; y la percepción de un "quantum" por cada 
comunicación de salida que exceda de un máximo fijado im- 
porta hacer más gravoso el uso. también puro y simple del 
telefono. La demandada arguye que los 23 aparatos internos 
colocados a pedido del actor recargan el empico de las G líneas 
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generales o al exterior que tiene el mismo instaladas, y en con- 
secuene i a el de la instalación fren eral, Pero esos aparatos inter- 
nos ae abonan aparte, el "servicio especial" que ellos prestan 
y que eonsihte en potler comunicarse entre sí y comunicarse con 
el exterior desde 2 i sitios distintos y no sólo desde u\ tiene su 
precio. En efecto, el recargo por el uso de tales aparatos y del 
con mn t lid nr, significa eso y no otra cosa. De modo que lo co- 
brado por la comunicación al exterior no se refiere al ''servicio 
especial", sino al corriente y general. Aun teniendo 2¡í apara- 
tos internos el actor sólo puede comunicarse con el exterior 
por seis de ellos a la vez como máximo, [mes sólo tiene a lee lado 
a su servicio seis de estas líneas. Como se ve el problema siem- 
pre vuelve a los mismos términos o sea el de saber si la posi- 
bilidad de un mayor uso, o ese efectivo mayor uso» puede 
autorizar y en qué circunstancias. la aplicación de una tarifa 
diferencial. 

c) Así consideradas las cosas parecen por el contrario 
que la aetora al limitar sn reclamo en la forma en que lo hace 
lo encuadra dentro de la doctrina consagrada por la Exema. 
Suprema Curto eu el fallo parcialmente transcripto en el con- 
siderando 1* de esta sentencia, don !" expuso que "esta solu- 
ción" „.|a falla de derecho por parte de la demandada a cobrar 
tarifas por servicios no autorizados por el eoneedentc— no obsta 
a que la empresa de teléfonos tenga el derecho de reclamar den- 
tro de cada servicio especial el valor de costo o de uso — en el 
caso esto últinn>— del material invertido y el de la mano de 
ohra requerido por las instalaciones, pues de lo contrario resul- 
taría un desplazan» i en ti» de riqueza sin cansa del patrimonio 
de ella al del actor''. 

3» Los servicios telefónicos por disposición de la ley 440ft 
se encuentran comprendidos en las prescripciones de la ley 
750 Ví;, cuyo art. Ir determina el trámite en la fijación de las 
tarifas, exigiendo el acuerdo entre las empresas y el Poder 
Ejecutivo o en caso de no llegarse a él, la resolución por un 
tribunal arbitral cuya constitución establece. El art. 40 de la 
ley 11.2."»;! determina a su vez que "los telégrafos establecidos 
en la República no podrán cobrar al público mayor ni menor 
tarifa que las que le fueron aprobadas. La demandada cues- 
tiona expresamente en la contestación de la demanda — ver fs. 
15:1 ÍH fin*' — la aplicación de esta filtim disposición legal al 
régimen jurídico telefónico. El suscripto, también sobre este 
particular, se remite a la recien le y reiterada jurisprudencia 
de la Exema forte Suprema la eua! al resolver en fallos t. 184, 
pág. 2MJ otabiceió que "Esta disposición es aplicable a los 
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servicios telefónicos cu virtud do la asi ni ilación formulada 
por el art 1» de la ley 4408 antes aludida". Ver también pri- 
me™ parte de la sentencia registrada en Fallos: í. 184, pá- 
gina :m. 

é v De las transcripciones hechas precedentemente resul- 
ta para el suscripto demostrado que las referidas disposiciones 
legales exigen: a) la intervención del Poder Ejecutivo en 
la aprobación de las tarifas, intervención que responde a los 
más elementales principios del derecho administrativo, b) La 
aprobación previa de las tarifas. El art. 40 de la ley 11.253 lo 
dice expresamente "no podrán cobrar al público mayor ni me- 
nor tarifa que las q\te fe fueren aprobadas". ¿Cómo cumpliría 
el concesionario con esa estricta disposición legal ni no tuviera 
tarifa aprobada a la fecha de la prestación del servicio* El 
suscripto se pone en la hipótesi* de que la tarifa por comuni- 
caciones adiciónalos respondiera a un servicio especial efec- 
tivo. ¿Cómo negar que el concesionario infringe abiertamente 
esa disposición legal?, si "motu proprio" agrega a la tarifa 
anrobada un adicional que la hace más gravosa? Esto en el 
caso de que como se ha expuesto en el considerando 2' letra 
B) se entendiese que el cobro de las comunicaciones excedentes 
importa un aumento puro y simple de tarifa. Dejando de lado 
innumerables casos que podrían recordarse aquí también, con- 
sidera oportuno el suscripto transcribir parcialmente esos fa- 
llos ya citadas de la Excma. Suprema Corte que presentan 
el particular interés de r< !*íírirse ni régimen del servicio pú- 
blico telefónico. 

Dijo la Exema. Corte in re: "Sehitt Andrés y otros c./ 
Unión Telefónica del Río de la Plata" Fallos: t. 184, púg. 280, 
en Jurisp. Arg., t. 67, pág. 471 "Si las tarifas no pueden 
aumentarse ni disminuirse sino en la forma señalada por la 
ley, ni establecerse servicios especiales sin autorización previa 
del P. E. y la excogitada por la empresa comporta esencial- 
mente un sobrecargo, es decir una modificación de la tarifa en 
el sentido del aumento, se habría encontrado el medio en la 
creación de servicios especiales, de eludir el contralor do la 
autoridad pública en detrimento de la comunidad en cuyo 
beneficio se ha consignado el principio de la igualdad, justicia 
y uniformidad tarifaria... La primer obligación del poder 
concedciito es la de asegurar precios razonables, justos y uni- 
formes al acordar una concesión y mal se llenaría tal obligación 
si pudiera quedar desvirtuada en la realidad por la libre intro- 
duce ión por parte del eoncesionariu de servicios especiales o 
precios de excepción paralelamente a las tarifas aprobadas y 
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a los servicien autorizadas". ln ¡r: "Ventafridn Víctor v. 
U uión Telefónica del lííu do ta Plata", Fallos: t, 1H4, pág. 306, 
en Jurisp. Arg, t. í>7, pág. 4tí3. Kc lee a su vez que "es condi- 
ción ínsita de todo acto de concesión que el titular ele ta fran- 
quicia en ejercicio de! servicio público que presta por enneesión 
del Estado, sólo puede obligar a los usuarios cuando existe un 
servicio o una modalidad del mismo administrativamente auto- 
rizados con su respectiva tarifa apruhada". Ver también LÍn:L- 
8A '* Derecho Administrativo", 3* edie. t. 1„ pág. 'iU. 

Pero conviene antes (pie nada insistir cu la lógica inter- 
pretación que Sé deriva del art. V.i dfi Ja lev 11.253, De los 
térmiuo» tlel misino resulta que los con cesionarios de servicios 
públicas sólo poilráu válidamente cobrar una suma cuino "ta* 
rifa", en cuanto la misma les baya sido aprobada, lo que quiere 
decir, invirtictido las términos, que por disposición legal ex- 
presa es menester cku aprobación previa para que la tarifa 
valga. 

Que el régimen inri hirió sea de competencia del poder 
administrador es algo que el suscripto no discute, pero también 
es indiscutible que el Congreso de la Nación a quien corres- 
ponde las facultades que establece el art. (i7 ines. 12, 10 y 28 
de la Constitución, puede periVelíimcnte en uso de las mismas 
estableeer ciertas reglas a Jas cuales debe ceñirse aquella com- 
petencia, y de las que no puede evadirse en los casos particula- 
res gracias a excepciones reglamentarías que alteran el espíri- 
tu de la ley — art. r¡G, inc. 2"—. El art. tlí examinado es una 
de «as reglas legales que Uli decreto no puede dejar sin efecto. 
No es posible prescindir ele los términos en (pie aparece redac- 
tado, pues la misma Suprema Corte ha declarado que. Fallas: 
T. 1S4, pág. ti:V> (setiembre 25 de VXKt) ''Las palabras, los 
tiempos y modos de los verbos, tiene su significado gramati- 
cal que ni los legisladores ni los jueces pueden modificar y 
menos para privar a los habitantes de derechos y garantías 
adquiridas al amparo de la correcta inteligencia de los tér- 
minos empleados por la ley...". 

De todo lo expuesto, el MiseripJo infiere, y así lo declara 
que los decretos cuestionados del Poder Kjecutivo cu cuanto 
validan con efecto retroactivo una tarifa no aprobada oportu- 
namente, esto es, antes de la prestación del servicio, son ile* 
(tales por opuesta» al art. I!l de la ley 11.253 y por lo tanto y 
al igual que el contrato no pueden ser tampoco invocados por 
la demandada eomn .sufieietit" arrúmenlo en pro de sus pre- 
tensiones. 

,->* Precisando a Ñu m.t.-s lo- '.'iniiii- del considerando ari 
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tenor el suscripto considera conven ion te afirmar de un modo 
explícito: 

'M Que ti)^ decretos cuestionados iki se oponen totalmente 
a 1» ley, su objeto es contrario a ella en cnanto a diferencia 
de lo que la ley dispone, validan "ex post tacto", tarifas no 
aprobadas. 

b) que el suscripto no juz?» de Ni justicia o razonabili- 
dad de las tarifas, sino sólo de la valide/ de im decreto que se 
nrguye contrario a una ley en la enal se funda un dereeho. En 
este sentido y entendiendo que es así, no liare sino aplicar el 
art. 'M y el H(¡, inc. T de la Constitución, que establecen, la 
jerarquía a observar entre las disposiciones emanadas de loa 

distintos poderes. 

e) Que j<» expuesto no impliea afirmar — el punto será 
estudiado más adelante— fpie una tarifa no pueda nanea apli- 
carse retroactivamente, ni tampoco considerar 'pie esa aplica- 
eióu aféete o no el derecho (te propiedad garantido por la 
Constitución, 

( r ) Lo expuesto tampoco impliea afirmar que todo pago 
deba ser devuelto automáticamente. Kn derecho administrativo 
juega también el principia del enriquecimiento .sin causa, que 
se invoca, sea para justificar un cobro o para oponerse a una 
repetición. Los cobros hechos por la Fiiión Telefónica son in- 
válidos en cnanto se vea en ellos la aplicación de una tarifa. 
Ahora bien, resultarían válidos en cuanto se demostrase que 
esos cobros han respondido n exigencias del .servicio (pie se ba 
prestado, y que por haberse prestado en forma especial se bn 
eneari'eido. Ks indiscutiblemente lo que ocurre con el sueldo 
de la telef aisla, el uso del conmutador y de los aparatos 
internos, pero estos ru liras no .se Iwin ¡m-hiído en l\ demanda, 
y antes bien, la nctora no los discute. X T o se ba demostrado 
cu cambio qtte el exceso de comunicaciones encareciera el ser- 
vicio ni en qué medid». Más aún, no se lia demostrado si el uso 
que de sus lineas generales hace el actor ha importado o no 
un exceso, en comparación a la fono» en que el común de la 
población utiliza el teléfono. Y no puede dejar de tenerse pre- 
sente que cada una de esas líneas (generales aben» ya, y con 
exclusión del número de comunicaciones, una tarifa" doble de 
la que paga el usuario vulgar. 

fi* Si los cobras efectuados por la compañía luidla que se 
dictaron los decretos de Hüt l y 1!>¡Ü). no podían causarse jurí- 
dicamente en el contrato celebrado entre las pnrtes según se 
lia espuesto en el considerando 1», ni tampoco en disposiciones 
legales y reglamentarias válidas, ui —por lo menos en la parte 
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en que .se repiten — en i;n enriquecimiento sin cansa, es lógico 
que derivaba para los actores « l dereiho de rejM'tirlos. Ese es 
un derecho propio, particular de cada uno de las usuarios. Xo 
m trata «l** una mera expectativa. Sostener tal o>s¡i importaría 
«ostener que todo «rédito no es derecho adquirido sino mera 
expectativa, Kl derecho lo Ini adquirido el usuario involunta- 
ria y aun inconscientemente al pajjar por error. Con el pago 
naré su derecho ■ art. 7S4 del Código Civil—. Que lo ejercite 
o no es COSO aparte, también puede no ejercitar el derecho que 
para > \ ili-riva.se de un contrato o de mi delito, y aún puede 
perderlo por preseripeWn debido a la falta do ejercicio; pero 
sostener por ello que el derecho nu ha nacido ivi existido carece 
de todo asidero, Kl pago indebido, sin causa, es fuente de obli- 
gaciones, y por lo mistan fuente de verdaderos derechos y no 

sólo de expectativas. Ese derecho, fuera de todo género de duda, 
eonsiitiiye un interés a preciable en dinero y como tal suscep- 
tible de la garantía constitucional de la propiedad. — art. 17, 
que eoion lo lia declarado la Kxema. Suprema Corte en reite- 
rados fallos "comprende todos los intereses apreciabas que 

un hombre puede poseer fuera de sí mismo, fuera de BU vida 
v de SU libertad". Ver Fallos: T. 187. pá«. 30!) i julio :tl de 
1940'j ¡ T. ITs, piijr. ¡i 1.1 (setiembre 1" de 111:57} ■ T. 17<i. |iátr. 
2li (1" de .setiembre d<> V.W, • T. ITiR. pájr. 4H— . I'n crédito 
eoiuo el que pop repetición de pago indebido poseía e! aetor 
contra ln demandada integra sin duda el eoneep,o constitucio- 
nal de propiedad; y siendo así y aún cuando el principio de 
no retroaetividad consagrado en el art. 3'' del Cód. Civil es 
meramente legislativo, una ley cualquiera no podría pnr^ el 
liólo hecho de titularse retroactiva privado de dicho crédito. 
Ver Corle Suprema, Fallos; T. 137, pag. 2Í>4; T. 1*0. pñ» 1H 
f febrero 11 de líWSi , T. 1S-1, pájr. f»S!t í setiembre 1S de 19:10) ; 
T. 1(¡7. páü. 7 inoviemhre 2H de 1032) y la eficacia que no lo 
asiste ,i muí ley, no puede acompañar a un decreto, por máfl 
que el mismo a estar a mis término* se dicte no para privar 
a les usuarios de un derecho patrimonial, sino para convalidar 
o confirmar bw pairos que ésto* hicieran al concesionario — 
ver Cámara Federal déla Capital. .Jurisp, Arg„ t. 11. páir, 282. 

Si la EJhtdn Te le fúiiica no tenía derecho a exigir tales 
pairos, uingutia ley o derretí! podía haberle suministrado con 
nica tice retroactivo ese derecho, y ninguna ley o decreto puede 
por fa misma razón, suministrarle e| 'tem-hn de retener los 
dichos panos .(poniéndose a su repetición. Kl solo hecho del 
pairo, desprovisto de causa juríilica, no es bastante para dis- 
tinguir una sil nación ,1*. la otra. Desde este punto de vista 
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cabe considerar que los decretas cuestionado** son inconstitu- 
cíiiruili's, por cuanto afectan La lm nmt ia que consagra el art. 
17 do la Constitución Nacional, y siembre cu cuanto validan 
cobros hechos con anlcnuridaii a la fecha en que se dictaron. 
Supongamos por un linimento que fuera posible determinar 
cnii cxarlitnd el uso epio cada ahuilado de la Cníón Telefónica 
ha hecho de su aparato en los últimos cinco años, /dejaría 
alguien de considerar atentatorio al derecho de propiedad una 
tarifa apr obada con carácter reí ruad i vn por el Poder Ejecu- 
tivo y M"_ r ún la cual se debiera abonar un exceden! e por cada 
comunicación durante iwos cinco años (pie excediese de las tres- 
cientas mensuales.' Se argüirá que cu el easo de autos existe dtí 
por mediu un contrato, pero según la recordada jurisprudencia 
de la Curte, ésle es absolutamente nulo y no puede «crvir de 
causa jurídica suficiente. Porque la limitación «pie la garantía 
constitución id de la propiedad establece a la retroaetividad 
posible de las leyes, vale no .sólo en materia civil sino también 
en materia administrativa Suprema Corte, Fallos: T. 187, 
páü. 309 (julio :n de 1040} ; T. 184, páj?. 632 (25 de setiembre 
de VXiU) : T. 15.-1, fjSg. 2fl«. 

Aquí también ijuier* ni suscripto dejar sentado cpie no 
juzga tic la tarifa en sí, cosa que escapa a «ll competencia, pero 

sí de !a repercusión rpie la aprobación < carácter retroactivo 

de la misma pueda acarrear sobre el derecho de propiedad, y 
en i'slc punto afirma y reivindica expresamente tal competencia. 

7" No ignora el suscripto que en el fallo recaído in re: 
" Veutafrida, % 1S4, pág. ::oi¡. tantas veces recordado en esta 
sentencia y por las partes, la Suprema Curte rr/i/ñví el decreto de 
1934 cuya* ilegalidad e inconstitucional ¡dad se ha considerado en 
los considerandos I", o" y ti" La parle demandada haciendo una 
interpretación abusiva de ese fallo, pretende además que c«m el 
mismo el alto tribunal quiso indicar ¡d Ejecutivo la necesidad 
de aprobar y con efecto retroactivo las tarifas por servicios espe- 
ciales. IVro'aquí también es menester tener presente algunas cir- 
cunstancias. 

A ) En el caso citado ta tarifa correspondía a una moda- 
lidad del servicio trataba de un conmutador — mientras 
que en el présenle, como hemos dicho rio se trata cu la apli- 
cación de la tarifa por comunicaciones adicionales, de ta retri- 
bución de servicio especial ninguno. 

ID IVro lo (pie es mucho más importante [aira ilustrar 
el alcance del citado fallo, es que el actor en el recordado 
juicio se limitó a demandar por repetición, sin plantear en 
momento alguno la "uest ión de la í7*'0ri/mV; a htcomtitucio- 
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nalidad dd decreto como puede comprobarse examinando loa 
auto» que lian sido sol ir i tintos por t'l Miscripto como medida 
para mejor proveer. Esto es lo (pie explica la simple aplica- 
ción que del decreto liare et alto tribunal sin analizar latupoeo 
su ilegalidad o incoustilucionalidad, fríes no es lógico que de 
oficio entrara al planteamiento de estas cuestiones. 

(') Todos loa pasajes y fallos de la Kxcuui. Suprema 
Corte citados di esta sentencia conducen por una recta vía 
interpretativa a la solución n ipte en la misma se llepa, y mt 
Hería lógico abandonar lo que eoiulituye todo un sistema eolio 
rente de interpretación, por aferrarse a una solución particu- 
lar cuya razón de serse explica lM*rfeetaiüéilte por la forma en 
lino el juicio se planteo sepún se ha expuísto, 

l)j Sor.|t'n"r otra i-osa importaría afirma! la posibilidad 
de que en base al decreto cié lí>&9, la Unióu Telefónica dc- 
mandtiru a Veutnfrida por e{ uso de los servicios especíales 
posteriores al decreto de VXil y a nte rieres a la fecha del 
de líKÍJI, 110 obstante la sentencia di* la Corle que declaró que 

con posterioridad o aquella fecha, no tenía la demandada de- 
recho a »•>.!« r.i el- - ■- ■ ¡uvleilde nür Ven ; a !Vi< |u tu» i 1 >■! n ■ rj;i 

pagarlo?; pi>r-ip|.> cuenta fl »ú favor una Sentencia, i'llo cquivat- 
dría a Consagrar una desigualdad cal!*- usuarios nhl irados o 
no al pago según hubieren n -!■ »-, , ndado con 'interioridad 
a la fecha del decreta cuya aplicación retroactiva so cues- 
Clona, Ks que COMO ya se ha expuesto, et dereelio a no papar 
lardas ¡mpr den tos, y [>or ende el derecho a repetir lo papa- 
do en tal .■••th'iqil o. iT* un verdadero derecho, «pie no nace de su 
demanda ni aun de la sentencia, sino directa <' iuined ¡atañiente 
del papo. 

N" La aelora ataca asimismo al decreto »h*l 13 de noviem- 
bre de !!*'{!( en cuanto se refiere a mi aplicación para el futuro. 

A) Esgrime en primer hipar el art. íü d«* la Constitu- 
ción Nacional, por cuanto el decreto saueiunu l.i aplicación de 
tarifas desiguales. Es cierto que la Suprema Corte -ver Fa- 
llo*: t, 164, púg. 280— ha asimilado al efecto de la aplicación 
de dicho articulo, las tarifas, a las lasas percibidas por el 
Estado como retribución de servicios, peni no lo es menos que 
el mismo Tribunal ha declarado en innúmeras oportunidades 
que dicho principio constitucional sólo se viola cuando media 
entre aquellas que pretendan lili tratamiento igual, una igual- 
dad de circunstancian. l*u ri caso de autos el cobro de las 
comunicaciones excedentes sr impone a una determinada cate- 
goría ile usuarios del servicio, aquello** que poseen a su dis- 
posición una < tral privada. Podra nrpüirse que dicha tarifa 
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es injusta y demostrarle en mérito a los constancias que obran 
cu untas — pericia contable, documentos, ote. — que en virtud 
de su ii|)(ieaek»ii oí actor aparece más gravado que el común de 
!qs usuarios. Torio ello escapa ;i Ni órhiln del juxgador; fun- 
dada la «lilV rcnuia en las tarifas en rabones objetivan y no 
meramente subjetivas, el principio constitucional del art. 16 
queda a cubiorlft. 

Ii) Kl decreto de octubre v di' ÜMíS —cuyo texto figura 
en v\ folleto ile la Dirección de Correos corriente a fs. 207 
de estos aillos — determina en su art. 32 que "Kl régimen 
tarifiirio iti de comunicaciones ¡limitadas y no podían lo* por- 
nlisronaríOM cobrar sumas en concepto do comunicaciones cx- 
o'-tlenh-s", Esta primera parto del artículo conviene unotarlo 
mmipie sea de puso, suministra un otro argumento para la 
proeodenoia do la ropotioión, por lo menos entre la lecha (le 
su sanción y el 13 de noviembre de V.WJ, fecha eu que se dictó 
el decreto a i llamando ¡-I cobro de las cotamiicacionea exce- 
den íes. liste argumento valedero en si no ha sido considerado 
'*in externo" por entender el suscripto que eran suficientes 
*'N puertos cll Ins i-iinsider¿ind(w 1". y ti' para demostrar 

dicha procedencia. 

lia segunda parte de dicho art. :Í2 determina: "¡Si el I\ 
B. aprobara al permisiotiario el régimen de abono telefónico 
por servicio medido, es decir, la retribución de «cnerdo al uso 
que del mismo haga el alionado, deberá el pe emisionario pro- 
ceder a la instalación de medidores que registren ta cantidad 
de enmunicaeioiios establecidas desde el aparato on que SO ori- 
ginen. Kl pemiisíoíiarlo deberá "someter a la aprobación del 
í». V), el lípo de dispositivo ji emplear debiendo la Dirección 
General de fon-eos y Telégrafos informar acerca de su efi- 
r ¡ene i a v de la forum y condiciones en que debería ser efec- 
tuado el registro de dichas emnunieaeiones* tjue ese decreto 
1., enn*ideni en vi^-ncia .-1 I", Iv es algo rpie so desprende de 
las constancias del expediente administrativo N v MÜ.THfi del 
uño 1 !i 10 del .Ministerio del Interior el cual corre animismo 
agregado al presente. Tal expediento culminó en el decreto 
N"> 74"<i7 que obra n fs. 27 del misino y de fecha Ki do octu- 
bre de lililí; el considerando do dicho decreto indica que éste 
íie dicta "de conformidad con el art. !Í2 riel decreto tí* M.6ÍI8, 
de - r i de octubre de 1036. Y el art. 1* in finé eslableoc, luego 
de aprobar la memoria rleseripla y pimíos do los medidores, 
que el uso de éstos v las formas de sus comunicaciones quedan 
sujetas al decreto Ñ v fll.fiíW. de ñ de octlllire de lW* 

C) Si como lo dice el ine. I" del art. 21 H del Códig* de 
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Comercio estableciendo un precepto do interpretación aplica- 
ble por analogía al caso do aulas "Los hechos de los contra- 
yentes subsiguientes al cíirit ralo que tengan relación con lo 
que se discute serán la mejor explicación de la intención de 
las partes til tiempo de celebrar el contrato''; es evidente qiie 
la presentación por parte de la Unión Telefónica de los planos 
y memorias correspondientes a los aparatos medidores; aun 
cuando fue ni Iteelia a requisición de la Dirección de fórreos, 
y la aprobación ] «restado por otra por el 1*. E. a dichos apa- 
ratos, demuestran claramente que el régimen de las comuni- 
caciones excedentes sólo podía imperar a partir de dicha apro- 
bación, lanío pon | uo así lo establecía el decreto del ¡5 ib* octu- 
bre de VXUl coma porque era necesario q«e así Fílese, por 
cuanto el control del cónccdcutc en el ejercicio del servicio 
pltblico, ipa' deriva de su irreniuii-iable poder de policía, se 
refiere, en materia de tarifas, no sólo a su monto, sino tam- 
bién a la furnia de medirse el .servicio, cuando In retribución 
del mismo guarda proporción con la mayor o menor intensi- 
dad con que fuera usado. 

1>> E| decreto del 13 de noviembre de eiiv texto 

obra .i i's, '¿'.y¿, no deroga c[ decreto del .1 de octubre de t$36. 
En otros puntos ese decreto tendrá vigencia inmediata, o sen 
a partir do- la fecha en que se lo dictó. En cuanto ese decreto 
se refiere a comunicaciones excedentes tenía el valor de aprobar 
en sí la tarifa, pero de todos modos para su aplicación, era 
necesario (pie se cumplieran previamente W requisitos del 
art. M2 del decreto fie l!>:¡tí. I na disposición obligatoria trá- 
tese de una ley o de un decretó, no deroga a otra anterior 
por la so|;i circunstancia de que la primera con temía una de- 
posición distinta. Para derogar la primera disposición es me- 
nester que la segunda lo diga expresamente, o que mis cláusulas 
sean opuestas 'o coi\t r<t rfos de tal modo ipie s,. excluya 

E) En la contestación dé la demanda — ver í'-s. lá-t — se 
arguye ta nulidad del decreto del ít de octubre de VXW por 
considerarlo opuesto al artículo 1" de la ley T.~»f) * en cuanto 
ésto determina que lo- telégrafos nacionales, y por ende los 
teléfonos. ley 110* - "•'stfui sujetos a las prescripciones de 

la presente ley y a los deinfin que dictare el Congreso con idén- 
tico objeto", Eí suscripto no entiende en qué [medí 1 fundarse 
la demandada para neirar al I*. E. la facultad de reglamentar 
tal ley. facultad que !c deriva no de la ley misma, sino del 
art. H¡¡. ¡no. 2* do la Constitución, l'odría impugnar el idealice 
del decreto por excesivo ti contradictorio a la ley. como lo 
tinco en cnanto aquél estábil un plazo dfi tres meses para que 
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nuevas iarifns puedan aplicarse, poro no el derecho a espedir 
esos decretos y reglamentos en cuanto fueran necesarios. 

F) Todo lo expuesto en el presente considerando lleva 
al suscripto íi la conclusión de que hasta la fei-'io del decreto 
dol Ib de octubre de 194% la demandada no pudo aplicar la 
tarifa establecida por el decreto de noviembre de lílíííl, y que 
e| actor tiene por lo tanto derecho a la repetición de lo abo- 
nado. 

D 9 Involucra el actor en su demanda el pedido de que «se 
declare por el Juez que no está obligado a realizar en lo anee- 
sivo el pairo por comunicaciones excedentes. Trabada la litis 
el día 'li't de agosto d<* 1 !>■!() — ver cargo del escrito de fs. 158 — t 
se produce el día 10 de octubre del mismo año el decreto fiel 
I\ K. por el que se aprueban los aparatos medidores de comu- 
nicaciones. La validez, legalidad, eonstitucioualidad de dicho 
decreto, no pueden juzgarse por haber quedado el mismo ajeno 
a bis términos de la litis. Pero como ese decreto se ha dictado 
y la prueba evidente de ello consta en ¡míos. H suscripto no 
pued*: prescindir del mismo. Y contó la presunción debo estar 
hasta que se eueslione y demuestre lo contrario a favor de la 
legalidad y eonstitucioualidad del deereto. debe entenderse 
que a partir de la fecha en que fuera d id a do. la acto ra no 
puede repetir los pagos que hubiere hecho n bieiesc pu ade- 
lante, dejando a salvo el derecho que tuviere fiara hacerlo valer 
oportunamente y citando expresamente atacara el deereto refe- 
rido. En otros términos, esta sentencia debe detenerse en sus 
efectos en bi feeba fiel citado decreto. 

Kn repetidas oportunidades hace argumento la de- 
mandada di- la circunstancia de no haber estad" Hln obligada 
a prestar los servicios en la forma en que lo hizo. Tal cosa 
no importa argumento jurídico alguno. Si estaba o no obli- 
gada a hacerlo, y si el poder Administrador podía contra su 
voluntad imponerle esa obligación es cosa discutible, peres que 
no está en discusión. Kn cambio, de la falta de obligación de 
¡ht.-Iiii' el -. i-vicio en la forma ya detallada, no cree el suscripto 
qtie. sin desmedro de los principios del derecho administrativo, 
pueda derivarse la obligación de pagar una tarifa no apro- 
bada. Y conviene record nr que ello no importa sancionar la 
prestación gratuita de un servicio, sino apirear una tarifa an- 
terior legal y constitucional, y ademas todavía reconocer ni 
concesionario el dereelio a reintegrai-se en lodos aquellos gas- 
téis cuya privación importaría para el usuario un enriqueci- 
miento sin cansa. 

Por lodo lo expuesto, fallo el presente, haciendo lugar a la 
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demanda y condenando a la tlriiiH mlíuln a devolver lo percibido 
en concepto do] eohro de comunicaciones expedentes desde dies 
años antes de la lecha de la inti rposieirm do la misma hasta 
ei día lli di 1 octubre do 11)40 — ver considerando !í" — con más 
bus intereso*! quo se liquidará a a partir de la not i f ilación de 
la demanda ni cuanto a U<s pairos anteriores a ésta, y desde 
la foeiifi >'n que fueron heehos ron respecto a los posteriores. 
Con coslaa, — fitina vrfo Sarmienta. 



Srl.VTLNt t \ bf. LA l'ÁMAÜA FKlUJtAI, 

Hílenos Aires. diciembre 1! de 1942. 

Y vistos: CoMsidentndO: 

Que de lites terminas ni que lia sido deducida la demanda 
resulta que ta actora persigne la devolución de una suma de 
dinero ipie en sil concepto habría pairado indebidamente, por 
entender que el contra lo e<'l«*brado con nmlivi* * hd servicio r\- 
tranrdiitario atendido por la compañía demandada, carece de 
validez lejjal y por lo tanto es nulo, en presencia de las dispo- 
siciones do bis leyes 750 1 ¿. HAS y 1 1 y de lo resucito 
por la Corte Suprema en casos análogos 

(¿no asimismo se arguye que los decretos dictados por el 
P. E. en marzo i!S y mayo "2A de HUÍ4 y en noviembre 13 
do 103!*. lo han sido contramando preceptos legales que ri^eu 
la materia y vulnerando fus garantías ipie consagran los arts. 
U» y 17 do la Conatitticlán Nacional 

Que la ('orto Suprema, en di versos fallos - entre oíros 
loa que ><■ registran en el t, \M f ps. 'JiUi y ¡Jll — ha dejado 
claramente establecido que en materia do cnnecMones, la facul- 
tad de contratar está subordinada al derecho público, ñute el 
cual debo ceder, "lai ro¡;ln do derecho civil según la cual los 
contratos privados forman para sus otorgantes ttna ley ñ la 
cual están sometiilos como a la ley misma, no funciona cuando 
una do las partes lia procedido violando Dirás leyes de carácter 
administrativo que la obligaban u solicitar previamente' la 
autorizfieii'e i para prestar el mu vicio y obtener a la vez la 
fijación del valor. Lon actos prohibidas por las leyes son de 
ningún vabtv para «| caso de eoni ra vención 'art. \*. ('. (*.)" 

(C, s.. t. 1H4. P , nifi). 

Que concesiones rumo la obtenida del IV Iv por la com- 
pañía demandada y el régimen d<- las mismas, se ludían doler- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 5J7 

m intuías por las leyes nacionales 4408, 750 y* y 11.253 y los 
decretos reglamentaria! (¡lie en consonancia con aquellas dicte 
el P. 11, La ley 4408 declara comprendidas en las disposicio- 
nes di 1 Jo ley 750 V-j. «obre l>'lógrafos nacionales, a las em- 
presas de telefono y acuerda al P. E. la facultad de autorizar 
l,i conexión de las líneas existentes o el p»l nbleeil|tiettti0 de 
otras nuevas y le otorga expresamente el derecho do ejercer 
sobre su instalación, funcionamiento y tarifas pal a et servicio 
públicn, el misino contralor que dispone la susodichn ley 750 % t 
la que, -i su turno, previene que las empresas concesionarias 
fijarán sus tarifas de acuerdo con el P. B M no podiendo co- 
brarse al público mayores ni menores tarifas que las que fue- 
ren aprobadas (leves 11.253 v 4408 ; Corte Suprema, t. 184, 
1». 312). 

Que por decreto de marzo 28 de 1ÍKÍ4. el P. E. reconoció 
a la compañía demamlnda el derecho a percibir el importe 
qtte hubiese facturado y que factura"!* por aquellos servicios 
conceptuados como "especiales" (entre los que se halla el pres- 
tado a la adora), en razón de no estar previstos en los ante- 
riores decrol oes de ni «yo 28 de P)!)7 y (fctulWC 10 de 1!>H>. aela- 
ramlo por el de mayo 24 de l!>:tl, que aquel reconocimiento se 
refería a hw. servicios prest ai tos hasta esa fecha inclusive. 

Que analizando estas decretos de marzo 28 y mayo 24 
de l!i:i4. la t'orle Suprema {t 18 1, p, :117) tiene declarado 
que la apreciación de la nutoridad administrativa acerca de 
la juslieia y razo Habilidad de fas la rilas a los fines d<* sn apro- 
bación, es 'por la ley 750'. facultad privativa del P. E. y 
éslc puede usarla lauto respecto del pasarlo, dieiéndolo expre- 
samente, COMO del porvenir, sin que los jueces tengan facultad 
para revisarlas dejándolas »ítt efecto o para modif icarias en 
cualquier sentido. 

Que en esla situación, resta examinar el decreto posterior 
dictado por el P. 10. en noviembre 13 de 1!?;i", al través de k 
interpretación y alcance dadns por ln ferie Suprema a los ya 
citados del ano 1934 

Que si por dicho decreto de 1039, ^- autorizó a la deman- 
dada íl continuar prestando servicios de los llamad» "espe- 
ciales" y se |e reconoció el derecho a percibir el importe ínte- 
gro a partir de] 28 de mar/o de 1ÍJ34 ten que se le autorizó 
a cobrar los anteriores a esa fecha)» es indudable que la com- 
pañía demandada ha podido percibir de la adora el importe 
de aquellos servicios prestados en virtud del convenio que 
celebrara en diciemhre de l!>23, 

(¿ne, en consecuencia, sólo queda por establecer sí Ior- 
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referidos tontos del P. E. vulneran las fíarantías consagradas 
por Ja Constitución Nacional. 

Que al respecto, cabe declarar que —conforme lo tiene 
establecido la jurmprudonoin— la garantía (pie consagra el 
art. Hi de la Constitución Nacional, no es otra cosa ipic el dere- 
cho ti que uct se esta ble zea u excepciones privilegios que ex- 
cluyan a anos do |o queso concede a otros en iguales condiciones 
o circunstancias. Kn el niwi de autos no .se ha demostrado ni 
resulta la existencia de una desigualdad de trato fjiie vulnere 
tal garantía. 

Tampoco resulta ni se ha drmnst rndo — como ln pretende 
la actora— que exista una apropiación o confiscación de la ri- 
queza del usuario sin ley ipu» l;i autorice, desde (pie, como que- 
da expuesto, la compañía demandada lia cobrado |ns .servicios 
prestados por ella de acuerdo a tarifas «pie el l\ E. —cu u.so 
de facultades que te muí privativas y (pie le confieren las leyes 
de la materia anim-i/ó ¡\ aplicar con efecto retroactivo. 

En Mi mérito, se revoca la sentencia apelada de fs 1117. y 
on consecuencia, se rechaza la demanda instaurada por la Casa 
Argentina Seherrer contra Cía. Cninu Telefónica <l«d líío de la 
Plata, sobro devolución de pesos. Sin costas, por no hallar 
vi tribunal mérito para mi imposición, dada la naturaleza de 
las cuestiones debatida». • - 'Carina >ld Campillo. — Ricarda 
Villar Palacio. — Curios Herrera. 



DlCTAJIESE HKT. PfiOCtJBADOS (¡KNKUAL 

Suprema Corte: 

Resulta admisible e>le n-curso extraordinario en 
cuanto se refiera a lu lacha tic meonstiSttcíownlídad, 
deducida por el recurrente contra decretos del V. K. 
Nacional. N'o lo es. y debe declararse mal eoneedid", en 
lo relativo :i las diversas cuestiones d>' hecho tpe tam- 
bién lia resuello tu sentencia materia del reeurun: ( ru- 
tarse o no de un servicio especial, y alegada desigual- 
dad do trato n los consumidores. 

Kl pleito tiene por causa mi convenio celebrado el 
8 de diciembre do ÍÜL'.'Í entre la Cmupañía l'niún Tolo- 
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f&liea y la firma Casa Argentina Stherrer y Cía., so- 
lí re instalación y aso de una pequeña oficina telefónica 
interna para el servicio de múltiples dependencias de 
la casa de comercio qw en esta ciudad tiene estableci- 
da dicha firma (fs. ^4). Por virtud de tal convenio, 
las comunicaciones externas sólo podrían hacerse des- 
de seis aparatos a nn tiempo; pero como los veintitrés 
teléfonos internos pudieran significar un trabajo más 
constante para esas seis líneas generales, establecióse 
un recargo de tarifa, tan prnulii como las comunica- 
ciones excedieran de cierto número. 

Durante largo tiempo Kelterrer y Cía. cumplieron 
ese convenio; pero en julio de 1!>40 lian acudido a la 
justicia federal pidiendo se les exonerara de la obli- 
gación de pagar el recargo y se condene a la compañía 
a devolverles lo cobrado por tal concepto desde diez 
años atrás {fs. 130). A su juicio, son inconstitucionales 
los decretos del Poder Ejecutivo que autorizaron di- 
chos cobros. Desestimada tal pretensión por i a Cámara 
Federal (fallo de fs. fríO), traen ahora el casi, a cono- 
cimiento de V. K. como tribunal revisor. 

Para su mejor análisis, pienso conviene contem- 
plar dos situaciones: la anterior a dichos decretos, y 
í a que se produjo después de ellos. 

Acerca de la primera, debe tenerse en cuenta que 
el art. :í.'í de la ley 750 i¿. (aplicable al servicio telefó- 
nico por ley 4408), y citado por V. E. en 174:410, es- 
tablece: "el contrato celebrado entre el expedidor de 
un telegrama y una administración teleg.áfici, será 
considerado como una locación de servicios, y aerá 
regido en sus consecuencias por los principios estable- 
cidos por las leyes generales para la regla mentación 
de este contrato, salvo las disposiciones especiales con- 
tenidas en la présenle ley". Al tiempe de celebrarse el 
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convenio motivo tío osle litigio, ninguna disposición 
prohibía que, pura servicios especiales, no previstos 
en dicha ley, se conviniera precio entre ios particulares 
y la compañía. 

Respecto de la segunda (le las situaciones legales 
a que acabo de aludir, he aquí Ion antecedentes. Por 
decreto X* 071(5 del JS de marzo de 1034 (fíol. Ofic., 
abril -4), el P. 10. reconoció ser <le legítimo pago algu- 
nas facturas presentadas al cobro por dicha compa- 
ñía* correspondientes a servicia especíales no tarifa- 
dos, y de un tipo equiparable ¡il de los ipie Sclierrer 
y Cía. reputan ilegales. Se facultó también « la coni- 
pafn'a liara enhrnr tales servicios, u otros no contení 
plr .os en los decretos tic mayo 2S de 1007 y octubre 
10 de 101 ll, hasta nuevo pronunciamiento del Ejecu- 
tivo. Por decreto ulterior (N* 4Ü.338, mayo 24 del mis- 
mo año Bol. Ofic.. junio 2."}) aclaróse que la autoriza- 
ción íenía efecto retroactivo. tJti tercer decreto (octubre 
5 de lft'iÜ), aprobó el ÜtuilomntttK agregado a*fs. 207, 
cuyo art. previno: "los peí-misionarios no podrán 
cobrar tarifas que no estén autorizadas por el P. K., 
ni realizar otros servicios que arpadlos cuyas tarifas 
les sean previamente aprobadas, siendo de ningún va- 
lor los contratos y cualquier clase de convenios que 
celebre e] pennisionurío con el usuario del servicio pú- 
blico sobre la realización y modalidades de éste, si no 
se obtiene antes Ja respectiva anuencia de la autoridad 
pennitente. otorgada en legal forma". Kl art. ."Í2, agre- 
gaba : "el régimen tarifario es de comunicaciones ili- 
mitadas, y no podran Los permisiounrios cobrar sumas 
en concepto de comunicaciones excedentea"; pero a 

continuación hizo la salvedad de i¡ I P. K. podría 

autorizar tarifas por servicio molido, <s1o es, los que 
t*e habían autorizado ya cíl 10;t4. Por fin, en 13 de 
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noviembre de 1íí;]í) ( un nuevo decreto (X v 4Ü.98;í f BoL 
Ofic., iiuvioml )!-(,■ i'O), teniendo cu cuenta que las pro- 
pias oficinas ilcl ¡Oslado requerían y utilizaban servi- 
cios especíales no furí futios, y que la compañía los 
prestaba asimismo a los particulares por requerimien- 
to de éstos» volvió n autorizar tules servicios, recono- 
ciendo el tío rocho a cobrarlos desde el l\S de marzo de 
KKM en adelante. ( 'onl'irmó, pues, [<> resuelto entonces. 

t¿a parte reearrente sostiene que ni los decretos 
de V.KU, n t el de ID.!!) pudieron validar cobros hacho» 
con anterioridad; y menos, atentas las prohibiciones 
contenidas ou el de 193G, 

A mi juicio, tal criterio es erróneo, porque; 

a) unda era preciso validar con anterioridad al 
decreto de VXtil, atenta ]a razón que ten^o díala 
con referencia a la sil nación contractual ante- 
rior ni dec re lo de \*XU ; 

M \. I\. tiene ileciditlo ipie este úftiiuo decreto 
pudo (hir validez a los cobros contractuales 
anteriores ( 184 í'HíG) ; 
c) idéntico motivo existe, entonces, para admitir 
que pudo validarse, por el decreto de VX\9 t la 
tarifa convenida por las partes. 
A mérito de ellas, y dando por reproducidas a for- 
titiii, los fundamentos del fallo tic la Cámara, pienso 

que correspond afirmarlo en enante pudo ser mate- 

ría de recurso. 

Buenos Aires* marzo ló de 
Juan Airare*. 
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FALLO DK LA CUÜTL SHMiKMA 

4 

li líenos Aires, JU de diciembre de 1943. 

Y vistos: Kl presente recurso extraordinario dedu- 
cido por (\ 11. Sclien er y Cía. en autos contra la Com- 
pañía Unión Telefónica de! líío de la Plata Ltda. por 
devolución de pesos ; y 

Considerando: 

JJlte de acuerdo con lo dh-lnminado por el Sr. Pro- 
cnrador Genera] de la Nación, el recurso extraordinario 
procede ya que se ha sostenido en el litigio la inconsti- 
tucional idad de ciertos decretos del P. K. y la sentencia 
definitiva lia declarado su validez frente a las garantías 
de los arts. 16" y 17 invocados por el apelante. 

Que se tía probado en autos la existencia de un 
contrato celebrado el 8 de diciembre de lírj;i, mediante 
el eual se instalaron en la casa de comercio de la socie- 
dad actora *J3 teléfonos internos en diversas oficina?, 
comunicados cou las líneas generales, y, para mayor 
comodidad del cliente así como para evitar pérdida de 
tiempo al personal » directores, se puso un conmutador 
privado a cargo de una telefonista, que permite j. la 
persona que llama ser atendida por cualquiera de las 
seis líneas generales instaladas en la casa, poniéndose 
cu la guía un solo número. 

Qne el actor desconoce ;i la empresa el derecho de 
cobrarle la tarifa pactada en el susodicho contrato por 
exceso de comunicaciones (servicio especial) desde diez 
años antes de entablada la demanda, no obstante pro- 
mediar la doble circunstancia de existir un acuerdo de 
voluntades sobre ese servicio especial y de haber pa- 
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gado sin observación alguna durante ese mismo tiem- 
po. Pina obtenerlo, fuera de la ilegalidad, sostiene ser 
inconstitucionales los decretos do] 2S de marzo y acla- 
ratorio del 24 de mayo de WU y 13 de noviembre 
de 1939, vii cuanto validan cobros por comunicaciones 
adicionales. 

Que con este punto de partida, las cuestiones de 
orden constitucional que debe analizar este Tribunal 
se reducen a las siguientes: aj determinar si la empre- 
sa de la nuóu Telefónica ha violado el principio del 
art. 1(> de ta Constitución en contra de un grupo de usua- 
rios a causa de la omisión del contralor público a su 
respecto o si el mismo precepto lia sido allanado por 
una clasificación arbitraria en la cual se pretende ba- 
sar la tarifa objetada; b) investigar si se ba viciado 
el art 17 de la Carta Fundamental al autorizar el cobro 
de una tarifa sin prestar servicio alguno, o, si se lo repu- 
tara un simple aumento, ha podido dársele efecto re- 
troactivo. 

Que es cierto que esta Corte ba declarado que la 
tasa, es decir el valor del servicio percibido por el 
concesionario, no es un precio sujeto a las leyes de la 
oferta y la demanda, ni al mero arbitrio de aquél, sino 
la retribución de un servicio público regulado por la 
administración y sujeto, como los impuestos, al prin- 
cipio general del art. 16 de la Constitución. 

Pero esta consecuencia no impide que la tarifa de- 
ba ser proporcionada a la amplitud del servicio pres- 
tado. Y tal amplitud puede bien obtenerse mediante 
el sistema de los servicios especiales, siempre que tales 
servicios sean admitidos y tarifados por el poder pú- 
blico, como lia ocurrido en el caso actual. El art. 32 del 
decreto de 5 de octubre del año ÍÍWÍ, al señalar que el 
régimen tarifario es de comunicaciones ilimitadas, es- 
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ableee una norma general de la cual solo puede sa- 
lirse mediante un servido especial sometido a una 
tarifa del mismo carácter, uno y oirá, controlados y 
autorizados por el poder público. 

El principio de igualdad, tal como lo lia concebido 
esta Corte en fallos reiterados, no estaría comprome- 
tido pues ti,do usuario tiene el derecho, en vista de sus 
propiiis necesidades, de añadir al servicio ordinario 
uno especial que lo complemente y amplíe bajo el con- 
tralor del Estado. Para tales easos no regiría el prin- 
cipio del susodicho art. 32, según el cual el número de 
comunicaciones es ilimitado. 

Que Ja parte netnra admite que el P. E. puede mo- 
dificar las bases técnicas sobre las cuales se apoya la 
fijación de tarifas, pero niega que la discriminación 
hecha sobre la base de las actividades del comercio, do 
la banca o de la industria pueda autorizar la modifi- 
cación del principio de que el número de comunicacio- 
nes puede limitarse acerca de los nsnarios que ejerzan 
alguna de aquellas actividades. 

Que, fuera de que la apreciación sobre el particu- 
lar es de facultad exclusiva del poder administrador, 
puede afirmarse que, establecido, como se baila en autos, 
que no se trata de un servicio telefónico normal o común 
sino de una verdadera oficina telefónica instalada en 
una casa de comercio con características propias, el 
principio de igualdad sólo habría podido quedar des- 
conocido demostrando que en establecimientos de la 
misma característica hubiera cobrado una tarifa distinta 
de la aplicada a otro que se encontrase en el mismo caso. 

Que no siendo la garantía del art. 16 otra cosa que 
el derecho a exigir que no se establezcan excepciones o 
privilegios que excluyan a unos de lo que se acuerda a 
otros en iguales condiciones o circunstancias, mal puede 
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decirse quo promedie desigualdad de trato cuando la 
diferencia en el régimen tarifario es oí resultado de con- 
diciones de cierta naturaleza constituidas en servicios 
especiales por la autoridad administrativa y solicitados 
por l'I p opio usuario a causa, precisamente, de inter- 
pretar las exigencias de sus actividades. 

Que en cuanto al pedido de inconstitucionalidad de 
los decretos de 28 de marzo de 1934, el subsiguiente 
aclaratorio de 24 de mayo y el de 13 de noviembre de 
1ÍJ3Í) a causa do contrariar ios principios del art 17 do 
Ja Carta Fundamental debe ser también desestimado 
por Jos siguientes motivos. Desde Juego no puede de- 
cirse con razón que falta el servicio público en cuya vir- 
tud so lia aplicado la tarifa; tal servicio es real y el 
propio actor se adelanta a reconocerlo así cuando de- 
clara, a fs. 130 vta., que con la instalación del conmuta- 
dor privado se buscaba 4 'la mayor comodidad del clien- 
te y también evitar pérdida de tiempo al personal y 
directores". Parece elemental que, para cualquier casa 
de comercio, la comodidad del cliente y la economía de 
tiempo en el personal y directores constituye un servicio 
de incuestionable valor y susceptible, por consiguiente, 
de ser furifado y medido. Esa instalación no será indis- 
pensable para prestar el servicio telefónico normal o 
común, pero tratándose de grandes oficinas, bancos y 
casas de comercio sus actividades pueden requerir una 
técnica diferente y un concepto distinto en las caracte- 
rísticas do la comunicación telefónica. 

Que esta Corte ha reconocido la legalidad de la acti- 
tud del P. E. al sancionar la existencia de un servicio 
especial y de la tarifa correspondiente —184, 306—. En 
el presente caso tul reconocí miento existe respecto de 
la que es objeto de este litigio (fs. 292 y fs. 208). 

Que no es siquiera concebible que la aprobación de 
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la autoridad administrativa acerca de la existencia de 
un servicio especial y de las correspondientes tarifas 
baya sido heelia sobro la base de servicios inexistentes, 
afirmación que sirve de antecedente a la objeción de 
meoustituciounlidad. 

Que, por lo demás, esta Corte lia declarado que la 
apreciación de la autoridad administrativa acerca de la 
justicia y de la razonabilidad de las tarifas no puede 
ser revista por los jueces, toda rez que ello es facultad 
privativa del i\ E. y en tul caso, siu duda, se encuentra 
el carero correspondiente a las comunicaciones adiciona- 
les admitidos por ei P. E. y aceptadas por el actor, sin 
duda» como elemento compensatorio dentro de la tarifa 
asignada a ese servicio especial 

Que el art. 41) de la ley 11.253, ni por su letra ni por 
su espíritu, autoriza ta interpretación en cuya virtud 
se deben declarar nulos los decretos del Poder Ejecuti- 
vo destinados a dar validez con efecto retroactivo a las 
tarifas aplicadas. El artículo en cuestión requiere, tra- 
tándose de servicios públicos, tarifas aprobadas simple- 
mente y si bien la norma general del derecbo adminis- 
trativo aconsejaría que ellas s¡e fijaran con antelación 
a la iniciación del servicio público, nada obsta legal- 
mente para que en circunstancias particulares se diera 
a la tarifa efecto retroactivo. Tal ocurriría en la hipó- 
tesis de que el servicio hubiera comenzado a prestarse 
en el bocbo alirún tiempo antes de Ja aprobación por can- 
sa de demoras en In tramitación; o por otras razones de 
igual orden. Claro está siempre que, como en el caso, 
promediara el consentimiento del usuario y, sobre todo, 
se tratara de servicios esj»eciales solicitados por el de- 
mandantc y pairados basta su aprobación por el Gobier- 
no al mismo precio en que la tarifa fue fijada. 

Que cu tales condiciones podría bien decirse que, 
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bajo el punto de vista de las consecuencias efectivas, 
quien habría sitio en realidad privado de su derecho de 
propiedad sería el concesionario que presto el servicio, 
antes que el usuario que gozó de él. 

Por estos fundamentos, los concordantes del dicta- 
men del señor Procurador General y los expuestos por 
esta Corte en los Tallos dé] tomo 184, págs. 280 y 306, ae 
confirma en todas sus partes la sentencia apelada de la 
Cámara Federal de la Capí i ni en aquello que lia podido 
ser materia del recurso, llágase saber y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

KoBKUTO KKPKTTO — ANTONIO Sa- 

oaksa — Luis Linares — B. 
A, Nazaii A nc bohena — P. 
Ramos M::jía. 



JTAXA SZWOROBD DE ADAMCZXK v. CAJA HE JUBI- 
LACIONES DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JUBILACION. 

En el c«m> do servicios mixtos, el beneficio rqnivnlente ni 
ñ * ¡ (I,* las sueldos [ítMvihidos por el afiliado lalleeido que 
no deja denvho n pensión, debe ser 
ni ente en cudii erija (*). 



BAXf'O ESPAÑOL DEL lfíO T)K LA PLATA v. CAJA DE 
Jl-RILACIOXES UE EMPLEADOS HAXCARIOS 

JUBILACION m EMPLEADOS BASCAMOS: Fatulos de la 
Cajo, 

L;is utilidades distribuidas por el Raneo Español del Río 
de la Plata entre las miembros del directorio como reniu- 



(i) 20 dv divirailw ilo 1943. Fnlti»: 170, 300. 
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neración, deben ser consideradas como sueldos a los efec- 
tos de los aportes que aquél debe efectuar conforme a la 
ley 11.575 



LUISA L. FIGUEHOA v. NACION' ARGENTINA 

PEXStOSf S Aflf.lTA Itl'S: Kspetliriomrins al desierto. 

Las leyiw 10.31.1 y 11.2f>:] un dispusieron la revisión de las 
decisión™ firmes dictadas por el P. E. en ueo de facul- 
tades regladas en cnanto reconocían o desconocían la cali- 
dad de expedicionarioa al desierto. 

ACTOS A DMLS fSTHA TI VOS. 

El decreto firme por el cual el P. E., en uso de facultades 
rejrladas, deniega o recoito, e la calillad de expedicionario 
al desierto, no puede ser modificado por otro para acor- 
darla o desconocerla, sin violación de la cosa juzgada ad- 
miiiistiativa. 

ACTOS ADMIMSTRA Ti Vos. 

Es vtolatorio de la cosa juzgada administrativa y nulo el 
decreto por el cual, desconociéndose la calidad de expedi- 
cionario al desierto reconocida al cansante por un decre- 
to anterior, se priva a su hija de la pensión que con arre- 
glo a las leyes 10.315 y 11.293 le fué acordada por reso- 
lución ministerial y hecha efectiva hasta la fecha de la 
revocación. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1943. 

Y vistos: Las recursos ordinarios de nulidad y ape- 
lación interpuestos por T>a. Luisa Laureiitína Figueroa 



(i) 20 i« ilícinahrc d* 1943. Fallos: 1C3, ,150; 163, 217; 182, SJ ; 
185, 63; 18fi, 349 y 465; 192, 200. 
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contra el fallo de la Cámara Federal de la Capital, que 
desestima su demanda por reintegro de pensión como 
hija del maquinista de la Armada y expedicionario al 
desierto D. Anatolio Figueroa; y 

Considerando: 

Por decreto de 21 de noviembre de 1892, firmado 
por el Presidente de la República Dr. Luis Sáenz Peña 
y su Ministro de Guerra y Marina General Dr. Benja- 
mín Victorien, se concedió al maquinista de la Armada 
D. Anatolio Figueroa los premios que establece la ley 
1602, de 24 de julio de 1885, para los que desempeñaban 
cargos militares cuando se efectuó la "Campaña de loa 
Ancles"; y ese decreto se f mdó en los datos suminis- 
trados por el Jefe del Archivo General del Ministerio 
de Marina; el testimonio del entonces Capitán de Navio 
D. Rafael Blanco, comandante de la nave de guerra 
Uruguay, donde Figueroa prestó los servicios a que 
se refiere el decreto premeneionado; y oí dictamen fa- 
vorable del Auditor de Marina (fs. 41 a 47 del expedien- 
te administrativo acompañado sin acumular a estos 
autos). 

Esa situación no fué conmovida por ninguna reso- 
lución ejecutiva o judicial en vida de Figueroa, quien 
pasó a retiro con el goce íntegro de su sueldo por haber 
prestado más de tr/einta años de servicios y a su muer- 
te se le acordó la pensión consiguiente a su única hija, 
Luisa Laurentina Figueroa (decreto de octubre 26 
de 1909, fs. 16 vía. del expediente administrativo). 

Sancionndas y promulgadas las leyes 10.315 y 
11.293 en favor de las viudas e hijas solteras de los 
expedicionarios del desierto, la señorita Figueroa so- 
licitó sus beneficios — fs. 55— y, después de discrepan- 
tes criterios en las autoridades del Ministerio, la seño- 



550 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



rita Figueron fxá incorporado, por resolución minis- 
terial, a la calillad de beneficiaría como hija de 
expedicionario al desierto, invocándose el caso similar 
del marino Rafael Carrasco, titular de premios como 
expedicionario, y del Contralmirante Rafael Blanco, 
Comandante de la Cro^uay y del maquinista en ella 
Anatolio Figueroa fs. 55, 64 y (¡G vta. 

Desde 1U25 la mencionada pensionista recibió el 
premio complementario de las leyes 10.315 y 11. 29t\ t 
no obstante no existir en su favor decreto del Poder 
Ejecutivo; pero a raíz de la investigación y del dicta- 
men —en mayoría— de la Comisión Revisora de Pen- 
siones Militares de feclia 23 de septiembre de 1038, el 
Ministro de Marina, ratificado luego por el Poder Eje- 
cutivo, dejó sin efecto la resolución ministerial de 29 de 
enero de 1925 -fs. 117 y 127 del expediente admi- 
nistrativo. 

El fallo recurrido se funda en que no bay cosa juz- 
gada en lo atinente a la resolución ministerial de 1925. 
porque la solución del caso disentido en autos corres- 
pondía al Poder Ejecutivo y no ¡t uno cualquiera de sus 
Ministros, de mnnera que no es aplicable la constante 
jurisprudeneia de esta Corte; y en que el causante no 
ha prestado servicios en ninguna de las campañas del 
desierto; pero se ha omitido — lo mismo que en pri- 
mera instancia — considerar el valor del decreto de 
21 de noviembre de lSWi, (J m> declara que Anatolio 
Figueroa prestó servicios en la Campaña del Desierto 
y se le acuerdan, como consecuencia, los premios fija- 
dos por la ley 1(102. Es ésa una resolución firme, sin 
vicios de nulidad, que se pronuncia en un reclamo fun- 
dado en ley y no se funda en el mero y amplío arbitrio 
del orden puramente administrativo; es una resolución 
del mismo carácter de las que consideró esta Corte en 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



551 



los casos Carinan de Cantón (Fallos: 175, 368); Bá- 
rrelo (Fallos: 170, 427) Amigorena (Fallos: 181, 224); 
Ferrini (Fallos: 182, 67); Vila (Fallos: 188, 136) j 
Costa (Fallos: 193, 251) y muchos otros. 

Las leyes posteriores minis. 10.315 y 11.21)3 no im- 
pusieron la revisión de las decisiones firmes dictadas 
por el P. E. en uso de facultados regladas, en cuanto 
reconocían o desconocían la calidad de expedicionarios 
del desierto y así como habría sido nula toda resolu- 
ción ministerial o decreto del P. E. que, después de un 
decreto anterior, firme, denegatorio de la calidad prc- 
mencionada, lo rectificara para beneficiar al postulan- 
te (doctrina de Fallos: 18G, 391; 194, 125 y 254) del 
mismo modo, no ha podido rectificarse la resolución 
de 1892 por defectos y contradicciones ?ntre las cons- 
tancias de los archivos y la categórica afirmación de 
un marino de alta graduación y, como ningún otro, 
conocedor del asunto. La Corte ha comprobado que los 
archivos no siempre dan hi noticia auténtica de los he- 
chos (caso del telegrafista Ventura O. Charlin, expe- 
dicionario del desierto con el General Villegas en el 
año 1S82, Fallos: 172, 107); y si Blanco, comandando 
la Uruguay realizó las operaciones qne menciona a fs. 45 
del expediente administrativo en las épocas de la ex- 
pedición al desierto iqué hizo el maquinista Figueroa 
que estaba en su nave y a sus órdenes y que fué cons- 
tante en sus servicios? 

Kn su mérito y concorda ni es del recurrente, se re- 
voca la resolución apelada y se hace lugar a la deman- 
da de fs. 2, declarándose que debe reintegrarse a la 
acto ra el goce de los beneficios de que disfrutaba de 
acuerdo a las leyes mims. 10.315 y 11.393 como hija 
del expedicionario al desierto T). Anatolio Figueroa y 
pagársele el importe de las pensiones que dejó de per- 
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cibir, con intereses desde la notificación de la demanda, 
sin costas. Notifíquese y devuélvanse al tribunal de 
procedencia ¡ repóngase el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

OAHXA — LUIS LlNAHES — F. 

Ramos Mejía. 



PEDRO CUERVO OONZALEJ5 v. PROVINCIA DE 

BUENOS AIRES 

AfíUAS CORRIENTES, 

No habiendo probado el actor que chímate los años por 
los cuales se le ha cobrado el fn-avainen establecido por la 
ley 3832 de la Provincia de Buenos Aires euva repetición 
demanda, no haya podido obtener ln conexión de las cañe- 
rías de ñgua corriente con las de su propiedad por la ca- 
prichona denegación de los empleados provinciales, ni que 
haya usado I™ recursos administrntivos pertinentes para 
obtenerla, y estableciendo el art 12 de la mencionada 
ley que el servicio de npruns corrientes es obligatorio den- 
tro del radio en que está comprendido el inmueble y que 
el importe de las tarifas que fija el P. E. t deberá pajaree 
desde el momento en que se libren bis obras al servicio 
publico, estén o no instalada* bis cañerías internas y cons- 
truidas las obras domiciliarias, debe rechaznr.se la' acción 
de repetición fundada en que se le ha cobrad» un servicio 
que nunca le fué prestado (»). 



PEDRO SOLER NUNEZ v. PROVINCIA DE JUJUY 
PAGO: Pago con protesta. Forma. 

Es ineficaz y no autoriza a demandar la repetición de los 
impuestos a que se refiere, ía protesta que se limita a ex- 



O) 23 do diciembre do 1943. fritas: 170, 233; 184, 331. 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 553 

presar que realiza pagos "bajo protesta reservándose los 
derechos a que tuviere lugar para gestionar la devolución 
de los mismos", sin contener impugnación alguna concre- 
ta respecto de la validez del gravamen (*), 



JULIA MARQUEZ DE GONZALEZ v. NACION 

ARGENTINA 

PRESCRIPCION: Prescripción de acciones en particular. Civil. Ac- 
< í<í nes p rene rip t ibles. 

Prescribo a las diez nños la acción tendiente a obtener el 
reconocimiento del derecho a la pensión prevista en el 
art. 12, ine. 3', tít. IV, de la ley 4856. 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de militares. 

Las deudos de un militar retirado y vuelto transitoria- 
mente a la actividad que fallece a consecuencia de actos 
del servicio, tienen derecho a la pensión prevista en el 
art. 12, inc 3°, tít. IV, de la ley 4856, y el decreto que 
la acuerda por considerar acreditada dicha circunstancia 
no es absolutamente nulo, sino tan sólo anulahle sí hubiese 
mediado error de hecho. 

ACTOS A DMINISTRATIVOS. 

El decreto por el cual, considerando probado que un mili- 
tar retirado vuelto transitoriamente a la actividad ha 
fallecido a consecuencia de actos del servicio, el P. E. 
reforma uno anterior que acordaba a los deudos la pen- 
sión prevista en el art, 12, inc. 4*, tít. IV, de la ley 4856, 
y les concede la que establece el inc. 3' del citado artículo, 
tiene fuerza de cosa juzgada y no puede ser validamente 
revocado por otro, no obstante haber sido oportunamente 
observado por la Contaduría General de la Nación ai, de- 
vuelto el expediente a dicha repartición por orden del 
Ministerio de Marina, aquélla no insistió y consintió que 
los beneficiarios percibieran durante anos el respectivo be- 
neficio. 



(»> 22 ñe diciembre de 19Í3. Fallos: 182, 218: 183, *62: 185, 24i: 
1SG, 04; IDO, 277. ' ' * • ' ™ 
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PBESCniFClOS: Prenripcióu de aceioue, m particular. Civil Ac 
dones prexcriptibie*. 

Preseriho a los tíos a fu* lu arción para obtener la nulidad 
de un decreto de] P. E. fundada en el error. 

PRESCRIPCION: interrupción, 

Ltt interposición de una demanda contra la Nación antes 
de haberse cumplido los requisitos exigidos por Itis leyes 
3952 y ll.n'34 interrumpo la prescripción. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, octubre 5 de 1942. 

Y th Para resolver estos autos caratulados; "Már- 
quez de ' utzáJez contra Gobierno de la Nación sobre pensión" 
de Jos que resulta: 

1* Que a te. 1 se presenta Ja aetnra deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación para que 
se le reconozca una diferencia de pensión que ha percibido de 
menos desde el año 1034 y se 1c abone la suma que por ese 
concepto se 1c hn dejado de pagar, en mérito de las siguientes 
consideraciones: 

Dice que es viuda del Contador de Primera de la Armada 
Nacional D, C los Z. González, fallecido el 21 de setiembre 
de 1921. Que por decreto del P. E, del ano 1Í123 se le acorrió 
el pairo de las .los terceras partos del sueldo correspondiente 
al causante úV conformidad con lo dispuesto por los arts. 15 
y Ifi tír. tlí de Ja ley 4S">(¡. Que posteriormente por decreto 
del ano 1934 Í3 de abril | se dejó sin efecto el anterior y se 
le redujo la pensión acordada de $ 373.33 a $ 1".4.S0,* La 
diferencia anotada es lo que se reclama en esta demanda. Se 
sostiene que el P. K. no luí podido válidamente v sin violar las 
garantías previstas en los arts. 17 y 18 de ín Constitución 
Nacional, dejar sin efecto el decreto del año Ií>23. Cita abun- 
dante jurisprudencia que hace a su derecho v pide cu defi- 
nitiva que se le reintegre su luiber de pensión desde la fecha 
del decreto último, con intereses y castas. 

2* "Declarada la competencia de] Juzgado y corrido trflf, 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
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del ramo, a fs, 15 fie presenta el Procurador Fiscal Dr. Gus- 
tavo Caraballo, contestando y dice; 

Que Ja demanda es improcedente. Afirma que la enfer- 
medad que incapacitó al causante — Carlas González no auto- 
riza a obtener los beneficios previstos por los arta. 15 y 16 
tít. II l de la ley 4856 rxtremo que el P. E. reconoció al dictar 
el decreto del año lírüí el que luó observado por la Contaduría 
de la Nación. Se señala que en ef caso la facultad ejecutiva 
no es discrecional, sino reblada y que en consecuencia el bene- 
ficio acordado debe ajustarse a la ley que ri K e el caso. Se 
afirma que de acuerdo a ello se evidencia la validez del de- 
creto del año 1023 que se invoca como fundamento de la 
demamk y que la nulidad que lo afecta es absoluta e insana- 
ble (art, 1047 C, Civil), Opone la prescripción autorizada por 
el art. 40.10 del mismo código respeeto a la acción intentada 
en cuanto persigue la nulidad del decreto del año 1934 (3 de 
abril) y subsidiariamente opone también la prescripción quin- 
quenal (art. 4027 ine. 3' Cód. eiU en lo que respecta a los 
atrasos reclamados con juntamente con la reintegración del 
aumento de la pensión. Deduce reconvención por nulidad del 
decreto del año 1923 por las razonen expuestas anteriormente 
y pide cu definitiva que se rechace la neción y se boga Jugar 
a la reconvención con costas. 

3* A fs. 22 se presenta nuevamente la actora contestando 
la reconvención deducida- Niega la nulidad impugnada al 
referido decreto del año 1923 y sostiene por su parte que la 
acción tendiente a obtener la declaración de nulidad ha pres- 
cripto (art. 4030 C. Civil). Pide el rechazo de la reconven- 
ción y solicita que se haga lugar a la demanda en la forma 
expresada a fs. 1 . Pide intereses y costas. 



Considerando: 

V Que dado la defensa de prescripción que entre otra» 
articula la demandada en su escrito de responde (fs. 15} el 
juzgado pasará a examinarla en primer término. 

Prescripción : La defensa de] rubro ha sido articulada por 
la demandada sosteniendo que, como entre la fecha- de la inicia- 
ción de la acción y la del decreto del P. E. cuya nulidad se 
persigue en esta demanda, ha transcurrido con exceso el tér- 
mino legal de los dos años (art. 4030 C. Civil) la caducidad in- 
vocada se habría producido. 

Al respecto conviene señalar que como lo que se persigue 
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bo es en realidad la nulidad del decreto del año 19.14. Bino el 
reconocimiento al derecho pensionario que se funda en la ley 
N» 4856 (art 15 y lo' tít III) la prescripción aplicable no es 
Ja bienal sino la decenal (art, 402:í C. Civil) puesto que ae 
trataría de un derecho personal común derivado de una ley 
que carece de disposición expresa sobre el particular. El cri- 
terio señalado ea el qne ha aceptado la jurisprudencia en 
casos análogos, razón por la que el juzgado no se detiene 
mayormente sobre el punto, remitiéndose a sus efectos a las 
consideracioneH que en mayor extensión se dan en el fallo que 
se cita a continuación {ver S. C. Fallos: t. 105, pi'ig. 95), 

Que la prescripción opuesta por ta aetora a la recon- 
vención deducida a fs, 15 en cuanto se sostiene que la acción 
tendiente a obtener la declaración de nulidad del decreto del 
año 1923 ha preserjpto de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 4030 del C. Civil teniendo en cuenta la naturaleza de 
la nulidad atribuida al referido decreto (art 1047 C. C.) 
debo supeditarse en definitiva a la apreciación que se haga 
de la nulidad invocada. Corresponde en consecuencia analizar 
en primer lugar si el decreto impugnado se halla afectado de 
una nulidad insanable y absoluta, o no, porque en cobo afir- 
mativo la articulación promovida no podría prosperar, lo que 
no ocurriría en caso contrario. 

3* Que la jurisprudencia invocada por la aetora en su 
escrito de demanda (fs. 1) respecto a la irrevocabilidad de loa 
actos administrativos, cuando, como en el presente declaran 
derechos subjetivos, doctrina que ha sido aceptada como prin- 
cipio en numerosos fallos dictados pnr la S. Corte de la Nación 
no tiene el alcance ni la iuvariabilidad atribuida. Debe des- 
tacarse en primer término que la irrevocabilidad se halla 
sujeta a su vez a ciertas condiciones sin las cuales no entra 
a jugar el principio enunciado. La regularidad del acto en 
cuanto a su forma y competencia. 

Es base esencial en la materia que para que un acto 
jurídico surta loa efectos perseguidos debe reunir ciertos re- 
quisitos sin los cuales carecería de fuerza jurídica como para 
hacerlos valer como fuente de derecho. En el coso particular 
que nos ocupa se trato de un acto creador de un derecho sub- 
jetivo sujeto a una ley y dictado por la autoridad encargada 
de. ello. Es innegable que el decreto del año 19:23 (ver fs. 88 
exp. 404 — Contaduría («eneral de la Nación) ha emanado de 
la autoridad competente para hacerlo, pero también debe ad~ 
vertirse que esc decreto fué dado fuera de la ley como expre- 
samente lo observa la Contaduría General de Ja Nación (fs, 91 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



y 09) y la Comisión Revisora de Pensiones (fs. 94/5 a raíz 
do Jo ctial se proyectó el decreto que corre a fs. 101, ñero que 
nunca tuvo la firmn del P. E. 

La irregularidad indicíala resta ni mismo la validez atri- 
buida en la demanda de tu, 1 porque carece de uno de loa requi- 
sitos previstos por la ley -J'JS (artu. L>L>, 24 y 25) en cuanto 
a su tramite administrativo interno. 

La jurisprudencia en cusan análogos lia declarado que el 
vicio anotado renta ni acto todo valor v por Jo tanto éste 
carece de fuerza jurídica capuz de crear derecho alguno (ver 
S. <\ Fallas: t. 187. pág. 483). Corresponde en su mérito 
desestimar la defensa de prescripción opuesta por la actora a 
Ja reconvención deducida a fs. 22. ya que se trataría de un 
ficto inexistente. Consecuente con ello debe desestimarse la 
demanda y aceptar la reconvención. 

Por las precedentes consideraciones, fallo rechazando la 
demanda instaurada por Da. Julia .Márquez de González con- 
tra el Gobierno do la Nación, sin costas, en atención a la natu- 
raleza de las cues! iones dctiatidas. — Alfonso E. Poccanh 



Sentencia de la Cámara Fldicral 

Buenos Aires, 8 de octubre de 1943. 

Considerando : 

Que Ja prescripción de dos anos opuestn por el señor Pro- 
curador Fiscal no puede prosperar por las razones que da el 
señor juez a-qua en el considerando 1' de su sentencia. 

Que como lo demuestra el dictamen del señor Auditor 
General de Guerra y Marina a fs. 108 y siguientes de Jas 
actuaciones administrativas, el P. K. piicde legítimamente 
acordar Jas beneficias del inc. 3*. art 12, tít. IV, ley 4856 a 
los deudos de un militar retirado que desempeña funciones do 
actividad y que fallece a consecuencia de accidente o enferme- 
dades contraídas en el servicio o en actos del servicio; y ello 
porque la obligación del retirado de ejecutar todos los actos 
de servicio que requiera el destino de actividad que le sea 
asignado, le crea el derecho a gozar de Jos beneficios emergen- 
tes de dichas actos de servicio; siendo de tener en cuenta quo 
el N» 117 de la Reglamentación de Retiros Militares establece 
que M el militar retirado vuelto transitoriamente a la acti- 
vidad, que se inutilice en el servicio y por eausa del mismo, 
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sera comprendido en tas disposiciones del retiro que le sean 
pertinente», modificándose ni efecto las condicione» con que 
fue anteriormente retirado". 

Que de ta) manera, no puede sostenerse que el P. K. ni 
dictar el decreto de fs. 88 de las actuaciones e ¡tudas com- 
prendiendo a los deudo* del causante en el beneficio indicada, 
haya obrado en forma ilegítima o fuera de sus faeultsdes re- 
gladas, Podrá, m' f haberse equivocado en la apreciación de si 
el deceso del eaiusnnte fué producido o no por enfermedad 
contraída en el servicio o en acto tlel .servicio; pero esa apre- 
ciación, hecha después de haber oído a la Dirección de Sanidad 
y o sus demás asesore*;, no puede fundar, aun en el caso de 
ser errónea, la tests de que el acto Administrativo en cuestión 
es nulo de nulidad ataoluta y manifiesta y no susceptible de 
confirmación. Se trataría solamente de un acto nnulnble; 
art ]045 del Código Civil, y que debe -eputarse válido mien- 
tras no sea anulado. 

Que la Corte Suprema cu reiterada jurisprudencia ha 
establecido que existe también cosa juzgada en materia admi- 
nistrativa y que en consecuencia el P. K. no puede anular por 
sí y ante si un neto de él emanado que reconoce derechos sub- 
jetivos; debiendo para invalidarlo recurrir al Poder Judicial 
ante quien debe hacer. valer las causas que en su concepto le 
restan eficacia y validez. En el easo xah-lile el P. E. en 1ÍÍ34 
(fs. 118, ael. adm.) anuló .1 decreto referido de 1923, violando 
en esa forma el principio referido de la cosa juzgada. Es indu- 
dable, entonces, que esc decreto anula torio carece de validez 
y así se declara. 

Que el representante de la Nación reconvino por nulidad 
del decreto do 3 í#2;i y la actora a su vez opuso a esa recon- 
vención la excepción de prescripción, fundada en el art 4030 
del Código Civil, defensa que debe prosperar atento a que 
entre la fecha del decreto impugnado y la del pedido de su 
nulidad ha transcurrido un término mucho mayor que el de 
dos años que fija el artículo citado para qne prescriban las 
acciones de esa naturaleza. 

Que en cuanto a la observación formulada por la Conta- 
duría General de la Nación a fs. !H de las actuaciones adminis- 
trativas, es necesario tener en cuenta que devuelto el expe- 
diente a dicha repartición por resolución del setlor Ministro 
de Marina de fs, 92, no se insidió en ella como consta a 
fs. 02 vta. y que los beneficiarios percibieron el aumento de 
pensión desde mayo de 1!»23 ífa. !Mi) pagas que no pudieron 
efectuarse «iti la intervención de aquel organismo, documenta- 
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da ii Fa. 29 del presente juicio, y de acuerdo con !o dispuesto 
en la ley 428. 

Que la prescripción opuesta por el Sr. Procurador Fiscal 
con respecto a las diferencian de pensión anteriores a cinco 
aüos a la demanda iniciada un puede prosperar sino en cnanto 
se refiere a las diferencias anteriores en cinco años al 18 de 
octubre de 1939, fecha de la primera demanda, deducida anta 
el Juzgado a cargo entonces del Dr. Sarmiento, Secretaría 
Curadillo, « xpediente agregado N'-' !>2 del «tío indicado; deman- 
da que demuestra de numera inequívoca la voluntad de la ado- 
ra de ejercitar su derecho. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 38, se 
declara nulo el decreto del I\ E. do 1ÍG de septiembre de 1934 
y que la Nación debe reconocer a la aetora la pensión que le 
corresponde de acuerdo con lo establecido en el art. 12, inc. 3*, 
tít 4' do la ley 4856 y abonarle las diferencias entre la que 
ha percibido y Ja que debió percibir desdo el 16 de octubre 
de 1034, con sus intereses desde ta fecha de notificación de 
la demanda y las costas del juicio. — Ricardo Villar Palacio 
Un disidencia). — Curios del Campillo. — Eduardo Sarmien- 
to. — Carlos Herrera. 

Disidencia 

Y considerando: 

Que el extinto esposo de la aetora, fué pasado a situación 
de retiro por causa de obesidad contraída fuera de servicio, 
según lo atestigua la certificación médica de la Comisión de 
Reconocimientos a fs. 20 de las actuaciones administrativas 
agregadas por cuerda, por aplicación de lo que dispone el 
art. 10, título III de la ley N* 4856 (Decreto de 3 de octubre 
de 1916). 

Fallecido en setiembre de 1921 el P. E., por decreto de 
2 de marzo de 1022 concedió a la viuda y a sus hijos meno- 
res, ta pensión qne a los deudos les acuerda el inc. 4, del 
art. 12, tít. IV de la misma ley. Y con posterioridad, por el 
de 3 de abril do 1923, modificando el de septiembre, se aumen- 
tó su monto, de la mitad del haber que acordó éste, a su» dos 
terceras partes, por aplicación de lo que dispone el inc. 3 de 
dicho artículo 12. 

Anulado éste por el mismo P. E. por decreto de 26 de 
septiembre de 1934. la aetora persigue en este juicio la resti- 
tución del ultimo haber pensionario y consiguiente anulación 
del decreto que la privó del aumento suprimido. 
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Que así planteada la cuestión, en presencia de aquel cate- 
górico informe médico de la Comisión de Reconocimientos y 
del texto do \m precitadas disposiciones lépales, no oh dudosa 
la falta de derecho de la demandante. Porque en efecto, con- 
traída la obesidad fuera del servicio, la pensión de los deudos 
del causante era la mitad del haber de retiro (inc. 4), tal como 
lo dispuso el decreto de marzo de 1922, en tanto que el por- 
centaje de las dos terceras que acordó el de abril de 1923, 
corresponde sólo cuando el militar retirado hubiese fallecido 
por causa de enfermedad contraída en el servicio o en acto de 
servicio (inc, 3), situación que no fué, en manera alguna, la 
del esposo do la actora. 

Que de ello se concluye sin esfuerzo, que el decreto de 1923 
violó el texto legal, al encuadrar la situación de los deudos del 
militar fallecido, en una disposición cuyos términos no com- 
prendían su situación y, pof* tanto, inaplicable. 

Que en tales condiciones, este último está afectado de abso- 
luta y manifiesta nulidad, no susceptible de prescripción ni 
tampoco necesario que el F, E. solicitara la declaración de 
ella ante la justicia. Corte Suprema 141:428, último consi- 
derando, 143:118 y 179:249. 

Que respecto de los demás puntos de que se agravia la 
parte, la sentencia lia apreciado y aplicado de un modo justo 
y preciso, el derecho invocado en relación a ta situación plan- 
teada. 

Por ello y por sus fundamentos se confirma, sin costas, 
dicha sentencia. — Ricardo ViÜar Palacio. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 Ue diciembre de 1943. 

Y vistos: los autos "Julia Márquez de González 
y,/ Fisco Nacional sobre diferencia de pensión* 1 , ve- 
nidos de la Cámara Federal de la Capital en virtud del 
recurso ordinario de apelación concedido a fojas 60. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la doctrina 
sustentada por esta Corte Suprema de que informan 
las causas; C. S. 170-427; 181-224; 182-267; 184-553; 
189-213; 1ÍU-489; 193-251 y 164-425 entre otros, se 
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confirma en lo principal la sentencia apelada de fo- 
jas 55 y se la revoca en lo que decide respecto a las 
costas, las que se declaran por su orden en todo ei 
juicio, dada la naturaleza de las cuestiones planteadas. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Roberto Eepetto — Antonio Sa- 
ga rn a — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchouena — P. 
Ramos Mejía. 



CARMEN LYDA DE BONDESSANI v. NACION 

ARGENTINA 

MANDATO. 

La ratificación de lo actuado on el jnicio por el procura- 
dor cuya personería ha sido desconocida por la parte de- 
mandada y la sentencia de primera instancia, hecha en 
nombre de sus hijas menores, al expresar agravios, por 
la madre que ejerce la patria potestad, cubre el defecto 
del poder presentado para acreditar la representación 
invocada. 

DEM A XD AS CONTRA LA NACION. 

Xo habiéndose solicitado en la pertinente reclamación ad- 
nifitrativa el beneficio previsto en el art 17 del tít. III, 
de la ley 48o6, sino en el 16 de la misma, debe rechazarse 
de piano la demanda referente al primero, por falta del 
requisito previo exigido en la ley 11.634 (*)• 

PENSIONES MILITARES; Penvhwa a lo* militare». Inutilización 
para ¡a carrera militar. Armada. 

Los beneficios previstos en el tít. III de la ley 4856 para 
el caso do inutilización para continuar la carrera militar 

C 

(i) 24 de diritrnibre de 1043. Fallos, 190, 388. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



prodocida por actos del servido, deben ser acordados con 
prescindencia de toda idea de culpa o negligencia de la 
víctima 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de militares. 

Corresponde acordar el beneficio previsto en los arta 12 
inc. 3* tít. IV, y Ni, tít, III, de la ley 4856 —al cual se 
limitó el reelamo administrativo formulado por loa inte- 
resados — a la viuda e hijos de un cabo de la Armada que 
falleció a consecuencia del accidente sufrido mientras in- 
tentaba sacar la hélice de una lancha del buque de guerra 
de cuya tripulación formaba parte. 



Cía. MINERA AGUI LAB S. A. v, NACION ARGENTINA 

ADUANA: Importación. Libre de derechos. 

Las mercaderías librea de derechos conforme al art, 1» 
de la ley 11.588 se hallan también exentas del papo del 
10 % adicional a que se refiere el art. 1» ley N» 11,681 ( 2 ). 

ADUANA: Importación, Libre de derechos. 

El art. 42 de la ley 12.345 es modificatorio del art. 1* de 
la ley 11.681 y no se aplica a las importaciones realizadas 
con anterioridad a su vigencia. 



MARCOS P. FLORES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simples. Interpretación de ta Constitu- 
ción Nacional 

Procede el recurso extraordinario fundado en que el arres- 
to indefinido en una cárcel aplicado por el P, E. fu ejer- 
cicio de las facultades establecidas en el art. 23 de la 



O) Fallos: 1R4, 378. 

{■) 21 de; dkittnbre de 1943. Fallos: 191, 5. 
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£H¿ tU ,£? n constituye una verdadera pena vio- 

ESTADO DE SITIO. 

El arresto y traslado de las personas durante el eatad* 

Dictamen del Pro ccrn ado r General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario de apelación procede en 
este caso para ante V. E. por las razones dadas al in- 
tei ponerlo. Corresponde, pues, su apertura 

Por lo m respecta al fondo del asunto, aparece 
apücada una voz mas, e „ ía patencia de la Cámara Fe- 

SSSJ! ? V : M 0bni,,te a fs * » Ja doe ^na q„e 
re Cadamente lia mantenido V. B. acerca de las fa- 
cultades del Poder Judicial en materia de \&S £ 
í^fc t orresponde, pues, confirmar díel.o fallo. Buenos 
Aires, d.ciembre 7 de 1943. - Juan Mwm 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de diciembre de 1943. 

Y vistos: EJ recurso extraordinario deducido por 
Carlos Alberto Gilbert contra la sentencia de la Oíma 
ra Federal de Apelación de la Capital dictada en el 
recurso de amparo de la libertad deducido a favor de 
Marcos Pablo Flores, detenido en la cárcel del Terri- 
torio Nacional de Neuquén. 
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Considerando : 

Que resulta de autos que Flores se encuentra de- 
tenido a la orden del P. E, en razón del decreto X 9 1294, 
de fecha junio -ó de líl4,'i, dictado eu uso de las facul- 
tades que le acuerda el art. 23 de la Constitución Na- 
cional. Fue detenido en la ciudad de Avellaneda y 
trasladado posteriormente a la cárcel donde so en- 
cuentra. 

Que el recurrente, sin desconocer las facultades del 
Presidente de la República para arrestar a las perso- 
nas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación 
en virtud de lo establecido por el art. '2'¿ de la Cons- 
titución Nacional, funda su recurso sosteniendo que el 
arresto a que se refiere el citado artículo os sólo una 
detención provisional para adoptar respecto al deteni- 
do medidas de seguridud y vigilancia, trasladarlo den- 
tro del territorio nacional con el objeto de confinarlo 
o someterlo a juicio ante los tribunales competentes, 
pero ¡que, cuando el arresto es indefinido y se cumple 
en una cárcel, constituye una verdadera pena violato- 
ria del citado art. 23, del 18 y del í)ó de la Constitución 
Nacional que prohibe al Presidente de la Nación ejer- 
cer funcionen judiciales. 

Que, como la sentencia lechaza el recurso, el recu- 
rrente, que lia dejado planteado oportunamente el caso 
federal, interpone recurso extraordinario que le ha sido 
concedido y procodo. (Art 14, inc. 3*, ley 48. Art. 6°, 
ley 4053, Fallos: lí>5, 498). 

Que el art. 23 de la Constitución Nacional es claro. 
El poder del Presidente de la Nación se limita a arres- 
tar las personas o trasladarlas de un punto a otro, a 
menos que prefiriesen salir fuera del territorio argen- 
tino. El término arrestar tiene un significado preciso: 
detener, poner preso. Podrán existir en materia penal 
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penas de arresto, que so cumplan con privación de la 
libertad en los lagares destinados al efecto, pero éstas 
son sanciones de otra naturaleza. Ya lo ha dicho la 
Corte claramente —Fallos: 170, 246—; "Que la prohi- 
bición señalada al Presidente por el art. 23 para con- 
denar y aplicar penas, sólo tiende a dejar bien estable- 
cido que, no obstante la existencia del estado de sitio, 
mantiene todo m vigor el principio básico consagrado 
por el art. 95 de la Constitución de que en ningún caso 
el Presidente de la Nación puede ejercer funciones ju- 
diciales, arrobarse el conocimiento do causas pendien- 
tes o restablecer las fenecidas, o sea que aquél no pue- 
de atribuirse jurisdicción alguna en causas criminales, 
las que continúan siendo de la incumbencia exclusiva 
del Poder Judicial, como lo exige el principio general 
de la división y armonía de los tres grandes poderes 
que integran el Gobierno de la Nación. Que claramente 
se ve, según eso, que la privación o restricción de la 
libertad individual sobreentendida tanto en el arresto 
como en el traslado, no se ejercita por el Presidente 
a títuJo de pena, concebida ésta como el resultado de 
un proceso con efectos jurídicos y permanentes, Bino 
como una medida de defensa transitoria que sufre la 
doble limitación de terminar con el estado de sitio y 
aun antes si la persona a quien lesionase manifieste 
la voluntad de salir del país. La Constitución se ha 
propuesto conciliar, en esta forma, la necesidad de man- 
tener el orden público, que es el ambiente propio de la 
libertad con la protección dispensada por ella a las ga- 
rantías individuales". Sólo cabe agregar que en el 
caso no se ha manifestado el propósito de salir fuera 
del territorio. La misma doctrina se ha aplicado últi- 
mamente en el caso José Federico García, fallado el 
17 del corriente. 



*•* FALLOS DE LA CORTÍ SUPREMA 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General de la Na- 
ción, se confirma la sentencia apelada de fs. 46 en cuan- 
to ha podíJo ser materia ¿ A recurso extraordinario. 

Notifiques^- y devuélvanse, debiendo ser repuesto el 
papel en el juzgado du origen. 

Antonio Sag«rna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 

KENA P, KAMOS MeJÍA. 



S. A. FURLOXG Y OTROS 

JORISDICCIO.- Y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas 
penates. 

Compete a la justicia ordinaria, y no a Ja federal, conocer 
en la cau.su criminal sobre imputada violación tíe la li*y 
de trusts proveniente de cobrar al público, por 

transportas combinado» de automotor y ferrocarril, precios 
inferiores a los establecidos por las tarifas oficiales corres- 
pondientes a la parte de esos mismos trayectos servida por 
vías férreas; sin perjuicio de que ai del estudio del proceso 
resultare que se han violado otras leyes susceptibles de 
generar la jurisdicción federal, haya de procederá eu con- 
secuencia en su oportunidad. 



Dictamen del Píiocujiador General 



Suprema Corte: 

En decreto N* 145.561, del 18 de marzo de 1943. 
(fs. 347, exp. administrativo), el P. E. ordenó: 

"Por la Oficina de Asuntos Fiscales dése interven- 
ción al Sr. Agente Fiscal en lo Criminal y Correccional 
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de la Capital que corresponda, para que de acuerdo con 
los dictámenes legales que preceden promueva las ac- 
ciones correspondientes contra las empresas: "Compa- 
ñía Internacional de Transportes Automóviles, S. A. 
(C. £ T. A.); "Transportes Regionales Argentinos, 
S. A."; "Empresa de Transportes El Litoral (E. T. 
E. L, Litoral Transport Co. Ltd.)"; "Expreso Fur- 
long S. A.'* y "Expreso Villalonga S. A.", por encua- 
drar prima facie las actividades analizadas, dentro de 
lo previsto y penado por la ley de represión de los 
trusts". 

Las actividades en cuestión consistían en cobrar al 
público, por transportes combinados de automotor y 
ferrocarril, precio inferior al establecido por las tari- 
fus oficiales correspondientes a la parte de esos mis- 
mos trayectos servida por rieL 

En cumplimiento de dicho decreto, el Sr. Agente 
Fiscal se presentó a la justicia ordinaria, imputando 
a las aludidas empresas haber violado la ley 11.210 
(fs. 1) ; pero el Sr. Juez de Instrucción, se declaró in- 
competente, por conceptuar que los considerandos del 
decreto de 18 de marzo admitieron la pr ' ¡Hdad de que 
los actos incriminados comportasen también una dis- 
minución dolosa del 3 % que fija a f ivor del Fisco el 
art 8 de la ley 5315 (fs. 4). Por su parte, el Sr. Juez 
de Sección, a quien pasó Ja causa, se niega a intervenir 
(fs. 23 vta.-24), sosteniendo que dicha posibilidad no 
implica desde ahora, y necesariamente, la comisión de 
un delito de orden federal, pues pudiera motivar tan 
sólo procedimientos administrativos o acciones civiles. 
Planteada de tal suerte contienda negativa de jurisdic- 
ción entre ambos jueces, viene ella ahora a V. E. para 
ser dirimida. 

A mi juicio, el Sr. Juez Federal está en lo cierto. 



MI 
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Sean cuales fueren los considerandos del decreto de 
18 de marzo» lo único que allí se ordena es promover 
acción contra determinadas empresas de transporte 
automotor — y sólo contra ollas — por infracción a la 
ley represiva de los trusts. Si resultare que, al mismo 
tiempo otras empresas — ferroviarias esta vez — han 
violado otra ley, nada obstará a que esa infracción 
tramite oportunamente ante la justicia federal. 

Corresponde, pues, ordenar continúe intervinien- 
do en el proceso, el Sr. Juez de Instrucción. Así lo 
solicito. Buenos Aires, diciembre 6 de 1943. — Juait 
Alvarcz. 

FA A*Q DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de diciembre de 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador Ooneral, debiendo considerarse la ley 
de trusts núm. 11.210 como incorporada al Código Pe- 
nal (art. 10) y sin perjuicio do que si del estudio de 
la causa resultare que se lian violado otras leyes sus- 
ceptibles de generar la jurisdicción federal, haya de 
procederse en consecuencia en su momento, se declara 
que es competente para conocer en las causas seguidas 
contra las empresas: "Compañía Internacional de 
Transportes Automóviles" S. A. (C. I. T. A.) ; "Trans- 
portes Regionales Argentinos" S. A.; "Empresa de 
Transportes El Litoral* 1 (E T, E. L. Litoral Trans- 
port Co. Ltd.) ; "Expreso Furlong'* S. A.; y "Expreso 
Vülalonga" S. A„ por presunta violación a la ley de 
trusts, el Sr. Juez de Instrucción en lo Criminal núm. 3 
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de la Capital de la República, a quien se remitirán loa 
autos, haciéndose saber en la í orina de estilo ai Sr, Juez 
Federal en lo Criminal y Correccional de la Capital. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gakna — Luis Llnahes — B. 
A. Nabab Anchubena — Ü¿¡ 
Ramos Mejía. 



ROBERTO CAVAL1E1ÍI v. PROVINCIA BE MENDOZA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales complejas. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
«omite la validez de una ley provincial impugnada por el 
recurrente como vioiatoria de los arta. 14 y 17 de la Cons- 
titución Nacional y del art. 3 del C. Civil. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho da 
propiedad. 

El idóneo propietario de una farmacia en la Provincia de 
Mendoza que, conformo a lo establecido en el art. 11 de la 
ley 34 y 3 del decreto reglamentario, ejercía su dirección 
técnica y comercial en forma condicional y pro tempore 
no puede invocar derechos adquiridos para oponerse a la 
aplicación de la nueva ley 926, que da por acaecido el plazo 
y la condición y cancela la concesión anterior. 

RETRO ACTIVIDAD; Leyes administrativas. 

Las leyes de carácter público administrativo, como lo son 
las de orden sanitario e higiénico dictadas por la Nación 
y las provincias en ejercicio de su poder de policía, no 
están comprendidas en la prohibición establecida por 
el art. 3 del C. Civil, que sólo rige respecto de los dere- 
chos civiles, ni en lo dispuesto acerca de la i rret reactivi- 
dad por el art. 18 de la Constitución Nacional, que se 
refiere a las leyes penales que agravan la condición del 
procesado. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantida. Derecha de 

El art. 14 de la Constitución Nacional no • opone al 
ejercicio de fa facultad indiscutible de las provincias de 
reglar y limitar ciertas industrias y profesiones por cau- 
sas de utilidad general, talos como las que se fundan en 
razones de salubridad y policía. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conatitucionalidad c inconstitucio- 
nalidad. Leyes provinciales. Mendoza. 

La ley 926 de !a Provincia de Mendoza, en cuanto exigo 
aún para el funcionamiento de las farmacias anterior- 
mente establecidas por propietarios idóneos al amparo de 
la ley 34, que pongan al frente de las mismas un diploma- 
do universitario nacional, no es vÍQlatoría de los arts. 3, 
del C. Civil, ni 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

Dictamen dkl Procurado* General 
Suprema Corte: 

La ley 34 de ta Provincia de Mendoza, autorizaba 
en bu art. 11 a la Dirección de Salubridad para per- 
mitir a estudiantes (o personas que previas las infor- 
maciones necesarias conceptuase idóneas) el ejercicio 
del arte de curar por un tiempo señalado; y en 1917, 
vigente esa disposición, el dependiente idóneo D. Ro- 
berto Cavalieri obtuvo permiso para tener farmacia en 
el Departamento Guaymallén. 

Posteriormente, y con motivo de haberse dictado 
en 1927 la ley 926, derogatoria de la anterior, intimóse 
a Cavalieri pusiera al frente de su botica un farma- 
céutico con diploma nacional; intimación que cumplió 
el interesado después de solicitar y obtener varías pró- 
rrogas (fs. 100 a 116). Sin embargo, algún tiempo des- 
pués Cavalieri volvió a hacerse cargo de su farmacia, 
y esta vez, ante las conminaciones de la autoridad sa- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 571 

nitaria, acudió a la justicia sosteniendo que el decreto 
reglamentario de la citada ley 926 hizo aplicable el 
nuovo sistema solamente para las farmacias a estable- 
eerse en lo sucesivo, y no para las ya existentes. Re- 
chazadas sus pretensiones por fallo de la Suprema Cor- 
te de Mendoza (fs, 178, agosto 31 del cte. año), trae 
ahora aquel ante V. E. un recurso extraordinario, fun- 
dado en que importa violación de las garantías cons- 
titucionales impedírsele el ejercicio de su profesión de 
idóneo, y negar validez a los derechos que por tal con- 
cepto adquirió. > 

Planteada así, resulta admisible la apelación, aun 
cuando no podría iuvohierarse en ella lo relativo a ai 
e decreto reglamentario pudo atribuir a la ley local, 
alcances distintos de los que le concede la Corte de 
Mendoza. 

¿¿parece realmente de autos haberse producido 
yiolacmn de alguno de Jos derechos con que la Consti- 
tución Nacional garantiza la libertad de trabajoí A mi 
juicio se impone una solución negativa; y ello, aparte 
de que, aun en caso contrario, Cavalieri resultaría es- 
tar tachando tardíamente de ilegal lo que antes acató 
sin protesta y limitándose a gestionar prórrogas para 
el cumplimiento. 

Por elementales razones de prudencia v salubridad 
publica, el ejercicio de la farmacia está sujeto a regla- 
mentaciones de orden técnico; y si bien, por motivos 
circunstanciales ocurre que en determinados momentos 
o lugares se autorice a regentear farmacias a quienes 
no son farmacéuticos, de ahí no se deriva que tal per- 
miso debe prolongarse más allá de la causa que le dió 
origen. La ley 34 de Mendoza estableció la precarie- 
dad de tales permisos; y el recurrente no ha presenta- 
do ley alguna nacional o provincial por cuya virtud su 
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certificado de idoneidad tuviese alcance idéntico que 
un diploma de farmacéutico expedido por universidad 
nacional. 

En consecuencia, y atentas las demás razones en 
que abunda el fallo apelado, corresponde confirmarlo. 
Buenos Aires, diciembre 29 de 1942. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1943 

* 

Y vistos: Los dol recurso extraordinario inter- 
puesto por Roberto Cavalieri contra la sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia de Mendoza, que desestimó 
la demanda contencioso administrativa contra la Di- 
rección (jone ral de Salubridad de la aludida provincia 
sobre ilegalidad e inconstitucional i dad de la ley 926, 
en cuanto le cancela el permiso para regentear su far- 
macia sita en Guaymallén, no obstante su título de "idó- 
neo de farmacia" otorgado por la autoridad competen- 
te de Mendoza y haberlo ejercido por más de veinte 
años — fs. 1 a 4 vta , 178, 199 y 202—; y 0) 



Considerando : 

t Que no obstante la oposición del representante 
de Mendoza — fs. 226 — el remedio federal del art. 14 
de la ley 48 procede porque — como lo expresa el 
Sr. Procurador General do la Nación, fs, 229— Ca va- 
ri ha sostenido que se le priva del derecho de tra- 



(i) Kl 29 del luigiTio in<?» fueron mucltrnt ra igual acntido por los 
fundamento* i-ipiti'stua en ni |* irse rite fallo Ins rautas promovidas por Tito 
D. Laclar, listar Kitukcr, Alonso V. I'osadflJ y Manad QonEilei Castillo. 
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bajar, comercial' y ejercer industria lícita, de la pro- 
piedad que implica su título legítimo de idóneo de 
farmacia y ejercido del mismo conforme a la ley ante- 
rior iiúm. 34; lia ¡avocado lo» arts. 14 y 17 de la Cons- 
titución Nacional y el art. 3 del Código Civil trans- 
gredido, dice, por la ley 92(3 al darle efecto retroactivo. 

II. Que Cuvalieri, propietario de una farmacia en 
Guaymallén, ejercía su dirección técnica y comercial 
en virtud de lo dispuesto por la ley 34 y decreto regla- 
mentario pues obtuvo, previas las pruebas de compe- 
tencia exigidas por la ley, el aludido título de idóneo - 
de farmacia que lo habilitaba para tales fines; pero 
el art. 11 de dicha ley dice: "En casos especiales podrá 
también autorizar la Dirección de Salubridad para que 
ejerzan por un tiempo señalado un ramo del arte de 
curar a los estudiantes o personas que, previas las in- 
formaciones necesarias, o mediante examen, considere 
idóneas"; y el art. 3» del decreto reglamentario pre- 
ceptúa que: "En las localidades donde no haya farma- 
céutico diplomado en ejercicio, la Administración Sa- 
nitaria podrá autorizar eL establecimiento de botiqui- 
nes o la simple venta de medicamentos por un tiempo 
determinado a personas que acrediten su idoneidad y 
mientras no bc establezca un farmacéutico con título 
nacional' 1 . 

III, Que la ley 926 derogó la nüm. 34, exigiendo 
para el funcionamiento de toda farmacia un diplomado 
universitario nacional, pero concedió a los propietarios 
idóneos amparados por la ley 34 que continuaran co- 
mo dueños con la condición de poner al frente un di- 
plomado nacional y, continuando el propósito de la 
ley 34, mantuvo la autorización de los aludidos idóneos 
para tener farmacia donde no existiera farmacéutico 
nacional, etc. Como Cavalieri no se encontraba en nin- 
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gana de esas situaciones, el Consejo de Salubridad or- 
denó el cierre de la botica de Guaymalléu. 

IV. Que, desde luego, el recurrente no puede ar- 
ífüir con su derecho adquirido que, conforme a la juris- 
prudencia de esta Corte según su interpretación, equi- 
para a la propiedad inviolable; pues él era titulur de 
un derecho condicional y pro te ¡upare, es decir, otor- 
gado "por un tiempo señalado'* y mientras no exista 
un farmacéutico universitario nacional en ejercicio en 
fn localidad —art. 11, ley 34, y art. 3' del decreto regla- 
mentario — ; condición y plazo resolutorios que la nueva 
ley 926 da por aoaceidos y que cancelan, de pleno de- 
recho, la coneesii'n anterior. 

V* Que, en su constante jurisprudencia, esta Cor- 
te ha decidido que el art. 3 del Código Civil, en cnanto 
impide el efecto retroactivo de las leyes, rige solamen- 
te para los derechos civiles, y que la prohibición del 
art. 18 de la Constitucióu Nacional se refiere a las leyes 
penales que agravan tu condición del procesado, que- 
dando excluidas de Ja restricción, en general, las leyes 
de carácter público administrativo (Fallos: 140, 34; 
156, 48; 184, 620) y si Cavalieri no puede invocar ni 
contrato ni propiedad perpetua y absoluta — como que- 
da demostrado — no puede tampoco ampararse en la 
disposición del Código Civil que cita, tanto menos cuan- 
to que el mismo código establece que no hay derechos 
definitivamente adquiridos contra una ley de orden 
público, como lo son las leyes sanitarias e higiénicas 
que defienden la vida, la salud y el bienestar de los 
individuos y las colectividades, dictadas por la Nación 
o las provincias en eje; -icio de su poder de policía. 

VL Que los únicos bienes sobro los cuales puede 
Cavalieri invocar propiedad son las cosas que consti- 
tuyen su farmacia —incluidos patentes de invención! 
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marcas de fabrica y de comercio— y su título de idóneo 
en farmacia y de ellos no ha sido privado por la ley 
nicndocum núm. 926* ni por la sentencia de la Suprema 
Corte de que apela, debiendo tenerse presente, en cuan- 
to al titulo, que su aplicación profesional está siempre 
sujeta a las reglamentaciones que la Provincia dicte 
en ejercicio de sus facultades autonómicas, previstas en 
Jos arta VU y 105 de la Constitución Nacional Es im- 
procedente, pms í a invocación del art. 17 do dicha 
Carta Fundamental. 

\ II. Que los derechos de trabajar, comerciar y 
ejercer industria lícita —que menciona el art, 14— es- 
tán sujetos a las leyes que reglamentan su ejercicio en 
tanto estas no alteren aquéllos —art. 28— y es ya indis- 
cutible la facultad de reglar y aun limitar ciertas in- 
dustrias por causas de utilidad general, tales como las 
que se fundan en razones de salubridad y de policía 
que son, precisamente, las que se refieren a las profe- 
siones de curar, de preparar y vender medicamentos y 
otras similares sometidas a las disciplinas y títulos de 
Jas universidades ; por lo cual Cavalieri no puede ar- 
güir de inconstitucional la reglamentación niendocina 
de que se queja. 

En su mérito, lo dictaminado por el señor Procu- 
rador General y 1 08 fundamentos concordantes (*) del 

Wf r ™ ll,tnn d * "'ÍT»¡™te «mucríptifa de la parto de la 

«Vmtfa «W™> fljM proceden r el reeurao de ÍDeonatltdeionalidaA " 
Sobro la KrguEda cueatiAn, el «fio* Juca doctor Bermejo dijo' 

CoiuiiLtomeiito con la demanda contoncioio odimairtratln i'dedn» 
el netnr el k-himo do incoas! i toe tonalidad, «Deteniendo aue U ¿JSSul 

ESSKi r r r i' n ! 1 Con * titHcI °'>™ de M Wiór. y de la Provincia^! 
imped^lo trahojir y comerciar y al haber*» violndo la iropEdad d¿ » 
KJVÍÍ™, ^J*»**» di- él A Io s efecto» dcVrt¡r¡cÍMalKo£ 
tituc.ona Udnd nle^da, cita los «ta. 14 y 17 de la C¿n Sn nS¡£ 
y 16 y 29 do la Conititución de la Provincia. "»™ c ">n «aelwwl 
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fallo apelado, se lo eonfirma en cuanto pudo ser mate- 
ria del recurso. llágase saber y devuélvanse, debiendo 
reponerse el papel en el tribunal de origen. 

Roberto Refetto — Antonio Sa- 
garna — F. Ramos Mejía. 



LUIS M. LAVAONO v. CIA. DE SEGUROS 
"LA COMERCIAL DE ROSARIO" 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamente» no federales o federales consentí- 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el art 15 de la ley 9688 tal como lo interpreta el fallo 
apelado, viola el art. 67, inc. 11, de la Constitución Na- 
cional y desconoce la facultad de la Provincia de Buenos 



Si ae analiza d contenido de Ion arts. 14 y 17 do ln Constitución 
Nacional y Ion arta. 10 y 21) do lu Constitución d' la Provincia, cuyo 
■«paro invoca el actor en favor de la inconstitucional idnd alegada, ae 
llega a la forzosa conclusión de que f-ste « encuentra en un evidente 
•i-ror, en cnanto al alcance o interpretación de dichas garantías cons- 
titución n lea. 

E* cierto que el art 14 do la Constitución Nacional establece, entro 
loa derecho* do que gozan Id* habitantes de la Nación, los do trabajar y 
comerciar, quo el actor considera vulnerados en su caso, y quo la Cons- 
titución do ?a Provincia, en su nrt. X!, también garantiza a sus habitantes, 
la libertad do trabajo, industria y comercio, pero también es cierto, 
Mflúa el art. 14 do la Constitución Naeíonaj, quo tales derechos deben 
canfor mane u las leyes qiiu reglamentan fu ejercido y que según el 
art. Í3 de la Constitución do la Provincia, se sujeta el otorgamiento do 
loa mismos derechos, a la condición de que ellos no se opongan a la 
mora!, seguridad, salubridad pública, las leves del país o derechos do 
tercero*. 

Tanto la ley n* 34, en vigencia desde 1897, al amparo do la cnat 
a« estableció el señor í'nvnliori, como ln ley n* 926, sancionada cu 1927, 
cayo art. 109 derogó la anterior, conjuntamente con todas las re^l a men- 
taciones quo so opusieran a la nueva ley sancionada, son leyes reglamen- 
tarias de los derechos do trabajar y comerciar, precisamente do trabajar 
y comerciar en el negocio de farmacia, a cuya actividad se dedica el actor. 

Dichas leyes, tanto ln n* 34, derogada por la n» 020, como esta 
él tima, actanlmento cu vigencia, no han privado en absoluto al actor del 
pleno ejercicio de su derecho de trabajar y comerciar, por la circuns- 
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Airee para dictar las normas procesales contenidas en la 
ley 4548, contra la sentencia que resuelve la cuestión 
mediante la interpretación y aplicación del art. 100 del 
Código Civil. 



Sentencia de la Cámara de Paz Letrada 

Buenos Aires, mayo 28 de 1943. 

Considerando : 

Quo fuera de que el accidente de trabajo no reviste los ca- 
racteres de un acto ilícito generador de obligaciones» debe 
ÍSñ? e " cuenta <l ue de acuerdo eon la ley de fondo —art. 
100 del C. Civil, que por ser tal reviste constitucionalmente 
el carácter de ley suprema— art. 31 de la Constitución Na- 
cional, la jurisdicción de los tribunales se determina princi- 
palmente, por el domicilio de las personas; salvo el caso de 



tanda do imponerle la obligación do colocar al frente do cu farmacia, 
cionnr >re0na ' ítUl ° d ° fQriunc * u tKo, expedido por Universidad Na- 

So trata do ana ley que reglamenta el ejercicio de las profesión* 
que afectan a la salud y por ende a la «da do loa habitante» de la 
proTmna y que por esa sola ratón, es indudable que tiene el carácter 
de ley de orden público. 

La autorización concedida al «ñor Cnvatieri para instalar m far- 
macia, en el lugar donde funciona deudo 1917, en una simple resolución 
do la Dirección General do Salubridad, de evidente carácter precario 
como resulta do la letra y espíritu de la ley n* 34, vigente en ese enton- 
ce*, cuyo nrt. 11, segundo párrafo dice qne "En coso» especiales, podrá 
tnmbión autorizar la Dirección do Salubridad "para que ejerzan, por un 
tiempo «foleto un ramo del arte do curar, a los estudiantes o persona» 
que, preyin» las informaciones nccLwias, o mediante clamen, considere 
idóneas. . 

Cuando la Dirección do Salubridad autorizó en 1917 al señor Cava- 
Jicrl para establecerse con su f anuncia, no cabe duda de que en las 
autondades do entonces, sólo existió el propósito de solucionar un caso 
especial, facilitando el expendio do medicamentos por una persona idónea 
■n na lugar donde no existía un profesional con título al frente de na 
establecimiento do esa índole. 

E* evidente quo so quiso, en ese entonces, autorizar la apertura de 
a farmacia del senor Cavnlieri por un tiempo señalado, como lo decía 
la ley 34, y mn que se abrigara el pensamiento do que esa simple auto- 
rización pudiera dar lugar a que se alegaran derecnos adquiridos, pre- 
tendiendo permanecer indefinidamente en r-sa situación, en contra de lo 
dispuesto por otras autoridades do la Dirección de Salubridad t hasta 
en contra do lo dispuesto por una ley posterior, la n» 934, que derogo 
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la competencia federal "ratioue materia»" o "ratione perso- 
na". Siendo ello así es evidente que al establecer el art. 15 
de la ley 9688 la opción acordada al obrero, no se ha vulne- 
rado ningún principio constitucional relativo o tendiente a 
resguardar el innegable derecho de las provincias de crear sus 
propias instituciones y de dictar sus Teyes procesales. 

Con mejores derechos puedo argumentarse en favor de la 
jurisdicción determinada por el domicilio del deudor que la 
que se fija en virtud del lugar en el cual se produjo el hecho 



la anterior en virtud du una do tuyas disposiciones ac le confirió al 
actor una autorización a titulo precario. 

nn 7 'ni privación del derecho de comerciar v trabajar, como lo 
sostiene el actor, pnca nadie lo ha quitado la propiedad de las cosas 
«afílente» en tu negocio ni ve lo lia prohibido venderla*, por la exigencia 
legal de que ponga al frente de la farmacia una persona con título dio 
farmacéutico, expedido por Universidad Nacional 

Tampoco es admisible la pretensión del actor, en cuanto sostiene 
que I* resolución que recurro invade ln inviolabilidad de la propiedad, 
garantizada por las Constituciones de la Nación y do la Provincia, al 
quitarle su titulo de idóneo. 

Ni la resolución recurrida puedo considerarse un avance sobro la in- 
violabilidad do la propiedad, ni ella priva do ningún modo al actor do 
•u autorización para dcseni (leñarse «orno idóneo de farmacia, puesto que 
no se le impide en forma alguna desempeñar bu actividad bajo lo condi- 
ción de estar bajo la dependencia de m> farmacéutico con título nacional 
qu* s» responsabilice do la marcha del negocio de farmacia en el cual 
trabaja el actor. 

Per las razones que brevemente acabo do expresar entiendo que es 
improcedente el recurso de ineoustitucionulidad deducido y voto en con- 
secuencia por la negativa. 

Sobro la misma cuestión el sefior juea doctor Raeza González, dijo 
que por las mismas razones dadas por et doctor Biritos al votar en los 
expediente» promovidos por don Tito O. Laciar, Isaac Nitoker, Alonso 
V. Posadas y Manuel Castillo González resueltos en Ja fecha, a cuyo voto 
j al del doctor Bermejo ha adherido, vota asimismo por la negativa 
en ei presente caso. 

Sobro la segunda cuestión, el «ñor Juez doctor Biritos, dijo: Emer- 
gería la inconstitucíonalidad a juicio del actor en que la resolución ad- 
ministrativa vulnera su a derechos adquiridos do propiedad garantizados 
por los arte. 14 — 17 de la Constitución Nacional y 16— 29 de la Pro- 
vine i ai. 

So advierte, que del modo interpuesto, no aparece a juntado tí recurso 
a ninguna de las formas regladas por el Código de Procedimientos, ni 
como accirtn — arta. :i7p a 3¡>3 — ni por vía de recurso — arts. 394 a 
405— instaurándose bien caracterizado en cambio el contencioso admi- 
nistrativo si bien en el cuerpo ¡le tos escritos se mencionan razones de 
Indole constitucional. 

A este respecto el Tribunal ha establecido reiteradamente que el 
recurso de inconstitucíonalidad por los principios jurídicos que lo fun- 
damentan es un remedio extraordinario de derecho estricto y de inter- 
pretación restrictiva, encontrándose su admisibilidad sujeta al cumplí- 
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{lícito que origino la obligación de reparar el daño y de ahí 
la disposición contenida en el art. 4* del C. de Procedimientos. 
Si tal argumento es, perfectamente, legítimo en el caso de un 
cuasi delito con mayor autoridad, debe regir en el supuesto 
de un accidente de trabajo; en el cual como se ha dicho no 
se trata de establecer la existencia y l» s consecuencias de un 
acto Oferto, Esta es la razón poi* la cual la opción contenida 
en el ar lo de Ja ley 0688 debe reputarse encuadrada dentro 
de nuestro régimen constitucional. 

La circunstancia de que el más alto Tribunal de la Nación 
haya declarado constitucional la ley 4548 de la Provincia de 
m, Aires, no impide, en modo alguno, llegar a la anterior con- 



siento do requisitos prevista por la ley procedí y enva inobservancia 
trae como consecuencia forzosa «u rechnzo ^? 
Aim «*n* eoB».lcnipí ( «iM bastarían para determinar la improeo- 

Tí ■ »fc«neioinf» do orden constitucional, corres ponderé n mavor 
abundunjen o do ln ? garantías de- defeca dilucidar el punto contX" 

i ^ " <If J UI " dfla » übre » n título rrofesionnl, incorporado ni pa- 
JZTJÜK *™"^? ,,nr BP Www ™ derecho de proíiedid 
d^ía Pro^Uír inVi0laWp l '° r 10,1 P rw "l>t^ ludidos de la Constitución 

™ wí..fÍT, r 11 ^'f^iones lo» principios doctrinario* sentado, 

por la. jurupriidenem según los cuales el recurso de ineonstiturioni ¡dad 

derecho lin K an los jueces competente* ni referirse tampoco a violaciones 
do Ja Constitución por l a dación que la* leve, re K l ¿ mentará tí Zn 
con amrflta. Esa relación debo ser directa e inmediata con " el: Sai 

¡7¿ í ¡ri'ííTií??. Bp <iiií: " 1 rBh,eraaM < s - c - ,v ■** S i 

italíllííSá v*? * , tr 1 ' ltn de Ia Moción por la autoridad eompe- 
1 l'V^r'í ^ Salubridad, do bis leyes Nos. 34 y \)-¿G que rcX 
menta, bs , eolios d, trabajar, ejercer industria licita c ómeTeiar en 
tí nía o de elaborar y expender medicamento, necesario, e indí S¡£ 
d?rec. .'\ S - lml J Íí, ( , "" ita " l <* ^ infracción acúsala ™ e' rílacidn 
SttLíJSS^? 7" Ja a l í,iiadt '" * ia ley wgtwn e »tarS T í 

Constitución por mas que teñen alguna rolaeíñn mediata va que como 
« salmlo, todos lo. derecho, lienen ni fia alll pnro £ U 
De m^iera entonces que siendo lo reclnmada una violneion a a bv ™ 
el remed.o logal que «leí* practicarse por la vía •> 1 recudo conteííloS 
admm, 3 trat.vo pero de ningún modo el que nos ocupa contencioso 

ouo 2?fefflá5Sf' t]UyC drf Princi| ' iü fl '"d«mental de que los dercc.no* 
quo la Constitución, reconoce y garantiza lo son conforme i-, i™ 
qua reglamenten su ejercicio, do manera que cuando com en el orí 
ELtaE* trnta ™'V directamente de la infección d7b ley reK 

-t—tirse en juicio' po< £ 
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i; pues de ambas, una no es exclnyente de la otra; como 
no lo es por ejemplo, el principio de la jurisdicción determi- 
nada por el domicilio frente al de la libre elección de un 
domicilio especial para el cumplimiento de la obligación y en 
consecuencia para dar jurisdicción a jueces que no la habrían 
tenido sin tal elección, La única diferencia estriba en que la 
opción se preestablece en el íiltimo caso, y se determina a 
posterior], por imperio de la ley, en el primero. En ninguno 
de los doa se halla en juego la facultad jurisdiccional de las 
provincias. 

Que por último la disposición contenida en el Ene. 11 del 
art. €7 de la C. X. invocado eu ta memoria de fs. 28, nada 
tieno que ver con la cuestión planteada; pues el propósito de 



de idóneo en el rumo do farmacia sino que» lo hit impuesto medida* si 
bien en cierto modo I imitativas, non concordes y compatibles con lo* 
derechos, condiciones que le fui-ron conferida* por la Mireeción de Salu- 
bridad do acuerdo a las leyes números 34 y que rejílumentuit el ejer- 
cicio de tule* actividades. 

Procede aclarar que si las violar ion es n los derechos constitucionales 
resultan de la resolución administrativa dictada en aplicación de )a lej 
ÍS6 quo es la reglamentación según sr- ha dielio de esos derechos en 
materia de salubridad, como dicha lev no ha sido impugnada, desde ningún 
punto do vista podría tacharse a osa resolución do inconstitucional. 

En cuanto al titulo dn idóneo invoeado en el en ra éter de derecho 
adquirid", absoluto, por considerárselo regido y amparado por los aris. 
3 del Cótt. Civil y 2 £> de la Constitución de la Provincia, de carácter 
irrevocable que no puede ser suprimido, correspondo establecer quo la 
resolución de Salubridad no afecta el interés patrimonial de los idóneos» 
quienes con timón siendo dueños do su establecimiento ni tampoco oí 
estado de idóneo rs desvirtuado ni suprimido sino modificado en la forma 
do ejercerlo de acuerde a la nueva ley vigente. El ejercicio do la actividad 
farmacéutica, su comercio y la gestión del prof esiona I, titulada o idóneo, 
no so rige por el derecho común sino por leyes espértales que son do 
orden público, del derecho público contra las quo no se puede invocar 
na derecho adquirido según el principio del art. 5* del Cód. Civil. Y 
tampoco puede invocarse el art. :t* del mismo Código porque óste so 
refiero a las relaciones civiles. Es asi que las leyes do orden público 
quo so fundan en el interés general o do la comunidad pueden surtir el 
efecto do modificar situaciones regladas por una ley anterior de la misma 
naturaleza. En estas condiciones se encuentra la "licencia o autorización 
por ln Dirección de Salubridad al se Sor Cnvnlieri para dirigir 
idóneo su establecimiento ilo farmacia sin que le sea lícito invocar 
derechos inrrevoen lilemente adquiridos por ser la ley en virtud de la 
que «o le concedió el permiso di orden público, sujeto a las condiciones 
Impuestas por esa ley y la nueva n» 926 de idéntica Indole y finalidades 
de bien colectivo. 

Al respecto FUitz Fleikeb — pAg. «TIO— Instituciones de Derecho 
Administrativo, dice: "U licencia gubernativn no constituye para el 
particular un arma contra ulteriores decisiones de la autoridad. Tieno 
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los constituyente» no ha sido otro, que el de acordar al poder 
judicial de las provincias la facultad de aplicar cuatro leyea 
nacionales: el Código Civil; el de Comercio; el Penal /el 
de Minería; cuando los casos y las personas cayeren bajo la 
jurisdicción provincial, a fin de que la legislación de fondo 
fuera uniforme, desde que sin tal disposición, no habrían po- 
dido los magistrados que componen el Poder Judicial de Iaa 
provincias, aplicar las referidas leyes de carácter nacional. 

Por estas consideraciones y las concordantes del dictamen 
del Sr. Agente Fiscal, se confirma la resolución apelada de 
fo. 16, con costas. - José L. Urdapületa. - J. F OderigZ 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Procede en este caso el recurso extraordinario, 
por fundárselo en que el art 15 de la lev 9688, tal 
como se lo aplica en el fallo definitivo obrante a fs. 42, 

que someterse a cualquier cambio en la legislación aún en el caso que 
esto cambio aumento sus obliga doñea fonsipnndíiH en la licencia y tr&fn 
eon«EO un perjuicio material. Pienso por ejemplo en la abolición do 
matadero* particulares como conseeuenein del establecimiento do un ma- 
nnÍT íí?"?' ? Q ( í bli K !ito »°- E * «™ interesado sólo 

í Zíl V S \ !" l dej ?? ,,!ac,u M la W » ] ° «iireae apresamente. Porque 
aunquo la legación no sufra cambio filipino, el poneecior de Una licencia 
gubernativa Uenv la obligación do adaptar progresivamente su actividad 
SJSJ^Í^^P^^W «t*m OT . Por Jas autoridad*! guber- 
nntna* catan facultadas, con esto objeto, para imponerles nueva» oblt- 
Sneioies o intervenir en !n nueva siluación creada por la licencia: por 
ejemplo para establecer nuevo» requintos en favor del inferís público 
por el eambi» do las rediciones locales". F 

Finalnu-nto debo puntualizarse .¡uo las leyes sanitarias 34 y 026 no 
autorizan ln emisión de titulo de idóneo porque según sus disposiciones 
•OJO el farmacéutico enrosado do universidad nacional se considera titu- 
lado, hl idcmeo tendría a lo mfis un titulo precario, sujeto a las reala- 
mentacinne!, do la ley, entro isla» la de poder ejercer únicamente a Tin 
propia farmacia y en una determinada circunscripción territorial, miea- 
tros en esta no se establezca un titulndo. 

En conclusión, el fallo impugnado de ilegal no quita en absoluto 
al nctor su condición do idónea desdo que puede optar entre instalar ra 
establecimiento en un radio distante ocho kilómetros del netunl o aceptar 
en ln dirección de su farmacia un diplomado. 

Por estas consideraciones adhiero al voto de] doctor Bermejo. 

Sobro la misma cuestión, los so ñores jueces doctores O'DonneU j 
W^^^^ ffiífe Pür BUB ■ '« votos de lo. 
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▼iola lo dispuesto por el art 67, inc, 11, dt la Constitu- 
ción Nacional y desconoce el derecho de la Provincia 
de Buenos Aires para dictar las normas procesales con- 
tenidas en bu ley -'548. 

La Compañía "Gelsor", Sociedad Argentina de 
Obras Públicas con domicilio en esta Capital, aseguró 
contra accidentes del trabajo a su chauffeur Luis La- 
vagno, en la Compañía do Seguros La Comercial de 
Rosario, domiciliada asimismo en la ciudad de Buenos 
Aires. Lavagno sufrió un accidente en Pergamino el 
13 de agosto de 1941, y fué atendido en la clínica Lio 
Minie ri, también de esta Capital (fs. 25), 

En diciembre del mismo año, Lavagno demandó a 
La Comercial de Rosario por cobro de la indemnización 
prevista en la ley ííííSS, ante el Juzgado de Paz Letra- 
do N* 14; y la demandada opuso la excepción do falta 
de jurisdicción sosteniendo que, con arreglo a lo dis- 
puesto en la ley 4548 de la» Provincia de Buenos Aires, 
correspondía conocer en el asunto al Departamento del 
Trabajo de dicha provincia. Desestimada la excepción, 
trae ahora recurso extraordinario. 

No encuentro demostrada la ineonstitueionalidad 
que sirve de fundamento a ese recurso. El art. 15 de 
la ley 9íi88 establece en lo pertinente "en la Capital 
Federal y en los territorios nacionales será juez v im- 
potente para conocer de la acción do indemnización por 
accidente del trabajo, el juez del lugar del hecho o del 
domicilio del demandado, a elección del actor'* j y, ejer- 
citando ese derecho de optar, Lavagno acudió a la jus- 
ticia ordinaria de la Capital, lugar del domicilio de la 
compañía de seguros. Admitido, como lo alega el recu- 
rrente, que dicho art. 15, sea una disposición de carácter 
meramente procesal y no incorporada al Código Civil, 
siempre resultaría haberse planteado conflicto entre 
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dos leyes locales de procedimientos, ambas constitucio- 
nales dentro de sus respectivos radios de acción. 

El problema estriba en discernir cuáles sean esos 
radios. La Comercial de Rosario, invoca a fs. 5 la teo- 
ría del cuasidelito, para sostener que el lugar donde 
ocurrió el accidente determina necesariamente la juris- 
dicción; pero salta a la vista que semejante doctrina es 
inaplicable al ejercicio de acciones derivadas de la ley 
9688, ajenas por completo al concepto de culpa o im- 
prudencia en el empleador. 

La Cámara do Paz, en su fallo de fs. 42, resuelve 
el conflicto entre las dos legislaciones lócalos, acudiendo 
al art. 100 del Código Civil, que es ley para toda la 
República. Encuentro razonable la solución, pues V. 
ES. tiene reiteradamente admitido que el Congreso, al 
dictar dicho código, pudo fijar normas procesales de 
carácter general, sin que ello comportara menoscabo 
de las potestades legislativas reservadas por la Cons- 
titución a las provincias en materia de procedimientos. 
Por otra parte, no resulta de autos que tribunal o au- 
toridad alguna de la Provincia de Buenos Aires plan- 
tee cuestión en defensa de sus fueros : la contienda de 
competencia se promueve y sostiene por un particular, 
utilizando la vía del recurso extraordinario, caso que 
no guarda analogía con los resueltos por V. E. en 182: 
157; 187: 79 y 195 y 529, Una cosa es haberse declarado" 
constitucional a la ley 4548 de Buenos Aires, —no dis- 
cutida aquí— y otra muy distinta decidir cuál de las 
dos legislaciones procesales en conflicto, haya de apli- 
carse al sub-júdice. 

Pienso, en consecuencia, que corresponde confir- 
mar el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de 
recurso. Buenos Aires, agosto 31 de 1943. — Juan Al- 
vares, 
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Buenos Ai ros, 27 de diciembre de 1043. 

^ Y vista: la precedente causa caratulada "Lavagito 
Luis M. contra La Comercial de Rosario sobre acciden- 
te de trabajo" en la que se lia concedido el recurso ex- 
traordinario a fs. 49. 

Y considerando: 

Que la resolución apelada tiene fundamentos de 
derecho común suficientes para sustentarla, y ajenos 
a las cuestiones federales que se dicen existí v en la cau- 
sa. Tal es la solución de la incidencia fundada en lo 
dispuesto en el art. 100 del Código Civil, 

En su mérito se declara mal concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 46. Hágase saber; de- 
vuélvanse al tribunal de su procedencia; repóngase el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — F 
Ramos Mejía, 



VICTORTO CODOVILLA 

RECURSO EXTRA ORDIXARIQ ; Requisitos comunes Subtistmci* 
é* lo» requisitos. 

Habiendo accedido el P. E. a qne la persona arrestada 
por su orden en uso de la facultad establecida en el art. 
23 de la Constitución Nacional, salprn del territorio argen- 
tino por sus propios medios debiendo determinarse, pre- 
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viamente, el país en que ha de residir, carece de objeto 
d recurso extraordinario interpuesto por el Miniaterio 
Fiscal y fundado en tratarse de un asunto de exclusiva 
incumbencia del P. E, para obtener la revocación de la 
sentencia do la Cámara Federal que hiao lugar al habeos 
corpus y mandó dirigir O fj eio al Ministerio del Interior 
para que autorice la salida solicitada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. 

No tratándose de alguna de las cuestiones planteadas en 
el juicio y comprendidas en el escrito de interposición 
del recurso extraordinario, no corresponde a la Corte Su- 
prema dictar pronunciamiento alguno acerca de los pim- 
i ÍS?o 0mp ad0s m cl áeoreto del p E ' d * 7 de marzo 

ti^!í T ¡TÍL aIcance de * m facultades durante 



Dictamen del Procurador (Jeneral 
Suprema Corte: 

Viotorio Codovilla, arrestado por orden del Presi- 
dente tle la Nación en ejercicio de laa facultades que 
a este último concede el estado de sitio (art. 23, Cons- 
titución Nacional) dedujo recurso de habeos corpus 
ante el Sr. Juca Federal de esta Capital Sr. Horacio 
Fox, expresando que había optado por salir del país 
sin conseguir providencia alguna del primer mandata- 
rio, a ese respecto. Por nota de octubre 8 ppdo. (fs. 
18-19 J, el Sr. Ministro del Interior informó al Sr. Jue» 
que, en efecto, Codovilla había hecho tal opción el 23 
de agosto y 7 de septiembre, y que las peticiones serían 
"resueltas oportunamente por el P. E.". 

Previa una incidencia sobre recepción de prueba, 
el Sr. Juez hizo lugar al habeas corpus, ordenando li- 
brar oficio al Ministerio para que autorizara la salida 
del territorio argentino solicitada por Codovilla (fs. 
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33). Ese fallo fué confirmado por la Cámara Federal 
a f«. 39, y en su contra interpuso recurso extraordinario 
el Sr. Procurador Fiscal de Cámara, sosteniendo que 
la facultad de proveer sobre la opción pertenece exclu- 
sivamente el P. E. 

Tal doctrina es, en el fondo, la misma que dicho 
poder enunciara extensamente en su decreto del 7 de 
marzo de 1933 (Bol. Ofic. marzo 10), al dar cumpli- 
miento, con salvedades, a lo resuelto por iu Corte Su- 
prema en 167: 267 (caso de Marcelo T. de Alvcar); y 
en esa oportunidad, de acuerdo con lo fallado, sostuvo 
el Ejecutivo su derecho a negar la opción, cuando el 
preso eligiera para su residencia algún país limítrofe 
de la Argentina. Transcribo do lo dicho entonces por 
V, E. (id., pág. 320): 

4 'De poco serviría haber puesto en movimiento el 
resorte constitucional del estado tic sitio ron el fin do 
mantener el imperio de la Constitución y de las auto- 
ridades creadas por ella, si respecto del detenido o 
trasladado que invoca la opción no tuviera el P, E. el 
derecho (h exigirle el compromiso de no residir en de- 
terminado país limítrofe, o de conducirlo por sí mismo 
a otro cuando crea que existen graves mofli os para pro- 
ceder así. El derecho de opción no puede ser más ab- 
soluto en el modo de hacerla efectiva que cualquiera 
de los otros derechos asegurados por la Constitución 
a todos los habitantes, los que, si bien no deben ser al- 
terados por las leyes, pueden ser reglamentados en su 
ejercicio*'. 

Pendiente ya este recurso ante V, E., ha ocurrido 
un hecho nuevo. Según resulta de la comunicación que 
acompaño, en el día de ayer el P. E. ha concedido que 
Codovilln salga del país, siempre que se sujete a la con- 
dición admitida como válida por V. E. en el caso Alvear. 
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Desaparece, pues, el motivo de controversia, y nada 
tiene ya V, E. que resolver. El habvas cor pus carece 
de objeto; y así corresponde declararlo. 

Si de otra suerte lo entendiere V. E. f mantengo la 
apelación interpuesta por el Sr, Procurador Fiscal de 
Cámara a fs. 42, atenta la importancia que para la de- 
bida interpretación de los textos constitucionales re- 
viste obtener un pronunciamiento de la Corto sobre el 
mérito de los argumentos que sirvieron de base al re- 
cordado decreto de marzo 7 de 1933. Buenos Aires di- 
ciembre 23 de 1943. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 29 de diciembre de 1943- 

■ 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Ministerio Público contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Apelación do la Capital, dictada en el re- 
curso de amparo a la libertad interpuesto a favor de 
Victorio Codovílla 

Considerando : 

Que, interpuesto recurso de amparo a la libertad 
a favor del mencionado Codovilla a fin de que le sea 
permitida su salida del territorio argentino, el Sr. Juez 
Federal hizo lugar ordenando librar oficio al Sr. Mi- 
nistro del Interior para que autorice la salida soíieita- 
da, sentencia confirmada por la recurrida de fs. 41. 



0) En Iíi misma ferha fui resucito en el mismo cutido T nor toa 



m 
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Que contra esta sentencia interpone recareo extra- 
ordinario sólo el Sr. Procurador Fiscal de Cámara, sos- 
teniendo que "la opción relativa a la preferencia de sa- 
lir fuera del territorio argentino acordada a las perso- 
nas arrestadas durante e! estado de sitio en fas condi- 
ciones previstas en aquella disposición (se refiere al 
art. 23 de la Constitución Nacional) es asunto que debe 
ventilarse y resolverse exclusivamente ante el P. E,, ca- 
reciendo el Poder Judicial de facultades constituciona- 
les para pronunciarse sobre él'*. 

Que tramitando el recurso ante esta Corte el P. E. 
hace saber "que ha resuelto acceder que Victorio Co- 
dovilla salga del territorio de la Nación por sus propios 
medios debiendo determinarse, previamente, el país en 
que lia de residir". 

Que, en consecuencia, queda así cumplido el fin con 
que fué deducido el recurso de amparo y sin objeto el 
recurso extraordinario deducido por el Ministerio Pú- 
blico, pues el pronunciamiento que dictara la Corte re- 
vestiría sólo el valor de una declaración teórica total- 
mente improcedente. (Fallos: 193, 260 y los allí citados). 

Que es jurisprudencia constante de la Corte que 
su sentencia, en los casos del art. 14 de la ley 48, debe 
limitarse a decidir los puntos expuestos por el apelan- 
te al interponer el recurso extraordinario y oportuna- 
mente planteados en el juico. Fallos: 189 T 81; 190, 397; 
194, 509; 195, 589 y los en ellos citados. No corresponde, 
por lo tanto, pronunciamiento alguno sobre la cuestión 
planteada por el Sr, Procurador General de la Nación 
con relación a los argumentos que sirvieron de base al 
decreto del P, E. de marzo 7 de 1933, cuestión que no 
ha sido planteada ni en el juicio, ni en el recurso extra- 
ordinario. 

Por estos fundamentos se declara que el recurso 
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Hobeiito Repetto — Antonio Sa- 
car na — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchorena — F 

Ramos Aíejía, 
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maquinaria ni que fuera indispensable el establecimiento 
de barreras en el paso a nivel donde ocurrió el accidente, 
y, por lo contrario, resultando de las constancias de autos 
que el conductor del vehículo embestido por el treu no 
adoptó todas las precauciones necesarias al intentar el 
cruce, no procede res]>onsabilizar a la empresa ferroviaria 
por las consecuencias del occidente. 



8. A. COMERCIAL E INDUSTRIAL SASYM v. DIREC- 
CION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*. Cuestión fe- 
deral Cuestionen federales simples. Interpretación de las let/es fedé- 
rale*. 

Procedo el recurso extraordinario fundado en la interpre- 
tación del art. 23 ley 11.682 (T. O.). 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplhticiont». Deducciones.' 

Loa derechos a un contrato de aecanea de yerba, cuyo 
precio de adquisición ha sido incorporado al activo no- 
minal de la sociedad que los adquirió a crédito o con ga- 
rantía hipotecaria, constituye un bien que so consume 
con el transcurso del tiempo y que de acuerdo a lo dis- 
puesto en el art. 23 inc. e) de' la ley 11.682 (T. O.) debe 
ser objeto do amortización anual equivalente a los perío- 
dos que la desvalorización del contrato ocasione a la so- 
ciedad en cada ejercicio, independientemente de la efec- 
tividad de su pago. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de diciembre de 1943. 

Y vistos; El recurso extraordinario concedido a 
Íb. 67 en los autos Sasyni S. A. Comercial e Industrial 
contra Fisco Nacional, sobre réditos, venidos de la Cá- 
mara Federal de la Capital. 
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Considerando: 

Kn cuanto a la procedencia del recurso: Que la 
parte apelante ha sostenido desde su escrito de deman- 
da que el caso sometido a la decisión judicial era el 
previsto en el inc. c) del art 23 de la ley núm. 11,682 
(T. O.) ; el Juzgado de Primera Instancia resuelve que 
es aplicable al caso el inc. a) y la sentencia apelada de 
la Cámara que lo os el inc. g), aceptando la tesis de la 
Dirección General del Impuesto a Jos Réditos, El caso 
se halla, pues, previsto en el inc. 3» del art. 14 de la 
ley 48. 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: De autos re- 
sulta que la actora entabla la acción por repetición de 
la suma de * 1.675,51 valor del impuesto exigido 
por la Dirección de Réditos. Sostiene que la sociedad 
Sasym (S. A. Secadero do Yerba Mate Comercial c In- 
dustrial) tiene por principal objeto la secanza de yerba 
mate. Que para constituirla necesitaba primeramente 
contar con la seguridad de un contrato que le diera 
vida y movimiento, y en conocimiento de que la S. A. 
Mackinon y Coelho tenía un contrato de secanza por 
13.500.000 kls, por el término de cuatro años, la socie- 
dad Sasym decidió comprárselo en la suma de I 49.500 
% Pero como la sociedad recientemente constituida no 
poseía los fondos necesarios para sn pago inmediato, 
resolvió garantizar su pago con una hipoteca sobre una 
propiedad en Misiones. Dicha operación quedó regis- 
trada en la siguiente forma : en el activo, como un ac- 
tivo nominal bajo el rubro de "compra derechos con- 
trato" y en el pasivo "como acreedores hipotecarios". 
A medida que el contrato iba cumpliéndose, fué preciso 
desvalorizarlo en la misma medida que iba haciéndose 
uso de él. No obstante, y como las amortizaciones de 
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"gecanzas" hubieran sido demasiado fuertes si las efec- 
tuaban en los cuatro años de duración del contrato, la 
sociedad decidió amortizar esa deuda en cinco años, o 
sea el 20 % anual. Así lo hizo en el primer ejercicio, 
dice, pues es evidente que un bien que tiene solamente 
valor por cuatro años, después del transcurso de cada 
año se desvaloriza en un 25 % de su valor inicial, para 
que así, cuando llegue el fin del contrato, o sea cuando 
éste ya no vale nada, su valor en balance sea cero t sin 
provocar un desequilibrio en la contabilidad. 

Sostiene que ese 25 % que debe amortizar cada año, 
es un gasto necesario, pues do no haberla hecho la so- 
ciedad no hubiera podido iniciar sus operaciones. Para 
estar en condiciones de producir réditos, fue preciso 
hacer ese gasto, que como el pago de jornales, fuerza 
motriz, sueldos, etc. forma parte de los gastos necesa- 
rios e indispensables. La sociedad decidió considerar 
como gasto anual sólo el 20 % en vez del 25 %, para 
hacerlo más llevadero, y dedujo en su oportunidad ese 
porciento de las utilidades anuales, los gastos necesa- 
rios que correspondían al ejercicio, más las amortiza- 
ciones razonables para compensar el agotamiento, des- 
gaste y destrucción de los bienes usados en el negocio. 
La sociedad no pagó ese pasivo porque no na tenido 
fondos disponibles, dado que todo ha quedado inver- 
tido en materiales de trabajo, y hubiera sido necesario 
liquidarlos en parte para pugar ese gasto, es decir, que 
todo su capital estaba invertido en propiedades, ma- 
quinarias, existencias, etc. Sostiene que el hecho de que 
un gasto no se pague por ello no ha dejado de produ- 
cirse. Con ese criterio fueron presentadas las declara- 
ciones juradas correspondientes, que fueron observa- 
das por la Dirección de Réditos. Hechas las aclaracio- 
nes debidas les fué exigido el pago de ♦ 1.675,51 % 
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por las diferencias observadas y, por más que amplia- 
ron sus explicaciones, la Dirección General, en resolu- 
ción de mayo 20 de 1941, no hizo lugar al recarso 
considerando bien ingresado el pago antes indicado, 
por lo que viene a entablar la demanda por repetición 
de pago de la espresada suma. 

El Procurador Fiscal al contestar la demanda, en su 
escrito de fe. 34, después de oponer otras defensas que 
no se relacionan con la materia del recurso extraordi- 
nario, refmeudose al fondo del asunto, sostiene que, se- 
gún resulta de la resolución administrativa de fs 31 
la Gerencia no ha negado el derecho a hacer la deduc- 
ción. Pero que con toda lógica no se aceptó tal deduc- 
ción, en las liquidaciones presentadas, por la simple 
razón de que la actora no ha pagado todavía un solo cen- 
tavo. Ocioso seria argumentar, añade, porque es elemen- 
tal, que el art. 23 de la ley 11.682 sólo autoriza deduc- 
ciones que se refieran a erogaciones reales, efectuadas 
en el ejercicio. La demandante debe esperar hasta el mo- 
niento en que haga la erogación y entonces nacerá sn 
derecho a deducirla al liquidar sus réditos por el ejer- 
cicio anual en esa erogación se produzca. 

Que el art. 23 inc. c) de la ley 11.682 (T. O.), cuya 
aplicación al caso sostiene la apelante, autoriza a de- 
ducir de la renta bruta anual las amortizaciones razona- 
bles par* compensar el "agotamiento, desgaste o des- 
trucción oc los bienes usados en el negocio, "incluyendo 
una asignación prudente por los que se hubieron hecho 
inservibles; y el inc. g) del mismo artículo, euva aplica- 
ción sostiene la demandada, autoriza a deducir "las co- 
misiones de venta y de garantía que se abonen a comi- 
sit instas, corredores o consignatarios, tomen éstos o no 
a su cargo el riesgo de la solvencia del comprador". 
Que los autos ponen de manifiesto una venta de de- 



reehos y acciones sobre un contrato para secar, qnc la 
sociedad vendedora Maekinon y Coclho pudo cumplir 
haciendo secar esas yerbas en sus propios secaderos o - 
poi intermedio de un tercero, la S. A. Sasym, a qu.cn lo 
transfirió por un precio que representaba la utilidad que 
de él esperaba. La sociedad Maekinon y Cocí lio con esa 
venta no lia realizado gestión alguna en provecho de 
otro, por cuyo trabajo baya cobrado alguna comisión; 
ni actuó como cou sigua ta rin, pues no vendió nada aje- 
no, ni como corredor, desde que no fué intermediaria, 
sino como vendedor de un bien transferido a la Sasym. 

La Dirección del Impuesto no admitió la deducción, 
porque a su juicio el costo del contrato era una comi- 
sión convenida con la sociedad Maekinon y Coelho, cuya 
amortización considera admisible en la medida en que 
se fuera pagando, pues estimó que el caso se hallaba 
comprendido en el inc. g) que se refiere a comisiones de 
^enta y garantía que se aboneu a comisionistas, corredo- 
res o consignatarios. Pero en realidad la situación es 
otra, desde que se trata en el caso de un bien adquirido 
para usarlo en el negocio, que se destruirá y agotará en 
cuatro años. Su costo puede amortizarse, independiente- 
mente de la efectividad del pago, con una suma "razo- 
nable para compensar el agotamiento, desgaste y des- 
trucción de los bienes usados en el negocio M como lo 
establece el inc. c) del citado art. 23, que no requiere el 
pago de ese detrimento al autorizar a deducir de la 
renta bruta el renglón correspondiente a fin de efectuar 
su compensación. 

La resolución de la Dirección del Impuesto a los 
Redi i os al no aceptar la amort ización que preceptúa el 
art. 23, inc. c), ocasiona un perjuicio real al contribu- 
yente, puesto que le cobra el impuesto sobre un rédito 
inexistente, en detrimento de la fuente de renta. Las 
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amortizaciones reclamadas por la apelante constituyen 
las pérdidas que la desvalorización del contrato ocasiona 
a la sociedad en cada ejercicio, y éstas no pueden gra- 
varse con el impuesto como si fueran una utilidad. Es 
patente que las pérdidas por desval orizaeióu del activo 
deben descontarse de las ganancias brutas del auo, do 
la misma manera que debe admitirse una pérdida por 
desvalorización de uu objeto cualquiera aunque su costo 
se deba al vendedor. En el caso en examen, el bien que 
constituye la ermpra de los derechos al "contrato de 
seeanza", incorporado al activo nominal, se va consu- 
miendo por agotamiento, al transcurrir el tiempo, y h£ 
brá desaparecido del activo al cabo de cinco años, sin 
necesidad de esperar a que se pague, puesto que cuando 
ello ocurra, al vencimiento de la hipoteca, se habrá pa- 
gado con el capital. 

Como Jo ha resuelto esta Corte m re Saravia y 
Butler v. Fisco Nacional, la ley grava los réditos pro- 
ducidos y no los ficticios, al que perciba réditos reales 
o presuntos, mas no a quien se atribuva réditos aue 
no tiene (Fallos: lf>4, 5). 

Por estos fundamentos y oído el señor Procura- 
dor General, se declara que es aplicable al caso el art 
23, inc. c) (T. O.) de la ley 11.682. En consecuencia, se 
revoca la sentencia apelada de fs. 64, en cuanto ha sido 
materia del recurso. Notifíquese y devuélvanse al tri- 
bunal de su procedencia, debiendo reponerse el papel 
en el juzgado do origen. 



Antonio Saíurna — Lns Lina- 
res — B, A. Nazak Ancho- 
iíkna — F. Ramos Mejía. 
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MANUEL MALNERO v. EMPRESA EDIFICADORA 

UFENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* fe- 
deráis. Cuestiones compleja* no federales. 

No afectando a la Constitución Nacional ni constituyendo 
cuestión frderal susceptible de sustentar e! recurso extra- 
ordinario, la sola discrepancia cutre don normas locales, 
como la ley 4548 de la Provincia de Buenos Aires y el art, 
1'» de la ley 9b'88; no debiendo ser resueltas las cuestione» 
de competencia entre jueces de distintas provincias o de 
Ja Capital mediante la aplicación de la ley local de ningu- 
na de ellas, sino de una ley general, y no habiéndose 
planteado en autos cuestión alguna al respecto, corres- 
ponde declarar improcedente el recurso extraordinario 
fundado por el demandado en (pie el art, 15 de la ley 
9688 interpretado, como lo ha hcelio la sentencia recurri- 
da, en el sentido de excluir la jurisdicción que la ley 
4548 di j la Provincia de Huenos Aires atribuye a sus jue- 
ces re* necio de los accidentes del trabajo ocurridos en su 
territorio, para atribuirla n los jueces de la Capital, es 
violatorio del art 67, ine, II. de la Constitución Nacional, 
y en que también resultan violados los arts. 104 t y 108 
de ésta porque et Congreso no puede legislar sobre pro- 
cedimientos y suprimir las jurisdicciones locales. (30 de 
diciembre de 1043), 



LUIS X, t¡ AlLLARD v. CIA GENERAL DE FERROCA- 
RRILES DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestión fe- 
deral. O titmr* federales ¿imples. Inferprctavit'm de las lene* fe- 
derales. 

Resultando de la sentencia apelada que la culpa de las 
victimas de un accidente ferroviario, en la cual se funda 
para rechazar la demanda sobre indemnización, no cons- 
tituye una cuestión de hoi-ho y derecho común pues apa- 
rece en dicho fallo como la consecuencia de una infracción 
a las disposiciones do la ley 2873 y su decreto rcglamen- 
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ta rio, procede el recurso extraordinario fundado eu la 
interpretación de estas disposiciones, 

DAÑOS Y PERJUICIOS*. Culpa. KxtracontractuaL 

El art. 5"> de la ley 2873 no libera de responsabilidad a 
las empresas ferroviarias por los accidentes ocurridos en 
la zona a que se refiere, cuando aquéllas ha» omitido 
realizar las obras impuestas por la Dirección General do 
Ferrocarriles, necesarias para asegurar el tránsito y evitar 
los peligros con siguientes al cruce de las vías. 



Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad. Que las causales invo- 
cadas en lu expresión de agravios de f«. 124, corresponde ser con- 
templadas dentro del recurso de apelación ■ y no existiendo ni en 
los procedimientos ni en la sentencia ninguno de los defectos 
o vicios a que alude el art. 233, ley 50, procede su rechazo. 

Por ello, se desestima el recurso de nulidad concedido a 
la parte demandada a fs. 113 v. 

En cuanto al recurso do apelación. Que según resulta do 
autos, el accidente del que f nerón víctimas la esposa y el hijo 
del actor, ocurrió en la playa de maniobras de la estación 
Tapiales, en un paraje prohibido al tránsito de peatones, de 
conformidad con lo que ¿jabonen los arts. 55 de la ley 2873, y 
414 de su dec. reglamentario. 

Del hecho de que en dicho lugar existiese un molinete que 
facilitaba el tránsito de patones, no puede derivarse respon- 
sabilidad alguna para el ferrocarril. 

Este tribunal tiene declarado reiteradamente, que los mo- 
linetes, lo mismo que las puertas y las barreras bajas, no 
tienen por objeto impedir materialmente el cruce de las vías, 
sino prevenir la proximidad de un tren, que no puede dete- 
nerse con el fin de evitar accidentes. 

Los molinetes están colocados sólo para mayor comodidad 
del público, y su existencia es suficiente para indicar un peli- 
gro y advertir a los peatones que los utilizan, que antes de 
cruzar las vías debe» tomar las precauciones aconsejadas por 




Buenos Aires, agosto 27 de 1943. 
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la más elemental prudencia (J, A.: t. 42, p. 434; t. 55, p. 400; 
t. 62, p. 373; y t, 67 T p. 2S5). 

Las consideraciones precedentemente expuestos son en un 
todo aplicables al cuso sub júdice, por lo que en esta situación 
y con arreglo a lo preceptuado por el art. 1111 del C. C. t cal>e 
declarar la falta de responsabilidad de la empresa demandada 
por el accidente de que se trata. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada de fs. IOS, y 
en consecuencia se rechaza la demanda instaurada por Luis N. 
Gaillard c/. la Cía. Oral, de PF, CC. de la Prov. de Buenos 
Airea, s/. cobro de pesos, debiendo abonarse las costas de 
ambas instancias en el orden causado, en atención a que la 
acto ra pudo creerse con razón probable para litigar. — Ricardo 
Vitlar Palacio. — Carlos del Campillo, — Eduardo Sarmiento. 
— Carlos Herrera, en disidencia. 

Disidencia 

Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad. De ncuerdo con los fun- 
damentos de la mayoría, se lo desestima. 

En cuanto ai de apelación. Que el presente caso es fun- 
damentalmente distinto a los decididos anteriormente por este 
tribunal por las circunstancias de hecho que lo caracterizan. 
Tanto en los juicios de Fefferman, Contreras, Serio v Pere- 
grino (J. A.: t. 42, p. 434; t. 55, p. 400; t. 62, p. 373 y t 67, 
p. 285) como en los de Frcgas (mayo 28 ¡941) y Terrile, lía- 
mona Giacosa de y otro (abril 12 del corriente), se trataba 
de accidentes ocurridos en panos para peatones en debidas con- 
diciones de seguridad y autorizados por lu Dir. Oral, de Fe- 
rrocarriles; y en el de Sorollini (J. A., t. 71, p. 862) , la 
víctima se introdujo a la zona vía por un guardaganado. En 
el sub lite, el hecho se produjo en un sendero que atraviesa 
una playa de maniobras, lugar de máxima peligrosidad, cuya 
utilización por los peatón ** toleraba \ autorizaba tácitamente 
la demandada al haber abierto un portillo de acceso provisto 
de una pequeña barrera movible y al no baher colocado en 
su entrada ningún cartel prohibitivo o que indicara que estaba 
reservado ni personal, como ahora lo pretende; todo ello sin 
autorizar ion de la repartición citada y mas aiín haciendo caso 
omiso de las intimaciones formuladas por ésta para que cons- 
truyera un puente por razones elementales de seguridad. 

Que no puede sostenerse que las víctimas violaron el art. 
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414 del decreto reglamentario, porque lo que éste prohibe es el 
transito por la* vías y no el eruee de las mismas por los lugares 
Jmb. itados para m borlo y es evidente que el sendero en 
cuestión estaba habilitado por la empresa para hacerlo. 

t Que, por otra parte, la demaudada ha esgrimido como 
único argumento ia supuesta contravención de las víctimas 
sin haber aducido en la contestación de la demanda y menos 
aun intentado probar que los accidentados no tomaran laa 
precauciones debidas al atravesar Jas vías, por lo cual ese 
aspecto del asunto no debe considerarse. 

En su mérito y por sus fundamentos se confirma con 
costas, la sentencia apelada de fa. 108. — Carlos Berrera. 

Dictamen del Piec-curadou General 

Suprema Corte: 

Se truc aquí recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de la Cámara Federal de la Capital, obrante a 
fs. 13ÍI, que absuelve a la Compañía General de Perro- 
carriles de la demanda interpuesta en su contra por 
D, Luis N. Guillan], por cobro de perjuicios emergen- 
tes de un accidente de tránsito. 

Bicho fallo se funda en que la culpa del accidente 
aludido, correspondió totalmente a las víctimas ; y llega 
a tal conclusión, teniendo en cuenta circunstancias de 
hecho y el mérito de la prueba rendida, materia no sus- 
eeptible de revisión por V. E. 

Corresponde, en consecuencia, declarar improce- 
dente el recurso extraordinario concedido a fs. 142 vta. 
— Buenos Aires, octubre 28 de 1943. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de diciembre de 1943. 



Y vista la precedente causa seguida por J), Luis 
N. Gaillard contra la Cía. Gral. de Ferrocarriles en la 
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Provincia de Buenos Aires por indemnización de daños 
y perjuicios, en la que se ha concedido el recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. 141. 

Y considerando: 

Que la sentencia apelada parte de la base de que el 
accidente que dió origen al pleito, ocurrió en un lugar 
en que está proliibido el tránsito do peatones, la playa 
de maniobras de la estación "Tapiales'*, — arts, 55 de 
la ley 28711 y 414 de su decreto reglamentario — circuns- 
tancia que no modifica la existencia de un molinete que 
pudiera facilitarlo. La culpa de las víctimas — qne re- 
sulta de la mención del art. 1111 del Código Civil — 
aparece así como consecuencia de la infracción por las 
mismas de la prohibición antes mencionada, y no cons- 
tituye en la especie, una cuestión de hedió v de derecho 
común, distinta de la federal que sustenta el recurso. 

Que esta Corte en los precedentes de Fallos: 162, 
327; 186, 108, ha interpretado el art. 55 de la ley 2873 
— que el 414 del Reglamento General precisa — en el 
sentido de que sus disposiciones no liberan de respon- 
sabilídad por razón de los accidentes ocurridos en la 
zona a que aquél se refiere, si de los autos resulta que 
las empresas han omitido realizar las obras impuestas 
por la Dirección General do Ferrocarriles, necesarias 
para asegurar el tránsito y evitar los peligros consi- 
guientes al cruce de las vías. 

Que el fallo cu reenrso aplica el referido art. 55 con 
criterio diferente al enunciado en el procedente consi- 
derando. 

En su mérito se decide revocar el pronunciamiento 
apelado do fs. 139 y haciendo uso de la facultad confe- 
rida por el art. 16, segunda parte, de la ley 48, devolver 



D» JUSTICIA DE LA NACIÓN 60 1 

los autos al tribunal de su procedencia, a los efectos 
de que dicte en los mismos, nuevo pronunciamiento. 

Hágase Haber y repóngase el papel im el juzgado 
de origen. 

EOBBBTO RfirETTO — ANTONIO 

Sao mi na — Luía Linares — 
B. A, Nazar Anciiorena — 
F. Hamos Mejía. 



JUAN N. MIGUEL v. PROVINCIA DE JUJUY 

Tiiulos al portador. 

Careciendo de valor la cláusula extraña a Ja ley que au- 
torizó el empréstito y a su decreto reglamentario, impresa 
en forma anónima al dorso de los respectivos títulos sin 
te firnia de tos funcionarios que debían autenticarla, se- 
gún la cual .si el título no fuera redimido en los términos 
establecidos por la ley sería canjeado por otro de igual 
valor y habiendo reconocido el apoderado provincial en 
la contestación a la demanda, que si dicha cláusula fuera 
inaplicable sería procedente el cobro del importe del título 
reelnmado por el actor, corresponde hacer lugar a la 
«ceión deducida por éste con dicho objeto. 

Dictamen del Procurador Generai, 
Suprema Corte: 

Conforme quedó establecido en la providencia de fs. 
17, la jurisdicción originaria de V. E. para conocer en 
este litigio emana de tratarse de cansa civil en que la 
Provincia do Jujuy es demandada por un vecino de 
Salta. 

En cuanto al fondo del asunto, versa totalmente so- 
bre el cumplimiento de cláusulas contractuales o la pro- 
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cadencia de condenaciones accesorias, cuestiones ambas 
que escapan por su naturaleza a mi dicta- .en. — Bue- 
nos Aires, noviembre 26 de 1942. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 30 de diciembre de 1943. 

Y vistos los autos de jurisdicción originaria segui- 
dos por U. Juan Néstor Michel contra el Gobierno de 
la Provincia de Jujuy, y resultando: 

Que a fs. 14 se presenta D. Héctor L. Rodríguez 
Guichou en representación del Sr. Michel entablando 
demanda contra el expresado gobierno por el pago de 
once títulos del empréstito interno de la Provincia de 
pesos mil cada uno, que los acompaña, haciendo un 
total de once mil pesos moneda nacional, con más los 
intereses, gastos y costas del juicio. 

Dice que de acuerdo a la ley 455, de diciembre 15 
de 1920, la Provincia de Jujuy debió rescatarlos por 
compra o licitación, según el caso, sin perjuicio de las 
amortizaciones extraordinarias que podía hacer cuando 
creyera conveniente, a cuyo efecto el art. 7 determina 
los recursos de que podía dUpuuer. Que el pago de los 
intereses se hizo puntualmente hasta el último cupón 
vencido en diciembre de 1940. En cambio la amortiza- 
ción acumulativa del }¿¡ % sólo se abonólas ta fin de 
1925, vale decir hasta hace quince aííos, importe éste 
que deberá deducirse del valor total de cada título. El 
cese del servicio de amortización corista al dorso de 
cada título. 

Que vencido oí último cupón de intereses, su man- 
dante hizo gestiones para que se le pagaran los títulos 
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sin conseguirlo. Por el art. 6 están garantizados por 
Jas rentas generales, tanto en sus servicios de intere- 
ses como de amortización. 

Vencido el último cupón de intereses, lógicamente 
estos papeles deben rescatarse por el Gobierno, ya que 
ni en la ley ni en el decreto reglamentario se contempla 
otra solución. 

Agrega que su representado tiene su domicilio en 
balta, como lo probará por la información de testigos 
que oirecc, razón por la cual esta demanda civil contra 
la Provincia de Jujuy corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte -art. 1, inc. i', de la ley n' 48. 

Termina pidiendo que oportunamente, al fallar la 
causa, se condene a la provincia demandada como lo 
tiene pedido. 

Que acreditado el fuero y corrido traslado a fs 21 
se presenta el Dr. Jaime Malamud en representación 
de la Provincia y dice que la demanda sería justa si al 
sancionarse el empréstito no se hubiera establecido la 
siguiente clausula: "Si este título no hubiere sido re- 
dimido de acuerdo a las disposiciones del art. 8' de la 
ley, al efectuarse el pago del cupón n» 40 será canjeado 
por otro de igual valor. . . » Q ue la Corte en el caso de 
Roth Pedro versus Provincia de Santa Fe ha dicho que 
el titulo de un empréstito se adquiere tal como es o no 
se adquiere. Las relaciones de derecho con el emisor y 
las diferencias que surjan, deben ser resueltas de acuer- 
do a las condiciones de la emisión o sea de acuerdo con 
las disposiciones del bono general, que constituye la ley 
contractual (Jurisprudencia Argentina, t. 51, pág. 763). 
Que no habiendo la Provincia reürado los títulos como 
faculta el art. 8 de la ley 455, el actor no puede exigir 
el pago de los mismos sino su renovación. Por ello pide 
se rechace la demanda con costas. 
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A fs. 24 vta. se abre la éüüsa a prueba. A fs. 3Í) 
se hace la certificación de las producidas. Las partes 
presentan sus alegatos después. Y oído el Sr. Procu- 
rador General a fs. 44, se llama autos para definitiva. 

Y considerando : 

Que la parte demandada reconoce los hechos en 
que se funda la demanda y dice quo el título sería exi- 
gible de acuerdo con los términos en que la acción lia 
sido instaurada si en él no se hubiera inscripto la cláu- 
sula arriba transcripta que establece la renovación. Y 
concretando aún más esta defensa en su escrito de fs. 
42 dice; "V. E. debe considerar si la disposición, im- 
presa en el título, por lo tanto» conocida por los tene- 
dores, a que he hecho referencia al contestar la de- 
manda es de aplicación o no. En caso afirmativo el tí- 
tulo deberá ser abonado, on caso contrario, canjeado" 

Qne ni de las transcripciones que contiene el título 
de Iu ley y decreto reglamentario que autorizó el em- 
préstito (ley 455 y decreto del 21 de febrero de 1921, ni 
del informe expedido por el Gobierno de Jujuy de fs. 
36, aparece incluida la cláusula de que se trata entre las 
que el Gobierno emisor pudo incorporar al título emi- 
tido. Como ve por el título mismo, dicha cláusula 
aparece puesta al dorso y al final del instrumento en 
forma anónima, sin la firma de los funcionarios que de- 
bían legalizarla, y en tales condiciones, siendo extraña 
a la ley y al decreto reglamentario que ha dado naci- 
miento al título, no puede tener eficacia para las partes 
contratantes, o sea para el Gobierno que emitió y para 
el tomador que compró o tomó el título. 

Que por virtud de dicha cláusula el Gobierno no 
estaría autorizado a lanzar una nueva emisión, aunque 
fuera de renovación, ni el tomador puede ser obligado 
a aceptarla, desde que estaría fuera de las facultades 
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y autorizaciones acordadas por la ley de origen, que ni 
siquiera ha previsto tai renovación. 

Que el fallo de esta Corte citado por la demandada 
en el cuso Roth Pedro contra la Provincia de Santa Pe 
del % de septiembre de 1935, no es aplicable al caso, 
porque la clausula cuya validez se había discutido en 
este figuraba incorporada al bono general y constituía - 
por ello, como di jo el Tribunal, la ley contractual que 
rige las relaciones entre el Gobierno emisor y el to- 
mador. 

(Juc la misma Provincia de Jujuy parece que ha 
considerado, llegado el caso, de que estos títulos sean 
retirados de la circulación, por cuanto resulta del in- 
forme de fs, 3G, que las amortizaciones del % % se han 
dejado de liquidar en 1£>25, o sea hace 18 añoV Si no se 
amortizan, lógico es que se paguen, cuando en las con- 
diciones incorporadas legalmente al bono general no se 
indica otra solución. 

En su mérito, se condena al Gobierno de la Pro- 
vincia de Jujuy al pago de la suma de once mil pesos 
moneda nacional que representan nominalmeute los bo- 
nos agregados de fs. 1 a 11, deduciendo de esta suma 
el valor de las amortizaciones hechas hasta fines de 
diciembre de 1925, con más los intereses a estilo de los 
que cobra el Banco de la Nación Argentina desde la no- 
tificación de la demanda. Sin costas, por no hallar mé- 
rito para imponerlas. Notifíquese, repóngase el papel 
y archívese oportunamente. 



Axtoxio S agatina — Luis Lina- 
res — B. A, Nazar Ancho- 
resta — F. Ramos Mejía. 
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VIVIANA SALINAS v. ROMAN L. RAMOS OTERO — 

SU SUCESIÓN 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propios. Scntemfa de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. 

Las resoluciones que decretan embargos preventivos y, 
en general, hacen lugar a medidas precautorias de esa 
naturaleza,- no constituyen sentencias definitivas a los 
efectos d«l recurso extraordinario í 1 ). 



(i) 30 de duiemhr» do 1M3. 



